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    Capítulo I



    Defensa y Seguridad


    Recurso extraordinario


    Fuerzas de seguridad. Accidente en acto de servicio. Incapacidad. Haber de retiro. Retiro obligatorio. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    La distinción de los conceptos “en acto de servicio” y “en y por actos de servicio” a los que aluden las leyes 16.443 y 20.774, respectivamente, fue tratada por la Corte en el precedente de Fallos 316:679, donde señaló que de las disposiciones de las leyes 16.443 y 20.774 —específicas para el personal de la Policía Federal Argentina— surgía el distingo entre accidentes o enfermedades sufridos por el personal “en servicio” y “en y por actos de servicio”; es decir, la diferencia existente entre el accidente sufrido durante el horario de trabajo, pero en circunstancias que no fueron consecuencia directa e inmediata del ejercicio de las funciones de seguridad, y aquél que sí lo fue. En la sentencia publicada en Fallos: 325:2386, la Corte detalló las circunstancias que rodearon el dictado de la ley 20.774 y, en ese marco, recordó que en el debate parlamentario “se precisó que debe tratarse de incapacidad parcial y permanente ‘en y por acto de servicio’”, y concluyó en que “la voluntad del legislador fue conceder el máximo de dos grados. Por lo tanto, no cabe adicionar ese beneficio al que concede la ley 16.443”. En la época de la sanción de la ley 26.578, existía una consolidada jurisprudencia de la Corte en cuanto a los alcances de los términos empleados por las leyes 16.443 y 20.774, y qué tipo de enfermedades o accidentes sufridos por el personal alcanzado por ellas tornaba aplicables sus disposiciones. Más recientemente, el Tribunal remarcó nuevamente que las expresiones “en servicio” y “en y por actos de servicio” no son asimilables a los efectos de la concesión de las prestaciones de las leyes 16.443 y 20.774. Si el otorgamiento de uno u otro de los beneficios contemplados por las leyes 16.443 y 20.774 se encuentra condicionado a que el hecho que motivó el pase a situación de retiro haya acontecido “en acto de servicio” (es decir, durante el horario de trabajo, aunque no como un riesgo propio y específico de la profesión) o “en y por acto de servicio” (esto es, en circunstancias que son consecuencia directa e inmediata del ejercicio de las funciones de seguridad), respectivamente, debe concluirse, inevitablemente, en que la extensión al personal de la Prefectura Naval Argentina (y a otras fuerzas de seguridad) de los derechos otorgados por aquellas leyes, dispuesta por medio del art. 1º de la ley 26.578, resulta de aplicación al personal incapacitado tanto “en acto de servicio” como “en y por acto de servicio”; es decir, los retirados como consecuencia de un hecho acontecido “en acto de servicio” podrán gozar de los beneficios acordados por la ley 16.443 (promoción al grado inmediato superior), mientras que a los que pasaron a situación de retiro en virtud de un hecho ocurrido “en y por acto de servicio” les corresponderán las prestaciones reconocidas por la ley 20.774 (promoción a dos grados jerárquicos más). De los expresos términos de la ley 26.578 no se desprende que sea requisito, para poder recibir los beneficios que ella acuerda, que el accidente o enfermedad que motivaron el retiro hayan ocurrido “en y por acto de servicio”; esto último sólo es requisito para acceder al ascenso a dos grados jerárquicos más que prevé la ley 20.774, pero nada impide que el personal de la Prefectura Naval Argentina que pasó a situación de retiro en virtud de un infortunio producido “en acto de servicio” tenga los derechos de ser promovido al grado inmediato superior y de que le sean otorgadas los restantes beneficios previstos por la ley 26.578. Si la intención del legislador, al sancionar la ley 26.578, hubiera sido la de extender al personal de la Prefectura Naval Argentina (y de otras fuerzas de seguridad) únicamente el derecho que corresponde a los integrantes de la fuerza cuyo pase a situación de retiro fuera motivado por un hecho ocurrido “en y por acto de servicio”, habría bastado con que hiciera referencia, en sus disposiciones, solamente a la ley 20.774, sin mencionar también a la ley 16.443. Es doctrina de la Corte que la inconsecuencia o la falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las normas deben interpretarse de conformidad con el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los conceptos. El proyecto de ley que fue originalmente sancionado, se limitaba a incluir al personal de la Gendarmería Nacional y de la Prefectura Naval Argentina en lo dispuesto por el artículo 1º de la ley 20.774. Sin embargo, al serle remitido el proyecto en revisión, la H. Cámara de Diputados, luego de considerar, entre otros antecedentes, el proyecto de ley enviado el 5 de febrero de 2009 por el Poder Ejecutivo Nacional, en el que se propiciaba “extender los beneficios otorgados por leyes 16.443 y 20.774 a la Gendarmería Nacional y a la Prefectura Naval Argentina y actualizar en forma sexenal los haberes del personal de las fuerzas de seguridad precitadas y de la Policía Federal Argentina, beneficiario de las previsiones contenidas en dichas normas, incapacitado en forma permanente, total o parcialmente, equiparándolos a los del grado inmediato superior, hasta alcanzar la percepción de remuneración equivalente a la correspondiente al máximo grado de cada categoría de personal o escalafón”, modificó el texto del proyecto y, así, incorporó a los beneficios de la ley 16.443 entre los que se extendían al personal de la Prefectura Naval Argentina y de otras fuerzas de seguridad, modificación que fue aceptada por la H. Cámara de Senadores, la cual sancionó definitivamente el proyecto de ley. Al tratarse, en el caso, de un suboficial de la Prefectura Naval Argentina en situación de retiro obligatorio por enfermedad producida en actos del servicio, por aplicación de lo dispuesto por el art. 1º de la ley 26.578, le corresponde recibir los beneficios previstos por la ley 16.443, así como los restantes derechos que prevé la ley 26.578 en sus arts. 2º y 4º.


    Breard, Juan Carlos c/ Prefectura Naval Argentina s/ Reclamos varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21011828/2011/CS1, 14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


     


    Personal de la Prefectura Naval. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 29886/2015/CA1-CS1, “Camejo, Ricardo Esteban y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Prefectura Naval Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Baldovino, Alfredo Nemesio c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Prefectura Naval Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39299/2013/CA1-CS1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 29886/2015/CA1-CS1, “Camejo, Ricardo Esteban y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Prefectura Naval Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Grandoli, Marcelo Fabián y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 41658/2014/CS1-CA1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 29886/2015/CA1-CS1, “Camejo, Ricardo Esteban y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Prefectura Naval Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Pelozo, Humberto Arturo y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Seguridad – Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 591/2015/1/RH1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


     


    Salario mensual. Liquidación de haberes. Adicionales de remuneración. Complemento mensual remunerativo. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión que se plantea es si las sumas otorgadas por los decretos 1307/12, 854/13 -y sus respectivas modificaciones- revisten la naturaleza de suplementos particulares, tal como lo expresan tales normas, o si constituyen asignaciones que debieron ser conferidas con el carácter de haber mensual o sueldo. El Tribunal recordó en Fallos: 334:275 que, "los suplementos particulares se encuentran legislados en el art. 57 de la ley 19.101, cuyo inciso- 4º establece que el Poder Ejecutivo Nacional podrá crear otros suplementos particulares en razón de las exigencias a que se vea sometido el personal como consecuencia de la evolución técnica de los medios que equipan a las fuerzas armadas, o por otros conceptos”. "Tales suplementos se encuentran enunciados en el art. 57 y en el art. 2.405 de la Reglamentación del Título II, Personal Militar en Actividad, del Capítulo IV, Haberes, de la Ley para el Personal Militar, y tienen las características comunes de: (a) responder a situaciones especiales del cumplimiento de la misión específica de las fuerzas armadas, (b) otorgarse a un número limitado del personal y sólo por el tiempo en que desarrollen esa actividad especial, y (c) estar expresados por montos accesorios respecto de la remuneración total”. La Corte tiene dicho que para que una asignación sea incluida en el concepto de sueldo, se requiere que la norma de creación la haya otorgado a la totalidad de los militares en actividad -lo que evidencia que no es necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, pues se accede a ella por la sola condición de ser militar-; y excepcionalmente, en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida en que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro. Debe retenerse que, hasta la entrada en vigencia del decreto 853/13, el régimen de haberes del personal militar resultaba directamente aplicable al personal de la Prefectura Naval Argentina en virtud de lo dispuesto por el art. 54 de la ley 18.398. Al mismo tiempo, el art. 76, segunda parte, de la ley 19.349, disponía -como lo hace el art. 54 de la ley 19.101- que cualquier asignación de carácter general que se otorgara al personal en actividad debía acordarse, en todos los casos, con el concepto de sueldo. Del texto de los decretos 1307/12, 854/13, y sus respectivas modificaciones, no surge el otorgamiento de los suplementos por ellos creados a todo el personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional y con estado policial en actividad de la Prefectura Naval Argentina. La situación que se presenta difiere de la considerada por la Corte en las causas "Bovari de Diaz" y "Villegas”, pues mientras en aquella oportunidad se arribó a la conclusión de que los suplementos y compensaciones creados por el decreto 2769/93 y la resolución 1459/93 del Ministerio de Defensa no habían sido creados ni otorgados con carácter generalizado a la totalidad del personal en actividad ni a la totalidad del personal de un mismo grado y, por esas razones, no podían ser acordadas en concepto de sueldo, en el presente caso está acreditado que prácticamente la totalidad del personal de la mayoría de los grados percibía uno u otro suplemento de los creados por los decretos 1307/12, 854/13 y sus respectivas modificaciones. A dichas circunstancias se suma el hecho de que -por medio del art. 6° del decreto 1307/12- se otorgó una suma fija no remunerativa y no bonificable para el personal que, en virtud de la eliminación de los suplementos particulares y de las compensaciones creadas por el decreto 2769/93 y de los adicionales transitorios dispuestos por los arts. 5° de los decretos 1104/05 y por los arts. 2° y 4° de los decretos 861/07, 884/08 y 752/09, pasara a percibir una retribución mensual bruta inferior a la que le hubiese correspondido por aplicación del escalafón vigente hasta entonces. Esta asignación alcanza también al personal destinado en el exterior, que por esa razón se encontraba impedido de percibir los suplementos "de responsabilidad por cargo" o "por función intermedia", mientras estuvieron en vigencia. La arquitectura salarial estructurada por los decretos 1307/12 y 854/13 no tuvo como intención remunerar situaciones especiales del cumplimiento de misiones específicas del personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional y con estado policial en actividad de la Prefectura Naval Argentina mediante la creación de nuevos suplementos particulares, sino otorgar en forma general una asignación que mantuviera o, en su caso, aumentara la retribución total mensual que venía percibiendo aquel personal en actividad como consecuencia de lo dispuesto por los decretos 1104/05, 1126/06, 861/07, 884/08 y 752/09, esquema de incrementos salariales que había sido descalificado por la Corte en la causa "Salas" (Fallos: 334:275), doctrina que hizo extensiva al personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional y con estado policial en actividad de la Prefectura Naval Argentina en los autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros” y B. 61, L. XLVII, "Berra, Gerardo Alberto”, y que los decretos 1307/12 y 854/13 vinieron a reemplazar. La solución que se propicia es idéntica a la que adoptó esa Corte en la causa "Sosa, Carla Elizabeth" (Fallos: 342:832) con relación a los suplementos creados por el decreto 1305/12 para el personal militar en actividad de las Fuerzas Armadas, que guardan sustancial analogía con los que fueron otorgados al personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional y con estado policial en actividad de la Prefectura Naval Argentina mediante los decretos que fueron objeto de examen en este dictamen. En este último precedente, la Corte destacó que la circunstancia de que los suplementos en cuestión representaran una parte sustancial de la remuneración y no se trataran meramente de sumas accesorias o adicionales, unida al carácter general con que habían sido establecidas, conducía también a reconocerles características similares al concepto "sueldo". Recordó, en esa oportunidad, que, en la sentencia publicada en Fallos: 322:1868, había declarado que "por extensas que se juzguen las atribuciones conferidas en la ley 19.101 al Poder Ejecutivo para determinar la composición del haber mensual y el monto de los suplementos que lo complementan, ellas no le alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni las remuneraciones accesorias en lo principal, mediante el simple arbitrio de designar a una parte sustancial de la retribución que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación de sus servicios militares como ajena al haber o sueldo de este.” Los montos determinados para los suplementos otorgados por los decretos 1307/12, 854/13, y sus respectivas modificaciones, lejos de resultar sumas accesorias del haber mensual o sueldo del personal alcanzado por dichas normas, constituyen una parte sustancial de sus remuneraciones. Aun cuando, como consecuencia del dictado del decreto de necesidad y urgencia 853/13, que modificó los regímenes de haberes del personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional y con estado policial en actividad de la Prefectura Naval Argentina, ya no rigen las cláusulas según las cuales cualquier asignación de carácter general que se otorgara a ese personal en actividad debía acordarse, en todos los casos, con el concepto de sueldo, lo cierto es que la remuneración del personal con estado policial en actividad de la Prefectura Naval Argentina sigue estando compuesto por cuatro rubros: a) haber mensual o sueldo; b) suplementos generales; c) suplementos particulares; y d) compensaciones. Lo mismo sucede con el actual régimen de haberes del personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional. Al ser ello así, y dado que las asignaciones otorgadas mediante los decretos 1307/12, 854/13 y sus respectivas modificaciones, no reúnen las características que el Tribunal describió en el precedente de Fallos: 334:275 para ser consideradas como suplementos particulares, ni podrían ser calificadas como suplementos generales, ya que ellos son enumerados taxativamente por el art. 56 de la ley 18.398, del igual modo en que lo hace el art. 77 de la ley 19.349 para el personal con estado militar de gendarme en actividad de la Gendarmería Nacional, ni como compensaciones, cuya finalidad es resarcir al personal que, por razones de servicios, debe realizar gastos extraordinarios, es forzoso concluir en que ellas deben formar parte del haber mensual o sueldo al que se refiere el art. 55 de la ley general de la Prefectura Naval Argentina.


    Camejo, Ricardo Esteban y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad – Prefectura Naval Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29886/2015/CA1-CS1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Administrativo


    Acción meramente declarativa


    Impuestos provinciales. Hidrocarburos. Petróleo crudo. Determinación de oficio. Impuesto sobre los ingresos brutos. Convenio multilateral. 


    Determinación de la base imponible de contribuyentes que realicen actividades -en una, varias o todas sus etapas- en dos o más jurisdicciones.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye una “causa” en los términos de la Ley Fundamental. Se encuentra reunida la totalidad de los recaudos fijados por el art. 322 del CPCCN para la admisibilidad formal de la acción intentada, pues ha mediado una actividad explícita de la Dirección General de Rentas de la demandada, dirigida a la “percepción” del impuesto que estima adeudado y dicha actividad posee entidad suficiente para sumir a la actora en un “estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiéndose por tal a aquella que es “concreta” al momento de dictarse la sentencia. Como claramente advirtió la Corte en Fallos: 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa intentada por la demandada. Debe ser rechazada la defensa de la demandada relativa a la falta de utilización de las vías procesales reguladas en el Código Procesal Civil y en el Código Fiscal provincial, pues la competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento o la vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. En Fallos: 306:516 la Corte señaló que la cláusula del inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional, con relación a los impuestos locales que afectan el comercio entre las provincias, protege a los individuos cuando una ley opera o puede operar desviaciones en las corrientes de consumo de tal o cual producto de una de ellas, por crear diferencias en su tratamiento ya sea liberando de gravamen al producto local o estableciendo tasas diferentes según sea su origen. También resaltó allí que no se puede menoscabar el derecho primario de las provincias a formar el tesoro público con la contribución de su riqueza y cuya forma más evidente es, sin duda, su población y su capacidad de consumo” y que “de la inequívoca intención constitucional de eliminar los gravámenes discriminatorios infiérese la de preservar a las actividades que se desenvuelven en dos o más jurisdicciones del riesgo de que puedan verse sometidas a una múltiple imposición que las obstruya o encarezca, como resultado de aplicar tributos semejantes sobre la misma porción de la base imponible, tornándolas por tanto desventajosas con relación a otras similares desarrolladas dentro de cada provincia. Con relación al impuesto sobre los ingresos brutos, el Tribunal ha destacado el importante rol que cumple, dentro de nuestro sistema de coordinación financiera, el Convenio Multilateral (CM). Su relevancia fue puesta de relieve por esta Procuración General, en el dictamen de la causa “S.A. Dekalb Argentina v. Municipalidad de Exaltación de la Cruz”, al advertir que su acatamiento se vincula a los intereses generales del país, tanto como a los de cada provincia. El CM se inserta en el mecanismo del Código Fiscal de cada jurisdicción para posibilitar la determinación de la base imponible de los contribuyentes que realicen actividades -en una, varias o todas sus etapas- en dos o más jurisdicciones pero cuyos ingresos brutos, por provenir de un proceso único, económicamente inseparable, deben atribuirse conjuntamente a todas ellas. Es decir, ante un hecho imponible idéntico, realizado en más de una jurisdicción, el CM se encarga de distribuir la base imponible entre cada una de ellas. La provincia demandada, al aplicar la alícuota del 2% prevista para la actividad de extracción de petróleo crudo, pretende cobrar un “impuesto de extracción”, diferente del impuesto sobre los ingresos brutos que le corresponde abonar por el hecho imponible idéntico que realiza en varias etapas que comprenden más de una jurisdicción provincial. El organismo fiscal sin desconocer que la actora al dedicarse, durante los períodos ajustados, a la fabricación de productos derivados del petróleo: “Fabricación de productos de la refinación del petróleo. Combustibles”; “Fabricación de materias químicas orgánicas básicas”; “Fabricación de resinas y cauchos sintéticos ncp” y “Fabricación de materias plásticas en forma primaria ncp”, -desarrolladas en varias etapas en distintas provincias- genera ingresos brutos que, por provenir de un proceso único, económicamente inseparable, deben atribuirse conjuntamente a todas ellas, lo cual sustenta, precisamente, la aplicación al caso del art. 13 del CM que el organismo recaudador pretende, simultáneamente intenta segregar una de esas etapas -la extracción de petróleo crudo- para aplicarle la alícuota prevista en su norma local. Tal desmembramiento de la etapa de extracción no solo carece de fundamento normativo que lo avale sino que evidencia, además, una inaceptable contradicción de la postura fiscal, la cual, por un lado, sostiene la aplicación del art. 13 del CM a los fines de la distribución de la base imponible -lo que obliga a aceptar que la actividad de extracción, refinación y comercialización constituye un proceso único y económicamente inescindible- para luego, a fin de aplicar la alícuota, pretender separar lo que ya se ha considerado inseparable. Es que si la provincia demandada, poseyendo facultades para crear los recursos que ingresan de modo definitivo a su tesoro público decide restringir convencionalmente el ejercicio de sus potestades tributarias mediante su adhesión al régimen de coparticipación federal y al CM, no puede luego soslayar las reglas a las que se ha sometido, acatando las relativas a la distribución de base imponible entre las jurisdicciones pero desconociendo la razón sustancial que las motiva -el desarrollo de un proceso único y económicamente inescindible entre ellas- para aplicar aquella alícuota que resulte más conveniente a sus intereses. La determinación de la base imponible encuentra respuesta en el art. 168 del Código Fiscal, el cual dispone que, salvo expresa disposición en contrario, el gravamen se liquidará sobre la base de los ingresos brutos devengados más los anticipos y pagos a cuenta del precio total de las operaciones realizadas durante el período fiscal, correspondientes al ejercicio de la actividad gravada. Se considera ingreso bruto el valor o monto total devengado en concepto de venta de bienes, de remuneraciones totales obtenidas por los servicios, la retribución por la actividad ejercida, los intereses obtenidos por préstamo de dinero o plazos de financiación o, en general, el de las operaciones realizadas. El art. 183 del Código Fiscal establece que los ingresos brutos se imputarán al período fiscal en que se devengan o perciban. El art. 13, primer párrafo, del Convenio Multilateral se limita a fijar el criterio de reparto entre las jurisdicciones de la base imponible así determinada e imputada en cada período fiscal. En consecuencia, el monto imponible para la Provincia de Mendoza durante los períodos de la litis será “el precio mayorista, oficial o corriente en plaza y en el lugar de expedición” del petróleo crudo, vigente en el momento en que se devengaron o percibieron los ingresos correspondientes al ejercicio de la actividad de fabricación gravada. Esta interpretación es la que mejor engarza lo dispuesto en los arts. 168 y 183 del Código Fiscal con el mecanismo de reparto del art. 13, primer párrafo, del Convenio Multilateral, en el entendimiento de que dichos textos no deben ser considerados aisladamente a los efectos de establecer su alcance y sentido, sino como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto, teniendo en cuenta, además de la letra, la finalidad perseguida por cada uno ellos, y adoptando un sentido que los concilie y deje a todos con valor y efectos.


    Pampa Energía S.A. (Antes Petrobras Argentina S.A.) c/ Provincia de Mendoza s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 462/2018/16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Designaciones docentes. Nulidad de la resolución. Validez del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados en el ámbito judicial sean manifiestamente arbitrarios. Según lo dispuesto por el art. 2° de la ordenanza 5/88 dictada por el Consejo Directivo de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, en el caso de “que se produjere la vacancia definitiva en el cargo de Profesor Titular o Encargado de una cátedra, se designará interinamente al Profesor Adjunto de la asignatura que haya resultado en primer lugar del orden de méritos del concurso respectivo. Esta designación se mantendrá hasta tanto el cargo vacante fuere provisto por concurso”. No resulta atendible el planteo de inconstitucionalidad formulado por el actor con respecto al art. 2° de la ordenanza 5/88 dictada por el Consejo Directivo de la Facultad de Derecho. Ello es así, pues los argumentos expuestos no alcanzan a demostrar una supuesta subversión del orden jerárquico de las normas ni una violación al art. 31 de la Constitución Nacional, sino que sólo se fundan en una apreciación subjetiva en cuanto al modo en que deben cumplirse los fines del Estatuto universitario en lo que atañe a la excelencia académica.


    Recurso Queja Nº 1 – Ortiz Pellegrini, Miguel Ángel c/ Universidad Nacional de Córdoba y otro s/ Recurso directo Ley de Educación Superior - Ley 24.521


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 17948/2013/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Docentes. Adicionales de remuneración. Bonificación por ubicación. Adicional por antigüedad. Adicional por título. Decretos. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Mediante el decreto 1220/80, se fijó para el personal docente que se desempeña en las universidades nacionales ubicadas en las provincias de Río Negro, Neuquén, Chubut y Santa Cruz y en el entonces Territorio Nacional de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur un adicional porcentual por zona que se aplica sobre las remuneraciones que “con carácter general correspondan al cargo, con exclusión de las que correspondan a características individuales del agente o circunstancias de la función”. El decreto 2187/83 extendió dicha bonificación por ubicación desfavorable al personal de las universidades nacionales comprendido en el Escalafón del Personal Civil de la Administración Pública Nacional (decreto 1428/73) con los mismos porcentajes que fueron autorizados al personal docente de la misma jurisdicción. Esta medida fue adoptada, tal como se expresa en sus considerandos, con el objeto de estimular la disposición del personal para prestar servicios en aquellas regiones del país caracterizadas por un mayor costo de vida y dificultades en cuanto al traslado y la comunicación; como así también para otorgar, por elementales razones de equidad, un tratamiento similar al que obtuvo el personal de diversas jurisdicciones de la Administración Pública Nacional al que se le concedieron retribuciones complementarias con fundamento en las particularidades regionales. Resulta razonable el proceder de la demandada en cuanto efectúa el cálculo del adicional por zona desfavorable sobre el sueldo básico del personal no docente, sin incluir los rubros antigüedad y título. Ello es así, toda vez que los decretos 1220/80 y 2187/83 –a los que debe ajustarse la normativa que se dicte al respecto en el ámbito universitario y la actuación de sus autoridades- contemplan en forma expresa que el adicional se aplique “sobre las remuneraciones que con carácter general correspondan al cargo”, lo que impide considerar que los rubros antigüedad y título deben quedar comprendidos en la base de cálculo, por cuanto constituyen características individuales del agente que no atañen al cargo en sí mismo. La práctica histórica que se llevó a cabo en el ámbito interno de la universidad demandada con respecto a la forma de liquidar el adicional en cuestión –esto es, sobre la totalidad de los haberes del personal no docente, incluyendo antigüedad y título- no es susceptible de generar derechos adquiridos si esta modalidad no se ajusta a la normativa que instituyó el adicional por zona desfavorable, la cual dispone que se calcula sobre las remuneraciones que con carácter general correspondan al cargo, es decir, a la categoría en la que revista cada agente. Al respecto, la Corte tiene dicho que no existe un derecho adquirido a una determinada modalidad salarial, en tanto las modificaciones que se introduzcan para el futuro importen alteraciones razonables en su composición, no lo disminuyan ni impliquen la desjerarquización respecto del nivel alcanzado en el escalafón respectivo. Ello es así, máxime cuando el derecho de los actores a percibir el adicional no requiere el dictado de un acto por parte de la universidad, sino que deviene de los decretos que lo establecieron y fijaron su sistema de cálculo, lo que debe traducirse en una operación aritmética para su liquidación que no importa acto o declaración de voluntad de la que surjan derechos subjetivos.


    Recurso Queja Nº 1 – Aravena Bautista y otros c/ Universidad Nacional de la Patagonia San Juan Bosco s/ Contencioso administrativo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11048999/2010/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FCR 11048999/2010/1/RH1, “Aravena, Bautista y otros c/ U.N.P.S.J.B. s/ Contencioso administrativo-varios”.


    No es posible aplicar en autos los principios contenidos en la ley 14.250, toda vez que el convenio colectivo que rige al personal no docente de las universidades nacionales –aprobado mediante el decreto 366/06- fue celebrado en el marco de las leyes 24.185 y 24.447 (art. 19) y decreto 1007/95, tal como surge de su art. 1°, de conformidad con el carácter público de la relación que mantienen los agentes comprendidos.


    Recurso Queja Nº 1 – Díaz, Juan Antonio c/ Universidad Nacional del Comahue s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14472/2013/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Empleo público. Sanciones disciplinarias administrativas. Cesantía. Ley marco de regulación de empleo público nacional. Nulidad del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que, si bien es cierto que las atribuciones judiciales no pueden llegar al control de los jueces sobre cualquier sanción disciplinaria impuesta a los servidores del Estado, ya que es indispensable que el órgano administrativo cuente con una facultad de libre apreciación de las faltas, corresponde admitir la intervención de la justicia cuando se ciñe a investigar si, en la imposición de medidas de la gravedad de una cesantía, se ha hecho uso legítimo o abusivo de las normas con arreglo a las cuales deben ejercerse las atribuciones otorgadas, llegándose a conculcar por este medio garantías constitucionales del agente. Se advierte que la mera existencia de una falta no convierte en legítima la sanción, ni la mera indeterminación de los conceptos de magnitud y gravedad a los que alude el Artículo 32 inc. e), de la ley 25.164 habilita implícitamente al órgano sancionador a completarlo con un contenido que quede a su libre arbitrio. Al respecto, conviene recordar que las medidas disciplinarias tienen por objeto mantener el orden y la disciplina dentro de las relaciones de servicio, con el objeto de asegurar el debido cumplimiento de los deberes funcionales; por lo que la intensidad con que se castigan las infracciones del ordenamiento estatutario que rige los derechos y deberes del funcionario debe ser proporcional a la gravedad de la perturbación que la falta ocasiona en el funcionamiento del servicio.


    Recurso Queja Nº 1 – Ramos Villaverde, Javier Marcelo c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Marco de regulación del empleo público nacional – Ley 25.164 – Artículo 40


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 7451/2015/1/RH1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Energía eléctrica. Mercado eléctrico mayorista. Usuarios electrointensivos. Tarifa de servicios eléctricos. Emergencia energética. Medidas cautelares contra el Estado. Bonificaciones a los usuarios de energía eléctrica. Sentencia arbitraria. Procedencia parcial. Revocación de sentencia. 


    Corresponde desestimar los agravios del apelante referidos a que ha devenido abstracto el tratamiento de la resolución MEyM 6/2016 y, en consecuencia, fútil un pronunciamiento a su respecto, al entender que dicha norma perdió vigencia como consecuencia del dictado de otras posteriores que previeron diferentes tarifas. Ello pues, más allá de lo que habrán de decidir los jueces en la nueva sentencia que aquí se propicia y aun en oportunidad de emitir el fallo que dilucide el fondo de la cuestión, la actora conserva interés en el pronunciamiento de esta causa, pues si os magistrados desestimaran la medida cautelar solicitada, se restablecería para ella la exigibilidad del pago de las tarifas previstas en la resolución impugnada. Ahora bien, en orden a verificar si en autos concurren los presupuestos para habilitar la instancia de excepción, cabe recordar que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el Artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.; pero esa regla cede cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los poderes del Estado, o cuando causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o se configura un supuesto de gravedad institucional. Sobre la base de tales premisas, en el sub lite, concurren los supuestos excepcionales que permiten apartarse del principio que rige en esta materia, porque la medida dispuesta, aun cuando tiene efectos limitados en lo concerniente a su duración en el tiempo, fue concedida sin ponderar si se verificaban, en este proceso judicial, las condiciones que exigen las disposiciones de la ley 26.854 sobre “Medidas cautelares en las causas en las que es parte o interviene el Estado Nacional”, disposiciones que, por lo demás, cabe diferenciarlas, por su distinto ámbito de aplicación, de las medidas suspensivas previstas para ser interpuestas en sede administrativa, según lo establece el Artículo 12 de la Ley 19.549. La decisión, pues, al confirmar la medida cautelar sin efectuar un análisis serio de la situación fáctica en el contexto de la normativa invocada que expresamente rige el caso, lo que resultaba imprescindible a fin de determinar la existencia del recaudo de verosimilitud del derecho invocado, deviene ciertamente infundada, por lo que corresponde dejarla sin efecto con arreglo a la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias (Artículo 16 de la Ley 48). Por último, el recurso extraordinario no puede prosperar con relación al agravio referido a la excepción de incompetencia planteada por el demandado; Ello toda vez, que en este aspecto, cabe tener presente que la Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.


    Recurso Queja Nº 1 – Incidente Nº 1 – Globe Metales S.R.L. (antes S.A.) c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Incidente de apelación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 3911/2016/1/1/RH3, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Permanencia ilegal de extranjeros. Expulsión de extranjeros. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que el pronunciamiento de la alzada resulta arbitrario pues prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y la normativa aplicable, a la vez que se funda en afirmaciones dogmáticas que no dan respuesta a los planteos del afectado. Ello en razón de lo dispuesto en el Artículo 70 de la ley 25.871 que, en su redacción original aplicable al sub lite, prevé que “firme y consentida la expulsión de un extranjero, el Ministerio del Interior o la Dirección Nacional de Migraciones, solicitarán a la autoridad judicial competente que ordene su retención, mediante resolución fundada, al solo y único efecto de cumplir aquélla”. Habida cuenta, entonces, de los términos de dicha norma, y el alcance del carácter instrumental del instituto de la retención respecto de la medida de expulsión que de ella surge, el pronunciamiento impugnado por esta vía resulta prematuro. En tales condiciones, la sentencia apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene graves defectos en la consideración de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar el planteo de la apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones – Disposición 28367/05 (Expediente 215355-3/96) c/ V., J. s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35381/2011/1/RH1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Cargo público. Ministerio Público de la Defensa. Impugnación del acto administrativo. Sanciones disciplinarias. Falta de sumario administrativo. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Revocación de sentencia. 


    Régimen Jurídico para los Magistrados, Funcionarios y Empleados del Ministerio Público de la Defensa. Interinato. Cese del interinato.


    Salvo disposición expresa en contrario, las designaciones con carácter de “interino” implican, en principio, la transitoriedad o inestabilidad de la relación que une a las partes, pues los agentes desempeñan el cargo hasta la designación del titular de la vacante que el interino ocupa. No es el expuesto el punto de vista que debe regir el enfoque y la decisión del caso, habida cuenta de que en el acto administrativo impugnado, que dejó sin efecto la designación interina de la actora, no se aludió a la falta de estabilidad sino que se dieron por terminadas sus funciones porque se habrían constatado faltas de servicio de su parte, es decir que la resolución tiene una clara naturaleza disciplinaria, ajena a las consecuencias autónomas de la falta de estabilidad. En el caso debió darse a la agente la posibilidad de ejercer su legítimo derecho de defensa con arreglo al art. 18 de la Constitución Nacional, esto es, con todas las garantías para la inculpada atento al carácter disciplinario que tiene la citada resolución. En efecto, al haberse decidido con tales fundamentos el cese del interinato de la actora sin ninguna forma de sustanciación previa, se imposibilitó el descargo, la producción y el ofrecimiento de pruebas por parte de aquélla, violándose las formas sustanciales de la garantía constitucional de la defensa que incluye la de asegurar al inculpado la posibilidad de ofrecer prueba de su inocencia o de su derecho, sin que corresponda diferenciar causas criminales, juicios especiales o procedimientos administrativos. La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que lo atinente a las decisiones de política administrativa no es materia justiciable, ello lo es en tanto las medidas adoptadas no impliquen respecto de los agentes una descalificación o medida disciplinaria encubierta. Asimismo ha expresado que, aun cuando el ejercicio del poder disciplinario no importe ejercer la jurisdicción criminal propiamente dicha ni el poder ordinario de imponer penas, no cabe olvidar que tales supuestos requieren para su validez la observancia del principio de legalidad y de la garantía del derecho de defensa. De allí que las normas del Régimen Jurídico para los Magistrados, Funcionarios y Empleados del Ministerio Público de la Defensa aludidas por el demandado y por la cámara no pueden ser invocadas como sustento normativo idóneo para fundar una medida disciplinaria como la aplicada, prescindiendo de tales principios, mediante un procedimiento adecuado en el cual se acrediten los cargos respectivos y en el que medie oportunidad de ejercer el derecho de defensa. Lo contrario importaría convalidar decisiones administrativas que proyecten sombras sobre la reputación de los funcionarios o empleados a quienes se les imputan hechos que no han sido demostrados en legal forma, vulnerándose, por esa vía, garantías consagradas en la Ley Fundamental. La resolución impugnada ha afectado el art. 18 de la Constitución Nacional, así como también las convenciones internacionales de derechos humanos que cuentan con jerarquía constitucional, en cuanto resguardan el derecho a la tutela administrativa y judicial efectiva.


    Flores, María José c/ Estado Nacional - Ministerio Público de la Defensa s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2580/2018/CA1-CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Resolución administrativa. Estabilidad del empleado público. Supresión del cargo. Interpretación y aplicación de la ley. Principio de congruencia. Sentencia ultra petita. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto a la nulidad de las resoluciones dictadas por las autoridades de Asunt, el art. segundo de la resolución 64/00 del presidente de Acción Social de la UNT dispuso la supresión del Departamento de “Prestaciones Sociales” con la consiguiente eliminación del cargo de jefe de ese departamento y el pase a disponibilidad del actor, por el término que correspondiera de acuerdo con las disposiciones legales y reglamentarias en vigencia, añadiendo que durante ese plazo percibiría sus haberes. Esta decisión fue ratificada por el Consejo Directivo mediante la resolución 119/00. Por su parte, la resolución 33/01 del mismo órgano ordenó la baja definitiva del actor y el pago de la indemnización correspondiente, previa liquidación y control por la Unidad de Auditoría Interna. Aquellos actos administrativos fueron dictados por la obra social al amparo de las disposiciones de la ley 22.140 (art. 47) y su reglamentación (decreto 2043/80), las cuales se encontraban vigentes en aquel momento, en virtud de que el art. 4° de la ley aprobatoria 25.164 condicionó su derogación a la firma del pertinente convenio colectivo de trabajo, habiendo sido homologado el que corresponde al sector no docente de las instituciones universitarias nacionales mediante el decreto 366/06. Aquellas normas contemplaban el supuesto de que un agente que goza de estabilidad quede en situación de disponibilidad cuando su cargo sea suprimido como consecuencia de medidas de reestructuración administrativa que comporten la supresión de cargos, dependencias o funciones. A partir de allí, se establecía un período durante el cual la administración puede reintegrarlo al empleo público o, en caso de no concretarse la reubicación, disponer su baja en forma definitiva. En este último caso, se generaba el derecho del agente a obtener una indemnización según las pautas fijadas por las normas pertinentes. De este modo y al no haberse puesto en tela de juicio si aquella potestad de la administración resulta compatible o no con la estabilidad del empleado público que garantiza el art. 14 bis de la Constitución Nacional, no parece irrazonable la forma en que las autoridades del organismo codemandado han ejercido sus facultades de reestructuración, pues ella tenía como objetivo el adecuado cumplimiento de los fines para los que ha sido creado. Cabe señalar que la estabilidad reconocida al empleado público por la Ley Fundamental tiende a impedir la remoción arbitraria de funcionarios y empleados por motivos extraños al interés del público, pero ello no les confiere un derecho absoluto que los coloque por encima del interés general y que obligue a mantenerlos en actividad aun cuando sus servicios dejen de ser necesarios, ya sea por supresión del cargo por motivos de economía o por otras causas igualmente razonables y justificadas. Ello es así, máxime cuando la Corte tiene reiteradamente dicho que los derechos y garantías reconocidos por la Constitución no son absolutos y están sujetos -en tanto no se los altere sustancialmente- a las leyes que reglamenten su ejercicio.


    Erbetta, Dante Alfredo c/ ASUNT (Acción Social U.N.T.) y otro s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 2648/2000/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    AFIP. Resoluciones generales. Crédito fiscal. Inconstitucionalidad. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cesiones de los saldos de libre disponibilidad.


    El art. 14 de la R.G. (AFIP) 1466/03 es inconstitucional, pues los recaudos que establece para las cesiones de los saldos de libre disponibilidad no pueden aplicarse para situaciones consumadas con anterioridad a su entrada en vigencia. Lo contrario implicaría la afectación de derechos adquiridos a la luz de situaciones pasadas, lo que resulta violatorio del derecho de propiedad, tal como lo ha sostenido el Tribunal desde antiguo, al sostener que: “Cuando bajo la vigencia de una ley el particular ha cumplido todos los actos y condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en ella para ser titular de un determinado derecho, debe considerarse que hay un derecho adquirido, porque la situación jurídica general creada por esa ley se transforma en una situación jurídica concreta e individual en cabeza de un sujeto que, como tal, se hace inalterable y no puede ser suprimida por una ley posterior sin agravio al derecho de propiedad consagrado por el artículo 17 de la Constitución Nacional y que el efecto retroactivo de la ley encuentra un valladar insorteable en una situación definitivamente concluida al amparo de la legislación precedente.


    Saiz, Jorge A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Ordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 71000357/2005/CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Determinación de oficio. Impuesto a las ganancias. Multa. AFIP. Erogaciones no documentadas. Contribuyentes. Proveedor. Obligaciones del proveedor. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte estableció en Fallos: 326:2987, que una salida de dinero carece de documentación -a los fines de la Ley de Impuesto a las Ganancias- tanto cuando no hay documento alguno referente a ella, como en el supuesto en que si bien la hay, el instrumento carece de aptitud para demostrar la causa de la erogación e individualizar -al tratarse de actos carentes de sinceridad- a su verdadero beneficiario. Ambos aspectos -la debida identificación de los beneficiarios y la demostración de la causa de la erogación- adquieren una importancia capital para dilucidar la aplicación del instituto de las salidas no documentadas contemplado en el art. 37 de la Ley de Impuesto a las Ganancias. En Fallos: 323:3376 se explicó que aquella previsión ha sido adoptada por el legislador para asegurar la íntegra percepción de la renta fiscal en una particular situación en la cual ante la falta de individualización de los beneficiarios, a cuyo cargo debiera estar el pago del impuesto al rédito percibido, quien hace la erogación queda obligado a abonar sobre ella el tributo y debe hacerlo a título propio. La falta de concurrencia de los extremos exigidos impiden la aplicación del instituto de las salidas no documentadas en esta causa. El argumento del Fisco, atinente a la debida identificación de los beneficiarios, resulta endeble, pues el ente recaudador no especifica, cómo era menester para fundar su acto administrativo, las reglamentaciones que habría transgredido La Segunda ART al efectuar los pagos a Shoshana S.A. en la forma que lo hizo. Por el contrario, el contribuyente empleó medios idóneos para individualizar a Shoshana S.A. como verdadero beneficiario de los pagos, identificar a sus eventuales cesionarios, asegurar que el cheque sea cobrado por un sujeto que posee cuenta bancaria e impedir el pago en efectivo del título, que sólo podía ser abonado por medio de asientos contables. Desde Fallos: 275:83, al examinar una norma análoga al art. 37 de la Ley de Impuesto a las Ganancias -como lo era el art. 34 de la ley del impuesto a los réditos- el Tribunal explicó: “En realidad, lo que persigue el gravamen de que se trata es imponer una tasa máxima a quien efectúe erogaciones no documentadas; es decir que, ante la falta de individualización de los beneficiarios, a cuyo cargo debiera estar el pago del impuesto al rédito percibido, quien hace la erogación queda obligado a abonar sobre ella el tributo y debe hacerlo a título propio". Bajo este prisma, no habiendo sido cuestionada la corrección del instrumento (cheque no a la orden, cruzado y para acreditar en cuenta) empleado por La Segunda ART para individualizar al beneficiario de sus pagos, la ulterior cesión de los valores por parte de este último resulta un hecho posterior y ajeno a la voluntad del actor, carente de aptitud jurídica para obligarlo a cancelar el impuesto a las ganancias que corresponde a su proveedor. Las constancias obrantes en los propios antecedentes administrativos no sólo individualizan nominalmente al beneficiario de los pagos, sin dejar dudas sobre su identidad e inscripción ante la AFIP, sino que también permiten colegir la realidad y sustancia de los servicios que la ART actora estaba obligada a prestar a los empleados de sus clientes. Los fundamentos brindados por el Fisco y confirmados por la sentencia recurrida para aplicar el art. 37 de la Ley de Impuesto a las Ganancias resultan notoriamente insuficientes. Si bien la AFIP manifiesta que Shoshana S.A. no poseía inmuebles ni rodados, no tenía cuentas bancarias ni declaraba empleados en relación de dependencia, por lo cual no puede afirmarse que los traslados hayan sido efectivamente realizados por ella, tales circunstancias no autorizan a concluir, indefectiblemente, que una agencia de remises carece de capacidad operativa o económica para ejercer el comercio y ejecutar la actividad del transporte de pasajeros cuando su desarrollo es acreditado por otros medios. Las vicisitudes experimentadas por el proveedor Shoshana S.A. y sus representantes legales luego de transcurridos tres años de las operaciones observadas carecen de aptitud para generar consecuencias jurídicas a su contratante La Segunda ART, quien no está obligada a supervisar el comportamiento fiscal o comercial de sus proveedores una vez finalizadas las prestaciones contratadas. Este Ministerio Público sostuvo en la causa registrada en Fallos: 336:70 que sostener lo contrario conduce a dos inaceptables conclusiones. En primer lugar, equivale a constituir al contribuyente en una suerte de responsable del cumplimiento de las obligaciones formales de otros, sin norma legal que así lo establezca. Y, en segundo término, lleva a que el Fisco se vea liberado de su inexcusable deber de verificar, fiscalizar y cobrar las sumas adeudadas por los contribuyentes, mediante la transferencia de esa responsabilidad hacia un tercero, sin ley que así lo autorice. El Fisco, al haber constatado la falta de presentación de las declaraciones juradas o el pago del tributo por parte de un proveedor de la actora, debió haber puesto en ejercicio las potestades y facultades conferidas por el ordenamiento, para lograr dilucidar la auténtica situación tributaria de aquél y perseguir el cobro de la acreencia que le correspondiera, tal como lo obliga la Constitución Nacional en cuanto recaudador de las rentas públicas sin que pueda admitirse, como indebidamente lo pretende aquí, involucrar a un tercero en violación al principio de reserva de ley en materia tributaria.


    La Segunda Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 79966/2018/CA1-CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Entes autárquicos provinciales. Impuesto a las ganancias. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Resulta aplicable la doctrina de Fallos: 327:5012 -y su dictamen- y Fallos: 334:891.


    El EAARS -Ente Administrador del Astillero Río Santiago- ha sido creado por el poder ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, dentro de la órbita del Ministerio de Producción, como una entidad autárquica con capacidad para actuar tanto en el ámbito público como en el privado. Los aportes efectuados por la provincia para que el ente pueda afrontar sus gastos de funcionamiento estuvieron destinadas a cubrir gastos del personal, mantenimiento edilicio, equipamiento del comedor, vestuarios del establecimiento, deudas tributarias con el Municipio de Ensenada y al pago de aportes y contribuciones al Instituto de Obra Médico Asistencial y al Instituto de Previsión Social. Dichas transferencias presupuestarias debieron ser realizadas por la Provincia de Buenos Aires a su ente autárquico para cumplir con las obligaciones que había asumido en el marco de una alta política consensuada con el Gobierno Nacional, cuál era mantener activa la unidad productiva del astillero, lo que comprendía la obligación de preservar las fuentes de trabajo, el mantenimiento del edificio y el pago de las deudas del EAARS. Las partidas presupuestarias que el ente autárquico provincial recibió para solventar sus gastos salariales, edilicios y tributarios y, de esta forma, mantener la actividad del astillero y preservar de las fuentes de trabajo, representan una actividad gubernativa típica de la Provincia de Buenos Aires, consensuada con el Estado Nacional, ente local que actuó con plena jurisdicción y en ejercicio de un derecho emanado de su naturaleza constitucional, fundado a su vez en el deber de “promover el bienestar general” establecido en el Preámbulo de la Carta Magna. Pretender que dichos conceptos integren la base imponible del impuesto a las ganancias del ente autárquico provincial implicaría aceptar que una actividad gubernativa propia de la Provincia quede sometida a la incidencia directa (“direct burden”) de un gravamen nacional, lo cual representaría, además del desconocimiento del principio de solidaridad federal, una palmaria interferencia del poder nacional sobre el local, junto a una inadmisible limitación de su autonomía. Es inveterada jurisprudencia de la Corte que, de acuerdo a las especiales características con que la Constitución Nacional ha revestido la configuración político institucional de naturaleza federal, la regla y no la excepción consiste en la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las Provincias, debiendo en consecuencia ser interpretadas las normas de aquélla de modo que las autoridades de la una y de las otras se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes de gobierno central en desmedro de las facultades provinciales y viceversa, y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse.


    Ente Administrador del Astillero Río Santiago c/ AFIP - DGI s/ Impugnación acto administrativo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 42105395/2011/CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Permanencia ilegal de extranjeros. Expulsión de extranjeros. Interpretación de leyes federales. Voluntad del legislador. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es preciso resaltar que, al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. Corresponde tener presente que los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar los argumentos desarrollados por las partes que, en su criterio no sean decisivos para la resolución del litigio Así las cosas, deviene inaplicable lo dispuesto en el Artículo 61 de la Ley migratoria (norma que se mantiene sin cambios luego de la reforma dispuesta por el decreto 70/2017), por cuanto allí se prevé que “al constatar la irregularidad de la permanencia de un extranjero en el país, y atendiendo a las circunstancias de profesión del extranjero, su parentesco con nacionales argentinos, el plazo de permanencia acreditado y demás condiciones personales y sociales, la Dirección Nacional de Migraciones deberá conminarlo a regularizar su situación en el plazo perentorio que fije para tal efecto, bajo apercibimiento de decretar su expulsión[…]”. En esa misma inteligencia, la reglamentación de dicha norma establece que “cuando se verifique que un extranjero hubiere desnaturalizado los motivos que autorizan su ingreso al territorio argentino o permaneciera en éste vencido el plazo de permanencia acordado, la Dirección Nacional de Migraciones lo intimará a fin de que, en un plazo que no exceda de treinta (30) días, se presente a regularizar su situación migratoria debiendo acompañar los documentos necesarios para ello”. Habida cuenta, pues, de los términos expresados en la norma, es dable concluir que su aplicación deba restringirse a los casos de irregularidad en la permanencia, quedando excluidos, entonces, aquellos supuestos en los que, tal como sucede en el presente, la irregularidad se haya planteado en el momento mismo del ingreso al territorio nacional. Cabe aquí recordar la doctrina de la Corte según la cual la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos; desde esa comprensión, el Tribunal ha destacado que la primera fuente de interpretación de la leyes es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ella, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su texto o de su espíritu.


    H., Q. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo – Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 89674/2017/CA1-CS1, 06 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remuneraciones accesorias. Adicional por compensación de servicios. Servicio penitenciario Federal. Interpretación y aplicación de la ley. Personal penitenciario. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Compensaciones destinadas a la totalidad del personal. Parte sustancial de la remuneración.


    La cuestión que se plantea en el sub examine es si las sumas otorgadas por los arts. 5º y 7º del decreto 243/15 y sus modificaciones en carácter de “compensación de gastos por prestación de servicio” y “compensación por gastos de representación”, abonadas al actor bajo los códigos 210 y 230 de su recibo de haberes, revisten la naturaleza de compensaciones, tal como lo expresan tales normas, o si constituyen asignaciones que debieron ser conferidas con el carácter de haber mensual o sueldo. Aun cuando la ley orgánica del SPF no define la naturaleza y finalidad de las compensaciones que pueden otorgarse al personal en actividad, si se acude a los regímenes de otras fuerzas de seguridad resulta claro que ellas han sido previstas, justamente, para compensar al personal que, por razones de servicio, deba realizar gastos extraordinarios. Si bien el decreto 243/15 exige, para tener derecho a percibir las compensaciones en cuestión, ser personal penitenciario en actividad que, por razón del horario de trabajo y exigencias del servicio, deba realizar gastos en comidas, por movilidad, y que tenga que adquirir los uniformes y otros enseres necesarios para el cumplimiento de la función asignada (compensación de gastos por prestación de servicio), o tratarse de oficiales superiores y los suboficiales superiores que deban ejercer tareas de representación ante diferentes estamentos gubernamentales y civiles (compensación por gastos de representación), lo cierto es que la totalidad del personal en actividad del SPF percibía la compensación de gastos por prestación de servicios, y la totalidad de los oficiales superiores y de los suboficiales superiores cobraba la compensación por gastos de representación. El modo generalizado con que fueron otorgadas estas llamadas “compensaciones”, sin límite temporal y destinado a la totalidad del personal penitenciario en actividad (la compensación de gastos por prestación de servicio) y a la totalidad del personal superior de oficiales y de suboficiales (la compensación por gastos de representación), cuyos integrantes tampoco deben cumplir con ninguna condición o circunstancia específica para percibirlo, impone que deba reconocerse su naturaleza salarial, a la luz de la doctrina sentada por la Corte en diversos pronunciamientos, toda vez que forma parte de la percepción normal, habitual y permanente y su contenido es de esencia retributiva, tal como se desprende de los considerandos del decreto 243/15, en los que se hizo referencia al “incremento de la retribución que se otorga con la presente medida”. En el marco de diferentes regímenes de retribuciones –entre ellos, el del SPF–, la Corte siempre ha considerado que, con prescindencia de la denominación con que haya sido otorgada una asignación, si ella alcanza a la generalidad del personal a la que está dirigida, posee indudable naturaleza remuneratoria o salarial. Se advierte que la arquitectura salarial estructurada por el decreto 243/15 y sus modificaciones no tuvo como intención compensar gastos extraordinarios que, por razones de servicio, debiera realizar el personal del SPF, sino otorgar en forma general una asignación que mantuviera o, en su caso, aumentara la retribución total mensual que venía percibiendo aquel personal en actividad como consecuencia de lo dispuesto por los decretos 2260/91, 2505/91, 756/92, 2807/93 y sus modificaciones, esquema de incrementos salariales que fue descalificado por la Corte en la causa “Ramírez”. En la causa “Sosa, Carla Elizabeth”, en la que se debatió la naturaleza de las asignaciones otorgadas, bajo la denominación de suplementos particulares, por el decreto 1305/12 para el personal militar en actividad de las Fuerzas Armadas, la Corte destacó que la circunstancia de que tales sumas representaran una parte sustancial de la remuneración y no se trataran meramente de sumas accesorias o adicionales, unida al carácter general con que habían sido establecidas, conducía también a reconocerles características similares al concepto “sueldo”. En esa oportunidad, que, en la sentencia publicada en Fallos: 322:1868, había declarado que “por extensas que se juzguen las atribuciones conferidas en la ley 19.101 al Poder Ejecutivo para determinar la composición del haber mensual y el monto de los suplementos que lo complementan, ellas no le alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni las remuneraciones accesorias en lo principal, mediante el simple arbitrio de designar a una parte sustancial de la retribución que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación de sus servicios militares como ajena al haber o ‘sueldo’ de éste”. Los montos determinados para las asignaciones denominadas “compensación de gastos por prestación de servicio” y “compensación por gastos de representación”, otorgadas por el decreto 243/15 y sus modificaciones, lejos de resultar sumas accesorias del haber mensual o sueldo del personal alcanzado por dichas normas, constituyen una parte sustancial de sus remuneraciones.


    Gines, Juan Carlos c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia – Servicio Penitenciario Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24052/2016/CA2-CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Tributos. Principio de subsidiariedad. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Revocación de sentencia. 


    Tasa de control, fiscalización y verificación. Base imponible.


    El decreto 1185/90 creó la Comisión Nacional de Telecomunicaciones y en su artículo 10 crea el Fondo Nacional de Telecomunicaciones en ámbito de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, cuya finalidad será facilitar y permitir el cumplimiento de las facultades de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, posibilitar la homologación de materiales de telecomunicaciones y la capacitación, remuneración y eficaz empleo de su personal. Los ingresos del Fondo serán la tasa en concepto de control, fiscalización y verificación a que se refiere el artículo 11. El artículo 11, primer párrafo, fija para los prestadores de servicios de telecomunicaciones una tasa en concepto de control, fiscalización y verificación, equivalente a 0,50% de los ingresos totales devengados por la prestación de los servicios, netos de los impuestos y tasas que los graven. La Corte ha sostenido que, cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y que es adecuado dar a las palabras de la ley el significado que tienen en el sentido más obvio del entendimiento común, lo cual se deriva de que el término “servicios”, al ser utilizado por segunda oportunidad en el art. 11, hace indudable referencia a los “servicios de telecomunicaciones”, expresión ya empleada dentro de esa oración. Cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. El párrafo del art. 11 en estudio emplea sólo dos veces el término “servicios”: en primer lugar, para designar quiénes serán los contribuyentes de la tasa de control, fiscalización y verificación -los prestadores de servicios de telecomunicaciones- e inmediatamente después, para establecer la base imponible de esa tasa -los ingresos totales devengados por la prestación de los servicios-. No existe elemento que permita segregar las definiciones sucesivas de los dos elementos estructurales del tributo que se adoptan dentro del primer párrafo del art. 11 del decreto 1.185/90, en forma tal de afirmar que los “servicios” de la base imponible son distintos de aquellos que esa oración empleó inmediatamente antes para designar a los contribuyentes, esto es, los “de telecomunicaciones”. De los arts. 2, 4 y 7 de la resolución (CNT) 1.835/95 nada surge sobre el tratamiento que corresponde dar a los ingresos por la prestación de los servicios “facturación y cobranza” y “gestión integral de morosidad”, sin que pueda atribuirse tal silencio a la imprevisión o impericia del legislador. El art. 7, al mencionar “el total de ingresos devengados que obtengan por los servicios prestados”, hace indudable referencia -por su ubicación en la norma- a los servicios de telecomunicaciones ya definidos por su art. 2, para abarcar así al transporte de voz, música, datos, imágenes visuales y otras señales por medio de hilos, sistemas radioeléctricos, ópticos u otros que utilicen energía eléctrica, magnética, electromagnética o electromecánica, prestados a terceros. Las atribuciones conferidas a la Comisión Nacional de Telecomunicaciones se encuentran circunscriptas a establecer el “tiempo, forma y procedimiento relativo al cobro de la tasa” creada en el art. 11, primer párrafo, del decreto 1.185/90, motivo por el cual es evidente que dicho ente no se encontraba facultado para modificar la base imponible de la tasa de control, fiscalización y verificación ya definida por el decreto. Bajo este prisma, forzoso es colegir que los arts. 4 y 7 de la resolución (CNC) 1.835/95 no alteran la sustancia de la obligación definida por el decreto 1.185/90 sino que, por el contrario, resultan compatibles con la voluntad política de gravar todos los ingresos provenientes de la prestación de los servicios de telecomunicaciones que se plasmó en el citado reglamento. Es inveterado criterio hermenéutico de la Corte que las normas deben interpretarse siempre evitando otorgarles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el sentido que las concilie y deje a todas con valor y efecto. Esta interpretación es la que mejor se compadece con dicho criterio, pues evita aislar las distintas disposiciones de la resolución (CNC) 1.835/95 y propone su hermenéutica correlacionada con las restantes normas superiores que disciplinan la misma materia, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto. Es criterio reiterado de la Corte que no cabe aceptar la analogía en la interpretación de las normas tributarias materiales, para extender el derecho más allá de lo previsto por el legislador, a lo que cabe agregar, ni para imponer una obligación, habida cuenta de la reiterada doctrina en el sentido de que atendiendo a la naturaleza de las obligaciones fiscales, rige el principio de reserva o legalidad. Si bien desde el punto de vista del derecho civil podría considerarse que el pago del precio por la prestación del servicio de telecomunicaciones constituye la obligación principal y el pago de los intereses derivados de su financiación la obligación accesoria, la base imponible de la tasa de control, fiscalización y verificación definida por el art. 11 del decreto 1.185/90, se circunscribe sólo al primero y nada dice sobre el segundo, ni para gravarlo de manera autónoma ni como accesorio de otra obligación principal. Por ello, resulta desacertada la aplicación del principio de subsidiariedad cuando no surge de la norma que establece el tributo que tal criterio haya sido expresamente recibido por el legislador en el ámbito de la tasa de control, fiscalización y verificación, como sí ocurre, por ejemplo, en la ley del impuesto al valor agregado.


    Telecom Argentina S.A. c/ Estado Nacional - ENACOM s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38684/2017/CA1-CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Civil  y Comercial


    Derecho Civil


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Obras sociales. Técnicas de reproducción humana asistida. Cobertura médica. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cantidad de tratamientos que debe afrontar la obra social, remisión a Fallos: 341:929, "Y., M. V.".


    Para analizar la controversia vinculada al PGS, es necesario recordar que en el caso "L.E.H." (Fallos: 338:779), en el que se examinaron la ley 26.862 y el decreto reglamentario 956/2013, la Corte puntualizó que el DGP no aparece incluido dentro de las técnicas y procedimientos enumerados por dicha ley y que los prestadores de salud deben proporcionar con carácter obligatorio. Señaló, además, que el decreto reglamentario no lo incluye dentro del concepto de técnicas de alta complejidad. Agregó que, si bien la regulación deja abierta la posibilidad de introducir en la nómina nuevos procedimientos y técnicas, el texto legal aclara que esta alternativa solo es viable cuando sean autorizados por la autoridad de aplicación, situación en la que no se encuentra el DGP. En esa inteligencia, concluyó que la negativa de la obra social a hacerse cargo de la prestación no podía ser considerada un acto u omisión teñido de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en tanto no existe una norma específica que le imponga esa obligación. En el dictamen de la causa "L.E.H.", se sostuvo que la ley 26.862 ordena la inclusión de los procedimientos y técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente asistida -que contienen al DGP- dentro del Programa Médico Obligatorio (PMO) y deja librada a la reglamentación de la autoridad de aplicación la determinación de los criterios y modalidades de cobertura. El artículo 8 de la ley 26.862 pone a cargo de un vasto número de agentes que brindan servicios de salud la cobertura integral e interdisciplinaria del abordaje, el diagnóstico, los medicamentos y las terapias de apoyo y los procedimientos y las técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente asistida, los cuales incluyen: a la inducción de ovulación; la estimulación ovárica controlada; el desencadenamiento de la ovulación; las técnicas de reproducción asistida (TR.A); y la inseminación intrauterina, intracervical o intravaginal, con gametos del cónyuge, pareja conviviente o no, o de un donante, según los criterios que establezca la autoridad de aplicación. Quedan incluidos en el Programa Médico Obligatorio estos procedimientos, así como los de diagnóstico, medicamentos y terapias de apoyo, con los criterios y modalidades de cobertura que establezca la autoridad de aplicación. Es decir que la ley incorpora a su texto, por reenvío, a las técnicas que la OMS define como de reproducción médicamente asistida e incluye estos procedimientos en el Programa Médico Obligatorio. El texto de la ley es elocuente acerca del amplio alcance que el legislador ha querido otorgar a la cobertura de las prestaciones que aseguren el pleno ejercicio del derecho a la salud reproductiva. Previendo los avances de la ciencia en esta materia, integró la norma por remisión a las técnicas de reproducción asistida reconocidas y descriptas por la OMS. Estas han sido plasmadas en un glosario con definiciones aceptadas internacionalmente. Allí se logró un consenso sobre 87 términos que se utilizan para la reproducción humana asistida, entre los que se encuentra el DGP. No modifican esta interpretación las facultades otorgadas por la norma a la autoridad de aplicación, ya que solo habilita a introducir cantidad, frecuencia y criterios de cobertura, pero nunca a quitar una técnica reconocida e incorporada por el propio texto de la ley. Si el legislador hubiese querido librar al arbitrio del poder administrativo la inclusión o no de ciertos tratamientos, hubiese utilizado otra redacción en lugar de remitir a las definiciones de la OMS y limitar su accionar. La misma suerte deberá correr la lectura del decreto reglamentario cuando establece que "La Autoridad de Aplicación resolverá la inclusión de nuevos procedimientos y técnicas en la cobertura que explicita la Ley N° 26.862 (...)", ya que solo refiere a procedimientos y técnicas no incluidos en la ley. No puede cambiar esta exégesis el hecho de que el decreto defina qué se entiende por técnicas de alta complejidad y que haga una enunciación, pues la regulación no puede desnaturalizar a la ley que reglamenta. Además, esta postura es la que quedó expresada cuando la ley se trató en la Cámara de Diputados. Esta interpretación no implica desconocer las competencias regulatorias que en esta materia le corresponda ejercer al Ministerio de Salud, sino reafirmar las pautas tenidas en cuenta por el Congreso de la Nación y plasmadas en el texto de la ley, reconociendo los derechos a la salud sexual y reproductiva, a formar una familia y a gozar de los beneficios de los adelantos científicos. La ley 26.862 reglamenta de manera directa derechos reproductivos reconocidos en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos. La Corte Suprema ha reconocido el carácter fundamental del derecho a la salud reproductiva por su íntima vinculación con el derecho a la vida. El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales ha entendido incorporado el derecho a la salud reproductiva en la definición amplia del derecho a la salud del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, el cual entraña la capacidad de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia. Esta última condición lleva implícito el derecho del hombre y la mujer a obtener información y de planificación de su familia, así como el derecho a recibir servicios adecuados de atención de la salud que permitan los embarazos y los partos sin riesgos y den a las parejas las máximas posibilidades de tener hijos sanos. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, ha afirmado que el acceso a la atención de la salud reproductiva es un derecho básico previsto en el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer e involucra el derecho de acceder a la tecnología médica necesaria para ejercerlo. A su vez se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la autonomía reproductiva. El derecho a la protección y constitución de la familia está consagrado en el artículo 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. A su respecto la Corte Interamericana sostuvo en el caso “Artavia Murillo” que conlleva la obligación de favorecer el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar y que, la posibilidad de procrear es parte del derecho a fundar una familia. Ha entendido que el alcance de los derechos a la autonomía reproductiva y a fundar una familia se extienden al derecho de toda persona a beneficiarse del progreso científico y de sus aplicaciones, de lo que se deriva el derecho a acceder a los mejores servicios de salud en técnicas de asistencia reproductiva, y, en consecuencia, la prohibición de restricciones desproporcionadas e innecesarias de iure o de facto para ejercer las decisiones reproductivas que correspondan en cada persona. No puede adoptarse una interpretación restrictiva del alcance de la enumeración que contiene el referido cuerpo legal para negar la obligación de cobertura del DGP en cabeza de las prestadoras de salud. Esa exégesis de la norma contradice la letra de la ley, su finalidad y la expresa voluntad del legislador plasmada en sus antecedentes parlamentarios, desnaturalizando el derecho fundamental a la salud reproductiva, por lo que el artículo 8 de la ley 26.862 y su decreto reglamentario autorizan a los interesados a acceder a la cobertura del PGS.


    V. de S., M. V. y otro c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5798/2017/1/RH1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Alimentos. Actualización monetaria. Derecho a la dignidad. Existencia de otras vías. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La obligación alimentaria respecto de los hijos menores de edad comprende la satisfacción de sus necesidades de “manutención, educación, esparcimiento, vestimenta, habitación, asistencia, gastos por enfermedad y los gastos necesarios para adquirir una profesión u oficio”; y puede integrarse con prestaciones monetarias o en especie, proporcionales a las posibilidades económicas de los obligados y a las necesidades del alimentado. Esta obligación emerge de la responsabilidad parental, y apunta la protección integral de la infancia y la adolescencia, por lo que se relaciona directamente con el derecho fundamental a la vida en condiciones de dignidad. La Corte Suprema ha señalado que el estudio de problemas relativos a créditos de naturaleza alimentaria exige una consideración particularmente cuidadosa a favor de los derechos de los beneficiarios, por cuanto, en definitiva, gozan de protección constitucional. El tribunal de alzada no ponderó que al dejar sin efecto la actualización semestral conforme el costo de vida, sin fijar un mecanismo alternativo, disminuía al ritmo del proceso inflacionario el valor económico de la prestación alimentaria. De ese modo, el tribunal abstrayéndose de la situación macroeconómica del país, juzgó la depreciación monetaria como un hecho incierto, forzando a la actora a iniciar periódicamente nuevos incidentes y a probar, en cada caso, que la prestación devino insuficiente. El proceso incidental regulado por la norma civil adjetiva para el trámite de una petición de aumento, disminución, cesación o coparticipación en los alimentos, que se tramita en la misma causa por expedientes separados, admite producción de prueba y se resuelve mediante una sentencia interlocutoria recurrible en apelación, sólo tiene sentido ante un cambio de la situación económica o de ingresos del deudor o del beneficiario, pero no es la vía idónea para preservar la integridad de la cuota alimentaria frente a los efectos degradantes de la inflación. En este supuesto corresponde al tribunal, en resguardo de los derechos fundamentales en juego, establecer de antemano, dentro del ámbito autorizado por la ley, un mecanismo efectivo para conservar el valor económico de la obligación.


    G., S. M. y otro c/ K., M. E. A. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 83609/2017/5/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Cuidado personal compartido. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación y aplicación de la ley. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso. Es que, por un lado, lo decidido no importa una denegación del fuero federal. Por el otro, el pronunciamiento impugnado no clausura la vía intentada ni coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, la defensa en juicio, en tanto aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado, en el que puede seguir defendiendo sus derechos, tal como lo ha hecho hasta el presente. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso. En lo atinente al depósito impuesto por la ley provincial 1406, cabe recordar que lo tocante a la procedencia de los recursos extraordinarios locales es, por su tenor fáctico y procesal, ajeno a esta vía de excepción y que, en ese plano, la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación singularmente restringida. Las objeciones planteadas por el recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de normas locales de carácter ritual; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    L., L. C. c/ L. A., D. J. s/ Cuidado personal de los hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1726/2019/RH1, 17 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Sistema financiero. Títulos públicos. Títulos de deuda pública. Cancelación de deudas. Medidas para mejor proveer. 


    Por medio de la resolución 516/19 del entonces Ministerio de Hacienda, se aprobó -en el marco de lo dispuesto por los arts. 6°, inc. a), segundo párrafo, y 8° de la ley 27.249- el procedimiento para la instrumentación de acuerdos de cancelación de títulos públicos elegibles, así como los distintos modelos de acuerdos de cancelación, al tiempo que se autorizó al titular de la entonces Secretaría de Finanzas de aquel ministerio a suscribirlos.


    Recurso Queja N° 4 - Marini, Osvaldo Oscar c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 665/2014/4/RH3, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Filiación por técnicas de reproducción humana asistida. Voluntad procreacional. Matrimonio igualitario. Copaternidad. Gestación por sustitución. Consentimiento informado. Inconstitucionalidad. Interés superior del niño. Inscripción registral. Derecho a la identidad. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Incongruencia. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Gestación por sustitución solidaria.


    La decisión de la cámara, en cuanto declaró la inconstitucionalidad del artículo 562 del Código Civil y Comercial de la Nación resulta arbitraria, por autocontradictoria. No obstante, debe ordenarse la inscripción del niño nacido mediante la técnica de gestación por subrogación, como hijo de los padres actores, en tanto se trata de una técnica que no se encuentra prohibida por nuestro ordenamiento jurídico y, por lo tanto, está permitida, y porque así lo demandan los derechos constitucionales y convencionales del niño. Resulta arbitrario y contradictorio el razonamiento del tribunal a quo pues, si el código de fondo “no contiene ninguna regulación ni prohibición de esta figura [la gestación por subrogación], la que fue suprimida del Anteproyecto por el Congreso de la Nación”, no existe fundamento para declarar la invalidez constitucional de esa disposición legal. El tribunal, por un lado, afirmó que existe un vacío legislativo y que la gestación por subrogación no se encuentra contenida por esa norma, y, al mismo tiempo, la consideró una de las técnicas de reproducción asistida alcanzada por esa disposición y declaró su inconstitucionalidad. La declaración de inconstitucionalidad resulta innecesaria para la resolución del conflicto. Una mirada sistemática sobre nuestro ordenamiento jurídico revela que, si bien la gestación por subrogación no ha sido regulada aún por el legislador nacional, tampoco ha sido prohibida. El Código Civil y Comercial de la Nación reconoce tres fuentes del vínculo jurídico de filiación: la naturaleza, la adopción y las técnicas de reproducción asistida, que vincula a los niños nacidos mediante esos procedimientos con los padres que manifestaron su voluntad procreacional. De los términos literales de las normas que integran el capítulo II “Reglas generales relativas a la filiación por técnicas de reproducción asistida”, del Título V “Filiación”, del Libro Segundo “Relaciones de Familia”, que regula la filiación de los niños y niñas nacidos a partir de las técnicas de reproducción humana asistida, no se desprende una prohibición de ese procedimiento, ni tampoco se hace mención a su ilicitud o a la nulidad de los acuerdos dirigidos a su realización. Del artículo 562 no puede inferirse, sin más, una regla de proscripción de la técnica de gestación por sustitución; por el contrario, en nuestro marco constitucional, una postura de esa naturaleza debió ser formulada en la legislación de forma expresa y directa. La historia legislativa del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación confirma que las reglas de los artículos 560 a 564 fueron pensadas para la filiación por técnicas de reproducción asistida, distintas a la gestación por subrogación, y que, en cambio, para ésta última, precisamente porque se trata de una práctica de especiales características que requiere reglas diferenciales, había sido prevista una regulación específica que fue, luego, suprimida del texto definitivo. No obstante, la decisión de la Comisión Bicameral para la Reforma, Actualización y Unificación de los Códigos Civil y Comercial de la Nación de diferir el tratamiento de esta figura para un momento posterior evidencia un criterio de oportunidad legislativa, que tampoco puede interpretarse como expresión de la voluntad de prohibirla. La gestación por sustitución es una de las prácticas contempladas por la ley 26.862 entre las técnicas de reproducción asistida. El artículo 8 impone al sector público de salud, las obras sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, y demás entidades de servicios de salud, incorporar “como prestaciones obligatorias” para sus afiliados o beneficiarios “la cobertura integral e interdisciplinaria del abordaje, el diagnóstico, los medicamentos y las terapias de apoyo y los procedimientos y las técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente asistida, los cuales incluyen: a la inducción de ovulación; la estimulación ovárica controlada; el desencadenamiento de la ovulación; las técnicas de reproducción asistida; y la inseminación intrauterina, intracervical o intravaginal, con gametos del cónyuge, pareja conviviente o no, o de un donante, según los criterios que establezca la autoridad de aplicación”. En el glosario de la Organización Mundial de la Salud la gestación por subrogación se encuentra incluida dentro de las técnicas de reproducción asistida. En el ordenamiento jurídico argentino la gestación por subrogación es una práctica no prohibida por la ley pero que hasta el momento carece de una reglamentación específica. De acuerdo con el principio de reserva estipulado en el artículo 19 in fine de la Constitución Nacional debe entenderse que el procedimiento de gestación por sustitución se encuentra permitido. Ello es así además si se advierte que es el único procedimiento que dispone en la actualidad la ciencia médica para que las personas y las parejas de igual o distinto sexo sin capacidad de gestar, puedan tener hijos, por lo que su elección atañe a la esfera de la autonomía personal, que debe ser celosamente custodiada de cualquier injerencia arbitraria del Estado de modo que las personas puedan desarrollar sus proyectos de vida, en el marco de seguridad y certeza que le brinda el orden jurídico. En este sentido, las decisiones relativas a la procreación configuran cuestiones centrales de la esfera privada familiar relacionadas con la autonomía de una persona, pues involucran las elecciones más íntimas y personales que puede hacer en su vida. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que el artículo 19 de la norma fundamental expresa una decisión de establecer delimitaciones precisas entre lo que se puede hacer, lo que se está obligado a hacer y lo que no se debe hacer para garantizar la convivencia y, consecuentemente, para no sufrir una sanción jurídica. La precisión y actuación real de las reglas preestablecidas genera un clima de seguridad en el cual los particulares conocen de antemano a qué reglas se sujetará la actuación de los gobernantes, de manera que la conducta de éstos sea previsible y, en caso contrario, que haya quien, con potestad suficiente, pueda corregir el error y responsabilizar eficazmente al transgresor. El referido principio de reserva de ley es concordante con el principio de legalidad en materia de restricciones al goce y ejercicio de los derechos y libertades. La Corte IDH, interpretando el artículo 30 de la CADH, manifestó que la protección de los derechos humanos requiere que los actos estatales que los afecten no queden al arbitrio del poder público, sino que estén rodeados de un conjunto de garantías enderezadas a asegurar que no se vulneren los atributos inviolables de la persona. Entre ellas, exige que las limitaciones se establezcan por una ley formal. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al interpretar el artículo 8 del Convenio Europeo, respecto de la existencia de una ley como base para restringir los derechos a la vida privada y a la identidad, en el marco de un conflicto relativo al alcance de disposiciones sobre técnicas reproductivas, determinó que el requisito de legalidad también se refiere a la calidad de la ley en cuestión, en el sentido de que ésta debe ser accesible a la persona involucrada y predecibles los efectos de su aplicación. En orden a satisfacer el criterio de previsibilidad, la ley debe estipular con suficiente precisión las condiciones en las que una medida será aplicable, para permitir que la persona concernida regule su conducta de manera acorde. No existe en el ordenamiento legal argentino ninguna norma que, de acuerdo con las pautas constitucionales de accesibilidad y previsibilidad, establezca de modo claro y preciso la prohibición de la gestación por sustitución, e impida determinar la filiación de los niños nacidos a partir de esta técnica a favor de quienes expresaron debidamente su voluntad procreacional. Estas particulares circunstancias de ausencia de regulación, demandan una solución ad hoc de los tribunales para la determinación de la filiación, por lo que corresponde recurrir a los principios generales del derecho y a la analogía con el fin de establecer un criterio de filiación, hasta tanto el Congreso Nacional legisle en la materia. En supuestos en los que la mujer gestante no aportó gametos, carece de la intención de ser madre del niño que gestó, y así lo manifestó mediante su consentimiento libre, previo e informado, antes y después del parto, adquiere preeminencia el elemento volitivo por sobre el componente biológico, lo que encuentra pleno sustento, por analogía, en las características y reglas diferenciales de la procreación asistida. La voluntad procreacional, expresada a través del consentimiento libre, previo e informada como el deseo o intención de tener un hijo, es el eje articulador del régimen filial derivado de las técnicas de reproducción humana asistida que sí han sido reguladas, y allí se permite sustituir los demás elementos biológicos y/o genéticos. Este régimen filial, además, en el esquema del nuevo ordenamiento civil, resulta consistente con el reconocimiento de iguales derechos reproductivos a parejas del mismo y de distinto sexo, y a las personas sin pareja. Por ello, y ante la necesidad de establecer la identidad filial del niño nacido por esa vía, el temperamento que mejor satisface su interés superior y los derechos en juego es la inscripción registral como hijo de ambos demandantes. La Convención sobre los Derechos del Niño en los artículos 8.1), 8.2.), y 7, inc. 1) protege con amplitud el derecho a la identidad que comprende la determinación de los vínculos jurídicos familiares. En esta línea, la Corte IDH ha entendido que “el derecho a la identidad está íntimamente ligado a la persona en su individualidad específica y vida privada, ambas sustentadas en una experiencia histórica y biológica, así como en la forma en que se relaciona con los demás, a través del desarrollo de vínculos en el plano familiar y social”. Refiere que, a fin de proteger ese derecho, el Estado y la sociedad deben respetar y garantizar la individualidad de cada una de las personas, así como el derecho a ser tratado de conformidad con los aspectos esenciales de su personalidad. Un aspecto básico de la personalidad de cada individuo es el vínculo legal con los progenitores. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos determinó que “el derecho a la identidad forma parte del derecho a la vida privada e implica que toda persona debe tener la posibilidad de establecer los aspectos sustantivos de su propia identidad, incluyendo la relación legal paterno filial”. El rechazo de la acción aquí deducida conduciría a registrar vínculos filiales que no se corresponden con la realidad, tanto por instituir a la mujer gestante como madre a pesar de que nunca tuvo ni la intención ni el deseo de serlo, y así lo expresó desde el primer momento, como por desconocer la condición de padre de quien manifestó el propósito de asumir esa paternidad desde la concepción del niño. De este modo, se tergiversaría la información esencial relativa a los vínculos jurídicos familiares que definen la identidad de la persona nacida a través de ese procedimiento. Para más, el rechazo del emplazamiento filial solicitado implicaría forzar a la mujer gestante a asumir la maternidad y la consiguiente responsabilidad parental, pese a que no hizo aporte genético alguno y a que carece de la voluntad de ser madre, vulnerando su autonomía personal. Con ello, se haría prevalecer el hecho de la gestación por encima de la voluntad negativa de la mujer gestante, expresada de manera indubitable a lo largo del proceso judicial. La atribución del vínculo materno filial no resulta desplazada por la adopción de integración. Aun en el caso de que el niño fuera adoptado por el padre que no aportó los gametos, a través de la figura de la adopción de integración y en forma plena, no se extinguirían las responsabilidades parentales que le corresponden a la mujer gestante si se le atribuye la condición de madre. Por un lado, el artículo 699 del código de fondo que determina los supuestos de extinción de responsabilidad parental, en su inciso e), establece que la extinción no se produce cuando se adopta el hijo del cónyuge o del conviviente. Por otro lado, el artículo 700 no incorpora ningún supuesto por el cual se pudiera privar a la mujer gestante de su responsabilidad parental. En particular, su inciso b) no resulta aplicable a este caso en tanto la mujer gestante no ha abandonado a un hijo propio dejándolo en estado de desprotección, sino que precisamente se niega a aceptar la condición de madre. En modo alguno puede asimilarse el emplazamiento filial a favor del peticionario que no aportó gametos por medio de las técnicas de reproducción humana asistida, con el reconocimiento de su paternidad por la vía de la adopción de integración prevista en los artículos 619 y 620 del Código Civil y Comercial, y regulada específicamente en los artículos 630 a 633. Ello por cuanto esta figura no otorga igual certeza y amplitud respecto de los derechos y deberes parentales. Por un lado, queda a criterio del juez que interviene en el proceso decidir si otorgará la adopción de forma plena o simple, según las circunstancias de cada caso, cuando sólo la filiación por adopción plena surte iguales efectos que la filiación por naturaleza o por técnicas de reproducción humana asistida. Por otro lado, el artículo 633 del mismo régimen estipula que la adopción de integración es revocable por las mismas causales previstas para la adopción simple, se haya otorgado con carácter de plena o simple. La inscripción de copaternidad decidida por la sentencia impugnada no transgrede ninguna prohibición legal, y es la solución que mejor concilia los derechos fundamentales de las partes y el interés superior del niño, su vida privada y su identidad.


    S.T., V. s/ Inscripción de nacimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14153/2017/CS1, 27 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Minería. Seguro por accidente de trabajo. Fallos de la Corte Suprema. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Mantenimiento del recurso. 


    Es la Corte como Tribunal Supremo quien deberá interpretar su propia sentencia dictada el 23 de febrero de 2016 y examinar si la decisión que se impugna, del 28 de junio de 2018, de la Cámara Federal de Apelaciones consagró un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el Tribunal y desconoce la esencia de aquella decisión.


    Incidente N° 1 - Actor: Cruz, Felipa y otros. Demandado: Minera Alumbrera Limited y Otro y otros s/ Incidente apelación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 600113/2010/3/1/CS3, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    Derecho Comercial


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Asociación de consumidores. Derechos de incidencia colectiva. Acceso a la justicia. Beneficio de litigar sin gastos. Ley de defensa del consumidor. Publicación de edictos. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Esta Procuración General se expidió sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Es así que postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. Se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. El máximo tribunal se expidió más recientemente en idéntico sentido. Esta Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló -en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que "la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos”, y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos- configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. En la determinación de los mecanismos a través de los cuales se instrumentará la publicidad en los litigios colectivos se debe balancear, por un lado, el carácter esencial de la adecuada notificación a los usuarios que puedan tener un interés en el resultado del litigio y, por el otro, el acceso a la justicia sin obstáculos de índole económica. Ello supone privilegiar la elección de mecanismos que articulen ambos extremos -amplia difusión y gratuidad- por sobre otros abiertamente más gravosos. En esa línea se encuentran mecanismos tales como la publicación de un banner en las páginas web y cuentas en redes sociales de las partes, cartelería en oficinas y locales comerciales de la demandada y avisos en resúmenes de cuenta que envíe a sus usuarios. Además, existen otros canales complementarios de difusión de igual eficacia como el envío de correos electrónicos, la publicidad en redes sociales o medios digitales.


    Consumidores Libres Cooperativa Ltda. de Provisión de Servicios de Acción Comunitaria y otro c/ Telecom Personal y otro s/ Sumarísimo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2908/2012/1/RH1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Derechos del consumidor. Recurso extraordinario. Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento de recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    En esa causa, la Corte Suprema dictó sentencia haciendo lugar parcialmente al recurso fiscal y dejando sin efecto la sentencia apelada en cuanto había rechazado el agravio relativo a la invalidez del trámite del secuestro prendario sin dar previamente audiencia al deudor, fundado en las normas protectorias del consumidor. De modo preliminar, la Corte Suprema indicó que lo resuelto con relación al trámite del secuestro prendario ocasionaba un gravamen de imposible reparación ulterior que permitía equiparar el pronunciamiento a una sentencia definitiva. Así, destacó que "privar al deudor -en la relación de consumo- de todo ejercicio de derecho de defensa, en forma previa al secuestro del bien prendado, podría colocarlo en una situación que no se condice con la especial protección que le confiere el artículo 42 de la Constitución Nacional". Luego, juzgó que debía conocer en la causa en base a la doctrina de la arbitrariedad puesto que la sentencia apelada era descalificable como acto jurisdiccional. Por un lado, puntualizó que la cámara había descartado la posible violación al derecho de defensa del consumidor con fundamento en la existencia de una convención que habilitó el sistema especial que dio lugar al secuestro prendario. De ese modo, omitió estudiar fundadamente la naturaleza de esa convención, inserta en un contrato de adhesión cuyo texto es conformado por clausulas propuestas por el acreedor. Expresamente, dijo que "la cámara se limitó a mencionar que el sistema especial que habilita el secuestro tuvo origen en una convención celebrada entre las partes y ello -en tanto válida formulación del consentimiento- despejaba cualquier violación al derecho de defensa del consumidor. Tal afirmación carece de fundamento o -si lo tiene- resulta solo aparente, si se repara en que la especial naturaleza del contrato celebrado (por adhesión o mediante cláusulas predispuestas) y la seriedad argumentativa de las cuestiones introducidas por el Ministerio Público Fiscal exigían especial y detenido análisis por parte del tribunal a quo. Por el otro, señaló que la sentencia no había considerado la protección especial del consumidor que contemplan la Constitución Nacional y la ley 24.240, cuyo artículo 37, inciso b, permite tener por no convenidas las cláusulas "que importen renuncia o restricción de los derechos del consumidor o amplíen los derechos de la otra parte". En efecto, debió haber integrado a su análisis las disposiciones de la ley de defensa del consumidor en la inteligencia de que, "ante la duda respecto a la forma en que debían ser articuladas con las normas prendarias debería primar la más favorable para el consumidor, como expresión del favor debilis (artículo 3° de la ley 24.240)". En los autos "Banco Hipotecario S.A. c/ Iglesias, Gonzalo Martín y otro s/ ejecución hipotecaria" (CIV 94442/20 16/CS1, 13/03/2018) se sostuvo que “la sentencia es equiparable a definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48 cuando resuelve la competencia "en un sentido que obstruye el acceso a la justicia de los consumidores demandados al someterlos a litigar en una jurisdicción ajena a su domicilio en violación de disposiciones de orden público". En esa oportunidad, se señaló que "De este modo, la resolución apelada desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos que contempla especialmente las desventajas que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. En este sentido, la efectiva vigencia del mandato que surge del artículo 42 de la Constitución Nacional requiere asegurar a los consumidores la posibilidad de obtener su eficaz defensa en las instancias judiciales y ello no es posible si se les impone litigar ante los jueces extraños a los de su domicilio".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Andujar, Luis Rodrigo s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11751/2019/1/RH1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    


    CapítuloIV


       Derecho Constitucional



    Acción meramente declarativa


    Estado de incertidumbre. Coronavirus. Sesiones legislativas. Plataformas electrónicas. Poder Judicial de la Nación. Facultades del Poder Judicial. Cuestión no justiciable. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Poder Judicial de la Nación, conferido a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los tribunales nacionales por los artículos 108, 116 y 117 de la Constitución Nacional y 2° de la ley 27 se define, de acuerdo con una invariable interpretación, como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso, limitación que, cuando se refiere al examen de las actividades ejecutiva y legislativa, es imperioso respetar para la preservación del principio de división de poderes. Constituye inveterada doctrina del Tribunal que sus pronunciamientos se encuentran condicionados a la presentación de "casos justiciables", lo cual se configura cuando concurren dos recaudos: por una parte, debe tratarse de una controversia que persigue la determinación del derecho debatido entre partes adversas; por otra, la causa no debe ser abstracta en el sentido de tratarse de un planteo prematuro o que hubiera devenido insustancial. La exigencia de un caso o causa excluye la posibilidad de dar trámite a acciones que procuren declaraciones generales, en tanto la aplicación de las normas o actos de los otros poderes no haya dado lugar a un litigio para cuyo fallo se requiera el examen del punto propuesto, doctrina que es aplicable a las acciones declarativas, dado que este procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa. Su admisibilidad depende de que emerja un "caso" apto para la intervención de un tribunal de justicia. La aplicación de los básicos conceptos referidos conduce a rechazar el planteo de la actora, en tanto ella se limita a requerir, sin que exista una causa judicial en los términos exigidos por la legislación y doctrina reseñadas, que se despeje el estado de incertidumbre con respecto a la validez de sesionar por medios virtuales o remotos con fundamento en lo dispuesto por el artículo 30 del Reglamento de la H. Cámara de Senadores, teniendo en cuenta la situación de gravedad institucional generada por el COVID-19, hipótesis que excede el marco de actuación del Poder Judicial. En efecto, la Corte ha sostenido desde 1865 que si de la formulación de la petición no surge el agravio no se trata de una demanda, sino de una consulta y del escrito inicial surge que la actora postula, precisamente, una consulta sobre la validez legal de sesionar en forma virtual para tratar cuestiones que el Poder Ejecutivo Nacional no puede regular, sin que se configure una causa, pues solo se procura el dictado de una sentencia que avale una determinada interpretación de una norma general regulatoria de la actividad de los miembros del Senado Nacional, lo cual no es del resorte del Poder Judicial, que no puede estudiar en teoría una norma sino sólo interpretarla, aplicarla y eventualmente declarar su invalidez cuando se suscitan cuestiones que traen las partes en el marco de una causa judicial, tal como ha sido definida. Siendo el reclamo de carácter meramente consultivo, y ante la ausencia de conflicto al que se refiere el artículo 2° de la ley 27, la petición que se pretende introducir bajo el ropaje de una acción declarativa de certeza no resulta ser una cuestión justiciable en los términos antes desarrollados, motivo por el cual, si la Corte interviniera dando curso a la demanda, significaría tanto como prescindir de la pacífica y arraigada jurisprudencia que ha definido los límites del Poder Judicial desde el tradicional precedente "Provincia de Mendoza", dictado el 14 de noviembre de 1865. Ante la falta de un agravio discernible respecto de una cuestión justiciable, corresponde desestimar la solicitud tendiente a que la Corte determine si resulta constitucionalmente posible que el Senado de la Nación sesione por medios digitales sobre la base de lo establecido por el artículo 30 del Reglamento de la Cámara de Senadores. Respecto al planteo acerca de la existencia de supuestas “maniobras tendientes a impedir la aplicación de leyes que afecten intereses de grupos económicos” que justificaría la intervención del Alto Tribunal, cabe recordar el principio axiomático sentado en reiterados pronunciamientos, según el cual la misión más delicada que compete al Poder Judicial es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones, toda vez que es el judicial el llamado por la ley para sostener la observancia de la Constitución Nacional; y de ahí que un avance en desmedro de otras facultades revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público. Una decisión en ese sentido importaría indefectiblemente una intromisión en las atribuciones propias del Senado de la Nación de determinar, con sustento en la normativa aplicable, el modo en que puede sesionar en estas circunstancias extraordinarias que se presentan por la pandemia desatada y de legislar en materias que le resultan exclusivas y excluyentes. Una inteligencia orientada hacia la judicialización de lo que deben decidir otros poderes pondría en serio riesgo tanto el ejercicio de las funciones que la Constitución asigna a cada uno de ellos como la autoridad de la propia Corte Suprema, sin que la invocada doctrina de la gravedad institucional autorice a desconocer ese límite pues, precisamente, ésta se configuraría de superárselo. La facultad de acudir ante los jueces en tutela de los derechos no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En virtud de ello, la Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58. El caso en examen no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, la Presidenta del H. Senado de la Nación demanda al Estado Nacional, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente y en las normas antes citadas, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, la cuestión planteada, aún en el marco de un proceso judicial, resultaría ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Fernández de Kirchner, Cristina en carácter de Presidenta del Honorable Senado de la Nación s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 353/2020/CS1, 21 de abril de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Amparo ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas M. 853, L. XLIV, “Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Amparo [daño ambiental]”, y FRO 70952/2018/CS1, “Favario, Ivan Leopoldo y otro c/ Provincia de Entre Ríos y otro s/ Medidas preliminares”.


    Equística Defensa del Medio Ambiente Asociación Civil c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 468/2020/04 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Hábeas corpus colectivo. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La parte actora plantea ante la Corte una acción de habeas corpus colectivo en los términos de los arts. 43 y 18 de la Constitución Nacional y de la ley 23.098, al que se ha señalado como instrumento para garantizar la protección otorgada por la segunda cláusula constitucional mencionada. Desde el célebre caso “Sojo” (Fallos: 32:120) el Tribunal ha declarado que “son ajenos a su competencia los pedidos de habeas corpus, salvo que se trate de alguna de las personas mencionadas en el art. 117 de la Constitución”, pues la jurisdicción que asigna la Carta Fundamental a la Corte es taxativa y no puede ser ampliada por ley ni por vía interpretativa. En consecuencia, esta acción resulta ajena a la competencia de la Corte. Sin perjuicio de ello, si la Corte considera que existe peligro en la demora, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el art. 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y tal como efectivamente lo ha dispuesto en Fallos: 330:1915 y 341:1854 cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Petcoff Naidenoff, Luis Carlos c/ Formosa, Provincia de s/ Amparo - Hábeas Corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 592/2020/04 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Consulados. Pasaporte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Tribunal no puede asumir dicha competencia originaria si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Tiene dicho el Tribunal que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia originaria. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de "status diplomático", y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.


    Nardelli, Pietro Antonio c/ Consulado General de Italia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 46/2020/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Coronavirus. Cuarentena obligatoria. Internación. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Excepciones al aislamiento y permisos de circulación.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento que efectúa la parte actora, a fin de obtener que cese el impedimento para acceder al establecimiento de campo que administra y que la autoridad provincial se abstenga de obligarlo a realizar, con carácter previo, una internación protocolar, exige, en forma ineludible, interpretar varias disposiciones normativas provinciales dictadas en ejercicio de las facultades previstas por los arts. 121 y 128 de la Constitución Nacional, que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del decreto 297/20 y prorrogado sucesivamente -y modificado- por sus similares 325/20, 355/20, 408/20, 459/20, 493/20, 520/20 y 576/20. Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte, lo cual se fundamenta en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. Tampoco hace variar la solución propiciada, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Crescia, Ernesto Omar s/ Salta, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 475/2020/08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional. Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances delos referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Spoltore, Jorge Aníbal y otros c/ Corrientes, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1214/2020/06 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Decretos provinciales. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento que efectúan los actores exige, en forma ineludible, interpretar varias disposiciones dictadas por las autoridades de la Provincia de San Luis (decreto 1894/20 del Poder Ejecutivo provincial y Protocolos de Ingreso y Egreso de la provincia), que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del decreto 297/20 y prorrogado sucesivamente -y modificado- por sus similares 325/20, 355/20, 408/20, 459/20, 493/20, 520/20 y 641/20. Al fundarse la pretensión en que los actos cuestionados son violatorios de tratados internacionales, de la Constitución Nacional y de la Constitución local en tanto restringirían de manera irrazonable los derechos de ingresar, permanecer, transitar, usar y disponer de la propiedad, ejercer industria lícita, comerciar y profesar el culto, la cuestión bajo examen no sólo involucra la interpretación de normas federales, sino que conlleva también la inteligencia de las normas y actos locales citados. La cuestión federal no es la predominante en la causa, por cuanto los actores efectúan un planteamiento conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria del Alto Tribunal. Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte, lo cual tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que los actores tengan distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. Tampoco hace variar la solución propiciada, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violacion proveniente de autoridades de provincia no sujeta por su sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquel sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Sociedad Rural de Río Cuarto y otros c/ Provincia de San Luis - Poder Ejecutivo s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6364/2020/05 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Servicios esenciales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis se presenta en el sub lite toda vez que la actora, en su carácter de empresa dedicada a la elaboración, comercialización y distribución de gaseosas, aguas gasificadas, agua mineral y jugos, cuestiona disposiciones locales de la Provincia de Corrientes (como el decreto local 790/20) que impedirían a dos de sus empleados (uno, con residencia en la Provincia del Chaco, y el restante en la provincia demandada) ingresar a su territorio y egresar de él a fin de cumplir tareas en la planta industrial ubicada en la localidad de Barranqueras –Provincia del Chaco– y en la sucursal de la empresa sita en la ciudad de Corrientes, por considerar que esas normas provinciales resultan contrarias a lo dispuesto por los decretos nacionales 260/20, 297/20 y sus sucesivas prórrogas y modificaciones y, en consecuencia, también a lo establecido por la Constitución Nacional (art. 31), en tanto establecerían restricciones a la circulación y al cumplimiento de tareas por parte de sus empleados, que se encontrarían alcanzados por una de las excepciones al ASPO en razón de estar afectados al cumplimiento de actividades consideradas esenciales por las normas nacionales dictadas como consecuencia de la pandemia de coronavirus. Más allá de que la demanda promovida por la actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la Provincia de Corrientes, al dictar el decreto local 790/20, por el cual enumeró quiénes podrían gestionar una autorización para ingresar a la provincia por el puente General Manuel Belgrano y quiénes estarían exceptuados de hacerlo, según la actividad desempeñada, invade un ámbito que es propio de la Nación, que ha establecido, mediante numerosas normas, quienes se hallan exceptuados de cumplir el ASPO y de la prohibición de circular a las personas afectadas a actividades y servicios declarados esenciales en la emergencia, entre ellas, a las industrias de alimentación que integran la cadena de valor e insumos de los sectores productivos de alimentación y bebidas y ha implementado el “certificado único habilitante para circulación – emergencia COVID-19” para toda persona que encuadre en los supuestos de excepción al ASPO previstos hasta entonces y los que se establecieran en el futuro. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Licores Nordeste S.R.L. c/ Provincia de Corrientes y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1674/2020/04 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Derecho a la salud. Derecho a la vivienda digna. Derecho de habitación. Personas mayores. Coronavirus. Establecimientos geriátricos. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte Suprema ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional. Es doctrina de la Corte que toda vez que el Estado Nacional tiene derecho a ser demandado en sede federal de conformidad con el artículo 116 de la Constitución Nacional y que a la provincia de Buenos Aires le corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema según el artículo 117 de ese texto legal, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria. A ello cabe agregar que las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecido por los artículos 117, 121, 122 y 124 y concordantes de la Constitución Nacional. Del escrito inicial no surge, en forma palmaria, que alguna de las autoridades estatales -el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires- no sea parte nominal y sustancial del pleito. Por el contrario, en el marco de la situación excepcional desatada por la pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud, tanto el Estado Nacional como el provincial han adoptado, en el marco de sus competencias, medidas concretas a fin de atender los derechos fundamentales de la población, entre ellos, el derecho a la salud y a la vida de las personas mayores en residencias. Incluso, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores impone obligaciones en materia de salud y vivienda en cabeza de ambas jurisdicciones demandadas. El covid-19 evidenció niveles alarmantes de propagación y gravedad, y altos índices de mortalidad en adultos mayores, por lo que la situación requiere de una respuesta conjunta e inmediata del Estado nacional y provincial a fin de que no se concrete el riesgo para la salud y la vida que, además, es irreversible, e involucra un colectivo de personas mayores en situación de vulnerabilidad. La urgencia de la tutela judicial, la relevancia de los derechos debatidos, la conexidad objetiva de las pretensiones, y las circunstancias excepcionales de la emergencia sanitaria aconsejan que el conflicto sea tramitado a través de un único juicio, a fin de alcanzar una solución expedita y coordinada, y de asegurar el acceso de la justicia de uno de los principales grupos de riesgo, que recibe protección diferencial y reforzada en nuestro ordenamiento constitucional. En consecuencia, y en atención a las prerrogativas constitucionales de la Nación y de la provincia de Buenos Aires, corresponde que la causa sea, prima facie, dirimida en forma originaria por la Corte Suprema.


    Rodríguez, Roberto c/ Provincia de Buenos Aires - Estado Nacional- Oro Rubí S.A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 355/2020/04 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Derecho a un medio ambiente sano. Derecho a la salud. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Límites jurisdiccionales. Recursos naturales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional. Dado el manifiesto carácter federal de la materia, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjurisdiccional, y al ser partes dos Provincias, -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores-, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Montecino Odarda Facundo y otros c/ Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas (AIC) y otros s/ Amparo ambiental


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 15532/2016/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional. Para que una provincia -o, como en el caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a partir de lo resuelto por la Corte, por mayoría, en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal"- pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. El alcance de la pretensión no permite atribuirle a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el carácter de parte adversa, pues el objeto del litigio demuestra que es el Estado Nacional el sujeto pasivo legitimado que integra la relación jurídica sustancial que da base a la pretensión, pues es quien tiene un interés directo en el pleito y será el alcanzado por la sentencia que recaiga en autos. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación Civil Patrimonio de Belgrano c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 69260/2019/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Coparticipación federal. Decretos nacionales. Inconstitucionalidad. Medidas cautelares. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Amparo – Decreto 735 / Poder Ejecutivo Nacional 2020


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1141/2020/25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Direcciones provinciales de rentas. Resoluciones generales. Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1.285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente, en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Al consistir el objeto de la pretensión esgrimida en obtener que se declare la inconstitucionalidad de la resolución general (DGR) 2/18 y la nulidad de la notificación enviada a una “ventanilla electrónica” abierta por la demandada a nombre de la actora -actos que revisten el carácter de locales- en tanto son el fundamento por el cual la Provincia la obliga a actuar como agente de retención y percepción en el impuesto sobre los ingresos brutos, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. No es óbice a lo expuesto el hecho de que se invoque la afectación de cláusulas constitucionales, puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia, cuando “versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación” en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Caffaro Hermanos S.R.L. c / Misiones, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 602/2020/30 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    Gómez, Ana Soledad Sobeida c/ Misiones, Provincia de s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 5432/2019/CS1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Mutuo hipotecario. Impuestos provinciales. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Excepción de incompetencia. Falta de legitimación para obrar. Interpretación de normas y actos locales. Ley provincial. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Es competente la Corte para entender en estas actuaciones pues, por un lado, el objeto de la pretensión se vincula con actos locales relativos a la potestad de aplicar un impuesto provincial y la correlativa obligación de pagarlo, por lo que la Provincia tiene interés directo en el pleito y, por tal razón, su carácter de parte en sentido sustancial no puede ser desconocido. Por otro lado, se cuestiona una ley local por ser contraria a los arts. 7°, 9° a 12, 16, 31, 42, 43, 75 -incs. 12 y 13- y 126 de la Constitución Nacional, por lo que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Toda vez que la cuestión esgrimida exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación respecto de la regulación del comercio interjurisdiccional que le corresponde, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional a las que alude el art. 2° –inc. 1°– de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. La excepción de falta de legitimación para obrar en la parte actora opuesta por la Provincia no puede ser admitida en esta instancia del proceso, sino que corresponderá al Tribunal evaluar su procedencia en el pronunciamiento final a dictarse en la causa, puesto que no puede afirmarse de manera inequívoca, con los elementos hasta ahora incorporados, que la actora no sea, de forma manifiesta, la titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión aquí deducida, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.


    Sengiali, Marta Silvia c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1678/2017/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Repetición de impuestos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Ley provincial. Excepción de incompetencia. Tasas de interés. Tasa del 12% anual. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Establecimiento industrial situado fuera de los límites provinciales.


    Cuando se cuestiona la constitucionalidad de las normas en que se basa la conducta de la Provincia de Buenos Aires de gravar con una alícuota diferencial mayor del impuesto sobre los ingresos brutos a la actividad industrial realizada por la actora fuera de la jurisdicción provincial, la causa corresponde a la competencia originaria de esta Corte no sólo porque la Provincia de Buenos Aires es parte sustancial en el pleito, sino además porque los términos de la demanda permiten asignarle un nítido interés federal a la materia debatida, ya que lo medular del planteo remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los preceptos federales -arts. 9 a 12 y 75, inc. 13, de la Constitución Nacional- cuya adecuada hermenéutica permitirá apreciar si existe la invocada violación constitucional. El Tribunal, en numerosos casos, ha aceptado intervenir en instancia originaria en casos de repetición de tributos establecidos por normas locales, cuando una provincia era parte nominal y sustancial y la acción entablada se fundaba directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados, de tal suerte que la cuestión federal fuera la predominante en la causa. Si bien la Provincia de Buenos Aires interpuso excepción de incompetencia de la Corte Suprema, planteando la inconstitucionalidad de la tasa de interés del 12% anual prevista por las normas provinciales para la repetición de tributos y del art. 138 y ccs. del Código Fiscal provincial y de las normas análogas anteriores y posteriores, en una causa análoga, en la que también se efectuaba similar cuestionamiento constitucional respecto de la tasa de interés prevista por las normas locales para la repetición de tributos, la Corte asumió la competencia para entender en instancia originaria.


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2318/2018/10 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Código tributario. Impuesto inmobiliario. Alumbrado, barrido y limpieza. Residuos domiciliarios. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º del decreto-ley 1.285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. Es que, a fin de determinar si el proceso corresponde a la jurisdicción constitucional referida, no basta con indagar la naturaleza de la pretensión, sino que es necesario, además, examinar su origen, no sobre la base exclusivamente de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva sustancia del litigio, por cuanto más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, es necesario considerar la realidad jurídica de cada caso particular, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de aquéllos la determinación de la competencia originaria. No se configura una cuestión federal de las características descriptas precedentemente, pues la solución del planteo exige previamente desentrañar el sentido y alcance de las normas locales que regulan el sistema tributario de la Ciudad de Buenos Aires para determinar si resulta constitucional el art. 287 del Código Fiscal, en cuanto encomienda a la AGIP valorizar los parámetros incluidos en la fórmula del art. 286 de ese plexo legal y, sobre la base de dicha fórmula, establecer la Valuación Fiscal Homogénea. Esa labor hermenéutica extralimita la que autoriza un planteo de esta índole en cualquier causa en la que, en ejercicio de la jurisdicción originaria que le confiere al Tribunal el art. 117 de la Ley Fundamental, debe resolverse sobre la constitucionalidad de prescripciones locales. No obsta a lo expuesto, la circunstancia que, en la demanda, se invoque la transgresión de los arts. 1º, 4°, 17, 52, 76 y 99 -inc. 3°- de la Constitución Nacional, pues resulta de aplicación la asentada doctrina del Tribunal que sostiene que la nuda violación de derechos constitucionales proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, resultando, entonces, ajena a la competencia originaria de la Corte. Ello es así pues, todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Tampoco altera lo expuesto la alegada violación de las leyes federales 23.928 y 25.561, toda vez que el planteo conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal priva al pleito de la instancia originaria del Alto Tribunal. Esta solución es la que mejor preserva los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía, dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de una ley, un decreto, o un acto que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura local. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Spisso, Rodolfo Roque c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 287/2020/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Alícuota. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y, más recientemente, en CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Así como la Corte, como órgano supremo de la magistratura, goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 388/2017/CS1-CA1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Alícuota. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y, más recientemente, en CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Ganadera San Roque c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1435/2020/17 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicio en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 344/2018, "Alimentos Refrigerados Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Axis Logística S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2910/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Recursos hídricos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito –ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Dicho requisito no se encuentra cumplido en autos, toda vez que el actor no es claro respecto de contra quién dirige su pretensión, sólo se limita a describir en su escrito de inicio las distintas responsabilidades que le competen a los diferentes organismos y jurisdicciones. Ante la falta de precisión en los términos de la demanda y al no designarse en forma clara y positiva quiénes son los demandados, la Provincia de Buenos Aires no es parte nominal ni sustancial, y por lo tanto, no integra la relación jurídica que da sustento a los reclamos del actor. La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58. La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es de índole taxativa y no puede ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Procuración del Tesoro de la Nación y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 769/2020/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de las causas CSJ 1790/2018, “Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 815/2019, “Banco Itaú Argentina S.A. y otros c/ Salta, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    Industrial and Commercial Bank of China (Argentina) S.A. y otro c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 303/2020/14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto a los ingresos brutos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Banco Central de la República Argentina. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que el BCRA, entidad autárquica nacional, que según lo dispuesto en los arts. 116 de la Constitución Nacional y 55 de su Carta Orgánica, está sometido al fuero federal, demanda al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, que tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de acuerdo con lo resuelto por el Tribunal en: CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, por lo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Banco Central de la República Argentina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1753/2020/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuestos. Actividades económicas. Transporte de gas. Distribución de gas. Ley provincial. Cuestión federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En la causa en la que la actora cuestiona la conducta de la Provincia en cuanto esta última le dio el alta de oficio como contribuyente del impuesto a las actividades económicas local y le exige el pago de dicho tributo, por considerarla violatoria de lo dispuesto por los arts. 31, 75 —incs. 13, 15, 18, 19 y 32— y 126 de la Constitución Nacional y de diversas disposiciones del marco regulatorio de las actividades de transporte y distribución de gas natural, aunque la acción de inconstitucionalidad se dirige contra normas y actos locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la actuación de la demandada interfiere el ejercicio de facultades regulatorias en materia de transporte y distribución de gas natural, que constituyen un servicio público nacional e integran el comercio interjurisdiccional. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que aquí se alega. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Litoral Gas S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1323/2020/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Aislamiento social, preventivo y obligatorio. Limitación de la circulación. Restricciones administrativas. Autonomía de la voluntad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Aislamiento compulsivo. Centro de aislamiento preventivo. Remisión al dictamen de la causa FRE 2774/2020, “Lee, Carlos Roberto y otro c/ Consejo de Atención Integral de la Emergencia Covid-19 - Provincia de Formosa s/ Amparo - Amparo Colectivo”.


    El artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Ibarrola, Romina Natalia c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1828/2020/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa F.175, L.XLV, “F. J. W. Sociedad Anónima de Transporte c/ Misiones, Prov. de y otros s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Windland S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 452/2020/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Direcciones provinciales de rentas. Resolución administrativa. Inconstitucionalidad. Contrato de obra. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas C. 253, L. XLIX, “Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar”; I. 2, L. L, “Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1001/2016, “Central Puerto S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza (incidente de medida cautelar)”; CSJ 1553/2016, “Transportadora del Norte S.A. y otra c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1374/2016, “Central Puerto S.A. c/ Rio Negro, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza (incidente de medida cautelar)”.


    Rovella Carranza S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 115/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Direcciones provinciales de rentas. Resoluciones generales. Inconstitucionalidad. Obligación tributaria. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso si la provincia demandada es parte sustancial en el pleito, esto es, si efectivamente tiene interés directo en él, y, por ende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Como el objeto de la pretensión se vincula con la potestad y la obligación tributaria, que son aspectos que exceden los inherentes a la función de recaudación asignada al órgano de la administración fiscal de la Provincia de Misiones, cabe concluir que la provincia demandada tiene interés directo en el pleito, y que debe reconocérsele el carácter de parte sustancial, sin perjuicio de la autarquía que, según la ley local 4.366, posee la DGR de la Provincia de Misiones en su referida condición de órgano de recaudación de los impuestos, tasas y contribuciones establecidos en las normas impositivas provinciales. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la causa la materia no reviste un exclusivo contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte pues, por un lado, se plantea la inconstitucionalidad de la pretensión de la demandada de imponer, como requisito necesario para que las mercaderías que vende a clientes ubicados en la Provincia de Misiones puedan ingresar al territorio de esa provincia, acreditar el previo pago a cuenta de los anticipos del impuesto sobre los ingresos brutos, y, además, realiza un cuestionamiento al ejercicio de las potestades tributarias de la Provincia de Misiones en cuanto efectúa retenciones sobre sus cuentas bancarias de sumas que nunca podrá compensar con saldos futuros, por entender que ello resulta violatorio de los principios constitucionales de igualdad ante la ley, razonabilidad, capacidad contributiva y legalidad. Se efectúa un planteamiento conjunto de cuestiones locales y federales, lo que priva al pleito de la instancia originaria de la Corte, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado con el análisis e interpretación de normas locales, en principio, dictadas en ejercicio de las facultades provinciales previstas en los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional y, por ende, no delegadas al Estado Nacional. La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales. Esta solución es la que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Tayler S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 375/2020/08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Distribución de energía eléctrica. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal” la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia -o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Resulta fundamental desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales, en particular, las del art. 75, incs. 13, 18 y 30 de la Constitución Nacional, así como las de las normas federales que integran el marco regulatorio de la energía eléctrica, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.


    Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. (Edenor) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1304/2020/13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Bancos. Entidades financieras. Inconstitucionalidad. Ley provincial. Aumento de cuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Policía bancaria y financiera. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuanto la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, lo cual se presenta en el sub lite pues la actora cuestiona la ley provincial 3.220, así como sus normas complementarias y modificatorias, por ser contraria a las normas dictadas por el Banco Central, a leyes nacionales y a la Constitución Nacional. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Además, toda vez que dicho planteamiento exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación respecto al poder de policía bancario y financiero que le corresponde, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1), de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de las actoras- el pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación de Bancos de la Argentina c/ La Pampa, Provincia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 498/2020/30 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Obras sociales. Agentes del seguro de salud. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de la ley. Ley federal. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La declaración de incompetencia del Juzgado Federal de Comodoro Rivadavia, al entender que la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema por ser parte una provincia en un asunto de naturaleza federal, resulta prematura. La competencia originaria a favor de las provincias ha sido establecida como una prerrogativa de éstas y que, como tal, es prorrogable en beneficio de los tribunales inferiores de la Nación. Al no haber sido aun citada la provincia de Chubut, no ha podido invocar todavía la prerrogativa que ostenta por mandato constitucional. Tampoco se advierte la existencia de un interés federal o de razones institucionales de tal magnitud que hagan impostergable la intervención de la Corte Suprema en instancia originaria. No obstante, la presente causa corresponde, prima facie, a la competencia originaria de la Corte Suprema en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Encontrándose en juego la interpretación de las leyes federales 23.660 de Obras Sociales y la 23.661 del Sistema Nacional del Seguro de Salud y, eventualmente, de la Ley 26.682 de Medicina Prepaga —de naturaleza federal—, es aplicable al caso el artículo 38 de la citada ley 23.661, en cuanto prevé que “[l]a ANSSAL y los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la correspondiente justicia ordinaria cuando fueren actoras…”. Al estar dirigida la demanda contra la provincia de Chubut, que, al menos en esta instancia preliminar, ostenta un interés directo en el pleito, que revela su carácter de parte nominal y sustancial en el conflicto. Las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecido por los artículos 117, 121, 122 y 124 y concordantes de la Constitución Nacional. Toda vez que la actora tiene, en principio, derecho a demandar en la jurisdicción federal y que a la provincia de Chubut le corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema según el artículo 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria de ese tribunal.


    Organización de Servicios Directos Empresarios c/ Chubut Provincia de s/ Acción mere declarativa de derecho


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 334/2020/24 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Medidas sanitarias. Hábeas corpus colectivo. Interpretación de la ley. Juzgados federales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la Provincia de Formosa —a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional— demanda al Estado Nacional (PEN), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. La única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1468/2020/17 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Energía eléctrica. Exenciones impositivas. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Lo medular de la cuestión planteada se encuentra dirigido a determinar si la pretensión de la Provincia de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad de construcción, operación y mantenimiento de la obra de “Interconexión eléctrica en 500 kw denominada Bahía Blanca-Mar del Plata, vinculación en 132 kv a Villa Gesell y obras complementarias tramo norte”, que desarrolla TMDP, viola no sólo lo establecido en el régimen federal regulatorio de la energía eléctrica sino si ella también constituye un avance de la provincia sobre las facultades delegadas al Gobierno Nacional. Resulta demostrativo del alcance de tal controversia lo expuesto en la providencia 16/2015 del Departamento de Asistencia Técnica de ARBA, en la cual el ente recaudador provincial reafirma su facultad de expedirse respecto de la dispensa de impuestos provinciales “aun cuando la legislación nacional ya prevea al respecto”. El núcleo del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las leyes 15.336 y 24.065 -que integran el marco regulatorio eléctrico- y de los arts. 31 y 75 -incs. 13, 14, 18 y 32- de la Constitución Nacional, normas que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Transportadora Mar del Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1425/2016/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Explotación de hidrocarburos. Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de las causas Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar"; E. 113, L. XLV, "Enap Sipetrol Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Medida cautelar”; y R. 92, L. XLVIII, "Roch S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Medida cautelar”.


    Incidente Nº 1 – Autor: Capex S.A. Demandado: Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 714/2020/1, 08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto a los ingresos brutos. Servicio postal. Correo oficial. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. El Correo Oficial de la República Argentina S.A. es una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, por lo que la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como Correo Oficial al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia —o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Más allá de que la acción declarativa interpuesta por la actora tenga su origen en actos y normas de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la pretensión tributaria del GCBA de gravar a Correo Oficial con el impuesto a los ingresos brutos invade un ámbito que es propio de la Nación. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Se configura en autos, además, un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Correo Oficial de la Republica Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 77816/2016/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto inmobiliario. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina adoptada en el fallo de la causa P. 582, L. XXXIX, “Papel Misionero S.A.I.F. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1.285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En efecto, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Ello tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Con respecto al Estado Nacional, cabe señalar que sobre quien pide la citación del tercero pesa la carga de acreditar que se trata de alguno de los supuestos que la habilitan, y que en el caso la actora no aporta argumento alguno que autorice a admitir el pedido. En este sentido la Corte ha decidido en reiteradas oportunidades que sólo corresponde citar a un tercero cuando la controversia puede serle común o el citado podría encontrarse sometido a una eventual acción regresiva, ya que ese es un supuesto típico que habilita el pedido, y no se advierte en el sub lite razón que justifique en esos términos la participación de aquél.


    Incidente Nº 1 Asociación Civil Nuevo Quilmes S.A. y otra - Demandado: Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2401/2019/1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Alícuota. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Conforme lo resuelto por el Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Campari Argentina S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2409/2017/CS1-CA2, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Concesión comercial. Distribución de energía eléctrica. Mercado eléctrico. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Tal hipótesis se presenta en el caso pues, la actora, en su condición de concesionaria del servicio público de distribución de y comercialización de energía eléctrica dentro de un área determinada de la Provincia de Entre Ríos en virtud del contrato de concesión suscripto con dicha provincia, cuestiona la pretensión provincial de exigirle el pago del impuesto sobre los ingresos brutos por considerarla contraria a lo dispuesto por el art. 75, incs. 13 y 30, entre otros, de la Constitución Nacional, pues entiende que su actividad se encuentra exenta de dicha gabela por aplicación de lo dispuesto por las leyes nacionales 15.336 y 24.065, la ley de coparticipación federal de impuestos y el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento. La cuestión planteada exige revisar, sustancialmente, normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. Será necesario examinar, para resolver la controversia, disposiciones normativas dictadas por autoridades de la Provincia de Entre Ríos en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional, mediante las cuales otorgó en concesión a la actora, en un área determinada de esa provincia, la prestación del servicio público de distribución y comercialización de energía eléctrica, sujeta al marco regulatorio eléctrico provincial, al régimen tarifario de la misma índole y a la autoridad del Ente Provincial Regulador de la Energía (EPRE), según surge de los términos del contrato de concesión. En especial, el planteamiento efectuado en la demanda remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la cláusula contenida en el art. 28 del referido contrato de concesión. Asimismo, la pretensión esgrimida requiere examinar, además de la violación constitucional que invoca, la adecuación de la pretensión fiscal de la provincia a la ley 23.548 de coparticipación federal de impuestos. Al respecto, la Corte tiene dicho que las leyes-convenio -entre las que cabe incluir el régimen de coparticipación federal- en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal. No es óbice a lo expuesto que la actora invoque que la pretensión fiscal que cuestiona colisiona con lo dispuesto por el art. 75, incs. 13 y 30, de la Constitución Nacional y el régimen federal de la energía eléctrica, puesto que para atribuir carácter exclusivamente federal a la materia, bien sabido es que la solución de la causa debe depender de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales (arts. 116 de la Constitución Nacional y 21, inc. 11, de la ley 48), supuesto que no se presenta en autos ya que, cuanto menos, deberá efectuarse una interpretación de las disposiciones del marco regulatorio eléctrico provincial, del contrato de concesión que suscribió con la provincia demandada y de la ley de coparticipación federal de impuestos. Es doctrina del Tribunal que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Ello, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo. La solicitud de que se cite al Estado Nacional como tercero en los términos previstos por el art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación tampoco determina la competencia originaria en el caso, ya que las razones invocadas para fundarla no resultan suficientes para que deba participar en el proceso en la forma requerida. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Cooperativa de Servicios Públicos Ruta J. Limitada c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2294/2019/1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Impuestos. Alícuota. Impuesto sobre los ingresos brutos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Conforme lo resuelto por el Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.


    Basf Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70613/2017/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Código tributario. Impuesto de sellos. Concesión de corredores viales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas “Trenes de Buenos Aires S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional” (Fallos: 329:4172); G. 286, L. XLVIII, “Grupo Concesionario del Oeste S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar”; A. 124, L. XLIX, “AEC S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Medida cautelar”; y A. 4, L. XLIX, “Autopistas del Sol S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Corredor Central S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 108/2020/14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos provinciales. Juicios en los que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas las causas: C. 253, L. XLIX, "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar"; I. 2, L. L, "Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1001/2016, "Central Puerto S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza (incidente de medida cautelar)"; CSJ 1553/2016, "Transportadora del Norte S.A. y otra c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1374/2016, "Central Puerto S.A. c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza (incidente de medida cautelar)", en los que compartió el criterio sustentado por este Ministerio Público en sus dictámenes.


    TEL 3 S.A.U. c/ Santa Cruz, Provincia s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2899/2019/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El conflicto no involucra, tal como lo pretende la demandada, un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local, que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Chevron Argentina S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4870/2015/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicio en el que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 344/2018, "Alimentos Refrigerados Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Alimentos Magros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2688/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.l.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.l.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y, más recientemente, en CSJ 1608/2018, "Agropecuaria El Jagüel Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y sus respectivas citas.


    Lilus S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2330/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Causas regidas por normas federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Compañía Regional Aceros Forjados Mercedes S.A. (CRAMFSA) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1147/2020/16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E.230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y, más recientemente, en: CSJ 2350/2017 “Tit Can Gross Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Molinos Cañuelas S.A.C.I.F.I.A c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1091/2020/06 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas CSJ 1790/2018, “Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 815/2019, “Banco Itaú Argentina S.A. y otros c/ Salta, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    Banco Itaú Argentina S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2933/2019/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas CSJ 1790/2018, “Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 815/2019, “Banco Itaú Argentina S.A. y otros c/ Salta, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    Prisma Medios de Pago S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 55/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2420/2019, "INC S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y sus respectivas citas.


    Prysmian Energías Cables y Sistemas de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2900/2019/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 92/2017, “Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Amarilla Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 548/2020/08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa “Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, Provincia de y otros”, Fallos: 322:1422.


    A pesar de que la demanda se dirija contra ARBA, la provincia tiene interés directo en el pleito, y debe reconocérsele el carácter de parte sustancial, sin perjuicio de la autarquía que posee el organismo recaudador provincial. Toda vez que la presente causa es promovida por una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, y es parte demandada la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Universidad Nacional de Quilmes c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ acción declarativa de certeza


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 5380/2019/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa “Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, Provincia de y otros”, Fallos: 322:1422.


    Si bien la provincia no se halla nominalmente demandada, pues la acción se dirige únicamente contra ARBA, ésta tiene interés directo en el pleito y, por ende, debe reconocérsele el carácter de parte sustancial en estos autos, sin perjuicio de la autarquía que posee el organismo recaudador provincial. Toda vez que la presente causa es promovida por una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, y es parte demandada una Provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Universidad Nacional de Avellaneda (UNIDAV) c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA) s/ Acción declarativa de certeza


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 57610/2019/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ley provincial. Ley tributaria. Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Productos lácteos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, de Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Ltda. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - AGIP s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 44761/2019/CS2-CS1, 10 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Municipalidad. Autonomía municipal. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Tal supuesto, en el que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima. En tales condiciones, dicha competencia será improcedente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de competencia de los poderes provinciales. Si bien para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda, también se torna imprescindible examinar el origen de la pretensión, así como la relación de derecho existente entre las partes. El reclamo del intendente que impugna tanto los artículos que integran la sección VII de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires como las normas dictadas en consecuencia, al considerar que en todos ellos se configura un “incumplimiento por omisión” del mandato contenido en los arts. 5° y 123 de la Constitución Nacional en punto al régimen de autonomías municipales, no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de derecho público local. Para resolver la cuestión deberá acudirse, necesariamente, a la hermenéutica y aplicación del derecho público provincial, más específicamente, a las normas locales que conforman el régimen municipal, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía querido darle, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional. El proceso debe tramitar ante la justicia de la Provincia de Buenos Aires, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Intendente de la Municipalidad de Castelli c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 22 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 358/2020/08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remoción de jueces. Cámara de Senadores. Decretos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. La demanda entablada por el actor contra el Estado Nacional -Senado de la Nación y Poder Ejecutivo Nacional-, no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente y en las normas antes citadas, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacionales es de índole taxativa y no es posible que sea extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642.


    Asseff, Alberto Emilio c/ Honorable Cámara de Senadores de la Nación y otros s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1154/2020/25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Agentes de percepción. Percepción de impuestos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Régimen Especial de Retención del Impuesto sobre los Ingresos Brutos – Tarjetas de Compra y de Crédito.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1.285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. La actora pone en tela de juicio el régimen de recaudación establecido por la Provincia de Buenos Aires para el impuesto sobre los ingresos brutos, en cuanto allí se designa a la actora como agente de retención de la mencionada gabela respecto de pagos efectuados fuera del territorio de esa Provincia. Puntualiza que las exigencias establecidas en ese régimen a los agentes de retención se traducen en un ejercicio inconstitucional de las potestades tributarias (de recaudación) locales —más allá de los límites de su territorio—; y, a la vez, desconocen las facultades exclusivas del Congreso de la Nación y del BCRA para regular la materia bancaria. Como consecuencia de lo anterior, concluye que las disposiciones aquí cuestionadas son violatorias de lo ordenado en la Constitución Nacional. La causa en la cual la acción de inconstitucionalidad se dirige contra normas locales, y la resolución del planteo exige dilucidar si la demandada pretende ejercer sus facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación de la actividad bancaria, que constituye una atribución del Gobierno Nacional, disposiciones de naturaleza federal cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que aquí se alega, se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Banco BBVA Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1515/2020/16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Servicios de vigilancia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Agentes de percepción. Obligación tributaria. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso si la Provincia demandada es parte sustancial en el pleito, esto es, si efectivamente tiene interés directo en él, y, por ende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Como el objeto de la pretensión se vincula con la potestad y la obligación tributaria, que son aspectos que exceden los inherentes a la función de recaudación asignada al órgano de la administración fiscal de la Provincia de Buenos Aires, cabe concluir en que la provincia demandada tiene interés directo en el pleito, y que debe reconocérsele el carácter de parte sustancial, sin perjuicio de la autarquía que, según la ley local 13.766, posee ARBA en su referida condición de órgano de recaudación de los impuestos, tasas y contribuciones establecidos en las normas impositivas provinciales. Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de que la acción iniciada por la actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la pretensión tributaria de la Provincia de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad de prestación de servicios de seguridad de protección física y vigilancia que la actora desarrolla, invade un ámbito que es propio de la Nación. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Resultará fundamental desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales, en particular, las del art. 75, incs. 13, 18 y 30 de la Constitución Nacional, así como las de las leyes 15.336 y 26.566, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.


    Federal Service S.R.L. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 611/2020/08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción reivindicatoria. Inmuebles. Obras sobre inmuebles. Estado Nacional. Empresas del Estado. Privatizaciones. Telecomunicaciones. Servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Terceros interesados. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La citación que efectúa la demandada del Estado Nacional como tercero interesado en el pleito resulta procedente, en tanto el complejo entramado normativo y de relaciones jurídicas existentes, a raíz de la privatización del servicio público de telecomunicaciones, entre el Estado Nacional y la demandada, en el carácter de transmitente y adquirente del bien inmueble cuya reivindicación se pretende no permiten descartar, a priori, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, que el Estado Nacional revista la condición de parte sustancial en estos autos. La causa promovida por la Provincia de Buenos Aires, en la que el Estado Nacional (Ministerio de Economía) fue citado a juicio como tercero, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, corresponde a la competencia originaria, pues la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Civil y Comercial – varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1264/2019/CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Amenazas. Cónsules extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte tiene establecido que en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, la competencia originaria de la Corte, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Sostuvo, asimismo, que la jurisdicción de la Corte procede cuando, en función de los asuntos que les conciernen a los representantes extranjeros, estén en juego su libertad y su seguridad sin las que no podrían desempeñar su mandato.


    N.N.: averiguación, P-11385/19 - Unidad Fiscal de Capital - s/ Amenazas


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 2417/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. La denuncia de amenaza de bomba, contenida en un correo electrónico recibido en la sede de la Embajada del Reino de España, careció de suficiente entidad para afectar las actividades propias de la sede consular o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presento´ como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia del Tribunal.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8064/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Amparo ambiental. Cuencas hídricas. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Recursos ambientales interjurisdiccionales.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”. El Tribunal ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional. La pretensión de tutelar derechos constitucionales respecto del proceso de exploración y explotación de litio y borato sobre un recurso natural de carácter interjurisdiccional como lo es la cuenca hídrica Salinas Grandes, que constituye un recurso natural único, que abarca los departamentos de Cochinoca y Tumbaya de la Provincia de Jujuy y los departamentos de La Poma y Cobres de la Provincia de Salta, y que también integra la Sub-Cuenca de la Laguna de Guayatayoc – Salinas Grandes, constituye una controversia común a ambas provincias, en cuanto concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio del recurso natural presuntamente afectado, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente, esto es, para que, en su caso, ambos deban recomponer. Por el manifiesto carácter federal de tal materia, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjurisdiccional y al ser partes la Provincia de Jujuy y la Provincia de Salta, quienes han sido demandadas junto con el Estado Nacional, que concurre como parte necesaria a integrar la litis en virtud de la naturaleza federal del caso en examen, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Esta solución también satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de ser demandado ante los tribunales federales, de conformidad con el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Comunidad Aborigen de Santuario de Tres Pozos y otras c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2637/2019/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Juicio en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas M. 853, L. XLIV, “Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Amparo [daño ambiental]”; FRO 70952/2018/CS1, “Favario, Iván Leopoldo y otro c/ Provincia de Entre Ríos y otro s/ Medidas preliminares”, y CSJ 468/2020, “Equística Defensa del Medio Ambiente Aso. Civ. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental”.


    Cesanelli, Valentín y otros c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 487/2020/14 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas M. 853, L. XLIV, “Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Amparo [daño ambiental]”; FRO 70952/2018/CS1, “Favario, Iván Leopoldo y otro c/ Provincia de Entre Ríos y otro s/ Medidas preliminares”, y CSJ 468/2020, “Equística Defensa del Medio Ambiente Aso. Civ. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental”.


    Asociación Civil por la Justicia Ambiental y otros c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo Ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 542/2020/19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Recomposición del daño ambiental. Residuos cloacales. Vertimiento de desechos. Ríos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el pleito versa sobre una materia federal y de orden público: afectación y recomposición de un recurso ambiental interjurisdiccional, el río Paraná, la competencia originaria resulta improrrogable a los tribunales federales de grado. El conocimiento de este proceso le corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en cuanto, de los términos de la demanda se desprende que la actora responsabiliza a la Provincia por permitir el vuelco de efluentes cloacales sin tratamiento al río Paraná y el objeto principal de su pretensión consiste en el cese y recomposición del daño ambiental de dicho recurso interjurisdiccional, que se encuentra directamente afectado por la actividad industrial que efectúa la empresa demandada, ubicada sobre su margen. Se configura en principio el presupuesto del art. 7, segundo párrafo, de la ley 25.675 que prevé la competencia federal cuando se trata de la degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales, hipótesis que se verifica en el caso en la medida en que, por un lado, están involucradas más de una jurisdicción estatal; y en que, por el otro, dos de las pretensiones promovidas tienen en mira ese presupuesto atributivo de competencia, -la degradación o contaminación de recursos ambientales- al perseguir la recomposición y el resarcimiento del daño de incidencia colectiva. Así también lo sostuvo la Corte en el precedente "Fundación Medam", Fallos: 327:3880, donde se dijo que: “En cuanto a la materia, se advierte que, según surge de los términos de la demanda, los procesos contaminantes afectan fuertemente la composición química del acuífero freático y del lindero Río Paraná, circunstancia que habilita a entender que, en principio, se hallaría configurada la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7°, segundo párrafo, de la ley 25.675". También la causa es de naturaleza federal por estar comprendida en el art. 1° de la ley nacional 24.051, puesto que los efluentes generados por el establecimiento también podrían contener compuestos químicos que podrían considerarse "residuos peligrosos" en los términos del art. 2° de esa ley. No corresponde aquí hacer extensivas las conclusiones planteadas en Fallos: 334:476. Dado el manifiesto carácter federal de tal materia y al ser demandada una Provincia y estar citado como tercero el Estado Nacional, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en análisis, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Esta solución también satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de litigar ante los tribunales federales, de conformidad con el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Asociación Civil Con Persona Jurídica Cuenca Río Paraná c/ Aguas Santafesinas S.A. y otros y otros s/ Amparo ambiental


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 70117/2018/CS1, 12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Amparo colectivo. Coronavirus. Aislamiento social, preventivo y obligatorio. Decretos provinciales. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Prohibición de ingresar al territorio provincial.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. No reviste contenido federal la demanda que exige, en forma ineludible, la interpretación de las disposiciones dictadas por las autoridades de la Provincia de Formosa que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio, implica el debate de cuestiones de índole local. Al fundarse la pretensión en que los actos cuestionados son violatorios de la Constitución Nacional y de la Constitución local en tanto restringirían de manera irrazonable los derechos de ingresar, permanecer y transitar, entre otros, la cuestión bajo examen no solo involucra la interpretación de normas federales, sino que conlleva también la inteligencia de las normas y actos locales citados. La cuestión federal no es la predominante en la causa, por cuanto los actores efectúan un planteamiento conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria del Alto Tribunal. Se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. Más allá de que la parte actora afirme que la acción de amparo se dirige también “en contra (…) de las previsiones de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados por el Poder Ejecutivo Nacional N° 260/20, 297/20, sus prórrogas y normas concordantes, así como específicamente en lo dispuesto por su similar N° 520/20, Artículo 4° y N° 576/20, Artículo 5°”, en la demanda no se individualizan ni concretan los hechos y las omisiones de carácter antijurídico en que habrían incurrido las autoridades nacionales de los que se derive un daño para la actora, por lo que no se advierte que el Estado Nacional esté sustancialmente demandado en autos, esto es que tenga un interés directo en el pleito que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica expuesta. No obstante, a la Corte siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, si considera que existen justificadas razones que lo ameriten. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Lee, Carlos Roberto y otro c/ Consejo de Atención Integral de la Emergencia Covid-19 - Provincia de Formosa s/ Amparo - Amparo Colectivo


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2774/2020/18 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Daño ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas M. 853, L. XLIV, “Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Amparo [daño ambiental]”; FRO 70952/2018/CS1, “Favario, Iván Leopoldo y otro c/ Provincia de Entre Ríos y otro s/ Medidas preliminares”; y CSJ 468/2020, “Equística Defensa del Medio Ambiente Aso. Civ. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental”.


    Peyrano, Marcos Lisandro c/ Provincia de Entre Ríos s/ Amparo colectivo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 11327/2020/01 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Distanciamiento social, preventivo y obligatorio. Cuestión de derecho público local. Facultades del gobierno provincial. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986 Cabe señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. Ello tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causan que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la pretensión esgrimida, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Ricardo José Urturi en carácter de Presidente del Consejo Profesional de Abogados y Procuradores de la Primera Circunscripción del Chaco c/ Gobierno de la Provincia de Corrientes s/ Amparo - amparo colectivo


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2569/2020/CS1, 19 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Amparo por mora. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte aquellas causas en las que una provincia —a quienes les concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo prescripto por el art. 117 de la Constitución Nacional— demanda al Estado Nacional —con derecho al fuero federal, según lo dispuesto por el art. 116 de la Ley Fundamental—, pues la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2748/2019/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Asistencia médica. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. A partir de la sentencia de la causa B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. El Tribunal ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, y ha excluido de tal naturaleza a los supuestos en los que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, se requiere para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. Por otro lado, la Corte tiene dicho que para determinar el carácter de un proceso no basta indagar la naturaleza de la pretensión sino que es necesario, además, examinar su origen; así como también la relación de derecho existente entre las partes y la efectiva naturaleza del litigio. El reclamo de la actora, basado en el cobro de ciertas sumas de dinero que debió afrontar en concepto de prestaciones médicas requeridas por su afiliado con motivo del siniestro vial, en el que habría participado un rodado de propiedad de la provincia demandada, a la que le atribuye responsabilidad por los daños sufridos por aquél, no puede ser calificada como “causa civil" toda vez que para resolver el pleito, la Corte debería examinar, sustancialmente, normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. La índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, hacen que este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación Mutual Sancor c/ Chaco, Provincia del y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2032/2019/05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa la causa CSJ 1966/2019, "San Juan, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cumplimiento de convenio y cobro de sumas de dinero".


    San Juan, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cumplimiento de convenio y cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2286/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Deber de prevención del daño. Fideicomiso. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En la restante hipótesis, la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Asimismo, es dable poner de resalto que a fin de dilucidar qué se entiende por “causa civil” no basta con indagar la naturaleza de la pretensión, sino que es necesario, además, examinar su origen, como así también la relación de derecho existente entre las partes, desde que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio, a lo que cabe agregar que tal competencia no puede quedar sujeta a las defensas del demandado. La actora demanda a la Provincia del Chubut con el objeto de que se le ordene abstenerse de realizar acciones dañosas contra el contrato de fideicomiso que aquélla suscribió con el Deutsche Bank S.A. y el Deutsche Bank Trust Company Americas y que, en consecuencia, respete la transferencia de la propiedad fiduciaria sobre las regalías hidrocarburíferas que efectuó en tal acuerdo, convenio que, según explica, tuvo por objeto preservar el cumplimiento de las obligaciones que la provincia asumió en virtud de la emisión de los títulos Bocade 2026. El contrato objeto de la presente acción constituye una garantía de la operación de crédito público que llevó a cabo la demandada, a través de una estructura contractual denominada Trust Indenture, por lo que lo controvertido en autos, vinculado a la garantía de pago de esa operación, se refiere a las secuelas de un vínculo de naturaleza administrativa, la aludida operación de crédito público, que la provincia celebró en su carácter de poder administrador en uso de una atribución propia, extremo que determina que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de la cuestión planteada. El juez competente para solucionar el pleito no sólo deberá examinar las normas atinentes al Código Civil y Comercial de la Nación referidas al fideicomiso, sino que también se verá obligado a encuadrar la pretensión también en el marco del derecho público local, circunstancia que priva de naturaleza civil a la materia del pleito. Ha sostenido la Corte que cuando el Estado en ejercicio de funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer necesidades del mismo carácter llega a un acuerdo de voluntades, sus consecuencias quedan regidas por el derecho público. El hecho de que la actora funde su pretensión en normas de derecho común no modifica la naturaleza ius publicista de la relación jurídica que da origen a este pleito, ya que la eventual aplicación de normas de derecho privado no basta para mutar su carácter. Tampoco suscita la competencia originaria de la Corte, el hecho de que la empresa demandante invoque la afectación de cláusulas constitucionales puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá en razón de las personas cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales, supuestos que no se presentan en autos. Las cuestiones federales que la actora propone al sostener que el proceder de la Provincia del Chubut viola el Tratado entre la República Argentina y los Estados Unidos de América sobre la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones aprobado por la ley 24.124 tampoco fundan la competencia originaria del Tribunal, en tanto esta jurisdicción procede tan sólo cuando la acción entablada se basa “directa y exclusivamente” en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando, como sucede en la especie, se incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales. El respeto del sistema federal exigen que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. No obsta a la competencia de la justicia local, el hecho de que el convenio de fideicomiso haya previsto “la jurisdicción no exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la República Argentina para cualquier acción o proceso que surja como consecuencia o en relación con este Contrato de Fideicomiso”, pues la competencia originaria de la Corte no puede ser pactada, ni siquiera cuando una de las partes sea una provincia, toda vez que, por su raigambre constitucional, es de orden público y por ende, de carácter restrictivo, por lo que solo procede en los casos expresamente establecidos en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Fondo de Desarrollo de Argentina LLC c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 356/2020/08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Aportes a obras sociales. Opción de obra social. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Convenio de Transferencia de Servicios Educativos Nacionales.


    La Corte se expidió al respecto en la causa CSJ 228/2013, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, y entendió que una vez operado el traspaso del personal dependiente de la Nación a la Provincia —y, además, al encontrarse fuera de discusión el hecho de que los involucrados ejercieron su derecho de opción entre las distintas obras sociales— el objeto de esa convención se cumplió”. En consecuencia, también se encuentra agotada la atribución de jurisdicción allí prevista.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1860/2018/01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Certificado de deuda. Entes descentralizados. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas, toda vez que la Administración Nacional de Aviación Civil (ANAC) –organismo descentralizado que actúa en el ámbito del Ministerio de Transporte de la Nación (conf. decreto 239/07)-, que cuenta con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, demanda a la Provincia de Buenos Aires, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte -de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-.


    Administración Nacional de Aviación Civil c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 186/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Certificado de deuda. Entes descentralizados. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la ANAC –organismo descentralizado en el ámbito de la Secretaría de Transporte del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios creado por el decreto 239/07, actualmente en la órbita del Ministerio de Transporte (v. decreto 50/20), que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, demanda a la Provincia del Chubut (Dirección de Aeronáutica Provincial), a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo prescripto por el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Estado Nacional (Administración Nacional de Aviación Civil) c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 20/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Embajadas extranjeras. Dispositivos de seguridad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cámaras de seguridad. Fotografía.


    La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. Si el hecho de que un individuo tomaba vistas fotográficas a las cámaras de seguridad perimetrales del edificio perteneciente a una Embajada no tiene entidad para afectar las actividades propias de la legación o de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6151/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Juicios en que es parte una provincia. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Tiene dicho la Corte que es parte sustancial quien tiene un interés directo en el litigio debiendo descartarse, en cambio, los supuestos en los que la intervención provincial no tiende al resguardo de sus propios intereses sino de terceros. Ello supone que la provincia a quien se demanda debe ser titular de la relación jurídica en la que se basa la pretensión en sentido sustancial, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento, extremo que se verifica en el sub lite. Como el objeto de la pretensión se vincula con la potestad y la obligación tributaria, que son aspectos que exceden los inherentes a la función de ejecución de la política tributaria asignada a la entidad autárquica, cabe concluir que la provincia demandada tiene interés directo en el pleito, y que debe reconocérsele el carácter de parte sustancial, sin perjuicio de la autarquía que posee la Administración Tributaria de la Provincia. En atención a lo expuesto, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora - el pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2539/2018/13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Obra social provincial. Aportes a obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte en virtud de que la Corte ya se expidió al respecto en la causa CSJ 228/2013, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, y entendió, remitiéndose al dictamen de esta Procuración General, que “… una vez operado el traspaso del personal dependiente de la Nación a la Provincia —y, además, al encontrarse fuera de discusión el hecho de que los involucrados ejercieron su derecho de opción entre las distintas obras sociales— asiste razón a la actora en cuanto a que el objeto de esa convención se cumplió”. También se encuentra agotada la atribución de jurisdicción allí prevista. La excepción de incompetencia articulada por la provincia no puede ser admitida, debiendo continuar la causa su trámite ante los estrados del Tribunal.


    Obra Social para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.D.) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1712/2020/16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Correo oficial. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una entidad nacional -Correo Oficial de la República Argentina S.A.-, que tiene derecho al fuero federal, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 258/2020/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, de Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Autosal S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2909/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. República de Cromagnón. Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia (o, como en el caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales. En la sentencia dictada en B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional, al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, donde se excluye de tal naturaleza a los supuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por "falta de servicio", por entender que se trata de una materia propia del derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter. En cuanto al litisconsorcio pasivo necesario, no procede en estos autos la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por el actor contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo resulta necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar el actor a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte. En un caso similar la Corte dispuso que la causa fuera devuelta al juzgado local interviniente, a fin de reconsiderar la procedencia de acumular en un mismo proceso la pretensión promovida contra el Estado Nacional, de modo de no frustrar su privilegio a ser demandado únicamente ante los tribunales federales y que, en ese marco, el actor debía efectuar las peticiones conducentes para permitir la continuidad de la tramitación de la causa ante las sedes que considerare competentes.


    Moroni, Ignacio Luis c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2511/2019/09 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Aceras. Tareas de mantenimiento. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia (o, como en el caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales. El actor responsabiliza al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, como titular del poder de policía local, ante la falta de mantenimiento y conservación de las veredas, y al Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) citado en estos autos como tercero- en su carácter de propietario frentista. En la sentencia dictada en B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional, al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, donde se excluye de tal naturaleza a los supuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por "falta de servicio", por entender que se trata de una materia propia del derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter En cuanto al litisconsorcio pasivo necesario, no procede en estos autos la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por el actor contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo resulta necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar el actor a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte. En un caso similar la Corte dispuso que la causa fuera devuelta al juzgado local interviniente, a fin de reconsiderar la procedencia de acumular en un mismo proceso la pretensión promovida contra el Estado Nacional, de modo de no frustrar su privilegio a ser demandado únicamente ante los tribunales federales y que, en ese marco, el actor debía efectuar las peticiones conducentes para permitir la continuidad de la tramitación de la causa ante las sedes que considerare competentes.


    Giménez Zapiola Hernan c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2377/2019/05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Aceras. Subterráneos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E.) y otros s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 337/2020/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Pavimentación. Aceras. Subterráneos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a OSFE -Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado- que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Obra Social Ferroviaria) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2874/2019/05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2784/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (AA2000) que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General de la Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1855/2019/05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Ha resuelto la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2877/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor del Ejercito) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 23/2020/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Educación) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 107/2020/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94/2020/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Si la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la ADIF, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la ADIF, entidad que tiene derecho al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. Si la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, dicha conducta debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 de la Constitución Nacional, y una prórroga a favor de la justicia referida. No concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Con la solución propiciada, la ADIF no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2878/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. Si la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, dicha conducta debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 de la Constitución Nacional, y una prórroga a favor de la justicia referida. No concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Con la solución propiciada el Estado Nacional no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 97/2020/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Si la Ciudad de Buenos Aires demanda a una sociedad del Estado Nacional, la forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. Si la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, dicha conducta debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 de la Constitución Nacional, y una prórroga a favor de la justicia referida. No concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Con la solución propiciada el Estado Nacional no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 118/2020/13 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Subterráneos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Agencia de Administración de Bienes del Estado) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 283/2020/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tratamiento de residuos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la ANSES, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 330/2020/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto inmobiliario. Alumbrado, barrido y limpieza. Planta de tratamiento de desechos peligrosos. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Contaduría General del Ejército que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Contaduría General del Ejército s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 22/2020/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 120/2020/13 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 144/2020/13 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Tratamiento de residuos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 235/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Ministerio de Seguridad-Policía Federal), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Policía Federal Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 165/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Fuerza Aérea. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Fuerza Aérea Argentina que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2783/2019/05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Impuestos a la patente única sobre vehículos. Ferrocarriles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Ferrocarril Mesopotámico General Urquiza Sociedad Anónima (hoy, Belgrano Cargas y Logística Sociedad Anónima, v. res. 469/2013 del Ministerio del Interior y Transporte y Decreto 566/2013), entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarril Mesopotámico General Urquiza Sociedad Anónima c/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 187/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Hábeas corpus colectivo. Libertad de circulación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Desde el célebre caso ‘Sojo’ el Tribunal ha declarado que son ajenos a su competencia los pedidos de habeas corpus, salvo que se trate de alguna de las personas mencionadas en el art. 117 de la Constitución, pues la jurisdicción que asigna la Carta Fundamental a la Corte es taxativa y no puede ser ampliada por ley ni por vía interpretativa. Este Ministerio Público sostuvo, recientemente, en una causa análoga a la presente, CSJ 592/2020, “Petcoff Naidenoff, Luis Carlos c/ Formosa, Provincia de s/ Amparo - Hábeas Corpus”, que esta acción resulta ajena a la competencia de la Corte. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Montanaro, Domingo Esteban y otro c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otros s/ Amparo – Hábeas Corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1490/2020/17 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto. Embajadores. Cese de la función pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, siempre que los sujetos titulares de ese privilegio se encuentren acreditados en nuestro país, en algún cargo que les confiera status de agente diplomático en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Si el embajador imputado habría cesado en esa función, no existen razones para sostener la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentaria.


    V. R. B., Oscar Ricardo s/ Hurto


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 78328/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Contrato de servicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia —o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella, pues lo medular del planteo exige determinar si la pretensión tributaria de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos las actividades desarrolladas por la actora en la central nuclear Atucha II en el marco del contrato celebrado con NASA, invade un ámbito que es propio de la Nación. Resultará esencial desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales, en particular, las del art. 75, incs. 13, 18 y 30, de la Constitución Nacional, así como las de las leyes 15.336 y 26.566, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.


    Bureau Veritas Argentina S.A. y otro c/ Administración Gubernamental de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30503/2018/CS2-CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Decreto de necesidad y urgencia. Coronavirus. Propagación de enfermedad peligrosa y contagiosa. Derecho a la libertad. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Nazar Kasbo, Emilio Guillermo Federico c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1256/2020/19 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Decretos nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, pues una Provincia demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el Artículo 116 de la Ley Fundamental. La única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 890/2020/14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuestos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación y aplicación de la ley. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia originaria de la Corte, corresponde recordar que uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13, de la Ley Fundamental) y de la ley de puertos 24.093, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Delta Dock S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 332/2020/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de facultades tributarias por parte del GCBA sobre las actividades desarrolladas por la actora en los espigones ya identificados invade un ámbito de competencia propio de la Nación en materia de reglamentación de la navegación de los ríos interiores de la Nación y de jurisdicción sobre el puerto de la Ciudad de Buenos Aires. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Puerto Norte S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13383/2015/CS1-CA5, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cobro de sumas de dinero. Multa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga al fallo de la causa COM 21321/2016/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecutivo”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28182/2019/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 1608/2018, “Agropecuaria El Jagüel Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Autosal S.A. c/ Buenos Aires, Provincia s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2892/2019/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 2206/2017, “Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, y sus respectivas citas.


    Microsules Argentina S.A. de S.C.I.I.A. c/ Córdoba, Provincia de (Dirección General de Rentas) s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2872/2019/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 2206/2017, “Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, y sus respectivas citas.


    Pla S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 312/2020/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al resultar de las constancias del expediente que el imputado revestiría status diplomático, correspondería a la jurisdicción originaria de la Corte intervenir a su respecto, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En tales condiciones, de confirmarse ese extremo también respecto al otro imputado se podría requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que puedan ser sometidos a juicio.


    A. A., Julio y otro s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 90/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Infracciones de tránsito. Licencia de conducir. Ley de tránsito. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los artículos 1° de la Ley 48, 2° de la Ley 4055 y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58. Sentado ello, la presente causa, prima facie, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, no corresponde a la competencia originaria de la Corte; la parte actora solicita una medida cautelar que dirige sólo contra la Agencia Nacional de Seguridad Vial, dependiente del Ministerio de Transporte de la Nación, que únicamente es aforada al fuero federal, por lo que no se configura a su respecto ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. La adhesión de la Provincia de Misiones mediante la Ley XVIII-Nº29 (antes ley 4.511) a la Ley nacional 24.449 y a la Ley 26.363, involucrada en este caso, supuso la incorporación de esa legislación nacional al orden local, de modo que su alegada violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal.


    Gauna, Luis Alberto c/ Dirección General de Seguridad Vial y Turismo de Misiones s/ Medida cautelar


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 13832/2019/CS1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Coronavirus. Aislamiento social, preventivo y obligatorio. Asistencia sanitaria. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Permisos de circulación. Ingreso al territorio provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El caso encuadraría en el supuesto de excepción al aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO) previsto por el art. 6º, inc. 5º, del decreto 297/20 por tratarse prima facie de una persona que debe asistir a un familiar (su madre) que lo necesita en razón de estar realizando un tratamiento oncológico. El planteamiento exige, en forma ineludible, interpretar el alcance de las atribuciones de las autoridades provinciales para implementar lo dispuesto por aquellas normas nacionales; para establecer los requisitos que deben cumplirse para acreditar aquella condición de exceptuado; y, en la actualidad, para los lugares alcanzados por el distanciamiento social, preventivo y obligatorio (DISPO), como es ahora el caso de las Provincias del Chaco y de Corrientes, para verificar el cumplimiento de lo dispuesto por el art. 4º del decreto 677/20, en cuanto exige poseer el “Certificado único habilitante para la circulación - Covid 19” para transitar por fuera del límite del departamento o partido donde se resida. Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local pretensión esgrimida, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. El hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales no hace variar la solución propiciada, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. No obstante, a la Corte si considera que existen justificadas razones que lo ameriten, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y tal como efectivamente lo ha dispuesto en Fallos: 330:1915 y 341:1854 cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Maggi, Mariano c/ Provincia de Corrientes s/ Medida Autosatisfactiva


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2237/2020/25 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Daño ambiental de incidencia colectiva. Límites interprovinciales. Juicios en que es parte una provincia. Causas regidas por normas federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En los procesos referidos a cuestiones ambientales, la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7, segundo párrafo, de la ley general del ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. La definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación -según los términos de la Ley General del Ambiente- del carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá interjurisdiccionalidad, o, en sostener su defecto, la pretendida de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. La causa, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que se demanda a dos provincias y la causa reviste un manifiesto carácter federal, ya que se trata de un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. Además, ambas provincias son nominal y sustancialmente demandadas y tienen un interés directo en el pleito, según surge de la realidad jurídica materia de debate, puesto que son las titulares del dominio donde se asienta la obra de alteo del camino interprovincial y de construcción del canal para el correcto drenaje de las aguas que se acumulan en sus márgenes, y cotitulares del bien colectivo presuntamente afectado, esto es, los recursos hídricos superficiales de la cuenca compartida por ambas provincias. Concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual, es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio de los bienes colectivos afectados, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente.


    Comuna de Josefina c/ Provincia de Santa Fe y otro s/ Medida autosatisfactiva


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 36528/2019/CS1, 17 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Excepciones al aislamiento y permisos de circulación. Ingreso al territorio provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento que efectúa la parte actora demandado a una Provincia para que permita su ingreso y el de su actual pareja al territorio provincial a los efectos de poder ver a su hija menor de edad, exige, en forma ineludible, interpretar las disposiciones normativas provinciales en ejercicio de las facultades previstas por los arts. 121 y 128 de la Constitución Nacional, que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del decreto 297/20 y prorrogado sucesivamente -y modificado- por sus similares 325/20, 355/20, 408/20, 459/20, 493/20, 520/20 y 576/20. Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte, lo cual tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. Tampoco hace variar la solución propiciada, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando sea lesionado o por contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    B., M. S. y otro c/ San Luis, Provincia de s/ Medida autosatisfactiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 476/2020/08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 714/2020/1 "CAPEX S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar".


    Incidente Nº 1 – Actor: Total Austral S.A. Sucursal Argentina. Demandada: Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1054/2020/1, 08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 714/2020/1 "CAPEX S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar".


    Incidente Nº 1 – Chevron Argentina S.R.L. Demandado: Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 878/2020/1, 08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa FRO 12835/2020/CS1 “Bunge Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar”.


    Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8631/2020/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Facultades del gobierno provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es, que se trate de una cuestión de naturaleza directa y exclusivamente federal y que uno de los supuestos que la suscita se configura cuando además de ser parte una provincia, la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. La cuestión debatida exige, en última instancia, dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia. En consecuencia, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una Provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Bunge Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12835/2020/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Mora de la administración. Amparo por mora. Certificado de deuda. Energía hidráulica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No se encuentra cumplido en autos el requisito para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional; esto es que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La Autoridad Interjurisdiccional de las Cuencas de los ríos Neuquén Limay y Negro es un ente interjurisdiccional -integrado por el Estado Nacional y las Provincias de Buenos Aires, Neuquén y Río Negro- que cuenta con personalidad jurídica propia y competencia para actuar en el ámbito del derecho público y privado, que no se identifica con los miembros que la componen. Al no aparecer las Provincias de Buenos Aires, Neuquén y Río Negro como titulares de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión deducida, no cabe tenerlas como parte nominal ni sustancial en la litis. La competencia originaria, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictivo e insusceptible de extenderse mediante leyes.


    Autoridad Interjurisdiccional de las Cuencas de los ríos Neuquén Limay y Negro c/ Estado Nacional – Ministerio de Hacienda - Secretaria de Gobierno de Energía s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 45784/2019/CS1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    COL-VEN S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - AGIP s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35134/2018/CS2, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Toyota Argentina S.A c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17786/2018/CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Laring San Luis S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – AGIP s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73884/2018/CA2-CA1, 08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tierra de los pueblos originarios. Propiedad comunitaria de la tierra. Título de la posesión. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Tiene dicho la Corte que, a fin de resolver una cuestión de competencia, es preciso atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que la parte actora efectúa en la demanda, así como también al origen de la acción y a la relación de derecho existente entre las partes y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, pues deberá estarse a la realidad jurídica y no a la mera voluntad de los litigantes. Este Ministerio Público sostuvo en su dictamen de la causa C. 1133, L. XLV, “Comunidad de San JoséChustaj Liickwe y Comunidad de Chuchuy c/ Salta, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Medida cautelar”, que el proceso constituye una “causa indígena” que debe encuadrarse dentro del art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional, en cuanto consiste sustancialmente en que la provincia y el Estado Nacional reconozcan a la comunidad indígena su derecho de propiedad sobre las tierras ocupadas por aquéllas. Lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de tal precepto federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia, y permitirá apreciar si existe la violación constitucional de que se acusa a la Nación y a la provincia, puesto que el señalado inciso 17 constituye un mandato al Congreso Nacional que afectará la actividad de los demás órganos del Estado Nacional y de la provincia y producirá derechos en la medida en que se incorpore a las normas que dicte el legislador nacional. Es responsabilidad del Congreso Nacional incorporar, en materia de derechos indígenas, los consagrados en el convenio 169 de la O.I.T., de carácter infraconstitucional, mediante una ley formal, en concurrencia con la atribución de legislar de las provincias, quienes también se reservan la potestad de aplicar tales normas. Al respecto, tiene dicho la Corte Interamericana de Derechos Humanos que “el derecho a la propiedad privada previsto en el art. 21 de la Convención Americana contiene un tipo especial de propiedad como lo es el derecho de posesión y propiedad comunitaria de los pueblos indígenas con respecto a tierras, territorios y recursos que han ocupado históricamente”. Por ello, entiende que los estados deben proceder a la delimitación, demarcación y titulización de las tierras tradicionales de las comunidades, a fin de hacer efectivo ese derecho, pues una actitud contraria conllevaría la violación del art. 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en cuanto este precepto es fuente normativa del derecho a la tierra de los pueblos indígenas. La presunta afrenta al art. 21 de la mencionada convención como consecuencia de la omisión del Estado Nacional y de la Provincia de Río Negro de legislar de modo concurrente sobre el derecho a la tierra de los pueblos indígenas configura una causa federal, por dos razones: 1º) porque el conflicto se traduce en una violación a un principio de derecho público de distribución de competencias estatales impuesto expresamente por el constituyente de 1994 (art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional), razón por la cual el pleito se encuentra entre los especialmente regidos por la Constitución Nacional, a los que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, en cuanto versa, en principio, sobre determinación de las órbitas de competencia del Congreso Nacional y de la legislatura provincial, lo que obliga a la justicia nacional a entender en ésta; y, además, 2º) porque los mandatos de los arts. 1º.1 2º y 28 de la Convención Americana de Derechos Humanos se hallan indisolublemente interrelacionados y exigen a los Estados federales adoptar medidas positivas, de cooperación y coordinación con sus provincias, para hacerlas cumplir.


    Comunidad Mapuche Tripay Antu y otra c/ Estado Nacional – Instituto Nacional de Asuntos Indígenas y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20801/2016/CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Retención de aportes sindicales. Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la Provincia, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el Artículo 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el Artículo 5°, in fine, de la Ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 886/2016/30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Ríos. Generación de energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte puesto que la demanda de la Provincia de Río Negro tiene por objeto la tutela del río Neuquén a raíz de una falla eléctrica producida en la Central Hidroeléctrica Planicie Banderita. Se trata de un río interjurisdiccional, puesto que el río Neuquén se localiza en el sector norte de la provincia homónima ocupando una porción en el noroeste de la Provincia de Río Negro y hay localidades afectadas de ambas provincias, por lo que se configura en principio el presupuesto del art. 7°, segundo párrafo, de la ley 25.675 General del Ambiente que prevé la competencia federal cuando se trata de la degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales. El factor degradante tuvo su causa en el defectuoso funcionamiento de la actividad de generación de energía eléctrica y al respecto, el art. 6° de la ley 15.336 de Energía Eléctrica prescribe que la generación, transformación y transmisión de energía eléctrica que integre la red nacional de interconexión, está sujeta a jurisdicción federal, aun cuando se desarrolle en una provincia. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Dado que la Provincia de Río Negro deduce demanda en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la demandada, este proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal. No obsta a ello que las partes hayan convenido "la jurisdicción de los tribunales con competencia en lo contencioso-administrativo federal de la Capital Federal, con renuncia a cualquier otro fuero o jurisdicción", puesto que dicha prórroga resulta inoponible a quienes no han sido parte en el contrato, como sucede en el sub judice con la actora, la Provincia de Rio Negro. Esta solución también satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de litigar ante los tribunales federales, de conformidad con el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2317/2019/1, 13 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Robo. Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. El robo de la placa de bronce identificatoria de la sede del Consulado General de España en esta ciudad careció de suficiente entidad para afectar las actividades propias de la sede consular o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presento´ como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia del Tribunal.


    N.N. y otro s/ Robo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7953/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Organización Coordinadora Argentina S.R.L. s/ Ejecución fiscal -AFIP


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24276/2018/RH2, 22 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Habeas corpus colectivo. Establecimientos penitenciarios. Coronavirus. Transmisión de enfermedades. Condiciones de detención. Fallos del Superior Tribunal. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La crítica del recurrente se apoya en un razonamiento que es erróneo. Su argumentación parte del aserto de que en las superpobladas cárceles de la provincia de Buenos Aires, el riesgo de propagación del virus de la enfermedad COVID-19, si éste ingresa a una institución, es especialmente alto, lo que afectaría gravemente las perspectivas de supervivencia de las personas allí recluidas que integran los grupos de mayor vulnerabilidad frente a ese mal. Tampoco es objeto de disputa el deber que, como correlato del derecho fundamental de toda persona detenida, corresponde al Estado bajo cuya custodia se encuentra esa persona de velar por su seguridad y su salud, y de garantizar que las condiciones de su encierro no se conviertan, por cualesquiera razones, en una forma de trato cruel, inhumano o degradante. Pues, en efecto, como lo ha sostenido la Corte al interpretar el artículo 18 de la Constitución Nacional, “aunque la realidad se empeña muchas veces en desmentirlo, cabe destacar que la cláusula tiene contenido operativo. Como tal impone al Estado, por intermedio de los servicios penitenciarios respectivos, la obligación y responsabilidad de dar a quienes están cumpliendo una condena o una detención preventiva la adecuada custodia que se manifiesta también en el respeto de sus vidas, salud e integridad física y moral”. El error en la argumentación de la defensa reside en inferir de esas dos premisas no cuestionadas, la conclusión infundada de que el Estado provincial debe remover de sus prisiones -sustituyendo la detención carcelaria por arresto domiciliario- a toda la clase de personas detenidas que integran los grupos de riesgo identificados (mayores de sesenta y cinco años, mujeres embarazadas, mujeres alojadas con sus hijos pequeños, personas con algunas enfermedades preexistentes), o un subconjunto determinable de ella (los condenados o imputados por “delitos leves”, como lo dispuso el magistrado de casación), de modo que puede ordenarse esta medida, como remedio de una acción colectiva en representación de esa clase, mediante una única decisión jurisdiccional centralizada e inmediatamente ejecutable. Aun si esa medida global fuera eficaz para conjurar el riesgo que la motiva -en el sentido de que reduciría efectivamente el riesgo fatal para los miembros de la clase representada por los actores, que proviene de un brote posible de COVID-19 en las cárceles superpobladas en las que se encuentran alojados- no hay razón para pensar que es la única disponible para el Estado provincial y, por lo tanto, no sería posible ordenarla judicialmente, como lo pretende el recurrente, sin que ello implicara una intromisión en el dominio de las políticas de salud pública, penitenciaria y criminal, que son competencia exclusiva de la administración y la legislatura provinciales. La Corte bonaerense en su resolución, además de poner en duda la eficacia de la conversión genérica del encierro carcelario en arresto domiciliario sin juzgar caso a caso si esa disposición no relocalizaría a cada persona en un lugar de igual o incluso mayor riesgo sanitario, existen otras medidas de carácter general por las que el Estado provincial puede optar, o combinaciones de ellas con arreglos locales que tomen en cuenta las características de distintos grupos de casos y las capacidades de las diversas instituciones que pueden concurrir a atender la emergencia. Resolver la acción en el sentido pretendido por los actores, entonces, importaría definir judicialmente, en un proceso sumarísimo, la estrategia con la cual atender la emergencia planteada por la pandemia en las prisiones y demás sitios de detención, y con ello establecer, entre los varios posibles, el contenido de las políticas públicas referidas a esa cuestión, en abierta contradicción a la propia doctrina del precedente de la Corte en el que el apelante intenta encontrar sustento (Fallos: 328:1146). En cuanto a la arbitrariedad planteada, la apelación es formalmente inadmisible. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, las cuestiones relativas a la interpretación del derecho procesal provincial y a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, respecto de los cuales la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida.


    Detenidos alojados en el Servicio Penitenciario y en comisarías de la Provincia de Buenos Aires s/ Queja en causa n° 102.555 - hábeas corpus colectivo y correctivo - y su acumulado n° 102.558 - hábeas corpus colectivo y correctivo— del Tribunal de Casació


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 466/2020/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    



    
      

    


    Reafiliación a obras sociales. Interpretación de la ley. Deber de actuar con equidad. Derecho y garantías constitucionales. Seguridad social. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe precisar que es formalmente admisible el recurso en cuanto se ha puesto en cuestión la interpretación de una norma de carácter federal –Estatuto de la OSPJN– y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante funda en ella (art. 14, inc. 3, ley 48). También es oportuno recordar que, en la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no está limitada por las posiciones de las partes o del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue, sin necesidad de abordar todos los temas propuestos, sino aquellos que sean conducentes para la correcta solución del caso. La obra social, al negar la afiliación al actor, realizó una interpretación formalista de su estatuto que no es coherente con los principios de la seguridad social que deben inspirar su aplicación, ni con las garantías básicas del debido proceso administrativo. Si bien es correcto afirmar que de conformidad con la norma estatutaria la afiliada titular tiene un derecho exclusivo a solicitar la baja del familiar beneficiario, también lo es que ese mismo ordenamiento otorga a este familiar el derecho a solicitar su reafiliación como titular extraordinario durante la vigencia de la cobertura. La norma estatutaria debe interpretarse de modo que ambos derechos reconocidos en ese cuerpo legal puedan ser ejercidos sin que se excluyan recíprocamente. Esta conclusión es la única compatible con la interpretación armónica de la totalidad del ordenamiento jurídico y de los principios y garantías de raigambre constitucional, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el bien común de la tarea judicial. Una norma no puede ser interpretada dándole un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo unas por las otras, sino que se debe adoptar la interpretación que las concilie y deje a todas con valor y efecto. La Corte ha sostenido que “en el aludido contexto de una relación jurídica preexistente, la facultad del ente asistencial viene a perder autonomía absoluta y plena y ha de ser interpretada en forma restrictiva, debiendo prevalecer en casos debatibles como el presente, una hermenéutica de equidad que favorezca a aquel que pretende permanecer en la relación asistencial, dada su condición de parte más débil en el vínculo, y todo ello a favor del vínculo de buena fe que debe privar en este tipo de vinculaciones”.


    Conci, Santiago Alejandro c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2032/2012/CA2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017, "Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cafés La Virginia S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 538/2017/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Egger Argentina S.A. (Ex Masisa Argentina S.A.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1439/2017/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Caducidad de licencia de taxi. Habilitación municipal. Control de constitucionalidad. Control de razonabilidad. Facultades legislativas. Denegación del recurso. 


    De acuerdo a la doctrina de la Corte, la sola alegación de que una norma vulnera la Constitución Nacional no satisface la exigencia de debida fundamentación, en los términos del art. 15 de la ley 48, si no se expresan razones justificantes de tal aserto como tampoco es suficiente, a tal fin, la reiteración dogmática de meras manifestaciones, opuestas con anterioridad y atendidas, a su turno, por los jueces de la causa. Hay que recordar, como punto de partida que la declaración de inconstitucionalidad de una norma implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y que es preciso poner de resalto que está a cargo de quien afirma la irrazonabilidad de una norma la fundamentación adecuada de su aseveración. Es necesario recordar que el debate sobre la razonabilidad de una norma no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ella contenidas y de modo alguno sobre la base de los resultados posibles de su aplicación, lo que importaría valorarla en mérito a factores extraños a sus disposiciones. Por tal motivo el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera la norma contraría la Constitución Nacional. La Corte ha sentido el principio axiomático según el cual la misión más delicada que compete al Poder Judicial es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a otros poderes o jurisdicciones, toda vez que es el judicial el llamado por ley para sostener la observancia de la Constitución Nacional y de ahí que un avance en desmedro de otras facultades revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público. Eso es lo que sucedería en el sub lite si se llegase a una conclusión distinta a la apuntada, toda vez que una decisión en el sentido propuesto por la apelante importaría, indefectiblemente, en una intromisión en las atribuciones propias de la Legislatura del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires sobre el modo de legislar en una materia, como es el ejercicio del poder de policía local, que le resulta exclusiva y excluyente.


    Indar Tax S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Impugnación de actos administrativos s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1638/2018/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Doctrina de la real malicia. Derecho a la intimidad. Libertad de expresión. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La regla de la real malicia fue adoptada por la Corte Suprema a fin de garantizar un debate libre y desinhibido sobre asuntos de interés público. De conformidad con ella, el agraviado solo puede recobrar daños generados por la divulgación de información de trascendencia pública si prueba la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. A fin de analizar la concurrencia de ese estándar, se debe tener en cuenta la información disponible al momento de la divulgación, sin que los resultados posteriores de la investigación policial o penal puedan alterar, en forma retroactiva, la verificación de la real malicia. La Procuración General apuntó en la causa “Moslares, José Luis c/ Diario La Arena y otros s/ daños y perjuicios” que “podría ocurrir que ex post, con un conocimiento mejor de los hechos, las afirmaciones publicadas no se condigan con la realidad y, por lo tanto, de alguna manera comprometan el honor de ciertas personas. Sin embargo, una buena parte de los tribunales superiores de diversos países han decidido que es preferible proteger la libertad de informar sobre hechos aun cuando todavía no se tratara de verdades inconmovibles. Si posteriormente la información resultara incorrecta, ello no generaría el deber de reparar, porque de lo contrario, el proceso de comunicación padecería restricciones incompatibles con la vida republicana: sólo podrían informarse cosas que por su carácter inmutable tienen escasa trascendencia para su discusión pública. Sólo se genera el deber de reparar si ex ante, es decir, al momento de publicar la noticia, el diagnóstico sobre su veracidad no se había hecho en base a la información disponible en ese momento de manera diligente”. Sobre el enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor la Corte Suprema expuso que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Precisó que “el criterio de ponderación deberá estar dado por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada”. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de “voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia”. En cuanto a la divulgación de ciertos aspectos vinculados a la vida familiar y social del accionante, la Corte Suprema expuso que puede justificarse la intromisión a la vida privada cuando “medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen”. Esta Procuración General señaló que los actos privados están protegidos de la intromisión de terceros “especialmente cuando no se hallan implicados asuntos institucionales o de interés público ni son atinentes a funcionarios o figuras públicas”. A esos efectos, las expresiones deben ser consideradas en su totalidad y no de manera fragmentada, así como en el contexto general en el que se insertaron.


    Braun Billinghurst, Lautaro c/ Arte Gráfico Editorial Argentina y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 112339/2008/1/RH1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Ley provincial. Decretos provinciales. Facultades del gobierno provincial. Facultades legislativas. Control de razonabilidad. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La legislatura local estableció la consolidación, en particular, de las obligaciones provenientes de sentencias judiciales firmes que se dictaron con motivo de reclamos fundados en la ilegitimidad de la acordada 858/91 del máximo tribunal local, sin haber adherido a ninguna norma nacional que la habilitara a proceder de este modo, lo que importa una extralimitación en el ejercicio de sus atribuciones. La Corte, en oportunidad de pronunciarse acerca de la validez constitucional de la ley 11.756 de la Provincia de Buenos Aires, que dispuso la consolidación de las obligaciones a cargo de los municipios, sin contar con la previa habilitación de una norma nacional, consideró que dicho ordenamiento no fue dictado dentro del marco de atribuciones propio de la legislatura local, sino que involucraba cuestiones vinculadas al modo en que se cancelan las acreencias. Allí también se señaló, en cuanto a la ejecución de las sentencias dictadas en contra de las provincias, que cualesquiera que sean las disposiciones que contengan las leyes locales tendientes a sustraer de la acción de los acreedores los bienes, recursos y rentas del Estado contrariando los derechos y garantías que acuerda la ley civil, no pueden ser válidamente invocadas, pues las relaciones entre acreedor y deudor son de la exclusiva legislación del Congreso Nacional. Asimismo, en instancia originaria, la Corte se ha pronunciado en favor de la aplicación de normas locales de consolidación, en la medida en que no se presente un conflicto con el art. 31 de la Constitución Nacional, es decir, en tanto y en cuanto las provincias las hubieran dictado en virtud de la adhesión que posibilita el art. 19 de la ley 23.982 y sin incluir disposiciones más gravosas que la norma nacional. Por el contrario, desestimó la aplicación de los regímenes de consolidación en aquellos casos en que las provincias legislaron en la materia sin respetar aquella condición y rechazó la aplicación de normas locales que regulaban la ejecución de sentencias sin adherirse a la ley nacional. Resulta admisible la tacha de inconstitucionalidad alegada por los actores puesto que, aun cuando se fundaron en un examen de la razonabilidad de la ley 2425-F y su decreto reglamentario, lo cierto es que tales normas no se compadecen con el esquema institucional en el que pretenden insertarse.


    Garber Salomón Natalio y otros s/ Ejecución de sentencia Artículo 97, Ley 848


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2245/2018/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Inmunidades parlamentarias. Inmunidad de expresión. Interpretación de la Constitución. Interpretación amplia. División de poderes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las examinadas y resueltas en los Fallos: 1:297, 248:462, 327:138 y 328:1893.


    El art. 68 de la Constitución Nacional establece que ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador. De modo inveterado la Corte ha sostenido el carácter absoluto de la inmunidad sub examine en atención a su propia naturaleza, como requisito inherente a su concreta eficacia. Así, ha expresado que la atenuación de ese carácter absoluto, mediante el reconocimiento de excepciones a la prohibición del art. 68, que esta norma contiene, significaría, presumiblemente, abrir un resquicio por el cual, mediante el argumento de que cabe distinguir entre las opiniones lícitas y las opiniones ilícitas de un legislador, podría penetrar la acción sojuzgadora, intimidatoria o simplemente perturbadora de otros poderes del Estado o aun de particulares, con desmedro del fin constitucional perseguido. En ese entendimiento la Corte, en uno de sus primeros pronunciamientos, del 19 de septiembre de 1864, declaró que la inmunidad del art. 68 “debe interpretarse en el sentido más amplio y absoluto; porque si hubiera un medio de violarla impunemente, se ampliaría con frecuencia por los que intentasen coartar la libertad de los legisladores”. Y ello equivale a decir que una interpretación restrictiva como la que el apelante encarece sería frustratoria de la garantía constitucional en examen. La posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido a proceso, a fin de que en él sean indagados o interpretados judicialmente sus opiniones o votos legislativos y los móviles que los determinaron, contradice la idea que sobre la división de poderes tuvieron los autores de la Constitución. El alcance atribuido por nuestros constituyentes a esas inmunidades funcionales busca evitar “el freno inhibitorio que podría resultar de la posibilidad de que fueran sometidos a acusaciones penales o a acciones civiles por proferir dichas opiniones”. La Corte ha destacado que esas inmunidades funcionales se mantienen incluso con posterioridad a la finalización del ejercicio del cargo a fin de asegurar el ejercicio de la libertad de expresión que requiere el cumplimiento de las funciones de legislador.


    Marchi, Héctor Daniel c/ Carrió, Elisa María Avelina y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94124/2016/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
                                                              


    CapítuloV



         Derecho Laboral


    Contienda negativa de competencia


    Asegurador por riesgos de trabajo. Comisión médica central. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1 “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central”.


    Romeros, Alejandra Mariela c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 109955/2017/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Competencia laboral. 


    En la tarea de esclarecer conflictos de competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza, y en la relación de derecho existente entre las partes. El límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de actos típicamente jurisdiccionales, por lo que en las causas en las que ha recaído un acto de ese tipo deberán continuar su trámite por ante el tribunal que los dictó. Las especiales características del caso desaconsejan desplazar la competencia al fuero federal, luego de 13 años de trámite ante el juzgado del trabajo que dictó sentencia haciendo lugar en forma parcial al reclamo basado en normas de derecho común, valorando que los aspectos federales planteados resultan incidentales en el procedimiento de ejecución de sentencia. En este sentido, la Corte Suprema ha dicho que los jueces de todos los fueros e instancias se encuentran habilitados para ejercer el control de constitucionalidad.


    Ghiotti, Pedro Héctor c/ SOMISA s/ Diferencia indemnización por despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2560/2019/CS1, 27 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Accidentes de trabajo. Opción de competencia. Juez previniente. Competencia laboral. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CNT 16851/2014/CS1 "Pagés, Juan E. c/ U.T.E. Tartagal Garín; Juan P. Romero Igarzabal SRL y otros s/ accidente - acción civil".


    La Corte tiene dicho que los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, y que en los juicios derivados de contratos laborales entre particulares es aplicable el artículo 24 de la ley 18.345, que dispone la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Carabajal, Eleodoro Eusebio c/ L. y F. Construcciones S.A. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18488/2016/CS1, 19 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Seguros. Contratos. Impugnación judicial de actos administrativos. Resoluciones. Superintendencia de Riesgos del Trabajo. Competencia laboral. 


    El modo en que se ha planteado la demanda trasunta que no hay una regla administrativa de preponderante aplicación, pues el derecho en que aquélla se sustenta es de carácter laboral, toda vez que se apoya en el contrato entre la aseguradora y la empleadora y en la preceptiva de la Ley de Riesgos del Trabajo y su reglamentación; particularmente, en los artículos 27, 36 y 38 de la ley 24.557; 18 del decreto 334/96 y la resolución SRT 463/09. El proceso debe tramitar ante la Justicia Nacional del Trabajo, atendiendo a los principios específicos de especialidad e improrrogabilidad de los artículos 19, 20 y 21 de la ley 18.345, los que atribuyen aptitud al fuero en los pleitos, en los que tenga influencia decisiva la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo. Aun cuando se demande al Estado Nacional y se cuestionen actos administrativos implicados en el pleito, el criterio para determinar la atribución de competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que invoca la actora y que presumiblemente puede llegar a tener influencia decisiva en la solución del litigio. Tanto lo relacionado con la observancia de los requisitos atinentes a la rescisión del contrato de seguro, como con las potestades de supervisión y fiscalización de la demandada sobre las aseguradoras y las compañías aseguradas, configuran cuestiones centralmente regidas por la legislación sobre riesgos del trabajo.


    Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Estado Nacional - Superintendencia de Riesgos de Trabajo s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19124/2018/CA1-CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Parlamento del Mercosur. Pago de la remuneración. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    No procede efectuar la asimilación con fundamento en el art. 16 de la ley 27.120, en cuanto establece una equiparación en el derecho interno entre los parlamentarios del Mercosur y los diputados nacionales en lo referido al régimen remuneratorio, entre otras cuestiones. Ello es así, toda vez que dicha asimilación sólo resulta aplicable siempre que no hubiere disposición específica al respecto, circunstancia que no ocurre en la especie en atención a que las normas comunitarias regulatorias -ley 26.146 y disposición 7/07, modificada por la 1/14- contienen una regulación especial acerca del presupuesto del Parlamento, su ejecución, la forma de contribuir que han pactado los Estados partes y el pago de las remuneraciones de los parlamentarios, lo que lleva a desplazar la previsión del citado art. 16. No obsta a dicha conclusión el hecho de que en el seno del Parlamento aún no se hubieran fijado las remuneraciones de los parlamentarios durante la etapa de transición, puesto que, la falta de ejercicio por parte de los órganos competentes de funciones que les son propias a causa de las discrepancias que pudieran existir al respecto entre los Estados miembros del Mercosur, no constituye una justificación válida para dar por cumplida la condición que impone el art. 16 de la ley 27.120. En efecto, la ausencia de "disposición específica" a la que se refiere dicho precepto a los fines de ser aplicado, claramente alude a la reglamentación de las cuestiones que allí se mencionan, mas no incluye las decisiones que deben adoptarse en ese marco tendientes a que se abonen efectivamente las remuneraciones a los parlamentarios electos. La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que la primera fuente de interpretación de la leyes su letra y, asimismo, ha establecido que cuando esta no exige esfuerzo de comprensión debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que limiten o excedan los supuestos comprendidos en ella y procurando dar pleno efecto a la intención del legislador. No existe una obligación legal por parte del Estado Nacional de pagar las remuneraciones en forma directa a los parlamentarios electos. La demandada sólo se encuentra obligada a realizar los aportes correspondientes al organismo internacional de conformidad con la normativa comunitaria que rige el funcionamiento del Parlamento del Mercosur, los cuales están destinados a solventar los gastos que dicho órgano decida efectuar en cada ejercicio financiero, sin que el Estado pueda determinar unilateralmente el modo en que debe emplearse el porcentaje que aporta.


    Gil Lozano, Claudia Fernanda c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12611/2016/1/RH1, 12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Pago de la remuneración. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 12611/2016/1/RH1, “Gil Lozano, Claudia Fernanda c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso Queja N° 1 - Assef, Alberto Emilio c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20734/2017/1/RH1, 12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Pago de la remuneración. Dieta parlamentaria. Principio de congruencia. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cámara debió limitarse a determinar si le corresponde pagar o no las remuneraciones a los parlamentarios, más no se encontraba habilitada a disponer una medida que resulta ajena al modo en que quedó trabada la relación procesal, pues ello traduce una vulneración del principio de congruencia que se sustenta en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Al haber ordenado que el Estado Nacional proceda según lo expresado en los considerandos 13 y 14 de la sentencia apelada, el tribunal a quo ha incurrido en un exceso en el límite de su potestad jurisdiccional, pues el actor solicitó expresamente que se diera cumplimiento a lo dispuesto por el art. 16 de la ley 27.120 -en lo que atañe a su equiparación con los diputados nacionales- e hizo hincapié en que el Estado Nacional es quien debe abonar su remuneración "para garantizar el pleno ejercicio del cargo de representante del estado ante un organismo supra estatal", excluyendo de este modo la existencia de una obligación en tal sentido por parte del Parlamento del Mercosur. Sin embargo, en la inteligencia de que en el art. 20, inc. 1º, del Protocolo Constitutivo se encuentra prevista la obligación del Estado argentino de realizar los aportes necesarios a fin de solventar el presupuesto que el Parlamento del Mercosur debe elaborar y aprobar, la cámara ordenó que el legislador nacional contemple, entre las partidas presupuestarias, los montos necesarios para que aquel órgano del Mercosur realice el pago de las dietas a los parlamentarios, extremo que importa un evidente apartamiento de los términos de la litis. En este sentido, cabe recordar que la Corte tiene dicho que una sentencia resulta arbitraria cuando el objeto de la condena no resulta congruente con la demanda y la decisión no significó suplir una omisión del litigante sino variar la acción que se dedujo o cuando se resuelve acerca de capítulos no propuestos en el correspondiente memorial de agravios, lo que importa un menoscabo a las garantías constitucionales consagradas por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. La decisión apelada omitió tener en cuenta que la autonomía e independencia de las que goza el Parlamento del Mercosur, según los términos de un tratado internacional que fue incorporado a nuestro derecho interno, no pueden ser soslayadas por un mandato judicial que carece de sustento legal. Ello es así, en virtud de que el órgano parlamentario es el que debe contemplar y fijar el monto de la remuneración de quienes fueron electos como representantes de los pueblos del Mercosur y tiene competencia para requerir a cada Estado parte que realice el aporte correspondiente, motivo por el cual el Estado Nacional no puede inmiscuirse -por medio de ninguno de sus tres poderes- en una materia que le resulta ajena. Se ha arribado a una conclusión extraña al conflicto efectivamente sometido a su conocimiento, en perjuicio del derecho de defensa en juicio de la recurrente, lo que descalifica la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Karlen, Alejandro Hernán c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1566/2016/1/RH1, 12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Retención de aportes sindicales. Protección constitucional del trabajo. Libertad sindical. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El artículo 14 bis de la Constitución Nacional establece que el trabajo en sus diversas formas goza de la protección de las leyes, las que aseguran al trabajador la organización sindical libre y democrática reconocida por la simple inscripción en un registro especial. El derecho a asociarse con fines sindicales y la libertad sindical se encuentran reconocidas en diversos instrumentos internacionales con jerarquía constitucional (artículo 16, Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 8, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y artículos 21 y 22, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). Ello fue destacado por la Corte Suprema en los casos “Asociación Trabajadores del Estado”, “Rossi”, “Asociación Trabajadores del Estado y “Farfán”. El Convenio 98 dispone que las organizaciones de trabajadores y de empleadores gozan de adecuada protección contra todo acto de injerencia de unas respecto de las otras, ya se realice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento o administración. Define como actos de injerencia, principalmente, a las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones de trabajadores dominadas por un empleador o una organización de empleadores, o a sostener económicamente, o en otra forma, organizaciones de trabajadores, con objeto de colocarlas bajo el control de un empleador o de una organización de empleadores. La libertad sindical garantiza la no injerencia del Estado y de los particulares, en concreto, de los empleadores, en la constitución, funcionamiento o administración de la entidad gremial. En este sentido, el Comité de Libertad Sindical precisó que el artículo 2 del Convenio 98 “establece la total independencia de las organizaciones de trabajadores en el ejercicio de sus actividades, con respecto a los empleadores”. Agregó que “el respeto de los principios de libertad sindical exige que los empleadores actúen con gran moderación en todo lo que atañe a la intervención en los asuntos internos de los sindicatos”. La autonomía e independencia financiera de las organizaciones de trabajadores y de empleadores, al igual que la protección de sus fondos y bienes, constituyen elementos esenciales del derecho a organizar libremente su administración. La adecuada canalización de los aportes resulta determinante para que las organizaciones de trabajadores desplieguen regularmente su gestión y su actividad gremial y, por ello, el derecho colectivo del trabajo instrumenta formas promocionales o preferenciales de recaudación, tendientes a asegurar su puntual y efectiva percepción, evitando que la concreción de los pagos quede librada exclusivamente a la iniciativa de los asociados. Con esa finalidad, el artículo 38 de la Ley 23.551 de Asociaciones Sindicales impone a los empleadores la obligación de actuar “como ?agente de retención’ de los importes que, en concepto de cuotas afiliación u otros aportes deban tributar los trabajadores a las asociaciones sindicales de trabajadores con personería gremial”. En consonancia con la libertad sindical, esa norma no autoriza a los empleadores a decidir unilateralmente, sobre el conjunto de los trabajadores afiliados, a quién retener y a quién no retener esas cuotas, sino que debe cumplir esa obligación sobre la base de los afiliados informados por el sindicato. En línea con ello, la disposición 29/2014 dictada por la autoridad de aplicación dispone expresamente que la retención de cuotas sindicales debe ser practicada “sobre la base de la planilla que la entidad sindical deberá remitir con la nómina de los afiliados”. Una interpretación adecuada de la libertad sindical y del derecho de sindicación, así como del régimen previsto en la ley 23.551 en consonancia con esos derechos constitucionales, conduce a concluir que el empleador no puede negarse a cumplir su deber de retener las cuotas sociales a todos los trabajadores afiliados a una entidad sindical con personería gremial (artículo 38, ley 23.551) ni tampoco decidir unilateralmente, sobre el conjunto de los trabajadores afiliados, a quién retener y a quién no retener esas cuotas, mientras que tramite el conflicto de encuadramiento sindical por la vía prevista en el artículo 59 de la ley 23.551.


    Sindicato del Personal Jerárquico y Profesional del Petróleo y Gas Privado de Salta, Jujuy y Formosa c/ Refinería del Norte S.A. y otro s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11437/2015/1/RH1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Jubilados. Reducción de tarifas. Suministro de gas. Servicios eléctricos. Privatizaciones. Ley de emergencia. Derechos del trabajador. Ley de contrato de trabajo. Interpretación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto si las previsiones de los artículos 225 y 228 de la LCT, sobre transferencia de establecimientos, son aplicables al caso, la respuesta se encuentra en el precedente de la Corte Suprema registrado en Fallos: 319:3071, “Di Tullio”. La Corte explicó que, si bien con el dictado de la ley 23.696 “el objetivo del legislador ha sido impulsar un programa de privatizaciones tendiente a superar la grave crisis financiera del Estado, y a tal efecto le ha otorgado amplias facultades al Poder Ejecutivo, también ha querido el legislador -y así lo dispuso claramente en el texto legal- que en la ejecución de ese programa los trabajadores no dejen de estar amparados por las instituciones del derecho del trabajo (art. 42, ley 23.696). Entre éstas cobra una particular relevancia la que tutela el crédito laboral en el caso de transferencia de establecimientos, ya que se trata de una previsión legislativa que tiene una directa relación con el hecho que se verifica con el traspaso del patrimonio del ente estatal a las sociedades licenciatarias. Por lo tanto, cabe concluir que, en razón de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley 23.696, el Poder Ejecutivo no puede válidamente desconocer la aplicación en los procesos de privatización de lo dispuesto en los artículos 225 a 228 de la Ley de Contrato de Trabajo -como lo ha hecho implícitamente en el último párrafo del art. 44 del decreto 1105/89 y, en forma expresa en el decreto 1803/92-pues ello implica transgredir el marco legislativo que el Congreso ha impuesto a la ejecución de la política de reforma del Estado y, por ende, importa quebrar el principio constitucional de la subordinación del reglamento a la ley”. Añadió que “el hecho de que la ley faculte al Poder Ejecutivo a disponer que el Estado asuma el pasivo de la empresa a privatizar no puede traducirse, sin más, en la liberación de la responsabilidad de quien sucede a ella como titular de un patrimonio especial que engloba activos y pasivos; en cuanto el deudor primitivo sólo puede ser liberado a través de una declaración expresa del acreedor en tal sentido, conforme al principio general establecido en el artículo 814 del Código Civil, pues los efectos de la norma citada en primer término son asimilables, en principio, a los que resultan de una delegación imperfecta”. La Corte concluyó que correspondía aplicar al caso la tutela que la Ley de Contrato de Trabajo otorga a los créditos laborales en ocasión de la transferencia de establecimientos, imponiendo respecto de las obligaciones correspondientes a aquéllos, la solidaridad entre el transmitente y el adquirente. Además, aclaró que las cláusulas del pliego de bases y condiciones que establecían que las sociedades licenciatarias no sustituían a su predecesora en sus obligaciones y responsabilidades, no podían tener otro alcance que el de otorgar a la sociedad licenciataria el derecho a una acción de regreso contra el Estado Nacional. Por último, precisó que “el art. 69 de la ley 23.696 no puede conducir a una conclusión distinta porque en el caso no media, en rigor, un conflicto normativo entre la aplicación de dicha ley o de disposiciones de otro ordenamiento. Ello es así puesto que, la vigencia en los procesos de privatizaciones de las instituciones del derecho laboral que tutelan al trabajador está contemplada en la propia ley 23.696”. En base a una interpretación sistemática y coherente del artículo 42 de la ley 23.696 con el resto de las normas aplicables al caso y con principios de hermenéutica constitucional, tampoco puede prosperar el agravio de la apelante que intenta limitar su alcance a los trabajadores activos, excluyendo de esa protección a los trabajadores jubilados y a los pensionados. Ese precepto legal prevé que “Durante el proceso de privatización ejecutado según las disposiciones de esta ley, por cualesquiera de las modalidades y procedimientos previstos en sus artículos 17 y 18, el trabajador seguirá amparado por todas las instituciones legales, convencionales y administrativas del Derecho del Trabajo”. Así, teniendo en cuenta que el concepto reclamado en autos se encuentra estipulado en una norma laboral vigente al momento de la transferencia, que incluye tanto a trabajadores activos como a los pasivos y a sus pensionados y que fue expresamente incorporada al pliego de bases y condiciones de la licitación, entiendo que la locución “trabajador” a la que alude el artículo 42 de la ley 23.696, no puede interpretarse de manera restrictiva sino de modo extensivo, incluyendo a los trabajadores pasivos. Para más, la propia Corte Suprema se ha referido al jubilado como “trabajador en situación de pasividad”, lo que descarta que la expresión en estudio se utilice de manera exclusiva para aludir al personal activo. Por último, el artículo 42 citado debe ser interpretado en armonía con los principios que rigen en materia laboral, entre ellos, el principio protectorio que surge del artículo 14 bis de la Constitución Nacional, el cual establece que "el trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes", e incluye al que se desarrolla tanto en el ámbito privado como en el público.


    Oviedo Adolfo Catalino c/ Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado y otros s/ Otros procesos laborales


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12000037/2001/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Reclamo administrativo previo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial”.


    Doello, José Luis c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. (ex SMG A.R.T. S.A.) s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33283/2018/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuota sindical. Personería gremial. Libertad sindical. Validez de la ley. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 83140/2016/1/RH1, “Asociación del Personal Superior de Autopista e Infraestructura APSAI c/ Autopistas del Sol S.A. s/ Amparo”.


    La exclusión de los sindicatos simplemente inscriptos del régimen de retención de cuotas sindicales previsto en el artículo 38 de la ley 23.551 configura una injerencia del Estado que reduce injustificadamente su capacidad de desarrollar funciones relativas a la promoción,ejercicio, defensa, fomento y protección de intereses legítimos de orden gremial, a la luz de los derechos constitucionales y convencionales que protegen la organización sindical libre y democrática, reconocida a partir de la simple inscripción, y de los principios reconocidos por la Corte Suprema en materia de libertad sindical de las entidades simplemente inscriptas en los precedentes “Asociación Trabajadores del Estado c/ Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales”, “Rossi, Adriana María c/ Estado Nacional -Armada Argentina s/ Sumarísimo” y “Asociación de Trabajadores del Estado s/ Acción de inconstitucionalidad”. En tal sentido, se precisó que la libertad sindical de las entidades simplemente inscriptas se ve menoscabada al quedar éstas excluidas del régimen de retención establecido por la norma, pues el mayor obstáculo para la percepción de las cuotas sindicales limita su sostenibilidad económica y, consecuentemente, la capacidad de acción gremial, así como sus posibilidades concretas de sumar nuevos afiliados para, eventualmente, disputar la personería gremial. El régimen de retención de cuotas puede influir de forma indebida en la decisión de los trabajadores de afiliarse a una determinada asociación sindical, pues la facilidad que brinda el descuento automático de los aportes favorece optar por aquellas asociaciones que cuentan con esa prerrogativa, más allá de su ideario político y gremial. Es decir que el mecanismo de cobro fijado en la ley puede operar en la práctica como un incentivo o desincentivo para la afiliación, lo que afecta la libre elección por parte del trabajador del sindicato al que desee asociarse. Además, se sostuvo que el sistema de retención de cuotas sindicales del artículo 38 constituye un privilegio para las asociaciones con personería gremial en detrimento de las simplemente inscriptas, que produce una disparidad de trato irrazonable entre los dos tipos de organizaciones.


    Gallo, Gastón Walter y otros c/ Inc S.A. s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 83010/2017/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Validez de la ley. Instancia administrativa previa. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente – ley especial”.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Albarracín, José María c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42890/2018/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Representación sindical. Libertad sindical. Personería gremial. Debido proceso. Principio de contradicción. Interpretación errónea de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte puntualizó en Fallos: 338:1171, “SOMU” que “los órganos de control de la OIT también han señalado que la propia designación del sindicato más representativo -a los efectos de conferirle tales privilegios con carácter permanente- debe estar rodeada de ciertas garantías en aras de preservar la libertad sindical”. El objetivo de ese sistema de garantías es, por un lado, asegurar que se pueda disputar efectivamente esa mayor representación y las prerrogativas inherentes a ella y, por otro lado, que no se desplace de forma arbitraria a la entidad que previa y legítimamente la ejerce. En esa sentencia también resaltó: “el Comité de Libertad Sindical ha dicho que ‘cuando, según el sistema en vigor, el sindicato más representativo goce de derechos preferenciales o exclusivos de negociación, dicho sindicato debe determinarse con arreglo a criterios objetivos y previamente determinados a fin de evitar toda posibilidad de parcialidad o de abuso’. Y en el mismo sentido se ha expedido la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones al señalar que ‘considera importante en estos casos que la representatividad de un sindicato se determine según criterios objetivos y preestablecidos” que permitan excluir tanto la parcialidad como las prácticas abusivas’. Como los mismos organismos de control lo indican, la pauta de sujeción a “criterios objetivos y preestablecidos” persigue el claro propósito de que el reconocimiento de una asociación como la más representativa o, en su caso, la pérdida de tal calidad a pedido de otro sindicato, no estén sujetos ni a la discrecionalidad de la autoridad otorgante ni a otras condiciones -como podrían ser las impuestas por acuerdos celebrados bajo la presión de un conflicto- que no sean la de la cabal y objetiva comprobación de esa mayor representatividad en un ámbito laboral determinado”. Allí concluyó que “tanto para reconocerle a una asociación sindical la calidad de más representativa como para privarla de ella a pedido de otro sindicato resulta ineludible atenerse a los criterios objetivos de cotejo de la representatividad que, no se discute en autos, han sido preestablecidos por el legislador al dictar la ley 23.551. La ley 23.551, en reiteradas disposiciones, establece para los conflictos de esta índole y como específica garantía de debido proceso, el principio de bilateralidad o contradicción que debe regir en todos los actos administrativos que afecten personerías preexistentes. Ello, en su aspecto más primario, supone que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se entabla la contienda de representación, dándole la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso, y de plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa. Al respecto, el artículo 25 in fine de la LAS establece, que “Cuando los ámbitos pretendidos se superpongan con los de otra asociación sindical con personería gremial, no podrá reconocerse a la peticionante la amplitud de representación, sin antes dar intervención a la asociación afectada y proceder al cotejo necesario para determinar cuál es la más representativa conforme al procedimiento del artículo 28. La omisión de los recaudos indicados determinará la nulidad del acto administrativo o judicial”. A su vez, el artículo 28 de esa norma prevé que “En caso de que existiera una asociación sindical de trabajadores con personería gremial, sólo podrá concederse igual personería a otra asociación, para actuar en la misma zona y actividad o categoría, en tanto que la cantidad de afiliados cotizantes de la peticionante, durante un período mínimo y continuado de seis (6) meses anteriores a su presentación, fuere considerablemente superior a la de la asociación con personería preexistente”. Esos criterios preestablecidos y objetivos dispuestos por el legislador fueron omitidos en el presente pues, a partir de una errónea interpretación del alcance de la personería gremial de la entidad recurrente, se desplazó su ámbito de representación con prescindencia del procedimiento de cotejo antes señalado, afectando las reglas del debido proceso que configuran el referido sistema de garantías de la libertad sindical.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Sindicato Petrolero de Córdoba s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 97257/2016/CS1-CA1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    Suspensión de juicio a prueba. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso,. 


    El escrito del recurso extraordinario interpuesto no cumple con el requisito de fundamentación previsto en el artículo 15 de la ley 48 y en el inciso “d” del artículo 3° del reglamento aprobado por la acordada 4/2007, desde que no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el pronunciamiento de la cámara. En efecto, aprecio que el impugnante se limitó a afirmar de manera dogmática que la ley 27.430 derogó, además de la ley 24.769, la 26.735, sin analizar mínimamente la cuestión pese a que no existe ninguna referencia a esta última en el texto de aquélla. Se omitió refutar el argumento del a quo en el sentido de que el obstáculo a la suspensión del juicio a prueba en supuestos como el presente no fue incorporado al texto de la ley 24.769, sino que fue incluido por la ley 26.735 en el del artículo 76 bis del Código Penal, de manera que no perdió vigencia por la derogación de aquélla. Al respecto, es pertinente añadir que el recurrente no se ocupó de analizar ni explicar por qué cabría considerar que la derogación de la ley 24.769 representó un cambio en la posición de los legisladores acerca de la suspensión del juicio en casos como el sub examine, lo que configuró una significativa omisión en la fundamentación de su planteo pues, además de que la ley 27.430 no efectuó ninguna referencia a la ley 26.735 ni a la parte pertinente del artículo 76 bis del Código Penal, aprobó el régimen penal tributario en el que mantuvo la figura que se atribuye a los acusados, en términos idénticos a los de la ley 24.769.


    Recurso queja N° 1 – Legajo N° 5 – Imputado: C., Guillermo Enrique y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59211/2015/TO1/5/1/RH2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Extradición


    Condena sufrida en el extranjero. Prescripción de la pena. Deber de imparcialidad. Notificación al imputado. Notificación personal. Revocación de sentencia. 


    Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal. Reglamento de la Justicia Nacional.


    En cuanto al primer agravio, es doctrina del Tribunal a partir de lo resuelto en Fallos: 186:289, que el planteo de prescripción constituye un tema de orden público, cuya declaración es válida en cualquier momento del proceso a pedido de parte o, inclusive, de oficio. De la hermenéutica literal de las disposiciones referidas surge que, en el ámbito de aplicación de las sentencias dictadas en la República, la notificación debe ser realizada directamente al reo a fin de garantizar el pleno ejercicio del derecho de defensa en juicio que asiste a toda persona, como también que sólo entonces puede considerarse el dies a quo de la prescripción de la pena. Al respecto, sostuvo la Corte en el ámbito de aplicación de las sentencias condenatorias dictadas en el país y para ser aplicadas aquí, que no excede las facultades propias de los jueces de la causa interpretar el artículo 66 del Código Penal y considerar que es necesario que se haya notificado de la sentencia respectiva al procesado, por cédula en su domicilio, para que empiece a correr el plazo para la prescripción de la pena, sin que esta exigencia pueda ser suplida con la notificación al letrado. El requisito de notificación personal al condenado también ha sido destacado en los precedentes de Fallos: 328:470; 329:1998 y 2600, entre otros. Sin embargo, la traslación de esos criterios para establecer la condición de "firme" de una sentencia extranjera que da origen a un pedido de extradición para el cumplimiento de condena, exige un análisis más específico. La cuestión adquiere vital importancia en el caso pues, si bien surge de la certificación que, el imputado interpuso todos los recursos que establece la legislación del Estado requirente, no existe constancia que acredite que la correspondiente resolución final haya sido notificada personalmente al nombrado, como lo exigen las normas citadas y la doctrina de la Corte. Ante ello, es preciso considerar en el sub lite cuál es la ley aplicable para fijar el momento en que una sentencia condenatoria extranjera queda firme, dado que es ese presupuesto procesal el antecedente lógico que da inicio al plazo de prescripción de la pena y excluye del análisis la cuestión referida a la extinción de la acción penal. Ello es así por cuanto, para establecer cuándo se genera el acto que implica el cambio de la condición jurídica de procesado a condenado, será necesario determinar si la firmeza de la sentencia final extranjera y, por ende, su ejecutividad, exige que sea personalmente notificada al condenado, o si, como en el sistema español según surge del pedido de extradición, ese recaudo no es necesario. En tal sentido, la Corte ha sostenido que, por encima de lo previsto en nuestro artículo 66, la cuestión debe ser resuelta por aplicación de la lex causae y corresponde acudir a la ley del juez requirente para la fijación del momento en que la sentencia pasa en autoridad de cosa juzgada y, por ende, ocurre el dies a quo de la prescripción de la pena. Al referirse esta solicitud al cumplimiento de una sentencia firme, no es posible evaluar su vigencia según las reglas y la jurisprudencia de la Corte, referidas a la acción penal y los actos que interrumpen su extinción. Al acreditarse en el caso, una de las causales impedientes previstas en el inciso “c” del artículo 9 del tratado, la entreayuda resulta improcedente. Por el otro, aun cuando para el Estado requirente la sentencia dictada haya pasado en autoridad de cosa juzgada y no haya prescripto según su derecho interno, con arreglo a lo previsto en el artículo 9°, inciso "c", del tratado bilateral, debe examinarse, su vigencia para la ley argentina. Para ello, constituye un extremo sin virtualidad jurídica que en el caso se carezca de la constancia que acredite la notificación personal de la condena firme al extraditurus, tal como lo determina el artículo 66 de nuestro Código Penal. En tales condiciones, resulta inoficioso el tratamiento de los demás agravios planteados.


    R., Horacio Alberto s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 60002406/2012/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio calificado


    Prisión perpetua. Constitucionalidad. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C. 151, XXXIX, “C., Miguel Ángel s/ Causa n° 966”; C. 2641, L. XXXIX, “C., Daniel Isaac y otros s/ Homicidio agravado por el vínculo etc.” y L. 533, L.XLI, “L., Abel Alberto” y B. 327, L. XLVII, “B., Sebastián Alejandro y otra s/ Homicidio calificado”.


    Es oportuno recordar por su atingencia al sub examine, que en el precedente "Maldonado" (Fallos: 328:4343), el Tribunal sostuvo que "por regla general, cuando se trata de homicidios agravados cometidos por mayores, la sola subsunción de la imputación en el tipo penal basta para dejar sentada la gravedad del hecho sin necesidad de mayores argumentaciones, pues la pena prevista es absoluta y por lo tanto, no exige, de hecho, ningún esfuerzo argumental adicional para la determinación de la pena: prisión perpetua". Agregó entonces que las penas absolutas, tal como la prisión perpetua, no admiten agravantes o atenuantes pues el legislador ha declarado, de iure, "que todo descargo resulta irrelevante: son hechos tan graves que no admiten atenuación alguna", y concluyó que "en los casos de plena culpabilidad por el hecho, este recurso legislativo resulta, en principio, admisible".


    A., Carlos Ignacio y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000964/2008/TO1/2/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Prisión perpetua. Tratados internacionales. Sentencia arbitraria. Doble instancia. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso federal es formalmente admisible en tanto se dirige contra una sentencia definitiva, dictada por el tribunal superior de la causa y suscita cuestión federal suficiente en tanto controvierte el alcance otorgado al derecho del imputado a recurrir la sentencia condenatoria consagrado por los artículos 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la decisión del a quo fue contraria a la pretensión que el apelante fundó en esas cláusulas. La denegatoria del a quo al pedido de reconducir el recurso extraordinario como recurso de casación por no presentar ninguna crítica sustantiva concreta a la sentencia que reformó la calificación jurídica y atribuyó el homicidio agravado a uno de los condenados a título de partícipe necesario, resulta arbitraria por apartarse de las constancias de la causa, con menoscabo del derecho a la revisión de la condena. Se desprende que todavía resta dar cumplimiento a la revisión de esa condena que garantizan los artículos 8.2.h Comisión Americana de Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En efecto, la situación suscitada en el sub judice –en la que una condena por participación secundaria en el delito de homicidio agravado por su comisión con arma de fuego, en concurso real con lesiones leves agravadas por la utilización de armas de fuego se convirtió en otra por ser partícipe necesario del delito de homicidio agravado por su comisión con arma de fuego y por la intervención de dos o más personas, y una pena inicial de siete años de prisión devino en perpetua– se asimila a la descripta en el dictamen de esta Procuración General que informó el precedente “C ”. Allí, el tribunal superior había hecho lugar al recurso de casación de la parte acusadora y le atribuyó al hecho una significación jurídica diferente, que condujo a una pena mayor (el homicidio en riña se recalificó como homicidio simple, elevándose la pena de tres años a diez años y ocho meses de prisión). En el dictamen se consideró que la condena era tan distinta de la primera e implicaba un agravamiento tan significativo de la pena que impedía describir a la decisión como una simple revisión, dando génesis a una nueva primera condena que, a los efectos del derecho al doble conforme, se hallaba en pie de igualdad con la dictada por un tribunal que conoce en el recurso contra la absolución que revoca. Por último, conectado con lo anterior y frente al pedido de la defensa para que el recurso extraordinario sea reconducido como recurso de casación, toda vez que allí se desarrollaron agravios contra la sentencia que aún continúan sin respuesta jurisdiccional, cabe aplicar –salvo mejor interpretación de la Corte de sus propios precedentes– el criterio de Fallos: 342:2389, donde se expresó que, ante el dictado de una condena en sede casatoria, la garantía de la doble instancia debe ser salvaguardada en dicho ámbito mediante la interposición de un recurso de casación que deberán resolver otros magistrados que integren ese tribunal.


    A., Carlos Ignacio y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000964/2008/TO1/2/1/RH1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Agravantes de la pena. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa FPO 5001/2014/14/1/1/1/RH5, "M., Lucas Horacio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario". Artículo 11 inciso «c» de la ley 23.737: pluralidad de intervinientes y actuación organizada.


    A las exigencias establecidas por el legislador a fin de tener por configurada la agravante prevista en el art. 11 inc. «c» de la ley 23.737, a saber, pluralidad de intervinientes -tres o más personas- y actuación organizada, el a quo añadió también aquí un tercer requisito, concretamente una organización con cierta estructura y permanencia, que no se halla contemplado en la letra de la ley y que sólo encuentra fundamento en una interpretación restrictiva que desnaturaliza el espíritu que ha inspirado la sanción de la norma que la contiene. La formulación de la agravante resulta abarcadora de todo tipo de organización, y ello así por cuanto la ratio legis de la disposición en examen se basa en la convicción de que una pluralidad de intervinientes que actúan de manera organizada, es decir, con cierta coordinación y reparto de funciones, constituye no sólo un mecanismo eficiente para la comisión de los delitos a los que se refiere la ley 23.737, sino que supone, además, mayores posibilidades de asegurar la supervivencia de la empresa delictiva y una mayor capacidad para neutralizar la acción estatal. Precisamente en ello reside el fundamento de la mayor gravedad del hecho cometido al menos por tres personas que toman la precaución de actuar organizadamente en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, con absoluta independencia de que esa organización denote o no algún sentido de permanencia. La interpretación amplia que aquí se postula concuerda, además, con la que ha receptado mayoritariamente la doctrina especializada en la materia y, de manera casi unánime, también la jurisprudencia nacional. A tal punto ello es así que incluso la propia juez que conformó mayoría la suscribió en actuaciones análogas anteriores. Esta circunstancia añade a la fundamentación de su voto un nuevo déficit, pues frente al cambio operado debió al menos explicar las razones que la llevaron a no seguir la exégesis que había venido sosteniendo anteriormente y a adoptar ahora una postura adversa a su aplicación. Al decidir de la manera en que lo hizo, el a quo soslayó no sólo las razones semánticas, teleológicas-genéticas y sistemáticas que respaldan la posición contraria a la que esgrime, sino que desconoció también la praxis doctrinaria y jurisprudencial que han confluido en estos años a fijar una interpretación de la agravante prevista en el inc. «c» del art. 11, de la ley 23.737 completamente distinta a la que propicia en su sentencia. Al agregarle un requisito no contemplado en la norma se ha incurrido en un supuesto de arbitrariedad. Asiste también razón al recurrente cuando afirma que, contrariamente a lo postulado por los magistrados que conformaron mayoría, se encuentran debidamente acreditados en el caso los extremos que tornan aplicable la agravante en cuestión, esto es, el actuar coordinado de los imputados en el marco del tipo penal de comercialización atribuido, con acuerdo previo y distribución de tareas para desarrollar la empresa delictiva. Existió una actuación mancomunada de los imputados mediante roles claramente identificados, aun cuando éstos pudieran ser cumplidos indistintamente por quienes conformaban la empresa delictiva. Y es que el propósito de que en la vivienda familiar se comercializara estupefacientes a toda hora no podría haberse cumplido, al menos no con ese grado de eficiencia, sin un mínimo de coordinación y reparto de funciones entre todos los intervinientes. Los argumentos en que se funda la postura del a quo deben ser descalificados también con base en la doctrina de la arbitrariedad, por configurar un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista por el legislador al no constituir derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Recurso Queja n° 1 -Incidente n° 13- Imputado: A., Mario Isaac y otros s/ Incidente de Recurso Extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18638/2016/TO1/13/1/RH1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Contrabando calificado. Principio de congruencia. Interpretación de la ley. Insuficiencia del agravio. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios relacionados con la nulidad del requerimiento de elevación a juicio y la infracción del principio de congruencia no pueden prosperar. En el marco de la conocida discusión en torno a la interpretación del artículo 864 del Código Aduanero, tanto el ministerio fiscal en el citado requerimiento como el tribunal de juicio en su sentencia tomaron partido por la postura que considera que esa disposición -a diferencia del artículo 863- no requiere ningún ardid o engaño para su configuración. La falta de descripción de ese elemento, que el recurrente denuncia como base de su reclamo, carece por ello de trascendencia a la luz de la inteligencia acordada a la norma, la cual, por cierto, no fue motivo de impugnación por parte de la defensa, que limitó su queja únicamente a los aspectos ya señalados sin atender a que, consintiéndola, determinaba la improcedencia de los referidos agravios. Más aun, del mismo modo, también el a quo, luego de rechazar que el requerimiento no contuviera una descripción clara, precisa y circunstanciada del hecho por el que fueron condenados los recurrentes, añadió que "por lo demás, si bien es cierto que el fiscal en dicho acto procesal aludió al 'ardid o engaño' como medio comisivo, ello no acarrea perjuicio alguno, habida cuenta que subsumió el suceso delictivo atribuido a los nombrados en las prescripciones del art. 864 inc. d) del Código Aduanero, lo que conlleva a sostener que para que se configure alguna de las acciones que describe la norma, aparece innecesario demostrar el ardid o engaño desplegado por el autor, sino que solo requiere la existencia de la mera intención, extremo, que, en el caso, fue acreditado por el representante de la vindicta pública en base a una adecuada valoración de las pruebas ingresadas durante la investigación penal preparatoria". Lo expuesto revela entonces que el apelante omitió además tomar en cuenta los términos del fallo impugnado, de modo que ello descalifica su recurso en lo atinente a este punto también desde la perspectiva de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. En cuanto al agravio por arbitraria valoración de la prueba, la apelación habrá de correr la misma suerte. En efecto, la lectura de la extensa sentencia no deja dudas acerca de que la juez que lideró el acuerdo practicó una amplia y exhaustiva revisión de la sentencia del tribunal de juicio, que incluyó el reexamen crítico de la prueba producida en el debate, con la inmediación como único límite, y el tratamiento de todos los agravios formulados en el recurso de casación intentado.


    Recurso de queja N° 2 - Incidente N° 2 – C., Sergio Adrián y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 773/2013/TO1/2/2/RH2, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Violencia de género. Declaración de la víctima. Testigo único. Aplicación de tratados internacionales. Errónea apreciación de la prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) , establece en su artículo 7° que los Estados Partes convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir , sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, y en “e) tomar las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer ”. Cabe recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que la agresión sexual “es un tipo particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. Asimismo, al analizar dichas declaraciones se debe tomar en cuenta que dichas agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente”. Expresó además dicho tribunal, que “las declaraciones brindadas por las víctimas de violencia sexual se refieren a un momento traumático de ellas, cuyo impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al recordarlos. Por ello, la Corte ha advertido que las imprecisiones en declaraciones relacionadas a violencia sexual o la mención de algunos hechos alegados solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas o que los hechos relatados carezcan de veracidad”. El a quo pasó por alto estos particulares criterios para la correcta valoración de la prueba en casos como el presente, lo cual -a la vez y en esa medida - también involucra la debida inteligencia de la materia federal que deriva de aquel los pronunciamientos respecto del citado instrumento internacional. Es pertinente recordar lo expresado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el sentido de que “la influencia de patrones socioculturales discriminatorias puede dar como resultado una descalificación de la credibilidad de la víctima durante el proceso penal en casos de violencia y una asunción tácita de responsabilidad de ella por los hechos, ya sea por su forma de vestir, por su ocupación laboral, conducta sexual, relación o parentesco con el agresor, lo cual se traduce en inacción por parte de los fiscales, policías y jueces ante denuncias de hechos violentos. Esta influencia también puede afectar en forma negativa la investigación de los casos y la valoración de la prueba subsiguiente, que puede verse marcada por nociones estereotipadas sobre cuál debe ser el comportamiento de las mujeres en sus relaciones interpersonales. Es así que según determinadas pautas internacionales en materia de violencia contra la mujer y violencia sexual, las pruebas relativas a los antecedentes sexuales de la víctima son en principio inadmisibles, por lo que la apertura de líneas de investigación sobre el comportamiento social o sexual previo de las víctimas en casos de violencia de género no es más que la manifestación de políticas o actitudes basadas en estereotipos de género. Si bien la apreciación de la prueba constituye, por vía de principio, facultad propia de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, en el sub lite corresponde hacer excepción de esa regla, confirme lo admitido la Corte con base en la doctrina de la arbitrariedad ya que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Cabe recordar que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. La mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. El concepto “más allá de duda razonable” es, en sí mismo, probabilístico y, por lo tanto no es, simplemente, una duda posible, del mismo modo que no lo es una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón.


    V., F. Í. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30035/2015/TO3/9/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Conciliación. Sentencia no firme. Inconstitucionalidad. Juicio unipersonal. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Voluntad del legislador. Denegatoria del recurso. 


    No le asiste razón al impugnante en cuanto a la procedencia formal de su reclamo, toda vez que –por regla- resoluciones como la aquí cuestionada no constituyen sentencias definitivas o equiparables a tales a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. Si bien es cierto que la Corte ha dejado de lado ese principio cuando las circunstancias excepcionales del caso permitan afirmar que lo resuelto implica un perjuicio de insusceptible reparación ulterior, no se advierte que, decidida como ha quedado la cuestión, el recurrente haya logrado demostrar la existencia de esa situación en el sub lite. Lo establecido por el artículo 28 de la ley 27.308, en cuanto determina la directa aplicación de sus disposiciones sobre la realización de los juicios unipersonales en causas que –como la presente– se hubieran iniciado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley, resulta concordante con la jurisprudencia de la Corte Suprema establecida a partir del fallo “Chumbita Severo”, que desde antaño determina “que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes ”. La Corte reforzó dicho temperamento, en cuanto afirmó que la facultad de cambiar las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía y no existe derecho adquirido a ser juzgado por determinado procedimiento, pues tales leyes son de orden público, lo que resulta compatible con la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional. Es importante recordar que el órgano legislativo –con la reforma sancionada– tuvo por principal objetivo el de lograr una mayor celeridad en los procesos judiciales mediante el otorgamiento de mejores herramientas a los tribunales orales a los fines descomprimir y mejorar su funcionamiento. Esa voluntad del legislador surge del debate parlamentario al que también cabe acudir para determinar el alcance de la norma. La diputada Burgos expuso que la incorporación del artículo 8° permitiría “descomprimir en lo inmediato la mayor cantidad de los casos, ya que el 90 por ciento de los ingresos, tanto en el tribunal oral criminal ordinario como en el tribunal oral federal, se solucionan mediante otras formas de resolución del proceso, tales como la suspensión de juicio a prueba o el juicio abreviado, mecanismo que abrevian el procedimiento para llegar a una sentencia mucho más pronta”, concluyendo que se trata de una herramienta que “le daría agilidad a los tribunales para avanzar en los casos de menor complejidad, incluso en ocasiones en las cuales el tribunal no está integrado”. La clara voluntad que el legislador ha expresado para que, sin distingos ni direccionamiento alguno, la integración unipersonal de los tribunales corresponde, entre otros, en aquellos casos en los cuales deba darse celeridad al tratamiento de mecanismos útiles para arribar a una pronta resolución del proceso, entre los que queda incluido el acuerdo conciliatorio presentado por las partes en los términos del artículo 59, inciso 6°, del Código Penal, para cuya evaluación había sido convocada la audiencia por parte del tribunal oral.


    H., Rodolfo Antonio y otros s/ Cohecho - Denunciante: P., Gerardo Esteban y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74845/2003/TO23/6/1/1/RH5, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, como ocurre en el caso, sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable, y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. La sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    B., Jonathan Franco s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 67/2018/RH1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Doctrina. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    La cuestión relativa al alcance de los términos del artículo 261 del Código Penal, por tratarse de un tema de derecho común es, en principio, propio de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla general, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Es errónea la referencia que el a quo hizo sobre este tema al profesor Sebastián Soler, pues la opinión acerca de la facultad dispositiva que ese tribunal le atribuye fue formulada por aquél exclusivamente en relación con el artículo 260 del Código Penal, en el que se reprime al “funcionario público que diere a los caudales o efectos que administrare una aplicación diferente de aquella a que estuvieren destinados”, supuesto que denominó “aplicación arbitraria de fondos” y consideró como una forma leve de malversación. Al respecto, Soler expresó que “en realidad, esta infracción constituye estrictamente una tutela de la ordenada inversión de las sumas destinadas a gastos, porque ella presupone que se da a los fondos una aplicación diferente a la debida, pero siempre pública, de manera que no se causa una lesión de carácter patrimonial al fisco, sino que se lesionan intereses administrativos, en cuanto no se cumplen los preceptos reguladores de la inversión de la renta pública y de ello pueden derivar entorpecimientos y daños de todo género a la administración”. Y agregó que “por supuesto que el empleado que efectúa la operación debe ser el que tiene la disposición legítima de los fondos, el que los administra. Esta expresión es restringida y requiere que el funcionario posea cierta facultad dispositiva sobre los fondo. Para que el delito exista, es necesario que se disponga de fondos que tengan un destino determinado, específico o genérico, aplicándolos a un caso o a un género diferente”. La obra de Soler estaban referidos específicamente al delito previsto en el artículo 260 del Código Penal, que prevé exclusivamente un vínculo de administración entre el sujeto activo y los fondos o caudales, pero no al artículo 261, que describe, además, las situaciones en las que el autor simplemente cumple las funciones de percibirlos o de custodiarlos, y que no suponen ni implican la facultad de disponer de ellos. En el sub lite, no fue puesto en cuestión que la tarea que la acusada desempeñaba como empleada del Banco de la Nación Argentina consistía -en lo que aquí interesa- en percibir los caudales que contribuyentes depositaban para la Administración Federal de Ingresos Públicos. No se trató, por consiguiente, de una conducta semejante o parecida a la descripta en el tipo penal, según las palabras del a quo. Por el contrario, constituyó con exactitud la acción de percepción prevista en la figura en cuestión. Como bien explica el profesor Soler, “la substracción a que se refiere el art. 261 consiste en poner los bienes fuera del alcance de la custodia bajo la cual las leyes, los reglamentos o, en general, las disposiciones, las colocan. Para la consumación del delito, es necesario poder afirmar que ese vínculo, en algún momento ha sido quebrantado. Este enfoque es de importantes consecuencias, porque facilita la solución práctica de casos diversos. Es evidente, en efecto, que cuando se trate de fondos, particularmente de dinero que se encuentre en caja, el peculado queda consumado tan pronto como aquél ha sido incorporado al propio patrimonio, cuando se lo ha sometido a esos riesgos que, según dijimos, el dinero del fisco no corre. En estos casos, el concepto de peculado es muy simple: consiste en extraer lo que en la caja está, en impedir que ingrese lo que como funcionario se recibe para hacer ingresar; finalmente, en emplear los fondos en uso privado. Basta, pues, comprometer el dinero, porque ello basta para hacerle perder al dinero del Estado la condición de ser una clase de fondos que solamente se mueven por actos de autoridad”.


    R., María Cecilia y otro s/ Defraudación contra la administración pública. Querellante: Banco Nación Argentina


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 71006961/2010/TO1/10/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Cuestiones de hecho y prueba. Doble instancia. Cuestión insustancial. Prisión perpetua. Política criminal. Denegatoria del recurso. 


    Control horizontal. Remisión al dictamen de la causa C. 2641, L. XXXIX, “C., Daniel Isaac y otros s/ Homicidio agravado por el vínculo”.


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por finalidad la apertura de una instancia adicional en el procedimiento ordinario en la que puedan discutirse cuestiones de hecho y de derecho común, ni la corrección de fallos que se reputan equivocados, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema a causa de los cuales los pronunciamientos no alcanzan el mínimo necesario para adquirir validez jurisdiccional. En lo que refiere al carácter “superior” del tribunal de recurso, tal como figura en el texto de las cláusulas citadas de las convenciones generales de derechos humanos, la Corte ha resuelto explícitamente la cuestión en el precedente de Fallos: 337:901, con base en la doctrina específica sobre el punto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Allí sostuvo que “el derecho reconocido que prioriza la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el art. 8.2.h es el doble conforme en resguardo de la inocencia presumida, aún con la primera sentencia adversa”; es por ello, afirmó, que “la propia Corte Interamericana excepciona la intervención de un tribunal superior -cuando no existe otro en el organigrama de competencias- aunque exige como único requisito que sean magistrados diferentes a los que ya juzgaron el caso los que cumplan con la revisión amplia”. La Corte dio cuenta y razón de la objeción basada en “la ausencia en la previsión legislativa de normas procesales que permitan garantizar la revisión horizontal” que ordena la doctrina de Fallos: 337:901. Con asiento en la propia interpretación de la Constitución Nacional, y en la doctrina pertinente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Tribunal concluyó que, como “guardián último de las garantías constitucionales, máximo intérprete de la Constitución y cabeza de un departamento del Estado, se encuentra obligado a adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades consagrados en el bloque de constitucionalidad argentino, aun ante omisiones de las normas legislativas necesarias para su operatividad”. De otro modo, la inactividad legislativa en discusión, “conllevaría la negación de brindar una tutela oportuna, eficaz y sin dilaciones indebidas de un derecho de jerarquía constitucional como el debido proceso penal y, específicamente, el derecho al doble conforme de los que cabe predicar operatividad”. La adopción de la pena de prisión perpetua, tal como se encuentra regulada en el derecho nacional, está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzca a negar de plano esa facultad.


    J., Guillermo Fernando s/ Homicidio simple


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22809/2010/TO1/2/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio. Legítima defensa. Violencia de género. Personas con discapacidad. Situación de vulnerabilidad. Violación de derechos humanos. Derecho a ser oído. Declaración autoincriminante. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En el sub examine se ha inobservado la garantía consagrada en los artículos 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, según el alcance amplio reconocido en el precedente citado, y en tales condiciones deviene aplicable el criterio de Fallos: 334:1673. Allí la Corte sostuvo que corresponde dejar sin efecto la decisión que rechazó el recurso de casación contra la condena si, con prescindencia del acierto o el error de las quejas de la defensa sobre la insuficiente prueba del hecho, lo expresado en aquella no satisface en modo alguno el estándar de revisión fijado por la Corte a partir del caso "Casal", ya que se limitó a reproducir parcialmente la sentencia que debía revisar y omitió un examen específico de las constancias cuestionadas mediante la utilización de fórmulas que nada dicen sobre la prueba en concreto cuyo examen había sido llamado a realizar por la recurrente. La aplicación de la doctrina de Fallos: 328:3399 a recursos previstos en el ordenamiento procesal provincial se impone en cumplimiento de la supremacía constitucional establecida en el artículo 31 de la Norma Fundamental y la cláusula federal estatuida en los artículos 28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 50 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que exigen el reconocimiento por parte de los Estados provinciales de los derechos resultantes de esos tratados, entre ellos, a una revisión amplia de la condena. De acuerdo a la Convención Belém do Pará constituye violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que le cause daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, y comprende, entre otros, violación, abuso sexual y acoso sexual en el lugar de trabajo (arts. 1º y 2º) y los Estados Partes están obligados a actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia de género (art. 7.b.). La discapacidad y la condición socioeconómica desfavorable colocan a la mujer en una “situación de vulnerabilidad a la violencia” (art. 9º). Así, por su retardo mental en grado leve y por provenir de una familia encuadrada en la franja de pobreza estructural, la imputada es vulnerable a la violencia de género. Esta convención garantiza a las personas discapacitadas el acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, al igual que el artículo 2 f) de la ley nº 26.485, reglamentaria de la Convención de Belém do Pará, respecto de las mujeres que padecen violencia de género. El artículo 16 de la ley establece que, además de todos los derechos reconocidos en la Constitución Nacional y los tratados de derechos humanos y leyes dictadas en consecuencia, la mujer víctima de violencia tiene el derecho a obtener una respuesta oportuna y efectiva; a ser oída personalmente por el juez y a la amplitud probatoria teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos (incisos b, c, i). Con arreglo a la previsión del artículo 75, inciso 23, de la Constitución Nacional, el Estado ha asumido deberes “reforzados” frente a situaciones de abuso o violencia de género o contra personas discapacitadas. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que, en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir de la Convención Belém do Pará, que en su artículo 7.b exige actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer. Ese marco no autorizaba a soslayar las únicas declaraciones de la imputada vinculadas a los hechos investigados en tanto realizan su derecho “a ser oída” y en la medida que no sólo no la perjudican, sino que podrían justificar la conducta que se le atribuye.


    D., N. L. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1445/2017/RH1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Participación criminal. Imputación objetiva. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Prohibición de regreso. Conducta conforme al rol. Remisión a los argumentos expuestos en el recurso extraordinario.


    La decisión apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente aplicado a las circunstancias comprobadas de la causa, pues a la hora de identificar la solución legal prescindió completamente del conjunto de criterios doctrinales que permiten distinguir la contribución meramente causal (e impune) en el delito de otro de las acciones que, por el contrario, crean un riesgo prohibido. Estos criterios dan contenido a las reglas de imputación objetiva agrupadas en el tópico de “prohibición de regreso” según las cuales, en resumen, una conducta socialmente neutral no convierte a quien la realiza en partícipe aunque desde el punto de vista causal favorezca la comisión de un delito. Para definir a la conducta socialmente neutral, cuya propiedad común es la de no superar el nivel de riesgo permitido, la doctrina tomó prestado de la sociología el concepto de “rol”, entendido como el conjunto de comportamientos que se espera de una persona cuando ocupa determinada posición social. Tanto sea que el rol esté definido por reglas positivas (como pueden ser las normas de tránsito dirigidas al conductor) como por reglas sociales no escritas, los comportamientos que se atengan a ellas constituyen conductas socialmente neutrales y no dan lugar a responsabilidad penal de ningún tipo. Piénsese en el famoso ejemplo del ferretero que vende un cuchillo a un comprador que actúa de manera normal, pero luego lo usa para cometer un homicidio. La caracterización de una conducta como conforme o contraria al rol no puede realizarse en abstracto, sino que es dependiente del contexto. En particular, la doctrina ha puntualizado que el significado de una conducta sugerido por su aspecto exterior puede variar si se la inserta en un entorno ya definido por el quebrantamiento de roles, como ocurriría en el ejemplo anterior si frente al negocio del ferretero estuviese ocurriendo una riña y el comprador del cuchillo tomara parte en ella en ese momento. Es por esa razón que una contribución prestada durante la etapa de ejecución de un delito a menudo no admite ser aislada de ese contexto, mientras que realizada con anterioridad se juzgaría neutral. Del mismo modo ocurre cuando la prestación deja de ser estándar y se adapta a lo que exige particularmente el plan delictivo del autor.


    C., Mariano Jesús y otros s/ Infracción Artículo 303 inciso 3


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 8370/2017/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Nulidad procesal. Prevención. Procedimiento policial. Derecho a la intimidad. Derecho a la privacidad. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria no obstante ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. También ha considerado que el principio se exceptúa ante supuestos de arbitrariedad, doctrina que procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, garantías que también amparan al Ministerio Público Fiscal. La situación planteada en el sub lite es análoga a la suscitada en el precedente “Halford”. Consideró Allí la Corte que las reglas de la sana crítica racional se verían alteradas si se anulara un procedimiento como consecuencia de supuestas irregularidades cometidas con anterioridad al único acto con efectiva injerencia en los derechos fundamentales de los imputados, y que no hay razón alguna que pueda dar fundamento a una prohibición constitucional de que las fuerzas de seguridad que reciben información acerca de la comisión de un delito de acción pública desarrollen las tareas de investigación que son propias de su función, antes de transmitirlas a los magistrados encargados de la persecución penal. Concluyó que ni el modo en el que fue recabada la notitia criminis, ni las posteriores tareas de verificación de la información que desarrollaron los agentes policiales, generaron alguna afectación irreparable a las garantías constitucionales que amparan a los investigados No obstante que la Corte sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces tienen el deber de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia. Por esa razón, carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte Suprema sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar las posiciones sustentadas en ellos, ya que aquélla reviste el carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia. En el mismo orden, ha señalado que ese deber de los tribunales inferiores no importa la imposición de un puro y simple acatamiento de su jurisprudencia, sino el reconocimiento de la autoridad que la inviste y el apartamiento no basta para habilitar la jurisdicción extraordinaria, sino cuando significa un desconocimiento de la autoridad del Tribunal y no aparece fundado en razones no examinadas o resueltas por él. La Corte ha establecido que el derecho a la privacidad comprende no sólo la esfera doméstica, el círculo familiar y de amistad, sino otros aspectos de la personalidad espiritual física de las personas tales como la integridad corporal o la imagen y nadie puede inmiscuirse en la vida privada de una persona ni violar áreas de su actividad no destinadas a ser difundidas, sin su consentimiento o el de sus familiares autorizados para ello y sólo por ley podrá justificarse la intromisión, siempre que medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen. Debe tenerse en cuenta que la actividad de la policía o de cualquier fuerza de seguridad resulta alcanzada por el principio de legitimidad “que fluye de todo acto administrativo y obliga a alegar y probar lo contrario por quien sostiene su nulidad”, pues “se presume que toda la actividad de la administración guarda conformidad con el ordenamiento jurídico, presunción que subsiste en tanto no se declare lo contrario por el órgano competente”.


    F., Manuel Alejandro y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1295/2016/5/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Crímenes de lesa humanidad. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Plan sistemático de represión. Fundamento aparente. Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas, la calificación de la imputación y la aplicación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, dado que el recurrente ha sostenido, que la decisión apelada se basa en fundamentos aparentes, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias elaborada por la Corte. En cuanto al fondo de la cuestión planteada, el primer argumento expuesto por el a quo para confirmar la absolución de los imputados, es decir, su desconocimiento de la ilegalidad de los hechos en los que se tuvo por probado que intervinieron. Si bien es cierto que, el primer allanamiento se llevó a cabo con base en la orden de un juez aparentemente competente, la ilegalidad del procedimiento no podía ser ignorada por el imputado si se tienen en cuenta sus circunstancias. En síntesis, ese acontecimiento también habría revelado que las autoridades militares, en rigor, habían solicitado una orden de detención a un juez penal competente para encubrir su pretensión de privar de la libertad a la víctima en el marco del plan de represión ilegal que estaban llevando a cabo, ya que al haber dispuesto aquel juez su libertad, no hesitaron en ignorar esa decisión y comenzar a elaborar un nuevo artilugio formal para intentar consumar el mismo encubrimiento. Por otro lado, se ha considerado probado que el segundo allanamiento del domicilio de los damnificados, aquella detención de la víctima tras su liberación dispuesta por el juez provincial y las detenciones de su esposa fueron medidas ordenadas sin ninguna justificación legal. Esas medidas se enmarcaron en las actuaciones iniciadas contra los damnificados por su presunta vinculación con actividades subversivas, se le dio intervención al imputado que se desempeñaba como máxima autoridad del Destacamento de Inteligencia, para que realizara tareas de investigación a ese respecto. En suma, los indicios derivados de esa prueba, permiten sostener fundadamente que quienes eran por entonces las máximas autoridades de la repartición militar encargada de realizar investigaciones dirigidas a esclarecer la sospecha que motivó las actuaciones en las que quedaron enmarcadas las medidas dispuestas, resulta inverosímil sostener que los imputados no sabían de su falta de fundamento legal. Ni podría razonablemente sostenerse que ignoraban el contenido de tales actuaciones ya que, además, no estuvo en discusión que ambos interrogaron a la víctima con base en ellas. En conclusión, el a quo ha incurrido en arbitrariedad al afirmar que no quedó demostrado que los acusados conocían la real naturaleza de los hechos en los que intervinieron, pues esa afirmación sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de las pruebas que fundaron la acusación, y a la omisión de argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Por lo demás, la circunstancia de que ninguno de los imputados, según el a quo, haya tenido poder para ordenar las privaciones ilegales de la libertad de los damnificados, ni para decidir sobre su modalidad o duración, no es suficiente para eximirlos de responsabilidad, sino, a lo sumo, para determinar su grado de intervención punible. La sala, empero, omitió evaluar los títulos de imputación posibles aun cuando se considerara probada esa circunstancia, como si, una vez descartada la caracterización del caso como una instancia de coautoría funcional, no hubiera más contenido en la pretensión acusadora que corresponda resolver al tribunal. Esa infundada falta de consideración de un aspecto sustantivo razonablemente implícito en una alegación central de la fiscalía invalida la decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Pues de acuerdo con la afianzada jurisprudencia del Tribunal, es insostenible el fallo que carece de fundamentación u omite valorar sustancialmente planteos serios y conducentes de las partes, al conculcar la garantía constitucional del debido proceso.


    A., Omar y otros s/ Privación ilegal de la libertad personal


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12000347/1983/TO1/5/RH1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Prostitución. Explotación sexual. In dubio pro reo. Declaración de la víctima. Violencia de género. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte ha sostenido que el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia la apreciación otorgada a hechos y pruebas incorporados al proceso o la interpretación asignada a normas de derecho común y procesal que es propia de la facultad de los jueces de la causa, no es menos cierto que ha admitido excepciones a tal criterio cuando la decisión cuestionada no cumple con los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. La conducta atribuida al imputado configura violencia contra la mujer en los términos de los artículos 1° de la Convención de Belem do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485. En esta ley el principio de libertad probatoria ha sido expresamente consagrado en su artículo 16, que establece que además de todos los reconocidos en la Constitución Nacional, los tratados internacionales y las leyes dictadas en consecuencia, la mujer víctima de violencia de género tiene el derecho y garantía “a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”. Es decir, se le otorga un resguardo específico a la declaración de la mujer que alega haber sido víctima de violencia de género, que debe ser especialmente atendida por los jueces. Además, el inciso d) del artículo 16 citado prescribe que su opinión sea tenida en cuenta al momento de arribar a una decisión que la afecte. El Tribunal ha resuelto que lo atinente a la forma en que fue apreciado el hecho reprochado y las pruebas acumuladas en el proceso, así como también la aplicación del favor rei, constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, excepto cuando su análisis permita apartarse de esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad. La Corte estableció en Fallos: 341:161, la invocación del principio in dubio pro reo por parte de los jueces no impide exigirles el desarrollo de las razones que conllevarían a confirmar su aplicación en el caso concreto, en desmedro de la posición sostenida por el Ministerio Público, ya que si bien aquél presupone un especial ánimo del juez por el cual no alcanza a la convicción de certidumbre sobre los hechos, dicho estado no puede sustentarse en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto.


    J., N. y otro s/ Infracción Artículo 145 bis conforme Ley 26.842


    FSA-Justicia Federal de Salta, 16410/2015/TO1/6/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Funcionarios públicos. Escribanos públicos. Acuerdo del fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos desarrollados por el fiscal general.


    No resulta adecuada al derecho vigente la afirmación en cuanto a que el término “funcionario público” del artículo 76 bis, séptimo párrafo, del Código Penal se refiere a casos distintos al de la especie porque el “escribano público” no tiene ese carácter en los términos del artículo 77 de ese cuerpo legal, en tanto “no está adscripto a la administración pública ni tiene una relación de profesionalidad, en el sentido que no cubre un hueco en la administración así como tampoco recibe remuneración alguna por parte del Estado”. En el pronunciamiento publicado en Fallos: 318:259, la Corte destacó "que la concesión de funciones tan delicadas como las que el Estado ha otorgado a los escribanos -la de dar fe a los actos que celebren conforme a las leyes - tiene su necesario correlato en las exigencias y sanciones que la reglamentación contiene, en el sentido de revocar aquel atributo cuando la conducta del escribano se aparte de los parámetros que la ley establece para tutelar el interés público comprendido". En forma coincidente y dentro del marco de la ley 25.246 en su carácter de sujetos obligados, la Corte volvió a pronunciarse sobre la naturaleza de la función pública de los escribanos al confirmar que “la facultad que se atribuye a los escribanos de registro - la de dar fe a los actos y contratos que celebren - constituye una concesión del Estado” destacando que “dentro de esta relación de sujeción especial se les atribuye, razonablemente, un rol preponderante en el sistema de prevención de lavado de activos a fin de superar la asimetría informativa entre el Estado y los operadores financieros”. La oposición del fiscal a la suspensión del juicio estuvo implícita la valoración del interés público comprometido en la delicada función que ejerció uno de los imputados, que imponía la necesidad de realizar el juicio oral para determinar, en protección de ese interés, si aquél se apartó de los parámetros establecidos por la ley para el ejercicio de la actividad notarial. Conforme se argumentó en el dictamen emitido por esta Procuración General publicado en Fallos: 336:392, el artículo 76 bis del Código Penal prevé claramente el consentimiento del representante del Ministerio Público como requisito ineludible para la concesión del beneficio en examen, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condición es previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio.


    R. R., José Eduviges s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32018975/2009/TO1/1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Suministro de estupefacientes. Establecimientos penitenciarios. Dictamen fiscal. Acción penal. Autonomía del Ministerio Público. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto remisión al apartado II del dictamen de la causa “Góngora”, Fallos: 336:392. En lo atinente al instituto de la suspensión del juicio a prueba, su vinculación con las funciones del Ministerio Público Fiscal, remisión al voto del Juez Zaffaroni del fallo “Góngora”, Fallos: 336:392.


    En el dictamen emitido en “Góngora” se concluyó que “el texto del artículo 76 bis del Código Penal es claro en cuanto prevé el consentimiento del fiscal como requisito para la concesión del beneficio en examen, lo que invalida cualquier interpretación alternativa que se aparte de él”. La solicitud de un monto de pena que habilita su ejecución condicional no otorga al imputado un derecho pleno a que no se celebre el juicio, pues no se corresponde ni con la naturaleza del instituto ni con el haz de garantías que derivan de su defensa en juicio. No existe tal derecho, sino que se trata de una facultad que la ley reconoce al fiscal. Tampoco ello surge de la redacción del artículo 35 del Código Procesal Penal Federal, ya que así como el juez invoca la literalidad de la norma en cuanto a que ésta no dice expresamente que la decisión del fiscal sea “vinculante”, tampoco de su enunciado surge que su concesión resulte imperativa a este grupo de casos. Por el contrario, lo que expresa la norma en su cuarto párrafo es que el acuerdo entre el imputado, su defensor y el fiscal “será presentado ante el juez que evaluará las reglas de conducta aplicables en audiencia”, y a esta función se ciñe su actuación, de lo que llanamente se colige que toda otra determinación que exceda este contorno de arbitrio, como ha sucedido en el sub lite, es una extralimitación de sus facultades. En idéntico sentido al criterio que postulo del instituto, al regular el procedimiento de flagrancia, el legislador ha establecido que hasta la audiencia de clausura las partes podrán solicitar al juez la suspensión del proceso a prueba y “si mediara conformidad del fiscal y de la defensa, el juez deberá dictar un pronunciamiento al respecto”. Corresponde agregar que la invocación de la pena solicitada por el fiscal al acusar constituye un fundamento que también concurre a la descalificación de lo resuelto. En efecto, considerar para la suspensión del proceso el requerimiento de pena de tres años de ejecución condicional efectuado en esa oportunidad, ha importado dejar de lado que se trata de un quantum que el legislador ha definido como “estimado”, pues su expresa finalidad es “a los efectos de determinar el juez, tribunal o jurado”, y recién luego de declarada la culpabilidad debe celebrarse la audiencia para la determinación de la pena, tal como lo regula específicamente el artículo 304. Es allí donde realmente se fija su monto y la modalidad de cumplimiento. Obvió el magistrado, además, que la arbitraria interpretación y aplicación que hizo de ambas normas incluye también la de los artículos 25 y 30 del mismo ordenamiento, que coloca en cabeza exclusiva del Ministerio Público Fiscal el ejercicio y la disponibilidad de la acción penal, respectivamente, en tanto controvierte la interpretación de las funciones y facultades de los fiscales reguladas por normas federales –artículo 120 de la Constitución Nacional y artículos 1° y 3° de la ley n° 27.148, que lo reglamenta–. Aquí, al regular la disponibilidad de la acción, el citado artículo 30 prevé como uno de los supuestos en los que el fiscal “puede disponer”, los casos de suspensión del proceso a prueba (inciso «d»). El juez alegó que no resultaba aplicable al caso la instrucción general impartida mediante resolución PGN n° 13/2019 toda vez que el “motivo de su dictado se vinculó al aumento estadístico en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de otro tipo de delitos como el de arrebatos en la vía pública con violencia y uso de motovehículos”. Contrariamente a lo sostenido, en consonancia con los parámetros de disponibilidad de la acción penal que posee, el fiscal brindó suficientes y fundadas razones de política criminal, las cuales no resultan “incompatibles con previsiones de instrumentos internacionales, leyes o instrucciones generales del Ministerio Público Fiscal” (art. 30 del mismo código), que lo condujeron a estimar inconveniente la prescindencia del ejercicio de la acción penal en este caso. En dicha resolución se hizo una reseña de las discusiones sobre las denominadas tesis restrictiva y amplia de aplicación, debido a las diferentes interpretaciones a que daba lugar la redacción del artículo 76 bis del Código Penal, y que en la práctica conducían a situaciones de desigualdad ante la ley en función de la evolución jurisprudencial y casuística observada desde su sanción; en consecuencia, se expresó allí en cuanto a la tesis amplia que “un panorama sobre el estado actual de la cuestión no estaría completo sin referir que la Corte Suprema, por sentencias del 23 de abril de 2008 en los casos ‘Acosta’ y ‘Norverto’, consolidó ese criterio hermenéutico, solución que finalmente adoptó el legislador en el artículo 35 del nuevo Código Procesal Penal Federal sancionado por ley n° 27.063 ”. No obstante, se sostuvo que “la aceptación generalizada de esa interpretación no implica que en todos los casos que pertenezcan al conjunto de aquéllos que admitirían dejar en suspenso la condena, deba ser otorgada la suspensión del juicio a prueba” y a continuación se catalogaron distintos delitos y diversas circunstancias observadas, que daban cuenta de “que, además del cumplimiento de condiciones objetivas, se requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas y que pueden influir sobre su eventual aprobación, sin la cual no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. Esas circunstancias atañen a las características del hecho o de su autor y son indicadoras de la necesidad de llevar a cabo el juicio público o de la ausencia de disposición para cumplir los compromisos asociados al instituto bajo examen”. La valoración del fiscal, que el juez ha fundado en su inteligencia de las razones de política criminal alegadas, también resulta descalificable en tanto el criterio del representante del Ministerio Público no debe derivarse de modo excluyente de las instrucciones generales de la Procuración General de la Nación, sino que alcanza y basta con que no “resulte incompatible” con ellas, tal como se ha establecido en el citado artículo 30, último párrafo, de la normativa procesal aplicable.


    Incidente N° 3 – Imputado: M., Gimena Estefanía s/ Audiencia de sustanciación de impugnación (Artículo 362)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 15742/2019/3/1/RH1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Agravantes de la pena. Cambio de calificación legal. Interpretación de la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    El artículo 7 de la ley 23.737 cumple dos funciones. Por un lado, introduce una regulación especial en materia de autoría y participación, al disponer un agravamiento de la pena que le correspondería, con arreglo a los artículos 45, 46 y siguientes del Código Penal, a quien organiza o financia alguno de los delitos de tráfico ilícito de estupefacientes previstos en los artículos 5 y 6 de aquella ley. Por el otro, cuando el hecho organizado o financiado no ha llegado a tener comienzo de ejecución, opera como una incriminación autónoma de un acto de organizar o financiar la comisión de esos delitos. De acuerdo con la interpretación propiciada por el a quo, en aquellos casos en los que se imputa a una misma persona tanto la organización, en los términos del artículo 7, de alguno de los delitos de tráfico del artículo 5, como también su intervención en la ejecución posterior de ese delito, sólo correspondería aplicar la figura del artículo 7, pues la organización del delito desplazaría, como acto posterior co-penado, a la comisión posterior del delito organizado, incluyendo sus agravantes, como en el caso, la del artículo 11, inciso “c”. Ocurre que el acto posterior (y también el anterior) co-penado es el único caso de concurso aparente que no tiene por objeto un hecho único (respecto del cual se discute si realizó en concurso ideal más de un delito, o sólo uno que desplaza por concurso aparente a los otros), sino una pluralidad de actos, es decir, hechos plurales que, si no fuesen aplicables las reglas del acto posterior (o anterior) co-penado, darían lugar a un concurso real de delitos. No hay razón, por consiguiente, para “descontar” del monto de la pena impuesta el contenido de ilícito del segundo acto, el tráfico de estupefacientes agravado posteriormente ejecutado, sino todo lo contrario, pues la esencia de este instituto consiste precisamente en que el contenido de ilícito de ese segundo acto sea “co-penado”, es decir, sea computado en la individualización de la pena por el primer acto. En otras palabras, la discusión acerca de la calificación legal no traía aparejada en este caso la necesidad de un reajuste en la determinación de la pena, lo cual priva de fundamento el reenvío ordenado a esos efectos. Y mucho menos cabía predicar en el sub lite una posible afectación del principio de ne bis in idem, sólo discutible cuando se hace concurrir realmente un acto posterior (o anterior) co-penado, lo cual claramente aquí no es el caso. Tampoco hay base para asumir la existencia de un caso de doble valoración de una misma circunstancia agravante por la consideración de la agravante del inciso “c” del artículo 11 en el contenido de ilícito del acto posterior co-penado, que ha de ser tomado en cuenta en la determinación de la pena a imponer en la condena a título de organizador. La ley no condiciona la aplicación de la figura del artículo 7 a que el hecho organizado esté agravado en los términos del artículo 11, inciso “c”, sino que expresamente aclara que puede tratarse de cualquiera de las actividades ilícitas a las que se refieren los artículos 5 y 6, es decir, a cualquiera de los delitos no agravados previstos en esas disposiciones, de modo que si el delito organizado además está agravado por alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 11, la gravedad del acto de haberlo organizado es también mayor. Brevemente, si organizar la comisión de un delito de tráfico del artículo 5 es, para la ley, ya de por sí un hecho grave merecedor de pena, la gravedad de organizar la comisión de uno agravado por alguna o varias de las circunstancias del artículo 11 es mayor aun, y esa mayor o menor gravedad habrá de verse reflejada en la determinación de la pena dentro de la escala de ocho a veinte años prevista en el artículo 7 de la Ley 23.737.


    Recurso de Queja N° 1 – Incidente N° 41 - Imputado: F., Sandra Elizabeth y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 16606/2013/TO1/41/1/RH4, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Violencia contra menores. Maltrato infantil. Muerte de un hijo. Dolo eventual. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación autónoma. Insuficiencia del agravio. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Posición de garante institucional por la condición de padres.


    El escrito que contiene el recurso extraordinario presenta una argumentación confusa y adolece de defectos expositivos y de sintaxis que lo descalifican desde la perspectiva de la exigencia de adecuada fundamentación que prescribe el artículo 15 de la ley 48. El desarrollo de los agravios tampoco satisface el estándar que requiere esa norma. Frente al contundente análisis que el a quo practica, haciendo una amplia y exhaustiva revisión de la sentencia del tribunal de juicio, arribando a sus mismas conclusiones en cuanto a la materialidad del hecho y la responsabilidad de los acusados, el recurrente insiste con sus tesis sobre la falta de prueba del dolo y el origen de las lesiones, y la arbitrariedad que supondría concluir lo contrario, pero lo hace en términos que no satisfacen en absoluto el requisito de fundamentación autónoma contenido en el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte sobre el punto. Su agravio se agota en una afirmación dogmática de su punto de vista, sin respaldo en las pruebas producidas en el juicio, que no menciona ni concilia con la interpretación que propicia. Al formular su postura no se hace cargo en absoluto de los argumentos con los que primero el tribunal de juicio y luego el a quo sustentaron la valoración crítica que hicieron de las pruebas y por la cual descartaron cualquier origen de las lesiones distinto a un maltrato infantil prolongado en el tiempo y, lógicamente, doloso. El agravio remite, en definitiva, a cuestiones de hecho y prueba, ajenas por regla a esta instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad que no se observa en la sentencia impugnada, ni ha logrado siquiera hacer vislumbrar el apelante merced a la defectuosa fundamentación que acaba de ser censurada. El mismo reparo merece el cuestionamiento que dirige al concepto de dolo eventual, al que califica como creación jurisprudencial no prevista en la ley vigente. Ésta es una afirmación sobre un reconocido concepto de la dogmática jurídico-penal que luce aventurada, desde que no sólo carece de todo desarrollo argumental serio que pueda darle sustento, sino que además contradice, sin hacerse cargo de ello, el estándar interpretativo vigente en la materia, para el cual el dolo abarca tanto la consciencia insegura como la certeza. También en este caso la falta de cumplimiento del artículo 15 de la ley 48 determina ya la improcedencia de este agravio que, además, al versar sobre un tema de derecho común tampoco suscita por principio cuestión federal que habilite la jurisdicción extraordinaria. Si bien la defensa invoca la existencia de situaciones de violencia de las que habría sido víctima la madre de la niña, esa referencia no fue acompañada siquiera de una mínima argumentación con cierto grado de rigor o respaldo pericial tendiente a demostrar o explicar cuál sería su incidencia concreta en el caso. Este defectuoso planteamiento descarta cualquier reproche. Similares consideraciones merece lo concerniente a la determinación de la pena y la invocada ausencia de revisión por parte del Superior Tribunal provincial, pues las razones que condujeron a los magistrados a desestimar la pretensión de la defensa se hallan en consonancia con el temperamento adoptado por la Corte, en lo pertinente, en el precedente "Maldonado", en el cual, al referirse en esa ocasión a la figura del homicidio agravado cometido por mayores, la Corte sostuvo que "la sola subsunción de la imputación en el tipo penal basta para dejar sentada la gravedad del hecho sin necesidad de mayores argumentaciones, pues la pena prevista es absoluta y, por tanto, no exige, de hecho, ningún esfuerzo argumental adicional para la determinación de la pena: prisión perpetua". En tales condiciones, tampoco el reclamo que la defensa parece querer formular con base en el derecho al recurso ha de prosperar, pues también en este punto se limita a predicar una determinada tesitura, con apoyo en jurisprudencia de la Corte que no guarda relación alguna con el sub examine, y sin siquiera intentar explicar de qué modo su pretensión se concilia, en cambio, con la doctrina sentada por la Corte en el precedente citado. De tal suerte, tampoco en estos aspectos el pronunciamiento de la Suprema Corte provincial contiene un análisis que adolezca de desaciertos u omisiones que autoricen a descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    T., C. A. y otro s/ Homicidio agravado por el vínculo en concurso real con lesiones graves -reiteradas- calificadas por el vínculo en calidad de coautores


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1217/2018/RH1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Prescripción de la acción penal. Sentencia arbitraria. Reformatio in pejus. Procedencia del recurso. 


    Falta de cuestionamiento oportuno. Acto jurisdiccional inválido.


    Respecto a los agravios vinculados con la afectación del plazo razonable y la prescripción de la acción no fueron alegados por la defensa en la memoria que precedió al dictado del fallo que motivó la apelación federal, pese a que las circunstancias en las que pretende sustentar esos reclamos existían y ya eran conocidas por la parte, y pudieron y debieron haber sido invocadas ya entonces si se las consideraba lesivas o fundamento de los derechos luego invocados. En efecto, en aquella oportunidad la parte se limitó a mantener el agravio relativo a la reformado in peius y no hizo ningún reclamo de prescripción o de violación de plazo fundado en las circunstancias del caso que mencionó luego en la apelación extraordinaria. Esta omisión de planteamiento oportuno ha impedido entonces que el a quo pudiese pronunciarse al respecto, y determina la inexistencia de una sentencia con relación a ese punto que pudiese ser materia de agravio y recurso por esta vía. En lo concerniente a la prohibición de reformatio in peius, en razón del principio dispositivo que rige la actividad recursiva, la cámara de apelaciones carecía de jurisdicción para pronunciarse sobre un tema que no le había sido planteado por el único recurrente, el defensor del imputado, que había habilitado la intervención de ese tribunal para que revisara únicamente si el Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil había fundamentado o no debidamente la necesidad de imposición de pena y el rechazo de la absolución peticionada. En tales condiciones, resulta aplicable al sub lite la doctrina según la cual al anular la cámara de apelaciones la pena declarada en primera instancia, sin que mediara recurso acusatorio, y empeorando de ese modo la situación legal del condenado, único recurrente, ha incurrido en un supuesto de reformatio in peius, que descalifica la sentencia como acto jurisdiccional válido. Además, el agravio que trae el recurrente no es conjetural, sino actual, pues al haber adquirido firmeza la decisión del Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil en todo lo que no había sido objeto de impugnación, la resolución de la cámara de apelaciones es equiparable a una sentencia definitiva en tanto desconoce los efectos de esa cosa juzgada parcial. Y a este respecto tampoco es posible soslayar que el propio a quo, al conceder la vía extraordinaria, afirmó la concurrencia de los requisitos de los artículos 14 de la Ley 48, por tanto, también de la definitividad y de la actualidad del agravio federal.


    A., Claudio Darío s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en causa N° 16.263 de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Mar del Plata


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 152/2018/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Encubrimiento. Prescripción de la acción penal. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Interrupción de la prescripción. Comisión de delitos. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos desarrollados por el magistrado apelante.


    Es criterio de la Corte que aun cuando el derecho del imputado a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años, el fin de la situación de incertidumbre que comporta el proceso penal puede encontrar tutela en la prescripción de la acción; que ese instituto tiene una estrecha vinculación con aquella garantía constitucional y que dicha excepción es el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho en cuestión. En tal sentido, si bien esa reglamentación no agota el derecho que la Constitución garantiza, es ella el vehículo prioritariamente idóneo para tutelarlo. La confirmación de la extinción de la pretensión punitiva resuelta por el a quo bajo la forzada invocación de la garantía que asegura el juzgamiento en un plazo razonable y sin consideración alguna sobre la relación que la vigencia de la acción penal presenta en la materia, ni sobre las constancias de la causa relevantes a tal fin, debe ser dejada sin efecto por tornar inoperante el régimen de los artículos 62 y 67 del Código Penal, importar la indebida frustración del derecho aplicable con menoscabo de las funciones de este Ministerio Público y, a la vez, dejar de lado la consideración de extremos conducentes para resolver el pleito, lo que constituye causal de arbitrariedad con arreglo a los criterios de Fallos: 324:2449 y 4170; 326:4515, entre otros, y determina que la decisión debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    A., Ariel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 236/2012/TO1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Falta de fundamentación autónoma. Menores. Derecho a ser oído. Interés superior del niño. Estado requirente. Auxilio jurídico internacional. Condiciones de detención. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Principio de no devolución. Cómputo de la pena. Confirmación de sentencia. 


    Hijos del extraditado.


    El recurso ordinario interpuesto no cumple con la carga de adecuada fundamentación que es exigible al apelante, ya que los agravios que se intentan hacer valer en esta sede, constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y en el debate, los cuales fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con la República del Perú y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Esa sola deficiencia resultaría apta para determinar el rechazo de la apelación con arreglo al criterio de Fallos: 333:927 y 1179, entre otros. En cuanto al primer argumento del recurso, ni el tratado internacional, ni la ley nacional, prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga hijos menores de edad, en especial si se constata que ellos quedarán al cuidado de otros familiares igualmente cercanos, por lo que no se presentan en este caso circunstancias excepcionales que aconsejen, como tuvo oportunidad de sostener esta Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia. No es posible soslayar que la separación temporal del menor respecto de su padre por causas legales como la del sub judice, es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 9.4) que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. Según ha sostenido la Corte reiteradamente, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. En tal sentido, la Corte ha considerado que el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que, tanto el juez de instancia como las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición, podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los menores pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor. Ese criterio, observa la doctrina de Fallos: 324:3713 y 325:1186, en cuanto veda incorporar de modo unilateral recaudos no previstos en el acuerdo aplicable para hacer posible la extradición y, por ende, conduce a la improcedencia del agravio. Respecto del segundo planteo de la defensa, debe tenerse en cuenta la definición de tortura prevista en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, a fin de establecer si se encuentra el requerido en riesgo de enfrentarse a uno de esos supuestos, cabe acudir a la específica doctrina del Tribunal. Para determinar si ese riesgo de exposición permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, como se ha sostenido en "Gómez Gómez", "Crousillat Carreña", "Acosta González" y recientemente en "Alfaro Muñoz", debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura, respecto del deber estatuido en el artículo 3 del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. Partiendo de estas premisas corresponde establecer si las deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios del estado requirente, pueden generar en el Estado requerido la obligación de no entregar al extraditurus. A su vez, recomendó reducir el hacinamiento, particularmente mediante la aplicación de disposiciones sustitutivas de la privación de libertad, fijar plazos razonables para la construcción de prisiones nuevas y la ampliación y renovación de los lugares de detención existentes, velar por que haya suficientes profesionales de la medicina, utilizar la reclusión en régimen de aislamiento como último recurso, por el menor tiempo posible y con la posibilidad de control judicial, velar por que los reclusos de la prisión de alta seguridad sean tratados de conformidad con las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos, y considerar la posibilidad de clausurar dos centros penitenciarios. Por otra parte, se destacó los avances del estado requirente en materia de derechos humanos, al haber ratificado importantes instrumentos internacionales o adherido a ellos, y por haber reformado su legislación en aspectos que guardan relación con la Convención, además de los esfuerzos realizados para modificar sus políticas, sus programas y sus disposiciones administrativas a fin de dar pleno efecto a las disposiciones contenidas en el instrumento internacional. Más allá de que aún persisten problemas estructurales que podrían repercutir en las condiciones de detención de los individuos privados de su libertad en algunos de los centros penitenciarios del país requirente, como incluso surge del informe específico solicitado en estas actuaciones, mucho han variado las condiciones legales y sociales que fueron señaladas en la disidencia del precedente "Borelina", destacándose el compromiso asumido por la República del Perú de seguir el procedimiento facultativo para la presentación de informes periódicos ante el Comité contra la Tortura, a fin de continuar morigerando, a partir de sus recomendaciones, las circunstancias planteadas. De esta forma, el tiempo transcurrido desde el dictado de la disposición aludida e incluso lo comunicado en autos por la autoridad penitenciaria, impiden afirmar que actualmente el Estado solicitante del auxilio transnacional registre un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que implique un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales. Por lo tanto, en aplicación del criterio restrictivo de los precedentes de Fallos: 324:3484, 329:1245 y "Alfara Muñoz", cabe concluir que no existen motivos ciertos y actuales para fundar en esta circunstancia el rechazo de la extradición. En atención a la referencia sobre el hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, en el fallo "Aquino" sostuvo la Corte que "...han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo “cierto” y “actual” de condiciones inhumanas de detención". Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa, determinan la insustancialidad del planteo. Finalmente, a partir de la doctrina de Fallos: 329: 1245, nada impide que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    M. R., M. A. s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31345/2014/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Jurisdicción. Comienzo de ejecución del delito. Interés superior del niño. Aplicación de tratados internacionales. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha aplicado un criterio restrictivo en cuanto a la eventual incidencia del “interés superior del niño” en los procesos de esta naturaleza a partir del precedente “Lagos Quispe” publicado en Fallos: 331:1352, reiterado en Fallos: 333:927 y sus citas; 336:610 y 339:94 y sus citas, en los cuales sostuvo que no constituye un impedimento para la procedencia de la extradición y se refirió al alcance y el momento en que, no obstante, todas las autoridades del Estado deben velar por la observancia de aquel interés. En cuanto a la concurrencia jurisdiccional entre Estados, es preciso recordar que el artículo 11, inciso a), del tratado bilateral establece una cláusula facultativa que regula la concurrencia de jurisdicciones penales sobre un mismo hecho por parte del Estado requirente y requerido. Dicha norma dispone: "La extradición podrá ser denegada: a) Cuando fueran competentes los tribunales de la Parte requerida, conforme a su propia ley, para conocer del delito que motiva la solicitud de extradición. Podrá, no obstante, accederse a la extradición si la Parte requerida hubiese decidido o decidiese no iniciar proceso o poner fin al que estuviese tramitando". Es doctrina de la Corte que, al interpretar el artículo 1° del Código Penal en un caso donde el delito había comenzado a ejecutarse en el territorio de un Estado y se consumó en otro, consideró que debe reputarse “cometido” en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de verificación del resultado y la atribución de competencia se hará atendiendo a exigencias de economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. En igual sentido y como pauta hermenéutica por analogía, es ilustrativo observar mutatis mutandis que el estado de trámite de las actuaciones en el Estado requirente sería asimilable al previsto en el artículo 359 del Código Procesal Penal de la Nación (ley 23.984), donde ya no se admite la oposición de excepciones. Si bien con referencia al tratado vigente con Estados Unidos de América -cuyo artículo 5°, inciso 2°, consagra que “si ambas Partes tienen jurisdicción por los hechos sobre los cuales se solicita la extradición, ésta no será denegada por el motivo de que las autoridades del Estado requerido no hayan iniciado un proceso penal contra la persona reclamada por tales hechos”-, el Tribunal juzgó procedente la entrega al sostener que “aun cuando se configurara la concurrencia jurisdiccional invocada, no está controvertido en autos que el requerido no ha sido sometido a ninguna de las causas en cuestión, de modo tal que la extradición no podría ser denegada”. Esta última, como se reseñó, es la situación acreditada en autos. Respecto de los efectos que la entrega implicaría para los respectivos hijos de los extraditurus, no se presentan en este caso circunstancias excepcionales que aconsejen, como en alguna oportunidad lo sostuvo la Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia a partir del precedente “Lagos Quispe”. No es posible soslayar que la separación temporal de los menores respecto de sus padres por causas legales como la del sub judice es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 9.4), que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. Es indispensable advertir que según ha sostenido la Corte reiteradamente, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del “interés superior del niño”, estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. La Corte ha considerado que el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que, tanto el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición -aun luego de adquirir firmeza su declaración de procedencia-, podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los hijos menores pudiera eventualmente generar la entrega de uno de sus respectivos progenitores.


    M., N. E. y otros s/ Extradición


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10597/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Notificación personal. Derecho de defensa. Establecimientos penitenciarios. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Corresponde desestimar el agravio referido al incumplimiento del requisito previsto en el artículo 5 del tratado aplicable, toda vez que aquella norma exige que el Estado requirente, cuando el pedido se refiera a un acusado, remita una copia auténtica de la orden de detención dictada por juez competente y otra de las leyes penales referentes al hecho imputado y la prescripción de la acción, exponga una relación precisa de ese hecho y brinde datos suficientes para identificar al requerido. Todo ello fue cumplido en tiempo y forma por la República de Chile, sin que la defensa lo haya puesto en discusión. La parte objeta que el Estado requirente no habría acompañado la documentación que acredite que el recurrente fue notificado personalmente de que debía comparecer por ante el juzgado en el que tramita la causa en la que resulta imputado, pero esa supuesta obligación de presentar tal documentación no surge de la norma invocada para fundar el pretendido agravio, ni de ninguna otra aplicable. Sería impropio de este juicio de extradición introducirse en la valoración del planteo aquí considerado, el cual se dirige a cuestionar la legalidad del procedimiento de origen, sin que el vicio que la parte afirma haberse verificado en la jurisdicción extranjera importe una afrenta al orden público nacional, pues ni siquiera se advierte cuál sería el derecho del imputado irremediablemente afectado por la situación denunciada. La parte planteó ante el juez de Neuquén que en el proceso que se le sigue al recurrente en Chile se llevó a cabo la audiencia de formulación de cargos sin su presencia, a raíz de la aludida falta de notificación personal, lo que habría constituido una violación de su derecho de defensa. Sin embargo, ese planteo fue respondido de manera suficiente por aquel magistrado, quien señaló, por un lado, que a la audiencia mencionada concurrió la defensora oficial del recurrente y, por el otro, que esa audiencia está dirigida a formalizar el comienzo de la investigación mediante la comunicación detallada de la imputación, y que no hay ninguna facultad prevista como garantía del ejercicio eficiente del derecho de defensa que el imputado no pueda ejercer en momentos posteriores del proceso por la circunstancia de no haber asistido a tal audiencia. En relación con la pretendida violación del derecho de defensa durante el proceso de extradición, se trata de la reiteración de un planteo ya discutido en la audiencia de juicio y que también ha tenido respuesta suficiente por el magistrado de primera instancia, por lo que tampoco debe prosperar, y por lo tanto resulta inadmisible. En la sentencia recurrida se explicó que la recurrente acompañó copia de un estudio sobre las condiciones carcelarias en Chile, elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos de ese país, y solicitó que el Estado extranjero informe si había dado cumplimiento a las recomendaciones allí formuladas. La solicitud de tal diligencia no fue acogida con base en que la información pretendida resultaba inconducente para la adecuada solución del caso, ya que sólo podía sustentar el argumento de que en los establecimientos carcelarios chilenos se han verificado varios hechos inadmisibles, como hacinamiento, torturas o malos tratos, lo cual no bastaría para rechazar el pedido de extradición. Según el juez de primera instancia, esa decisión sólo podría fundarse en la existencia del riesgo concreto y previsible de que el requerido, en particular, sufriría tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes de ser extraditado. La diligencia solicitada no habría resultado útil para demostrar ese riesgo concreto, en la medida en que sólo podía aportar información tan genérica como la obrante en aquel estudio ya incorporado al proceso por pedido de la defensa. Esa consideración del juez de la extradición acerca de la necesidad de demostrar un riesgo concreto para el requerido, fundada en la decisión recurrida con base en la posición sentada por el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas resulta coherente con la doctrina sentada por la Corte al respecto en los precedentes “Gómez Gómez”, “Crousillat Carreño”, “Acosta González”, “Alfaro Muñoz” y “Jerez Egea”. Por otro lado, a pesar de que no se hizo lugar al pedido de la defensa de que se solicitara al Estado requirente información acerca de si había cumplido con las recomendaciones que le efectuara el Instituto Nacional de Derechos Humanos en relación con los establecimientos de detención, ello no le ha impedido a la parte alegar en la audiencia de juicio sobre la existencia de la causal obstativa de la extradición prevista en el artículo 8, letra “e”, de la ley 24.767. En todo caso, la información pretendida sólo le habría permitido a la recurrente sustentar sus apreciaciones sobre la situación general de las cárceles en Chile, sin añadir nada acerca del peligro concreto que correría en lo personal el requerido de ser extraditado, que es lo aquí relevante. La información genérica que alega el recurrente según la cual existirían motivos fundados para suponer que podría ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el Estado requirente no es suficiente para tener por probada la existencia de la causal en cuestión. En particular, respecto de la sobrepoblación y el hacinamiento en las cárceles, la Corte ha sostenido en “Aquino” que tales circunstancias han sido incluidas “entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas”, pero que “ello no conduce per se a que el requerido quedará expuesto a un riesgo ‘cierto’ y ‘actual’ de condiciones inhumanas de detención”. Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa determinan la insustancialidad del planteo. Este temperamento observa el criterio favorable a la entrega que, en situaciones análogas, el Tribunal ha aplicado al resolver en pedidos formulados por el vecino país. Con base en la jurisprudencia de la Corte, la decisión de aplazar la entrega por razones vinculadas a la salud del requerido es competencia del Poder Ejecutivo, el que debería pronunciarse al respecto sólo tras quedar firme la concesión de la extradición en el ámbito jurisdiccional.


    V., Jorge Alberto s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 20609/2019/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Sentencia firme. Recurso de revisión (procesal). Competencia. Acción penal. Fundamentación de sentencias. Debido proceso. Discriminación. Condiciones de detención. Cómputo de la pena. Improcedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El art. 14 de la 24.767 establece los recaudos que deberá contener el pedido formal de extradición en los casos de extradición de condenados. Los mismos se encuentran reunidos en el caso al existir una sentencia firme de condena cuya ejecución ordenó el país requirente, como así también por hallarse reunidos los demás recaudos legales, lo cual brinda fundamento a los términos del pedido de extradición. El art. 4° de la ley 24.767 establece que la documentación remitida por vía diplomática “hará presumir la veracidad de su contenido y la validez de las actuaciones que a se refieran”. Analizar los efectos de la solicitud de revisión que el recurrente inició ante el Tribunal de Bucarest resulta improcedente por tratarse de cuestiones que per se exceden los términos de la ley aplicable y también la naturaleza específica del juicio de extradición, además de importar una indebida descalificación e intromisión en el procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales con el Estado requirente. En los ordenamientos procesales el recurso de revisión es de carácter excepcional y por sus especiales características se distingue del resto de los medios impugnativos previstos, entre ellas la de requerir como presupuesto la existencia de una sentencia firme y pasada en autoridad de cosa juzgada. Tiene dicho la Corte que, el carácter particular del recurso de revisión entraña una tensión entre, por un lado, los valores que sustentan la seguridad jurídica y la cosa juzgada, a la que se le confirió jerarquía constitucional y, por el otro, la exigencia de justicia material, merced a la cual se han introducido distintos supuestos de excepción que habilitan al juzgador a apartarse de lo dispuesto en una sentencia firme a fin de garantizar la búsqueda de la verdad material. El planteo de la defensa que cuestiona que la sentencia condenatoria se encuentre firme resulta improcedente, pues pasa por alto el alcance de la documentación presentada por el Estado requirente, por cuanto supone el examen de circunstancias que se vinculan con la inteligencia de la legislación de Rumania en cuanto a la virtualidad de una demanda de revisión y el aplazamiento de la audiencia prevista en su trámite, y sus efectos respecto del carácter firme de la sentencia antecedente allí dictada, a la que se le ha asignado esa condición al solicitar la extradición. Resulta improcedente el recurso que cuestiona el fundamento de la competencia del magistrado judicial que emitió el mandamiento de ejecución de pena y la solicitud de extradición, pues la defensa omite considerar que el art. 13, inc. c), de la ley 24.767, se limita a exigir “una explicación acerca del fundamento de la competencia de los tribunales del Estado requirente para juzgar el caso”, lo cual se ha acreditado suficientemente con la documentación aportada, sin necesidad de detallar la distribución de competencias según su organización judicial interna. También es improcedente el recurso respecto de la vigencia de la acción penal, pues tratándose de un pedido para cumplir una condena, rige aquí el art. 14, inc. d), de la ley 24.767, y las normas del derecho rumano sobre esa materia. La crítica que realiza el recurrente respecto a que la solicitud formal de extradición no satisface la exigencia prevista en el art. 14 inc. a) de la ley 24.767, parece desconocer la documentación que forma parte del mismo, pues del escrito que describe la “situación de hechos que fundamentó la condena”, que fue acompañado con la solicitud de extradición, puede apreciarse que la descripción no sólo satisface las exigencias de la ley 24.767, sino que, además, se adecua a los requisitos del ilícito en el derecho argentino y a los estándares fijados por la Corte, ya que cumple con la finalidad de brindar certidumbre al extraditable sobre los hechos por los cuales fue condenado en el Estado requirente. El requisito de la doble punibilidad -arts. 6° y 7° de la ley 24.767- tiene por objeto verificar si el delito motivo del requerimiento tiene su correlato en nuestra legislación. Ello es así, porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita que una persona que se encuentra en su territorio sea perseguida penalmente en el extranjero, por conductas que él no ha decidido criminalizar. La exigencia de la doble subsunción –en cuanto obliga a la inserción en la ley penal interna de la conducta atribuida a un individuo en otro país– no se vincula con el ejercicio de las competencias criminales del Estado argentino, sino como el modo concebido por éste para proteger las garantías de los individuos contra injerencias de otros Estados en el ámbito de libertad de los ciudadanos, que él no está dispuesto a cohonestar. Contrariamente, el Estado requirente sí busca ejercer su potestad penal, y de allí que se le exija en el pedido formal de extradición la concreción típica de los hechos por los cuales lo solicita. Las razones esgrimidas por la defensa para concluir que los hechos por los que ha sido condenado en Rumania no resultan aptos para generar el perjuicio exigido por el tipo penal de los arts. 1° y 2° de la ley 26.735 y, por ende, no se encontrarían abarcados por la ley penal tributaria argentina, tienen sustento en un punto de partida erróneo. En Fallos: 315:575 la Corte examinó cómo opera el principio de doble incriminación en supuestos en que los tipos penales se integran con elementos normativos. Sostuvo allí que “mientras que por lo general el país requerido no tiene impedimento alguno para confrontar los hechos imputados con su propia ley penal, la dificultad aparece cuando se trata de calificar un aspecto del hecho con arreglo a un elemento normativo del tipo. El elemento normativo del tipo introduce una valoración o calificación jurídica respecto de elementos descriptivos que no la tenían, y se vincula íntimamente con el resto del ordenamiento jurídico al cual pertenece”. “En muchos casos es imposible formular estrictamente la subsunción de un hecho bajo la ley del país requerido, como si este hecho cayese bajo su jurisdicción, porque en verdad ese hecho no ha recaído, ni recaerá bajo su jurisdicción. Cuando se trata de elementos valorativos la subsunción en concreto es imposible, sólo es posible la comparación en abstracto de los elementos normativos (valorativos) que contienen las leyes penales del país requirente y del requerido. Si existe una correspondencia abstracta habrá que tener por cumplida la doble incriminación". La evasión tributaria imputada por el país requirente, según el derecho argentino, encuadran en el tipo penal que contemplan los art. 1° y 2° de la ley 26.735, como delito de evasión tributaria mediante distintas modalidades tendientes a burlar así la confianza depositada sobre la veracidad de la información proporcionada por el contribuyente en sus declaraciones impositivas, con el consecuente perjuicio económico. Resulta instrascendente el nomen juris que pueda asignarle el país requirente al tipo penal, ni por la acción que seleccione con entidad típica para reprimir la evasión. El planteo de la defensa dirigido a restar tipicidad a las acciones u omisiones atribuidas a su asistido en sede extranjera, sobre la base de que, según nuestra ley, deben estar acompañadas “de alguna otra conducta enderezada a darle sustento a la autodeterminación impositiva concretada en la declaración jurada presentada”, resulta ajeno al limitado marco de conocimiento de este trámite, donde no es posible “sostener que cuando la solución normativa extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquélla ” y, además, pasa por alto que a estos fines sólo es exigible acreditar la “sustancia de la infracción”. El art. 7° de la ley 24.767 establece que “si el delito estuviese previsto en leyes penales en blanco, el requisito de la doble incriminación se satisface en relación con ellas, aun cuando fueren diferentes las normas extrapenales que completen la descripción de la acción punible”, principio que luce claramente acreditado en el sub examine tal como surge del cotejo del tipo penal del art. 1° de la ley 26.735 con el art. 9°, párrafo 1°, incs. b) y c), de la ley 241/2005 de Rumania. Se trata de modalidades que se ajustan a las descripciones y a la finalidad que regula nuestro Régimen Penal Tributario en su art. 1°, lo cual determina la acreditación de la regla de doble identidad. En las consideraciones de la sentencia de Tribunal de Bucarest, se hizo especial referencia al elemento subjetivo, las cuales bastan para desestimar el agravio. Es improcedente el reclamo del recurrente en punto a que el magistrado de la extradición, al no hacer lugar a la producción de la prueba oportunamente ofrecida, impidió demostrar que existen motivos fundados para suponer que la República de Rumania no ha podido garantizar el debido proceso en el juicio seguido contra el extraditurus ni podrá respetar los estándares básicos que prevén los derechos humanos. Es cierto que el juez federal no admitió parte de esas medidas, pero su exclusión no resulta arbitraria. La determinación de qué pruebas son pertinentes es una potestad del juez de la causa y que no existe agravio a la garantía de defensa en juicio si considera que las propuestas de la parte no son conducentes, por cuanto no es su obligación conformar su decisión a las pretensiones de la parte sino velar por que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. La documentación de la que se prescindió carece de entidad a los fines pretendidos, y de allí que su rechazo. El imputado había denunciado que el pedido de extradición obedecía a una persecución política y a motivos discriminatorios. Mal puede prosperar el planteo al no haberse acompañado pruebas útiles que apuntalen la protesta de la defensa con aplicación a la concreta situación personal del condenado, sin que puedan considerarse de esa forma meras conjeturas, o aspectos comerciales ajenos a esta materia, que no alcanzan para conmover la confianza que necesariamente depositan los Estados en sus respectivos sistemas de gobierno y en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra. La validez o la aptitud de las pruebas y la legalidad del proceso extranjero, constituyen cuestiones de fondo ajenas al proceso de extradición, que debe ventilarse ante los tribunales del país requirente. A fin de establecer si el requerido se encuentra en riesgo de enfrentarse a uno de los supuestos de tortura, establecidos en el art. 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, se entiende por tortura, cabe acudir a la específica doctrina del Tribunal. En primer lugar, debe tenerse en cuenta, como se sostuvo en la causa "Romero Severo", que al contemplar el artículo 8.e de la ley de extradiciones, "la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente". Para determinar si ese riesgo de exposición permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, la Corte ha sostenido que debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si existen elementos en la causa que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte la condición exigida por el ordenamiento. Este criterio se ajusta al criterio que ha establecido el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3° del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Según surge del informe de dicho Comité contra la Tortura, Asamblea General de las Naciones Unidas, Documentos Oficiales, 53° período de sesiones, Suplemento nº 44 -A/53/44- Anexo IX; y del Anexo X "Dictámenes y decisiones del Comité contra la Tortura a tenor del artículo 22 de la Convención", punto A, Comunicación nº 28/1995, punto 11.2, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Se trata, en la especie, de la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro, cuando ello repercutiría en que no habrían de respetarse sus derechos fundamentales. La situación de sobrepoblación penitenciaria y las condiciones de detención de Rumania, documentada por la defensa, no logran conmover el criterio del a quo que decidió requerir a las autoridades de Rumania, que se garanticen las condiciones de detención, pues -fuera de la prueba general referida- no ha brindado razones concretas que permitan poner en duda la voluntad del Estado requirente de, oportunamente, dar acabado cumplimiento a las condiciones impuestas para la concesión de la extradición. En cuanto al hacinamiento y sobrepoblación en establecimientos penitenciarios, la Corte ha ponderado en "Aquino" que han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto a un riesgo cierto y actual de condiciones inhumanas de detención. Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa, y las condiciones impuestas en la sentencia apelada al Estado requirente a fin de hacer efectiva la extradición, que no han sido motivo de crítica concreta y razonada para demostrar su ineficacia, determinan de todos modos, la insustancialidad del planteo. En lo que respecta a la solicitud de la defensa para que se compute como tiempo de detención sufrido en este proceso, no sólo el tenido en cuenta por el juez federal al conceder la entreayuda, sino también el transcurrido desde que su asistido, luego de dictada la sentencia, fue sometido al Programa de Vigilancia Electrónica, resulta improcedente. La exigencia prevista en el art. 11, inc. e), de la ley 24.767, en cuanto hace mención al lapso que la persona cuya entrega se reclama haya permanecido privada de libertad durante el trámite, no se configura, pues el requerido no se encuentra detenido, ni bajo alguna de las modalidades de encierro previstas en la ley 24.660 como alternativas a la detención en un establecimiento penitenciario, sino que se halla en libertad, circunstancia que no puede ser obviada por los jueces pues, como servidores del derecho para la realización de la justicia, deben dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu.


    Tribunal De Bucarest – Rumania


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18623/2017/CS1, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Legislación extranjera. Improcedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo relacionado con la vigencia de la acción penal, es pertinente recordar que el Tratado de Extradición con la República del Perú (ley 26 .082), que rige el presente trámite en virtud de lo dispuesto por el artículo 2° de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24 .767), establece que lo referido a la prescripción -tanto de la acción como de la pena- debe valorarse con arreglo a la legislación del Estado requirente y que, para ese fin, se deben acompañar las disposiciones legales específicas. Por consiguiente, corresponde considerar la cuestión según lo previsto en la ley de ese país. Los términos de la declaración expresa de la más alta autoridad judicial del Estado requirente, hacen forzoso concluir que en la actualidad la acción penal en cuestión se halla prescripta incluso teniendo en cuenta el aludido plazo extraordinario que contempla el derecho peruano en el artículo 83, último párrafo, de su Código Penal. La fehaciente ocurrencia del plazo de extinción de la acción determina per se la improcedencia del pedido de extradición con arreglo al artículo IV.1.b del tratado bilateral aplicable; y es deber de este Ministerio Público dictaminar en tal sentido en ejercicio de la función que –por encima de la del artículo 25 de la ley 24.767– le asigna el artículo 120 de la Constitución Nacional.


    C. P., Yehyhis s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17985/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Abuso sexual. Víctima menor de edad. Prescripción de la pena. Sentencia condenatoria. Notificación personal. Confirmación de sentencia. 


    Condena en ausencia.


    En el precedente "Callirgós Chávez", la Corte ha establecido que no corresponde incluir fundamentos en el escrito de impugnación pues "el apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso", en función de lo previsto por el artículo 245, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta de aplicación al recurso ordinario de apelación en materia de extradición, en virtud de lo dispuesto por el artículo 254 del mismo cuerpo legal, sin que sea repugnante a la naturaleza de este procedimiento ni a las leyes que lo rigen. En dicho precedente también se sostuvo que si bien los términos del escrito de interposición del recurso ordinario de apelación contravenían lo previsto en el citado artículo 245 y que ante esa circunstancia se debería proceder del modo indicado, con el fin de evitar la demora que acarrearía encauzar la situación dado el estado del proceso, el Tribunal se limitó a exhortar al juez de la causa para que, en lo sucesivo ajuste el trámite a las pautas legales que lo rigen. El recurso ordinario resulta infundado, pues los agravios que se intentan hacer valer ante la Corte constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso. El planteo sobre la prescripción de la pena no sólo resulta conjetural -pues depende del ulterior trámite que las actuaciones de fondo prosigan en jurisdicción francesa en virtud de lo previsto al respecto en su derecho interno y el compromiso asumido-, sino también improcedente por ausencia de uno de sus requisitos, cual es, la falta de notificación de la sentencia al condenado que establece el artículo 66 de nuestro Código Penal, que no sólo impide determinar su firmeza, sino también establecer el dies a quo para el cómputo respectivo según la ley argentina. Este criterio que se postula por estar pendiente la notificación personal observa a contrario sensu el de Fallos: 320:1271, donde la Corte no hizo lugar a la extradición al verificar que desde el momento en que la sentencia había quedado firme, había transcurrido un lapso mayor que el tiempo de la condena, por lo que el agravio del recurrente en cuanto al impedimento del artículo 5° del tratado aplicable, sólo puede ser evaluado con arreglo a las normas de prescripción de la acción. A partir de lo resuelto en Fallos: 186:289, la prescripción constituye un tema de orden público cuya declaración es válida en cualquier momento del proceso a pedido de parte o, inclusive, de oficio. La conducta reprochada en el proceso tramitado en el Estado requirente ha sido subsumida en el delito de abuso sexual previsto en el artículo 119, segundo párrafo, agravado por su inciso f), del Código Penal argentino. En consecuencia, si se considera que los hechos fueron cometidos entre el 24 de agosto de 2013 y el 23 de mayo de 2014 y que el artículo 62 del Código Penal Argentino, en su inciso 2°, establece que la acción penal prescribirá "después de transcurrido el máximo de duración de la pena señalada para el delito, si se tratare de hechos reprimidos con reclusión o prisión, no pudiendo, en ningún caso, el término de prescripción exceder de doce años ni bajar de dos años", forzoso es concluir que la acción penal no se ha extinguido para nuestro país. Ello toda vez que, el máximo de la pena fijada para ese delito es de veinte años de prisión, término al que debe adunarse la previsión del artículo 67 de nuestro código, que en su párrafo cuarto establece que "en los delitos previstos en los artículos 119, 120, 125, 125 bis, 128, 129 -in fine-, 130 -párrafos segundo y tercero-, 145 bis y 145 ter del Código Penal, se suspende la prescripción mientras la víctima sea menor de edad y hasta que habiendo cumplido la mayoría de edad formule por sí la denuncia o ratifique la formulada por sus representantes legales durante su minoría de edad". Para la legislación argentina la acción penal se encuentra vigente y, por lo tanto, la ausencia de la cláusula impediente del artículo 5° del tratado bilateral, determina la desestimación del planteo de la defensa. También resulta improcedente el agravio sobre la naturaleza de la condena en ausencia, circunstancia impone examinar el caso en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 26.783, el cual condiciona el envío del condenado en rebeldía a que el Estado requirente dé "garantías suficientes que la persona tendrá la posibilidad de ser juzgada nuevamente en su presencia" . Siendo que en el pedido formal de extradición consta que "la decisión del Tribunal Correccional de París por defecto “...no fue notificada a nadie, pero la recibirá personalmente sin demora después de la entrega…”, no se encuentra controvertido que la condena criminal fue dictada in absentia, por lo que la cuestión ha quedado reducida a establecer si esa aseveración del Estado francés, apoyada en su derecho interno -esto es, que una vez presente el requerido en esa jurisdicción, podrá solicitar que la sentencia quede sin efecto para la celebración de un nuevo juicio, o bien interponer una apelación a su respecto- reviste el grado de compromiso que exige el mencionado artículo 3°, inciso 3. La Corte ha establecido que esas seguridades en favor del condenado consisten en que se otorgue la efectiva y concreta posibilidad de la celebración de un nuevo juicio en su presencia, con oportunidad de debida protección de sus derechos, y en la acreditación de la eficacia de esa vía procesal. También los artículos 11, inciso d), y 14, inciso b), de la Ley de Cooperación en Materia Penal prevén recaudos en igual sentido. Al resolver la Corte en el caso "Nardelli", los jueces Fayt, Petracchi y Bossert señalaron en su voto que "la República de Francia elaboró jurisprudencialmente la excepción para preservar los derechos humanos en decisiones de extradición, a partir de considerar que el Convenio Europeo de Salvaguarda de Derechos del Hombre y Libertades Fundamentales integraba el orden jurídico interno y que, en consecuencia, la violación de un derecho allí reconocido con motivo de la entrega dispuesta por el gobierno francés sería contraría 'a I' ordre public francais'". Allí agregaron que "... el Consejo de Estado hizo referencia a que, con apoyo en la regla de orden público, se habían denegado extradiciones por considerarse contrario a la defensa en juicio el hecho de que el reclamado hubiese sido condenado par défaut y su causa no pudiera ser reeditada. Asimismo, subrayó que frente a las divergencias que existían sobre el punto entre las cortes de apelación francesas, la práctica de su gobierno había sido la de denegar la extradición en estos casos por considerarla contraria al orden público francés, conforme lo resuelto en el caso Pétalas, en que el nombrado había sido condenado en Grecia par défaut y la condena era irrevocable, a pesar de que había una decisión favorable de la Corte de Apelaciones de París". En el mismo precedente la Corte hizo referencia a "que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos resolvió, en el caso 'Tajudeen', que no era violatoria del Pacto de San José la entrega dispuesta por Costa Rica con motivo de un pedido formulado por la República de Francia para el cumplimiento de una condena dictada en ausencia del requerido. Para así concluir valoró que el hecho de que la extradición se basara en una sentencia dictada en rebeldía, no implicaba de por sí un atentado a las garantías del debido proceso ya que el gobierno de Francia había aceptado y se había comprometido a realizar un nuevo juicio en caso de que el requerido hiciera oposición al anterior. El compromiso del Estado francés de celebrar un nuevo juicio no solo condice con las prescripciones para la condena en ausencia de su legislación procesal, sino que encuentra su apoyo en el artículo 6.3.c de la Convención Europea de Derechos Humanos, que dispone que "toda persona acusada de un delito tiene derecho ... c) a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección..." y, llegado el caso, puede encontrar su ámbito de protección en la Corte Europea de Derechos Humanos que, interpretando esta norma, ha postulado que no basta que el acusado rebelde sea asistido por abogado defensor, sino que habrá que evaluar según las particularidades de cada caso en concreto si gozó de la garantía de una defensa 'práctica y efectiva'. No se trata de una posibilidad abstracta del ordenamiento francés, sujeto a condiciones que vayan más allá de la voluntad de oposición del acusado, sino que es un compromiso concreto por parte del Estado requirente de someter efectivamente al "condenado" a un nuevo proceso que satisfaga las exigencias del derecho de defensa, según los principios del orden público internacional del Estado requerido. En el caso “Paravinja”, el Reino de Bélgica hizo saber que en ese país existe el "procedimiento de oposición" que permite a la persona extraditada hacerse representar ante el juez y hacer valer sus posibilidades de defensa, y si este procedimiento se declara aceptado, la condena en rebeldía se considerará nula y se dictará una nueva sentencia. Al expedirse esta Procuración General, sostuvo que según la legislación procesal belga, ese tipo de sentencias sólo se reputa como un "acto de persecución", hasta tanto no "se haya vuelto definitiva"; y para evitar que adquiera ese carácter, basta con que el sentenciado se oponga a ella. Así, toda persona condenada en rebeldía tiene debidamente salvaguardada la posibilidad de comparecer en juicio contradictorio siempre y cuando, claro está, haga valer este derecho oportunamente y guardando las formas exigidas. Debe aceptarse el compromiso presentado con el pedido de extradición según el cual, ante la oposición del imputado a la condena en rebeldía sobrevendrá un nuevo juicio con su presencia y con garantía de su defensa, y que la circunstancia de que sea necesaria una manifestación positiva del interesado no condiciona el ejercicio del derecho -que depende de su voluntad- ni, mucho menos, el derecho mismo. En "Klementova", la Corte también juzgó eficaz la "seguridad" que, de acuerdo a su ley procesal penal, había brindado la República Checa de que "a pedido de la interesada" se cancelará la sentencia de condena y se "celebrará nuevo juicio oral", y que "no modifica lo expuesto la existencia en el derecho extranjero de un procedimiento de oposición sujeto a plazo y a la iniciativa de la requerida ya que ... no es posible derivar de esas notas el supuesto considerado por el Tribunal para objetar la entrega en Fallos: 323:892.


    O. R., N. s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4431/2019/CS1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Derecho a la salud. Hijos a cargo. Derechos humanos de menor. Derecho a ser oído. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso ordinario interpuesto no cumple con la carga que impone el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que la Corte ha declarado aplicable a esta especie, ya que el agravio que se intenta hacer valer constituye una mera reiteración del ya ventilado a lo largo del proceso, que fue considerado por la juez federal con apoyo en las constancias de la causa y de forma ajustada al Tratado de Extradición con la República del Perú y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, sin que la crítica controvierta concretamente los fundamentos de la sentencia. Lo referido al derecho del menor a ser oído en estas actuaciones resulta insustancial con arreglo a los precedentes de Fallos: 331:1352, 333:927 y 339:94,906 y 1357, entre otros. El tratado internacional y la ley 24.767 no prevén como impedimento para conceder la extradición que la persona requerida tenga hijos menores de edad, en especial si se constata que quedarían al cuidado de otros familiares igualmente cercanos y no se presentan circunstancias excepcionales que aconsejen, como en alguna oportunidad sostuvo esta Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia. La separación temporal de los menores respecto de sus padres por causas legales es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño, que también ha sido reconocida como compatible con la Convención Americana sobre Derechos Humanos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. No sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. El ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que la magistrada actuante y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición -aun luego de adquirir firmeza su declaración de procedencia- podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad del menor pudiera eventualmente generar la entrega de su madre. Este criterio observa la doctrina de Fallos: 324:3713 y 325:1186 en cuanto a la impertinencia de incorporar de modo unilateral recaudos no previstos en el acuerdo aplicable a la extradición y, por ende, conduce a la improcedencia del agravio. En cuanto a la aplicación del artículo 39, inciso b), de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la Corte "ya ha señalado la flexibilidad que, en la etapa de 'decisión final' tiene el Poder Ejecutivo Nacional, a cargo de las relaciones internacionales (artículo 99, inciso 11 de la Constitución Nacional) para el diseño de soluciones que, en función de las circunstancias existentes al momento de la toma de decisión, permitan conjugar los distintos intereses en juego en este tipo de procedimientos.


    C. P., L. S. s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10870/2013/CS1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Prescripción de la acción penal. Cuestiones de hecho y prueba. Cooperación internacional. Aplicación de tratados internacionales. Procedencia del recurso. 


    En cuanto a la afectación a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable en referencia al proceso en trámite ante la justicia de la República del Perú, se acusa al extraditurus por el delito de robo agravado previsto y reprimido por los artículos 188 y 189, incisos 2, 3, 4 y 5, del Código Penal Peruano, que estipula una pena privativa de la libertad no menor de quince ni mayor de veinticinco años. En lo que aquí interesa, se establece que “la acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley para el delito, si es privativa de libertad” y que en las penas temporales “la prescripción no será mayor a veinte años”. Debe tenerse en consideración que la actividad jurisdiccional interrumpe su curso, tras lo cual “comienza a correr un nuevo plazo de prescripción”, con la salvedad de que la acción penal se extingue “en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción”. Resulta entonces que si aún resta tanto tiempo para el diez ad quem según la legislación del Estado requirente, se impone concluir –más aún ante los expresos términos del tratado bilateral – que el lapso transcurrido desde el inicio de la causa no puede ser tildado de irrazonable. La Corte ya ha dicho que las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales o de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente; y las referidas a que la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido resultaba notoriamente insuficiente y a que el proceso carecía del control de una defensa técnica, constituyen defensas de fondo que han de ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera con competencia para ello, ya que lo contrario conduce a desnaturalizar el procedimiento de la extradición, que debe ser favorable al propósito de beneficio universal que tiende a perseguir el juzgamiento de criminales o presuntos criminales, no admitiendo, por tal circunstancia, otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes y en los tratados que lo regulan. Ello obedece, asimismo, a que la especial naturaleza del trámite de extradición no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se le sigue a la persona en el país requirente, dado que imponerle a jueces ajenos al proceso (como lo son los de la extradición) resolver cuestiones, quizás intrincadas, como la validez y fiabilidad de la prueba, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa –ya que el juez argentino sólo cuenta con los elementos indispensables para verificar si se cumplen los requisitos para conceder la extradición y no todos los dispuestos como para expedirse sobre la responsabilidad de los extraditables–, trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses de los imputados.


    R. Z., Yoe s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 8318/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Duración del proceso. Torturas. Régimen penitenciario. Hijos a cargo. Insuficiencia del agravio. Confirmación de sentencia. 


    El agravio referido a que la duración de este proceso resulta censurable en los términos del artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, resulta improcedente por ser extemporáneo y de insuficiente fundamentación, sumados a que no se aprecia su aptitud a los fines pretendidos. A fin de establecer si se encuentra el requerido en riesgo de enfrentarse a uno de los supuestos contenidos en el art. 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, cabe acudir a la específica doctrina del Tribunal. En primer lugar, debe tenerse en cuenta, como se sostuvo en la causa "Romero Severo", que al contemplar el artículo 8.e de la ley de extradiciones, "la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente". Para determinar si ese riesgo de exposición permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, la Corte ha sostenido que debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si existen elementos en la causa que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Según surge del informe de dicho Comité contra la Tortura, Asamblea General de las Naciones Unidas, Documentos Oficiales, 53° período de sesiones, Suplemento nº 44 -A/53/44- Anexo IX; y del Anexo X "Dictámenes y decisiones del Comité contra la Tortura a tenor del artículo 22 de la Convención", punto A, Comunicación nº 28/1995, punto 11.2, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Se trata, en la especie, de la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro, cuando ello repercutiría en que no habrían de respetarse sus derechos fundamentales. Según las "Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados del Perú, aprobadas por el Comité en su 49° período de sesiones del Comité contra la Tortura, más allá de la persistencia -en menor medida- de problemas estructurales que podrían repercutir en las condiciones de detención de los individuos privados de su libertad en algunos de los centros penitenciarios del país requirente, mucho han variado las condiciones legales y sociales que fueron señaladas en la disidencia del precedente "Borelina", destacándose el compromiso asumido por la República del Perú de según el procedimiento facultativo para la presentación de informes periódicos ante el Comité contra la Tortura, a fin de continuar morigerando, a partir de sus recomendaciones, las circunstancias planteadas. A través del decreto legislativo nº 1325 el propio Estado requirente ha reconocido aquellas deficiencias y dispuso diversas medidas "para garantizar el funcionamiento y operatividad de los establecimientos penitenciarios", lo cual condice con su voluntad manifestada ante los organismos internacionales de dar soluciones concretas a la problemática. De forma que no es posible afirmar que el Estado solicitante del auxilio transnacional registre un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que implique un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales. No existen motivos ciertos y actuales -ni las meras alegaciones de la defensa pueden suplirlos- para fundar en esta circunstancia el rechazo de la extradición. En atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, es oportuno agregar que en "Aquino" sostuvo la Corte que “... han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto a un riesgo 'cierto' y 'actual' de condiciones inhumanas de detención". Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una situación análoga a la invocada en autos por la defensa, determinan la insustancialidad del planteo. En lo que a la cuestión de la integridad familiar respecta, es del caso señalar que el tratado bilateral y la ley nacional no prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga a su cargo hijos menores de edad, en especial si de confirmarse la resolución recurrida su hija menor podría quedar al cuidado de su madre u otros familiares cercanos, por lo que no se presentan en este caso circunstancias excepcionales que aconsejen, como en alguna oportunidad sostuvo esta Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia. La separación temporal de la hija menor respecto de su padre por causas legales es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 9.4), que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. La Corte ha sostenido reiteradamente que, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. El ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de la menor pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor. En cuanto a la condición impuesta por el artículo 11, inciso e), de la ley 24.767, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos que obligan a Argentina y Perú, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de libertad al que el requerido estuvo sujeto en el trámite de extradición, con el fin de que las autoridades jurisdiccionales competentes extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó la solicitud.


    V. B., Wilber Enrique s/ Extradición - Artículo 53


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11539/2013/CS1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Identificación del imputado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Facultades jurisdiccionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios de la defensa no se dirigen tanto a afirmar que el requerido no resulta ser la persona reclamada, sino a argumentar que no participó en los hechos que dieron sustento al pedido de extradición por haber existido una utilización ilegítima de su identidad al cometerlos. Esa cuestión constituye la reedición de lo planteado ante el a quo, que fue fundadamente respondido en la sentencia, con argumentos que no han sido objeto de una crítica concreta y razonada, circunstancia que de por sí autorizaría el rechazo del remedio intentado. El agravio resulta inadmisible, pues la discusión que propone la defensa acerca de la interpretación del artículo 29 de la ley 24.767 no se centra en la duda sobre la identidad del sujeto cuya entrega se ha solicitado, sino en la referida a la veracidad en cuanto a la intervención que la justicia del Paraguay le atribuye en los hechos allí investigados, ante la alegada utilización por parte de terceros de su documento de identidad, el cual le había sido sustraído anteriormente, o lo extravió. El texto de esa norma respalda el criterio de la juez federal, pues contempla la libertad de la persona detenida en caso de comprobarse que "no es la requerida" y prevé que se ordene "la captura de la persona correcta", pero en modo alguno determina que el juez deba apartarse de los términos de la solicitud de extradición. Es oportuno destacar al respecto, que a partir de los datos de identidad contenidos en el pedido de entreayuda no es posible cuestionar que el procedimiento se ha enderezado hacia la persona allí indicada. Este debate excede el marco y la finalidad específica del trámite que rige los pedidos de extradición, cuya particular naturaleza no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se sigue a la persona en el Estado requirente. En efecto, las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales celebrados en aquel país deben ventilarse allí mismo, toda vez que, como la Corte tiene dicho, el procedimiento a que están sometidas las solicitudes de extradición no constituye un juicio contra el reo en sentido propio y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. De lo contrario se desnaturalizaría el juicio de extradición, que no admite otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes y tratados que regulan la materia. Rechazar la extradición sobre la base de la total falta de participación del requerido en los hechos que se le imputan en el Estado requirente, implicaría una indebida intromisión en la competencia propia del tribunal extranjero. La Corte no puede sujetar a revisión los actos allí realizados, pues se menoscabaría sus potestades soberanas, como es el ejercicio de la jurisdicción en su territorio. Es criterio de la Corte que reclamar o imponer a jueces ajenos al proceso que se sigue (como lo son los de la extradición) resolver cuestiones tales como la identidad del presunto autor de los hechos, o la validez y fiabilidad de la prueba, sobre la base de un conocimiento imperfecto de las circunstancias de la causa (puesto que el juez argentino sólo cuenta con los elementos indispensables para verificar si se cumplen los requisitos para conceder la extradición y no aquellos que le permitirían expedirse sobre la responsabilidad de los extraditables), trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses de los imputados. Es el magistrado extranjero el competente para entender en cuestiones como las que aquí postula la defensa y, oportunamente, habrá de ponderarlas con mayor conocimiento y plena jurisdicción. Allí, y sobre el fondo del asunto, es donde podría alegarse la aplicación del principio in dubio pro reo y no en estas actuaciones, donde no caben discusiones "acerca de la existencia del hecho imputado o la culpabilidad del requerido".


    S., Fernando Javier s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11003416/2008/CS1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Oposición a la extradición. Reglas procesales. Facultades jurisdiccionales. Agente fiscal. Revocación de sentencia. 


    Art. 13, Ley 24.767: explicación de los motivos por los que se sospecha que la persona requerida habría tomado parte en el delito.


    La formal interpretación del art. 13 de la ley 24.767, efectuada tanto por la defensa como por el juez federal, desconoce los criterios que la Corte ha fijado al respecto. Es doctrina del Tribunal las resoluciones judiciales por las cuales se ordena la detención y se solicita la extradición, esta última en los específicos casos regidos por la ley 24.767, deben emanar de un órgano independiente con potestad jurisdiccional. Lo que debe determinarse es si esa formalidad, rígidamente exigida para garantir actos que deciden sobre la libertad de las personas, es igualmente esperable para las explicaciones tendientes a vincular al requerido con el hecho imputado, y con este propósito, corresponde recordar lo resuelto por la Corte en el precedente "De Sausa Nunes", donde se resolvió que es suficiente para satisfacer la exigencia de brindar la expresión de motivos por los que se sospecha que el requerido participó de la perpetración de los delitos, la descripción de los hechos y de la prueba testimonial, pericial y documental colectada que realizó el fiscal, quien carece de esa potestad jurisdiccional. En similar sentido, al resolver en "Cohen, Yehuda s/ Extradición" la Corte juzgó que los antecedentes acompañados junto con la orden de captura, cumplen con la "explicación" exigida por el artículo 13, inciso d, de la ley 24767. La exégesis de la norma en la sentencia recurrida colisiona con la efectuada en esos precedentes pues, como tiene dicho el Tribunal, el pedido formal de extradición debe ser analizado en su conjunto, considerando todos los elementos que lo integran. Si bien la extradición, sólo ha de hacerse efectivo con apego a los convenios y leyes que la regulan, no puede sostenerse que cuando la solución normativa extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sin más sobre aquélla, porque se corre el riesgo de frustrar la finalidad de cooperación internacional por una interpretación de excesivo apego al rigor formal oriundo de la ley interna argentina. Hallándose fuera de discusión el carácter judicial de la orden de detención internacional librada por la justicia del Estado requirente, es claro que la invocada falta de acreditación del requisito del art. 13, inciso d, de la ley 24.767 se refiere a la explicación de los motivos por los que se sospecha que el imputado tomó parte en el delito. El a quo juzgó insuficiente el documento incorporado que contiene esa información, por encontrarse firmado por una autoridad policial. Sin embargo, sea que esa "sentencia", constituya la transcripción de un auto judicial, o se trate de una resolución de la autoridad policial, lo cierto es que la incuestionable decisión judicial de disponer la detención internacional del extraditurus se sustenta en esos antecedentes. El carácter no judicial de ese documento y la insuficiencia del pedido, no afecta la observancia del requisito del inciso d del art. 13 de la ley 24.767, ni compromete garantías constitucionales del requerido, pues al hallarse indudablemente fundada la orden judicial de detención internacional se acredita aquí la situación que la Corte juzgó admisible en Fallos: 330:3801 donde, con cita de Fallos: 322:3225 y con referencia a los motivos de un allanamiento, sostuvo que más allá de lo que se haga constar en el auto que lo dispone, "lo que resulta esencial para que un allanamiento se ajuste a las pautas constitucionales es que del expediente (es decir, de las actuaciones públicas referidas a la investigación y sanción de una conducta presuntamente delictiva) surjan los motivos que le dieron sustento. Por ello, el juez o tribunal que deba analizar un caso en el que se cuestione la validez de un allanamiento deberá siempre estudiar los extremos objetivos agregados al expediente, sea que en el auto de allanamiento y en la orden se hayan hecho constar los motivos del acto o no". En virtud de ello, la documentación presentada cumple con el requisito en cuestión. Con las constancias remitidas por el país requirente para sustentar la solicitud de entre ayuda se encuentran satisfechas las exigencias previstas en los incisos del art. 13 de la Ley 24.767. En cuanto al requisito de resolución judicial que ordena el libramiento de la solicitud (art.13, inciso d, in fine), que al resolver recientemente la Corte en un pedido también referido a la República Checa, juzgó que la presentación efectuada por el Ministerio de Justicia de ese país ante nuestra Cancillería, con base en la orden judicial que dispuso el arresto internacional del imputado, satisfacía aquel recaudo. Se encuentra acreditado que el delito por el cual se requiere la extradición tiene su correlato en la legislación nacional en el contemplado por el art. 79 del Código Penal y que ambos superan el mínimo previsto por el art. 6° de la ley 24.767. En atención a la queja de la defensa referida a las solicitudes de documentación adicional por el a quo, corresponde advertir, en primer lugar, que nada manifestó en las oportunidades procesales adecuadas y que además la Ley de Cooperación Internacional prevé que: "si, hasta el momento de dictar la sentencia, el juez advirtiera la falencia de requisitos de forma en el pedido, suspenderá el proceso y concederá un plazo, que no excederá de treinta días corridos, para que el Estado requirente la subsane" (art. 31). En otras palabras, pone en cabeza del juez esta responsabilidad. Y más aún, cabe recordar que incluso la Corte ha ejercido esa potestad antes de pronunciarse.


    D., Kristian s/ Extradición - Artículo 52


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1708/2018/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Personas refugiadas. Tiempo de detención. Cooperación internacional. Pronunciamiento inoficioso. Derecho a la salud. Hijos a cargo. Confirmación de sentencia. 


    La Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado dice: “La interposición de una solicitud para el reconocimiento de la condición de refugiado tendrá efecto suspensivo sobre la ejecución de una decisión que autorice la extradición del solicitante de asilo hasta que el procedimiento de determinación de la condición de refugiado haya sido completado mediante resolución firme” (artículo 14 de la ley 26165). En otras palabras, no es necesario pronunciarse sobre la suspensión de la ejecución de la resolución en crisis, en tanto por imperio legal no puede haber una solución distinta a la propiciada por la parte recurrente. Por lo demás, así lo ha informado la autoridad administrativa interviniente. El requisito de garantizar que eventualmente se computará el tiempo que el requerido permanezca detenido a disposición del presente trámite en la causa de origen, se encuentra contemplado en el artículo 11.e de nuestra Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, mas no en el convenio y, como la Corte tiene dicho, ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Sin perjuicio de ello, la Corte tiene establecido que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. En cuanto a la posibilidad de sufrir atentados contra la vida y, además, por el estado de la salud del extraditurus, se agravarían las condiciones de detención, no se han alegado ni existen constancias que acrediten el temor de que participe alguna de las autoridades españolas en la hipotética situación que se invoca, lo cual tornaría efectiva la cláusula de excepción prevista en el artículo 8.e de la ley 24767. Tampoco se ha demostrado que “el peligro es personal y presente”, esto es, que “la persona en cuestión correría peligro personalmente”. El agravio referido a que la concesión de la extradición implicaría un perjuicio para la familia del requerido, es necesario destacar que ni el tratado internacional ni la ley nacional supletoriamente aplicable, prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga una familia ni , aun, un hijo menor de edad, máxime si se advierte que quedaría al cuidado de su pareja, por lo que no se perciben circunstancias excepcionales que aconsejen, a criterio de esta Procuración, apartarse de la jurisprudencia reiterada por la Corte en “Caballero de López”.


    Á. R., J. M. y otro s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 77359/2018/CS2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Prescripción de la pena. Facultades jurisdiccionales. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Confirmación de sentencia. 


    Doble subsunción. Condena en ausencia.


    Más allá de las distintas exigencias rituales que contengan las legislaciones nacional y extranjera para regular los actos reseñados en la hipótesis inicial, no debe perderse de vista que la primera regla de interpretación es que corresponde atenerse al texto de las disposiciones aplicables, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ella, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su texto o de su espíritu y, conforme puede apreciarse de su simple lectura, ambos mecanismos procesales persiguen en lo esencial, indudablemente, el mismo fin; esto es, dar inicio a la etapa del juicio. En virtud del criterio de Fallos: 31 3:256, en cuanto admite que la existencia de diferencias entre la ley extranjera y la interna al regular ciertos institutos no es contraria per se al orden público criminal de la Nación. En igual sentido, resulta aplicable al respecto la doctrina fijada por la Corte para la acreditación del principio de “doble subsunción” en materia de extradiciones, en cuanto exige una identidad sustancial entre las previsiones normativas, pues ella puede predicarse entre la “demanda de citación en juicio” de la ley italiana y nuestro “requerimiento acusatorio de apertura o elevación a juicio”. En lo que respecta al segundo hito interruptivo de la prescripción que impugna la defensa, tiene establecido la Corte en cuanto a que aún frente a la inexistencia de una norma en tal sentido, corresponde señalar el deber que tienen los organismos jurisdiccionales de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte dictadas en casos similares, obligación ésta que se sustenta tanto en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, como en razones de celeridad y economía procesal que hacen conveniente evitar todo dispendio de actividad jurisdiccional.


    Embajada de Italia y otros s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3592/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Rebeldía. Condiciones de detención. Hijos a cargo. Interés superior del niño. Confirmación de sentencia. 


    Juicio en ausencia.


    No es posible encuadrar la situación acreditada en el sub judice en la doctrina que la Corte ha consolidado al resolver “Nardelli”, en cuanto a la improcedencia de la extradición cuando la condena ha sido declarada en ausencia y el Estado requirente no ofrece la posibilidad de reapertura del caso. En efecto, resulta incuestionable su conocimiento de la existencia y trámite de las actuaciones que se le seguían ante la justicia peruana. La situación de “reo libre” del imputado hace aplicable el criterio de la Corte que al expedirse sobre el alcance de la cláusula del artículo 12.1 del tratado de extradición con el Reino de España (ley 23.708), que impide concederla “si la Parte requirente no da seguridades de que el condenado en rebeldía será oído en defensa y podrá utilizar los recursos legales pertinentes”, resolvió que “toda vez que la declaración en rebeldía fue dictada con posterioridad a que recayera condena… no se configura en el sub lite el presupuesto necesario para la aplicación de ese precepto convencional cual es que ‘el reclamado hubiese sido condenado en rebeldía’”. Por lo demás, admitir aquí la hipótesis propuesta por la defensa no sólo importaría aceptar que los magistrados allí intervinientes en ambas instancias, al considerarlo “reo libre”, han procedido con inobservancia de la ley que deben aplicar al respecto, cuestión que la defensa no ha alegado en el sub examine, sino, además, inmiscuirse sobre la validez y regularidad del trámite desarrollado en otro país, lo cual implicaría inmiscuirse en cuestiones que hacen a su potestad soberana, insusceptible de ser sujetada al contralor de los tribunales argentinos, máxime cuando no existen elementos objetivos que permitan dudar de que el Estado requirente aplicó y habrá de aplicar con justicia la ley de la tierra. Asimismo, debe interpretarse la respuesta presentada por el Estado requirente, en tanto, además de aludir al cómputo de la detención en estas actuaciones, garantiza “la plena vigencia del respecto a los derechos fundamentales, principios procesales del debido proceso, derecho de defensa y otros”. La decisión de abandonar su país aun cuando por la etapa del trámite en que se encontraba no pesaran restricciones al respecto, constituye una manifestación de su voluntad de sustraerse de un proceso que en modo alguno le era desconocido. Esa determinación del interesado, permite ser interpretada como un adelantamiento de la circunstancia que la Corte consideró relevante al declarar procedente la extradición “Klementova, Vilma”. En ese caso la Corte reconoció sobre la base de la ley checa, que “el tribunal extranjero a pedido de la interesada, ‘cancelará tal sentencia’ y ‘celebrará nuevo juicio oral’”. A partir de ese temperamento, es posible afirmar que la decisión del imputado de ausentarse del proceso penal que se le seguía ante la justicia de su país, también configuró una toma de posición, si bien en otra etapa procesal, aunque esencialmente análoga a la admitida en ese precedente. La voluntaria decisión del aquí requerido también debe ser valorada con ese alcance en tanto exteriorizó su consentimiento para que el juico a su respecto avanzara en los términos reseñados y en definitiva, como una manifestación de los “actos propios”, que su posibilidad de litigar de modo presencial en Perú resultara restringida. Esa ausencia resulta similar a la que la Corte ha considerado ineficaz para la pretensión de aplicar el criterio impediente del precedente “Nardelli”. En efecto, al resolver “Reichelt, Víctor Jorge” juzgó que “la situación de hecho en que se colocó el requerido al trasladarse fuera de la jurisdicción del país requirente” era inadmisible para hacer extensiva esa jurisprudencia, tanto porque la ausencia había sido en la etapa de apelación como así también porque, al igual que en el sub examine, se trataba de un procedimiento en el cual había sido oído en forma “escrita” y se había tratado la apelación interpuesta por la defensora que lo asistió. En esas condiciones, corresponde la adecuación casuística de la regla bajo la cual la defensa reclama el rechazo de la entreayuda, tal como la Corte lo ha realizado en los citados precedentes “Ramos” y “Revello”, e incluso –en lo pertinente– en “Reichelt”. En efecto, sin desconocer las garantías fundamentales que ella tiende a preservar, admitir que para lograrlo bastara la sola voluntad del requerido de sustraerse del proceso extranjero –donde contó con defensor y sobre cuyo trámite y resultado tenía noticia fehaciente–, implicaría la frustración del valor justicia que inspira la cooperación internacional por el que este Ministerio Público debe velar, como así también del “propósito de facilitar la administración de justicia en la represión de los delitos y de evitar su impunidad” que animó el convenio bilateral aplicable. En cuanto a la alegación respecto del sistema carcelario en el Estado requirente y los riesgos hacia la integridad psicofísica del imputado, requiere la acreditación de un temor “cierto y “actual” que lo afecte. El planteo carece de esos requisitos y alude solamente a una situación general del estado carcelario en aquel país y a cierta “preferencia” del extraditurus, sin haberse logrado demostrar los extremos que la Corte ha considerado para activar la cláusula del artículo 8° inciso “e”, de la ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, esto es, que “el peligro es personal y presente” y que la “persona en cuestión correría peligro personalmente”. En lo que hace a la cuestión de la integridad familiar, es del caso señalar que el tratado internacional ni la ley nacional prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga hijos menores de edad, en especial si se constata que ellos quedarán al cuidado de otros familiares igualmente cercanos, por lo que no se presentan aquí circunstancias excepcionales que aconsejen, como en alguna oportunidad sostuvo esta Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia. Sin perjuicio de ello, la Corte ha sostenido reiteradamente que, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del “interés superior del niño”, estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten.


    U. M., Manuel s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1121/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Torturas. Régimen penitenciario. Hijos a cargo. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios contenidos en el recurso ordinario interpuesto constituyen, sustancialmente, la reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate, los cuales fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con la República Oriental del Uruguay y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, sin que la parte se hiciera cargo de criticar los fundamentos de la sentencia del modo concreto y razonado que exige el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable en la especie. A fin de establecer si se encuentra el requerido en riesgo de enfrentarse a uno de los supuestos contenidos en el art. 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, cabe acudir a la específica doctrina del Tribunal. En primer lugar, debe tenerse en cuenta, como se sostuvo en la causa "Romero Severo", que al contemplar el artículo 8.e de la ley de extradiciones, "la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente". Para determinar si ese riesgo de exposición permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, la Corte ha sostenido que debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si existen elementos en la causa que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio se ajusta al criterio que ha establecido el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3° del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Según surge del informe de dicho Comité contra la Tortura, Asamblea General de las Naciones Unidas, Documentos Oficiales, 53° período de sesiones, Suplemento nº 44 -A/53/44- Anexo IX; y del Anexo X "Dictámenes y decisiones del Comité contra la Tortura a tenor del artículo 22 de la Convención", punto A, Comunicación nº 28/1995, punto 11.2, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Se trata, en la especie, de la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro, cuando ello repercutiría en que no habrían de respetarse sus derechos fundamentales. Según surge del tercer informe periódico de 2014, del Examen Periódico Universal en el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, y del informe elaborado por el Subcomité para la Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, no existen motivos ciertos y actuales relacionados con irregularidades respecto de las condiciones de detención en algunos de los establecimientos penitenciarios del país requirente para fundar en esa circunstancia el rechazo de la extradición. En atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, es oportuno agregar que en "Aquino" sostuvo la Corte que "...han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto a un riesgo 'cierto' y 'actual' de condiciones inhumanas de detención". En lo que hace a la cuestión de la integridad familiar, el tratado internacional aplicable y la ley nacional no prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga hijos menores de edad, en especial si se constata que ellos quedarán al cuidado de otros familiares igualmente cercanos, por lo que no se presentan en este caso circunstancias excepcionales que aconsejen apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia. No es posible soslayar que la separación temporal del menor respecto de su padre por causas legales es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño. La Corte ha sostenido reiteradamente que no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. El ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de la menor pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor.


    L. G., Luis Eduardo s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 56064/2019/CS1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Pedido múltiple de extradición. Resolución denegatoria. Cumplimiento de la pena. Extinción de la pena. Extinción de la acción penal. Unificación de penas. Desistimiento del recurso. 


    En función de lo establecido por el Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino España, que en su artículo 9.c) establece que: “No se concederá la extradición … cuando de acuerdo a la ley de alguna de las Partes se hubiera extinguido la pena o la acción penal correspondiente al delito por el cual se solicita la extradición”, el juez de instancia acertadamente denegó la entreayuda solicitada en función de que se había extinguido la potestad punitiva para perseguir el cumplimiento de las condenas dictadas por los tribunales de Madrid y Gijón a la luz del ordenamiento legislativo nacional. Desde que ha transcurrido el plazo de prisión impuesto por el Juzgado Penal de Madrid, y por el Juzgado Penal de Gijón, no constan causales que puedan interrumpir el curso de la prescripción. Frente a la expresa previsión del acuerdo aplicable y al orden público involucrado, esa circunstancia determina la improcedencia de la solicitud aun cuando el Estado requirente haya comunicado que ambas penas mantienen vigencia según su derecho interno. Para alcanzar el cálculo de refundición de las condenas se consideraron las penas impuestas por el Juzgado de lo Penal de Gijón y por el Juzgado de lo Penal de Valencia. Esta última, fue declarada extinguida por ese tribunal, por lo que mal podría dar sustento a aquella interpretación. Ese antecedente impide considerar a los fines de la vigencia de las restantes condenas, el quantum determinado bajo la aplicación de aquel instituto del derecho español, pues es claro que las autoridades del Estado requirente han evaluado la vigencia de las respectivas penas según la sentencia dictada en cada uno de los procesos.


    O., Claudio Fabián s/ Extradición


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 69522/2018/17 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Acción meramente declarativa


    Estado de incertidumbre. Transporte de energía eléctrica. Impuestos provinciales. Impuesto de sellos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Exenciones impositivas. 


    Remisión a Fallos: 327:2369; 329:358, y al fallo de la causa I. 147, L. XLIV, "Intesar S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro s/ Acción declarativa de certeza".


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuya ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. La actividad desplegada por la Dirección General de Rentas de la demandada dirigida a la "percepción" de los impuestos que estima adeudados, posee entidad para sumir a la actora en un "estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica", entendiéndose por tal a aquella que es "concreta" al momento de emitir la sentencia. La Corte advirtió que la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa intentada por la demandada. Por otra parte, la defensa de la demandada relativa a la falta de agotamiento de la vía administrativa prevista en el ordenamiento provincial debe ser rechazada, toda vez que la competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento o la vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales.


    Transportadora del Norte S.A. y otra c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1553/2016/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Expulsión de extranjeros. Amparo colectivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 38991/2018 “X., B. c/ Estado Nacional – Ministerio Interior – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso de directo – Dirección Nacional de Migraciones.


    C. de M., L. B. c/ Dirección Nacional de Migraciones Córdoba s/ Recurso directo a juzgado


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 59472/2018/CS1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Corresponde rechazar la acumulación al citado amparo colectivo “CELS” de las presentes actuaciones, toda vez que éstas se originaron a partir de la presentación individual efectuada por un migrante a los fines de cuestionar los actos dictados por la DNM respecto de su situación migratoria, en cuyo contexto impugna la constitucionalidad de la normativa aplicada a su caso particular, todo lo cual conduce a descartar la existencia de un proceso colectivo, único supuesto previsto en el Reglamento de Actuación en Procesos Colectivos a los fines de la pretendida acumulación. Esto es así, dado el alcance del ámbito de aplicación del citado reglamento, definido en su Artículo 1 con remisión a los supuestos comprendidos en la acordada 32/2014, esto es, “todos los procesos colectivos, tanto los que tengan por objeto bienes colectivos, como lo que promuevan la tutela de intereses individuales homogéneos con arreglo las concordes definiciones dadas por esta Corte en los precedentes "Halabi".


    X., B. c/ Dirección Nacional de Migraciones Delegación Córdoba s/ Recurso directo a juzgado


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 38991/2018/CA2-CS1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria


    Vista al fiscal. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 21492/2019/CS1, "Distrifarma S.R.L. y otro c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) s/ Inhibitoria".


    Incidente N° 1 - Denunciado: Distrifarma S.R.L. y otro s/ Incidente de inhibitoria


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 351/2017/1/CS1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Remisión del expediente ad effectum videndi. 


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 - Magallanes, Carlos Alberto c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad- Gendarmería Nacional s/ Proceso de Conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21181/2014/1/RH1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Liquidación. Intereses. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 6481/2010/CS1, "Mapal SACIA c/ EN-DNV- Resol. 777/01 (Expte 19125/09) s/ Proceso de conocimiento".


    Mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas por las normas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses.


    Recurso Queja N° 1 - Aiello, Sergio Leonardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Policía Federal Argentina s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38749/2012/1/RH1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Impuesto a los ingresos brutos. Medicamentos. Agentes del seguro de salud. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    Si bien las decisiones que resuelven planteos de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, corresponde apartarse de tal principio cuando el pronunciamiento apelado deniega el fuero federal reclamado por la recurrente. Si bien para fijar la competencia procede atender de modo principal a la exposición de los hechos que la actora hace en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como sustento de la acción, también se ha expresado que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Más allá de que la acción que inició la entidad provincial tenga su origen en reglas y actos de naturaleza local, se advierte que la cuestión planteada se dirige contra un agente del seguro de salud y exige ponderar si la pretensión de gravar con el impuesto a lo que la demandada obtenga a raíz de la venta de los medicamentos, trae aparejado que en el ejercicio de la potestad tributaria la jurisdicción provincial avanza sobre reglas y principios inherentes al sistema nacional de salud o sobre la implementación de prestaciones médico–asistenciales regladas por las leyes 23.660 y 23.661. Se hallan en juego normas y principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia para el sistema de salud organizado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos, por lo que la cuestión debe tramitarse ante el fuero federal en razón de la materia. La asociación demandada se encuentra comprendida en los términos de los artículos 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la ley 23.661, motivo por el cual resulta aplicable al supuesto el artículo 38 de la ley citada en último término, en cuanto determina que “la ANSSAL y los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal”, pudiendo optar por la justicia ordinaria cuando fueren actores. La Administradora Tributaria de Entre Ríos es una entidad autárquica de derecho público situada en el ámbito de la Provincia, continuadora de las ex–direcciones generales de rentas y de catastro, y a la que le atañen, entre otras funciones, ser la autoridad de aplicación del Código Fiscal de la Provincia, así como la determinación, fiscalización y percepción de los tributos y demás accesorios establecidos en las disposiciones legales. Configura una persona pública estatal con autarquía para los fines de su creación y personalidad jurídica propia, que no puede ser identificada con el Estado provincial en relación a la competencia originaria de esa Corte.


    Administradora Tributaria de la Provincia de Entre Ríos y/o Fisco Provincial c/ Asociación de Obras Sociales de Gualeguay s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 947/2020/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Inmueble. Acuífero Puelche. Recursos hídricos. Recurso extraordinario. Responsabilidad del Estado. Estado Nacional. Inadmisibilidad del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario del Estado Nacional es inadmisible, en lo que atañe a los argumentos esgrimidos contra la sentencia por haberlo responsabilizado de las consecuencias dañosas ocasionadas a la actora, toda vez que no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Tribunal. Tiene dicho la Corte que “la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia”. El escrito no cumple con dicha exigencia, en la medida que carece de toda mención al argumento principal que sustenta la decisión del a quo. Este fundó la responsabilidad del Estado Nacional por los perjuicios provocados a la actora, a raíz de la elevación de las napas freáticas, sobre la base de considerar que las condiciones en que aquél dio en concesión el servicio, sustituyendo la fuente de provisión de agua, fueron las causas primarias, determinantes y autónomas del hecho generador del daño. Concluyó, en que había quedado sin sustento la atribución de responsabilidad al Estado Nacional, efectuada por el juez de primera instancia, por la ausencia del deber de control del concedente sobre el concesionario y que análogas razones determinaban que tampoco era admisible derivar alguna responsabilidad del GCBA por su participación en el mencionado ente. De esta manera los agravios del Estado Nacional fundados en que se lo habría condenado por la falta en el ejercicio del poder de policía sobre las concesionarias Aguas Argentinas y AySA en desmedro de las disposiciones de la ley 26.221 y del decreto 999/92 resultan absolutamente irrelevantes para descalificar la sentencia en lo medular que resuelve. La alzada sostuvo que el Estado Nacional era responsable por “su negligente planificación de la utilización de los recursos hídricos, para lo cual había sido prevista en su estructura la asignación específica de dicha función y fundó tal afirmación ponderando, entre otras pruebas, el informe del Defensor del Pueblo del 2004, según el cual la decisión de sustituir la fuente de abastecimiento para la red de agua potable, plasmada en los términos en que había sido dado en concesión el servicio, se concretó sin un previo análisis de las consecuencias que tal cambio produciría -concretamente, el previsible desequilibrio hídrico de los recursos involucrados- lo cual habría “permitido, si no evitar, por lo menos anticipar o mitigar sus consecuencias dañosas”. Aun cuando surge de la sentencia la razón por la cual se responsabilizó al Estado Nacional, éste no se ocupó de controvertir tal extremo de hecho, ni nada aportó para rebatir los argumentos del a quo, limitándose a negar su responsabilidad por no ser el órgano con competencia para ejercer el poder de policía, extremo que no fue examinado por la Cámara debido a la forma en que resolvió la cuestión, al considerar que aquél era responsable no por ese motivo sino por su negligente planificación del servicio. No resultan atendibles los agravios del apelante enderezados a eximirse de responsabilidad por culpa de terceros. Ello, toda vez que la cámara claramente indicó que fue justamente el cumplimiento, por parte de Aguas Argentinas S.A., del contrato lo que había ocasionado el daño, al expresar que “el abandono de gran parte de los pozos de explotación de agua subterránea y su abrupta sustitución por el abastecimiento de agua superficial no es producto de un incumplimiento del concesionario sino todo lo contrario, del cumplimiento del contrato en los términos fijados por el concedente, es decir, las condiciones en que fue concesionado el servicio fueron determinantes de una de las causas del hecho generador (sustitución de la fuente de provisión)”. En ese sentido, señaló la alzada que “la recarga del acuífero por el cese abrupto de su sobreexplotación se vio decisivamente agravada por la circunstancia de que el agua extrarregional captada del Río de la Plata retornaba a su origen dada la falta de construcción simultánea de la red cloacal (segunda causa del hecho generador) y, también, que no fue acreditado ningún incumplimiento imputable a Aguas Argentinas. Ello no obsta en modo alguno a la responsabilidad del Estado Nacional ya establecida” pues “la hipotética expansión desigual de los desagües cloacales únicamente habría contribuido a agravar la recarga del acuífero, pero no consta que, de no haberse verificado, la habría impedido. De ello se derivan dos consecuencias fundamentales: en primer lugar, que la responsabilidad del Estado Nacional permanecería incólume, incluso, si se hubiera acreditado este incumplimiento y, luego que, aun tratándose de concausas, no habrían incidido en la misma medida en la producción del hecho dañoso, manteniéndose la actividad del Estado Nacional como fuente autónoma, primaria y determinante del daño”. Estos claros términos de la sentencia no fueron controvertidos por el apelante en su recurso extraordinario, que tampoco indicó que existiera alguna prueba que desvirtuara dichos extremos y que, consecuentemente, evidenciara la necesidad de adoptar una decisión diferente de la de la cámara. De igual modo, la falta de fundamentación del recurso se advierte cuando el Estado Nacional pretende eximirse de responsabilidad atribuyéndola al GCBA sin hacerse cargo de los argumentos por los cuales la cámara descartó tal posibilidad, sobre la base de interpretar la ley 24.588, sancionada luego de la reforma constitucional de 1994, al considerar que el “gobierno local no ejerce el control del recurso hídrico, ni es titular del servicio público de agua y desagües que se presta en la ciudad, por lo cual el tribunal apelado entendió que no resultaba posible responsabilizar al gobierno local por los daños reclamados en esta causa. También resultan ineficaces las objeciones formuladas a la sentencia porque se estableció una condena distinta de las impuestas en la resolución de la causa FLP 3529/02. Tal agravio resulta igualmente infundado, pues no se hace cargo de rebatir las razones dadas sobre el tema con suficiente claridad, cuando el tribunal expresó que aun cuando “ambas causas versen sobre las consecuencias producidas por la elevación del acuífero puelche y capas superiores, difieren en su objeto, con diferentes recaudos de admisibilidad y/o procedencia y mayor o menor extensión de conocimiento. Por ello, las condenas allí impuestas no pueden considerarse prueba suficiente del incumplimiento del anterior concesionario, y era necesario acreditar en esta causa la conducta u omisión antijurídica, junto a los demás presupuestos de la pretensión indemnizatoria”. Es jurisprudencia inveterada de la Corte que, para la procedencia del remedio federal no basta con la invocación genérica y esquemática de agravios o sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso formular una crítica prolija, concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella. Los argumentos del recurrente no resultan aptos para suplir los defectos apuntados de su escrito de interposición del remedio federal, toda vez que no controvierte el argumento central de la decisión cuya revocación pretende, sumado a que las alegaciones que ensaya para eximirse de responsabilidad no rebaten suficientemente los fundamentos de la cámara. En lo atinente a la aplicación del régimen de consolidación de la ley 25.344 al crédito reconocido en autos, el recurso extraordinario es admisible, pues se encuentra en tela de juicio el alcance de una norma federal y el pronunciamiento dictado por el superior tribunal de la causa ha sido contrario al derecho que la recurrente fundó en ella. La cámara excluyó el monto indemnizatorio de la ley 25.344 sobre la base de considerar que “si bien los daños comenzaron a evidenciarse a partir del mes de enero del año 2001 (fecha de la primera inundación), lo cierto es que el hecho generador subsiste hasta el presente, o por lo menos a la fecha en que los peritos visitaran el lugar. La obligación encuentra su causa en un hecho que si bien comenzó antes de la fecha de corte establecida en las leyes 25.344 y siguientes, se caracteriza por su continuidad en el tiempo, lo que dudosamente permite sostener que el crédito sea de causa o título anterior a la fecha de corte”. Tal argumentación omite considerar los claros términos de la ley 25.344, cuyas normas son de orden público y resultan de inexcusable aplicación a los créditos anteriores a la fecha de corte allí fijada. Dicho régimen comprende a las obligaciones dinerarias vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 31 de diciembre de 2001. De conformidad con la doctrina del Tribunal, la “causa” de las obligaciones, a los efectos de la consolidación, la constituyen los hechos, actos o prestaciones que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen, pues éstos son los elementos relevantes a tal fin y no los contratos a los que aquéllos se vinculen. En la medida en que la causa de la obligación de indemnizar surge a partir de las inundaciones producidas por el ascenso de la napa freática, las cuales comenzaron a ocurrir en enero de 2001 y se reiteraron a lo largo del tiempo, corresponde aplicar, en lo pertinente, las disposiciones de la citada ley de orden público. A los efectos de discriminar el porcentaje del monto indemnizatorio que debe quedar comprendido en el régimen de consolidación de aquel que queda excluido de sus términos, resulta necesario establecer los daños que se produjeron con anterioridad al 31 de diciembre de 2001 y aquellos que se produjeron con posterioridad a esa fecha, extremos de hecho y prueba que requieren su examen y resolución por los magistrados intervinientes en la causa.


    Recurso queja Nº 1 – Asociación Mutual Eslovena Triglav y otro c/ Estado Nacional - Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano – Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios y otros s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10864/2007/1/RH1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado. Estado Nacional. Inadmisibilidad del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 10864/2007/1/RH1, “Asociación Mutual Eslovena Triglav y otro c/ EN-Secretaría RRNN y Ambiente Humano – Etoss y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Asociación Mutual Eslovena Triglav c/ Estado Nacional - Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano – Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios y otros s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10864/2007/CA2-CA3, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Liquidación. Intereses. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 6481/2010/CS1, "Mapal SACIA c/ EN-DNV- Resol. 777/01 (Expte 19125/09) s/ Proceso de conocimiento".


    Mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas por las normas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses.


    Recurso Queja N° 1 – Buora, Leandro Ernesto y otro c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal y otro s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3673/2010/1/RH1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Deudas del Estado. Intereses moratorios. Cancelación de deudas. Pago en efectivo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En el dictamen de la causa CAF 6481/2010/CS1, "Mapal SACIA c/ EN - DNV - Resol 777/01 (Expte 19125/09) s/ Proceso de conocimiento", se consideró que el sistema establecido por normas que revisten carácter de orden público para la cancelación en efectivo de las deudas estatales importa el cumplimiento de diversos trámites que conducen necesariamente a dilatar el momento del efectivo pago. Por tal motivo, mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas por las normas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses. La cuestión a dilucidar en esta instancia se limita a determinar si la liquidación de los accesorios que presentaron los actores debe ser cancelada en forma inmediata ampliando el embargo trabado con anterioridad o si debe ajustarse al mecanismo de previsión presupuestaria, tal como se procedió con la obligación principal. Al respecto, cabe tener presente que en autos se ha presentado la liquidación de los intereses, sin que el Estado Nacional dedujera recurso alguno al respecto. De conformidad con lo resuelto por la Corte en Fallos: 339:1812, a los efectos de percibir la suma que se reclama, debe seguirse el procedimiento previsto por los arts. 22 de la ley 23.982 y 170 de la ley 11.672.


    Recurso Queja N° 2 - Lizondo, Juan Aldo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Ejército s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21573/2011/2/RH2, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Liquidación. Intereses. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 6481/2010/CS1, "Mapal SACIA c/ EN-DNV- Resol. 777/01 (Expte 19125/09) s/ Proceso de conocimiento".


    Mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas por las normas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses.


    Recurso Queja N° 2 - Juan Darío Ángel c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos Policía Federal s/ Accidente de Trabajo / Enfermedades Profesionales - acción civil


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10221/2008/2/RH1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Declaración impositiva falsa. Omisión de impuestos. Sanciones pecuniarias. Multa. Principio de legalidad. AFIP. Resoluciones generales. Inconstitucionalidad. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencias. 


    Salidas no documentadas.


    La resolución general (AFIP) 893, fija la fecha de vencimiento para el ingreso del impuesto a las ganancias, estableciendo que debe efectuarse dentro de los quince días hábiles administrativos de producida esa erogación o salida no documentada. Para fijar la fecha de vencimiento para el ingreso de un gravamen, la obligación tributaria que éste conlleva debe hallarse, con anterioridad, en condiciones jurídicas de ser exigida. Y que, para que ella pueda reputarse exigible, a su vez, ha de haberse perfeccionado el respectivo hecho imponible que la genera, en todos sus aspectos, incluyendo el temporal. El ente fiscal considera como momento de perfeccionamiento de ese peculiar hecho imponible del art. 37 de la ley del impuesto a las ganancias a la oportunidad en que el contribuyente realiza la erogación o salida no documentada, para luego otorgarle, a partir de ese momento, quince días hábiles administrativos para el ingreso de la obligación tributaria consecuente. Sin embargo, tal consideración, contenida en un reglamento expedido por la AFIP, se encuentra huérfana de todo sustento legal, pues ni en la ley del impuesto a las ganancias ni en norma alguna de similar naturaleza existía, en los textos vigente durante los períodos objeto de ajuste -enero, febrero, abril, mayo, junio y julio de 2006-, una disposición que así lo establezca. Cierto es que no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Pero se trata de una norma de grado inferior (resolución general AFIP 893) la que fijaba, de manera implícita pero indudable, la oportunidad en que se perfeccionaba ese peculiar hecho imponible y, con base en ello, se exige la cancelación del impuesto aquí tratado, a extramuros de la inveterada doctrina del Tribunal sobre el alcance del principio de reserva de ley que impera en la materia. Es reiterada postura del Tribunal que el principio de legalidad o de reserva de la ley no es sólo una expresión jurídico formal de la tributación, sino que constituye una garantía sustancial en este campo, en la medida en que su esencia viene dada por la representatividad de los contribuyentes. En tal sentido este principio de raigambre constitucional abarca tanto a la creación de impuestos, tasas o contribuciones como a las modificaciones de los elementos esenciales que componen el tributo, es decir, el hecho imponible, la alícuota, los sujetos alcanzados y las exenciones. De ahí, pues, que en esta materia, la competencia del Poder Legislativo es exclusiva. La declaración de inconstitucionalidad de un precepto constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados y que la colisión con los preceptos y garantías de la Constitución Nacional debe surgir de la norma misma y no de la aplicación irrazonable que de ella se haga en el caso concreto. La postura fiscal de considerar perfeccionado el hecho imponible aquí en debate en oportunidad de realizarse las correspondientes erogaciones, como lo establece la resolución general (AFIP) 893, avanza indebidamente sobre una materia reservada con carácter exclusivo al Congreso Federal. La pretensión punitiva del Fisco se apoya en la inobservancia de la actora al mandato contenido en un reglamento inconstitucional y, con tal fundamento, corresponde la revocación de la multa dispuesta en las sentencias de las instancias anteriores.


    Recurso queja Nº 1 – Jbs Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66319/2017/1/RH1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Migrantes. Expulsión de extranjeros. Inconstitucionalidad. Control de constitucionalidad. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Retención del extranjero. Recurso de hecho pendiente de resolución.


    El planteo de inconstitucionalidad del art. 70 de la ley 25.871 –en su nueva redacción– resulta inadmisible, al haber sido articulado de modo genérico, toda vez que el recurrente se limitó a invocar lo expresado por la Sala de a quo en el marco del ya referido amparo colectivo “Centro de Estudios Legales y Sociales” y comparar el texto original del art. 70 con el texto reformado, sin individualizar el perjuicio concreto que la aplicación de las normas impugnadas le habría ocasionado. En cuanto a la impugnación del nuevo art. 69 nonies, corresponde recordar que el control de constitucionalidad de las normas es uno de los fines supremos del Poder Judicial de la Nación, y que, en particular, la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia. Ha entendido la Corte que la declaración de inconstitucionalidad, al importar el desconocimiento de los efectos, para el caso, de una norma dictada por un poder de jerarquía igualmente suprema, constituye un remedio de ultima ratio que debe evitarse de ser posible mediante una interpretación del texto legal en juego compatible con la Ley Fundamental, pues siempre debe estarse a favor de la validez de las normas, y cuando exista la posibilidad de una solución adecuada del litigio, por otras razones que las constitucionales comprendidas en la causa, corresponde prescindir de estas últimas para su resolución. Tal principio conduce en el caso a rechazar también el planteo de inconstitucionalidad del art. 69 nonies y a considerar admisible el agravio relativo a la interpretación de la norma efectuada por la cámara, al confirmarse la decisión de primera instancia que había autorizado la retención del migrante requerida por la DNM. El art. 70 de la ley 25.871 exige como requisito para la viabilidad de la solicitud de retención por parte de la DNM que la orden de expulsión esté firme, exigencia que se ve reforzada por lo dispuesto en el art. 82 de la ley, en el que se reconoce a los recursos previstos en los arts. 69 quinquies, 69 septies, 74 y 84 efectos suspensivos respecto de la ejecución de la medida dictada “hasta tanto la misma quede firme”. La Corte tiene dicho que la expresa indicación de recurrir ante el Tribunal impide considerar firme al pronunciamiento, carácter que, en tales circunstancias, sólo se alcanza una vez que se arriba a la decisión final de la causa, esto es, con la actuación de la Corte Suprema. Así, ha manifestado que la circunstancia de que se encuentre en trámite un recurso de queja por apelación extraordinaria federal denegada, aun cuando dicho recurso carezca de efectos suspensivos respecto de la decisión cuestionada, impide considerar que ésta se encuentre firme, pues de ese modo se halla operativa la fase recursiva. No debe perderse de vista el carácter instrumental de la retención, en cuanto medida que puede ser solicitada por la DNM “al solo y único efecto de cumplir” con la orden de expulsión. Respecto de esta última, corresponde tener presente lo dispuesto por el art. 69 nonies, por cuanto allí se establece que “dictada la sentencia por la cámara federal correspondiente y habiendo quedado firme o denegado el recurso extraordinario federal, la DNM, en caso de corresponder ejecutará la medida de expulsión sin más trámite”. Una interpretación plausible de ambas normas en juego conduce a concluir que lo dispuesto en el art. 69 nonies debe entenderse a la luz de la regla establecida en el art. 70, en cuanto a la exigencia de que el pronunciamiento sobre la expulsión se halle firme a los fines de la viabilidad de la solicitud de retención. En tales circunstancias, y dado el alcance otorgado por la Corte al carácter “firme” en un pronunciamiento, la verificación de la mera denegación del recurso extraordinario federal como recaudo suficiente para la ejecución de aquella medida expulsiva no resulta aplicable a los casos en los que, con posterioridad a dicha denegación, se haya presentado un recurso de queja. Dada la existencia del recurso de hecho mencionado supra, interpuesto en su oportunidad por el migrante ante la denegación del recurso extraordinario deducido contra la sentencia de cámara que había confirmado la orden de expulsión dictada por la DNM y que, al encontrarse en trámite con resolución pendiente de la Corte impediría dar por configurado en el presente un caso en el que corresponda hacer lugar a la solicitud de retención. El juez debe conciliar el alcance de las normas aplicables, evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, para adoptar como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.


    Recurso queja Nº 3 – G., A. c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo para juzgados


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40983/2017/3/RH2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Ombudsman. Nulidad de la resolución. Resolución administrativa. Tarifa de servicios públicos. Medidas cautelares. Fallos del Superior Tribunal. Recurso extraordinario. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que las cuestiones referidas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Sin embargo, tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentación adecuada a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. El apelante argumentó de manera fundada que es posible equiparar la resolución que impugna a una sentencia definitiva, toda vez que ella impide que el proceso continúe hasta el dictado del fallo final y definitivo de la causa. No obstante, el a quo omitió considerar de manera razonada que, en concreto, la decisión cuestionada impide la continuación del proceso, y desestimó la vía recursiva mediante la invocación de una fórmula dogmática, adunando meras citas de pronunciamientos de ese tribunal sin demostrar mínimamente que en ellos se haya examinado la legitimación del Defensor del Pueblo de la Provincia para representar intereses de esa índole, fueran o no homogéneos. La sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. El a quo invocó esas supuestas limitaciones de derecho procesal local para rehusar el conocimiento del planteo de fondo de la cautelar que presentó el actor, lo que comprende un supuesto de arbitrariedad que la Corte ha admitido como medio idóneo para resguardar la garantía de defensa en juicio y del debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa. Aun cuando el planteo remite a la interpretación de normas de derecho público y procesal local, ajenas como regla a la instancia extraordinaria, al haberse resuelto que no hay cabida en este expediente para procurar una tutela cautelar colectiva, se objetó la legitimación del órgano para solicitarla en favor del conjunto de usuarios cuyos derechos estimaba vulnerados. Resulta fundada la tacha de arbitrariedad alegada por el recurrente, lo que lleva a poner de resalto el criterio de la Corte a partir de los precedentes "Strada" y "Di Mascio”, por los cuales se estableció que en los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el art. 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del art. 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de la justicia local.


    Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires c/ Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos s/ Legajo de Apelación - Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 146/2019/RH1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Consejo de la Magistratura. Sanciones disciplinarias. Jueces. Renuncia al empleo. Gravamen eventual. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Reglamento de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura. Comisión de Selección. Registro. Comunicación.


    Cabe desestimar el recurso impetrado ante la falta de interés o agravio concreto y actual del apelante. La falta de demostración del gravamen que le acarrea la aplicación del art. 23, segunda parte del Reglamento de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura, impide la intervención del Tribunal por vía del recurso deducido en razón de la invariable doctrina que ha decidido su incompetencia para emitir declaraciones generales o pronunciamientos abstractos. El recurrente no acreditó de qué modo la inscripción de las actuaciones en el registro de la Comisión de Selección y su comunicación a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a la Cámara Federal de Casación Penal y a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, prevista en el art. 23 del reglamento, le ocasiona un perjuicio directo, concreto y actual en la esfera de sus derechos, máxime cuando el plenario del Consejo de la Magistratura declaró abstractas las actuaciones instruidas a raíz del pedido que formuló el propio demandante como consecuencia de haberse acogido al beneficio jubilatorio. El apelante acude a la tutela jurisdiccional por un perjuicio que aparece como remoto o conjetural, pues la comunicación prevista en la norma impugnada no constituye per se una sanción, sino que tiene por finalidad únicamente informar lo resuelto a los organismos pertinentes, sin exigir ningún trámite o medida en su consecuencia. Aquel aviso reviste un carácter formal que dependerá de la conducta y valoración que eventualmente pueda asignarle el órgano a quien se comunica. El actor no explicó de qué modo tangible sus derechos habrían sido afectados a través de la norma que impugna. La declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe efectuarla sino cuando la repugnancia del precepto con la cláusula constitucional invocada sea manifiesta, y requiere de manera inexcusable un sólido desarrollo argumental y la demostración de un agravio en el caso concreto. La Corte ha establecido que el recurso extraordinario no procede si el recurrente que impugna la constitucionalidad de una ley no acreditó un perjuicio concreto sufrido con la aplicación de ella, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Si la Corte dictara un fallo en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos. Al respecto, el Tribunal ha dicho que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte, si no se justifica el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se pone en tela de juicio.


    Hergott, Oscar Alberto c/ Estado Nacional - Consejo de Magistratura de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 89145/2017/CA1-CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Excombatientes de Malvinas. Pensión social Islas Malvinas. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Subsidio a las personas con inutilización o disminución psicofísica por su intervención en el Conflicto con el Reino Unido.


    El propósito de la ley 22.674 es efectuar un reconocimiento económico en beneficio de las personas que fueron afectadas tanto en el aspecto físico como psicológico y de quienes perdieron a un familiar, a raíz de su participación en la contienda bélica de las Malvinas. La nota de elevación del proyecto al entonces Presidente de facto apuntó que “la medida que se propicia tiene el carácter de una compensación extraordinaria dado que tal carácter revistieron las causas que lo provocan”. Además, se destacó que acudir en auxilio de quienes se han visto afectados para el desempeño de sus actividades, como así también de quienes sufrieron la pérdida de un familiar, es la medida que expresa el agradecimiento de la comunidad respecto de quienes expusieron su vida en defensa del país. Esta Procuración General de la Nación afirmó con respecto a la ley 22.674 que si bien la norma habla de un beneficio a otorgar en condición de subsidio, “el contenido de ella versa sobre cuestiones propias de la Seguridad Social”. En esa materia, los conceptos utilizados por el legislador deben interpretarse conforme con la finalidad protectora de la seguridad social. Teniendo en cuenta que los preceptos de la ley 22.674 deben ser analizados sin perder de vista los fines que determinaron la sanción de la norma, la interpretación que se ajusta en mayor medida a su espíritu tuitivo, respecto del cálculo de los intereses, es aquella que reconoce la procedencia de ese rubro desde la fecha en que fue iniciada la guerra de las Malvinas. En especial, cuando el artículo 5 retrotrae la aplicación de las disposiciones que regulan la prestación al período de tiempo en el que se ubica el hecho generador de la incapacidad que se intenta compensar con el beneficio. Ello es concordante con lo resuelto por la Corte Suprema, en el citado fallo “Acosta”, donde señaló que el derecho al subsidio extraordinario previsto por la ley 22.674 es adquirido al momento de sanción de la norma. No resulta admisible la exégesis del artículo 5 que propone el demandado, en cuanto sostiene que la aplicación retroactiva de la norma prevista en el artículo segundo fue dispuesta para que sus previsiones contemplen las enfermedades contraídas con motivo del conflicto bélico del Atlántico Sur. En efecto, la relación entre la incapacidad o disminución permanente con la guerra de las Malvinas ya se encuentra establecida en el artículo 1 de la ley, que ordena específicamente, como requisito para la solicitud del beneficio, que la afección permanente se hubiese ocasionado con motivo de la intervención del solicitante “en el conflicto con el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, en el Teatro de Operaciones del Atlántico Sur, y en la Zona de Despliegue Continental”. En consecuencia, atribuir al precepto en estudio una inteligencia como la que sugiere el recurrente implicaría inferir que el legislador incurrió en una redundancia, conclusión que resulta contraria al principio de hermenéutica jurídica según el cual las leyes deben interpretarse de manera armónica y la inconsecuencia del legislador no se presume. Una exégesis integral y armónica de las disposiciones de la ley 22.674, acorde a los fines que inspiraron su sanción y los principios que rigen la materia, permite concluir que el subsidio extraordinario regulado en esa norma debe ser abonado con más los intereses calculados al 2 de abril de 1982, fecha en que se inició el conflicto bélico que originó la incapacidad que el beneficio en cuestión busca compensar.


    Paz, Rodrigo Mariano c/ Estado Mayor General del Ejército s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 15488/2014/CS1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Migraciones. Política migratoria. Extranjeros. Procedimiento administrativo. Decreto de necesidad y urgencia. Nulidad del decreto. Facultades del Poder Judicial. Revisión judicial. Inadmisibilidad del recurso. Insuficiencia del agravio. 


    Resulta inadmisible la apelación que no rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. El recurrente se limita a reiterar lo expresado en las anteriores instancias respecto de la plena vigencia del decreto 70/17 hasta su rechazo expreso por el Congreso y de la ausencia de “caso, causa o controversia” que habilite la intervención del Poder Judicial al estar aquél ejerciendo sus atribuciones constitucionales de control, al igual que la alegada verificación en el caso de las circunstancias exigidas para el dictado de los decretos de necesidad y urgencia, a cuyo fin reproduce lo expresado en los considerandos de la citada norma. Ello, a la vez que afirma de manera genérica que el parámetro de la Ley Fundamental para permitir que el Poder Ejecutivo ejerza su facultad constitucional de dictar esta clase de normas, es la “necesidad” y no la “emergencia”. El recurrente desatiende los fundamentos de la sentencia recurrida sustentados en la doctrina de Fallos: 338:1048, precedente en el que la Corte se refirió al deber de los tribunales de evaluar los presupuestos fácticos en los que se justifica el dictado de un decreto en los términos del art. 99, inc. 3°, de la Constitución Nacional, esto es, si las circunstancias invocadas son excepcionales o si aparecen como manifiestamente inexistentes o irrazonables. La recurrente tampoco hace referencia concreta a la existencia en el caso de alguna de las dos circunstancias que deben verificarse a fin de dar por configurado el presupuesto fáctico de excepcionalidad, de acuerdo con lo dispuesto por la Corte en el caso “Verrocchi” invocado por la cámara, esto es, la imposibilidad de dictar la ley mediante el trámite ordinario previsto por la Constitución al no poderse reunir las cámaras del Congreso por circunstancias de fuerza mayor que lo impidan, o que la situación que requiere solución legislativa sea de una urgencia tal que deba ser resuelta inmediatamente, en un plazo incompatible con el que demanda el trámite normal de las leyes. Omite dar respuesta al argumento de la decisión impugnada referido a los considerandos del decreto que dan por configurada una “situación crítica que amerita la adopción de medidas urgentes”, respecto de los cuales se concluyó que se sustentaban en datos fácticos que no aparecían debidamente acreditados ni en el texto del decreto en crisis ni en las presentaciones efectuadas por la DNM en el proceso; la apelante desatiende, así, lo expresado por el tribunal apelado, tanto respecto de las argumentaciones que “se orientan más a justificar la conveniencia de una reforma, como de aquellas que “presentan en forma sesgada las estadísticas disponibles de un modo que llevan a conclusiones inexactas”. La recurrente tampoco rebate el razonamiento planteado respecto de la ley 26.122 y su impacto en la validez del decreto cuestionado, mediante el cual la cámara expuso que, no obstante la subsistencia de éste como norma vigente de conformidad con el art. 24 de la citada ley, la omisión del deber constitucional de expedirse por parte del Congreso no impide el control judicial de los presupuestos del decreto de necesidad y urgencia y que dicha facultad de control subsiste aún cuando tal revisión por parte del Congreso hubiera existido y cobra mayor relevancia en casos como el presente, al tratarse de un decreto que invoca razones de necesidad y urgencia respecto del cual el Congreso no se ha pronunciado todavía. Los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino una mera repetición de afirmaciones que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo.


    Centro de Estudios Legales y Sociales y otros c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3061/2017/CS1-CA1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Pensión vitalicia. Actos de servicios. Pensión no contributiva. Conscriptos. Excombatientes de Malvinas. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La ley 23.848 y sus modificatorias 24.343 y 24.652 establecen un régimen de pensiones vitalicias para los ex soldados conscriptos y civiles que participaron en la guerra del Atlántico Sur entre el 2 de abril y el 14 de junio de 1982. Dicha pensión es retributiva de los actos de servicio específicamente cumplidos por sus beneficiarios y fue creada con el fin de reivindicar a quienes “lucharon por nuestra soberanía y ofrecieron todas sus fuerzas para el triunfo y dignidad de la Nación”. Ese beneficio es compatible con la percepción de cualquier otra prestación previsional, otros ingresos, el subsidio extraordinario instituido por la ley 22.674 y las pensiones graciables vitalicias otorgadas por las leyes 23.598 y 24.310. Además, esa pensión es de naturaleza no contributiva en tanto no está sustentada en aportes equivalentes realizados por el propio beneficiario sino que es atendida con las rentas generales de la Nación. Si “un decreto reglamentario desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, ello contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo, reiteradamente este Tribunal ha sostenido que la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu, y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada”. El decreto 2634/1990, reglamentario de la ley 23.848, en su original art. 5, prescribía que las pensiones se abonarán: “a) En el caso del artículo 1° de la Ley N° 23.848, a partir de la fecha de solicitud de la prestación. b) En los supuestos del artículo 2° de la citada ley, desde el día siguiente al de la muerte del causante o al del día presuntivo de su fallecimiento, fijado judicialmente, siempre que la solicitud se formule dentro de los TRES (3) meses contados desde el deceso o de quedar firme la sentencia que declare el fallecimiento presunto o de subsanada la falta de presentación tratándose de incapaces que carezcan de ella (arts. 3966 y 3980 del Código Civil); en caso contrario se abonará a partir del primer día del mes siguiente al de la solicitud”. Dicho artículo no incurre en exceso reglamentario al disponer que las pensiones se abonan a partir de la fecha de solicitud de la prestación. La ley 23.848 fue sancionada el 27 de septiembre de 1990 y publicada en el Boletín Oficial del 19 de octubre de ese año, sin que se advierta de su texto o del debate parlamentario, que corresponda atribuir a los beneficios en cuestión efectos retroactivos a la fecha de finalización de la guerra de las Malvinas, como pretenden los accionantes. Esa ponderación es consistente con el principio general según el cual las leyes rigen para el futuro y no tienen efectos retroactivos, salvo disposición en contrario. En ese marco, teniendo en cuenta que el decreto 2634/1990 fue dictado el 13 de diciembre de 1990 y publicado en el Boletín Oficial del 21 de diciembre de ese año, no configura una restricción irrazonable del derecho reconocido en la ley el hecho de que el decreto estipule su percepción a partir de su solicitud. De hecho, la propia ley 23.848 supedita el otorgamiento de la pensión vitalicia a la obtención de la certificación emitida por la autoridad de aplicación, designada en la reglamentación. El art. 5 del decreto 2634/1990 no afecta la condición de veterano de guerra de los recurrentes. En efecto, la ley 23.848 no instituye esa condición, sino que atribuye a quienes la revisten una pensión honorífica que viene a complementar un conjunto de prestaciones sociales establecidas por el Estado argentino en distintos períodos posteriores a la finalización del conflicto, y que integran, por ejemplo, los beneficios reconocidos en materia de salud, vivienda, y trabajo por la ley 23.109 y su decreto reglamentario 509/1988. Esta pensión honorífica, a su vez, habilita a sus titulares a acceder a otras prestaciones, como las asignaciones familiares y los servicios de un programa médico-asistencial. El otorgamiento de un beneficio social como consecuencia de la calidad de veterano de guerra no determina que deba ser abonado con retroactividad a la fecha del cese del conflicto. Por el contrario, cuando el legislador entendió, por la índole de la contingencia a cubrir, que la prestación es debida desde la fecha del conflicto, contempló esa retroactividad de manera expresa en la norma. Mediante la sanción de la ley 24.652 el legislador efectuó modificaciones a las disposiciones de la ley 23.848. Sin embargo, entre los cambios legislativos introducidos en esa ocasión no se incluyó la aplicación retroactiva de sus preceptos, ni se formuló en los debates parlamentarios observación alguna sobre el régimen dispuesto en el decreto reglamentario bajo análisis. Por el contrario, la redacción del art. 1 de la ley 24.652 ratificó que el cumplimiento de las funciones en el período y territorio que sustentan el derecho tiene que estar “debidamente certificado según lo establecido en el decreto 2634/90”. Tampoco puede prosperar el agravio según el cual la distinción entre las soluciones normativas contempladas en los inciso a y b del art. 5 del decreto 2634/1990 vulnera el derecho a la igualdad. La precisión reglamentaria efectuada en ese inciso no viola la garantía del art. 16 de la Constitución Nacional toda vez que el legislador puede contemplar en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal que la diferencia de tratamiento no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o de grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable. Está vedado a los jueces pronunciarse sobre el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones normativas en tanto no afecten el derecho conferido en la ley reglamentada, sean razonables a sus fines y respeten el principio de equidad. No existe una diferencia de tratamiento arbitraria entre los sobrevivientes y los derechohabientes de las personas fallecidas con relación al momento de la percepción del beneficio. Si bien el art. 5, inciso b, del decreto les permite a estos últimos acceder al cobro de la pensión desde el deceso del causante, establece también una relación entre ese evento y la solicitud expresa del beneficio, impidiendo en la práctica su percepción con efecto retroactivo a la fecha del conflicto, e incluso con relación a períodos anteriores a la creación legal de la pensión vitalicia. Tal como lo dispone el decreto, para acceder al beneficio desde la fecha de la muerte del causante, ese suceso debió haber ocurrido dentro de un acotado marco temporal previo a la presentación formal de la solicitud, la cual no pudo haber sido realizada, por razones de orden práctico, sino hasta después de la sanción de la ley 23.848 en septiembre del año 1990. El decreto en ninguno de los supuestos que regula establece la percepción del beneficio desde que se adquiere la calidad de veterano de guerra, y en ambos supuestos, tanto para los sobrevivientes como para los derechohabientes de los fallecidos, vincula en definitiva el acceso a la prestación con la fecha de la solicitud. No existe un privilegio indebido respecto a la condición de veterano de guerra en favor de los derechohabientes y en desmedro de los apelantes, ni trasgresión de la igualdad ante la ley. Las actas firmadas entre los representantes de los ex combatientes y las autoridades de la ANSES durante octubre y noviembre de 2008, más allá de revelar la intención del organismo de constituir una comisión de trabajo y evaluar una posible fecha de reconocimiento, no derivaron en el dictado de una norma que contemple la pretensión de los actores, esto es, el pago del reconocimiento histórico desde el cese del conflicto bélico hasta la sanción de la ley 24.652. El organismo no está facultado para emitir un acto de esa naturaleza pues si bien en el decreto 1357/2004 se designó a la ANSES como autoridad para el otorgamiento y liquidación del pago de la pensión en cuestión, no se le atribuyó competencia para conceder un beneficio con un alcance no previsto de manera específica en la ley. Tampoco tiene competencia para celebrar un acuerdo que implique un apartamiento de las disposiciones del decreto reglamentario 2634/1990 en tanto la potestad de revocar el acto administrativo compete únicamente al mismo órgano que lo dictó o, en todo caso, al órgano jerárquicamente superior; nunca a un órgano inferior, salvo que existiera una delegación específica.


    Trucco, Marcelo Jesús y otros c/ ANSES s/ Pensiones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 48952/2011/CA1-CS1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Servicio Nacional de Sanidad Animal. Facultades administrativas. Sentencia ultra petita. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El SENASA es un organismo descentralizado con autarquía económica-financiera y técnico-administrativa, dotado de personería jurídica propia en el ámbito del derecho público y privado, en jurisdicción del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca y es el encargado de planificar, ejecutar y controlar el desarrollo de las acciones previstas en la ley 27.233. En su carácter de autoridad de aplicación, cuenta con suficientes atribuciones y obligaciones para establecer los procedimientos, programas y sistemas de control público y privado de la sanidad y la calidad de los alimentos de origen vegetal provenientes del tráfico federal, así como también para adoptar las medidas de prevención, monitoreo, servicios de alarma y fiscalización más convenientes, de conformidad con lo dispuesto por el ordenamiento vigente. El Código Alimentario Nacional debe observarse en todo el territorio nacional y los responsables de su aplicación en las respectivas jurisdicciones son las autoridades nacionales, provinciales, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y los municipios. Las consideraciones del a quo, respecto a que la demandada omitió cumplir su función específica y que “surgen evidentes riesgos para la alimentación de la población en función del resultado de los análisis efectuados sobre distintos productos”, más allá de ser aspectos de hecho y prueba, no fueron objeto de una crítica adecuada y fundada por la recurrente, quien se limitó a afirmar dogmáticamente que ha realizado numerosos controles en los mercados de conformidad con su misión específica y que la sentencia apelada interpretó de manera errónea las normas que determinan el reparto de competencias en la materia. Por lo demás, al insistir en esta postura, soslaya que la demanda se encuentra dirigida a obtener la realización efectiva y adecuada de las tareas de fiscalización en un mercado de concentración y otro de productores de la ciudad de Rosario, motivo por el cual resulta inconducente hacer hincapié en que las autoridades municipales tienen asignado el control sobre las denominadas bocas de expendio. La Corte ha establecido que corresponde al Poder Judicial de la Nación buscar los caminos que permitan garantizar la eficacia de los derechos, y evitar que estos sean vulnerados, como objetivo fundamental y rector a la hora de administrar justicia y de tomar decisiones en los procesos que se someten a su conocimiento; y añadió que no debe verse en ello una intromisión indebida del Poder Judicial cuando lo único que hace es tender a tutelar derechos, o suplir omisiones en la medida en que dichos derechos pueden estar lesionados. Si bien las medidas ordenadas por la cámara se ajustan a tales directrices, toda vez que tienden a lograr que la autoridad de aplicación ejerza el control que le compete con respecto a los productos de origen vegetal que realizan tráfico federal para ser comercializados en los grandes mercados de la ciudad de Rosario y, de este modo, cumpla con una política pública necesaria para el disfrute del derecho a la salud protegido por la Constitución Nacional, en tanto ello se traduce en la obtención de alimentos inocuos para el consumo humano y animal, no corresponde a los magistrados de la causa establecer el alcance del control, lo que ocurre con la indicación de las condiciones que debe reunir el plan a llevar a cabo por el SENASA. Si bien es cierto que, una vez verificada la omisión de un deber legal, la sentencia puede condenar a la demandada a poner fin a dicha situación según los términos en que se trabó la litis, tal circunstancia no justifica que se ordene el modo preciso en que debe realizar su tarea de control sobre los alimentos de origen vegetal en los mercados antes mencionados. La sentencia apelada sustituyó a la Administración en la determinación de las políticas relativas al control sanitario de los alimentos y también en la apreciación de criterios de oportunidad, mérito o conveniencia en cuestiones que presentan un importante contenido técnico, reemplazando así la actividad del organismo competente mediante directivas concretas que se traducen en una suerte de plan de inspecciones y monitoreos que la demandada debe observar, con sustento únicamente en “la índole de la acción intentada y el marco fáctico subyacente”. Lo resuelto por el a quo en lo que se refiere a este punto aparece como un exceso jurisdiccional en menoscabo de los poderes y funciones atribuidos a las autoridades administrativas por las leyes que las instituyen y les confieren sus competencias respectivas. Ello afecta al SENASA en el ejercicio de la política estatal en el área de su competencia, motivo por el cual la resolución recurrida aparece desprovista de suficiente sustento, en tanto ordena la cantidad mínima de inspecciones y monitoreos a realizar por año, lo que importa un significativo grado de injerencia en sus facultades.


    Zárate, Enrique Augusto c/ Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria s/ Amparo ambiental


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 26209/2016/CA1-CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Subsidio estatal. Interpretación de leyes federales. Nulidad del acto administrativo. Causa del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 17202/2012/CS1 “Glibota, Pedro Pablo y otros c/ EN-M° Economía Resoluciones 235 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento”


    En la tarea de establecer la correcta inteligencia de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de los jueces de la causa y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. En cuanto al agravio del Estado Nacional según el cual, a partir del dictado de la resolución (SAGyP) 21/19, habría dado cumplimiento a la sentencia de primera instancia, vale destacar que el Artículo 1° de dicha resolución prescribe que: “Decláranse concluidos los procedimientos administrativos originados a partir de la presentación de solicitudes de compensaciones al consumo interno en los que no hubiera sido dictada una resolución administrativa de reconocimiento de las compensaciones requeridas, disponiéndose el archivo de los mismos”. En este punto no pueden ser atendidas las críticas formuladas por la recurrente contra la sentencia de la anterior instancia. Tal como se desprende de su texto, la citada resolución (SAGyP) 21/19 contiene consideraciones y manifestaciones efectuadas en forma genérica y abstracta. En el dictamen citado en referencias se estableció que el Artículo 5º de la resolución conjunta impugnada por el actor carece de un requisito esencial para su validez, cual es el de su motivación. Así, el acto omitió invocar fundamento alguno que sustente la negativa a las solicitudes de compensación, vulnerando, con tal proceder, el derecho de defensa del actor.


    Masat, Ariel Fabián c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía – Resoluciones 235, 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17225/2012/CA1-CS2, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    CapítuloVIII


         Derecho Procesal Civil y Comercial


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Juicios en que es parte una provincia. Revisión judicial. Control de constitucionalidad. Estado de incertidumbre. Facultades del gobierno nacional. Procedencia del recurso. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2155/2017 “Telefónica de Argentina S.A. y Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    En el sub examine se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, en la medida en que se advierte un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca. En efecto, no se trata de dar solución a una hipótesis abstracta o meramente académica, sino que la conducta de la provincia demandada, al dictar la disposición que se impugna, de carácter operativo, genera en la actora un “estado de incertidumbre” que otorga sustento a la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podría afirmarse que el fallo pone fin a una controversia actual. En tales términos, es dable sostener que la solicitud de las actoras no tiene un carácter meramente consultivo ni importa una indagación especulativa, sino que responde a un “caso” y busca fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto, extremos que aconsejan subsumir la cuestión por la vía prevista en el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    AMX Argentina S.A. c/ Provincia. de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4361/2015/13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Cervecería y Maltería Quilmes Sociedad Anónima Industrial, Comercial, Agrícola Ganadera c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2570/2017/01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Don Basilio S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 596/2017/01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2017/01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Ahora S.A. c/ Santiago del Estero s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 127/2018/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bunge Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1482/2017/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A. Industrial Comercial Agrícola y Ganadera c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 828/2018/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Comercial Rossi S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2699/2017/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Panificadora Veneziana S.A. c/ Salta, Provincia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2098/2017/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Sodecar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1849/2016/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos provinciales. Exenciones impositivas. Generación de energía eléctrica. Mercado eléctrico. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 253/2013 (49-C)/CS1, “Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    La cláusula III. d) del “Consenso Fiscal” suscripto entre el Estado Nacional y las provincias el 16 de noviembre de 2017 y ratificado por ley 27.429 establecía un tope a las alícuotas del impuesto sobre los ingresos brutos para todas las actividades de “Electricidad, gas y agua” durante los períodos 2018 a 2021, hasta llegar a su exención en el año 2022. Nada en su texto permite colegir que derogó el art. 12 de la ley 15.336, en cuanto fija, de manera específica, que las obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de la energía eléctrica de jurisdicción nacional, y la energía allí generada o transportada, no podrán ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción y circulación. El otorgamiento de la concesión por parte del Estado Nacional y las inversiones que pudo haber realizado para que la actora lleve adelante su actividad de generación de energía eléctrica no son suficientes, a la luz del art. 1° de la ley 22.016, para calificar a la actora dentro de los sujetos que allí se enumeran. Indicó el Tribunal que el art. 1° de la ley 22.016 “fija una política impositiva clara, dirigida a un conjunto específico de sujetos: establece en relación a ellos la derogación de las exenciones tributarias de que gozaban hasta entonces” y agregó “pero resulta claro que otra es la situación en examen, ya que, al tratarse la actora de una empresa privada y no de un ente estatal, las disposiciones de la citada ley 22.016 no resultan aplicables a ella. Esta conclusión encuentra fundamento, además de lo indicado en el texto de la ley -arts. 1º y 2º- en la nota que acompañó al respectivo proyecto, en la que se menciona como una de las finalidades procuradas la de impedir que las empresas o entes del Estado nacional puedan exhibir un cuadro más favorable que el que realmente corresponde, lo que puede inducir a error en apreciaciones sobre rentabilidad y eficacia y conducir finalmente a decisiones equivocadas, aspecto especialmente grave cuando se trata de empresas que compiten con otras del sector privado, sin ser estrictamente establecimientos de utilidad pública”. Es que es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Sobre la base de estas consolidadas pautas hermenéuticas, receptar la postura de la Provincia y extender la restricción contenida en el art. 1° de la ley 22.016 más allá de su letra, implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.


    Central Puerto S.A. c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1374/2016/21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Domicilio. Trabajador. Empleador. Competencia provincial. 


    Para dirimir la contienda resulta aplicable la norma sobre competencia territorial establecida en el artículo 24 de la ley 18.345, con arreglo a la cual debe intervenir, a elección del actor, el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado, y está inspirado por el objeto de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los “demandantes” a los que se refiere el precepto. A su vez, el artículo 118 de la Ley 17.418 de Seguros establece en su párrafo segundo que el damnificado puede citar en garantía al asegurador y que, en tal caso, debe interponer la demanda ante el juez del lugar del hecho o del domicilio del asegurador. Teniendo en consideración que tanto el domicilio real del trabajador, como el lugar de trabajo donde ocurrió el accidente laboral, y el domicilio del empleador se ubican en la provincia de Buenos Aires, y los fines que inspiran el artículo 24 de la ley 18.345 mencionados, corresponde entender en la presente demanda los tribunales laborales de la provincia de Buenos Aires, conforme a su organización de justicia.


    Méndez, Juan Ramón c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13346/2017/CA1-CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Hábeas data. Derechos del consumidor. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. 


    El conocimiento del proceso de tutela preventiva, cuyo propósito consiste en detener una acción lesiva que se deriva de la gestión extrajudicial del cobro de deudas con base en una relación de consumo corresponde a la justicia nacional, pues atañe a cuestiones de derecho común, sin que se advierta, dentro del limitado marco en que se resuelven las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. La Ley 25.326 de Protección de Datos Personales establece la competencia de excepción sólo en aquellos casos en los que se persigue eliminar datos o contenidos que obran en bases públicas de información o interconectadas en redes interjurisdiccionales. El fuero federal es de carácter excepcional y se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.


    Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 12181/2019/CA1-CS1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Decreto de necesidad y urgencia. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Compraventa inmobiliaria. Escrituración. Causas regidas por normas federales. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La pretensión destinada a cuestionar, esencialmente, la constitucionalidad del aislamiento social, preventivo y obligatorio dispuesto por el Poder Ejecutivo Nacional mediante el decreto 297/20 y prorrogado sucesivamente por medio de los decretos 325/20, 355/20 y 408/20 en el marco del brote del nuevo coronavirus (COVID-19), en cuanto implica para la actora el impedimento de concretar la formalización de la venta del inmueble de su propiedad –que se encuentra hipotecado– y, posteriormente, mudarse con sus hijos menores de edad a una nueva vivienda, requiere interpretar si las medidas puestas en práctica mediante los decretos cuestionados en el marco de la emergencia suscitada como consecuencia del brote de COVID-19 resultan ajustadas, o no, a los artículos 1º (incisos 1º, 2º y 3º), 3º, 4º, 5º (incisos 1º y 2º) y 25 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 4º (incisos 1º, 2º y 3º) y 12 (inciso 1º) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo, y que dicho cuestionamiento importa examinar el alcance de los poderes ejercidos por el Poder Ejecutivo Nacional con fundamento en normas constitucionales (artículo 99, incisos 1º y 3º) y su adecuación al texto de la Constitución Nacional y de varios tratados internacionales con jerarquía constitucional, lo cual determina que la materia del pleito revista naturaleza federal. La cuestión en debate excede el mero examen y conocimiento de convenios de derecho privado regidos por normas de derecho común, en tanto se cuestiona la constitucionalidad de disposiciones de carácter federal que restringieron, en lo que aquí interesa, la actividad notarial destinada a la instrumentación de escrituras traslativas de dominio de bienes inmuebles y el desplazamiento de personas y cosas con fines de mudanza de una vivienda a otra, lo cual, sumado a que se demanda al Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional), conduce a concluir en que la contienda negativa de competencia suscitada debe zanjarse en el sentido de que corresponde a la justicia nacional en lo civil y comercial federal entender en las presentes actuaciones.


    Tenenbaum, León y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2457/2020/29 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Cobertura de tratamiento médico. Suministro de medicamentos. Ley federal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 2542/2019/CS1, "C. G., M. F. c/ lOMA s/ Amparo".


    Los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Las reglas de atribución territorial fijadas por las normas que rigen el asunto, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado. La Corte tiene la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado ajeno a la contienda planteada.


    M., Ana Cristina c/ Instituto de Obra Médico Asistencial - lOMA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 156/2020/CS1, 09 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cobertura médica. Discapacidad. Competencia federal. 


    Cuestión sustancialmente análoga con las estudiadas en Fallos: 330:810, "Rossi", y CSJ 2321/2016/CS1, "Morana, Roberto A. y otro/a s/ Caja de Previsión Social para Abogados Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    T., N. S. en nombre y representación de su hija c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas s/ Ley de discapacidad


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 37356/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Obra social provincial. Ley federal. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 2542/2019/CS1, "C. G., M. F. c/ IOMA s/ Amparo".


    Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitarse ante ese fuero por razón de la materia.


    B., M. F. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1771/2020/CS1, 29 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Técnica de reproducción humana asistida. Orden público. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa FCB 53356/2018/CS1, “P. L., S. c/ APROSS y otro s/ Amparo Ley 16.986”.


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión y en la relación jurídica habida entre las partes. La discusión objeto de autos conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas por la ley 26.862 de Reproducción Médicamente Asistida, norma de índole federal y de orden público, con vigencia en todo el territorio de la República, que abarca a todos los prestadores del servicio de salud de los ámbitos público, de la seguridad social y privado; con lo cual, el proceso debe tramitar ante el fuero federal, ratione materiae.


    P., L. P. c/ Administración Provincial del Seguro de Salud de la Provincia de Córdoba s/ Leyes especiales (diabetes, cáncer, fertilidad)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1197/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 2542/2019/CS1 “C. G., M. F. c/ IOMA s/ Amparo”.


    Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Szkymanowski, Ángela María c/ IOMA s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1140/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Consorcio de propietarios. Suministro de energía eléctrica. Baja del servicio público. Competencia civil y comercial federal. 


    Para resolver las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión. A esos fines también debe indagarse su origen y naturaleza y la relación jurídica habida entre las partes. La cuestión debatida no se reduce a la relación contractual entre particulares ni se trata de una mera desavenencia comercial entre un usuario y una prestadora de un servicio público, desde que la solución del pleito se vincula prima facie con aspectos que hacen a la inteligencia y aplicación de normas federales que conforman el marco regulatorio de la actividad. El Tribunal sostuvo la competencia de la justicia federal cuando está en juego la suspensión de un servicio público nacional.


    Consorcio de Copropietarios Avenida Nazca 2XXX c/ EDESUR S.A. s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5310/2019/CS1, 07 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Derechos de incidencia colectiva. Consumidores. Contrato de telefonía celular. Modificación del contrato. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. La materia en debate es propia del derecho común, sin que se advierta, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. Para determinar si la empresa requerida violenta los derechos garantizados a los usuarios y consumidores en la ley 24.240 y, en caso de proceder, reintegrar a los usuarios los conceptos que les fueron exigidos y no les correspondía abonar e imponer sanciones a la prestadora del servicio, corresponde aplicar lo expresado por la Corte en Fallos: 324:4349, en cuanto allí sostuvo que la causa debía tramitarse ante la justicia local, de acuerdo con lo ordenado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, dado el carácter de derecho común de la ley de defensa del consumidor en la que se fundaban los derechos que se alegaban vulnerados. No se pone aquí en tela de juicio el marco regulatorio del servicio nacional de telecomunicaciones; ni se aduce una interrupción de un servicio de carácter interjurisdiccional. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad. El Tribunal tiene reiteradamente dicho que las sociedades anónimas que ejercen su actividad en una provincia se encuentran en la misma condición en la que puede hallarse un vecino de ella, ya que la actuación en una localidad, el conocimiento de sus circunstancias particulares, la valoración de los intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinado territorio. No cabe establecer la vecindad de una sociedad en atención al domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio en el que se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio y, en el caso, no se discute que el lugar de cumplimiento de las obligaciones comprende dos o más jurisdicciones ni que la accionada posee una sucursal en la ciudad de Mendoza (provincia homónima), por lo que la actora estaba facultada para promover la demanda en esa sede, sin que obste a ello lo expuesto por la demandada acerca de que posee su domicilio social y establecimiento principal en la ciudad de Buenos Aires. La intervención del fuero federal es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Protectora Asociación Defensa del Consumidor c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. (Movistar) s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2124/2019/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Derechos reproductivos. Fertilización asistida. Cobertura médica. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa FCB 53356/2018/CS1, “P. L., S. c/ APROSS y otro s/ Amparo ley 16.986”.


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión y en la relación jurídica habida entre las partes. Si la discusión conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas por la ley 26.862 de Reproducción Médicamente Asistida, norma de índole federal y de orden público, con vigencia en todo el territorio de la República, que abarca a todos los prestadores del servicio de salud de los ámbitos público, de la seguridad social y privado, el proceso debe tramitar ante el fuero federal, ratione materiae.


    B., M. D. y otro c/ APROSS s/ Leyes especiales (diabetes, cáncer, fertilidad)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 36050/2019/CS1, 15 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa FCB 53356/2018/CS1, “P. L., S. c/ APROSS y otro s/ Amparo ley 16.986”.


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión y en la relación jurídica habida entre las partes. Si la discusión conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas por la ley 26.862 de Reproducción Médicamente Asistida, norma de índole federal y de orden público, con vigencia en todo el territorio de la República, que abarca a todos los prestadores del servicio de salud de los ámbitos público, de la seguridad social y privado, el proceso debe tramitar ante el fuero federal, ratione materiae.


    B., S. N. c/ APROSS s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 710/2020/CS1, 26 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Discriminación por razones de sexo o inclinación sexual. Derecho a la identidad de género. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema en relación con la aplicación del artículo 20, segundo párrafo, de la ley 26.854, todo conflicto de competencia planteado entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un juez de otro fuero debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    A., P. G. A. c/ Registro Nacional de las Personas y otro s/ Amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 53796/2019/CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Hijos a cargo. Ingreso al país. Extranjeros residentes. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuando ha intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que es la Cámara Contencioso Administrativo Federal la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    A. R., M. V. c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16132/2020/29 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Cobertura médica. Ley federal. Acumulación de procesos. Determinación de la incapacidad. Competencia civil y comercial federal. 


    Los procesos que versan sobre situaciones alcanzadas por normas federales, tales como la ley 26.682, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un solo magistrado de causas vinculadas. Constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia, pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. El amparo persigue la cobertura de las prestaciones de salud, por lo que el planteo autónomo de esa cuestión litigiosa excede la competencia exclusiva y excluyente que concierne a los juzgados nacionales en lo civil –dedicados a los asuntos de familia y capacidad de las personas– El trámite de determinación de capacidad no ejerce fuero de atracción.


    K., J. c/ Medicus S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4798/2020/CS1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Servicio público. Energía eléctrica. Supresión de servicio público. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La acción de amparo iniciada con el objeto de impugnar la suma reclamada por la distribuidora de energía eléctrica por supuestos consumos no verificados, es una cuestión que no se reduce a la relación contractual entre particulares ni se trata de una mera desavenencia comercial entre un usuario y una prestadora de un servicio público, desde que la solución del pleito se vincula prima facie con aspectos que hacen a la inteligencia y aplicación de normas federales que conforman el marco regulatorio de la actividad (ley 24.065, decreto 1398/92 y resolución 525/2017 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad, entre otras). El Tribunal sostuvo la competencia de la justicia federal cuando está en juego la suspensión de un servicio público nacional.


    Lomsicar S.A.I.C.I.F.Y.A. c/ Edesur S.A y otro s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11968/2019/CA1-CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Traslado de personas. Régimen de circulación de vehículos. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuando ha intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que es la Cámara Contencioso Administrativo Federal la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    A., M. y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16133/2020/29 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Síndico de la sociedad. Verificación de créditos. Competencia contencioso administrativa. Competencia provincial. 


    El presente juicio debe proseguir ante el juzgado provincial, ya que, de conformidad con lo previsto por el artículo 21, segundo párrafo, apartado 2, de la ley 24.522, al que remite el artículo 132 de ese ordenamiento legal, los procesos de conocimiento en trámite –como es el supuesto de autos–, en los que se dará necesaria intervención al síndico, están legalmente excluidos del fuero de atracción, sin que el accionante haya optado por suspender el procedimiento y verificar su crédito en el proceso universal. Además, la pretensión no reviste naturaleza patrimonial, lo cual también torna improcedente la aplicación del fuero de atracción previsto por el artículo 132 de la ley 24.522.


    Municipalidad de Tres de Febrero c/ C.O.A. Construcciones y Servicios Públicos S.A. s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 316/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Telefonía celular. Derechos del consumidor. Derecho a la información. Cuestiones de derecho común. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La demanda tendiente a obtener información vinculada a la baja de dos líneas de telefonía móvil, involucra cuestiones de derecho común, ya que se vincula con el derecho de los consumidores a recibir información cierta, clara y detallada acerca de los bienes y servicios contratados y el deber de los proveedores de dichos bienes y servicios de satisfacer ese derecho a la información, aspectos regulados por la ley 24.240, que integran el derecho común, no siendo necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de telefonía móvil, las normas contenidas en la ley 27.078 o sus normas reglamentarias. La jurisdicción federal es un fuero de excepción y, al no constatarse en autos una causa específica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Autopista S.A. c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. (Movistar) s/ Acción mere declarativa de derecho


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 16875/2019/CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Amparo colectivo. Plan de ahorro previo. Cuestión de derecho común. Domicilio social. Sucursal. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Resulta competente la justicia provincial dado que la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, derivados de un vínculo contractual de índole comercial que vincula a los accionantes con las compañías oferentes de planes de ahorro previo demandadas. La competencia federal establecida para los casos en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, es renunciable a favor de la justicia provincial desde que se trata de un privilegio que sólo a ellos concierne. Tiene dicho la Corte Suprema que, en materia de sociedades anónimas, la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, implica ipso iure avecindarse en el sitio para el cumplimiento de las obligaciones allí contraídas, por lo que no cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar del domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desplegaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen a la demanda. De tal manera, al ejercer su actividad en la provincia, se encuentra en las mismas condiciones en que puede hallarse un vecino de ella, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del sitio y la valoración de los intereses próximos en disputa, constituyen elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada jurisdicción.


    Antipan, Rubén Darío y otros c/ Chevrolet S.A. de ahorro para fines determinados y otro s/ Amparo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15387/2019/CS1, 20 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Comisión médica central. Instancia administrativa previa. 


    Apelación de las resoluciones de la Comisión Médica Central. Competencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Con respecto a la aplicación temporal de la ley 27.348, corresponde remarcar que la administración, a través de la resolución 298/17 de la SRT, emitida el 23 de febrero de 2017, reglamentó el procedimiento previo y obligatorio ante las comisiones médicas y estableció que las disposiciones de la ley 27.348 "sólo resultarán aplicables al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017". Asimismo, la resolución 463-E/2017 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, del 11 de abril de 2017, a fin de aclarar este aspecto de la norma, determinó que "para los casos de los reclamos iniciados (sorteo informático) que tengan por objeto accidentes laborales y/o enfermedades profesionales Ley N° 24.557, Ley N° 26.773 en el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria -SECLO- con fecha anterior al 1 de marzo de 2017, se deberá continuar su trámite normal y habitual tanto para el cierre de la instancia como para los eventuales acuerdos de conformidad a lo normado por la Ley N° 24.635 y Decreto N° 1169/96 modif. Decreto N° 1347199" (art. 1). La administración, a través de las resoluciones mencionadas, estableció una regla específica de aplicación temporal en la que el nuevo procedimiento será aplicable solo a las actuaciones administrativas iniciadas a partir del 1 de marzo de 2017, y así fue señalado por esta Procuración General en autos CNT 82707/2017/1/RH1, "Carrió, Jorge Emanuel c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente -ley especial. Aquellas actuaciones iniciadas con anterioridad al 1 de marzo de 2017 deben continuar su trámite conforme la normativa vigente en su inicio. En este sentido, es necesario precisar que la entrada en vigencia del nuevo procedimiento administrativo incluye su propio sistema de revisión, que comprende un trámite administrativo ante las comisiones médicas y un nuevo sistema recursivo jurisdiccional. Corresponde aplicar la regla prevista en la redacción original del artículo 46 de la LRT, vigente al sustanciarse la instancia administrativa, que establece que las resoluciones de la Comisión Médica Central serán apelables ante la Cámara Federal de la Seguridad Social (inciso 1).


    Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 83050/2017/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central".


    González, Alejandro Daniel c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 100923/2017/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Consignación de documentos. Despido. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. En ese marco, corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, en cuanto dispone que "la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda" y "se requerirá... que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia". Corresponde disponer que el proceso de consignación, junto con las presentes actuaciones, sigan su trámite en sede provincial.


    Fasanella, Mariano Gastón c/ Coca Cola FEMSA de Buenos Aires S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24681/2018/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Curatela. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531, "Alonso" y Fallos: 332:908, "A. R.", corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia de la provincia de Río Negro. No obsta a la solución propuesta, que los tribunales de Río Negro sean ajenos a la presente controversia, pues atañe a la Corte Suprema, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    G., M. J. s/ Curatela Artículo 12 Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 80050/2019/CS1, 16 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Opción de competencia. Ley de seguros. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. En supuestos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en los que se demanda, entre otros, a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por deducir la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo 118 de la ley 17.418 y al artículo 5, inciso 4, del código de procedimientos.


    Lizarraga, Federico Nicolás y otros c/ Uglessich, Carina Susana y otro/a s/ Daños y perjuicios automovilístico con lesiones o muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2476/2019/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Compensación económica. Telefonía celular. Relación de consumo. Ley Argentina Digital. Competencia provincial. 


    Cobro de suscripciones y cargos no solicitados.


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Resulta competente la justicia provincial dado que la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, y se encuentra dirigida contra una empresa privada a cargo de la prestación del servicio de telefonía móvil, en lo que atañe a conflictos derivados de su actividad comercial. El artículo 4 de la ley 27.078 exceptúa a las relaciones de consumo de la competencia federal allí prevista para cualquier conflicto que, de modo directo o indirecto, pudiera surgir o derivar de la aplicación de esa ley. En el limitado marco cognoscitivo en el que se deciden las cuestiones de competencia, no resulta necesario interpretar el sentido y los alcances de normas de naturaleza federal que regulan el servicio de telefonía móvil, las normas contenidas en las leyes 19.798, 25.891, 27.078 o resoluciones administrativas.


    Purpi, Diego Fernando c/ Telecom Personal S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2684/2019/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca del origen y la naturaleza de la pretensión y en la relación jurídica habida entre las partes. En primer término, la discusión entablada involucra aspectos propios del derecho común y local, sin que revista un manifiesto contenido federal. Asimismo, se encuentra firme la decisión que concluye que la Dirección Nacional de Vialidad no es parte de la relación jurídica sustancial, ni tiene un interés directo en el litigio. Es por esa razón que, procede declarar la competencia para entender en las actuaciones del foro provincial.


    Fernández, Abel Alejandro y otros c/ Monje, José Luis y otros s/ Daños y perjuicios


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 71008814/2012/CS1, 13 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Contratos de consumo. Servicio telefónico. Mora del deudor. Competencia civil y comercial. 


    La Corte ha sostenido que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El objeto de la causa se relaciona, prima facie, con la interpretación de cuestiones vinculadas al régimen de responsabilidad de la demandada, materia que compromete con influencia decisiva el examen de aspectos propios del derecho común, cuyo abordaje corresponde a ese fuero.


    Lebrero, Luis Alberto c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Demanda de derecho de consumo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 631/2020/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho común. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Lo central de la controversia involucra cuestiones que no exceden el marco del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido a determinar si corresponde la reparación de los daños y perjuicios invocados por el actor en virtud de los incumplimientos contractuales atribuidos al accionado, en una relación entre particulares fincada en normas del Código Civil y Comercial. No se advierte que resulte esencial e ineludiblemente necesario interpretar el sentido y alcance de reglas federales que regulan lo atinente al servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones -leyes 19.798 y 27.078, sus modificatorias y reglamentarias-.


    Pérez, Sergio Gabriel c/ Scotton, Jorge Alberto s/ Daños y perjuicios - incumplimiento contractual (excepto Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 534/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Competencia civil y comercial federal. 


    Para decidir las cuestiones de competencia es preciso valorar la exposición de los hechos de la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado; e indagar el origen y naturaleza de la pretensión. La admisión del forum conexitatis del artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. Por tanto, debe interpretarse con criterio riguroso. No existe una vinculación relevante que justifique apartar al juez de la causa pues, por un lado, esta acción de daños y perjuicios excede la competencia de la seguridad social, según se desprende del artículo 2° de la ley 24.655. Por otro lado, los aspectos previsionales que integran la acción se encuentran resueltos. Descartada la acumulación, cualquier duda que pudiera albergarse sobre la posibilidad de sentencias contradictorias, se soslayaría requiriendo las constancias actuariales que se estimen necesarias para evitar que se incurra en esa situación.


    Jullier, Juan Emilio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8489/2018/CS1, 07 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Defensa del consumidor. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 


    Para resolver las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión. También procede indagar en su naturaleza y origen y en la relación de derecho habida entre las partes. Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    Araya, Gabriela Andrea c/ United Airlines Inc. s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8365/2019/CA1-CS1, 16 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Muerte. Servicios eléctricos. Instalación eléctrica. Obligaciones del usuario. Obligaciones del proveedor. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En la demanda iniciada contra la distribuidora del servicio de energía eléctrica, destinada a obtener el pago de los daños y perjuicios ocasionados por el fallecimiento de su madre a raíz de la descarga eléctrica recibida en su domicilio, más allá de la eventual relevancia de los aspectos civiles atinentes a la responsabilidad por daños, a fin de determinar si incurrió en las conductas ilícitas que se le endilgan en la demanda y que, eventualmente, justificarían la pretensión resarcitoria, resultará necesario el análisis e interpretación de normas federales, como la ley 24.065 y el Reglamento de Suministro de la Energía Eléctrica para los Servicios prestados por Edenor S.A., en cuanto regula lo atinente a los derechos y obligaciones del usuario y la distribuidora respecto del mantenimiento y conservación de las instalaciones eléctricas domiciliarias.


    Moram, Omar Arnaldo c/ Edenor S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42579/2019/CA1-CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer esta contienda, es menester atender a los hechos que se relatan en el escrito de inicio y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición. Incumbe a la justicia federal entender en el presente caso, en tanto resulta demandada una obra social comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la ley 23.660 y 2 y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo, resulta aplicable el artículo 38 de esta última norma, que prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes al fuero de excepción.


    T., O. c/ R., D. y otros s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42536/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Servicio público telefónico. Supresión de servicio público. Baja del servicio público. Incumplimiento del contrato. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de los aspectos de derecho común atinentes a la eventual responsabilidad de la demandada por los daños originados en el incumplimiento de sus obligaciones legales o contractuales, la pretensión del actor, de que se condene a la demandada al pago de los daños y perjuicios que dice haber sufrido por la interrupción injustificada del servicio de telefonía fija e internet, exigirá precisar el sentido y alcance de normas federales que regulan lo atinente al servicio telefónico (leyes 19.798 y 27.078, y, en particular, la resolución Nº 733/2017 del Ministerio de Modernización que aprobó el Reglamento de Clientes de los Servicios de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, entre otras), cometido reservado a la jurisdicción federal en razón de la materia. La Corte Suprema ha admitido la procedencia del fuero de excepción cuando la pretensión se relaciona con la inteligencia de las disposiciones federales mencionadas y se encuentra en juego la suspensión del servicio público de telefonía.


    Cruz, Gabriel Augusto c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Incumplimiento de Servicios de Telecomunicaciones


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9173/2019/CA1-CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Determinación de la incapacidad. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Tutela judicial efectiva.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En ese marco interpretativo adquiere una singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. El Código Civil y Comercial asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado. La cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar en donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial para el que fueron designados.


    A., J. C. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44870/1994/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Competencia civil. 


    Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega en la pretensión. Asimismo, debe indagarse su origen y naturaleza y la relación de derecho habida entre las partes. En Comp. 540, L. XLV, "Pigues, Carlos Alberto c/ Corti, Rubén Ángel s/ Ejecución de honorarios", la Corte recordó que el artículo 516 del Código Procesal Penal de la Nación establece que "las sentencias que condenan a restitución, reparación e indemnización de daños, satisfacción de costas y pago de gastos, cuando no sean inmediatamente ejecutadas o no puedan serlo por simple orden del tribunal que las dictó, se ejecutarán por el interesado ante los jueces civiles y con arreglo al Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación". Destacó que en ese contexto, dada la naturaleza de la acción, cuyo objeto es obtener el cobro de honorarios, corresponde atribuir competencia a la justicia ordinaria civil, desde que la materia disputada involucra a particulares y remite al examen de aspectos vinculados preferentemente con el derecho privado.


    Gómez, René Alberto c/ Farfán, Laureano Miguel s/ Ejecución de honorarios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 33344/2018/CS1, 13 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Según lo dispone el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Obra Social del Personal Jerárquico. de la República Argentina, para el Personal Jerárquico de la Industria Gráfica y el Personal Jerárquico del Agua y la Energía c/ Clínica Bartolomé Mitre s/ Ejecución fiscal-varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 176810/2018/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Endoso de póliza. Sucesiones. Indivisión hereditaria. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. La sucesión atrae las acciones por deudas personales del difunto mientras subsista la indivisión hereditaria y el cese se produce recién con la partición de los bienes debidamente inscripta. Por lo tanto, si no se haya verificado hasta la fecha la partición de herencia, continúa operando el fuero de atracción del juicio universal.


    Alba Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ JR Construcciones S.R.L. y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 27215/2010/CA1-CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Superintendencia de riesgos del trabajo. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Centrar”.


    Orlandi, Lorena Elizabeth c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47814/2018/CS1, 27 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que, si bien para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió, de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición, y ello no ha ocurrido aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese óbice formal, y expedirse sobre el conflicto planteado. Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlas, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos de la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado; e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el reclamo se circunscribe a la reparación de los daños y perjuicios sufridos en el marco de obligaciones asumidas por el vendedor en el contrato de compraventa, más allá de las obligaciones derivadas de la normativa aduanera invocadas por la sociedad actora. Por lo que, corresponde recordar el carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.


    Constructora Dos Arroyos S.A. c/ Bull Vial S.A.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 48775/2019/CS1, 13 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Información sumaria. Registro de la propiedad automotor. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Al tratarse de un proceso no contencioso que persigue una declaración de certeza sobre el estado civil de los actores, para posteriormente obtener la rectificación de esos datos y la emisión de un nuevo título por parte del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, no se dan los supuestos que determinan la competencia federal, la cual es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye.


    Pegolotti, Gabriela Karina y otro s/ Información sumaria


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75017/2019/CS1, 13 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Ley de contrato de trabajo. Competencia laboral. 


    Si no se advierte que la materia propuesta a debate tenga virtualidad para afectar la organización, instrumentación o planificación de las prestaciones médico - asistenciales, alterando el funcionamiento de la demandada en su calidad de proveedora de servicios a sus afiliados, no corresponde dar intervención al fuero de excepción por la materia. La ley 25.164 -que aprueba el marco normativo del empleo público nacional-, en los artículos 1 y 3 de su anexo, determina que la relación de empleo público queda sujeta a sus disposiciones, acuerda los derechos y obligaciones mínimos a los integrantes del servicio civil de la Nación, y excluye al personal regido por los preceptos de la ley 20.744. El CCT 697/05 prevé que la relación de empleo con el INSSJP se rige por la Ley de Contrato de Trabajo. Es prematura la declinatoria efectuada por el juez local por cuanto el fuero federal surte en razón de la persona puede ser declinado por el titular privilegio, de forma tal que si el ente nacional aún no compareció a juicio, la Corte Suprema ha establecido que conserva la prerrogativa de invocar –o no- la jurisdicción que le atañe en su calidad de aforado.


    Cayupán, Laura Gabriela c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (INSSJP) s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2852/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Internación. Domicilio. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallos de las causas CSJ 3938/2015/CS1, "M., L. M. s/ control de internación - Ley 26.657" y CSJ 1473/2018/CS1, “C., P. A. s/ internación”.


    El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado. En casos como el examinado, el juez del domicilio se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad judicial que pudiere corresponder. Asimismo, cualquier diligencia a concretarse en el territorio bonaerense, obligaría a una persona que podría estar afectada por una afección psicológica, al igual que a los miembros de su familia, a actuar ante un foro con el que no tendrían una conexión actual, con los costos económicos y humanos que ello implica.


    C., N. L. s/ Internación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1362/2020/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Establecimientos asistenciales. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Interesa recordar que el proceso autónomo de internación no compete al juez del domicilio, sino al del lugar en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de esa Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y evita las demoras en la adopción de resoluciones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada.


    P., N. T. s/ Control de internación - Ley 26.657


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65955/2019/CS1, 26 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Telecomunicaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Para resolver las cuestiones de competencia debe atenderse a los hechos reseñados en la demanda y al derecho allí invocado, en tanto se adecue a dicho relato, así como indagar el origen y naturaleza del vínculo jurídico existente entre las partes. El trámite corresponde a la competencia de la justicia federal. Ello es así, pues para resolver el pleito habrá que interpretar el sentido y alcance de normas de carácter federal como lo son la ley 19.798 Nacional de Telecomunicaciones y la ley 27.078 de Tecnología de la información y las comunicaciones (Ley Argentina Digital). La Ley Argentina Digital establece la jurisdicción federal y prevé la competencia del fuero contencioso administrativo federal para las actividades reguladas por ese cuerpo normativo y para cualquier incidencia que de modo directo o indirecto pudiera surgir o derivar de su aplicación (art. 4), como ocurre en el sub lite.


    Mariani, Mario c/ Cablevisión S.A. y otro s/ Desalojo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36761/2019/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicios universales. Sucesiones. Reglas procesales. Domicilio del causante. Acumulación de procesos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El artículo 2.336 del Código Civil y Comercial atribuye la competencia territorial sucesoria a los tribunales del último domicilio del causante; pauta que debe aplicarse con criterio estricto. De igual manera, al desplazar al juez natural, el mecanismo de la acumulación constituye una excepción a las normas generales que fijan la competencia; con lo cual, debe interpretarse rigurosamente. En consecuencia, la solución de la contienda requiere establecer si entre ambos juicios universales concurre algún vínculo suficientemente relevante, que justifique apartarse del principio del último domicilio del fallecido y resolver la acumulación. En tal sentido, esa Corte ha admitido la acumulación de sucesiones ante un foro distinto al del último domicilio, cuando -pendiente la partición- coinciden la masa hereditaria o los herederos y las circunstancias particulares del caso habilitan a hacer excepción a la regla, por razones de economía procesal, seguridad jurídica o unidad sucesoria. En ese marco, en autos se verifica una conexión significativa, ya que el hijo varón -causante, a su vez, en el sucesorio radicado en Mar del Plata-, sería heredero de su padre y existirían bienes emplazados en ambas jurisdicciones, encontrándose pendientes tanto la determinación de los sucesores como la conformación, calidad y modalidades de partición de ambos patrimonios relictos. En tales condiciones, se patentizan suficientes razones de economía y practicidad en la liquidación de los bienes comunes y, con ello, se satisface la finalidad central de unificar bajo la dirección de un solo juez los sucesorios referidos a diferentes causantes. Es aconsejable acumular las presentes actuaciones al proceso que tramita ante el juzgado provincial, por ser el que previno.


    Rowda, Aldo Guillermo s/ Sucesión ab intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2781/2019/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Aumento de la cuota. Reintegro. Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Aumento de costos según riesgo para los distintos rangos etarios.


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión. Si el objeto del litigio conduce al estudio de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682 en especial, los artículos 12 y 17, resulta aplicable la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Schek, Gustavo Alberto c/ Swiss Medical S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 81242/2019/CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Obras sociales. Reintegro de gastos. Operaciones bancarias. Comisión bancaria. Transferencia de saldo. Competencia nacional. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. Si el objeto del reclamo está vinculado prima facie con la interpretación, sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas del contrato que vincula a la demandada con sus afiliados, y no se encuentran controvertidos aspectos atinentes a la organización del sistema nacional de salud, se excluye la competencia federal. El artículo 38 de la ley 23.661 dispone dicha competencia para aquellas cuestiones que, de un modo u otro, comprometan principios considerados por la ley referida y en la medida que los conflictos afecten la instrumentación o planificación de las prestaciones médico-asistenciales de la ley de obras sociales y de salud.


    Consumidores en Acción Asociación Civil c/ OSDE s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22365/2015/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Nulidad del contrato. Reintegro de gastos. Persona jurídica pública no estatal. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Según el art. 14 de la ley 19.032, que dispone que el INSSJP "estará sometido exclusivamente a la jurisdicción nacional, pudiendo optar por la justicia ordinaria de las provincias cuando fuere actor", la presente causa debe tramitar ante la justicia federal. El fuero competente para entender en autos resulta el Civil y Comercial Federal dado el carácter de ente público no estatal del instituto actor.


    Instituto Nacional de Servicios Sociales Para Jubilados y Pensionados c/ Red Hat Argentina S.A. s/ Nulidad de contrato


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49524/2016/CS2, 10 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Partición. Disolución de la sociedad conyugal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La materia debatida atañe a cuestiones vinculadas con los efectos de la extinción del vínculo matrimonial -particularmente aquellos referidos a la disolución, liquidación y partición de la sociedad conyugal- y, en mérito a ello, puede estimarse incluida entre las causas que son de competencia exclusiva y excluyente de los juzgados de familia. Al tratarse del inmueble que fuera destinado a vivienda familiar, sea propio de uno de los cónyuges o ganancial, se encuentra protegido por el código civil y comercial. Así, a falta de acuerdo, será el juez con competencia en asuntos de familia quien determine en qué casos procede la atribución de su uso a uno de los cónyuges, el plazo de duración y los efectos, tomando en cuenta las pautas establecidas en los artículos 443 y 444 de ese cuerpo legal. Cuando existe un juicio en sustanciación o con sentencia firme, las acciones conexas a este, que se refieran a los efectos de la disolución del vínculo conyugal y no involucren cuestiones referentes a los hijos menores de edad, corresponden al juez de divorcio, que previno.


    W., F. c/ R., M. F. s/ Materia a categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2508/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Pedido de quiebra. Domicilio real. Competencia provincial. 


    El artículo 3, inciso 1, de la ley 24.522 dispone que en el caso de concursos de personas humanas es competente el juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, el del lugar del domicilio, lo cual encuentra fundamento en el carácter publicístico del procedimiento que tiene por finalidad la protección del correcto ejercicio de los derechos de los acreedores, y de los múltiples intereses de las partes. Las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas.


    Giraldez, Néstor Ricardo s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23416/2017/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Procedimiento laboral. Competencia laboral. 


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por los artículos 21 y 132 de la ley 24.522, pues se trata de un juicio laboral, alcanzado por la excepción prevista en el inciso 2 del artículo 21 de la ley 24.522, y el actor, manifestó su voluntad de continuar el trámite ante el juzgado natural.


    Solari, Andrés y otro c/ Combustibles del Litoral S.A. s/ Incidente de embargo preventivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2599/2019/CS1, 17 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Quiebra. Fallido. Domicilio real. Competencia provincial. 


    Al artículo 3, inciso 1, de la ley 24.522 dispone que en el caso de concursos de personas humanas es competente el juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, el del lugar del domicilio, lo cual encuentra fundamento en el carácter publicístico del procedimiento que tiene por finalidad la protección del correcto ejercicio de los derechos de los acreedores, y de los múltiples intereses de las partes. Las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas. Si el domicilio real del deudor se encuentra en una localidad de la provincia de Buenos Aires desde el momento de peticionarse la quiebra, y siendo que no surge claro que exista una sede de administración de sus negocios, corresponde que el proceso universal continúe su trámite ante la justicia provincial. En este sentido, es necesario resaltar que, en este estado, el local de la calle Ramallo no puede reputarse como sede de la administración de los negocios en los términos del artículo 3, inciso 1, de la ley 24.522, ya que el propio fallido manifestó que allí funciona una panadería a la cual le brinda asesoramiento. También se desprende de la causa que los acreedores denunciados tienen sus domicilios, en su mayoría, en distintas localidades de la provincia de Buenos Aires. Por lo demás, es dable señalar que, de acuerdo a lo reglado por los artículos 100 y 101 de la ley 24.522, la declinatoria no resulta extemporánea dado que el magistrado nacional, tuvo en cuenta el domicilio profesional denunciado, que luego fue desechado, sin que el fallido haya informado su domicilio real en su presentación.


    Balbi, José Antonio s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25983/2018/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Juzgados federales. Tribunal de alzada. Cámara federal de apelaciones. 


    La Corte Suprema no está llamada a decidir esta controversia pues, conforme lo dispone el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58 -texto según ley 21.708-, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno, sin que obste a esa solución que se trate, en el caso, de jueces federales con sede en distintas jurisdicciones territoriales.


    Fernández Castro, Horacio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes de haberes


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10091/2014/1/CS1, 17 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Relación de consumo. Domicilio del demandado. Competencia provincial. 


    Es doctrina admitida que, cuando el fuero federal surte ratione personae, puede ser declinado por el titular del privilegio, y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. Sentado ello, y sin que se encuentre controvertida la relación de consumo existente entre el titular de la tarjeta de crédito y la entidad financiera, resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo.


    Banco de la Nación Argentina c/ Gómez, Enrique David s/ Ejecuciones Varias


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 15632/2018/CS1, 13 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Renta vitalicia previsional. Obligaciones en moneda extranjera. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Constitucionalidad. Aplicación de la ley. Competencia civil y comercial federal. 


    En la tarea de esclarecer conflictos de competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. En un contexto en el que la materia en debate se vincula, sustancialmente, con la validez constitucional y aplicabilidad de la ley 25.561 –y normas concordantes- a un contrato de renta vitalicia previsional suscripto entre un particular y una compañía de seguros, la contienda de competencia en estudio debe ser resuelta a la luz del precedente del Tribunal publicado en Fallos: 326:4019, "Viejo Roble S.A.". Allí, la Corte Suprema, por remisión al dictamen de este Ministerio Público, señaló que si se demanda a una de las entidades previstas en el artículo 1 de la Ley 25.587 de Emergencia Pública y Reforma del Régimen Cambiario, en una relación jurídica entre particulares que se rige por el derecho privado, la causa corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1 y 6 de ese mismo cuerpo normativo.


    Carabelli, Edilia Adelfa c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4772/2019/CA1-CS1, 04 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Saneamiento de la cuenca hídrica Matanza Riachuelo. Competencia federal. 


    Violación del debido proceso ambiental.


    En Fallos: 331:1622 a fin de garantizar la inmediatez de las decisiones y el efectivo control jurisdiccional, la Corte atribuyó competencia al Juzgado Federal de Quilmes para conocer en todas las cuestiones concernientes a la ejecución de ese pronunciamiento y en la revisión de las decisiones finales tomadas por la Autoridad de la Cuenca. En Fallos: 332:2522, con el propósito de evitar el planteamiento de conflictos de competencia que comprometan directamente la pronta terminación de los procesos, la Corte también determinó la competencia de ese juzgado federal, para conocer en los asuntos de diversa índole que fueron agrupados en tres categorias: a) los concernientes a la ejecución de sentencia condenatoria de los mandatos contenidos en el programa, en el marco del plan integral de saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo, dictado exclusivamente sobre las pretensiones que tuvieron por objeto la prevención y la recomposición del medio ambiente dañado en la cuenca hídrica; b) los promovidos con el objeto de obtener la revisión judicial de las decisiones tomadas por la Autoridad de la Cuenca; y c) los litigios relativos a la ejecución del plan, por acumulación; y tras declarar que este proceso produce litispendencia, la radicación de aquellos otros que encaucen acciones colectivas que tengan por objeto una controversia sobre el mismo bien jurídico, aunque sean diferentes el demandante y la causa petendi. En la causa M. 1569, L. XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del río Matanza-Riachuelo)", la Corte escindió la competencia establecida en Fallos: 331:1622, con las aclaraciones definidas en Fallos 332:2522, distribuyendo transitoriamente la ejecución del pronunciamiento entre dos magistrados de la siguiente forma: 1.) El control de los contratos celebrados o a celebrarse en el marco del plan de obras de provisión de agua potable cloacas (a cargo de AySA, ABSA ENROSA) del tratamiento de la basura (a cargo de CEAMSE), así como su nivel de ejecución presupuestaria, quedarán transitoriamente bajo la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal Correccional Federal n° 12; 2.) Todas las restantes competencias atribuidas en Fallos: 331:1622 -con las aclaraciones definidas en Fallos 332:2522- que comprenden la cuenca baja (Avellaneda, Lanús, Lomas de Zamora la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), media (Almirante Brown, Esteban Echeverría, Ezeiza, La Matanza, Merlo, Morón) alta (Cañuelas, Presidente Perón, San Vicente, Las Heras, Marcos Paz), quedarán transitoriamente bajo la competencia del Juzgado Federal en lo Criminal Correccional n° 2 de Morón. La pretensión de actor versa sobre la violación del debido proceso ambiental en relación con las obras de los emisarios Berazategui y Dock Sud, las cuales están siendo ejecutadas dentro del Plan Integral de Saneamiento Ambiental de la Cuenca Matanza-Riachuelo, en el marco del cumplimiento de los objetivos fijados en Fallos: 330:6336, y no se vislumbra hecho alguno que constituya delito en los términos del Código Penal, título XXIII.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Aysa S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21455/2017/CA1-CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Sucesiones. Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las reglas que rigen el fuero de atracción del juicio universal son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por acuerdo de partes. En el caso se trata de una acción personal originada con anterioridad al deceso de la causante y, por tanto, incluida en el fuero de atracción, sin que obste a ello que se trate de la ejecución de un crédito con garantía hipotecaria pues el carácter personal de éste no desaparece ni se altera por la existencia de la garantía, la cual constituye un accesorio que puede o no existir.


    Nigro, Roberto y otro c/ Ríos, Lidia Juana y otros s/ Ejecución hipotecaria


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 72892/2016/CS1, 27 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Transporte aéreo. Competencia federal. 


    Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Corresponde al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    González, Aníbal Gabriel c/ Casopeia Viajes y Turismo y otro s/ Ley de defensa del consumidor


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14792/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Hostigamiento o maltrato. Personas mayores. Restricción de acercamiento. Residencia habitual. Competencia civil. Justicia nacional en lo civil. 


    En materia de violencia familiar, resulta decisivo el lugar de residencia del supuesto damnificado, pues este criterio favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de recursos y la celeridad en la intervención. Cabe recordar que el principio de inmediatez integra la garantía de acceso a una tutela judicial efectiva y que su observancia se encarece en los casos de personas mayores de edad. En este sentido, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada por la República Argentina por ley 27.360,prevé que los Estados Parte se comprometen, entre otras cuestiones, a salvaguardar los derechos humanos de las personas mayores de edad, adoptando y fortaleciendo todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin de garantizar un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos, y prevenir, sancionar y erradicar todas aquellas prácticas que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor (artículos 4 incisos a) y c) y 31).


    S., O. E. c/ S., N. B. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 435/2020/19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Accidentes de trabajo Reparación integral. Reglas procesales. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, con remisión al dictamen de esta Procuración General en Fallos: 340:641, “Pages”; y en los casos CNT 17148/2014/CS1, "Villa, María de los Ángeles p/ sí y en representación de su hija menorS.L.M. y otros c/ Domus S.R.L. y otro s/ Accidente-acción civil"; CNT 17192/2014/CS1, "Ledesma, María de los Ángeles y otros c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente-acción civil"; Competencia CNT 33408/2016/CS1, "Coronel, Ariel Enrique c/ Ingeniero Medina S.A. s/ Accidente - ley especiar”.


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. A fin de dirimir la contienda de competencia, resulta aplicable la regla territorial prevista en el artículo 24 de la ley 18.345 y, en consecuencia, es competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Fonseca, Hugo Marcelo c/ Galeno A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 78122/2015/CS1-CA1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización. Domicilio laboral. Domicilio contractual. Competencia provincial. Competencia laboral. 


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de leyes nacionales de procedimientos pues, cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias, no es una regla local la que puede fijar la competencia sino la preceptiva de procedimientos nacional, que es la única que puede legislar teniendo en cuenta la necesidad de coexistencia de las distintas jurisdicciones. Por lo demás, a esos efectos, debe estarse a los hechos contenidos en el escrito inicial y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado en respaldo de la pretensión. Resulta aplicable la regla de competencia territorial establecida por el artículo 24 de la ley 18.345 (de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo). En consecuencia, es competente el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Almenzar, Francisco Javier c/ Latitud Sur S.A. Compañía Argentina de Seguros s/ ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2827/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Amparo colectivo. Medicina prepaga. Aumento de cuota. Ley federal. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Cuando el objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente por el artículo 17, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, no se hallan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. De conformidad con lo dispuesto por la Acordada CSJN 32/2014 (B.O. 03/11/14), funciona en el ámbito de la Secretaría General y de Gestión del Tribunal el Registro Público de Procesos Colectivos radicados ante los tribunales del Poder Judicial de la Nación, en el que debe inscribirse la causa en estudio teniendo en cuenta la decisión que se adopte en orden a la competencia.


    Asociación de Defensa de Consumidores Entrerrianos -ADECEN- c/ ACA Salud Cooperativa de Prestación de Servicios Médicos Asistenciales Limitada s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2202/2019/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Multa. Medicamentos. Competencia en lo penal económico. Competencia nacional. 


    La ley 16.463 atribuye al fuero nacional en lo penal económico, en jurisdicción nacional, y a los jueces federales de sección, en las demás jurisdicciones, la competencia para entender en los procesos de ejecución que se inicien ante la falta de pago de las multas impuestas con sustento en la ley 16.463. Como principio, el código procesal civil y comercial nacional establece en su art. 5°, inc. 7°, que en las acciones fiscales por cobro de impuestos, tasas o multas y salvo disposición en contrario, será juez competente el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección, inscripción o fiscalización, el del lugar en que deban pagarse o el del domicilio del deudor, a elección del actor, sin que la conexidad modifique esta regla. En uso de las facultades que le otorga el mencionado precepto legal, el actor tiene la posibilidad de elegir dónde tramitará la ejecución fiscal.


    Distrifarma S.R.L. y otro c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) s/ Inhibitoria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21492/2019/CS1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Hijos a cargo. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Domicilio del menor. Competencia provincial. Juzgado de familia. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde las personas menores de edad hubiesen transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integración de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Resulta necesario examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Las partes sostienen versiones enfrentadas y han iniciado sendos procesos, en los que persiguen condenas contrapuestas, por lo que no resulta adecuado, en este estadio, pronunciarse sobre el centro de vida de estos niños. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de estos niños. Los niños residen establemente en la provincia de San Juan a cargo de su padre, marco en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales, constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. Ponderando que no es posible esclarecer aquí la concurrencia de impedimentos al contacto y la supervisión de la madre o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia, los tribunales sanjuaninos están en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos de los niños, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona de los afectados. El artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación, consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    C., A. G. c/ C., C. J. s/ Reintegro de hijo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1172/2020/CS1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Determinación de la competencia. Medidas para mejor proveer. Remisión del expediente. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. El trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los artículos 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48348/2018/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Ley procesal. Ley Nacional. Competencia nacional. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y teniendo presente que el trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde requerir al juzgado de la Ciudad Autónoma la remisión del expediente.


    Cabrales S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 51644/2017/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Remisión del expediente. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. El trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Puerto Norte S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13383/2015/CS1-CA5, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Inhibitoria. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Recurso de apelación (procesal). 


    Recurso pendiente de resolución.


    Al no encontrarse firme la decisión de la jueza mediante la cual declaró su competencia para entender en estos autos, por haber sido ella apelada por la magistrada a cargo de la Fiscalía, recurso que se encuentra pendiente de ser proveído, aún no ha quedado debidamente trabada una contienda positiva de competencia, razón por la cual resulta prematura la intervención de la Corte de acuerdo con lo establecido por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58.


    Cabrales S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 51644/2017/CS1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Sucesión testamentaria. Sucesión ab intestato. Acumulación de procesos. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. La acumulación de dos o más procesos sucesorios de un mismo causante, tiene por fin asegurar que la transmisión del patrimonio heredado se efectúe de acuerdo con el orden sucesorio, siendo su régimen de orden público, puesto que tiende a evitar el escándalo jurídico que se produciría en el supuesto que, frente a un mismo causante, se tenga por herederas a personas distintas. El artículo 696 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que cuando se hubieren iniciado una sucesión testamentaria y otra ab intestato, para su acumulación prevalecerá en principio, el primero, o, a criterio del magistrado, el que se encuentre procesalmente más avanzado.


    Cardoso, Víctor Demetrio s/ Sucesión ab intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 295/2020/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Amparo colectivo. Defensa del consumidor. Contratos. Daño punitivo. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. La controversia planteada involucra cuestiones de derecho común originadas en una relación contractual de consumo regida por la ley 24.240 y el código de fondo y busca que se cumpla con la finalidad promocionada y la aplicación de una multa por daño punitivo. Esta conclusión no se ve controvertida por la alegada violación del derecho a la información consagrado en el artículo 42 de la Constitución Nacional, que constituye el fundamento constitucional del derecho de consumo. Compete a los jueces federales intervenir en un proceso, ratione materiae, sólo cuando el derecho que pretende hacer valer está directa e inmediatamente fundado en un precepto de la Constitución, de la ley federal o de un tratado Cabe poner de resalto que la pretensión se dirige contra dos fundaciones de carácter privado y, de hacerse lugar al pedido de inoponibilidad de la persona jurídica –art. 144 CCyCN–, contra los socios integrantes de las fundaciones, por lo que no correspondería la competencia federal en razón de las personas. Con respecto a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que aún no ha sido citada como tercero en los términos del artículo 94 del Código procesal local, si bien la Corte ha reconocido que tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación no se advierte razón que justifique la procedencia de esa intervención de carácter excepcional.


    Asociación Civil de Consumidores Defendete sin fines de lucro c/ Fundación privada Leo Messi Argentina s/ Materia categorizar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 8/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Ejecución de sentencia. Competencia previsional. Competencia federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender, en primer término, el relato de hechos contenido en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Resulta competente para conocer en la ejecución de una sentencia dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social a la justicia federal de primera instancia del mismo fuero.


    Yancarlos, Teresa Elizabeth y otro c/ Mapfre Argentina A.R.T. S.A. y otros s/ Otros – previsionales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18816/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa “Faguada”, Fallos: 340:620.


    Cuando el fuero federal se establece ratione personae su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explicita o resulte implícita de la postura que asuma en el proceso la persona a cuyo favor se establece. La pretensión, en resumen, se enraíza en extremos de derecho común directamente vinculados con aspectos individuales del derecho del trabajo, que por su naturaleza laboral exigen una hermenéutica de los jueces especializados en la materia.


    Nievas, Rosana Beatriz Mercedes c/ Universidad Nacional de Luján y otros s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8523/2018/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Reparación integral. Acumulación de procesos. Competencia provincial. Competencia laboral. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. Corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, en cuanto dispone que “la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia”.


    Arovia, José Luis c/ Frutos Tropicales S.R.L. y otro s/ Accidente - Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 101575/2016/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acciones de clases. Empresa distribuidora de gas. Gasista. Aplicaciones móviles. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La cuestión de competencia planteada en el amparo colectivo interpuesto en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional contra la Distribuidora GASNOR S.A., al disponer unilateral y obligatoriamente la implementación de la “Aplicación Pic Mi Gasnor”, a través de la cual los instaladores matriculados y los usuarios deben realizar todo tipo de trámite de manera virtual, encuentra adecuada respuesta en la sentencia publicada en Fallos: 329:2790 (causa “Baratelli”), de la cual se desprende que corresponde intervenir a la justicia federal cuando se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal, como son las que integran el marco regulatorio del gas aprobado por la ley 24.076, el decreto reglamentario 1738/92 y sus modificaciones, y las disposiciones y normas mínimas para la ejecución de instalaciones domiciliarias de gas vigentes (NAG 200 - 1982). Este criterio fue mantenido por el Tribunal en el caso “Moliterno, Andrés Arnaldo c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ amparo ley 16.986” (FMP 17130/2014/CS1), al asumir los argumentos expuestos por este Ministerio Público en el dictamen.


    A.S.I.G.A.S. c/ Distribuidora Gasnor S.A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1521/2020/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Agencia Nacional de Discapacidad. Cobertura médica. Alcance de la cobertura. Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima y en el segundo, en cambio, procura asegurar —entre otros aspectos— la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte (Artículo 116 de la Constitución Nacional y Artículo 2, incisos 6 y 12, de la Ley 48) y cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias. El reclamo conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones de financiamiento impuestas al Estado Nacional además de que la solución conlleva la interpretación de preceptos concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, en tanto se cuestiona las obligaciones de la agencia con relación a la ley 24.901, por lo tanto, la justicia federal debe conocer en el pleito.


    P., R. L. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5423/2019/RH2, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cobertura médica. Atención médica domiciliaria. Discapacidad. Ley federal. Competencia por el territorio. Competencia federal. 


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. La petición encuadra en las leyes 24.754, 24.901, 26.682 y en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y exige determinar la pertinencia de la cobertura de la asistencia domiciliaria, por lo que conduce al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por las leyes 24.901 y 26.682. Es jurisprudencia de la Corte que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Las reglas de atribución territorial fijadas por las normas que rigen el asunto, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado.


    M., A. C. c/ M. S.A. s/ Amparo de salud


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1685/2020/CS1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. El planteo apunta a que se brinde al interesado la cobertura necesaria para la atención de su salud, ello conducirá en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos. El artículo 4 de la ley 16.986 dispone que, para la radicación del amparo, será competente el juez con jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorice o tuviere o pudiere tener efecto. Por ello, resulta competente el Juzgado Federal con asiento en la Ciudad de Buenos Aires para entender en este proceso, toda vez que el acto administrativo debería tener efecto en esta ciudad.


    Acuña, José Luis c/ Instituto de Obra Social de la Provincia de Corrientes s/ Amparo de salud


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 385/2020/CA1-CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Competencia civil y comercial federal. 


    La decisión de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. El objeto del litigio conduce -prima facie- al estudio de obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga por la ley 26.682. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, resulta aplicable la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    S., S. I. c/ SIMECO s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 787/2020/CA1-CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia Federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Losada, Alberto c/ Provincia de Río Negro (Unidad de Control Previsional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 227/2020/CS1, 09 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara federal de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Conflicto entre jueces federales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Conforme lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno, sin que obste a esa solución que se trate, en el caso, de jueces federales con sede en distintas jurisdicciones territoriales.


    Corradi, Roberto Francisco c/ Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 24249/2019/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Ley previsional. Haber jubilatorio. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 67265/2017/CS1, "Menara, Victoria Segunda c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Beretta, Lilian Esther c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 5584/2018/CS1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Recurso de apelación (procesal). Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    De trabarse en autos un conflicto, la contienda encontraría adecuada respuesta en el dictamen de esta Procuración General del día de la fecha en autos FCB 67265/2017/CS1, "Menara, Victoria Segunda c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Resulta prematuro emitir pronunciamiento sobre la cuestión de competencia pues, en virtud de existir una apelación pendiente de resolución, aún no se ha configurado un conflicto que corresponda resolver a la Corte Suprema. La Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba debió pronunciarse sobre esa apelación en forma previa a evaluar su aptitud jurisdiccional. La Corte Suprema ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes antes de resolver la competencia, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Casas, Anita Ester c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 67682/2017/CS1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Movilidad del haber jubilatorio. Competencia federal. 


    Ley 27.426. Decreto 1058/17.


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. No resulta aplicable la Acordada 12/2016 de la Corte Suprema, toda vez que esta reglamenta la actuación en los procesos colectivos y ordena la acumulación de este tipo de procesos cuando exista una sustancial semejanza en la afectación de los derechos de incidencia colectiva. Aun cuando la presente demanda tenga similar objeto que otra causa colectiva que se encuentra en trámite ante el Juzgado Federal de la Seguridad Social, no corresponde ordenar su acumulación pues, la titular del derecho decidió plantear una acción individual de amparo en los términos del artículo 43 de la Constitución Nacional, ante la justicia federal por ser la jurisdicción que le corresponde a su domicilio, con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad de la ley 27.426 y del decreto 1058/17 y, cautelarmente, que la demandada suspenda la aplicación de la fórmula de movilidad allí prevista sobre su haber jubilatorio, manteniendo la anterior estipulada en la ley 26.417, hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo, en una jurisdicción cercana a su domicilio cuyos efectos solo la afectarán en forma individual.


    Menara, Victoria Segunda c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 67265/2017/CS1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Aumento de cuota. Competencia federal. 


    La resolución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. La discusión objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente en su artículo 17. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, resulta aplicable la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Haiuk, Guillermo Aldo c/ Organización de Servicios Directos Empresarios s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1202/2020/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ley federal. Competencia federal. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. Cuando el objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las compañías de medicina prepaga por la ley 26.682, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, cabe estar a la doctrina según la cual los procesos que versan, en definitiva, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Rubinstein, Eugenia c/ Santa Salud S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10595/2019/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Obra social provincial. Cobertura médica. Ley federal. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de las causas CSJ 1174/2016/CS1, "B., M. A. c/ IOMA s/ Amparo"; FLP 0142717/2018/CS1, "N., L. C. A. y otro c/ IOMA s/ Amparo"; y CSJ 2542/2019/CS1, “C. G., M. F. c/ IOMA s/ Amparo”.


    Los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Las reglas de atribución territorial fijadas por las disposiciones que rigen el asunto, remiten al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado.


    R., P. D. C. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1728/2020/CS1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Restitución de sumas de dinero. Ley federal. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen y la relación jurídica existente entre las partes. El tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682 -en especial, arts. 12 y 17-. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, cabe estar a la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Delmenico, Cecilia c/ CEMIC s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9288/2019/CS1-CA1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Servicios eléctricos. Facturación de servicios públicos. Facturación errónea. Daño punitivo. Daño directo. Indemnización. Ley de defensa del consumidor. Incumplimiento del contrato. Cuestión de derecho común. Derecho comercial. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La controversia que surge por la denuncia de un error de medición y de facturación del servicio de energía eléctrica, con la consecuente solicitud de indemnizaciones en concepto de daño punitivo y daño directo, con base en los artículos 40 bis y 52 bis de la ley 24.240, involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido exclusivamente a determinar si existieron los incumplimientos contractuales atribuidos a la demandada, con fundamento en la ley 24.240. La acción que se basa, principalmente, en un reclamo derivado del incumplimiento de obligaciones nacidas en el marco de un contrato de naturaleza mercantil, autoriza a enmarcar a la pretensión en el ámbito del derecho comercial.


    Nofal, Miranda c/ Edenor S.A: s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9553/2019/CS1, 02 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Transporte de pasajeros. Uber. Concurrencia desleal. Bloqueo de sitios de internet. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 85086/2017/CS1, "Fox Sports Latin America SA y otro c/ www.ROJADIRECTA.com s/ Medida autosatisfactiva".


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Cuando la pretensión apunta al bloqueo de un sitio de internet, sus dominios y sub dominios, y cualquier URL cuya sola o predominante finalidad sea permitir su vínculo con aquel sitio, corresponde que el fuero contencioso administrativo federal sea el que entienda en el pleito, en razón de las consecuencias que la medida puede proyectar sobre las condiciones de prestación del servicio. La acción dirigida a hacer cesar la actividad comercial de la demandada, que se desarrolla a través de su plataforma en internet y mediante diversos servicios de tecnología de la información regidos por la ley 27.078, adicionalmente el bloqueo de aplicaciones informáticas diseñadas para ser ejecutadas en dispositivos conectados a redes de telecomunicaciones móviles, también alcanzadas por las disposiciones de la ley 27.078, corresponde a la competencia del fuero contencioso administrativo, según lo prevé la Ley Argentina Digital, que establece la jurisdicción federal para las actividades reguladas por ese cuerpo normativo y para cualquier incidencia que de modo directo o indirecto pudiera surgir o derivar de su aplicación.


    Federación Nacional de Peones de Taxis de la República Argentina y otro c/ Uber Argentina S.R.L. y otros s/ Amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 33364/2019/CA1-CS1, 07 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Resolución administrativa. Representación gremial. Legitimación procesal. Universidades. Docentes. Negociación colectiva. Competencia laboral. 


    Si bien la demanda fue planteada como una acción autónoma de nulidad en los términos del artículo 23 de la ley 19.549, el argumento central para atacar la validez del acto administrativo se vincula con el alcance de la legitimación de SADOP. En efecto, la actora impugna la convocatoria a integrar la comisión que negociará el convenio colectivo para la actividad docente universitaria privada porque considera que SADOP solo nuclea “educadores de escuelas particulares” y esa representación no puede extenderse, sin más, a los docentes universitarios. Arguye que ese sindicato no cuenta con el porcentaje mínimo de afiliados que el artículo 25 de la ley 23.551 exige para obtener la personería gremial y negociar un convenio colectivo de trabajo. Para determinar la existencia del vicio que se le atribuye al acto administrativo es necesario dilucidar la cuestión de encuadramiento sindical, por lo que nos encontramos ante un conflicto en el que se cuestiona la representación de una entidad sindical para intervenir en una negociación colectiva de trabajo. Dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben dirimirse las cuestiones de competencia, conforme los hechos, el derecho invocado, la naturaleza de la acción entablada, y por ser además el Ministerio de Trabajo de la Nación la autoridad de aplicación de la normativa impugnada —Res. 680/2009 MTESS—, la demanda debe tramitarse ante la justicia nacional del trabajo que, además, es el fuero que reviste mayor especialidad para entender en el asunto.


    Universidad del Aconcagua c/ Poder Ejecutivo Nacional --Ministerio de Trabajo de la Nación s/ Otros reclamos


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23044857/2009/CA1-CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios.


    Galeno Argentina S.A. c/ Club Los Pehuenes s/ Cobro de pesos (ordinario)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 87/2020/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Inhibitoria. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Contienda de competencia entre tribunales de distintas jurisdicciones. Principio de radicación.


    Los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. El Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite ante el juez que lo dictó.


    Egger Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - AGIP – Dirección General del Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63999/2017/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Acuerdo de partes. Sentencia. Competencia nacional. 


    Cabe recordar que la admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro órgano, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias. La utilidad de la radicación del caso por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en uno de ellos y la acumulación es improcedente cuando existe noticia de que ello ha acontecido, aun cuando se ignore si la resolución se encuentra firme.


    Experta Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Unidad de Gestión Operativa Mitre - Sarmiento S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 21714/2016/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Despido. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia suscitados entre magistrados de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo N° 18.345, en cuanto prevé que "la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y se requerirá que el juez que deba entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia.


    Beta Motor Argentina S.A. c/ Ayala Gareis, Roberto Andrés s/ Consignación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 838/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencias contradictorias. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que la admisión del forum conexitatis, reglado en el artículo 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación ante un mismo tribunal de causas vinculadas. A su vez, la aplicación del instituto constituye una causal de excepción a las normas en materia de competencia e importa admitir el traslado de la jurisdicción natural en favor de otro magistrado, dada la conveniencia de concentrar en un tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de fallos contradictorios.


    Federación Patronal Seguros S.A. c/ Suffia, José Vicente Esteban s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 23051/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Aportes a obras sociales. Juicio ejecutivo. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte Suprema no está llamada a decidir esta controversia pues, conforme lo dispone el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, los conflictos habidos entre los jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el tribunal que previno.


    OSECAC c/ Laboratorios Ortopédicos Sur S.R.L. s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 161/2015/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cobertura médica. Técnicas de reproducción humana asistida. Ley federal. Consejo Profesional de Ciencias Económicas. Cajas de previsión. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa FCB 53356/2018/CS1, “P. L., S. c/ APROSS y otro s/ Amparo ley 16.986”.


    L. V. S. c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas Caja Previsión Social s/ Leyes especiales (diabetes, cáncer, fertilidad)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 43778/2019/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de expensas comunes. Competencia nacional. 


    Cabe recordar que en el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la decisión atinente a la aptitud jurisdiccional de un juez o tribunal no puede ser adoptada en cualquier estado del proceso, sino que debe ceñirse a las oportunidades allí establecidas. La oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal índole, extremos que no se han configurado aquí.


    Consorcio de Copropietarios Paraná 2XX/XX/XX c/ Cámara Federal de Casación Penal y otro s/ Incumplimiento de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 68374/2017/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Comisión médica central. Dictámenes. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 47506/2018/CS1, "Luque, Diana Raquel c/ Provincia ART S.A. s/ Recurso decisión Comisión Médica Central".


    Luque, Diana Raquel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21786/2018/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastian Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central".


    López, Rubén Omar c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13822/2018/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastian Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central".


    Luque, Diana Raquel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47506/2018/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Compensación económica. Divorcio contradictorio. Domicilio real. 


    Domicilio del beneficiario


    El artículo 441 del código establece que "el cónyuge a quien el divorcio produce un desequilibrio manifiesto que signifique un empeoramiento de su situación y que tiene por causa adecuada el vínculo matrimonial y su ruptura, tiene derecho a una compensación". Es decir que la operatividad de la compensación económica supone la existencia de un juicio de divorcio. En el caso de acciones por alimentos y pensiones compensatorias entre cónyuges, el artículo 719 asigna competencia al tribunal del último domicilio conyugal, al del domicilio del beneficiario o del accionado o aquél donde deba ser cumplida la obligación, a elección del demandante. Fija la competencia territorial con prescindencia del proceso de divorcio, mediante la atribución a la parte actora de la facultad de elección, dentro de las posibilidades allí enumeradas. Al no advertirse la presencia de elementos que permitan prescindir de la disposición particular y ponderando que la interesada ha ejercido aquella prerrogativa, optando por el foro de su domicilio real actual, la inhibitoria debe rechazarse.


    M., M. L. c/ R. F., R. R. s/ Compensación económica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2813/2019/CS1, 07 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 2362/2019/CS1, "Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral del Convenio Multilateral y otro s/ Pretensión anulatoria (374)".


    Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral del Convenio Multilateral y otro s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 220/2020/CS1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cabe acudir a los términos expuestos en el fallo de la causa CSJ 1871/2019/CS1, “Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo”.


    Ruiz, Ebelia Inés c/ Provincia de Río Negro (Unidad de Control Previsional) s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 335/2020/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Derechos de incidencia colectiva. Acciones de clases. Intereses homogéneos. Consumidores. Peaje. Nulidad del contrato. Acumulación de procesos. Competencia civil y comercial federal. 


    Registro de Acciones Colectivas.


    La Acordada 12/2016 exige que el expediente sea remitido sin demora al juez ante el cual tramita el proceso inscripto con anterioridad, y que presente una sustancial semejanza en la afectación de los derechos de incidencia colectiva (punto IV). Ello contribuye a despejar el peligro de sentencias contradictorias, y la posibilidad de que dentro de idéntico conjunto de beneficiarios del sistema, algunos obtengan el beneficio de ciertas pretensiones y otros resulten excluidos. La Corte Suprema ha señalado que la creación del Registro de Acciones Colectivas tiene su razón en el incremento de causas colectivas con idénticos o similares objetos que provienen de distintos tribunales del país, lo que genera, además de un dispendio jurisdiccional, el riesgo cierto de que se dicten sentencias contradictorias y de que las decisiones que recaigan en uno de los procesos hagan cosa juzgada respecto de las planteadas en otro y también favorece la objetable multiplicación de acciones procesales con objetos superpuestos tendientes a ampliar las posibilidades de obtener alguna resolución -cautelar o definitiva- favorable a los intereses del legitimado activo o de interferir en la decisión dictada en el marco de otro expediente. Existe una evidente conexidad que justifica que la causa continúe su trámite ante la justicia civil y comercial federal, toda vez del Registro Público de Procesos Colectivos surge que el expediente CAF 28872/2013, en trámite ante el Juzgado Civil y Comercial Federal n° 10, fue inscripto con anterioridad a la presente causa, tiene un objeto procesal que guarda sustancial semejanza con el de autos, y en el cual fueron acumuladas otras actuaciones. Además, el grupo de personas incluidas en el colectivo potencialmente afectado en la presente causa se superpone con el colectivo involucrado en el proceso CAF 28872/2013.


    Proconsumer c/ Telepeaje S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9394/2018/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Inscripción de domicilio social. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En el concurso preventivo de las personas de existencia ideal de carácter privado y regularmente constituidas es competente el juez del lugar del domicilio social inscripto. Además, la Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia de la ley de concursos son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que no pueden ser soslayadas por las partes ni por los tribunales.


    Incidente N° 1 s/ Incidente de competencia en autos: Yersiplast S.A. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20148/2019/1/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa “Adorno”, Fallos: 328:293.


    La Corte Suprema tiene dicho que atañen al fuero civil todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, referentes a responsabilidad contractual o extracontractual, aun cuando la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, inclusive ferroviarios.


    Raymundo, Leonardo Matías c/ UGOFE S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesión o Muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 5489/2014/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que la admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro tribunal, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias. Resulta razonable declarar operativa la conexidad y atribuir al magistrado provincial el conocimiento del litigio en curso ante el fuero nacional, toda vez que ambos procesos involucran un único siniestro, media identidad parcial de partes y en aquél ámbito se notificó primero la demanda.


    Provincia A.R.T. S.A. c/ Establecimiento San Gabriel S.R.L. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 67596/2014/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La admisión del fórum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro tribunal, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios. Lo anterior determina que su aplicación deba llevarse a cabo con criterio riguroso. Situados en este marco, asiste razón a los señores fiscales y defensor pues no se verifican las condiciones que tornarían procedente la aplicación de las reglas en materia de conexidad.


    F., G. A. y otro c/ OSDE Organización de Servicios Directos Empresarios y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 68836/2018/CS1, 27 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Indemnización. Ejecución prendaria. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es preciso valorar, inicialmente, el relato de los hechos incluido en el escrito inicial. El forum conexitatis previsto en el artículo 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación conjunta de causas vinculadas. Así, se produce un desplazamiento del litigio, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que giran en torno a la misma relación jurídica. Dicho mecanismo constituye una excepción a las normas generales que fijan la competencia, desde que importa el desplazamiento del juez natural en favor de otro magistrado, de modo que su aplicación debe llevarse a cabo con criterio riguroso. No se verifican las condiciones que tornarían procedente la aplicación de las reglas en materia de conexidad, pues la acción intentada aquí no busca revisar lo ya dispuesto en el trámite del secuestro prendario, sino obtener una indemnización por el accionar ilícito de la demandada. Ello elimina la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias, sin perjuicio de la facultad del magistrado actuante de solicitar el expediente como prueba.


    Cooperativa de Trabajo Zum Las Flores c/ FCA Compañía Financiera S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36059841/2018/CS1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Mala praxis. Diligencias preliminares. Prueba anticipada. Competencia nacional. 


    El artículo 6°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone que en las medidas preliminares y precautorias será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En la tarea de esclarecer el presente conflicto corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Cuando el objeto del juicio principal es el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de un presunto actuar negligente, y ello compromete con influencia decisiva el examen de aspectos propios del derecho común, su abordaje corresponde al fuero nacional civil.


    Swietlowicz, José Alberto c/ Provincia A.R.T. S.A. y otros s/ medidas preliminares y prueba anticipada


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 45517/2019/CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Municipalidad. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender, en primer término, al relato de hechos contenido en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El objeto de la demanda, que pretende obtener el pago de una indemnización por los daños y perjuicios sufridos producto del impacto de proyectiles de un arma del tipo aire comprimido, se circunscribe a aspectos propios del derecho común, sin que aparezcan claramente involucrados aspectos vinculados con la interpretación, sentido y alcance de normas de naturaleza federal. En cuanto a la competencia en razón de la persona, resulta prematura la decisión del juzgado local que oficiosamente declaró la competencia del fuero federal por el hecho de que una de las demandadas es el CEAMSE que es una sociedad del Estado. Dicha prerrogativa sólo puede ser ejercida exclusivamente por aquel en cuyo favor se ha establecido y aún no se ha corrido traslado de la demanda.


    G., S. S. c/ Municipalidad General San Martin y otro s/ Daños y perjuicios, responsabilidad del Estado (delitos / cuasi delitos excepto automotores)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 88/2020/CS1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Seguros. Acción reivindicatoria. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión.


    Federación Patronal Seguros S.A. c/ Correa Llerena, Jorge Alberto s/ Acción de reivindicación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 67771/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Servicio público. Gas. Baja del servicio público. Ley federal. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, y, a esos efectos, debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La controversia requiere dilucidar la legalidad del proceder de la empresa, en el marco reglamentario concerniente a la prestación del servicio público de distribución del gas natural y de los requisitos para su conexión domiciliaria, asunto que remite a la interpretación de normas que exceden el marco jurídico propuesto por la actora, sin perjuicio de la eventual aplicación de principios de la ley 24.240, en lo pertinente. Se encuentra en juego aquí la aplicación de normas federales como son las que integran el marco regulatorio para la prestación del servicio, entre otras, cuya adecuada hermenéutica resultará necesaria para la solución de la disputa.


    Pigozzi, Carlos Ernesto c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ Daños y perjuicios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 25300/2019/CS1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Servicios eléctricos. Facturación de servicios públicos. Facturación errónea. Supresión de servicio público. Plan de pagos. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Para determinar si la demandada incurrió en las conductas ilícitas que se le endilgan -interrupción del servicio público interjurisdiccional de provisión de energía eléctrica- en la demanda y que justificarían la pretensión resarcitoria, resultará necesario aplicar e interpretar normas de carácter federal, como la ley 24.065 y el Reglamento de Suministro de la Energía Eléctrica para los Servicios prestados por Edesur S.A. y Edenor S.A. aprobado por el Ente Nacional Regulador de la Electricidad, que, además de regular lo atinente a los derechos y obligaciones del usuario y la distribuidora, dispone en qué circunstancias la distribuidora puede proceder al corte del suministro. Si bien la Corte tiene dicho que a partir de la privatización de la actividad de distribución y comercialización de la energía eléctrica -ley 24.065- las relaciones entre las distribuidoras de energía eléctrica y los usuarios del servicio se rigen por disposiciones de derecho común, sin que la legislación regulatoria de la generación, transporte y distribución de electricidad establezca excepción alguna a este principio, lo hizo en un caso en el que destacó especialmente que no se advertía una afectación concreta a la prestación del servicio público interjurisdiccional de electricidad. Por el contrario, en supuestos en los que encontraba interrumpida la debida prestación de un servicio público de carácter interjurisdiccional, la Corte ha atribuido competencia a la justicia federal para entender en la cuestión.


    Coscia, Marcelo Alejandro c/ Edesur S.A. s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66574/2018/CS1, 10 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Desalojo. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En la tarea de esclarecer los conflictos de competencia debe estarse a los hechos relatados en la demanda y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión. La demanda de desalojo por vencimiento del contrato de cesión de derechos de explotación del suelo del inmueble, el pedido de medida cautelar y la intervención de la justicia nacional en virtud de lo acordado en la cláusula 13ª del convenio respectivo, se sustenta en consideraciones fácticas, procesales y de derecho común, por lo que corresponde que siga interviniendo en las actuaciones la justicia nacional en lo civil, dado que las partes acordaron en el contrato base de la acción la competencia territorial de los tribunales de la ciudad de Buenos Aires. El fuero federal es limitado a los litigios que expresamente le asignan las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Los Rayos S.A. c/ Cantera La Chola II S.A. y otro s/ Desalojo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 19037/2019/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Determinación de la competencia. Juzgados federales. Juzgados provinciales. Inhibitoria. Remisión del expediente. 


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. El trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y 47 del Código Procesal Penal de la Nación.


    Guialluca, José Leonardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1570/2020/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Divorcio. Muerte del cónyuge. Bienes gananciales. Liquidación de la sociedad conyugal. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El conflicto debe dirimirse en favor del juez del sucesorio pues –más allá de que el divorcio entablado ante la justicia nacional está concluido– el fallecimiento del ex esposo compromete directamente la asignación de bienes al haber relicto. Cabe referir que en los casos de disolución de la sociedad conyugal por la muerte de uno de sus integrantes, la liquidación y partición de los bienes de esa sociedad opera corrientemente en el juicio sucesorio, trámite en el que se incluye la determinación de su carácter, propio o ganancial.


    C., G. M. c/ B. de C., A. F. s/ Divorcio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1604/2020/CS1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Exhortos. Tribunal oficiado. Subasta. Contenido de la sentencia. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Ha sostenido la Corte que la renuencia en el cumplimiento de una rogatoria constituye un caso de conflicto entre jueces que le corresponde dirimir en función de lo establecido en el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58. De otro lado, es criterio aceptado que la solicitud expedida por la vía de la ley 22.172 sólo podrá rechazarse en supuestos excepcionales. Dicha regla no es absoluta puesto que -aun cuando el art. 4° de la ley mencionada dispone expresamente que el juez al que se dirige el oficio no podrá discutir la procedencia de las medidas delegadas-, esta directiva no persigue convertir al magistrado de uno de los estados federales en subordinado del oficiante. El artículo 577 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación habilita al juez del proceso ejecutorio para ordenar que la venta judicial se practique en el lugar donde se asienta el bien embargado. De tal manera, cumplidas las formas externas de los exhortos, los jueces a quienes éstos son dirigidos no pueden resistirse eficazmente a cumplir las gestiones concernientes a aquel acto procesal. Resulta sin embargo igualmente claro que esa posibilidad de delegación -que incluye, entre otras cosas, la de designar al martillero-, no alcanza a aquellos trámites que operan como presupuestos del remate (entre otros, la intimación al deudor para que presente el título de propiedad del inmueble, o bien, la obtención de un testimonio e informes de deuda), los cuales no han sido cumplidos por el juez actuante, por lo que la intervención del tribunal exhortado resulta prematura, debiendo previamente darse cumplimiento a los recaudos propios de la ejecución de sentencia, sin perjuicio de que oportunamente se difiera la implementación concreta del acto de remate a los jueces del lugar en el que se asienta el bien a realizar.


    Lezcano, Blanca Lidia (9) c/ Franco, Leonardo Silvio (demandado) s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48985/2011/CA-CS1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Facturación de servicios públicos. Competencia nacional. 


    Falta de afectación al servicio público.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, toda vez que el debate del caso se circunscribe estrictamente a un proceso ejecutivo de una factura impaga, en el marco de una relación jurídica contractual regida por el derecho privado. Además, del escrito de inicio no surge que el asunto debatido pueda afectar de algún modo el servicio público que presta la demandada, o suscite alguna controversia entre un usuario y la empresa, ni que se encuentre comprometido un interés nacional. Por ende, la cuestión resulta ajena a la competencia federal.


    Grupo Casa 10 S.A. c/ EDESUR S.A. s/ Cobro sumas de dinero


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25140/2019/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Grupos vulnerables. Personas refugiadas. Resolución denegatoria. Nulidad de la resolución. Competencia por el territorio. Competencia federal. 


    El conocimiento del asunto corresponde a la justicia federal en lo contencioso administrativo en razón de la materia. La Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado N° 26.165 no fija pautas de atribución de competencia territorial. A los fines de determinar la competencia territorial para conocer en la presente causa debe ponderarse prioritariamente el lugar de residencia del actor, pues esa solución es la que mejor se compadece con las garantías mínimas del debido proceso que deben resguardarse en este tipo de procesos vinculados a la determinación de la condición de refugiado del solicitante. En Fallos 337:530, en el marco de un proceso previsional, la Corte afirmó que el derecho de ocurrir ante un órgano judicial en procura de justicia, consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional no se encuentra satisfecho con la sola previsión legal de la posibilidad de acceso a la instancia judicial sino que requiere que la tutela judicial de los derechos en cuestión resulte efectiva; esto es, que sea oportuna y posea la virtualidad de resolver definitivamente la cuestión sometida a su conocimiento. Así lo reconocen los tratados internacionales con jerarquía constitucional a partir de 1994 (artículo 75, inc. 22) entre los cuales cabe citar a la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La Corte puntualizó, además, que tal derecho aparece seriamente afectado cuando, en una materia tan sensible como lo es la previsional, el trámite ordinario del proceso, sin razones particulares que lo justifiquen, se traslada de la sede de residencia del actor. En este sentido, cabe resaltar que la importancia de la proximidad de los servicios de los sistemas de justicia a aquellos grupos de población que se encuentren en situación de vulnerabilidad ha sido expresamente destacada en las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad.


    Cenat Benicois c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior Obras Públicas y Vivienda-Conare s/ Proceso de Conocimiento


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 46738/2018/CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Hábeas data. Banco de datos personales. Información crediticia. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga a Fallos: 328:1252, "Svatzki".


    El artículo 36, inciso b, de la ley 25.326, dispone que intervendrá la justicia federal si los datos que se pretenden eliminar obran en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Manolia, Gustavo Javier c/ Banco Santander Río S.A. y otro s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3918/2020/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Información crediticia. Ley de protección de los datos personales. Competencia federal. 


    Cuestión análoga a Fallos: 328:1252, "Svatzki".


    Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos, y que, en la tarea de esclarecerlas, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos de la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado; e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. El artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, dispone que será competente la justicia federal siempre que los archivos de datos se hallen interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales. La acción tendiente a obtener la protección de información personal contenida en el sistema de archivos informáticos del Banco Central de la República Argentina y de otras bases de datos, que poseen alcance nacional e, incluso, internacional, teniendo en cuenta que puede accederse a través de internet, debe tramitar ante el fuero federal. Cuando la competencia de la justicia federal emerge por razón de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria, sin que el consentimiento ni el silencio de los litigantes sean hábiles para derogar esos principios, y la incompetencia del fuero ordinario puede promoverse sobre esa base en cualquier estado del litigio. Con arreglo al artículo 196 del Código adjetivo, la medida ordenada por un juez incompetente no resulta hábil para prorrogar la competencia.


    Pharmad S.R.L. c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ Hábeas data


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2553/2019/CS1, 02 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Internación psiquiátrica. Competencia nacional. 


    Criterio de la causa CSJ 3938/2015/CS1, M., L. M. s/ Control de internación – ley 26.657”.


    El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, ha reiterado la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones sobre la libertad ambulatoria del interesado. Si la persona afectada por un padecimiento psicológico se retiró de la institución terapéutica de régimen abierto, a la que había ingresado voluntariamente, el juez del domicilio se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad judicial que pudiere corresponder. Asimismo, cualquier diligencia a concretarse en el territorio provincial, obligaría a una persona que podría estar afectada por un padecimiento psicológico, al igual que a los miembros de su familia, a actuar ante un foro con el que no tendrían ninguna conexión actual, con los costos económicos y humanos que ello implica.


    D., R. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42374/2020/CS1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Acumulación de procesos. Declinatoria de jurisdicción. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se verifica actualmente una controversia jurisdiccional que daba dirimir la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958, texto según ley 21.708.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Spaccarotella, Marcos Ariel s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 311/2020/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Aportes a obras sociales. Competencia previsional. Competencia federal. 


    La solución de los conflictos de competencia requiere atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca del origen y la naturaleza de la pretensión y de la relación jurídica existente entre las partes. En tanto la materia del pleito se encuentra vinculada al cobro de “los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualizaciones adeudados a las obras sociales”, resultan aplicables los artículos 24 de la ley 23.660 y 2°, inciso f), de la ley 24.655, que prevén para estos casos la intervención de la Justicia Federal de la Seguridad Social de la Ciudad de Buenos Aires. No obsta a lo anterior que las partes hayan establecido la jurisdicción de la justicia nacional en lo civil, porque la competencia federal ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de las jurisdicciones ordinarias, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar tales principios.


    Obra Social del Personal de Entidades Deportivas y Civiles c/ Club Atlético Quilmes s/ Homologación de convenio - Ley 23.660


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 60147/2019/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Cheques sin fondo. Obras sociales. Asistencia médica. Afiliación a obras sociales. Competencia nacional. 


    En la tarea de esclarecer esta contienda es preciso atender a los hechos que se relatan en el escrito de inicio, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la pretensión. La ejecución que persigue el cobro de un cheque, librado contra el Banco de la Nación Argentina, cuyo pago fue rechazado por esa entidad debido a la ausencia de fondos suficientes, y cuyo concepto se originaría en la prestación de servicios sanitarios a los afiliados de la accionada, se funda, principalmente, en la ley 24.452 y en los artículos 518, 520, 521, 523, y concordantes del Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación, por lo que el asunto requiere examinar, en sustancia, aspectos propios del derecho privado y, aun cuando pudiere involucrar ribetes que excedan ese marco, en principio, la materia propuesta a debate no posee virtualidad como para afectar la planificación o instrumentación de las prestaciones médico asistenciales regidas por la ley 23.661.


    SANABIT S.R.L. c/ Obra Social del Personal de la Industria del Caucho s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23863/2019/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Internet. Telecomunicaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Es oportuno recordar que en la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. El conocimiento del asunto atañe al fuero federal pues se reclama, en definitiva, que se impida el estreno y difusión de un contenido a través de una plataforma digital que opera a través de internet, medio de una interrelación global que permite acciones de carácter extra-local, actividad que se encuentra regulada por una norma de carácter federal, esto es, la Ley de Argentina Digital, 27.078. En particular, la ley 27.078 define a los Servicios de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (servicios TIC) como aquellos que tienen por objeto transportar y distribuir señales o datos, como voz, texto, video o imágenes, facilitados o solicitados por los terceros usuarios, a través de redes de telecomunicaciones. En el caso resulta plenamente aplicable la atribución de competencia a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal dispuesta en el artículo 4 de la mencionada ley 27.078, dado el carácter público de la materia en debate y de las consecuencias que la medida solicitada puede tener en las condiciones de prestación del servicio, lo cual excede el marco de una relación de naturaleza privada.


    Mercado, Carlos Daniel c/ Netflix Argentina S.R.L. s/ Medida cautelar (autónoma)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33788/2020/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Cuidado personal compartido. Interés superior del niño. Competencia de familia. Juzgado de familia. 


    El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los litigios relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (Artículo 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia. Dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño, y en esa tarea, no puede soslayarse que él reside establemente en la ciudad de Paraná a cargo de su padre, ámbito en el cual, la proximidad de la que gozan los jueces locales, constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, sin que ello implique un anticipo sobre la suerte que deben correr las pretensiones, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.


    S., M. I. c/ F., M. F. s/ Medida cautelar de cuidado personal de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1244/2020/CS1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. 


    Conforme a la doctrina de Fallos: 327:3898; 328:318, entre otros, corresponde que sea decidido el reclamo pendiente con carácter previo a la determinación de la competencia, atento a la incidencia que podría tener para la cuestión planteada.


    Dirección Nacional de Vialidad c/ F. de K., Cristina


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4485/2018/CS1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Restitución de sumas de dinero. Tratamiento médico. Cobertura médica. Medicina prepaga. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Presentación extemporánea. Competencia ordinaria. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. La declaración oficiosa de incompetencia resulta extemporánea, si es que el tribunal local se desprendió del conocimiento del proceso luego de haber rechazado la excepción planteada oportunamente por la demandada, haber producido la prueba e, incluso, con posterioridad a decretar el llamamiento de autos para sentencia, entendido en el marco de una aplicación armónica de las pautas contenidas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, La declaración de incompetencia de oficio cuando las actuaciones habían concluido tras un prolongado trámite de seis años y al tiempo del dictado de la correspondiente sentencia definitiva, evidencia la falta de oportunidad del acto y la consecuente afectación de los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal, que tienen a evitar una privación de justicia. Es doctrina de la Corte que, más allá del carácter de orden público de las normas que regulan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a directivas de rango superior. El criterio expuesto se robustece, si se tiene en cuenta que es posible que la aplicación e interpretación de normas de índole federal, quede a cargo de los jueces de todas las instancias y jurisdicciones, cuyas decisiones podrán, obtener debido control ante el Máximo Tribunal, por la vía del recurso extraordinario.


    Zelicovich de Szpekman, Carlota c/ Col Med. S.A. s/ Cumplimiento de obligación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2934/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Restitución internacional de menores. Puntos de conexión. Cámara de Apelaciones. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Si no existe punto de conexión con la provincia de Buenos Aires, en tanto hasta el día de la fecha no pudo ser localizada ni la demandada ni la niña, sin que ésta última concurra a clases en el colegio ubicado en esa provincia, la intervención de la justicia local carece de sentido y la causa debe continuar su trámite en la justicia nacional. Tales circunstancias evidencian que la inmediatez alegada no puede fundar la competencia de la justicia local. En este punto, corresponde ponderar que el juicio ha tramitado hasta el dictado de una sentencia sobre el fondo –que se encuentra apelada–, en sede nacional, donde asimismo existió una labor asistencial con el grupo familiar. Por ello, corresponde remitir la causa a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.


    R.P., C.E. c/ M.O., N. s/ Restitución internacional de menores


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1090/2020/CS1, 17 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Incapacidad. Inimputabilidad. Medidas de seguridad. Internación. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento (Artículos 1 y 2, CCyCN). En ese marco interpretativo, y aun cuando uno de los procesos se inició en la jurisdicción nacional por ser el foro donde entonces residía el causante, adquiere una singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte Suprema ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. En este sentido, es necesario tener en cuenta que el nuevo Código Civil y Comercial asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera (Arts. 35, 37 y 40). Asimismo, según el Artículo 35 de ese ordenamiento, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado. La cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar en donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial para el que fueron designados.


    M. P., C. F. s/ Determinación de la capacidad (vigente hasta 13/8/2015)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 76476/2006/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    S., M. D. y otros c/ A., S. S. s/ Filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55012/2017/1/RH1, 05 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Fiaschi, Sabrina Victoria c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 24955/2019/CA1-CS1, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Irala, Miguel Ángel c/ Omint A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 34538/2019/CS1, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita remisión de la totalidad de las actuaciones para mejor dictaminar.


    Ayala, Néstor Adrián c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47787/2018/CA2-CS1, 16 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita remisión de la totalidad de las actuaciones para mejor dictaminar.


    Bielsa, Rafael Antonio c/ Bonasso, Miguel y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 18430/2015/CS1-CA1, 27 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Campodónico Matilde Alicia y otros c/ América TV S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36408/2008/1/RH1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Delvalle Ayala, Florencia Belén c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45078/2017/CA1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    EDEMSA c/ Estado Nacional (Ministerio de Planificación) y otro s/ Proceso de conocimiento


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23041643/2007/CA1-CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Estado Provincial de Santiago del Estero c/ Herederos de Culasso Santiago Domingo y/u otros s/ Declaración de inexistencia de actos y/o subsidiariamente nulidad de actos, etc. – recurso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1379/2020/RH1, 29 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    E., M. S. y otro c/ OSDE s/ Sumarísimo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11135/2009/1/RH1, 27 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    N., G. A. y su hijo B. E. y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.896


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21814/2017/CS1, 02 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Información reservada. 


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1 - Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas c/ Avanzit Tecnología S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13084/2017/1/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    V., M. c/ S. Y., C. R. s/ Restitución internacional de niños


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 62230/2019/13 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias de tenor excepcional que autoricen su equiparación. Ellas son la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La ausencia de definitividad no se suple, aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    González, Claudio Vicente c/ A.R.T. Interacción S.A. y otros s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46544/2018/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Internación. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Más allá de la invocación dogmática de normas federales, los agravios remiten, en sustancia, al estudio de cuestiones procesales, de hecho y prueba, que se vinculan con el análisis de la procedencia de la vía del amparo, y el monto que debe ser cubierto, cuyo tratamiento, como regla, es ajeno a la instancia extraordinaria. Si bien la controversia vinculada a la internación –que es la única que llega discutida a esta instancia– ha sido resuelta sobre la base de la ley 24.901, los agravios planteados en el recurso extraordinario se refieren principalmente a aspectos fácticos que no exigen la interpretación de la norma. Así, la decisión sobre qué monto del nomenclador corresponde aplicar requiere de la valoración de prueba que, además de haber sido analizada de manera fundada en las instancias anteriores, no ha sido controvertida por la accionada. La mención de otras prestaciones que brinda a la actora no alcanza para considerar a la sentencia como arbitraria, a la vez que aquellas no están acreditadas. En este sentido, la Corte Suprema ha dicho que los extremos de hecho pertinentes a la correcta aplicación de una ley federal no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria.


    G., M. E. c/ Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1301/2016/2/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a la traba de contienda negativa de competencia remisión al dictamen de la causa FCB 67265/2017/CS1, “Menara, Victoria Segunda c/ Anses s/ Amparo y sumarísimos”.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Spidialeri, Julio César c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 66183/2017/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Cobertura médica. Declaración jurada falsa. Enfermedad preexistente. Rescisión del contrato. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El fallo impugnado reconoció el ocultamiento premeditado en el que incurrió el actor al completar su declaración jurada de admisión y consideró que la exclusión basada en dicha circunstancia se ajusta al ordenamiento vigente. Empero, juzgó que el amparo debe prosperar, desde que el artículo 10 de la ley 26.682 prohíbe denegar la afiliación por preexistencia y autoriza para percibir valores diferenciales de los usuarios que porten enfermedades al momento del ingreso. En consecuencia, dejó subsistente el vínculo contractual y abrió la posibilidad de fijar una cuota diferencial; Pero, el alcance atribuido por el a quo a dicho precepto conlleva una imposición ajena al régimen aplicable y neutraliza lo dispuesto por el artículo 9 citado, que –al regular expresamente la extinción contractual– habilita a las empresas prestadoras para “… rescindir el contrato… cuando el usuario haya falseado la declaración jurada...”. La inteligencia otorgada por el fallo a los preceptos citados resulta inadmisible. Es que, tanto la obligatoriedad de afiliar al postulante con preexistencias, prevista en el artículo 10, como la expulsión por falsedad de la declaración jurada que autoriza el artículo 9, coexisten dentro de la norma que rige el caso; con lo cual, aquella interpretación supone sustituir al legislador, optando por una solución diferente a la que éste adoptó y cuya adecuación constitucional no ha sido cuestionada. El marco regulatorio de la medicina prepaga ha previsto la situación planteada en la causa, asignándole una clara consecuencia, como es la rescisión del contrato por iniciativa de la empresa prestadora, cuando no haya mediado buena fe en el usuario (arts. 9, ley 26.682 y 9, decreto reglamentario 1993/2011). Es decir que para la procedencia de la rescisión por parte de la empresa de medicina prepaga, no basta verificar la simple omisión de información, sino que se exige que el usuario, obrando sin la buena fe requerida, haya falseado la declaración; esta consecuencia gravosa encuentra plena justificación en las reglas de confianza que la propia norma prevé respecto del tratamiento de las enfermedades preexistentes, al prescribir en el artículo 10, que éstas sólo pueden establecerse a partir de la declaración jurada del usuario y que no pueden ser criterio del rechazo de su admisión. Así las cosas, se debe atener a dicho diseño, pues la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y, cuando ésta es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.


    A., B. R. c/ Swiss Medical S.A. Medicina Privada s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12572/2016/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Determinación de impuestos. Facultades del gobierno provincial. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 004930/2015/RH001 “Volkswagen de Ahorro para Fines Determinados S.A. c/ Provincia de Misiones – Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa”.


    En cuanto a los planteos vinculados con la negativa de la sentencia recurrida a tratar agravios que había vertido por la ausencia de respuestas en las instancias anteriores a su defensa, según reiterada doctrina de la Corte, el examen de los requisitos de admisibilidad de los recursos es facultad privativa del tribunal de alzada, por ser una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, una de las excepciones a este principio la configura el apartamiento de la solución normativa prevista para el caso, pues es condición de las sentencias judiciales que constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias del proceso. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto. Por otra parte, en lo relativo a la prescripción de la multa basada en el art. 62, inc. 5°, del Código Penal, la omisión deliberada del tribunal en considerar la cuestión sometida a fallo torna pertinente el agravio ya que tal silencio priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.


    First Data Cono Sur S.R.L. c/ Estado de la Provincia de Corrientes (Dirección General de Rentas) s/ Recurso facultativo (acción de nulidad)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1430/2019/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Tutela especial. Interés superior del niño. Exceso ritual manifiesto. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación se sentencia. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de instancia remite al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal ajenas de por sí al remedio federal, también lo es que tal criterio admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias de la causa, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta los derechos de defensa en juicio, debido proceso y propiedad, máxime cuando la decisión en curso pone fin al pleito causando un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. La actuación del Ministerio Público respecto de niñas y niños puede ser, en el ámbito judicial, complementaria o principal y que, en lo que aquí interesa, se torna principal cuando existe inacción de los representantes legales y se encuentran comprometidos los derechos de los representados. La intervención del Defensor Público de Menores e Incapaces no es equivalente a la de quien patrocina a un adulto pues, en el primer caso, está en juego el interés superior del niño y el orden público, valores estos que merecen especial tutela jurisdiccional. Por ello, la debida y adecuada intervención de esta institución en estos juicios resulta esencial. La Corte Suprema de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos destacaron el deber de tutela reforzada que recae sobre los jueces en los procedimientos judiciales que involucran derechos de los niños, niñas o adolescentes. En particular, el tribunal interamericano remarcó que, en procesos de esta naturaleza, “el Estado, en ejercicio de su función judicial, ostenta un deber jurídico propio, por lo que la conducta de las autoridades judiciales no debe depender exclusivamente de la iniciativa procesal de la parte actora de los procesos”. La tutela especial es un instituto de protección que se utiliza, en el supuesto previsto por el artículo 109, inciso a, del Código Civil y Comercial de la Nación, para representar en juicio los intereses de la persona menor de edad cuando existe un conflicto con sus representantes legales, que pone en evidencia la necesidad de designar un tercero imparcial para cumplir con la protección de su interés superior. En otras palabras, el tutor ad litem interviene en el proceso judicial de acuerdo con su leal saber y entender, desde la mirada adulta, procurando que el interés moral y material de los niños, niñas y adolescentes tenga prioridad sobre cualquier otra circunstancia del caso. La Corte Suprema ha sostenido que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, evitando incurrir en un exceso ritual que la desnaturalice. Especialmente, cuando la parte que promueve un proceso y asume la carga de urgir su desarrollo, en virtud del principio dispositivo, queda relevada de ello por encontrarse pendiente alguna decisión y la demora en dictarla fuere imputable al tribunal, o la prosecución del trámite dependiere de una actividad impuesta a los funcionarios que indica el art. 313, inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    S., R. A. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesión o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 27047/2007/2/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Capital asegurado. Póliza. Seguro de vida obligatorio. Indemnización. Índices de actualización. Coeficiente de estabilización de referencia. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Los planteos de arbitrariedad referidos a la procedencia de la indemnización que surge del contrato de seguro de vida colectivo con cláusula adicional de incapacidad física total, permanente e irreversible, remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común que son propias de los jueces de la causa y ajenas, por regla y por su naturaleza, al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla, e impiden su descalificación como acto judicial válido. La solución a este respecto, condiciona el tratamiento de los agravios vinculados con la aplicación del artículo 32 de la ley 27.440 para actualizar el capital a ser abonado en el marco de la póliza. La póliza fue inicialmente acordada en el año 1958, entre la Caja de Seguros S.A. y la Policía de la Provincia de Buenos Aires, mediante el descuento de primas a las remuneraciones mensuales de los aportantes, y el actor ingresó a trabajar en el servicio penitenciario el 1 de octubre de 1980. Mediante el endoso número 292, el 1 de diciembre del 2009 se modificaron ciertas condiciones contractuales en la póliza referida. La aseguradora no rebate la premisa de la que parte la cámara en cuanto a que no había sido acreditada la notificación de la modificación al contrato convenida entre el empleador y la compañía de seguros, que eliminaba el beneficio para aquellos trabajadores que se encontraban en funciones al momento de solicitar el beneficio, como ocurrió con el accionante. El tribunal además afirmó que fue la propia demandada quien reconoció en la contestación de demanda la necesidad de que los trabajadores afectados se encuentren informados de la modificación mencionada, sin que estos aspectos hayan sido objeto de especial crítica por parte de la recurrente. Tampoco resultan suficientes las críticas al pronunciamiento en cuanto consideró infundado el rechazo genérico realizado por la aseguradora de la incapacidad denunciada por el actor. En efecto, la cámara destacó que la aseguradora se limitó a controvertir la situación invocada y acreditada por el actor pero no lo convocó para realizar una nueva revisión médica. Estos aspectos no fueron debidamente refutados por la recurrente. Deviene inconducente el tratamiento de los planteos vinculados con la temporaneidad del rechazo del beneficio por parte de la aseguradora. No resultan procedentes los agravios relativos a la actualización del capital resuelta por la cámara. El artículo 32 de la ley 27.440 regula aspectos relativos a los contratos de seguro de vida y de retiro, materia propia de los jueces de la causa y ajena, por regla y por su naturaleza, al remedio del artículo 14 de la ley 48. La Corte Suprema ha señalado que la circunstancia de que las leyes federales incluyan disposiciones de derecho común, no priva a los preceptos que lo integran, ni a sus principios, del carácter de tales, por lo que la interpretación de ellos no configura cuestión susceptible de ser revisada en la instancia extraordinaria. Lo atinente a la eficacia de la ley en el tiempo y a la validez intertemporal de las normas, constituye una materia ajena al recurso extraordinario. La cámara al rechazar el recurso extraordinario, sustentó su decisión en lo dispuesto por el artículo 7 del Código Civil y Comercial, haciendo hincapié en que las nuevas leyes regulan las consecuencias de las relaciones jurídicas existentes, y en que admite la inmediata aplicación de las leyes si beneficia al consumidor. En ese marco, la recurrente no acreditó que la aplicación del C.E.R. desatienda los fines tenidos en miras por el tribunal, esto es compensar el valor del capital de naturaleza alimentaria, en un contexto inflacionario; máxime cuando transcurrieron más de 10 años desde que el actor con una incapacidad total y permanente, solicitó el cumplimiento de la póliza. En este punto, vale destacar que la cámara sólo impuso adicionalmente un interés puro, calculado a una tasa del 8% anual. Las expresiones genéricas de la recurrente referidas a que la ley no establece su aplicación retroactiva, y que se reemplaza el capital asegurado por otro seis veces superior, además de ser irrevisables en esta instancia, no logran modificar las premisas de las cuales parte el tribunal y se limitan a expresar una mera disconformidad con lo resuelto. Tampoco encuentra sustento la impugnación de la aplicación material de la ley 27.440 al contrato de autos, en atención a que la cobertura adicional de “incapacidad física total, permanente e irreversible” se inserta en una póliza de seguro de vida colectivo, y la naturaleza del vínculo contractual no fue cuestionada por la recurrente con anterioridad a su recurso federal. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.


    Gómez, Carlos Alberto c/ Caja de Seguros S.A. s/ ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 29762/2011/2/RH1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia. Instancia administrativa previa. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente -ley especial”.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, debe considerarse equiparable a ella, por sus efectos, pues de acuerdo a lo que ha sostenido oportunamente esta Procuración General, la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Barrios, Oscar Fernando c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23583/2018/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Ejecución de honorarios. Regulación de honorarios. Concurso preventivo. Verificación de créditos. Fuero de atracción. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Si bien las decisiones atinentes a la determinación de competencia que surgen con motivo del fuero de atracción no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal que habiliten el remedio excepcional, ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación que tal requisito se suple cuando, como en el caso, media denegatoria del fuero federal. El art. 32 de la ley 24.522 establece que todos los acreedores por causa o título anterior deben concurrir al juicio universal a verificar sus créditos y, por su parte, el art. 56 extiende los efectos del acuerdo homologado a todos los acreedores quirografarios cuyos créditos se hayan originado por causa o título anterior a la presentación, aunque no hubieran participado del procedimiento. Respecto de los honorarios profesionales, la Corte tiene dicho que lo relevante a los efectos de determinar la causa de la obligación, es la fecha del desarrollo del trabajo profesional efectuado en el marco de un proceso judicial. En el mismo sentido, ha expresado el Tribunal que ese derecho se constituye en la oportunidad en que se realizan tales trabajos, más allá de la época en que se practique la regulación. Los honorarios reclamados son de contenido patrimonial, cuya causa es anterior a la apertura del concurso preventivo, lo que determina la naturaleza pre-concursal del crédito y, en consecuencia, torna operativa la regla del fuero de atracción en el caso. Es inaceptable la argumentación que desarrolla la recurrente para justificar que no resulta operativa la atracción del juicio universal por revestir la concursada el carácter de actora en el proceso principal. Si bien, como regla, el fuero de atracción sólo procede en forma pasiva, vale decir, respecto de acciones en las que el concursado o fallido resulta demandado, en el caso, aun cuando la concursada no es la demandada en el juicio principal, tratándose de un reclamo de contenido patrimonial del cual es deudora, resulta razonable disponer que el juez del concurso continúe entendiendo en la ejecución de los honorarios. Ha señalado la Corte que el fuero de atracción de los juicios universales, sean de sucesión o concurso, opera aun tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.


    Incidente Nº 1 – Actor: Lorena Automotores S.A. Demandado: AFIP s/ Incidente ejecución de honorarios


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 21000076/2001/1/CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. La resolución apelada que, al confirmar lo resuelto en la instancia anterior, declaró la incompetencia del fuero laboral para entender en estos autos y ordenó la remisión de las actuaciones a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal al ordenar la radicación de las actuaciones en la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. Por otra parte, tampoco coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquélla queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Recurso Queja N° 1 - De La Vega, Rodrigo c/ Instituto Nacional de Tecnología Industrial s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49494/2018/1/RH1, 09 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Empleo público. Medida cautelar innovativa. Audiencia de conciliación. Negociación colectiva. Suspensión de despidos. Reincorporación. Competencia nacional. Competencia laboral. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las decisiones judiciales adoptadas en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la vía por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos; entre ellas, cuando la resolución atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal. De adquirir firmeza la resolución de la a quo y de aceptar el fuero contencioso administrativo federal la competencia que se le asigna, se privaría definitivamente a la actora de la posibilidad de tramitar su reclamo ante la justicia del trabajo, que no es sólo la especializada para atender los planteos de las asociaciones profesionales en orden al ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical -con especial referencia a la negociación colectiva laboral- sino que, además, debe sustanciarlos con arreglo a un procedimiento sumario. La decisión atacada, en cuanto concluye que el planteo excede la competencia foral, evidencia una comprensión inadecuada del problema que afecta de manera no susceptible de reparación ulterior, oportuna y apropiada, los derechos alegados por la actora. Ello es así, desde que la obligaría a litigar ante un órgano que no constituye el juez natural de la causa y con arreglo a un trámite que no es el previsto por ley, lo que lesionaría principios inherentes al debido proceso y a una mejor y más correcta administración de justicia. Con arreglo al artículo 6, inciso 4, del código de rito, resulta competente para entender en las medidas cautelares, el juez que deba conocer en el proceso principal, y para determinar ese extremo es preciso considerar la relación de los hechos contenida en el escrito de inicio y, en tanto se ajuste al relato, el derecho citado en apoyo de la pretensión. No resulta razonable desechar por la vía declinatoria, en la instancia introductoria del proceso, la aplicación de disposiciones de raigambre laboral como las alegadas. Las cuestiones propuestas pueden encuadrar en el diseño de los artículos 20 y 21 de la L.O., desde que se fundan en derechos emergentes de la libertad sindical consagrados en la ley de Asociaciones Sindicales, el artículo 8 del Convenio 151 de la OIT, y otros convenios internacionales en la materia. La asociación sindical posee con personería gremial, refiere la afectación del ejercicio regular de los derechos sindicales en orden a un conflicto colectivo y funda su pretensión, entre otras normas, en las leyes 14.786 y 23.551 y en convenios de la Organización Internacional del Trabajo, todo ello de innegable incumbencia laboral. El criterio para determinar la atribución de competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que invoca el accionante y que presumiblemente puede llegar a tener influencia decisiva para la solución del conflicto. La cuestión debatida aparece vinculada -principalmente- con aspectos del derecho colectivo del trabajo, por lo que resulta competente para intervenir en el juicio la Justicia Nacional del Trabajo.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Estado Nacional - Ministerio de Producción y Trabajo s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39083/2018/1/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. La resolución apelada, que confirmó la decisión de la instancia anterior que había rechazado por improcedente el pedido de inhibitoria deducido por el Estado Nacional (Ministerio de Hacienda) a fin de solicitar la intervención del fuero federal en la presente causa, no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal al quedar radicadas las actuaciones ante el Juzgado Federal de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. No se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Recurso de Queja N° 2 - Estado Nacional - Ministerio de Hacienda c/ Municipalidad de Tigre s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 74310/2018/2/RH2, 13 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. La resolución apelada, que confirma lo resuelto en la instancia anterior y declara la incompetencia del fuero laboral para entender en estos autos y ordena la remisión de las actuaciones a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal al ordenar la radicación de las actuaciones en la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. Por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquélla queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Recurso Queja N° 1 - Foti, Aníbal Horacio c/ Instituto Nacional de Tecnología Industrial s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33703/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Privación de justicia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa H. 213, L. XLII, “Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”.


    Es jurisprudencia de esta Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable. Existe afectación del privilegio federal cuando se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho alegado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural. Es doctrina de la Corte que la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales, a la par de que posee, en su caso, el mismo derecho a la competencia originaria de ese Tribunal. La habilitación de la competencia originaria de esa Corte en los juicios en los que un estado aforado es parte, exige examinar la materia sobre la que versa el pleito; es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraparte, quedando excluidos de la instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho local. Atañe a los jueces locales conocer en los casos en que se inicia una acción contra las provincias, dirigida a obtener la reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, pues ello configura una causa regida por el derecho público local que no reviste carácter civil, según lo ha definido esa Corte, en punto a su jurisdicción originaria, a partir del precedente “Barreto”.


    Floriano, Julio Evaristo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88698/2017/2/RH1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Indemnización por muerte. Intereses. Tasa activa. Seguro de automotores. Ley de tránsito. Resoluciones administrativas. Reglamentación de la ley. Alcance de la cobertura. Inconstitucionalidad. Tope indemnizatorio. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Superintendencia de Seguros de la Nación.


    Las cuestiones relacionadas con el alegado exceso de jurisdicción en el que habría incurrido la alzada al aplicar la resolución SSN 39.927/2016 y con la falta de congruencia, son planteos que remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial válido. La Corte ha señalado que el principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas, limitación infranqueable en el terreno fáctico (congruencia objetiva), pero que no rige en el plano jurídico donde la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde "decir el derecho" (iuris dictio o jurisdicción) de conformidad con la atribución iura curia novit. La ley 24.449 y su antecesor, el decreto 692/1992, fueron dictados apuntando a la seguridad del usuario de la vía pública como el bien jurídico fundamental que se tutela. En el art. 68 ley 24.449 de la se estableció como condición para la circulación de vehículos en la vía pública la contratación de un seguro cuya cobertura se extienda a los daños causados a terceros, transportados o no. Esa obligación legal persigue una finalidad de interés público: asegurar la reparación de los daños causados a las víctimas de accidentes de tránsito, más allá de que la contratación del seguro también importe un beneficio para el asegurado. Los legisladores entendieron que la adecuada protección de los derechos fundamentales de las víctimas, como la vida y la integridad personal, requiere adoptar un sistema de seguro obligatorio que garantice el acceso a la efectiva reparación de los daños. Esto explica que casi todos los países y sistemas de integración regional condicionen la circulación de vehículos a la contratación de seguros. La Superintendencia de Seguros de la Nación es la autoridad de control de la actividad aseguradora y reaseguradora que autoriza el funcionamiento de las empresas aseguradoras y los planes de seguro, así como sus elementos técnicos y contractuales y, en particular, cuida que las condiciones contractuales sean equitativas. Según la Corte, ese organismo tiene por función controlar el régimen económico y técnico de las aseguradoras en salvaguarda de la confianza del público en el sistema de seguros. Ese tribunal agregó que el legislador estimó necesario proteger tanto “a los asegurados como a los terceros beneficiarios de aquellas situaciones que puedan afectar el cobro de la indemnización respectiva”. Tras el dictado del decreto 692/1992, ese organismo fijó las condiciones del seguro obligatorio en las resoluciones 21.999/1992 y 22.058/1993. La resolución 21.999/1992, reglamentaria de las condiciones del seguro obligatorio previsto por la ley 24.449, tuvo en cuenta “la finalidad de protección de las víctimas de los accidentes de tránsito tanto como el costo de la cobertura de modo tal de permitir un fácil acceso de la comunidad a su contratación”. Tras la sanción de la ley 24.449, su decreto reglamentario no reguló específicamente las condiciones del seguro obligatorio, y las resoluciones 21.999/1992 y 22.058/1993 mantuvieron vigencia hasta su derogación por parte de la resolución 34.225/2009. La resolución 21.999/1992 no contiene una reglamentación razonable del art. 68 de la ley 24.449. Los límites de cobertura fijados se mantuvieron inalterados a pesar del profundo cambio de circunstancias macroeconómicas sucedido en nuestro país entre el año 1992 y la fecha de contratación de la póliza. Los valores nominales fijados para “cubrir eventuales daños causados a terceros, transportados o no” perdieron notablemente su significación económica. La ecuación del contrato de seguro, esto es, la relación entre el premio y la suma asegurada, se modificó sustancialmente en perjuicio del asegurado y de las víctimas de accidentes de tránsito. El mantenimiento de una cobertura exigua no trajo aparejado una prima asequible y, por ende, la posibilidad de extender el seguro a un sector más amplio de la población, sino que ese desajuste redunda en beneficio exclusivo de las empresas aseguradoras. Los límites de la resolución 21.999/1992 carecen de relación con el promedio de cuantificaciones de daños fijados judicialmente en el año de contratación de la póliza. La póliza contratada, en consonancia con la resolución 21.999/1992, cubre el 13% de los daños personales promedio causados por vehículos en accidentes de tránsito. Aun cuando la Superintendencia de Seguros de la Nación tiene el deber de cuidar la equidad del contrato, los hechos muestran incrementos significativos en las obligaciones a cargo de los asegurados y, reducciones graves en las contraprestaciones a cargo de las compañías de seguros a través de la desvalorización de la suma asegurada. Ese desequilibrio perjudica a las víctimas de accidentes de tránsito que solo tienen garantizada la reparación de un ínfimo porcentaje de los daños sufridos. Tal insuficiencia de los límites fue reconocida por la propia autoridad de control, que dos años más tarde mediante la resolución 34.225/2009 incrementó sensiblemente las sumas. El art. 1 de la resolución SSN 21.999/1992 que fijó el límite de cobertura por muerte o incapacidad total y permanente en $30.000, y la resolución SSN 22.058/1993 en cuanto reproduce ese tope son inconstitucionales pues con el paso del tiempo se transformó en una reglamentación irrazonable de la obligación legal de contratar un seguro que cubra los daños causados por automóviles. Los límites de cobertura se mantuvieron pétreos a pesar de la desvalorización monetaria y de los cambios en la ecuación de los contratos de seguro: aumentos en el valor del premio y de la valuación de los daños causados por vehículos. Como consecuencia de ese desequilibrio, los topes devinieron contrarios a la finalidad social perseguida por la ley 24.449, desvirtuando el derecho de los asegurados y de las víctimas de los siniestros. El art. 99, inciso 2, de la Constitución Nacional atribuye al titular del Poder Ejecutivo la facultad de expedir las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu. Esos límites al poder reglamentario son aplicables a los órganos de la administración. La Corte precisó que cuando una disposición reglamentaria desconoce o restringe de manera irrazonable los derechos que la ley reglamentada reconoce, o de cualquier modo subvierte su espíritu o finalidad, ello contraría el principio de jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las funciones que le son encomendadas al Poder Ejecutivo por la Constitución Nacional. La invalidez del tope específico previsto por las resoluciones SSN 21.999/1992 y 22.058/1993 producen un vacío regulatorio en relación con la póliza básica del seguro obligatorio de responsabilidad civil automotor que debe ser interpretado en el caso sometido a decisión, de modo de reparar el agravio a la supremacía constitucional y, al mismo tiempo, preservar el sentido y alcance de la ley implementada, así como la integridad del orden jurídico en su conjunto. En consecuencia, el adecuado ejercicio del control de constitucionalidad impone desechar los topes establecidos en las resoluciones SSN 21.999/1992 y 22.058/1993, y sustituirlos por otros dispuestos por la misma autoridad de control, que resulten aplicables en función de las circunstancias particulares de la causa. Corresponde integrar el contrato de seguro en estudio, con el límite de la cobertura establecido en la resolución 39.927/2016 de la Superintendencia de Seguros de la Nación vigente para el seguro obligatorio a la fecha de liquidación del monto de condena. En cuanto al alcance de la condena corresponde a la aseguradora, en función de la SSN 39.927/2016 , afrontar esos intereses en los términos de los artículos 110 y 111 de la ley 17.418, por lo que carece de fundamento el establecimiento de un mecanismo adicional dirigido a actualizar el valor del tope de cobertura. La aseguradora demandada debe responder por el capital de condena, con el límite de $400.000 previsto en la resolución SSN 39.927/2016, y por los intereses fijados a una tasa del 8% anual desde la fecha del hecho dañoso hasta el día de la sentencia de grado, y desde entonces y hasta el momento del efectivo pago conforme a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a 30 días que publica el Banco de la Nación Argentina.


    Papaleo, Norberto Andrés y otros c/ Lasivita, Ricardo Nicolás y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 18741/2010/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Seguro de automotores. Ley de tránsito. Resoluciones administrativas. Reglamentación de la ley. Alcance de la cobertura. Inconstitucionalidad. Tope indemnizatorio. Intereses. Gastos del proceso. Costas. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Superintendencia de Seguros de la Nación.


    La ley 24.449 y su antecesor, el decreto 692/1992, fueron dictados apuntando a la seguridad del usuario de la vía pública como el bien jurídico fundamental que se tutela. En el art. 68 ley 24.449 de la se estableció como condición para la circulación de vehículos en la vía pública la contratación de un seguro cuya cobertura se extienda a los daños causados a terceros, transportados o no. Esa obligación legal persigue una finalidad de interés público: asegurar la reparación de los daños causados a las víctimas de accidentes de tránsito, más allá de que la contratación del seguro también importe un beneficio para el asegurado. Los legisladores entendieron que la adecuada protección de los derechos fundamentales de las víctimas, como la vida y la integridad personal, requiere adoptar un sistema de seguro obligatorio que garantice el acceso a la efectiva reparación de los daños. Esto explica que casi todos los países y sistemas de integración regional condicionen la circulación de vehículos a la contratación de seguros. La Superintendencia de Seguros de la Nación es la autoridad de control de la actividad aseguradora y reaseguradora que autoriza el funcionamiento de las empresas aseguradoras y los planes de seguro, así como sus elementos técnicos y contractuales y, en particular, cuida que las condiciones contractuales sean equitativas. Según la Corte, ese organismo tiene por función controlar el régimen económico y técnico de las aseguradoras en salvaguarda de la confianza del público en el sistema de seguros. Ese tribunal agregó que el legislador estimó necesario proteger tanto “a los asegurados como a los terceros beneficiarios de aquellas situaciones que puedan afectar el cobro de la indemnización respectiva”. Tras el dictado del decreto 692/1992, ese organismo fijó las condiciones del seguro obligatorio en las resoluciones 21.999/1992 y 22.058/1993. La resolución 21.999/1992, reglamentaria de las condiciones del seguro obligatorio previsto por la ley 24.449, tuvo en cuenta “la finalidad de protección de las víctimas de los accidentes de tránsito tanto como el costo de la cobertura de modo tal de permitir un fácil acceso de la comunidad a su contratación”. Tras la sanción de la ley 24.449, su decreto reglamentario no reguló específicamente las condiciones del seguro obligatorio, y las resoluciones 21.999/1992 y 22.058/1993 mantuvieron vigencia hasta su derogación por parte de la resolución 34.225/2009. La resolución 21.999/1992 no contiene una reglamentación razonable del art. 68 de la ley 24.449. Los límites de cobertura fijados se mantuvieron inalterados a pesar del profundo cambio de circunstancias macroeconómicas sucedido en nuestro país entre el año 1992 y la fecha de contratación de la póliza. Los valores nominales fijados para “cubrir eventuales daños causados a terceros, transportados o no” perdieron notablemente su significación económica. La ecuación del contrato de seguro, esto es, la relación entre el premio y la suma asegurada, se modificó sustancialmente en perjuicio del asegurado y de las víctimas de accidentes de tránsito. El mantenimiento de una cobertura exigua no trajo aparejado una prima asequible y, por ende, la posibilidad de extender el seguro a un sector más amplio de la población, sino que ese desajuste redunda en beneficio exclusivo de las empresas aseguradoras. Los límites de la resolución 21.999/1992 carecen de relación con el promedio de cuantificaciones de daños fijados judicialmente en el año de contratación de la póliza. La póliza contratada, en consonancia con la resolución 21.999/1992, cubre el 13% de los daños personales promedio causados por vehículos en accidentes de tránsito. Aun cuando la Superintendencia de Seguros de la Nación tiene el deber de cuidar la equidad del contrato, los hechos muestran incrementos significativos en las obligaciones a cargo de los asegurados y, reducciones graves en las contraprestaciones a cargo de las compañías de seguros a través de la desvalorización de la suma asegurada. Ese desequilibrio perjudica a las víctimas de accidentes de tránsito que solo tienen garantizada la reparación de un ínfimo porcentaje de los daños sufridos. Tal insuficiencia de los límites fue reconocida por la propia autoridad de control, que dos años más tarde mediante la resolución 34.225/2009 incrementó sensiblemente las sumas. El art. 1 de la resolución SSN 21.999/1992 que fijó el límite de cobertura por muerte o incapacidad total y permanente en $30.000, y la resolución SSN 22.058/1993 en cuanto reproduce ese tope son inconstitucionales pues con el paso del tiempo se transformó en una reglamentación irrazonable de la obligación legal de contratar un seguro que cubra los daños causados por automóviles. Los límites de cobertura se mantuvieron pétreos a pesar de la desvalorización monetaria y de los cambios en la ecuación de los contratos de seguro: aumentos en el valor del premio y de la valuación de los daños causados por vehículos. Como consecuencia de ese desequilibrio, los topes devinieron contrarios a la finalidad social perseguida por la ley 24.449, desvirtuando el derecho de los asegurados y de las víctimas de los siniestros. El art. 99, inciso 2, de la Constitución Nacional atribuye al titular del Poder Ejecutivo la facultad de expedir las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu. Esos límites al poder reglamentario son aplicables a los órganos de la administración. La Corte precisó que cuando una disposición reglamentaria desconoce o restringe de manera irrazonable los derechos que la ley reglamentada reconoce, o de cualquier modo subvierte su espíritu o finalidad, ello contraría el principio de jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las funciones que le son encomendadas al Poder Ejecutivo por la Constitución Nacional. La invalidez del tope específico previsto por las resoluciones SSN 21.999/1992 y 22.058/1993 producen un vacío regulatorio en relación con la póliza básica del seguro obligatorio de responsabilidad civil automotor que debe ser interpretado en el caso sometido a decisión, de modo de reparar el agravio a la supremacía constitucional y, al mismo tiempo, preservar el sentido y alcance de la ley implementada, así como la integridad del orden jurídico en su conjunto. En consecuencia, el adecuado ejercicio del control de constitucionalidad impone desechar los topes establecidos en las resoluciones SSN 21.999/1992 y 22.058/1993, y sustituirlos por otros dispuestos por la misma autoridad de control, que resulten aplicables en función de las circunstancias particulares de la causa. Corresponde integrar el contrato de seguro en estudio, con el límite de la cobertura establecido en la resolución de la Superintendencia de Seguros de la Nación vigente para el seguro obligatorio a la fecha de liquidación del monto de condena. El análisis de las cuestiones relacionadas a los intereses, gastos y costas judiciales y extrajudiciales remite a cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. La Superintendencia de Seguros de la Nación prevé en sus resoluciones, como excepción a los límites de cobertura, a los accesorios relativos a los intereses, gastos y costas judiciales y extrajudiciales, aun desde el dictado de las resoluciones SSN 21.999/1992 y 22.058/1993, aunque con diferentes alcances, por lo que la aseguradora demandada debe responder por el capital de condena, hasta el límite de la suma asegurada establecida según la resolución de la Superintendencia de Seguros de la Nación vigente para el seguro obligatorio a la fecha de liquidación del monto de condena, con más los intereses puros del 8% anual desde la fecha del hecho hasta la fecha en que se practique la liquidación de condena y, desde allí hasta el efectivo pago, a la tasa activa fijada en la sentencia de condena.


    Trejo, Elena Rosa y otros c/ Amud, Héctor Leandro y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2285/2019/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Contratos internacionales. Contrato de distribución. Falta de entrega de la carga. Prórroga de la competencia. Concurso preventivo. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las decisiones en materia de competencia son ajenas al recurso extraordinario en razón de su índole no definitiva, cabe hacer excepción a dicha regla cuando la decisión impugnada importa privar a la recurrente de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos y, por ende, de obtener el eventual acceso a la instancia federal frente a agravios de orden constitucional. La recurrente no ha logrado acreditar que la sentencia apelada sea arbitraria en cuanto entendió que es aplicable al sub lite la cláusula 10.E inserta en los contratos de distribución celebrados entre las partes donde se estipula la prórroga de jurisdicción en favor de los tribunales estadounidenses. Sin embargo, la sentencia apelada omitió tratar el planteo de nulidad de esa convención contractual realizado en forma oportuna por la impugnante. En esas circunstancias, la recurrente no acreditó que la decisión recurrida se aparte de las constancias de la causa —en particular, el escrito de demanda— y del derecho aplicable —arts. 1 y 2 del Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación—, o bien haya asignado a la cláusula de prórroga de jurisdicción un alcance reñido con la literalidad de sus términos y con la clara intención de las partes; En efecto, el tribunal entendió que la controversia sobre la licitud o ilicitud de la conducta de la demandada requiere analizar la relación contractual, que unía a las partes y sobre la base de la cual la actora adquirió la mercadería en cuestión. Destacó la relevancia de la autonomía de las partes para pactar la competencia de los tribunales en los asuntos patrimoniales de índole internacional. Esa conclusión no se ve conmovida por el hecho de que el accionante se haya presentado en concurso preventivo ante la justicia en lo civil y comercial de la provincia, puesto que el fuero de atracción opera con relación a los juicios deducidos contra el concursado pero la presente acción es promovida por la concursada. No se encuentran razones vinculadas al orden público concursal para apartarse de esa regla, considerando que el planteo central de la demanda no está relacionado con el incumplimiento de las normas que rigen el procedimiento colectivo de insolvencia ni con la afectación de la masa de acreedores. Por otro lado, asiste razón a la impugnante en cuanto a que la sentencia apelada omitió tratar sus agravios vinculados a la nulidad de la cláusula de prórroga de jurisdicción. Ese planteo fue realizado oportunamente por la actora en su recurso de apelación, donde, de modo principal, sostuvo que la cláusula 10.E de los contratos no son aplicables a la presente acción y, en subsidio, que ese pacto es nulo puesto que es abusivo y solo beneficia a la sociedad extranjera. Por ello, la sentencia recurrida, al no dar un adecuado tratamiento a una cuestión conducente que había sido planteada en forma oportuna, frustró la garantía de defensa en juicio y el debido proceso adjetivo, por lo que corresponde su descalificación como acto judicial válido. Tal como lo ha establecido la Corte Suprema, es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados, exigencia que no se satisface cuando las decisiones atacadas no proveen un estudio razonado de cuestiones introducidas oportunamente y que resultan conducentes para la dilucidación de la causa.


    Implantes S.R.L. c/ Smith & Nephew Inc s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12721/2014/CA1-CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios en examen remiten a cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Encinas, Manuela Alba c/ Nasrallah de Hallak, Yamile y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 61590/2009/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Caducidad de instancia. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Ministerio de Menores. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aunque es cierto que lo atinente a la caducidad de instancia remite al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal ajenas de por sí al remedio federal, también lo es que tal criterio admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias de la causa, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta los derechos de defensa en juicio, debido proceso y propiedad, máxime cuando la decisión en curso pone fin al pleito causando un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior; A su vez, la Corte Suprema ha sostenido que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se efectúe debe adecuarse a ese carácter, evitando incurrir en un exceso ritual que la desnaturalice. El Alto Tribunal ha sostenido recientemente que son descalificables las sentencias que omiten dar intervención al ministerio pupilar para ejercer la representación promiscua cuando la resolución compromete en forma directa los intereses de niños, niñas y adolescentes, por cuanto ello importa desconocer el alto cometido que la ley le ha asignado a dicho órgano, y no solo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones. Cabe recordar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos destacaron el deber de tutela reforzada que recae sobre los jueces en los procedimientos judiciales que involucran derechos de los niños, niñas o adolescentes; En particular, el tribunal interamericano remarcó que, en procesos de esta naturaleza, “el Estado, en ejercicio de su función judicial, ostenta un deber jurídico propio, por lo que la conducta de las autoridades judiciales no debe depender exclusivamente de la iniciativa procesal de la parte actora de los procesos”. En ese orden, la actuación del Ministerio Público respecto de niñas y niños puede ser, en el ámbito judicial, complementaria o principal y, en lo que aquí interesa, se torna principal cuando existe inacción de los representantes legales y se encuentran comprometidos los derechos de los representados. La intervención de ese ministerio no es equivalente a la de quien patrocina a un adulto, dado que en el primer caso se procura resguardar el interés superior del niño y el orden público, valores estos que merecen especial tutela jurisdiccional. A su vez, dicho organismo puede requerir, en su carácter de parte, todas las medidas conducentes para la mejor defensa de la persona y bienes de los tutelados. Así, más allá de la discusión procesal propia de los jueces de la causa relativa a si puede o no atribuirse inacción a la recurrente, el Superior Tribunal provincial debió valorar de manera adecuada la falta de intervención oportuna del órgano competente para representar a los hijos del trabajador fallecido, previo a confirmar una medida tan gravosa para éstos, como la caducidad de la instancia. En especial, cuando la omisión de esta diligencia impidió a ese ministerio cumplir en tiempo y forma con los deberes y atribuciones específicos que la ley le asigna en resguardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, que cuentan con protección especial del ordenamiento jurídico. En autos se halla en juego la reparación de un accidente laboral que ocasionó la muerte del progenitor de los niños representados en la causa, por lo que ese suceso implicó la pérdida de los ingresos básicos de subsistencia del grupo familiar. En este escenario, teniendo en cuenta el carácter alimentario que reviste la indemnización objeto del reclamo y la preeminencia que cabe otorgar al interés superior de los hijos del trabajador fallecido la interpretación del instituto de la caducidad de la instancia debe ser especialmente restrictiva. Cabe concluir que resulta descalificable bajo la doctrina de arbitraria de sentencias el pronunciamiento que ratificó la perención de instancia decretada en autos con exceso ritual, en tanto no tuvo en cuenta que al momento de la inacción procesal reprochada a la parte actora no se le había corrido vista al Ministerio Público con competencia local para ejercer la representación promiscua de los menores; Esa vista resulta esencial para la integración regular del proceso en el que participan menores de edad, por lo que su omisión justifica la declaración de nulidad de todo lo actuado sin la intervención del referido organismo. Además, en la medida en que le corresponde al juez como director del proceso asegurar la participación oportuna del Ministerio de Menores, hasta tanto no se efectiviza dicha participación, e incluso se dirime si ese ministerio actuará en calidad complementaria o principal, no puede configurarse la caducidad de la instancia sólo por la falta de impulso procesal del representante legal. Ello, máxime, cuando a la luz de la materia en debate el instituto de la caducidad de instancia debe aplicarse en autos de manera especialmente restrictiva. Por último, cabe señalar que la terminación del proceso de índole social produce una grave afectación de los intereses de los niños involucrados, cuyo derecho a ser oídos y a contar con una defensa adecuada no fue garantizado eficazmente por la administración de justicia provincial.


    A., G. Y. c/ Q., E. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2561/2018/RH1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Principio de congruencia. Debido proceso. Sentencia ultra petita. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios remiten a aspectos fácticos y de índole procesal y derecho común, la Corte Suprema ha dicho que ello no es óbice para habilitar el recurso extraordinario cuando el tribunal se excede de la jurisdicción conferida por el recurso de apelación, límite que tiene jerarquía constitucional en cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de las garantías de defensa y propiedad. El a quo se apartó de los límites de competencia que establece el artículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y de la regla tantum devolutum quantum apellatum que delimita la jurisdicción apelada a la medida del agravio expresado, en desmedro de los principios básicos que rigen el proceso y con el consiguiente menoscabo de la garantía de la defensa en juicio. En conclusión, el fallo debe ser descalificado sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias en relación con los intereses fijados.


    Villalba, Alejandra del Carmen c/ Farinelli, Carlos Ricardo y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 92620/2013/2/RH1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Indemnización. Cómputo de intereses. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios traídos involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional. Si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte Suprema a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que, como el indicado, le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes. La sentencia recurrida realizó una interpretación de las normas de derecho común en relación con las circunstancias particulares del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta un apartamiento inequívoco de la solución normativa, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Más aún cuando los fundamentos de hecho y de derecho considerados en la sentencia no fueron debidamente controvertidos en el recurso bajo examen, que se limita a afirmar que la decisión recurrida se aparta de la solución normativa prevista para el caso sin esgrimir las razones por las que considera inválido el razonamiento de la cámara.


    Pereyra, Néstor Rubén c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. Línea San Martín s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4659/2011/1/RH1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Intereses. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios traídos involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional. Si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte Suprema a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que, como el indicado, le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes. La sentencia recurrida realizó una interpretación de las normas de derecho común en relación con las circunstancias particulares del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta un apartamiento inequívoco de la solución normativa, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Más aún cuando los fundamentos de hecho y de derecho considerados en la sentencia no fueron debidamente controvertidos en el recurso bajo examen, que se limita a afirmar que la decisión recurrida se aparta de la solución normativa prevista para el caso sin esgrimir las razones por las que considera inválido el razonamiento de la cámara.


    Leiva, Fernando Ramón c/ Mesa, Diego Adrián u otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 114052/2010/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Rubros indemnizatorios. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurrente no fundamentó adecuadamente que la sentencia le cause un efectivo gravamen, lo que constituye uno de los recaudos jurisdiccionales cuya previa comprobación, aun de oficio, condiciona la admisibilidad del recurso. La ausencia de ese presupuesto es clara cuando la resolución coincide con la pretensión esgrimida por el apelante. Para más, la Corte tiene dicho que no son recurribles los fundamentos de la sentencia, mientras de ellos no se derive un agravio actual y concreto.


    West Lubricantes S.A.C.I. c/ Fapex S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94970/2011/RH1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Defensa del consumidor. Gratuidad del procedimiento. Ley de defensa del consumidor. Acceso a la justicia. Beneficio de litigar sin gastos. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Esta Procuración General se expidió, en diversas oportunidades, sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. Puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. En el precedente registrado en Fallos: 338:1344, “Consumidores Financieros”, la Corte Suprema señaló que “...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Agregó que, “...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé 'para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos'” y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”. Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia —similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos— configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. El vicio de arbitrariedad alegado por la actora guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso. En virtud de lo anterior, la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    Asociación Civil por los Consumidores y el Medio Ambiente (ACYMA) c/ Lipea S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28985/2018/1/CS1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Esta Procuración General se expidió, en diversas oportunidades, sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. Puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Esta Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló que "la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé 'para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos'” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores –y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses– a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General afirmó que el máximo tribunal sostuvo que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia –similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos– configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. El vicio de arbitrariedad alegado por la actora guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso. En virtud de lo anterior, la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    ADECUA c/ Banco Credicoop Cooperativo Limitado y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25974/2007/1/RH1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Orden público. Derechos individuales. Derechos del consumidor. Beneficio de litigar sin gastos. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El artículo 53 de la ley 24.240 otorga el beneficio de justicia gratuita a las acciones judiciales iniciadas de conformidad con esa ley en razón de un derecho o interés individual. Asimismo, dispone que la parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor y, en ese caso, cesará el beneficio. La ley 24.240 reglamentaria del artículo 42 de la Constitución Nacional, es caracterizada como una norma de orden público. La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. El máximo tribunal dispuso la restitución del depósito previsto en el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con fundamento en la exención del artículo 26 de la ley 26.361, que sustituyó el texto del artículo 53 de la ley 24.240. En Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del ordenamiento, la Corte Suprema señaló que "la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Al mismo tiempo, el tribunal expuso en el citado caso que una interpretación que pretenda restringir los alcances del beneficio "no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. El beneficio de justicia gratuita del artículo 53 de la ley 24.240, con el alcance que aquí se propicia –similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos–, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. Refuerzan esa tesitura la innegable finalidad de protección que acuerda la ley 24.240 y la propia literalidad de su artículo 53. En efecto, esa norma presume la carencia de recursos e invierte la carga probatoria de la solvencia, extremo que cobra sentido si se admite que la dispensa provisional incluye la de soportar los gastos que la tramitación del proceso origine. Esta solución es, además, concordante con el alcance del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva. La resolución judicial que limita el alcance del artículo 53 de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, resulta arbitraria y vulnera las garantías contenidas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, en particular, el acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso. La sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que debe ser dejada sin efecto.


    Carricart Fernanda y otros c/ Arcos Dorados Argentina S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6239/2019/1/RH1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que el Tribunal ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso queja Nº 1 – Facor S.R.L. c/ Municipalidad de San Salvador de Jujuy s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 28041/2018/1/RH1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Denegatoria del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1161/2020/RH1, “Caja de Seguridad Social para los Profesionales del Arte de Curar de Santa Fe c/Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) s/ Juicio ordinario -queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad”.


    Recurso queja Nº 2 - Medicus Sociedad Anónima de Asistencia Médica Científica c/ Caja de Seguridad Social de los Profesionales del Arte de Curar s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1331/2017/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La resolución apelada no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por el recurrente, ya que la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial. El pronunciamiento impugnado tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso de queja Nº1- Torales, Martín c/ Cooperativa de Provisión de Obras y Servicios Públicos Clorinda Limitada y otro s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5715/2018/RH1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Proceso arbitral. Costas. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La sentencia apelada es equiparable a definitiva en cuanto lo resuelto clausura el debate respecto de la prórroga de jurisdicción a un tribunal arbitral que no integra la organización judicial estatal y, en tal sentido, es susceptible de causar un gravamen de imposible reparación ulterior. La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional, y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal-, pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. También ha dicho la Corte que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Así, para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. En tal sentido, la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica, extremos que no aparecen configurados en autos.


    Recurso queja Nº 1 – Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas c/ Avanzit Tecnología S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13084/2017/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Filiación por técnicas de reproducción humana asistida. Gestación por sustitución. Voluntad procreacional. Consentimiento informado. Derecho a la intimidad. Libertad corporal. Igualdad ante la ley. Principio de no discriminación. Derechos sexuales. Derechos reproductivos. Interés superior del niño. Derecho a la identidad. Protección a la familia. Derecho a gozar de los beneficios del progreso científico. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    No surge del Código Civil y Comercial de la Nación, de la Ley 26.862 de Reproducción Humana Asistida, ni de otra legislación vigente, una prohibición expresa de la gestación por sustitución como técnica de reproducción asistida y fuente de filiación. Esta Procuración fijó su postura en el dictamen de la causa CIV 14153/2017/CS1, y precisó que el CCCN reconoce tres fuentes del vínculo jurídico de filiación: la naturaleza (mediante el hecho biológico de la procreación), la adopción y las técnicas de reproducción asistida, que vincula a los niños nacidos mediante esos procedimientos con los padres que manifestaron su voluntad procreacional. No se desprende una prohibición de ese procedimiento, ni tampoco se hace mención a su ilicitud o a la nulidad de los acuerdos dirigidos a su realización, de los términos literales de las normas que integran el capítulo II “Reglas generales relativas a la filiación por técnicas de reproducción asistida”, del Título V “Filiación”, del Libro Segundo “Relaciones de Familia”, que regula la filiación de los niños y niñas nacidos a partir de técnicas de reproducción humana asistida. De la redacción del art. 562 del CCCN no puede inferirse, sin más, una regla de proscripción de la técnica de gestación por sustitución; por el contrario, una postura de esa naturaleza debió ser formulada en la legislación en forma expresa y directa. Tampoco surge una prohibición expresa del art. 9 de la norma transitoria de la ley 26.994 que aprobó el CCCN. La historia legislativa del CCCN confirma que las reglas de los arts. 560 a 564 fueron pensadas para la filiación por técnicas de reproducción asistida, distintas a la gestación por subrogación, y que, en cambio, para ésta última, precisamente porque se trata de una práctica de singulares características que requiere reglas diferenciales, había sido prevista una regulación específica, que fue luego suprimida del texto definitivo. No obstante, la decisión de la Comisión Bicameral para la Reforma, Actualización y Unificación de los Códigos Civil y Comercial de la Nación de diferir el tratamiento de esta figura para un momento posterior, evidencia un criterio de oportunidad legislativa, que tampoco puede interpretarse como expresión de la voluntad de prohibirla. La gestación por sustitución es una de las prácticas contempladas por la ley 26.862 entre las técnicas de reproducción asistida. El art. 8 impone al sector público de salud, las obras sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, y demás entidades de servicios de salud, incorporar “como prestaciones obligatorias” para sus afiliados o beneficiarios “la cobertura integral e interdisciplinaria del abordaje, el diagnóstico, los medicamentos y las terapias de apoyo y los procedimientos y las técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente asistida, los cuales incluyen: a la inducción de ovulación; las técnicas de reproducción asistida (TRA); y la inseminación intrauterina, intracervical o intravaginal, con gametos del cónyuge, pareja conviviente o no, o de un donante, según los criterios que establezca la autoridad de aplicación”. Según el glosario de la Organización Mundial de la Salud la gestación por subrogación se encuentra incluida dentro de las técnicas de reproducción asistida. En el ordenamiento jurídico argentino la gestación por subrogación es una práctica no prohibida por la ley pero que hasta el momento carece de una reglamentación específica. De acuerdo con el principio de reserva estipulado en el art. 19 in fine de la Constitución Nacional, debe entenderse que el procedimiento de gestación por sustitución se encuentra permitido. Es el único procedimiento que dispone en la actualidad la ciencia médica para que las personas y las parejas de igual o distinto sexo sin capacidad de gestar, puedan tener hijos, por lo que su elección atañe a la esfera de la autonomía personal, que debe ser celosamente custodiada de cualquier injerencia arbitraria del Estado de modo que las personas puedan desarrollar sus proyectos de vida, en el marco de la seguridad y certeza que les brinda el orden jurídico. Las decisiones relativas a la procreación configuran cuestiones centrales de la esfera privada familiar relacionadas con la autonomía de una persona, pues involucran las elecciones más íntimas y personales que puede hacer en su vida. La Corte ha sostenido que el art. 19 de la Constitución expresa una decisión de establecer delimitaciones precisas entre lo que se puede hacer, lo que se está obligado a hacer y lo que no se debe hacer para garantizar la convivencia y, consecuentemente, para no sufrir una sanción jurídica. La precisión y actuación real de las reglas preestablecidas genera un clima de seguridad en el cual los particulares conocen de antemano a qué reglas se sujetará la actuación de los gobernantes, de manera que la conducta de éstos sea previsible y, en caso contrario, que haya quien, con potestad suficiente, pueda corregir el error y responsabilizar eficazmente al transgresor. El principio de reserva de ley es concordante con el principio de legalidad en materia de restricciones al goce y ejercicio de los derechos y libertades. La Corte IDH, interpretando el art. 30 de la CADH, manifestó que la protección de los derechos humanos requiere que los actos estatales que los afecten no queden al arbitrio del poder público, sino que deben estar rodeados de un conjunto de garantías enderezadas a asegurar que no se vulneren los atributos inviolables de la persona. Exige que las limitaciones se establezcan por una ley formal. El TEDH, al interpretar el art. 8 del Convenio Europeo, respecto de la existencia de una ley como base para restringir los derechos a la vida privada y a la identidad, en el marco de un conflicto relativo al alcance de disposiciones sobre técnicas reproductivas, determinó que el requisito de legalidad también se refiere a la calidad de la ley en cuestión, en el sentido de que ésta debe ser accesible a la persona involucrada y predecibles los efectos de su aplicación. En orden a satisfacer el criterio de previsibilidad, la ley debe estipular con suficiente precisión las condiciones en las que una medida será aplicable, para permitir que la persona concernida regule su conducta de manera acorde. No existe en el ordenamiento legal argentino ninguna norma que, de acuerdo con las pautas constitucionales de accesibilidad y previsibilidad, establezca de modo claro y preciso la prohibición de la gestación por sustitución e impida determinar la filiación de los niños nacidos a partir de esta técnica a favor de quienes expresaron debidamente su voluntad procreacional. La ausencia de regulación demanda una solución ad hoc de los tribunales para la determinación de la filiación, por lo que corresponde recurrir a los principios generales del derecho y a la analogía con el fin de establecer un criterio de filiación, hasta tanto el Congreso Nacional legisle en la materia. El régimen filial derivado de las técnicas de reproducción humana asistida, en el esquema del nuevo ordenamiento civil, resulta consistente con el reconocimiento de iguales derechos reproductivos a parejas del mismo y de distinto sexo, y a las personas sin pareja. Por ello, y ante la necesidad de establecer la identidad filial del niño nacido por esta vía, el temperamento que mejor satisface su interés superior y de los derechos en juego es la inscripción registral como hijo de ambos demandantes. La Convención sobre los Derechos del Niño contiene diversas normas que protegen el derecho a la identidad que comprende la determinación de los vínculos jurídicos familiares del niño o niña. La Corte IDH ha entendido que “el derecho a la identidad está íntimamente ligado a la persona en su individualidad específica y vida privada, ambas sustentadas en una experiencia histórica y biológica, así como en la forma en que se relaciona con los demás, a través del desarrollo de vínculos en el plano familiar y social”. A fin de proteger ese derecho, el Estado y la sociedad deben respetar y garantizar la individualidad de cada una de las personas, así como el derecho a ser tratado de conformidad con los aspectos esenciales de su personalidad. Un aspecto básico de la personalidad de cada individuo es el vínculo legal con los progenitores. El TEDH determinó que “el derecho a la identidad forma parte del derecho a la vida privada e implica que toda persona debe tener la posibilidad de establecer los aspectos sustantivos de su propia identidad, incluyendo la relación legal paterno filial”. La interpretación que el a quo propugna del artículo 562 del CCCN conduciría a registrar vínculos filiales que no se corresponden con la realidad, tanto por instituir a la mujer gestante como madre, a pesar de que carece de la intención y el deseo de serlo, como por desconocer la condición de padre de quien manifestó el propósito de asumir esa paternidad desde la concepción del niño. De este modo, se tergiversaría la información esencial relativa a los vínculos jurídicos familiares que definen la identidad de la persona nacida a través de ese procedimiento. La interpretación efectuada por el a quo vulnera los derechos fundamentales de las partes, el interés superior del niño, su vida privada y su identidad. La voluntad procreacional, expresada a través del consentimiento libre, previo e informado es el eje articulador del régimen filial derivado de las técnicas de reproducción humana asistida. Existe una relación estrecha entre la voluntad procreacional y el consentimiento informado, que se presentan como el elemento subjetivo y objetivo de la procreación asistida. Sin embargo, el consentimiento informado no configura un mero acto de aceptación, sino que debe ser el resultado de un proceso en el que la persona adopta una decisión libre y plena luego de la recepción, comprensión y asimilación de la información integral sobre el tratamiento. La Corte IDH ha entendido que el consentimiento informado consiste en una decisión previa de aceptar o someterse a un acto médico en sentido amplio, obtenida de manera libre, es decir sin amenazas ni coerción, inducción o alicientes impropios, manifestada con posterioridad a la obtención de información adecuada, completa, fidedigna, comprensible y accesible, siempre que esta información haya sido realmente comprendida, lo que permitirá el consentimiento pleno del individuo. El consentimiento informado es la decisión positiva de someterse a un acto médico, derivada de un proceso de decisión o elección previo, libre e informado, el cual constituye un mecanismo bidireccional de interacción en la relación médico paciente, por medio del cual el paciente participa activamente en la toma de la decisión, alejándose con ello de la visión paternalista de la medicina, centrándose más bien, en la autonomía individual. La ley 26.862 y su decreto reglamentario 956/2013 prevén que tiene derecho a acceder a los procedimientos y técnicas de reproducción médicamente asistida, toda persona mayor de edad que haya explicitado su consentimiento informado, el que puede ser revocado antes de producirse la implantación del embrión en la mujer. Este consentimiento debe documentarse en la historia clínica con la firma del titular del derecho expresando su manifestación de la voluntad y se aplican en lo pertinente, las disposiciones de la Ley 26.529 y la Ley 25.326. En este sentido, la ley 26.529 y su decreto reglamentario 1089/2012 prevén que el consentimiento informado será verbal, debiendo el profesional tratante asentar en la historia clínica la fecha y alcance de cómo y sobre qué práctica operó aquel. Adquiere preeminencia para definir la filiación el elemento volitivo por sobre el componente biológico, y ello encuentra sustento en las características y reglas diferenciales de la procreación asistida que corresponde aplicar aquí por analogía. La inscripción de copaternidad solicitada por los actores, y el desplazamiento del estado de madre de la accionada, no transgrede ninguna prohibición legal, y es la que mejor concilia los derechos fundamentales de las partes y el interés superior del niño, su vida privada y su identidad.


    S., I. N. y otro c/ A., C. L. s/ Impugnación de filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 86767/2015/2/RH2, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Filiación. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 86767/2015/2/RH2, “S., I. N. y otro c/ A., C. L. s/ Impugnación de filiación”.


    S., I. N. y otro c/ A., C. L. s/ Impugnación de filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 86767/2015/1/RH1, 03 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Declaración de incompetencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La sentencia no deniega el fuero federal ni las partes solicitaron su intervención. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio pues no clausuró la vía procesal promovida en tanto atribuye competencia a una jurisdicción determinada donde puede ejercer la acción planteada. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Raggio, María Laura c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10510/2018/1/RH1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia –como sucede en el sub lite– no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En estas actuaciones no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla. También es doctrina de la Corte que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Recurso de Queja Nº 1 – Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería c/ Escobedo, Liliana Eugenia s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 87726/2018/1/RH1, 19 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Inmunidades parlamentarias. Inmunidad de expresión. Interpretación de la Constitución. Interpretación amplia. División de poderes. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las examinadas y resueltas en los Fallos: 1:297, 248:462, 327:138 y 328:1893.


    El Artículo 68 de la Constitución Nacional establece que ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador. De modo inveterado la Corte ha sostenido el carácter absoluto de la inmunidad sub examine en atención a su propia naturaleza, como requisito inherente a su concreta eficacia. Así, ha expresado que la atenuación de ese carácter absoluto, mediante el reconocimiento de excepciones a la prohibición del art. 68, que esta norma contiene, significaría, presumiblemente, abrir un resquicio por el cual, mediante el argumento de que cabe distinguir entre las opiniones lícitas y las opiniones ilícitas de un legislador, podría penetrar la acción sojuzgadora, intimidatoria o simplemente perturbadora de otros poderes del Estado o aun de particulares, con desmedro del fin constitucional perseguido. En ese entendimiento la Corte, en uno de sus primeros pronunciamientos, del 19 de septiembre de 1864, declaró que la inmunidad del art. 68 “debe interpretarse en el sentido más amplio y absoluto; porque si hubiera un medio de violarla impunemente, se ampliaría con frecuencia por los que intentasen coartar la libertad de los legisladores”. Y ello equivale a decir que una interpretación restrictiva como la que el apelante encarece sería frustratoria de la garantía constitucional en examen. La posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido a proceso, a fin de que en él sean indagados o interpretados judicialmente sus opiniones o votos legislativos y los móviles que los determinaron, contradice la idea que sobre la división de poderes tuvieron los autores de la Constitución. El alcance atribuido por nuestros constituyentes a esas inmunidades funcionales busca evitar “el freno inhibitorio que podría resultar de la posibilidad de que fueran sometidos a acusaciones penales o a acciones civiles por proferir dichas opiniones”. La Corte ha destacado que esas inmunidades funcionales se mantienen incluso con posterioridad a la finalización del ejercicio del cargo a fin de asegurar el ejercicio de la libertad de expresión que requiere el cumplimiento de las funciones de legislador.


    Galmarini, Sebastián c/ Frade, Mónica Edith y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 61797/2016/CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Intereses punitorios. Interposición de la demanda. Gravamen irreparable. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ha expresado la Corte que si bien en principio los pronunciamientos dictados en el marco de juicios ejecutivos no satisfacen el requisito de existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a ello cuando el tema articulado fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior, a su respecto, en un juicio ordinario. El art. 52 de la ley 11.683 establece, en lo que aquí interesa: “cuando sea necesario recurrir a la vía judicial para hacer efectivos los créditos y multas ejecutoriadas, los importes respectivos devengarán un interés punitorio computable desde la interposición de la demanda”. Al interpretarlo, la Corte tiene dicho que los intereses punitorios deben calcularse desde la interposición de la demanda “hasta el momento de la efectiva cancelación del crédito”.


    Recurso Queja Nº 1- AFIP c/ Oil Combustibles S.A. s/ Ejecución fiscal – AFIP


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3093/2018/1/RH1, 14 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Mediación. Reconvención. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. La suspensión del procedimiento no colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, la defensa en juicio o el debido proceso, ya que tiene oportunidad de presentar sus planteos respecto de la reconvención de la demandada. Corresponde señalar que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Mobility Holdings Limited c/ Karabatian, Carlos Ángel s/ Caducidad de marca


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 314/2015/1/RH1, 19 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Personería gremial. Validez de la ley. Resoluciones. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema tiene dicho que para la procedencia del recurso extraordinario el pronunciamiento apelado debe cumplir con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. La decisión apelada no se pronunció sobre la cuestión de fondo y señaló expresamente las vías procesales idóneas que permitirían a los recurrentes cuestionar la validez del acto y suspender sus efectos, no resulta equiparable a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Asociación Sindical del Personal Jerárquico Profesional y Técnico de la Actividad Minera y Argentina y otros s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 101657/2016/1/RH1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Prescripción. Juicio ejecutivo. Pagaré. Recurso extraordinario. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen, como regla, la sentencia definitiva que requiere el artículo 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicho principio cuando lo decidido pone fin a la discusión y puede causar un gravamen de imposible reparación ulterior. La declaración de prescripción de la acción ejecutiva, impide replantear la pretensión en un juicio posterior. No obstante los agravios vinculados con el curso de la prescripción liberatoria remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia ajena a la instancia extraordinaria, ello no resulta óbice para admitir el recurso por arbitrariedad cuando la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las concretas circunstancias de la causa. La cámara, sin fundamento suficiente, desestimó la aptitud de las medidas cautelares de inhibición general de bienes y de su re-inscripción para interrumpir el curso de la prescripción, en tanto carecen de aptitud para hacer avanzar el proceso. La cámara irrazonablemente omitió valorar las circunstancias alegadas por el accionante y no rebatidas por la demandada, en orden a que no fue solicitado un embargo tendiente al cobro de su crédito, ya que no conocían la existencia de bienes. Los artículos 502 y 534 del código de procedimientos disponen que la inhibición general de bienes es una medida dirigida a hacer efectiva la ejecución de un crédito en los casos en que no se conocieran bienes del deudor, o si los embargados resultaren presuntivamente insuficientes para cubrir el crédito del ejecutante. La cámara omitió considerar la persistencia del actor en reclamar su crédito, así como el esfuerzo desplegado para hallar a los demandados, y las diligencias realizadas para identificar bienes ejecutables de los deudores antes de solicitar la inhibición general y la re-inscripción referida, todo lo cual impide sostener que hubiera abandonado sus derechos. El instituto de la prescripción tiene que ser interpretado restrictivamente en cuanto tiende a la pérdida de las acciones, y por ello, ante la duda, debe estarse por la existencia de interrupción.


    Banco de Inversión y Comercio Exterior S.A. c/ Tzicas, Nicolás Jorge y otros s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 45634/1999/1/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad. Excepción de incompetencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Sentado ello, en estas actuaciones no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Caja de Seguridad Social para los Profesionales del Arte de Curar de Santa Fe c/ Organización de servicios directos empresarios (OSDE) s/ Juicio ordinario – queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1161/2020/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Reintegro de gastos. Accidente in itinere. Seguro de automotores. Ley de tránsito. Resoluciones administrativas. Reglamentación de la ley. Alcance de la cobertura. Inconstitucionalidad. Tope indemnizatorio. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Superintendencia de Seguros de la Nación.


    La ley 24.449 y su antecesor, el decreto 692/1992, fueron dictados apuntando a la seguridad del usuario de la vía pública como el bien jurídico fundamental que se tutela. En el artículo 68 ley 24.449 se estableció como condición para la circulación de vehículos en la vía pública la contratación de un seguro cuya cobertura se extienda a los daños causados a terceros, transportados o no. Esa obligación legal persigue una finalidad de interés público: asegurar la reparación de los daños causados a las víctimas de accidentes de tránsito, más allá de que la contratación del seguro también importe un beneficio para el asegurado. Los legisladores entendieron que la adecuada protección de los derechos fundamentales de las víctimas, como la vida y la integridad personal, requiere adoptar un sistema de seguro obligatorio que garantice el acceso a la efectiva reparación de los daños. Esto explica que casi todos los países y sistemas de integración regional condicionen la circulación de vehículos a la contratación de seguros. La Superintendencia de Seguros de la Nación es la autoridad de control de la actividad aseguradora y reaseguradora que autoriza el funcionamiento de las empresas aseguradoras y los planes de seguro, así como sus elementos técnicos y contractuales y, en particular, cuida que las condiciones contractuales sean equitativas. Según la Corte, ese organismo tiene por función controlar el régimen económico y técnico de las aseguradoras en salvaguarda de la confianza del público en el sistema de seguros. Ese tribunal agregó que el legislador estimó necesario proteger tanto “a los asegurados como a los terceros beneficiarios de aquellas situaciones que puedan afectar el cobro de la indemnización respectiva”. Tras el dictado del decreto 692/1992, ese organismo fijó las condiciones del seguro obligatorio en las resoluciones 21.999/1992 y 22.058/1993. La resolución 21.999/1992, reglamentaria de las condiciones del seguro obligatorio previsto por la ley 24.449, tuvo en cuenta “la finalidad de protección de las víctimas de los accidentes de tránsito tanto como el costo de la cobertura de modo tal de permitir un fácil acceso de la comunidad a su contratación”. Tras la sanción de la ley 24.449, su decreto reglamentario no reguló específicamente las condiciones del seguro obligatorio, y las resoluciones 21.999/1992 y 22.058/1993 mantuvieron vigencia hasta su derogación por parte de la resolución 34.225/2009. La resolución 22.058/1993 establece que la cobertura mínima prevista en la resolución 21.999/1992 debe otorgarse de conformidad con diversas condiciones, entre ellas, que “el asegurador toma a su cargo, como único accesorio de la obligación asumida, el pago de las costas judiciales en causa civil incluido los intereses, y de los gastos extrajudiciales en que se incurra para resistir la pretensión del tercero, sin perjuicio de lo dispuesto por el inc. a) del art. 110 de la Ley 17.418, dejándose sentado que en ningún caso cualquiera fuera el resultado del litigio, el monto de dicho accesorio podrá extender de una suma igual al 30% de la que se reconozca como capital de condena y hasta un límite máximo del 30% de la suma asegurada, quedando el excedente si lo hubiera a cargo del asegurado”. Esa limitación en materia de intereses fue dejada de lado a partir de la resolución 39.327/2015. La resolución 21.999/1992 no contiene una reglamentación razonable del artículo 68 de la ley 24.449. Los límites de cobertura fijados se mantuvieron inalterados a pesar del profundo cambio de circunstancias macroeconómicas sucedido en nuestro país entre el año 1992 y la fecha de contratación de la póliza -2007-. Los valores nominales fijados para “cubrir eventuales daños causados a terceros, transportados o no” perdieron notablemente su significación económica. La ecuación del contrato de seguro, esto es, la relación entre el premio y la suma asegurada, se modificó sustancialmente en perjuicio del asegurado y de las víctimas de accidentes de tránsito. El mantenimiento de una cobertura exigua no trajo aparejado una prima asequible y, por ende, la posibilidad de extender el seguro a un sector más amplio de la población, sino que ese desajuste redunda en beneficio exclusivo de las empresas aseguradoras. Los límites de la resolución 21.999/1992 carecen de relación con el promedio de cuantificaciones de daños fijados judicialmente en el año de contratación de la póliza. La póliza contratada, en consonancia con la resolución 21.999/1992, cubre el 13% de los daños personales promedio causados por vehículos en accidentes de tránsito. Aun cuando la Superintendencia de Seguros de la Nación tiene el deber de cuidar la equidad del contrato, los hechos muestran incrementos significativos en las obligaciones a cargo de los asegurados y, reducciones graves en las contraprestaciones a cargo de las compañías de seguros a través de la desvalorización de la suma asegurada. Ese desequilibrio perjudica a las víctimas de accidentes de tránsito que solo tienen garantizada la reparación de un ínfimo porcentaje de los daños sufridos. Tal insuficiencia de los límites fue reconocida por la propia autoridad de control, que dos años más tarde mediante la resolución 34.225/2009 incrementó sensiblemente las sumas. La resolución 21.999/1992 es inconstitucional pues con el paso del tiempo se transformó en una reglamentación irrazonable de la ley 24.449 puesto que los límites de cobertura allí previstos perdieron toda relación con la finalidad social establecida por el legislador en el art. 68. La aplicación de esos montos convierte en ilusorio el reconocimiento que efectúa la Ley de Tránsito del derecho de las víctimas de accidentes a obtener una reparación efectiva de los daños padecidos. Lo cual hace carecer al art. 1 de la resolución 21.999/1992 de razonabilidad y viola los arts. 28 y 99, inciso 2, de la Constitución Nacional. A fin de sostener la inconstitucionalidad de dicha resolución cabe recordar que el art. 99, inciso 2, de la Constitución Nacional atribuye al titular del Poder Ejecutivo la facultad de expedir las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu. Esos límites al poder reglamentario son aplicables a los órganos de la administración. La Corte precisó que cuando una disposición reglamentaria desconoce o restringe de manera irrazonable los derechos que la ley reglamentada reconoce, o de cualquier modo subvierte su espíritu o finalidad, ello contraría el principio de jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las funciones que le son encomendadas al Poder Ejecutivo por la Constitución Nacional. La inconstitucionalidad de los topes previstos en la resolución 21.999/1992 no conduce a que la recurrente deba responder de manera ilimitada, pues la ley 24.449 y su reglamentación instituyen un régimen de seguro sujeto a límites de responsabilidad. El seguro obligatorio se determina “de acuerdo a las condiciones que fije la autoridad en materia aseguradora”, y esa autoridad ha fijado, desde el dictado de la resolución 21.999/1992 hasta la actual resolución 1162/2018, diferentes límites de cobertura a fin de resguardar la equidad de los contratos y la sustentabilidad económica de la actividad. Lo impugnado en el proceso fue principalmente la cuantía de los topes, pero no la extensión acotada de la cobertura del seguro, de modo que resulta inadecuado introducir como remedio una pauta de responsabilidad inconsistente con sus principios ordenadores. La invalidez del tope específico previsto por la resolución 21.999/1992 produce un vacío regulatorio que debe ser cubierto por la interpretación judicial en el caso sometido a decisión, de modo de reparar el agravio a la supremacía constitucional y, al mismo tiempo, preservar el sentido y alcance de la ley implementada, así como la integridad del orden jurídico en su conjunto. El adecuado ejercicio del control de constitucionalidad impone desechar los topes establecidos en la resolución 21.999/1992 y sustituirlos por otros dispuestos por la misma autoridad de control, que resulten aplicables en función de las circunstancias particulares de la causa. Por ello, deben regir los límites fijados por la Superintendencia de Seguros en la resolución 39.927/2016, que estaba vigente al momento en que los daños fueron cuantificados judicialmente y quedaron firmes. La aseguradora demandada debe responder por el capital de condena, con el límite de $400.000 previsto en la resolución 39.927/2016, y por los intereses fijados a tasa activa desde el hecho dañoso hasta el efectivo pago en los términos del artículo 110 de la ley 17.418.


    Experta Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y otro c/ Gómez, Agustín Félix y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16664/2009/2/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Reparación económica para familiares de desaparecidos. Interpretación y aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 335:1502.


    Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la Cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. Como se sostuvo la Corte en Fallos: 335:1502, “para determinar si correspondía el beneficio extraordinario de la ley 24.411, debía realizarse una simple operación aritmética, consistente en restar al monto previsto en ésta -que, de acuerdo con lo indicado supra, era una suma que permanece fija en el tiempo y que es igual para todos los casos-, ‘los importes efectivamente cobrados’ en virtud de otros regímenes reparadores”. Es que, como ya se sostuvo en dicho precedente, es inveterada doctrina de la Corte que la primera regla de interpretación consiste en respetar la voluntad del legislador y, en tal sentido, cabe estar a las palabras que ha utilizado y que esa voluntad es la letra de la ley, cuyos términos deben ser comprendidos en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Y también que tampoco corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace pues, según el conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus.


    Recurso Queja nº 1- De Benedetti, Pablo Osvaldo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Desaparición de personas - Ley 24.411 Artículo 6


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71503/2018/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Restitución internacional de menores. Residencia habitual del niño. Rechazo del reclamo. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    El art. 3 de la Convención de La Haya, aprobada por ley 23.857, dispone que el mecanismo de reintegro opera siempre que el traslado o la retención de un niño sean ilícitos y que ello ocurre cuando esto último se haya producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, con arreglo al derecho vigente en el Estado en que el menor tenía su residencia habitual, inmediatamente antes de su traslado o retención. Al no acreditarse de modo fehaciente la voluntad común de los padres de establecer la residencia familiar en un determinado lugar, deberá apelarse a la valoración de los elementos objetivos de la causa a efectos de dilucidar cuál era la residencia habitual de la niña al momento en el que se alega la retención ilícita. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado que debe interpretarse como residencia habitual a la situación de hecho que supone estabilidad y permanencia y alude al centro de gravedad de la vida del niño, el cual no puede ser establecido por uno de los padres ni puede identificarse necesariamente con el domicilio real de ellos. Para la Convención de los Derechos del Niño la residencia habitual debe ser evaluada teniendo en cuenta el lugar donde la niña conforma su vida y sus vínculos, tomando como premisa el interés superior de la niña, y el compromiso de asegurar la protección y el cuidado necesario para su bienestar. El Código Civil y Comercial de la Nación establece que en materia de desplazamientos, retenciones o sustracción de menores de edad, que den lugar a pedidos de localización y restitución internacional, rigen las convenciones vigentes y que fuera de su ámbito de aplicación, los jueces argentinos deben procurar adaptar al caso los principios contenidos en tales convenios, asegurando el interés superior del niño. Además, prevé que el concepto jurídico de residencia habitual al que se refieren los instrumentos internacionales mencionados debe ser entendido como el lugar en el cual viven y poseen vínculos durables por un tiempo prolongado. En línea similar, la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes delinea la noción de centro de vida como el lugar donde ellos hubiesen transcurrido legítimamente la mayor parte de su existencia. En el derecho comparado europeo también se utiliza la noción de residencia habitual como aspecto central para definir la licitud de un traslado o una retención. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea señaló que el concepto de “residencia habitual” exige permanencia y regularidad, y debe interpretarse en el sentido de que dicha residencia se corresponde con el lugar en el que el niño tenga cierta integración con el entorno social y familiar, teniendo en cuenta a los efectos de su determinación, el conjunto de circunstancias de hecho particulares en cada caso. A tal fin, consideró como pautas a valorar: la duración, la regularidad, las condiciones y razones de la permanencia en el territorio de un Estado y del traslado de la familia a dicho Estado, la nacionalidad del menor de edad, el lugar y las condiciones de escolarización, los conocimientos lingüísticos, así como las relaciones familiares y sociales que el menor mantiene en el referido Estado. La acotada estadía de poco más de un mes en Burdeos es insuficiente para atribuir estabilidad y permanencia en condiciones legítimas, y no puede razonablemente fundar la constitución de la residencia habitual de la niña en esa ciudad. Otros elementos que permiten inferir que la residencia habitual de la niña es en la Ciudad de Buenos Aires, tales como que la niña vivió la mayor parte de su vida en este país donde su familia materna posee una propiedad en la que convivieron durante casi dos años. Su madre era alumna regular en la Universidad de Buenos Aires, con una maestría en curso; y su padre daba clases de idioma en Argentina e invocó ser empleado de una revista. Si bien los litigantes junto con su hija, viajaron a Francia con valijas de 20 kg, no se ha acreditado el traslado de pertenencias a dicho país. La historia de vida de la madre demandada y los efectos del exilio de ella y de su familia en Francia, motiva su rechazo a establecer la residencia común en ese país. El trámite de la visa francesa y el subsidio mínimo otorgado por el Estado francés no poseen virtualidad para modificar la residencia habitual de la niña. La residencia habitual de la niña es en la República Argentina, donde, en los términos de la Corte Suprema, se configura una situación de hecho de estabilidad y permanencia, y donde ha nacido y vivido la mayor parte de su vida, lo que torna improcedente la restitución solicitada.


    V., M. c/ S.Y., C.R. s/ Restitución internacional de niños


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 62230/2019/24 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Seguro de automotores. Ley de tránsito. Alcance de la cobertura. Tope indemnizatorio. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Superintendencia de Seguros de la Nación. Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de las causa CIV 16664/2009/2/RH1, “Experta Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y otro c/Gómez, Agustín Félix y otro s/ Cobro de sumas de dinero”; CIV 18741/2010/1/RH1, “Papaleo, Norberto Andrés y otros c/ Lasivita, Ricardo Nicolás y otros s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ les. o muerte)”; y CSJ 2285/2019/RH1, “Trejo, Elena Rosa y otros c/ Amud, Héctor Leandro y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Hidalgo, Elisa Beatriz c/ Franco, Matías s/ Daños y perjuicios - Lesión o muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 679/2018/RH1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Tasas de interés. Modificación de la tasa de interés. Actuación de oficio. Principio de congruencia. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Resulta mal denegado el recurso que cuestiona la modificación de la tasa de interés realizada de oficio por el a quo desde el 1 de agosto de 2015 hasta el efectivo pago. Si bien los agravios remiten a aspectos fácticos y de índole procesal y derecho común, la Corte Suprema ha dicho que ello no es óbice para habilitar el recurso extraordinario cuando el tribunal se excede de la jurisdicción conferida por el recurso de apelación, límite que tiene jerarquía constitucional en cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de las garantías de defensa y propiedad. El pronunciamiento del a quo que modificó parcialmente la sentencia de primera instancia y fijó intereses, desde la fecha del accidente hasta el 1 de agosto de 2015, a la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina y, desde entonces hasta el efectivo pago, al doble de esa tasa, se apartó de las peticiones del actor e incurrió en una indebida reformatio in pejus en perjuicio de los demandados. Pues la sentencia de primera instancia, que fijó intereses a la tasa pasiva desde la fecha del accidente hasta el dictado de esa decisión, el 1 de julio de 2014, y a la tasa activa desde entonces y hasta el efectivo pago, fue apelada por el accionante quien peticionó la aplicación de la tasa activa para ese período. El fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos resulta incompatible con las garantías constitucionales de defensa y propiedad, y con el principio de congruencia toda vez que el juzgador no puede convertirse en intérprete de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. El a quo se apartó de los límites de competencia que establece el artículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y de la regla tantum devolutum quantum apellatum que delimita la jurisdicción apelada a la medida del agravio expresado, en desmedro de los principios básicos que rigen el proceso y con el consiguiente menoscabo de la garantía de la defensa en juicio.


    García Javier Omar y otro c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 51158/2007/1/RH1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Acción de amparo. Cobertura médica. Sentencia no firme. Juicios en que es parte una provincia. Calidad de parte. Entes autárquicos. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que medie una denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión objetada conduce a una denegación de justicia o afecta un específico privilegio federal de manera irreparable. En orden al puesto que ocupan las provincias en el plexo normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales, tampoco se verifica la afectación del privilegio en el que la Fiscalía de Estado basa su agravio, pues una provincia sólo puede ser tenida por parte cuando participa en el proceso nominalmente –como actora, accionada o tercero– y sustancialmente, presentando un interés directo en la contienda, de modo que la sentencia le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. El I.O.M.A. fue creado como una entidad autárquica provincial, con capacidad para actuar en las esferas pública y privada, de modo que no integra la administración central de la provincia. En ese plano, no media identidad subjetiva entre aquél y el estado local, el cual no puede ser tenido como parte sustancial en el proceso, como lo demuestra el objeto mismo del litigio. En este sentido, si bien se demanda subsidiariamente a la provincia, la acción se funda en la calidad de garante que le atribuye la actora; esto es, en una imputación indirecta, desde que la encomienda legal de realizar los fines del Estado local en materia médico–asistencial, recae específicamente sobre aquel instituto. Interesa recordar que la doctrina actual de la Corte, en orden a litigios análogos al examinado, asigna la competencia al fuero federal por razón de la materia.


    E., A. c/ IOMA (Instituto de Obra Médico Asistencial) y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 65747/2019/1/1/RH2, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. Vista de las actuaciones. Nueva vista. 


    Veras, Gustavo Damián c/ Pirelli Neumáticos S.A. s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31336/2016/1/RH1, 10 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Daños y perjuicios. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 12721/2014/CA1-CS1, “Implantes S.R.L. c/ Smith & Nephew Inc s/ Daños y perjuicios”.


    Implantes S.R.L. c/ Smith & Nephew Inc s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12721/2014/1/RH1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso directo


    Denegación de justicia. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Falta de agotamiento de las vías procesales.


    La presentación directa que realizó la actora no es el marco adecuado para que la Corte ejerza la potestad que le confiere el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 de resolver cuestiones de competencia que se planteen entre distintos tribunales, ya que, en rigor, no existe un conflicto efectivamente trabado, dado que, aunque se advierte que hay una discrepancia entre el Juzgado Federal de Córdoba y el Juzgado en lo Civil y Comercial con asiento en esa misma ciudad, acerca de cuál es el tribunal competente para entender en un mismo asunto, lo cierto es que ninguno de los dos tribunales intervinientes en los distintos procesos promovió una cuestión de competencia, pues ambos se limitaron a declinar la propia y a ordenar el archivo de las respectivas actuaciones. Tampoco se presenta el recaudo formal que establece que, para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la originó haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión ya que las declaraciones de incompetencia de la justicia federal y provincial se produjeron en dos expedientes separados, sin que los magistrados intervinientes los remitieran a otro tribunal al que consideraran competente. Tampoco se configura una situación de efectiva privación de justicia que la Corte deba remediar, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 24, inc. 7°, última parte, del decreto-ley 1285/58, pues de las constancias de autos parece surgir que la actora consintió la decisión del juez federal de declararse incompetente y archivar las actuaciones, toda vez que, más allá del pedido de remisión de la causa a la justicia local, no hubo presentación recursiva alguna que permitiera dar lugar a su revisión por una instancia judicial superior. Similar conducta discrecional se observa frente a lo resuelto por la jueza provincial al declararse incompetente para entender en la cuestión y archivar el expediente, ya que tampoco se advierte que la actora haya impugnado tal decisión, impidiendo así el agotamiento de las vías procesales para obtener un pronunciamiento del máximo tribunal de la causa acerca de la competencia de los tribunales locales para conocer en ella, así como una eventual revisión por parte de la Corte.


    Caja de Previsión de la Ingeniería, Arquitectura, Agrimensura, Agronomía y Profesionales de la Construcción de la Provincia de Córdoba Ley 8.470 s/ Su presentación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2680/2019/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa CAF 12486/2015/CS1-CA2, “Cresud S.A. Comercial Inmobiliaria Financiera y Agropecuaria c/ EN-AFIP s/ Dirección General Impositiva”.


    IRSA Inversiones y Representaciones S.A. c/ Estado Nacional – AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54562/2015/CS1-CA2, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Beneficios previsionales. Declaración de inconstitucionalidad. Derechos de incidencia colectiva. Concesión errónea del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias que autoricen su equiparación; entre ellas, la denegación del fuero federal, la configuración de un supuesto de privación de justicia o la afectación de un específico privilegio federal. No se presentan en el caso esas excepciones pues, por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal ni se alega el desconocimiento de un privilegio de ese tenor, y, por otro lado, la decisión no coloca al apelante en una situación de privación de justicia que afecte –en forma directa e inmediata– la defensa en juicio, pues no clausuró la vía promovida y, por lo tanto, quedó sujeto a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde podrá seguir tramitando su pretensión. La ausencia de una decisión definitiva no se suple con la alegación de un supuesto de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales o la invocada interpretación errónea del derecho que rige la causa.


    Gómez Del Valle, Carlos Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 140722/2017/CA1-CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Cobertura médica. Declaración jurada falsa. Enfermedad preexistente. Rescisión del contrato. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestion análoga al dictamen de la causa FMP 12572/2016/CS1 “A., B. R. c/ Swiss Medical S.A Medicina Privada s/ Amparo Ley 16986”.


    C., H. c/ Swiss Medical s/ Prestaciones médicas


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3317/2019/CS1, 18 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Falta de legitimación para obrar. Calidad de parte. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es menester tener presente, que la necesidad de existencia de un "caso", "causa" o "controversia", presupone a su vez la de "parte" o legitimado en el proceso, esto es la de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada, recaudos que se siguen manteniendo aun con la reforma constitucional de 1994. En este orden de pensamientos, cabe indicar que, como lo recordó este Ministerio Público en los dictámenes recogidos en Fallos: 306:893 y 322:528, desde antiguo la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. Ha expresado la Corte en Fallos: 322:528 que, como lo ha destacado acertadamente la jurisprudencia norteamericana, “al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado (por el litigante) y el reclamo que se procura satisfacer”, el cual “resulta esencial para garantizar que (aquél) sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal”. Como también lo ha sostenido La Corte, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca. La "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa” o "substancial", esto es, que posean "concreción e inmediatez" bastante para poder procurar dicho proceso. La recurrente carece de legitimación para esgrimir la tacha de inconstitucionalidad de los arts. 2° y 5° de la ley 26.548 y de su decreto reglamentario, pues no ha demostrado tener un interés directo en el dictado de un pronunciamiento judicial, que remueva el obstáculo al que atribuye la lesión de los derechos invocados.


    Chorobik de Mariani, Maria Isabel y otro c/ Ministerio de Ciencia Tecnología de Innovación Productiva s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34598/2013/CA2-CS1, 14 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Adicional de remuneración. Guardaparques. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El personal de la Administración de Parques Nacionales tiene dos regímenes diferentes en atención a las tareas que desempeñan: por un lado, al personal administrativo le resulta aplicable el decreto 1133/88 y, por otro, el Cuerpo de Guardaparques Nacionales se rige por el decreto 1455/87. Este ordenamiento, en lo que aquí interesa, establece que los adicionales por antigüedad, título, responsabilidad profesional y permanencia en la categoría deben calcularse de acuerdo a lo fijado por el escalafón aprobado por el decreto 1428/73, o el que se dicte en su reemplazo. A su vez, a partir de la entrada en vigencia del decreto 907/88 -que modificó los arts. 43, 44, 45 y 45 bis del régimen escalafonario aprobado por el decreto 1428/73- se determinó que la base de cálculo para la liquidación de los adicionales en cuestión debe referirse a la remuneración mensual, normal, habitual, regular y permanente, excluidos los adicionales particulares, en reemplazo de la “asignación de la categoría”. Habida cuenta de lo expuesto y ante la remisión expresa que efectúan las disposiciones que contemplan los adicionales por antigüedad, título, responsabilidad profesional y permanencia en la categoría al decreto 1428/73, se advierte que, dentro del capítulo referido a las retribuciones, se especifican los siguientes adicionales generales: dedicación funcional, responsabilidad jerárquica, gastos de representación y bonificación especial. En consecuencia, se estima que de las normas aplicables no surge el carácter general que los actores atribuyen a los rubros que pretenden incluir en la base de cálculo de las remuneraciones y los beneficios previsionales. La compensación por “mayor dedicación” y los suplementos por “dedicación exclusiva”, “riesgo psicofísico” y “zona desfavorable” no deben incluirse en la base de cálculo para liquidar los adicionales particulares del personal comprendido en el escalafón de guardaparques nacionales (antigüedad, título, permanencia en la categoría y responsabilidad profesional) por no tratarse de adicionales generales, lo que impide considerar que conforman la remuneración mensual, normal, habitual, regular y permanente de los agentes que se desempeñan en ese cuerpo.


    Nahuelpan Fernando Luis y otros c/ Estado Nacional – Administración de Parques Nacionales - Decreto 1.428/73, 907/88 s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14238/2009/CA1-CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Embargo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Tal como ha entendido la Corte Suprema, las resoluciones dictadas en los procesos de ejecución de sentencia y tendientes a hacerla efectiva, así como las que decretan o levantan embargos, no son el fallo final requerido para la admisión de la vía del artículo 14 de la ley 48. En el sub lite, la recurrente no acreditó la existencia de circunstancias excepcionales que justifiquen apartarse de esa regla.


    Pagani, Juan Carlos c/ Argen Taiwan S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3067/1997/CS1, 19 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuota alimentaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1726/2019/RH1, "L., L. C. c/ I. A., D. J. s/ Cuidado personal de los hijos".


    L., L. C. c/ I. A., D. J. s/ Incidente de aumento de cuota alimentaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1727/2019/RH1, 17 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario interpuesto debe ser rechazado. En efecto, los agravios traídos por los recurrentes se vinculan con la aplicación en el tiempo de los artículos 768 y 771 del Código Civil y Comercial de la Nación. Tales cuestiones se vinculan con los criterios de eficacia previstos en el artículo 7 de ese código, que resultan propias de los jueces de la causa y ajenas, como principio, al recurso extraordinario. Cabe agregar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el precedente registrado en Fallos: 341:289, "Ejército Argentino", la Corte recordó, con relación a la eficacia temporal del Código Civil y Comercial de la Nación, la noción de consumo jurídico y postuló que correspondía considerar si se configura una situación jurídica agotada o concluida bajo el régimen anterior.


    Cagliari Aldo Abel, Godoy, Carmen Ester y otro c/ Wawrzyniak Pedro Daniel y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36264/2013/1/RH1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2486/2019/CS1, “Troncha, Ricardo y otros c/ Provincia del Chaco s/ Ejecución de sentencia art. 97 ley N° 848”.


    Miro, Gladis Isabel c/ Provincia del Chaco s/ Ejecución de sentencia Artículo 97, Ley 848


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1811/2018/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Defensa del consumidor. Asociaciones de consumidores. Legitimación activa. Derechos de incidencia colectiva. Intereses homogéneos. Costas. Beneficio de litigar sin gastos. Acceso de la justicia. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fundamentos deducidos por la fiscal general.


    La Corte sostuvo que el artículo 43 de la Constitución Nacional admite la categoría de derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, entre los que se incluyen los derechos de los usuarios y consumidores. Explicó que la procedencia de estas acciones requiere la verificación de tres requisitos: la existencia de un hecho susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos (causa fáctica común); una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de ese hecho (efectos comunes para toda la clase); y la constatación de que el ejercicio individual no aparece plenamente justificado de modo que, de no reconocerse la legitimación procesal, podría comprometerse seriamente el acceso a la justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir. Asimismo, en cuanto a esta última exigencia, la Corte Suprema señaló que “la acción resultará de todos modos procedente en aquellos supuestos en los que cobran preeminencia otros aspectos referidos a materias tales como el ambiente, el consumo o la salud, o afectan a grupos que tradicionalmente han sido postergados, en su caso débilmente protegidos. En esas circunstancias, la naturaleza de esos derechos excede el interés de cada parte, y al mismo tiempo, pone en evidencia la presencia de un fuerte interés estatal para su protección, entendido como el de la sociedad en su conjunto. En tal sentido, los artículos 41, 42 y 43, párrafo segundo, de la Constitución Nacional brindan una pauta en la línea expuesta”. La adecuada interpretación de los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional conduce a reconocer legitimación a la asociación accionante puesto que la afectación del interés colectivo trasciende el mero interés individual de cada parte representada y la acción colectiva funciona como una garantía para la tutela efectiva de los derechos de los usuarios y consumidores (artículo 42, Constitución Nacional), equilibrando relaciones de consumo caracterizadas por la asimetría entre las partes, incluso, en la etapa de negociación contractual. Además, la relevancia social de la tutela colectiva se incrementa, en el caso, por el interés estatal en la adecuada reparación de los daños ocasionados por los accidentes de tránsito. En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos- configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación de Defensa del Asegurado -ADA- asociación civil c/ Zurich Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21649/2015/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión a los fundamentos deducidos por la fiscal general.


    La Corte sostuvo que el artículo 43 de la Constitución Nacional admite la categoría de derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, entre los que se incluyen los derechos de los usuarios y consumidores. Explicó que la procedencia de estas acciones requiere la verificación de tres requisitos: la existencia de un hecho susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos (causa fáctica común); una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de ese hecho (efectos comunes para toda la clase); y la constatación de que el ejercicio individual no aparece plenamente justificado de modo que, de no reconocerse la legitimación procesal, podría comprometerse seriamente el acceso a la justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir. Asimismo, en cuanto a esta última exigencia, la Corte Suprema señaló que “la acción resultará de todos modos procedente en aquellos supuestos en los que cobran preeminencia otros aspectos referidos a materias tales como el ambiente, el consumo o la salud, o afectan a grupos que tradicionalmente han sido postergados, en su caso débilmente protegidos. En esas circunstancias, la naturaleza de esos derechos excede el interés de cada parte, y al mismo tiempo, pone en evidencia la presencia de un fuerte interés estatal para su protección, entendido como el de la sociedad en su conjunto. En tal sentido, los artículos 41, 42 y 43, párrafo segundo, de la Constitución Nacional brindan una pauta en la línea expuesta”. La adecuada interpretación de los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional conduce a reconocer legitimación a la asociación accionante puesto que la afectación del interés colectivo trasciende el mero interés individual de cada parte representada y la acción colectiva funciona como una garantía para la tutela efectiva de los derechos de los usuarios y consumidores (artículo 42, Constitución Nacional), equilibrando relaciones de consumo caracterizadas por la asimetría entre las partes, incluso, en la etapa de negociación contractual. Además, la relevancia social de la tutela colectiva se incrementa, en el caso, por el interés estatal en la adecuada reparación de los daños ocasionados por los accidentes de tránsito. En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos- configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Asociación de Defensa del Asegurado -ADA- asociación civil c/ Paraná Seguros S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21984/2015/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que el Tribunal ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Estado Nacional – Ministerio de Hacienda – Secretaría de Gobierno de Energía c/ Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72371/2018/CA1-CS1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Quiebra. Bienes del fallido. Masa concursal. Derecho de propiedad. Expropiación. Declaración de utilidad pública. Indemnización expropiatoria. Indemnización previa. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La declaración de invalidez de la ley 14.766 se sustenta en una interpretación errada de las normas constitucionales -artículos 14 bis, 17 y 75, inc. 19 de la Constitución Nacional-. El tribunal realizó un examen de la calificación de utilidad pública que invade la competencia de la legislatura local para escoger los medios por los cuales garantiza el derecho al trabajo y el desarrollo económico y social en la Provincia de Buenos Aires. El sentenciante se basó en un análisis prematuro y conjetural sobre el pago de la justa indemnización, que prescinde de considerar las circunstancias del caso y las herramientas que prevé la ley general de expropiación a fin de proteger los derechos del expropiado y de los acreedores. El artículo 17 de la Constitución Nacional consagra la inviolabilidad de la propiedad privada y dispone que “la expropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada”. La Corte expuso las bases de la expropiación: “al expropiar, el Estado ejerce un poder jurídico que le reconoce la Constitución, pero el ejercicio de ese poder, autorizado por causa de utilidad pública, supone el sacrificio de un derecho que tiene también base constitucional y que obliga a indemnizar debidamente al expropiado. Ciertamente, en la base de la expropiación se halla un conflicto que se resuelve por la preeminencia del interés público y por el irremediable sacrificio del interés particular. Pero la juridicidad exige que ese sacrificio sea repartido y que toda la comunidad indemnice a quien pierde su bien por causa del bienestar general. Aun cuando el expropiado no puede oponerse a la declaración de utilidad pública, sí tiene derecho a que su patrimonio no sea gravado más allá de lo que consienta la igualdad ante las cargas públicas”. La potestad del Estado —nacional o local— de expropiar se encuentra sujeta a los límites que surgen de la Constitución Nacional a fin de asegurar la inviolabilidad de la propiedad privada: la existencia de causa de utilidad pública declarada por ley y la indemnización justa y previa del daño. Ello asegura que el expropiado no sufra una confiscación de bienes y que el sacrificio de la expropiación sea asumido en forma igualitaria por toda la población. La Constitución Nacional —al igual que la de la Provincia de Buenos Aires— no contiene ninguna limitación con relación a los sujetos que pueden revestir la calidad de expropiados ni a los bienes que pueden ser objeto de expropiación. No existe óbice para que la facultad expropiatoria sea ejercida con respecto a los bienes que integran la masa falencial. En ese caso, los derechos de los acreedores y de terceros se trasladan a la indemnización expropiatoria, que reemplaza los bienes extraídos del activo de la quiebra por causa de utilidad pública. La utilidad pública se vincula a la satisfacción de un fin colectivo y es un concepto que varía según las condiciones económicas, políticas y sociales de la comunidad. Su calificación es realizada por el Poder Legislativo —nacional o local— puesto que requiere un examen de las circunstancias particulares, necesidades y preferencias de cada comunidad. El Procurador General de la Nación se ha pronunciado en ese sentido en el caso registrado en Fallos: 33:162, donde concluyó que “en la imposibilidad de definirlo, la ley, por prolija que fuera, y puesto que en alguno debía ser depositada esa misión, ha debido serlo en el poder que, por la naturaleza de sus funciones y la renovación periódica de su mandato, está en más inmediato contacto con el pueblo, y puede apreciar mejor sus consecuencias y necesidades. Esta conclusión es por sí tan evidente que no necesita ser demostrada; de manera que si la materia de expropiación puede dar lugar a cuestiones delicadas y de difícil solución, nadie pone por un momento en duda que la facultad de expropiar es esencialmente política y exclusiva del poder legislativo.” De este modo, si bien la existencia de utilidad pública está sujeta al control judicial, el juez no puede sustituir la apreciación realizada por el órgano democrático de las necesidades y preferencias de la comunidad. El control judicial debe ceñirse a corroborar la concurrencia de una utilidad pública concebible y de una relación adecuada entre el bien expropiado y esa utilidad pública. El bien debe razonablemente conducir a la concreción de la utilidad pública, sin que se requiera verificar además que la expropiación sea el único o el mejor medio que disponga el Estado para alcanzar ese fin. Ese criterio sobre el margen de control judicial fue adoptado por la Corte Suprema en el caso registrado en Fallos: 210:1153, donde señaló que “si, considerada en sí misma, la finalidad es de utilidad pública, no incumbe a los jueces juzgar la bondad, conveniencia o necesidad de la expropiación dispuesta para obtener el fin a que se ha hecho referencia, pues ello importaría pronunciarse sobre si el procedimiento de expropiar los colectivos para lograr la utilidad pública de un sistematización del transporte de pasajeros en esta Capital fue un acto de buena o mala política. Pero está dicho de antiguo que a la mala política [...] no le pueden poner remedio los jueces sin una alteración del orden institucional y una desnaturalización de sus funciones propias que importaría un mal de hondas raíces y de mayor alcance que aquel para que se busca reparación en el caso particular. Si la expropiación dispuesta corresponde a una finalidad de utilidad pública, el decir si a esta última se la hubiera podido o no lograr sin dicha expropiación es materia de la prudencia legislativa”. Solo en supuestos de gravedad o arbitrariedad extrema, la Corte Suprema invalidó expropiaciones por inexistencia de utilidad pública: “cuando se priva a alguien de la cosa de que es propietario para dársela a otro, en su exclusivo provecho patrimonial, como dádiva, y sin beneficio público alguno”. De modo similar, la Corte Suprema de los Estados Unidos adoptó una postura deferente al Poder Legislativo con respecto a la calificación de “uso público”. En el caso “Hawaii Housing Authority v. Midkiff”. La ley 14.766, de la provincia de Buenos Aires, a través de la calificación de utilidad pública de los bienes de la fallida, busca asegurar la continuación de la actividad económica y productiva de una empresa y de ese modo, preservar la fuente laboral de los integrantes de la Cooperativa de Trabajo Norte Limitada, como así también generar nuevos puestos de trabajo en beneficio de la comunidad bonaerense. Se trata de una finalidad pública legítima, puesto que la preservación de la fuente de trabajo tiene una relación directa con el derecho al trabajo. Ese derecho impone al Estado deberes de respeto y también la obligación de adoptar medidas positivas concretas y orientadas a su realización, como medio para asegurar condiciones de vida digna. Ante la crisis económica y financiera de una empresa, se acrecienta la necesidad de proteger los puestos de trabajo y el salario de los trabajadores. Ese objetivo de interés social resulta específicamente contemplado por la ley 24.522. Las reformas introducidas por la ley 26.684 al régimen de concursos y quiebras no sólo acentuaron significativamente la protección de los derechos individuales de los trabajadores afectados por la insolvencia, sino que además incrementaron la tutela del derecho al trabajo. En el ámbito de la provincia de Buenos Aires, la ley 13.828 contiene diversas disposiciones que dan sustento normativo a la recuperación de empresas en estado de insolvencia por parte de cooperativas de trabajo. A través del decreto 833/2012, se creó el Programa de Registro y Asistencia a Empresas Recuperadas. El desarrollo de las cooperativas también fue fomentado a través de la Recomendación 193 de la Organización Internacional del Trabajo. La ley 14.766 persigue finalidades públicas legítimas: promover el derecho al trabajo de los miembros de la cooperativa de trabajo y de otros habitantes de la provincia de Buenos Aires, así como fomentar la actividad económica y productiva. A fin de alcanzar esos fines, los legisladores declararon la utilidad pública de los bienes muebles e inmuebles que la empresa fallida había empleado en su actividad productiva, y dispusieron que, una vez perfeccionada la expropiación, ellos sean adjudicados a título oneroso a la Cooperativa de Trabajo Norte Ltda con cargo de ser destinados a los fines cooperativos. El medio escogido guarda una relación razonable con los propósitos de la ley expropiatoria. El hecho de que la ley expropiatoria comprenda los dos inmuebles que componen el activo falencial es insuficiente para declarar la inexistencia de utilidad pública. El artículo 2 de la Ley General de Expropiaciones 5.708 de la provincia de Buenos Aires dispone que la expropiación puede “comprender no sólo los bienes necesarios, sino también aquellos cuya ocupación convenga al fin principal de la misma, o permitan la total o parcial financiación de las ejecuciones públicas.” La histórica afectación de ambos bienes a la actividad productiva de la empresa sustenta adecuadamente la razonabilidad del criterio seguido por los legisladores provinciales. Los bienes muebles e inmuebles comprendidos en la ley 14.766 conducen razonablemente a la concreción de fines públicos legítimos como la preservación de las fuentes de trabajo y el fomento de la actividad económica y productiva. Frente a ello, la declaración de inconstitucionalidad invade la competencia de la legislatura local. La expropiación debe ser justa y previamente indemnizada puesto que si bien el expropiado no puede oponerse a la declaración de utilidad pública, sí tiene derecho a que su patrimonio no sea gravado más allá de lo que consienta la igualdad ante las cargas públicas. La Constitución Nacional prohíbe que el propietario sea desapropiado de sus bienes sin que haya sido justamente indemnizado. Es criterio de esta Procuración General, que “la expropiación es un fenómeno jurídico de conversión y sustitución de derechos del particular a favor de la comunidad, mediante el cual se abona al expropiado el resarcimiento de un perjuicio, que consecuentemente resulta accidental y no permanente. La ley 14.766 declaró que los bienes muebles e inmuebles de la fallida son de utilidad pública y se encuentran sujetos a expropiación. Sin embargo, la expropiación aún no se encuentra perfeccionada, esto es, no se fijó el precio de los bienes, no se pagó la indemnización y no hubo transferencia del dominio. A los fines de la ejecución de la ley, debe considerarse los artículos 5, 6 y 7 de la ley 14.766, que disponen algunas medidas sobre la modalidad del pago, junto con las normas previstas en la Ley General de Expropiaciones 5.708 de la provincia de Buenos Aires. Esa norma prevé que, una vez realizada la declaración de utilidad pública, se fija el precio de la indemnización a través de la concertación directa con el expropiado o de un procedimiento judicial, se efectiviza el pago y se transfiere el dominio de los bienes. Recién entonces la expropiación se perfecciona. La Corte señaló que “la declaración por el Estado que un inmueble se halla sujeto a expropiación no crea un derecho a favor del propietario del mismo para obligar a aquél a hacerla efectiva, siendo potestad del expropiante elegir el momento para ello salvo que medie ocupación efectiva del inmueble, privación de su uso o restricción del dominio”. Esos extremos no se desprenden de la mera existencia de la ley que califica la utilidad pública de un bien. La Corte expuso que “los actos de turbación al derecho de dominio que son considerados en los juicios expropiatorios no comprenden solamente los casos de pérdida de posesión strictu sensu, sino también que abarcan aquellos supuestos en los que existen, sin embargo, restricciones, limitaciones o menoscabos esenciales al derecho de propiedad del titular. La mera sanción de la ley 14.766 no implica una transferencia o restricción del dominio de los bienes falenciales. Si no hay modificaciones en la posesión o en el uso de los inmuebles de la masa falencial, y sin que se encuentre acreditado que la mera sanción de la ley expropiatoria haya causado una restricción esencial del derecho de propiedad, resulta conjetural y prematuro considerar incumplido el requisito de indemnización previa.


    Norte S.A.I.C.A. s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8934/2011/CS1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1318/2018/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone San Luis S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1319/2018/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia.


    Finlar S.A. y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 83/2018/30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia.


    Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2206/2017/30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia.


    Prote-Fos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 81/2018/30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Alicorp Argentina S.C.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632/2017/14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Royal Canin Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1587/2017/16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia provincial. Competencia criminal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, “B, E. N. c/ Estado Nacional Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud”.


    F. C., L. c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires - PROFE s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 59/2020/CS1, 19 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia provincial. 


    Conforme surge de las constancias agregadas, el presente habeas corpus interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados de autoridad local, específicamente, la provincia de Buenos Aires, en tanto si bien el decreto de necesidad y urgencia297/2020 sobre aislamiento preventivo social y obligatorio fue dictado por el Poder Ejecutivo Nacional al inicio de la pandemia del virus Covid-19, con el transcurso del tiempo cada una de las distintas jurisdicciones, dentro del marco de su propia autonomía y en ejercicio de sus poderes originarios en materia de salud pública, han dictado reglas y establecido protocolos y estrategias para controlar el cumplimiento de las medidas de prevención, de acuerdo a la evolución de su propia situación sanitaria y de conformidad con los artículos 3 y 10 del citado decreto que reconoce sus facultades concurrentes en la materia.


    P., Gonzalo s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 32125/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Economía procesal. Municipalidad. Policía provincial. Competencia provincial. 


    Si bien el trámite dado al incidente es erróneo, puesto que para la existencia de una correcta cuestión de competencia, el juez provincial debió remitir las actuaciones a su respectiva cámara de apelaciones para que ésta resolviera respecto de laatribución de competencia, conforme lo establece el artículo 10 de la ley n° 23.098, la Corte puede exceptuar ese óbice formal, desde que tal exigencia no obsta el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen , tal como, ocurre en casos de esta índole.Conforme surge de las constancias agregadas, el presente habeas corpus interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados de agentes que se desempeñan en el ámbito local como lo es la municipalidad de La Matanza y la policía de la provincia de Buenos Aires; por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial de conformidad con lo establecido por el artículo 2° de la ley n° 23.098.


    Incidente N° 1 – Presentante: S., Eduardo y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 35568/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1871/2019/CS1, “Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo”.


    Cartolano, Roberto Oscar c/ Provincia de Río Negro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 347/2020/CS1, 03 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 835, L. XLIV “Cardiolab S.A. c/ EN – Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados le corresponde litigar en sede federal porque así lo prevé el artículo 14 de la ley 19.032; e igual foro incumbe al tercero citado, Estado Nacional, en virtud del artículo116 de la Ley Suprema.Resulta competente a la Justicia en lo Civil y Comercial Federal, toda vez que el objeto del proceso es obtener el cobro de un crédito que la actora tiene con el INSSJP, así como concluir el trámite de consolidación de éste dio por cesado unilateralmente, y conseguir la entrega de los bonos respectivos.


    Fundación Médica de Mar del Plata c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI) s/ Proceso de conocimiento


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4733/2018/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    L. A., Marcelo Alberto y otro s/ Defraudación contra la administración pública, malversación de caudales públicos (Artículo 260), incumplimiento de autoridad y violación deberes funcionario público (Artículo 249)


    CPF-Cámara Federal de Casación Penal, 8720/2002/11/1/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Recurso de queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: D., Alberto Oscar y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 12000494/2007/14/1/RH2, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Los antecedentes recibidos no contienen elementos esenciales para emitir opinión en un recurso de queja fundado en ladoctrina de la arbitrariedad, al no constar, entre otras piezas procesales, la contestación de la demanda, los testimonios referidos en los recursos, ni la prueba documental y pericial producida en la causa.


    Fontán, Luis Enrique c/ Payne S.A. s/ Daños y perjuicios - recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 968/2018/RH1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Cooperativa de Trabajo Zum Las Flores c/ FCA Compañía Financiera S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 36059841/2018/CS1, 16 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Gómez, Edgar David c/ Swiss Medical A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 24945/2019/CA1-CS1, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    LDC Argentina S.A. c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 647/2015/CA2-CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja Nº 1- Gómez Julio c/ Productora Everworoks Cuatro Cabezas y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45415/2008/1/RH1, 08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de Queja Nº 1- Gómez, Julio c/ Productora Eyeworks Cuatro Cabezas y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45415/2008/1/RH1, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 12181/2019/CA1-CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Kechiyan, Inés Silvia y otro c/ Heredia, Sergio Osvaldo y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42047/2014/1/RH1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja Nº 1 - Portela, Tamara Lorena y Otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – DIC s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 312/2014/1/RH1, 29 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Per saltum


    Acción de amparo. Consejo de la Magistratura. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 11174/2020/1/RS1, “Bertuzzi, Pablo Daniel y otro c/ Estado Nacional - PJN y otro s/ amparo ley 16.986”.


    Castelli, Germán Andrés c/ Estado Nacional - Consejo de la Magistratura de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11503/2020/2/RS1, 03 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Acción de amparo. Consejo de la Magistratura. Nulidad de la resolución. Poder Judicial. Jueces. Designación de jueces. Traslado de jueces. Revisión del procedimiento de selección. Decretos nacionales. Acuerdo del senado. Inamovilidad de los jueces. Principio de legalidad. Irretroactividad de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Consejo de la Magistratura contempló a nivel reglamentario el traslado de jueces con carácter permanente, institución que se utilizó desde mucho antes. En un principio, al dictar el reglamento de concursos públicos de antecedentes y oposiciónpara la designación de los magistrados del Poder Judicial de la Nación aprobado por la resolución 78/99, el Consejo de la Magistratura fijó en su art. 50 un criterio sumamente restrictivo para la procedencia de los traslados de jueces, al establecer que “producida una vacante el cargo sólo podrá ser cubierto mediante el sistema de concursos previsto en este reglamento, aun cuando se tratare de un pedido de traslado. Los magistrados que pretendieran permutar sus cargos deberán formular su petición en conjunto ante el Consejo, quien sólo prestará su conformidad cuando tuvieren idéntica competencia en el grado, en la materia y en el territorio, salvo –en este último caso- que tuvieren ambos más de cuatro (4) años de antigüedad en el cargo, y siempre que no se afectaren los términos del acuerdo senatorial. Podrá también desestimar el pedido cuando fuere inconveniente para la eficaz administración del servicio de justicia”.

Luego, mediante la resolución 155/00 se aprobó el reglamento que fijó en su art. 1°, las nuevas y menos exigentes condiciones para el traslado de jueces, el cual regía al momento de tramitarse las solicitudes de traslado presentadas por los recurrentes.Este reglamento fue modificado mediante la resolución 270/19, el cual mantiene sin cambios el texto anterior referido al traslado dentro de la misma jurisdicción y misma competencia en materia y grado, y añade en su art. 2°, como novedad, la posibilidad del traslado del magistrado a un cargo de competencia más amplia o distinta jurisdicción, o que no cumpliera estrictamente el plazo de antigüedad de cuatro años exigido por el inc. c) del art. 1º del reglamento, previo acuerdo del H. Senado de la Nación.Las nuevas pautas establecidas en la resolución 270/19 rigen para las solicitudes de traslado de magistrados que se tramiten a partir de la entrada en vigencia de aquélla, por aplicación del art. 7º del Código Civil y Comercial de la Nación que dispone que las leyes no tienen efecto retroactivo.Sin embargo, en la práctica, la resolución 183/2020, que encomienda al Poder Ejecutivo Nacional y al Senado de la Nación la revisión de las designaciones de los jueces recurrentes en los cargos de jueces de la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, ha llevado a ese resultado, pues incorporó por vía interpretativa al régimen de traslados previsto con anterioridad, los recaudos que hoy exige el nuevo reglamento, al otorgar a los conceptos de “jurisdicción”, “competencia” y “grado” un alcance que no surgía de manera inequívoca de las normas vigentes en el momento en que los actores tramitaron sus peticiones, como puede concluirse de las razones que el Consejo invocó para justificar la necesidad de “sentar nuevos criterios” en la materia. De allí que cuando posteriormente el Consejo emitió la resolución 183/2020 y añadió un recaudo que, según su anterior interpretación de la resolución 155/00 no cabía exigir, se violó el principio de legalidad, debido a que de esta manera desconoció sus propios actos dictados de conformidad con sus propias normas, con grave afectación a la inamovilidad de los jueces en los cargos que estaban desempeñando.Si es posible sostener que el criterio hermenéutico que informó las disposiciones por las que se trasladó a los demandantes no fue arbitrario, no es tan solo por estar suficientemente acreditada la existencia del estándar más flexible que el Consejo de la Magistratura había adoptado en ese momento dentro de sus innegables facultades para dictar e interpretar sus propias normas, sino sobre todo por la circunstancia decisiva de que, en aquel tiempo, la cuestión del traslado de jueces dio ocasión a que la Corte tratara algunos aspectos que habían sido materia de controversia.En la Acordada n° 4/2018 la Corte estableció que no es constitucionalmente válida “la designación permanente de magistrados que ya ostentan esa calidad para ejercer en un tribunal con una competencia específica, en otro tribunal con otra competencia radicalmente distinta bajo la forma de ‘una transformación’ o de ‘un traslado’”. En ese supuesto, es necesario cumplir estrictamente el debido proceso constitucional para perfeccionar la designación de los jueces, exigiendo la participación del Consejo de la Magistratura, del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo de la Nación mediante el acuerdo del Senado.Sostuvo que “la Corte tiene la facultad y el deber constitucional de adoptar en el ámbito de sus atribuciones, incluida la de superintendencia, las medidas necesarias y apropiadas para producir aquellos actos de gobierno que, como cabeza del Poder y órgano supremo de la organización judicial argentina, fuesen necesarios para garantizar la investidura de los jueces nacionales, incluido el juicio sobre la existencia de dicha investidura, en la medida que ella ineludiblemente lo requiera”. “El tratamiento de la cuestión que se formula en esta etapa de superintendencia, en ejercicio de las funciones de gobierno que le son propias a esta Corte, busca evitar las dilaciones que ocasionarían los planteos jurisdiccionales que puedan formularse con fundamento en la integración del tribunal; lo cual iría en desmedro del propósito de ‘afianzar la justicia’ enunciado en el Preámbulo de la Constitución Nacional, propósito liminar y de por sí operativo”. En la Acordada 7/2018, la Corte expresó que “la hipótesis del traslado de un magistrado nacional de la Capital Federal para desempeñar funciones de la misma jerarquía dentro de la jurisdicción nacional, con igual o similar competencia material, mediando el consentimiento respectivo, resulta diametralmente diferente a la considerada y definida en la Acordada 4/2018. De ahí, pues, que en tales situaciones cabe concluir que no es necesaria la instrumentación de un nuevo procedimiento de designación conforme las exigencias del artículo 99, inc. 4°, de la Constitución Nacional”. “Idéntico criterio corresponde aplicar con relación al supuesto de traslado de magistrados federales para desempeñar funciones de la misma jerarquía dentro de la jurisdicción federal, con igual o similar competencia material, mediando consentimiento del magistrado respectivo”.A la luz de las pautas establecidas a través de las acordadas 4/2018 y 7/2018 es que se debe examinar la decisión que había tomado el Consejo de la Magistratura recomendando el traslado de los demandantes, tanto en lo que se refiere a la interpretación posible de las reglas que establecen las condiciones para ello, como a la convicción de estar obrando conforme al derecho objetivo y a reparo de toda futura objeción constitucional. Esos extremos permiten descartar la posibilidad de una fulminación retroactiva de esas resoluciones frente a las garantías que resultarían así afectadas.Esto no implica desconocer la facultad del Consejo de la Magistratura de cambiar a su discreción los reglamentos en materia de traslado o incluso la interpretación que haga de ellos con efecto inmediato; pero, ello no autoriza a revisar con carácter retroactivo decisiones ya adoptadas.

Esta limitación se vincula con el principio cardinal de la buena fe, una de cuyas derivaciones puede formularse como el derecho de todo ciudadano a la veracidad ajena y al comportamiento leal y coherente de los otros, sean éstos los particulares o el propio Estado. La Corte ha dicho, al respecto, que el actuar contradictorio que trasunta deslealtad resulta descalificado por el derecho.Nadie puede ir válidamente contra sus propios actos, pues ello sería ejercer una conducta incompatible con una anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. Nadie puede ponerse de tal modo en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta contraria a la asumida anteriormente, y debe exigirse a las partes un comportamiento coherente ajeno a los cambios de conducta perjudiciales, desestimando toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se ha suscitado en la otra parte.Esa máxima no sólo rige en el ámbito de las relaciones jurídicas entre los sujetos particulares, sino también son condiciones de validez del actuar estatal, pues cuanto más alta sea la función ejercida por los poderes del Estado, tanto más les será requerible que adecuen aquélla a las pautas fundamentales sin cuyo respeto la tarea de gobierno queda reducida a un puro acto de fuerza, carente de sentido y justificación.El Consejo de la Magistratura propició los traslados y las designaciones definitivas en la Sala I de la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, en la inteligencia de que se encontraban cumplidos los requisitos exigidos por el Reglamento de Traslado de Jueces entonces vigente y recomendó al Poder Ejecutivo Nacional que emitiera un decreto en tal sentido.Con posterioridad el mismo Consejo dictó la resolución impugnada por los actores y decidió comunicar al Poder Ejecutivo Nacional que no se había completado el procedimiento previsto por el art. 99, inc. 4°, de la Constitución Nacional, y se generó así el proceso de naturaleza compleja que condujo a la remoción de los demandantes de la sede en la que ejercían su magistratura. Esta modificación en la interpretación de sus propias normas y de las acordadas del Alto Tribunal, de ninguna manera puede operar con efectos retroactivos dado que un cambio de esa índole sólo puede aplicarse hacia el futuro. Este necesario límite al ejercicio de un derecho subjetivo o una potestad estatal que deriva del principio de buena fe requiere un deber de coherencia que consiste en la necesidad de observar para el futuro la conducta que los actos anteriores hacían prever, tornando inadmisible un comportamiento incompatible con el sentido que se deduzca de la primera conducta.

El Consejo de la Magistratura en esta nueva etapa desconoce que previamente había autorizado sus traslados a partir de una interpretación razonable de su propia normativa, plasmada en la resolución 155/2000.No se advertía entonces motivo atendible que permitiera al Consejo revisar esos actos, con base en una nueva interpretación efectuada por dicho cuerpo en su integración actual, que recién ahora lo lleva a concluir que el trámite que condujo a efectivizar los traslados estaba incompleto. Ese nuevo criterio sólo puede aplicarse a futuro, lo que también resulta consecuente con el debido respeto al principio republicano de división de poderes del que surgen la estabilidad e inamovilidad de los magistrados. Los actos de traslado se basaron en una interpretación posible de lo dispuesto en los propios reglamentos del Consejo de la Magistratura. Lo único que sustenta la actuación del Consejo al emitir la resolución 183/2020 es una nueva interpretación pero que sólo puede ser aplicada hacia el futuro.No se trata aquí de resolver cuál es el criterio hermenéutico que debe ser preferido, sino de la imposibilidad de aplicar retroactivamente el que hoy se propugna para revisar actos regularmente cumplidos al amparo del anterior.El principio de irretroactividad se erige como uno de los basilares de nuestro ordenamiento jurídico. Es fundamento de razón jurídica que toda regla de conducta dispone para el futuro. Si la ley, el contrato, la sentencia, los actos administrativos, los actos jurídicos en general, rigen para el futuro y remiten a las situaciones pasadas y sus manifestaciones al régimen vigente en su momento, más aún ello sucede con las nuevas interpretaciones dadas por un organismo a sus propias resoluciones. Al revocarse o ignorarse actos estatales como los que condujeron a los traslados de los recurrentes, no se afecta únicamente la inamovilidad de los jueces sino también la transparencia y previsibilidad en la actuación de los órganos estatales, que no pueden pretender que sus cambios de parecer y actuación sustentados en nuevos criterios de aplicación de sus propias normas, derivadas de la modificación en su composición, sean aplicadas retroactivamente con afectación de situaciones decididas de acuerdo a la interpretación posible que habían efectuado anteriormente.La transparencia y la previsibilidad constituyen valores primordiales y ejes de la gestión pública, lo que supone el ejercicio responsable por parte de los nuevos funcionarios de las atribuciones que la ley les confiere, para poder dar cuenta a la sociedad respecto de la continuidad de los actos de gobierno en esa materia. Sostener lo contrario significaría comprometer la seguridad jurídica y la estabilidad de actos de la envergadura de los puestos en crisis por el Consejo, lo que generaría una incertidumbre continua en la actividad estatal, en especial cuando ello tiene lugar en una materia en la que esos valores generales cobran la forma de la garantía institucional específica de la independencia judicial, que es la inamovilidad de los jueces en sus cargos mientras dure su buena conducta.

En este sentido, la Corte ha sostenido que la magistratura se desempeña en el interés general y sus garantías explícitas tienen fundamento en el principio de soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno, de modo que todo avance sobre la independencia del Poder Judicial importaría una agresión a la Constitución Nacional.Esos resguardos que fija la Ley Fundamental para el ejercicio de la magistratura no solamente benefician a los jueces sino a la misma sociedad, pues al otorgar a los jueces inamovilidad en sus cargos e intangibilidad en sus remuneraciones, asegura a la propia sociedad, al pueblo, la estricta vigencia del Estado de Derecho y del sistema republicano de gobierno.Diversos precedentes del Tribunal, tales como Fallos: 256:114, 313:330, 313:344, 322:1253, 322:1616, 330:2361, 338:1216, 340:257, tratan acerca de las garantías que aseguran la independencia de los jueces, con especial referencia a la garantía de inamovilidad de los magistrados, que comprende grado y sede, que señalan los principios fundamentales que ha sentado el Alto Tribunal al respecto.En Fallos: 340:257 se subrayó que la inamovilidad exige “un sistema jurídico institucional que cree las condiciones necesarias para que los jueces se desempeñen bien y legalmente, de manera independiente y sin injerencia o presión de poderes externos, con el objeto de impedir el predominio de intereses subalternos sobre el interés supremo de la justicia y de la ley”. “La garantía de inamovilidad consiste, esencialmente, en asegurar a los magistrados que su permanencia en el cargo no estará condicionada a la exclusiva voluntad discrecional de otros poderes; pues ello los colocaría en un estado precario, de debilidad y dependencia frente a aquellos que tienen en sus manos la decisión sobre la permanencia en funciones, y los sometería a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función”.Si los órganos encargados de la selección y nombramiento de los jueces pudieran revisar en cualquier tiempo sus propios actos sobre cuya base los jueces ocupan sus cargos, indudablemente se los colocaría en esa situación de dependencia y precariedad incompatible con el principio de independencia judicial. La Corte ha establecido que la inamovilidad judicial sólo puede ser objeto de limitaciones objetivas, impersonales y previsibles, y mal podría calificarse de previsible e impersonal una que surja de un ejercicio retroactivo y selectivo de revisión de resoluciones de traslados o nombramientos definitivas y que surtieron plenos efectos durante plazos a menudo de considerable extensión. En última instancia, se trata de hacer realidad en la historia los largamente declamados objetivos que persiguió nuestra Ley Fundamental al incorporar a nuestro sistema el Consejo de la Magistratura: amortiguar la gravitación político partidaria en los procesos de designación y enjuiciamiento de jueces para afianzar y vigorizar la independencia judicial.


    Bertuzzi, Pablo Daniel y otro c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11174/2020/RS1, 03 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Asociaciones sindicales. Interpretación y aplicación de la ley. Libertad sindical. Jerarquía constitucional. Inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente procedente en cuanto controvierte el alcance de la declaración de inconstitucionalidad del artículo 41, inciso a, de la ley 23.551 y, más concretamente, la denegatoria de su derecho a designarsus delegados en el marco de elecciones convocadas por esa entidad gremial. En ese aspecto, la impugnación pone en tela de juicio el alcance y la interpretación de normas federales vinculadas a la libertad sindical y al derecho de sindicación -artículo 14 bis de la Constitución Nacional y Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo-, y la decisión del tribunal fue contraria a los derechos que el apelante fundó en ellas (art. 14, inc. 3, ley 48).


    Sindicato Unido de Trabajadores y Empleados del PAMI SUTEPA c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19155/2015/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Debe señalarse que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y procesal, no son revisables por la vía del art. 14 de la ley 48,regla a la cabe hacer excepción cuando el escrito contiene argumentos suficientes, concretos y razonados sobre el tema que pretende someterse a conocimiento de la alzada, en los que se encuentran contenidas de modo suficiente las exigencias legales para sustentar la apelación. El caso en examen no puede considerarse incluido en el supuesto excepcional mencionado.


    Recurso de Queja Nº 3 – Mattos Castañeda, María del Rosario c/ Poder Judicial de la Provincia s/ Amparo Ley 16.986


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 6135/2019/3/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Decretos provinciales. Tarifa de servicios públicos. Ejecución de sentencia. Cosa juzgada. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las decisiones recaídas en los procesos de ejecución de sentencia no son, en principio, revisables en la instancia extraordinaria por no revestir el carácter de definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48,cabe hacer excepción a dicha regla cuando se configura un claro apartamiento de lo resuelto en el fallo definitivo de la causa.


    Asociación de Usuarios y Consumidores de la Provincia de Corrientes c/ Dirección Provincial de Energía y Estado de la Provincia de Corrientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2814/2019/RH1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Energía eléctrica. Tarifa de servicios eléctricos. Inhibitoria. Cuestiones de competencia. Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Recurso queja Nº 1 - Estado Nacional - Ministerio de Hacienda - Secretaría de Gobierno de Energía c/ Estado Nacional - Central de Trabajadores de la Argentina CTA - Seccional Formosa s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21720/2019/1/RH1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Medidas cautelares. Medias para mejor proveer. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Radio Ciudad S.R.L. c/ Cablevisión S.A. s/ Incidente de apelación


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 14445/2017/1/RH1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto inmobiliario. Facultades tributarias. Estado Provincial. Municipio. Recurso extraordinario. Insuficiencia del agravio. Cuestión de derecho público local. Fundamentación de sentencias. Denegatoria del recurso. 


    Es ajeno a la instancia extraordinaria el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público local, porque ellas son privativas de los tribunales locales,en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo cuando medien supuestos de arbitrariedad.


    Agencia de Recaudación Fueguina (AREF) c/ Municipalidad de Ushuaia Tolhuin y Río Grande s/ Acción meramente declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1139/2018/RH1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Conexidad. Recursos. Improcedencia del recurso. Recurso extraordinario. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Como principio, las resoluciones que declaran la improcedencia de recursos deducidos por ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y procesal, no son revisables por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Recurso queja Nº 2 – Unión de Usuarios y Consumidores c/ Telecom Personal S.A. – Dr. Remaggi s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19330/2011/2/RH2, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    Como principio, las resoluciones que declaran la improcedencia de recursos deducidos por ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y procesal, no son revisables por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Recurso queja Nº 1 – Unión de Usuarios y Consumidores c/ Telecom Personal S.A. – Dr. Remaggi s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19330/2011/1/RH1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 40983/2017/3/RH2, “Recurso de queja Nº 3 - G., A. c/ EN – Mrio. Interior OP y V - DNM s/ Recurso directo para juzgados”.


    Recurso queja Nº 3 – C. T., J. de D. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 56776/2017/3/RH2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 40983/2017/3/RH2, “Recurso de queja Nº 3 - G., A. c/ EN – Mrio. Interior OP y V - DNM s/ Recurso directo para juzgados”.


    Recurso queja Nº 3 - D. C., J. A. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior y Transporte- Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83952/2015/3/RH2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Amparo ambiental. Recurso extraordinario. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria,y cabe hacer excepción a este principio cuando la sentencia frustra la vía apta para la defensa de los derechos del justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art.18 de la Constitución Nacional.


    López, Graciela Haydeé c/ Municipalidad de La Plata y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1935/2018/RH1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Competencia. Cobro de sumas de dinero. Sentencia no firme. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48,salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.


    Unión del Personal Civil de la Nación UPCN -5- c/ Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48916/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Intervención del Ministerio Público. Cuestión federal. Legitimación activa. Orden Público. Control de legalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los motivos expuestos por la Fiscal General.


    La impugnación suscita cuestión federal puesto que pone en tela de juicio las funciones atribuidas al Ministerio Público Fiscal por la Constitución Nacional y por la Ley 27.148Orgánica del Ministerio Público Fiscal y la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en esas normas (art. 14, inc. 3, ley 48). Además, la decisión se sustenta en una interpretación arbitraria del artículo 60 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, que prescinde del resto del ordenamiento jurídico vigente, en particular, las normas federales citadas y el artículo 387 del Código Civil y Comercial de la Nación.


    O´Leary, Sonia María s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 548/2015/6/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Control de legalidad. Responsabilidad parental. Guarda. Cuestiones de competencia. Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del art. 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación,como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.


    B. C., C. A. s/ Control de legalidad - Ley 26.061


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 53185/2013/1/RH1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Medidas cautelares. Reinstalación en el puesto de trabajo. Salarios caídos. Hospitales públicos. Recurso extraordinario. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria,salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.


    Recurso Queja N° 1 Galano, Adriana Beatríz c/ Estado Nacional Ministerio de Salud y Desarrollo Social de La Nación y otro s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44862/2018/1/RH1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Telefonía celular. Facturación errónea. Ley de defensa del consumidor. Admisibilidad del recurso. Cuestión de derecho común. Confirmación de sentencia. Competencia provincial. 


    Si bien el Tribunal tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48,cabe hacer excepción a tal principio cuando la decisión apelada comporta una denegación del fuero federal reclamado por el recurrente.


    Usuarios y Consumidores Unidos y otros c/ Telecom Personal S.A. s/ Daños y perjuicios, cuasidelito (excepto uso de automotor y responsabilidad del Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 787/2020/RH1, 14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Si bien el Tribunal tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48,cabe hacer excepción a tal principio cuando la decisión apelada comporta una denegación del fuero federal reclamado por el recurrente.


    Usuarios y Consumidores Unidos y otros c/ Telecom Personal S.A. y otro s/ Daños y perjuicios Cuasidelito (excepto uso de automotor y responsabilidad del Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 675/2020/RH1, 14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del fuero federal. Peritos. Ejecución de honorarios. Proceso arbitral. Costas. Contrato de obra. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva,salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Recurso queja Nº 2 - Barbieri Alberto Edgardo c/ Entidad Binacional Yacyretá y otro s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38359/2017/2/RH2, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Privación de justicia. Demanda laboral. Accidentes de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación.


    Aguirre, Luis Carlos c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20068/2018/RH1, 23 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Radicación del expediente. Asignación de causa. Denegatoria del fuero federal. Denegatoria de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Recurso queja Nº 1 -Estado Nacional- Ministerio de Energía y Minería c/ Abarca, Walter y otros s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30785/2016/1/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Recurso queja Nº 1- Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Asociación de Trabajadores del Estado y otros s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 25300/2019/1/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Defensa en juicio. Debido proceso. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Apartamiento de las constancias de la causa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho y prueba y la aplicación de normas de derecho común son propias de los jueces de la causa y resultan ajenas, como principio, a la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48,corresponde hacer excepción a dicha regla cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria a los fines de la validez del acto jurisdiccional.


    Recurso queja Nº 2 – Chavero, Jorge Valentín c/ Municipalidad de Rosario y otros s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12085091/2005/2/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el apartamiento de los extremos fácticos y legales del caso remite al examen de cuestiones ajenas a la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48,ello no es óbice para la apertura del recurso cuando, como ocurre en el sub lite, lo decidido al respecto solo reconoce un fundamento aparente y soslaya el tratamiento de cuestiones decisivas oportunamente introducidas por las partes. Ello es así, toda vez que, por esa vía, se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias de la causa.La Corte tiene dicho que es descalificable -con base en la doctrina de la arbitrariedad- la sentencia que omitió el tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por el recurrente, pues ello se traduce en la falta de fundamentación adecuada del pronunciamiento con la consiguiente afectación de los derechos de defensa en juicio y del debido proceso legal.


    Recurso de Queja Nº 1 – Autológica S.A. c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25380/2014/1/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1139/2018/RH1, “Agencia de Recaudación Fueguina (AREF) c/ Municipalidad de Ushuaia, Tolhuin y Río Grande s/ Acción meramente declarativa”.


    Agencia de Recaudación Fueguina (AREF) c/ Municipalidad de Ushuaia Tolhuin y Río Grande s/ Acción meramente declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1144/2018/RH1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Determinación de la competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Recurso queja Nº 5 - Rivas, Mónica Ester C/ Estado Nacional Argentino - Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Contencioso administrativo – Varios


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 19842/2017/5/RH3, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde denegar el recurso cuando este no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal en los términos del artículo 14 de la ley 48.Es doctrina de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos excepto que denieguen el fuero federal o se produzca una efectiva privación de justicia.


    Mallamace, Marcela Teresa c/ Miraalta 365 SCS y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20232/2016/1/RH1, 03 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Hábeas data. Obtención de datos. Consentimiento. Datos personales. Derecho a la intimidad. Correo electrónico. Costas al demandado. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Tratamiento de los datos sin autorización del interesado. Principio de autodeterminación informativa.


    El artículo 43, tercer párrafo de la Constitución Nacional reconoce el derecho de toda persona a la protección de los datos personales frente a cualquier intromisión arbitraria oabusiva que pudiera implicar una violación a la intimidad y a los demás derechos constitucionales.


    Recurso queja Nº 2 – Torres Abad, Carmen c/ Estado Nacional – Jefatura de Gabinete de Ministerios s/ Hábeas data


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49482/2016/2/RH1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1742/2018/RH1, “Loma del Pila S.R.L. c/ Comuna de Huasa Pampa s/ Inconstitucionalidad”.


    Casanova, Evaristo Enrique y otros c/ Comuna Rural de Gobernador Garmendia s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1494/2019/RH1, 28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Integración del tribunal. Ministerio Público Fiscal. Facultades del fiscal. Doble instancia. Recurso de casación. Recurso extraordinario. Resoluciones equiparables a definitiva. Debido proceso. Defensa en juicio. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien las resoluciones que declaran la inadmisibilidad de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria,cabe hacer una excepción en salvaguarda del debido proceso y la defensa en juicio cuando lo decidido frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente.El tribunal utilizó por fundamento una fórmula estereotipada que no constituye una respuesta concreta a los planteos formulados por el Ministerio Público. El fiscal, mediante recurso de casación, había cuestionado, entre otros aspectos, la constitución del tribunal unipersonal por estar vedada por el artículo 9, segundo párrafo, inciso b), de la ley 27.307, que dispone que los tribunales orales se integrarán con tres jueces cuando deban juzgar delitos cometidos por funcionarios públicos en ejercicio u ocasión de sus funciones.Encontrándose cumplido el recaudo de sentencia equiparable a definitiva y al versar el aludido reclamo sobre normas relativas a la constitución del tribunal vinculadas al régimen de las nulidades de orden general, el recurso de casación era la vía idónea, conforme los artículos 456, inciso 2, y 167, inciso 1, del código procesal, para que el Ministerio Público pudiera ejercer el control de legalidad al que está llamado. En consecuencia, su rechazo sin fundamento idóneo es descalificable bajo la doctrina de la arbitrariedad.


    Z., Alejandra s/ Falsificación de documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14790/2011/TO1/1/1/RH1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Inhabilidad de título. Inexistencia de deuda. Publicidad de los actos de gobierno. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien en principio las sentencias en juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso extraordinario, en estos autos se ha controvertido lo relativo a laprocedencia de las excepciones de inhabilidad de título y falta de legitimación pasiva, de forma tal que lo resuelto, en tanto se rechazaron ambas defensas, no podrá ser replanteado posteriormente.


    Municipalidad de Lincoln c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 935/2018/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Medida cautelar innovativa. Extinción del contrato de trabajo. Reinstalación en el puesto de trabajo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Distribución de la competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Recurso queja Nº 1- Jalil Nahuel c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5727/2018/1/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Insuficiencia del agravio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es principio asentado por la Corte que las decisiones que admiten o rechazan medidas cautelares no son sentencias definitivas y atañe al interesado, en su caso, poner de resalto la existencia de un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho,pueda ser de imposible reparación ulterior, sin que la mera alegación de arbitrariedad supla la ausencia del recaudo.La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    
      

    


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Entradafan.com.ar s/ Medida Precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 29172/2016/1/RH1, 20 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Admisibilidad del recurso. Acciones de clase. Recurso extraordinario. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    El a quo declaró mal concedido el recurso de apelación interpuesto por la actora, sobre la base de considerar aplicable al caso el Reglamento de Actuación enProcesos Colectivos aprobado por la acordada 12/16 del Tribunal, cuyo punto IV dispone que “solo serán apelables la resolución que rechace la remisión de la causa al tribunal ante el cual tramita el proceso registrado y la decisión de este último de rechazar la radicación del expediente remitido”.


    Recurso queja Nº 4 - Rivas, Mónica Ester c/ Estado Nacional Argentino - Ministerio de Energía y Minería y otros s/ Contencioso administrativo - varios


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 19842/2017/4/RH2, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 40983/2017/3/RH2, “Recurso de queja Nº 3 - G., A. c/ EN – Mrio. Interior OP y V - DNM s/ Recurso directo para juzgados”.


    Recurso queja Nº 3 – A. L., C. J. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo- Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6027/2014/3/RH2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Vistas y traslados. Falta de traslado. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 689/2018/RH1, “Serantes, Jorge Eduardo c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso colectivo–acción de clase”.


    Serantes, Jorge Eduardo c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso colectivo - Acción de clase


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1057/2020/28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Monto del juicio. Cómputo de intereses. Seguros. Cobertura. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema consideró que los planteos vinculados al cómputo de los intereses que corresponde pagar a la aseguradora podrían involucrar cuestiones de orden federal susceptibles deser examinadas en la instancia extraordinaria, y, en consecuencia, declaró formalmente procedente el recurso de queja y dispuso la suspensión del procedimiento de ejecución.


    F., K. E. c/ Clínica Cruz Celeste S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94124/2004/1/RH1, 08 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Remisión al dictamen de la causa CAF 665/2014/4/RH3, “Recurso queja N° 3 - Marini, Osvaldo Oscar c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso Queja N° 3 - Marini, Osvaldo Oscar c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 665/2014/3/RH2, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 101657/2016/2/RH1, “Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Asociación Sindical del Personal Jerárquico Profesional y Técnico de la Actividad Minera y Argentina y otros s/ Ley de asoc. Sindicales”.


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Asociación Sindical del Personal Jerárquico Profesional y Técnico de la Actividad Minera y Argentina y otros s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 101657/2016/2/RH2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.R.L. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1753/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Procedencia parcial. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 3911/2016/1/1/RH3 “Recurso de Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Globe Metales S.R.L. (antes S.A.) c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Medida cautelar”.


    Recurso Queja Nº 1 – Incidente Nº 2 – Globe Metales S.R.L. (antes S.A.) c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Incidente de apelación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 3911/2016/2/1/RH2, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 3911/2016/1/1/RH3 “Recurso de Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Globe Metales S.R.L. (antes S.A.) c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Medida cautelar”.


    Recurso Queja Nº 1 – Incidente Nº 4 – Globe Metales S.R.L. (antes S.A.) c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Incidente de apelación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 3911/2016/4/1/RH1, 02 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso directo


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, “YPF S.A. c/ D.G.A. s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72653/2018/CA1-CS1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Bienestar social. Pobreza. Emergencia alimentaria. Programa de Nutrición y Alimentación Nacional. Derecho constitucional a los beneficios de la seguridad social. Derecho a la salud. Derecho a la alimentación. Principio de dignidad humana. Estado Nacional. Competencia. Responsabilidad del Estado. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Para determinar el alcance de las competencias y responsabilidades del Estado Nacional en la garantía de los derechos a la salud y a la alimentación, en función de la ley 25.724 que implementa el Programa Nacional de Nutrición yAlimentación y sus disposiciones reglamentarias, así como de las normas constitucionales pertinentes, se debe interpretar la ley 25.724 en consonancia con el resto de la normativa que organiza la actividad del Estado en el campo de las prestaciones sociales involucradas en la causa. Corresponde acudir al esquema general de competencias del Ministerio de Desarrollo Social regulado por la ley 22.520 de Ministerios del Poder Ejecutivo Nacional, que determina la atribución de ese Ministerio de asistir al Presidente de la Nación y al Jefe de Gabinete de Ministros, “en todo lo inherente a la política social orientada a la asistencia, promoción, cuidados e inclusión social y el desarrollo humano, la seguridad alimentaria, la reducción de la pobreza, el desarrollo de igualdad de oportunidades para los sectores más vulnerables, en particular para las personas con discapacidad, las niñas, niños y adolescentes, las mujeres, los adultos mayores, la protección de las familias y el fortalecimiento de las organizaciones comunitarias, así como en lo relativo al acceso a la vivienda y el hábitat dignos, y al cumplimiento de los compromisos asumidos en relación con los tratados internacionales y los convenios internacionales, en materia de su competencia”. En particular, se le asigna la competencia específica de formular, coordinar y monitorear las políticas alimentarias del ámbito nacional, provincial y municipal y de los programas alimentarios implementados en el ámbito nacional.De modo concordante, la ley 25.724 crea el Programa Nacional de Nutrición y Alimentación en cumplimiento del deber indelegable del Estado de garantizar el derecho a la alimentación de toda la ciudadanía y le atribuye funciones de conducción, organización y control del programa de forma coordinada e inter jurisdiccional con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.Si bien la gestión operativa del programa alimentario previsto en la ley 25.724 está en cabeza de las provincias y de los municipios, el Estado Nacional es el responsable de su funcionamiento adecuado y eficaz en todo el territorio del país, en tanto ha sido instituido, a través de los ministerios designados por la ley, como autoridad de aplicación y en tal carácter posee las atribuciones necesarias para asegurar su cumplimiento. Corresponde a los ministerios nacionales responder en el supuesto de incumplimiento de las jurisdicciones locales, pudiendo rescindir el convenio firmado e implementar las medidas necesarias para suplir las omisiones e incumplimientos de los responsables inmediatos en la distribución de las prestaciones. A tal fin han sido facultados para instrumentar en sus respectivos ámbitos de incumbencia, todos los mecanismos inherentes al cumplimiento de lo establecido en la ley 25.724 y en su reglamentación. De manera que las competencias de los Ministerios del gobierno federal exceden ampliamente la mera financiación del plan.La responsabilidad del Estado Nacional por el cumplimiento del programa se ve reafirmada en los fundamentos del decreto 1008/2003 donde se expresa que a los Ministerios de Desarrollo Social y de Salud, al ser las autoridades de aplicación del programa, “corresponde dotarlos de los recursos necesarios en materia de conducción administrativa, ejecutiva, apoyo y asesoramiento que les permitan un ágil funcionamiento acorde con la gestión que se les encomienda y con la situación que padecen los sectores sociales alcanzados por la Ley 25.724”.El Gobierno nacional responde por el funcionamiento integral del programa y resulta además último garante de su cumplimento en caso de que las jurisdicciones locales infrinjan sus correspondientes obligaciones.La interpretación de las disposiciones de la ley 25.724, en cuanto al alcance de las incumbencias nacionales, resulta nítidamente reforzada por las reglas de distribución de competencias federales que establece la norma fundamental.Esta Procuración General ha sostenido que el Estado Nacional posee atribuciones y responsabilidades concurrentes con las jurisdicciones provinciales en el ámbito específico de la seguridad social que comprende la cobertura de riesgos y contingencias que afectan las condiciones básicas de existencia, tales como los programas alimentarios, de transferencia de ingresos, acceso a la vivienda social, servicios de cuidado y asistencia familiar.En base a los arts. 14 bis y 75 inc. 23 de la Constitución Nacional, al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, al Protocolo de San Salvador, y a la Convención sobre de los Derechos del Niño, al Gobierno Federal le corresponde adoptar medidas positivas para cubrir las contingencias sociales, en particular de familias en situación de vulnerabilidad que se hallan privados del acceso al derecho a una alimentación adecuada y de calidad.Esta perspectiva además se encuentra en consonancia con el alcance de las obligaciones positivas que emanan de la Convención Americana de Derechos Humanos en relación con el derecho a la vida en condiciones dignas, y a la protección de la vida familiar. En el caso “ATE”, la Corte, citando varios precedentes de la Corte IDH, ha señalado el deber del Estado “de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho a una vida digna”.Las leyes que otorgan facultades a la Nación para implementar el derecho a la alimentación, no transgreden el esquema constitucional de reparto de competencias y, por lo tanto, no invaden aquellas que resultan propias y exclusivas de las provincias. Por el contrario, existe un ámbito de la seguridad social que comprende a las políticas dirigidas a asegurar las condiciones materiales mínimas para la subsistencia, en el que la Nación y las provincias comparten atribuciones de administración y reglamentación, y en esa órbita se inserta el programa alimentario.La Corte ha entendido que el término “Estado” empleado en el art. 14 bis, párrafo tercero, alude tanto al Estado Nacional como a los estados provinciales, de manera tal que la reglamentación de este precepto corresponde a ambos niveles jurisdiccionales y que, en caso de facultades concurrentes, una potestad nacional y una provincial pueden ejercerse sobre una misma materia sin que de esta circunstancia derive violación de principio o precepto jurídico alguno siempre que no medie una incompatibilidad manifiesta e insalvable entre esas facultades.La interpretación de las competencias y responsabilidades del Estado Nacional bajo las leyes 22.520 y 25.724 se ve confirmada por las directivas constitucionales que le imponen el deber de implementar políticas sociales dirigidas a preservar a toda la población el derecho a un nivel de vida adecuado. El Estado Nacional integra la relación jurídica sustancial y resulta responsable por las prestaciones básicas.No existe una afectación al principio de legalidad ni al principio de congruencia si la decisión de la cámara cuenta con fundamentación normativa, y se ciñe al objeto de la acción, a los términos en que quedó trabada la relación procesal, así como al alcance de los recursos concedidos.


    E., R. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 22011831/2005/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Previa dictaminar se debe determinar si la acción penal se encuentra vigente.


    C., Adrián Esteban y otros / Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 69/2018/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CNT 19155/2015/CS1, “Sindicato Unido de Trabajadores y Empelados del PAMI SUTEPA c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Juicio sumarísimo”.


    Sindicato Unido de Trabajadores y Empleados del PAMI SUTEPA c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19155/2015/5/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia.


    Pehuenia Alimentaria S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2181/2017/13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acceso a la información pública. Actuaciones administrativas. Concentración económica. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    La vía que prevé la ley 25.156 en los arts. 52 y 53, consistente en un procedimiento especial que excluye la posibilidad del amparo como vía idónea, resulta inadmisible.Si bien el acto impugnado por la actora a través del cual fueron rechazadas sus solicitudes de acceso a la información en las actuaciones administrativas en las que tramitó el pedido para aprobar la concentración económica y ser tenida por parte en el expediente administrativo, ha sido dictado en el marco de un trámite de aprobación de concentración económica regulado en el capítulo III de la ley 25.156, no tuvo por objeto rechazar o condicionar tal operación, por lo que resulta inaplicable lo prescripto en el acápite c) del art. 52 de ese ordenamiento.


    A través de la resolución impugnada la administración rechazó la solicitud formulada por la actora de acceso a la información en las actuaciones administrativas en donde tramitó aquella operación, por lo que dicha resolución no encuadra en ninguno de los supuestos mencionados en el art. 52 de la ley 25.156.


    AMX Argentina c/ Estado Nacional – Ministerio de Producción – Secretaría de Comercio s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72376/2017/CA3-CS1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Concursos docentes. Exclusión del concurso. Exceso ritual manifiesto. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria por su carácter fáctico y procesal,máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, pues en estos casos la doctrina la arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Sin embargo, tal principio reconoce excepción cuando lo resuelto frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Cosani, Carmen Esther c/ Provincia de Santa Fe s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1258/2019/RH1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Hoerbiger de Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1246/2017/07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ley provincial. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de las causas CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1281/2017, "Laboratorios Bernabó S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2318/2016, "


    Carrier Fueguina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4996/2015/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Molinos Florencia S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140/2019/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017 "Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2423/2018/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, "Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Torres e Hijos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2135/2018/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 294/2019/1, “Cooperativa de Servicios Públicos Ruta J. Limitada c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza”.


    Cooperativa de Servicios Públicos Ruta J. Limitada c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2294/2019/11 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Laboratorio Elea Phoenix S.A. (ex Laboratorio Phoenix S.A.I.C.yF.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2332/2017/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Simmons de Argentina S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1959/2016/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia.


    Siderca S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1056/2017/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1463/2017/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Orbis Mertig S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1490/2017/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Scimaca S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1168/2017/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. C/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2228/2016/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2334/2016/12 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 22141/2018/CA1-CS1 “Televisión Federal S.A. (TF 31023-A) y otro c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Federal Express Corporation y otro c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46920/2017/CS1-CA1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Nulidad de la resolución. 


    Remisión al dictamen de la causa FRE 31000312/2007/1/RH1, “Agropecuaria Herradura S.A. C/ AFIP – DGI s/ Contencioso administrativo – varios”.


    Recurso queja Nº 1 - Don Marcelino S.A. c/ Fisco Nacional – Dirección General Impositiva s/ Contencioso administrativo – varios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 50063/2015/1/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1533/2017/RH1, “Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Municipalidad de Quilmes s/ Acción contencioso administrativa”.


    Amx Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Matanza s/ Protección anulatoria - Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2094/2018/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1533/2017/RH1, “Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Municipalidad de Quilmes s/ Acción contencioso administrativa”.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Municipalidad de la Matanza s/ Demanda contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2283/2018/RH1, 21 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Explotación de hidrocarburos. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones que resuelven los planteos de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48,cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente.La sentencia apelada no se ajusta a derecho, toda vez que este proceso corresponde a la competencia de la justicia federal.La Corte tiene dicho, reiteradamente, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.


    Medanito S.A. c/ Municipalidad de Rincón de los Sauces s/ Amparo Ley 16.986


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 21294/2019/CS1, 08 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Privación de justicia. Resoluciones equiparables a definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.


    Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería s/ Inhibitoria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 578/2018/CA2-CS2, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 238, L. XLVI, “Logística la Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5321/2014/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 320/2019/CS1, “Vertex Computers S.A. s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en GCBA c/ Vertex Computers S.A. y otros s/ Ejecución Fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vertex Computers S.A. y otro s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 202/2019/RH1, 14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 4930/2015/RH1, “Volkswagen de Ahorro para Fines Determinados S.A. c/ Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa”.


    Vertex Computers S.A. s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vertex Computers SA y otros s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 320/2019/CS1, 14 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hábeas data. Admisibilidad del Recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 49482/2016/2/RH1, “Torres Abad, Carmen c/ EN-JGM s/ Habeas data”.


    Torres Abad, Carmen c/ Estado Nacional – Jefatura de Gabinete de Ministerios s/ Hábeas data


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49482/2016/CS1-CA1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 42105395/2011/CS1, “Ente Administrador del Astillero Río Santiago c/ AFIP-DGI s/ impugnación acto administrativo”.


    Recurso Queja Nº 1 – Ente Administrador del Astillero Río Santiago c/ AFIP - DGI s/ Impugnación acto administrativo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 42105395/2011/1/RH1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Fallos del Superior Tribunal. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Como principio, las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria por su carácter fáctico y procesal, máxime cuando se trata de pronunciamientosde superiores tribunales de provincia, pues en estos casos la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida.Si bien tal principio admite excepción en ciertos supuestos en los cuales se advierte una violación a la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional, en la especie no cabe apartarse de la regla establecida, toda vez que los agravios de la recurrente no alcanzan a demostrar la arbitrariedad de la sentencia impugnada, ni la configuración de un grave menoscabo a derechos o garantías protegidos por la Ley Fundamental.Resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por la Corte en el sentido de que son extraños a la vía excepcional del art. 14 de la ley 48 los pronunciamientos por los cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de recursos extraordinarios de carácter local interpuestos ante ellos, máxime cuando las quejas planteadas sólo traducen la mera disconformidad de la apelante con lo resuelto, sin que se observen defectos graves de razonamiento o fundamentación que puedan merecer amparo en la doctrina de la arbitrariedad.

Troncha, Ricardo y otros c/ Provincia del Chaco s/ Ejecución de sentencia Artículo 97, Ley 848



    


CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2486/2019/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Validez de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa la causa CNT 14604/2018/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART SA s/ Accidente-ley especial”.


    Benítez, Nancy Mabel c/ Reconquista A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10584/2018/CS1, 16 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 14217/2003/TO1/221/1/1/RH40, "F., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario".


    F., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO1/221/2/1/RH43, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Notificación. Debido proceso. Falta de traslado. Devolución del expediente. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso —particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, delCódigo Procesal Civil y Comercial de la Nación— tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así las cosas, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.


    Cámara Sucroalcoholera Argentina SC y otros c/ Municipalidad de Córdoba s/ Inhibitoria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 55748/2017/CS1, 12 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al fallo de la causa L.238, L.XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Alimentos Refrigerados Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 344/2018/28 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo X


       Derecho Procesal Penal


    Actos y diligencias procesales


    Devolución del expediente. 


    Incidente N° 1 - Imputado: M., Elías Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19322/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Abandono de personas. Muerte. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Funcionarios públicos federales. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia ordinaria. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Habida cuenta de que no es posible advertir de las constancias de la causa que hubieran participado funcionarios públicos del organismo nacional en los sucesos denunciados, la justicia en lo penal, contravencional y de faltas debe continuar con la profundización de la pesquisa que investiga las circunstancias de la muerte de la víctima, para resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    PAMI y otro s/ Abandono de personas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1109/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    El presente no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la existencia de un hecho delictivo por parte de miembros de Gendarmería Nacional y su incidencia en el normal funcionamiento del establecimiento, conforme lo plantea la magistrada provincial en sus resoluciones. En tales condiciones, corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


    N.N. s/ Abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2757/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    Director de organismo provincial.


    Corresponde a la competencia provincial la investigación que se refiere a la supuesta comisión de delitos en ocasión de la función del director de un organismo del estado provincial que opera bajo la órbita del ministerio de seguridad de la provincia de Buenos Aires, dado que no surge que se haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    Incidente N° 1 - Denunciante: R., Andrés Mariano - Denunciado: L., Juan Manuel s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54314/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Corrupción de menores. Lugar del hecho. Interés superior del niño. Economía procesal. Defensa en juicio. Competencia provincial. 


    No ha sido delimitado con la precisión debida el lugar donde habrían ocurrido los hechos de abuso sexual agravado y corrupción de menores agravada, en tanto estos fueron genéricamente enmarcados en el contexto de convivencia que mantuvieron el imputado, su expareja, los hijos de ambos y los propios de ella, primero en la localidad bonaerense de General Rodríguez y después, en la ciudad de Villa Carlos Paz. Al haberse producido toda la prueba en territorio bonaerense y el avanzado estado de la causa, donde la convocatoria de las partes al juicio se encuentra firme y se fijó audiencia con jurado popular; a lo cual también debe sumarse la necesidad de evitar la eventual reedición de una misma situación traumática para la víctima en otra jurisdicción, y que el proceso pudiera retrotraerse a etapas anteriores y así extender su duración hasta la sentencia, permiten concluir en la conveniencia de que la causa finalice en sede provincial bonaerense. La radicación ante sus tribunales es la solución más aconsejable para asegurar, a la vez, mejores condiciones de economía procesal y defensa del imputado, principios rectores a los que debe atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos, siempre que quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional. Tal postura también aparece como la más adecuada para resolver la cuestión, pues es la que favorece la pronta terminación del proceso requerida por la buena administración de justicia, máxime cuando existe un imputado privado de su libertad.


    F., J. L. s/ Abuso sexual - Artículo 119, 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1166/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Trata de personas. Tribunal oral en lo criminal. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación la jurisprudencia de la Corte según la cual, con independencia de la calificación legal que en definitiva resulte de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que compete al tribunal de juicio, al haber tramitado la causa desde su inicio en jurisdicción federal y el Ministerio Público Fiscal requerido su elevación a juicio, la radicación ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar una mayor economía procesal y mejor defensa del imputado, principios rectores que deben atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos. Por lo demás, conviene recordar la estrecha relación que existe entre el delito de la trata de personas y la reducción a servidumbre u otra condición análoga, a la que se refiere el tribunal oral federal, en tanto constituye uno de los supuestos de explotación expresamente previsto en el artículo 2, inciso a, de la ley n° 26.364, y la fundamental importancia de mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la ley que lo reprime. En razón de todo lo anterior, corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Mar del Plata seguir conociendo del caso.


    Incidente N° 10 – Imputado: A., J. M. s/ Incidente de competencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 35384/2017/TO1/10/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    En atención a lo que surge de los términos de la denuncia, de la entrevista mantenida en el ámbito escolar con la madre de las niñas, del testimonio brindado por ésta en sede policial y de los informes pedagógicos acompañados, no puede descartarse que los hechos habrían ocurrido en el en el domicilio de las menores y en el mismo contexto de convivencia familiar, por lo que corresponde al juez de esa jurisdicción incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación. Ello, sin perjuicio de que si luego considera que con respecto al hecho que tendría como autor a otro menor de edad la pesquisa corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    O., R. A.l s/ Abuso sexual - Artículo 119, 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47595/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Economía procesal. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    La elección del tribunal que corresponda juzgar los hechos objeto de contienda debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Atento que cabe a todos los organismos intervinientes velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y evitar la reedición de una misma situación traumática, corresponde proseguir la sustanciación de esta causa a la justicia provincial, que por haber prevenido y ser el tribunal del domicilio de los interesados, se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    D. L., H. O. s/ Abuso sexual con acceso carnal agravado por la convivencia preexistente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 529/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    En atención a lo que surge del relato, en cuanto a que los presuntos ataques sexuales habrían ocurrido en la localidad de Morón, donde, por otra parte, reside la familia y también lo haría el denunciado, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción en la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31868/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si la conducta presuntamente impeditiva se llevó a cabo en la localidad provincial, frente a las particularidades del caso, corresponde proseguir las actuaciones en esa sede, donde deberán, eventualmente, ventilarse también los asuntos referentes al régimen de visitas.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61438/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de los escasos elementos remitidos, lo cierto es que de acuerdo con lo manifestado por la madre de los menores, los hechos sexualmente abusivos denunciados habrían tenido lugar en territorio bonaerense, donde el imputado residiría junto a la mayoría de los niños. Por ello, corresponde al magistrado de ese lugar asumir la jurisdicción de esta causa e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, con el debido tratamiento cautelar que eventualmente corresponda para salvaguardar la integridad psicofísica de los menores.


    C., C. E. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28378/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Policía federal. Competencia federal. 


    Entorpecimiento del buen servicio de los empleados de la Nación.


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses nacionales o la prestación del servicio de un organismo de esa naturaleza. También tiene resuelto que el carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor, o víctima del delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales. Si al momento de cometerse la conducta sexualmente abusiva en perjuicio de la denunciante, ésta y su superior se habrían encontrado en pleno ejercicio de sus funciones como integrantes de un organismo dependiente del Estado nacional, no puede descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido de Fallos: 295:595; 306:1681 y 307:2418.


    V., J. E. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50379/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Víctima menor de edad. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que de los dichos de la menor, no desvirtuados por otras constancias de la causa, se desprende que el presunto acometimiento sexual del que habría sido víctima sucedió en la provincia de Buenos Aires, a esos estrados corresponde conocer del hecho.


    Incidente N° 3 – Denunciante: G., N. R. y otro. Imputado: A., P. s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42839/2018/3/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal, que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Corresponde al juzgado que previno, y en cuyo ámbito se domiciliaría el denunciado, incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir el trámite de la causa, con el debido resguardo de la integridad psicofísica de la niña. No se verifican aquellas circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del interés superior del niño, autorizarían a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde reside la menor víctima, supuesto que tiende a evitar la traumática reiteración de procedimientos idénticos cuando los hechos sexualmente abusivos se hayan cometido en distintas jurisdicciones territoriales.


    R., O. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119, 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2201/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Amenazas. Competencia contravencional y de faltas. 


    Si de los dichos de la denunciante no surgen datos suficientes que permitan delimitar las circunstancias de modo, tiempo y lugar de los presuntos hechos de abuso sexual, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Corresponde al juzgado que previno incorporar los elementos necesarios para darle precisión a esos hechos. Teniendo en cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que respecto de las amenazas ocurridas en esta capital el relato no se encuentra desvirtuado por otras constancias del legajo, su conocimiento corresponde a la justicia porteña, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Z., L. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 44/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Conforme con los dichos de la menor al inicio de esta causa y que no ha sido contrarrestado por los demás elementos del incidente, los hechos sexualmente abusivos de los que habría sido víctima habrían sucedido en un domicilio cercano al de su padre en una localidad la provincia de Buenos Aires. Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para continuar la investigación.


    N.N. s/ Abuso sexual – Artículo 119 3° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 92103/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Si de los dichos de la denunciante se desprende que los presuntos abusos sexuales a investigar habrían ocurrido en el domicilio de la menor, corresponde al juez bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir con posterioridad.


    A., A. E. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18918/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Consumación del delito. 


    Es doctrina del Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., J. I. s/ Estupro según circunstancias Artículo 119 incisos A, B, C, D, E y F


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 465/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    I. B., F. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68781/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si bien los relatos del denunciante no resultan del todo suficientes para determinar con razonable certidumbre las circunstancias concretas en las que habrían ocurrido los episodios de abuso sexual que denuncia, lo cierto es que al menos surge como una de las víctimas su hijo de diecisiete años y que las conductas abusivas en su perjuicio habrían tenido lugar en territorio bonaerense, donde éste viviría y también lo haría el presunto autor. Por ello, corresponde al juzgado de esa localidad provincial asumir la investigación.


    S., J. C. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2849/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Residencia habitual. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de que aún no se ha escuchado a la niña en cámara Gesell respecto del hecho o los hechos de índole sexual de los que habría sido víctima ni del lugar de su posible comisión, de acuerdo con los elementos reunidos hasta el momento y con independencia de la calificación legal que quepa darles, éstos habrían ocurrido en la localidad de Vicente López, donde reside el denunciado y también lo haría habitualmente la denunciante con su hija, conforme surge del último domicilio aportado. Por lo tanto, corresponde al juzgado de garantías asumir el conocimiento de esta causa.


    D., R. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70689/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Facultades jurisdiccionales. Garantías procesales. Acceso a la justicia. Competencia nacional. 


    Hechos cometidos en distintas jurisdicciones.


    Los hechos denunciados deben ser investigados de manera conjunta conforme el criterio establecido por la Corte en Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia”. Cuando los distintos episodios relacionados tuvieron lugar en distintas jurisdicciones, la determinación del tribunal competente habrá de favorecer al órgano que esté en mejores condiciones de dar la respuesta judicial más efectiva, y en especial si se trata de conflictos de violencia de género, garantizar un adecuado acceso a la justicia por parte de la víctima.


    A., J. J. s/ Abuso sexual


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 282/2020/CS1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Programa de televisión. Actos u omisiones de particulares. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la nuda lesión de derechos constitucionales provocada por actos de particulares o autoridades de provincia, no sujeta las causas que así surgieran al fuero federal, excepto cuando mediaren razones vinculadas a la tutela y el resguardo de competencias que la Constitución reserva al gobierno nacional. Por ello, en la medida en que la presente acción responde a un conflicto entre particulares y no se advierte afectación de intereses del Estado Nacional o funciones exclusivamente atribuidas a sus órganos, corresponde al fuero ordinario continuar el trámite de la causa.


    Incidente N° 1 – Beneficiario: M. C., Carlos Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 93713/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Actos de crueldad a animales. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que de las constancias del legajo se desprende que el hecho habría ocurrido efectivamente en la localidad de Villa Domínico, partido de Avellaneda, corresponde al juzgado bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación.


    N.N. s/ Infracción Ley de protección animal


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2183/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Actos u omisiones de particulares. Servicio Penitenciario Federal. Competencia provincial. 


    Para reputar un hecho sujeto a la competencia federal no basta la circunstancia de que se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional, sino que es preciso que además se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Los hechos objeto de controversia responderían a motivos particulares, sin intervención de agentes penitenciarios y cuya entidad no habría puesto en riesgo la seguridad general de la unidad carcelaria.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 292/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. AFIP. Competencia en lo penal económico. Estafa. Competencia federal. 


    Los dichos del denunciante y la documentación aportada, que no han sido controvertidos en autos sino que por el contrario se han corroborado con otras constancias de la causa, permiten considerar que los episodios que motivaron el conflicto habrían originado operaciones irregulares ante la AFIP mediante facturaciones fraudulentas con el uso indebido un CUIT. En tales condiciones, estimo que corresponde al juzgado nacional en lo penal económico continuar conociendo en estas actuaciones, máxime cuando -más allá de su criterio sobre el alcance de los montos eventualmente evadidos- no cuestionó la materia. Por lo demás, en caso de que luego de una adecuada investigación ese magistrado decida excluir fundadamente la tipicidad de alguna conducta de su competencia específica, estimo que frente al eventual entorpecimiento del normal desarrollo del organismo nacional o el de sus empleados, deberá estarse al criterio de Fallos: 308:487; y Comp. 119, L. XLIV, “Blanco Estela Maris s/ Estafa”, y CSJ 4/2017/CS1, “Matonti, Luciano s/ Estafa”, lo que en definitiva podría hacer surtir la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Nardo Darío- Imputado: C. A. de A. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49489/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En primer lugar, cabe señalar que en el precedente de Fallos: 341:1228 la Corte le atribuyó competencia material a un juzgado federal en orden a un conflicto suscitado en una causa en la que se ventilaban cuestiones ajenas al ámbito penal, que no resultan aplicables a este litigio. Sentado ello, cabe señalar que, en lo que atañe a esta cuestión de competencia, aun cuando la pesquisa se encuentra en un estado incipiente, es posible resolver el conflicto a partir de los términos de la denuncia. Resulta aplicable al caso el criterio sentado en los precedentes referidos en el dictamen fiscal en el que se apoya la declinatoria en cuanto establecen que no corresponde a la jurisdicción federal conocer acerca de la administración fraudulenta de una obra social, pues los fondos que le son remitidos por la Nación quedan incorporados a su patrimonio, motivo por el cual la damnificada directa por la conducta denunciada resulta ser la misma obra social y no el Estado Nacional. Además, es también doctrina de la Corte que conforme a las previsiones de la ley 23.660 las obras sociales son patrimonio de los trabajadores que las componen, y poseen individualidad jurídica, financiera y administrativa. De acuerdo con esos principios, no se presentan elementos que hagan presumir que los hechos hayan puesto en peligro intereses pecuniarios nacionales, sin que tampoco se aprecien por el momento otras circunstancias que hagan surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva; máxime cuando la intervención del fuero de excepción está además condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Por esas razones, el juzgado ordinario es quien resulta materialmente competente para entender en esta causa. Por los demás, en jurisdicción de ese mismo tribunal tiene su sede la obra social por lo que cabe presumir que allí pudieron haber ocurrido actos infieles determinantes de la comisión del delito de administración fraudulenta o sucesos con eventual relevancia para la investigación. En definitiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, continuar conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior trámite de la pesquisa.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Unión del Personal Jerárquico de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones UPJET. Denunciado: Juan Gastón A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19009/2019/1/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Lugar del hecho. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia contravencional de faltas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración. Habida cuenta de que es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y en atención a que mediante la ley 26.702, vigente desde el 1 de enero de 2018 - Tercer Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires- la jurisdicción respecto de esa infracción ha sido traspasada a la justicia en lo penal, contravencional y de faltas de esta ciudad, corresponde a ese fuero conocer a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda.


    F., Rodolfo Francisco y otros s/ Robo de automotor con armas, hurto de mercadería transportada (Artículo 165 inciso 5) y falsa denuncia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72687/2015/TO1/3/CS2, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Fondos de obras sociales. Compraventa inmobiliaria. Acumulación de procesos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    No puede establecerse por el momento que exista coincidencia entre esta causa, y la que tramita en la justicia provincial en la que se investigan presuntas irregularidades cometidas en la administración de fondos de la obra social OSUNSAM, atento a que los magistrados contendientes no efectuaron una descripción concreta del contexto fáctico que abarcaría la investigación iniciada en sede provincial, sin que tampoco quepa determinarlo a partir de los elementos incorporados al presente, desde que solo se cuenta al respecto con la certificación sobre la que se basó la declinatoria, que de igual modo se presenta escueta y difusa. Esas razones impiden formular un juicio cierto acerca de la posibilidad de que el objeto procesal de esta causa se encuentre comprendido en el de la otra. No es posible para la Corte ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Corresponde que el tribunal nacional que previno, incorpore los elementos necesarios a fin de darle precisión a su declinatoria para, en su caso, volver a tomar una decisión al respecto con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 5 – Damnificado: O. S. de la U. de S. M.. Imputado: R., Raúl José y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55562/2018/5/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Transmisión del dominio. Economía procesal. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber y que, en supuestos como el de autos, en que esa conducta se verificó en distintas jurisdicciones, la controversia debe ser resuelta ponderando cuestiones que aseguren una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    P. P., Antonio s/ Administración fraudulenta


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1380/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    La investigación de la presunta adulteración de una chapa patente, de acuerdo con la doctrina de la Corte, corresponde a la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al registro nacional de la propiedad automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Toda vez que dicha figura no fue transferida al fuero local, corresponde conocer en esta causa a la justicia nacional, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    A., Glady Dalma s/ Incidente de incompetencia


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 25407/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    La investigación de la presunta adulteración del número de la chapa patente, de acuerdo con la doctrina de la Corte, corresponde a la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al registro nacional de la propiedad automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y toda vez que dicha figura no fue transferida al fuero local.


    N.N. s/ Falsificación documentación automotor


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1442/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    R., Víctor Horacio s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2617/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12176/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia federal. 


    Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra por encontrarse relacionados al mismo objeto, de acuerdo con el criterio de la Competencia CSJ 1681/2018/CS1 “Guzmán, Lucas Tadeo s/ Robo con armas” y Fallos: 329:1324.


    S. P., Sergio Fabricio y otro s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (5) 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1081/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. Robo. Motocicleta. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En atención a la estrecha vinculación existente entre las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal y la falsificación de la cédula de identificación del vehículo que han sido debidamente corroboradas, dada la coincidencia existente entre las numeraciones insertas en la cédula de identificación y las que presentaba la motocicleta, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso deberá ser la justicia federal. En lo atinente al modo en que el imputado habría entrado en posesión del moto-vehículo y la averiguación de sus precisas circunstancias, los elementos reunidos hasta el momento impiden encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido. Más allá del procesamiento dictado por la magistrada nacional de instrucción en orden al delito de encubrimiento, aun cuando han sido comprobadas las falsificaciones de las numeraciones identificatorias del chasis y motor, como así también el carácter apócrifo de las placas y la cédula de identificación, no surge que haya sido determinada la real existencia de un delito antecedente en el que el imputado no haya participado, lo que se exige como presupuesto objetivo básico de la figura del artículo 277 del Código Penal.


    C. A., David Gustavo y otro s / Atentado agravado con agresiones a autoridad, lesiones leves y falsificación o supresión de número registro


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71122/2019/4/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. La comisión del delito de falsificación de la cédula de identificación para autorizado a conducir, corresponde a la justicia federal, por tratarse de un documento de carácter nacional. Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, es conveniente que la investigación de ambas figuras quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Falsificación documentación automotor - Denunciante: F., Francisco


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48063/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde practicar las diligencias que permita determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habrían desarrollado los hechos para, en su caso, poder encuadrarlos en alguna figura penal sobre la que se pueda decidir la competencia.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2662/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro. Denunciante: S., Patricia Laura


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27899/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su tenencia ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, es conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal.


    M., José Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis, apartado (2) 3º párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2333/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Aeropuerto Internacional Ministro Pistarini. Taxi. Taxistas. Seguridad en los aeropuertos. Monopolio. Asociación ilícita. Extorsión. Tenencia ilegítima de armas. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    La asociación ilícita, extorsión, tenencia ilegal de armas y encubrimiento remiten a delitos de naturaleza común y los antecedentes agregados al incidente no resultan suficientes, al menos de momento, para aseverar algún tipo de compromiso en la operatoria aeroportuaria o el entorpecimiento de los servicios de seguridad que brinda la autoridad nacional en el aeropuerto internacional de Ezeiza.


    C., Víctor Hugo y otros s/ Averiguación de delito


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 197/2018/27/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    AFIP. Clave fiscal. Contribuyentes. Sistema informático. Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


    Si el ingreso al sistema del ente recaudador se habría efectuado desde el estudio contable del cual el denunciante es cliente y presumiblemente por alguna de las personas que conocían su usuario y clave fiscal, nos encontraríamos ante un caso de acceso indebido producido por abuso de confianza, lo que no es suficiente para excitar la intervención del fuero de excepción.


    N.N. s/ Estafa y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46168/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Contribuyentes. Sistema informático. Competencia federal. 


    Afectación al normal desarrollo de una institución nacional.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza de los hechos y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Corresponde a la justicia federal el conocimiento de las anomalías que habrían obstruido el normal desarrollo de la AFIP, consistente en el ingreso ante el sistema electrónico de dicho organismo de facturas cuestionadas en su legitimidad, que informaron datos que generaron irregularidades impositivas.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., José Alberto. Imputado: G., Norberto y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75856/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Allanamiento. Secuestro de bienes. Armas de uso civil. Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia federal. 


    Si entre los elementos secuestrados se encontraba un explosivo, de acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 328:4696 y en Comp. 193, L. XLIV, “N.N. s/ Tenencia o acopio de material explosivo”, corresponde a la justicia federal conocer en estas actuaciones.


    A., Diego Rubén y otro s/ Tenencia arma de guerra (Artículo 189 bis 4° párrafo) – Modificación Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1735/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Portación de armas. Competencia provincial. 


    A partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria Si el secuestro del arma se produjo en una localidad de la Provincia de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que continúe con esta investigación, sin perjuicio de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente Nº 7 - Imputado: S., Jorge Adrián s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 98006/2017/7/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Alquiler de vehículo con chofer. Uber. Transporte de carga. Hurto. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, en cuyo ámbito, se domicilian tanto el conductor del automóvil utilizado para el transporte y quien debía recibir la mercadería.


    N.N. s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49859/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Redes sociales. Facebook. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que esta contienda se circunscribe a la figura de amenazas coactivas agravadas por haber sido cometidas en forma anónima, que de acuerdo a los dichos de la denunciante habrían ocurrido en la localidad de Hurlingham, y que de lo actuado surge que los hechos tienen estricta motivación particular, no existiendo posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Artículo. 153 bis – acceso sin autorización a un sistema o dato informático de acceso restringido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2386/2018/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Teniendo en cuenta que la mayoría de los hechos ocurrieron en esta capital, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte, en la Comp. 475, L. XLIII, “Cazón, Adella Claudia”; corresponde conocer en esta causa al juzgado porteño, donde, además se domicilian la denunciante y el imputado.


    L., José Darío s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 43/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5, de la ley 48 deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que el hecho tuvo lugar dentro de un ente nacional y que, por el momento, no es posible establecer cuál fue su finalidad, sin que por ello sea posible descartar que se vinculen con el desempeño de su gestión, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa.


    N.N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2533/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    A partir de la descripción del objeto procesal de la causa que actualmente se sigue contra el imputado en un Juzgado Federal, el envío de la carta que infundió preocupación y temor a su receptor resulta ser —con independencia de su relevancia típica— un hecho independiente y sin relación con el primero, además de resultar ajeno a la competencia excepcional y restrictiva del fuero federal.


    D., Marcelo Sebastián s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 967/2020/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Extorsión. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En virtud de la unidad contextual que presentan los sucesos de amenazas sucesivas y extorsión, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos 339:652. Si la mayoría de los hechos denunciados habrían ocurrido en territorio bonaerense, corresponde conocer en esta causa al juzgado provincial en cuya jurisdicción se domicilian las víctimas.


    Incidente N° 1 - Denunciante: R. F. E., José Marcelo Adrián - Imputado: M., Daniel Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15890/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Agencia federal de investigaciones.


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. De las escasas constancias remitidas no surgen elementos de juicio suficientes para determinar la significación penal de los hechos denunciados y de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia, toda vez que no se habrían acreditado las circunstancias referidas por el denunciante ni la intervención de la justicia federal en los sucesos denunciados.


    N. N. s/ Legajo de apelación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12829/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones. Tenencia ilegítima de arma de uso civil. Competencia contravencional. 


    Si las amenazas formarían parte del mismo contexto junto con los demás hechos acaecidos en esta ciudad, teniendo en cuenta que la mayoría de las escenas de violencia ocurrieron en esta capital, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis", y Fallos 339:652, corresponde conocer en esta causa al juzgado contravencional, donde, además, se domicilian el denunciante y los imputados.


    A., Deivi s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1519/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    E., Néstor Oscar s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1756/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    H. A., Jorge Neri s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1838/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Restricción de acercamiento. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B. B., C. M. s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1682/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Docentes. Directorio. Decanos. Secretarios académicos. Estudiantes. Competencia federal. 


    Afectación del buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    Tiene establecido el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Las conductas denunciada por un docente, referidas a las amenazas propiciadas por un alumno, el director, el decano y el secretario académico, extorsionado para que le firme la libreta dándole por aprobada la materia, aparecen directamente relacionadas con el cumplimiento de funciones propias de los actos de gobierno de una universidad nacional, y que tanto las víctimas como algunos de los presuntos agresores se desempeñaban en el claustro, motivo por el que no puede descartarse que hayan afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación y el normal funcionamiento de esa institución.


    C., Santiago y otros s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1097/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Competencia de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Las amenazas recibidas circunstancialmente en la ciudad de Monte Grande formarían parte del mismo conflicto familiar junto con los demás hechos acaecidos en esta ciudad. Si la mayoría de las escenas de violencia ocurrieron en esta capital, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos 339:652, corresponde conocer en esta causa al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en cuya jurisdicción se domicilian la denunciante y el imputado.


    C., Gustavo Eusebio s/ Averiguación de delito


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1599/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Aprehensión de niños, niñas y adolescentes. Personal de la Prefectura Naval. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, exigiendo que el funcionario autor o víctima del presunto delito haya cumplido tareas específicas de esa índole. Si los hechos denunciados, cualquiera que sea la calificación penal que quepa darles, no hubiesen sido cometidos en el marco del desempeño de funciones federales o bajo la orden de una autoridad de esa naturaleza, más allá de que el imputado pertenezca a una fuerza de seguridad dependiente del gobierno nacional, corresponde al Juzgado Nacional continuar la investigación.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 532/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, exigiendo que el funcionario autor o víctima del presunto delito haya cumplido tareas específicas de esa índole. De los escasos antecedentes acompañados no surgen elementos demostrativos de que los apremios ilegales denunciados hubiesen sido cometidos en el marco del desempeño de funciones federales o bajo la orden de una autoridad de esa naturaleza, más allá de que los imputados pertenezcan a una fuerza de seguridad dependiente del gobierno nacional.


    Prefectura Naval Argentina (personal) s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis, inciso 3)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4637/2019/2/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Gendarmería Nacional. Prevención. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal conocer en el caso de los apremios producidos durante un procedimiento llevado a cabo por personal de Gendarmería Nacional actuando dentro de las facultades preventivas ordenadas por el Ministerio de Seguridad de la Nación, y no por mandato de la autoridad judicial de la provincia. No puede descartarse que los comportamientos imputados hayan implicado una afectación al buen desempeño en el ejercicio de funciones propias de una fuerza de seguridad nacional.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito – Denunciantes: Lucas David O. y David Valentín P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2567/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Apropiación indebida de tributos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 84/2019/CS1, “ISE S.A. Buenos Aires s/ Infracción ley 24.769”.


    T. S. S.A. s/ Apropiación indebida de tributos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2896/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Impuestos provinciales. Competencia provincial. 


    De acuerdo con la legislación penal tributaria aplicable que establece la jurisdicción respectiva de los tribunales locales, y toda vez que en el ámbito de la ciudad de La Plata se encuentra la sede funcional y domicilio legal de la agencia de recaudación damnificada, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías que además previno, para que continúe conociendo en estas actuaciones sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior curso de la investigación.


    A. C. A. de S. B. A. s/ Apropiación indebida de tributos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2473/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Arma de fuego. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Portación ilegítima de armas. Atentado contra la autoridad. Competencia federal. 


    La supresión de la numeración del arma de fuego y su encubrimiento surten la jurisdicción federal. Corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero también respecto de la portación ilegítima del arma de uso civil y el delito de atentado a la autoridad, por encontrarse relacionados al mismo objeto.


    G., Hugo Daniel y otro s/ Atentado contra la autoridad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2434/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Armas. Municiones. Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Si por la cantidad y características de las municiones secuestradas, no se aprecia que se trate del delito de acopio, corresponde entender al Juzgado de en lo Penal, Contravencional y de Faltas.


    B., Marcelino s/ 189 bis 3 - 1° párrafo acopio de armas y explosivos sin autorización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 420/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Estupefacientes. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 452, L. XLIII, “González, Bernardino y Condori, Jorge David s/ Infracción a la ley 23.737”.


    Teniendo en cuenta las circunstancias en las que se produjo la detención del imputado y las características de los elementos incautados, no puede descartarse por el momento, que el arma no estuviera íntimamente vinculada con la tenencia de los estupefacientes, cuya investigación se encuentra a cargo del magistrado federal, los que -cabe presumir- se intentaba proteger de ese modo.


    P., Héctor Orlando s/ Tenencia arma de guerra (Artículo 189 bis 4° párrafo) – Modificación Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2639/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Delitos contra la propiedad. Concurso de delitos. Competencia criminal y correccional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. En ese sentido, se advierte además que de las constancias agregadas a la causa no surge que los delitos de índole local guarden relación alguna con la presunta infracción a la ley 23.737, habida cuenta de que ocurrieron en momentos y lugares diferentes.


    Incidente N° 12 - Damnificado: Elias P. C. y otros - Imputado: P. de la C., Frank Josmell y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47292/2019/12/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Egreso de divisas. Lavado de activos. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos prima facie independientes, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común. No es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    L., Leonardo Mario y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26184/2020/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de asociación ilícita tiene el carácter de permanente, y si el accionar se ha verificado en varias jurisdicciones corresponde atribuir la competencia al magistrado que resulte más conveniente por razones de economía procesal. Tiene resuelto el Tribunal que si los actos con relevancia típica –el ardid y la disposición patrimonial– se produjeron en distintos lugares, resultan competentes los jueces con jurisdicción en cada uno de ellos, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    A., Fabián Alejandro y otros s/ Asociación ilícita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 589/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Atentado ferroviario. Explosivos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Las resoluciones de los tribunales intervinientes en la contienda -únicas piezas agregadas al incidente- carecen de precisión suficiente para apreciar correctamente si el hecho tuvo entidad para entorpecer el tráfico ferroviario, lo que podría incidir sobre la competencia material en los términos de la jurisprudencia de Fallos: 312:1214, 329:5364 y Competencia CSJ 225/2018/CS1, "Di Paola, Miguel Ángel y otro, s/ Homicidio culposo", entre otros. Toda vez que los antecedentes remitidos no permiten descartar tal afectación, corresponde devolver el incidente al tribunal federal que previno, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    Incidente N° 1 Imputado: C., Fernando Maximiliano s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2973/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Autoría. Personal penitenciario. Competencia provincial. 


    El hecho consistente en derribar el tejido de la fachada de un domicilio con varios vehículos y una topadora refiriendo ser la propietaria del inmueble, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones y que tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, en razón de lo cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3º, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    Incidente N° 1 Denunciante: A., María Isabel - NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 136559/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cancelación de vuelo. Correo electrónico. Competencia ordinaria. 


    Habida cuenta de que de la denuncia no surge el modo en que la imputada habría conseguido los datos necesarios para cancelar el vuelo del denunciante, no es posible aún afirmar lo sostenido por el juez del fuero ordinario quien indicó que para realizar dicha maniobra se habría ingresado al correo electrónico de este último. Por lo tanto, y al no poder observarse por el momento la comisión de delitos específicamente atribuidos a la competencia federal, corresponde conocer al Juzgado Nacional.


    R., María Luz s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3737/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cargos electivos. Listas de precandidatos. Postulación como candidato. Elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias. Competencia provincial. 


    Cargos electivos locales.


    Si las irregularidades denunciadas se habrían cometido en ocasión de inscribirse las precandidaturas para cubrir cargos electivos locales, más allá de que se hubieran llevado a cabo en el marco de las elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias del orden nacional, provincial y municipal, que se desarrollaron en la ciudad bonaerense de Olavarría, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 305:926, 315:71 y 325:2984 y Competencia CSJ 2445/2018/CS1, “N.N. s/ Infracción ley 19.945”, corresponde asignar su conocimiento a la justicia provincial.


    A., Sebastián s/ Falsa candidatura


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2939/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Chapa patente del automotor. Competencia provincial. 


    Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta sustitución de la chapa patente, corresponde investigar al tribunal provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Adulteración o sustitución de numeración o placa. Damnificado: R., Liliana Beatriz


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37264/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de un cheque de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia local y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63627/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    C., Hugo Claudio y otros s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1274/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Presentación al cobro. Rechazo del cheque. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos de presentación al cobro de cheques de pago diferido que fueron rechazados por carecer la cuenta de fondos sufiientes, es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    L. M. S.R.L. y otros s/ Infracción Artículo 302


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11746/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Rechazo del cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte, que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquel con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    B., Gustavo Leonardo s/ Infracción Artículo 302


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1041/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Es criterio de la Corte, que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquel con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    K., Rubén y otro s/ Infracción Artículo 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1278/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El ámbito de sustracción del cheque y los demás elementos remitidos resultan insuficientes para descartar o afirmar su relación con los hechos fraudulentos ulteriores, e inclusive con el posible encubrimiento de la sustracción.


    N.N. s/ Estafa – denunciante: C., Paola Patricia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2882/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 


    La presente no se encuentra precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inc. 7, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones corresponde a la justicia local, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. y otro s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45745/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si de la planilla de distribución de Correo Argentino, se desprende que una de las piezas postales sustraídas se correspondería con aquella que habría contenido los cheques y no se cuenta en el legajo con otro elemento que pueda vincular el robo al personal del correo con el hecho que se habría cometido con la utilización posterior de los documentos, sumado al estado en que se encuentra la causa del fuero federal, corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, profundizar esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    B., Lourdes Agustina s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32329/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Circulación aérea. Competencia federal. 


    De acuerdo a lo establecido por el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreo.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 290/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones. Violencia de género. Competencia federal. 


    Afectación de la navegación aérea.


    Si la interrupción del despegue de la aeronave se habría originado a partir de que el comandante de la aeronave tomara conocimiento de que el imputado agredía con golpes y amenazas a su pareja, los hechos de lesiones agravadas que son objeto de esta controversia habrían afectado de manera directa la navegación aérea en los términos del artículo 198 del Código Aeronáutico, por lo que corresponde a la justicia de excepción asumir su investigación.


    M., Marcos Antonio Jesús s/ Atentado contra la seguridad de naves o aeronaves


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17513/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Coacción calificada. Competencia nacional. 


    Más allá de que únicamente se cuenta en autos con las resoluciones de las magistradas intervinientes para dirimir la controversia, no existe en el caso apoyo alguno para la hipótesis fáctica de íntima vinculación con la causa que tramitó ante la justicia federal con competencia electoral, en la que fundó su rechazo. Asimismo, aun cuando la llamada intimidatoria proferida hubiera tenido motivación en la decisión adoptada, pocos días antes, por ese fuero especial a instancias de su denuncia, esta Procuración General no advierte que de ese modo se hubieran visto afectados intereses nacionales en los términos establecidos en Fallos: 324:1619; 325:2436 y 329:4500, ni que hubiese participado un funcionario de ese carácter, en el ejercicio de sus funciones, como así tampoco una cuestión que ponga en tela de juicio a las elecciones partidarias internas de un partido político de distrito, en los términos establecidos en Fallos: 320:2013 y 322:1063, entre otros.


    N.N. s/ Coacción agravada


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3802/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Manifestación popular. Límites jurisdiccionales. Rutas nacionales. Competencia federal. 


    La conducta de los manifestantes, más allá de la calificación legal que quepa asignarles en definitiva, habría interferido directamente en el libre desarrollo de la comunicación interjurisdiccional para el cual ese camino nacional fue establecido, por lo que corresponde a la justicia federal proseguir esta causa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Incidente N° 1 s/ Coacción agravada (Artículo 149 ter, inciso 2 "a") – Denunciante: Fernando, A.


    FSA-Justicia Federal de Salta, 17404/2019/1/1/CS2, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos 339:652.


    M., Domingo Cayetano s/ Coacción (Artículo 189 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2397/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los sucesos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, teniendo en cuenta que la mayoría de los hechos denunciados habrían ocurrido en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial en cuya jurisdicción se domicilian victima e imputado conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuyo interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    E. B. y otro s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1448/2017/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cohecho. Establecimientos penitenciarios. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta la prestación del servicio del establecimiento nacional, circunstancias que la mínima investigación realizada en el fuero de excepción no ha revelado, como tampoco alguna incidencia en la tramitación de la causa que lleva adelante el Juzgado Federal de la localidad provincial, o algún tipo de influencia en el desempeño de su titular.


    N.N. s/ A determinar - Denunciante: G., María Fabiola


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 150611/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, y teniendo en cuenta que estas actuaciones ya se encuentran en estado de juicio, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo al respecto.


    Incidente N° 47 - Imputado: F., Verónica Soledad y otros s/ Incidente de incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 106204/2018/TO1/47/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. Si no puede afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga, debe declararse la competencia de la justicia federal.


    P., Ezequiel David y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2283/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). Si de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados quienes proveían, distribuían y vendían la droga, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.


    A., Claudio Gabriel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 817/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Dado que no puede advertirse aún cuál era el fin último de los estupefacientes hallados en el interior de un rodado en la vía pública, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.


    A. J., Karyn Janett s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente N° 3 – Imputado: S., Gimena s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16085/2016/3/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Respecto al comercio de estupefacientes, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). En relación con el secuestro de las armas incautadas, la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.


    A. C., Gregorio Anselmo y otros s/ Comercio de estupefacientes, tenencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2626/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia ordinaria. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, y teniendo en cuenta que estas actuaciones ya se encuentran en estado de juicio, el comercio de estupefacientes corresponde a la justicia de excepción. En relación con las armas incautadas cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en tal sentido.


    Incidente N° 6 - Imputado: G. M., Adolfina y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 105823/2017/TO1/6/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Conexidad subjetiva. Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. No corresponde la acumulación de este proceso con el que tramita actualmente ante la justicia federal, pues la conexidad estaría limitada a sólo uno de los imputados en la investigación en estudio, la que referiría, a su vez, a hechos independientes de los que son objeto de aquella instrucción, lo cual contravendría el propio fin de las reglas de conexidad, que es el de asegurar una más expedita administración de justicia. El hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052. Por ende, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.


    C., Salomé Beatríz s/ Tenencia de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2628/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia nacional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En atención a que el presunto móvil delictual no alcanza, por el momento, para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 3 – Damnificado: E., Camilo C.. Imputado: C., Nicolás y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5698/2019/3/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley n° 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    D., José Víctor s/ Infracción Ley N° 23.373 (Artículo 5 inciso d)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3/2020/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Proveedor. Competencia federal. 


    SI bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados los presuntos proveedores de esas sustancias. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.


    A., Néstor Claudio y otros s/ Estupefacientes - tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2588/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Abuso sexual. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    R., Oscar José s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia prima para su producción/tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2836/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, respecto del comercio de estupefacientes, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, y teniendo en cuenta que estas actuaciones ya se encuentran en estado de juicio, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo al respecto. Si bien la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, teniendo en cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1 °, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación corresponde a la justicia de excepción conocer en este sentido.


    Incidente n° 19 - Denunciado: C., Darío Raúl y otros s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 39370/2016/TO1/19/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa FSM 82517/2017/1/CS1, “Forrajería El Progreso s/ Infracción ley 22.421”.


    N.N. s/ Infracción


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11995/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Falsedad ideológica. Competencia federal. 


    Certificado de inscripción de templo.


    La investigación del uso de un documento público de carácter nacional, como lo es el comprobante de inscripción que solamente es expedido por el Registro Nacional de Cultos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, otorgado por un funcionario público nacional en ejercicio de sus funciones, de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado "c", del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde al fuero federal con competencia en el lugar donde se pretendió hacer valer el documento apócrifo, por desconocerse el lugar de su confección.


    S., Irma Graciela s/ Falsificación ideológica de documentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2640/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1 Damnificado: Escuela de Bellas Artes Manuel Belgrano, N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6654/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: Escuela Normal Superior Nº 7 José María Torres s/ Incidencia de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3401/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 3 - Damnificado: Establecimiento Educativo I.A.D.E.S, N.N: N.N y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12452/2016/3/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento comercial nº 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente n. 3 - Imputado: Y., Daiana Soledad s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 580/2017/3/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento comercial nº 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente n. 1 Damnificado: Escuela de Educación Media n. 4 Homero Manzi N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3659/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia de menores. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente Nº 3 - N.N: L. P., Juan Matías Alexis s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18784/2018/3/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente Nº 1- Imputado: R., Wilbem s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2392/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    L., Leonardo César s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1346/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Consumación del delito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    O., Graciela de los Ángeles y otros s/ Estafa y Defraudación. Denunciante: S., Rosauro Félix


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78505/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Contrabando de estupefacientes. Tenencia de estupefacientes. Investigación inconclusa. Investigación de los hechos. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, principalmente la vinculación que podría existir entre la tentativa de ingreso al país de estupefacientes cuyo destinatario era el imputado, con la tenencia de las sustancias que fueran incautados posteriormente en su domicilio. La Corte estableció en Fallos: 252:152 respecto de la conveniencia de que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando sean juzgados por un solo magistrado.


    Incidente N° 2 – Imputado: A., Matías Juan Cruz s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8068/2019/2/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia en lo penal económico. 


    Si los hechos ya estaban siendo investigados por el juzgado nacional en lo penal económico, pues los bienes involucrados en ambos procesos consisten en las mismas mercancías sujetas a control aduanero, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que ambos procesos queden a cargo de un mismo tribunal. Es doctrina de la Corte que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando sean juzgados por el mismo magistrado.


    C., Pablo s/ Defraudación por administración fraudulenta - Denunciante: B., Lis Iris y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37499/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Corrupción calificada de menores. Abuso sexual calificado por acceso carnal. Intimidación. Economía procesal. Defensa en juicio. Competencia provincial. 


    Miembro de un culto.


    Es doctrina de la Corte que, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva resulte de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que compete al tribunal de juicio, al haber tramitado la causa desde su inicio en sede provincial y el Ministerio Público Fiscal requerido su elevación a juicio, la radicación ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar una mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados, principios rectores que deben atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos. Sobre todo cuando existe un imputado privado de su libertad, y esta postura es la que mejor favorece la pronta terminación del proceso requerida por la buena administración de justicia.


    C., C. A. s/ Corrupción de menores agravada por la intimidación en concurso ideal con abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 958/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    A. S.A. s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47198/2017/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    C. M., Rodolfo Gilben y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2657/2018/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    G., Cristian Javier s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36519/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    Incidente n°1. Denunciante: L, G., María Cecilia. Imputado: M. B., Nicolás Damián s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13812/2018/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cultivo de estupefacientes. Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la causa Comp. 392, L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes , tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso a)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Daño ambiental. Obras de drenaje. Competencia provincial. 


    La materia de esta causa no está contemplada dentro de los asuntos que, según el fallo "Mendoza", suscitan la competencia federal. La Corte sostuvo recientemente que la intervención de la justicia federal queda limitada a las cuestiones vinculadas a la ejecución de la sentencia condenatoria pronunciada en aquel caso, así como a las acciones cuyo objeto sea la revisión judicial de una decisión de la autoridad de cuenca, o la fijación del valor de las multas diarias derivadas del incumplimiento de los plazos. En cuanto a las causas penales, la competencia del fuero de excepción se circunscribe a la investigación de los delitos que deriven del incumplimiento de los mandatos judiciales que se ordenaron en la sentencia.


    G., Rocío Marisol y otro s/ Denuncia


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2007/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Daño. Herramientas de trabajo. Poder Judicial de la Nación. Competencia federal. 


    Si bien el hecho de haber golpeado el ordenador instalado sobre el escritorio de la sumariante del tribunal, provocando su rotura y posterior inutilización, no entorpeció el normal desarrollo de funciones federales, lo cierto es que el bien objeto del delito formaría parte de los recursos que administra el Poder Judicial de la Nación, por lo que de momento no es posible descartar una afectación directa al patrimonio del Estado Nacional.


    C., Gustavo Ángel Alfonso s/ Daño agravado (Artículo 184, Inciso 5)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4491/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Poder Judicial de la Nación. Competencia federal. 


    Monitoreo de enlaces. Afectación al normal desarrollo de un organismo nacional.


    El daño en el sistema de monitoreo de enlaces, por la destrucción del cableado de fibra óptica en la vía que conecta el Centro de Datos del Poder Judicial de la Nación con el sistema de su red y los tribunales del Edificio de la Avenida Comodoro Py 2002, habría afectado de modo directo intereses de la Nación. La fibra óptica –objeto de daño– además integraría recursos que administra el citado poder, lo cual permite considerar que a partir de los hechos denunciados pudo verse también afectado directamente el patrimonio del Estado nacional.


    N.N. s/ Daños – Damnificado: N. W., Ricardo María


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72426/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Datos personales. Competencia nacional. 


    Dado que únicamente se ha acreditado la utilización fraudulenta de datos personales, corresponde a la justicia nacional continuar con la investigación de las presentas actuaciones.


    G., Pablo Cristian y otro s/ Hurto, defraudación (Artículo 173 inciso 15) e infracción Ley 20.794


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76270/2017/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación informática. Competencia nacional. 


    Ente de carácter privado.


    Toda vez que el Banco Hipotecario S.A. conforme artículo 16 de la ley 24.855, es un ente de carácter privado, y que el juzgamiento del delito del artículo 173, inciso 16°, del Código Penal no ha sido aún transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por ninguno de los convenios de transferencia vigentes, corresponde declarar la competencia de la juez nacional de esta capital para continuar con el trámite de la causa.


    N., Maximiliano Sebastián s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1319/2020/1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en territorio provincial y que el presunto lugar desde el que se habría accedido al sitio de banca electrónica para efectuar la transferencia, a partir del protocolo de internet (IP), se encontraría situado en el extranjero (que pudo haber sido simulado), corresponde declarar la competencia del juez de esta ciudad, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en este ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se transfirió el dinero y donde se domicilia su titular, quien además, habría dispuesto de los fondos.


    A., José Antonio y otro s/ Defraudación informática (Artículo 173 inciso 16)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 455/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Contrato de obra. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que corresponda asignar a los hechos denunciados, de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, se desprende que tanto la firma de los primeros contratos de locación de obra como la disposición patrimonial se produjo en la provincia, donde se encontraban los terrenos para desarrollar la construcción y donde también tendría domicilio el imputado y la administración de su empresa.


    R., Pablo s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2579/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Domicilio social. Juez previniente. 


    La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. Tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Es una circunstancia relevante para determinar la competencia, la acreditación fehaciente de donde funcionaba la administración de la sociedad.


    M., Ana María s/ Defraudación por administración fraudulenta, etcétera


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 54856/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    En primer lugar, es doctrina de la Corte que para la correcta traba de una contienda, debió ser la cámara que confirmó la declinatoria la que insistiera en su criterio o aceptase el del tribunal provincial. El vínculo entre los hechos denunciados impone, por razones de mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo del mismo tribunal, y para determinar a cuál de los jueces le corresponde esta tarea, resulta imprescindible establecer donde ocurrieron los actos con relevancia típica. En este sentido, más allá de que el domicilio legal de la sociedad se encuentra en esta ciudad y que, asimismo, los documentos sindicados como falsos fueran presentados ante organismos que también se localizan en esta capital, el objeto principal de ambas denuncias refiere a actos presuntamente fraudulentos en la administración del local comercial que se ubica en territorio bonaerense donde, además, se habría hurtado mercadería y documentación y encuentra el efectivo asiento de sus negocios. Por ello, corresponde al juzgado provincial que previno continuar con la presente causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., Marisa s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26062/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    C., María Florencia y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64334/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Administración Pública. Personal contratado. Locación de servicios. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    La justicia federal sólo está llamada a intervenir cuando expresamente lo disponga la ley o cuando los hechos perjudiquen directa y efectivamente al Estado Nacional, su seguridad u otro interés institucional de relevancia para la nación. Las cuestiones que atañen al orden político y administrativo de la ciudad de Buenos Aires deben ser investigadas por el fuero local en función de lo estipulado en el tercer convenio de transferencia de la competencia penal.


    M., Mauricio y otros s/ Defraudación, etcétera


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6930/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    AFIP. Factura falsa. Obstrucción de servicios públicos. Contribuyentes. Domicilio fiscal. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Si de las facturas cuestionadas en su legitimidad, que informaban datos que habrían generado un ajuste impositivo que se presenta cuanto menos discutido, es posible considerar eventuales irregularidades ante la AFIP que pudieron haber obstruido su normal desarrollo, corresponde hacer lugar al fuero de excepción. El sitio en el cual el contribuyente posee su domicilio fiscal, es donde cabe considerar que el organismo federal ejerce su control tributario.


    B., Gustavo Rodolfo y otros s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2238/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroborados, en la medida en que no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa. A su vez, según la jurisprudencia de la Corte en la materia, resulta relevante para decidir sobre la competencia en el delito de defraudación prendaria, el lugar en el que se dispuso del bien gravado, y, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, se debe presumir por tal el domicilio del deudor. Por aplicación de estos principios, en atención a que los bienes se encontraban en la provincia de Buenos Aires al momento de celebrar el contrato e inscribir la prenda, lugar donde tiene su domicilio el deudor, corresponde al juez de esa jurisdicción continuar el trámite de las presentes actuaciones.


    C. de la M. S.A. s/ Defraudación por desbaratamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69464/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. El hecho podría constituir una fraudulenta o abusiva privación de un bien cuya propiedad corresponde a una administración pública, por cuanto el derecho de la titular del beneficio se habría perdido de forma irrevocable por su fallecimiento, y en tanto se habría verificado un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64290/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte, a través de numerosos precedentes, que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Es de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor. Por aplicación de estos principios, corresponde que intervenga la juez del lugar del domicilio de la escribanía, donde, además, el damnificado cursó las cartas documento, y la notaria intimada se notificó sin haber restituido los instrumentos.


    M., María Fernanda Leticia s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64557/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FLP 114282/2018/CS1 in re "G., Miguel Ángel s/ Defraudación".


    G., Miguel Ángel s/ Defraudación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 114090/2018/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, cabe señalar que de acuerdo a los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, las operaciones cuestionadas se habrían concretado en las oficinas ubicadas en la provincia, donde el imputado habría recibido el dinero de parte del denunciante, donde se encontraba la administración de los proyectos inmobiliarios y se habrían celebrado también los contratos que pudieron haber perjudicado los intereses del damnificado.


    W., Ariel y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19402/2018/2/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Compraventa inmobiliaria. Competencia provincial. 


    Conflicto entre particulares.


    Si la investigación se refiere a una presunta defraudación entre particulares, y que de las constancias del incidente no surge que ese hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia al Juzgado de Garantías, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    Incidente N° 1 - Denunciante: A., Martín Gabriel. Denunciado: P., Martín y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21993/2018/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Devolución del expediente. Competencia criminal y correccional. 


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65553/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos informáticos. Competencia por conexidad. Competencia en lo penal económico. 


    Captación de ahorro no autorizada en el mercado de valores.


    La causa se llevó a cabo en el marco de los mismos antecedentes fácticos que se sustancian en el sumario número 610/2017, donde el aquí denunciante habría sido además afectado en calidad de inversor como consecuencia de la oferta pública lograda mediante la difusión masiva de la página web, cuya falta de autorización conforma el objeto procesal circunscripto en aquel expediente. Resulta imprescindible que la investigación quede a cargo de un mismo tribunal, lo que se compadece con criterios de mayor eficacia y celeridad en la investigación y contribuye inclusive a evitar circunstanciales pronunciamientos que pudieran eventualmente resultar contradictorios en distintos procesos. Si se configura una relación entre procesos de distinta naturaleza, uno de los cuales de índole común, corresponde que la investigación quede a cargo del juzgado que entiende en el mencionado sumario 610/2017.


    www.e.com y otro s/ Estafa - Denunciante: Unidad Fiscal Especializada en Ciber-delincuencia C-255/2016 y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79445/2016/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, delitos no escindibles en el caso de la estafa, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción. Por aplicación de tales principios y considerando que el magistrado federal no desconoce esta situación, corresponde declarar su competencia para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que ulteriormente determine aquél en base a lo que surja de la investigación.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56071/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia de excepción investigar la presunta falsificación o uso ilegítimo del Documento Nacional de Identidad, sin que a ello obste el supuesto de que se hubiera utilizado una fotocopia.


    G., Micaela Andrea s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 83749/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia de excepción investigar la presunta falsificación o uso ilegítimo del Documento Nacional de Identidad, sin que a ello obste el supuesto de que se hubiera utilizado una fotocopia.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 95951/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Más allá de reparar en que la Corte tiene dicho que cuando la estafa se consuma mediante la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10233/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Terrenos. Estado Nacional. Compraventa de inmuebles. Ferrocarriles nacionales. Competencia por la materia. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Si bien los terrenos cuestionados serían propiedad del Estado Nacional y que desde el año 2013 serían operados o administrados por la Sociedad Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado (SOFSE), este organismo habría informado que no posee constancias sobre la venta de esos predios, y que carece de facultades para realizar un acto de ese tenor, por no integrar su objeto societario. A su vez, tampoco en la Escribanía General de Gobierno de la Nación existirían registros vinculados a una operación de ese tipo, ni habría intervenido ningún funcionario de este organismo en la firma de los documentos entregados a la denunciante para la supuesta escrituración de transmisión de la propiedad. En cuanto a la competencia material, más allá de la titularidad estatal de los terrenos, no se advierte el perjuicio que los hechos habrían ocasionado a los bienes de la Nación, o al buen desempeño de sus instituciones o de sus empleados, por lo que el caso escapa a la jurisdicción excepcional, de consabido carácter limitado y de aplicación restrictiva. En cuanto a la competencia territorial, con independencia de la calificación legal que en definitiva se dé en juicio a los hechos motivo de contienda, lo incuestionable hasta el momento sería que el primer documento donde se habría hecho valer un poder general inválido e instrumentado la falsa entrega de posesión de los terrenos en perjuicio de los intereses de la denunciante , habría sido otorgado en una escribanía de San Fernando, configurándose así lo que sería el ardid propio de la estafa y el principio de ejecución de la maniobra, consumada luego con la disposición patrimonial.


    Querellante: C., Silvina Sandra. Denunciado: P., Carlos Raúl s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6213/2017/TO2/2/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Exportación. Mercadería. Pago. Transferencia electrónica. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de la cuestión acerca de su carácter delictivo y, en su caso, cuál sería su posible calificación legal, en atención a que los sucesos que son objeto de esta contienda reconocerían motivaciones particulares de naturaleza comercial y dado que no concurre ninguna otra circunstancia capaz de hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente n° 1- Querellante: Sang Ji L. en representación de la firma K. C. Denunciado: A. F. s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21498/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Falsificación de cheque. Proveedor. Entrega de la carga. Correo electrónico. Dominio web. Competencia provincial. Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados –cheques– concurre formalmente con la estafa o su tentativa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito. Toda vez que en distintas localidades bonaerenses las empresas facturaron las compras del material originadas con las comunicaciones electrónicas a través de las cuales se efectuaron las presuntas maniobras defraudatorias con la entrega de los cheques apócrifos, debe ser el juzgado provincial el que prosiga con la investigación de esos sucesos, en cuyo territorio, además, se registró el dominio de internet y vive su titular, sin perjuicio de que si se considera que ella corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. Si las presuntas estafas en perjuicio de las empresas habrían tenido lugar en esta ciudad, donde se entregaron los cheques apócrifos, corresponde a la justicia nacional de esta capital, continuar el trámite de la causa respecto a esos hechos.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13950/2018/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Ingreso Familiar de Emergencia. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5295/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si la investigación se refiere a una presunta defraudación entre particulares, y de las constancias del incidente no surge que ese hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia al Juzgado de Garantías.


    B., Alberto Mario s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9111/2014/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2348/2018/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Marcas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 27878/2019/1/CS1, “B. G., Diego Hernando s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (art. 31 inc b.)”.


    N.N. s/ Defraudación e infracción Ley 22.362


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7911/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 27878/2019/1/CS1, “B. G., Diego Hernando s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (art. 31 inc b.)”.


    N.N. s/ Defraudación e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 Inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28337/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    N.N. s/ Estafa, defraudación e infracción Ley 22.362


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22255/2018/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Sobreprecio. Proveedor. Capacitación del personal. Universidades nacionales. Juez previniente. Competencia federal. 


    Las escasas constancias incorporadas al expediente impiden que la Corte resuelva el conflicto que motivó este incidente, que sólo se encuentra integrado por las resoluciones de los magistrados contendientes, mientras que los términos de la declinatoria no ofrecen suficiente claridad sobre el modo en que habrían ocurrido los episodios, sino que por el contrario se presentan confusos. Tampoco se aprecian realizadas suficientes medidas de investigación tendientes a establecer las concretas circunstancias en que habrían sucedido los hechos y su verdadero alcance, lo que es indispensable para establecer una correcta significación jurídica y, consecuentemente, la competencia material en la causa. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar las deficiencias señaladas y determinar el verdadero alcance de los hechos, especialmente cuando la multiplicidad de circunstancias que los comprenden podrían dar lugar a considerar más de una hipótesis posible e, inclusive, con eventual incidencia en la materia, sin que tampoco se pueda descartar aún -con el grado de certeza necesario- que no se hubiera visto afectado el normal desenvolvimiento de un establecimiento nacional o de sus empleados. Corresponde a la justicia federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Inés Beatriz s/ Defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10846/2018/2/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Al no haberse afectado la normal prestación del servicio postal, en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, y artículo 33, inciso 3°, del código de procedimiento nacional, corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, continuar la investigación con respecto a la defraudación ulterior que se habría cometido mediante el uso ilegítimo de las tarjetas de crédito.


    Incidente N° 1 - Denunciante: E., Anita Ester - Imputado: S., Nicolás y otro s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65396/2018/1/CS2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Conexidad objetiva. Acumulación de procesos. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que, si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. Atento a las escasas constancias incorporadas en el legajo respecto a las dos actuaciones de los jueces que participan en la contienda, sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar las deficiencias señaladas, pues el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Rubén Daniel s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20449/2017/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Perturbación del ejercicio de la función pública. Competencia federal. 


    Si el querellante se agravia no solo de las expresiones ofensivas contra su honor sino de la responsabilidad atribuida en una publicación en la que se refieren cuestiones inherentes a la fuerza y decisiones políticas adoptadas durante el desempeño de su cargo, las imputaciones pueden haber tenido entidad suficiente para obstruir o corromper el ejercicio propio de sus funciones. Con base a estas consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en estas actuaciones.


    L. P., Javier Alberto s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76370/2019/TO1/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos contra la integridad sexual. Grooming. Seguridad de los menores en internet. Facebook. Lugar de hecho. Competencia contravencional y de faltas. 


    En atención a que de momento no se cuenta con la información suficiente para establecer el lugar de comisión del hecho objeto de investigación, más allá de la calificación penal que corresponda darle, así como tampoco los datos de conexión o acceso a la red social por parte de los posibles autores del hecho u otros que determinasen su identificación personal o, mínimamente, corroborasen los dichos de la denunciante, corresponde a la justicia de la ciudad continuar la investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Contactar menores de edad por intermedio de tecnologías para cometer delitos de integridad sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2906/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Publicaciones obscenas. Víctima menor de edad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar desde el que se habría conectado el imputado, en atención a que de los elementos remitidos surge que la menor habría tenido acceso al intercambio de imágenes y mensajes a través de direcciones IP asignadas a su domicilio de Quilmes, y que el abonado telefónico utilizado por aquél se encuentra asociado a un domicilio de Virrey del Pino, que sería alternativo respecto de otro ubicado en la localidad de San Justo, el Juzgado de Garantías de La Matanza debe asumir el trámite de esta causa, sin perjuicio de que si considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Artículo 128 Código Penal – Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2691/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad. Cheque. Tentativa. Estafa. Competencia provincial. 


    Con independencia de que la sustracción del cheque es un hecho distinto del uso ilícito que se haga de él, lo cierto es que ninguno de los delitos suscita la jurisdicción federal, que es de naturaleza exclusiva, excluyente y excepcional; por ello y en tanto no surge de las escasas constancias del incidente que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar las circunstancias que rodearon a la tentativa de estafa perpetrada con la presentación al cobro del cartular, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial en Lomas de Zamora, aunque no haya sido parte en la contienda, desde que en esa jurisdicción se encuentra la cuenta corriente del denunciante y es donde acudió a hacer valer sus derechos, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    Incidente N° 1. Denunciante: C., Mariano Gabriel. N.N s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Acerca del secuestro del vehículo, único hecho ilícito al que ha quedado circunscripto el planteo de competencia, que había sido sustraído de una playa de estacionamiento privada, y hallado, aproximadamente un mes después , no es posible determinar aún, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere la conducta en la que aquél habría incurrido. En efecto, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél por parte de la judicatura nacional a cuyo cargo se encuentra la instrucción del delito contra la propiedad, a fin de que pueda ser escuchado acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habría conseguido tener el automóvil en su poder y la averiguación de sus precisas circunstancias, lo que contribuiría no sólo a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. Por otro lado, aun cuando no ha sido materia de controversia, no puede soslayarse que tal como lo reconoce el propio magistrado federal, el vehículo presentaba colocadas placas que no se correspondían con sus originales, como así tampoco las inscripciones identificatorias del dominio grabadas en sus cristales, por lo que e l juzgado de excepción, que asumió la competencia en orden a la cédula de identificación automotor apócrifa, deberá investigar también la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho y la falsedad de ese instrumento registral, pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente N° 1 - N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 403/2020/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Teléfono celular. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    La profusión de decisiones jurisdiccionales en torno del tema de la competencia, actúan en desmedro del principio de economía procesal. Los procedimientos que conducen a deducir contiendas insustanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia. Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Es doctrina del Tribunal que la causa debe hallarse precedida de una adecuada investigación que permita desvincular tanto al imputado mayor como al joven de la sustracción. Concierne a la justicia provincial encargada de la investigación de la sustracción de vehículo automotor, resolver previamente la situación jurídica de ambos imputados en orden a la responsabilidad que eventualmente podría caberles en ese delito contra la propiedad. En atención a la relación de alternatividad existente entre el robo y su posterior encubrimiento, la conclusión expuesta en el pronunciamiento del titular del juzgado nacional de menores acerca del encuadre legal del hecho aparece por el momento como prematura. Aún cuando la causa ya se encuentra elevada a juicio por éste último delito, en este caso, las formas a las que deben ajustarse los procesos no pueden prevalecer sobre su sustancia de modo tal que, conforme con la doctrina establecida por la Corte en Fallos: 311:2004 y 324:911, entre otros, deben ser sopesadas en relación con el fin último al que aquellos apuntan, esto es, el de contribuir a la más efectiva realización del derecho sustantivo. Corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción respecto de los delitos contra la propiedad, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. En lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión y sustitución de placas del rodado incautado- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento y juzgamiento corresponde a la justicia nacional de menores.


    M. C., K. E. y otro s/ Averiguación de delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70986/2017/CS1-CA2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Delitos fiscales comunes. Simulación dolosa de pago de tributos. Competencia federal. 


    Si existen elementos que permitan considerar que se habrían originado situaciones irregulares ante la AFIP, ya que en sus soportes informáticos se habrían ingresado datos cuya legitimidad se encuentra cuestionada, lo que podría haber ocasionado un entorpecimiento en el normal desarrollo de ese organismo nacional, corresponde que tome intervención el fuero federal con jurisdicción territorial en la sección de la agencia de la AFIP ante la que se habrían ingresado los datos presuntamente falsos, aun cuando no haya sido parte en esta contienda, y sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior trámite de la investigación.


    H. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80482/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos informáticos. Extorsión. Juzgado de garantías. 


    No existe por el momento ninguna circunstancia que justifique la intervención de la justicia federal, desde que los términos de la denuncia permiten considerar que los hechos, que configurarían los delitos de extorsión y daño informático, versan sobre cuestiones de mera índole particular. De esta forma y en tanto no se advierte prima facie de la prueba recabada que la vulneración al sistema informático, por sus características, pueda afectar las actividades de interés público desplegadas por las empresas prestatarias de las “Tecnologías de la Información y las Comunicaciones”, corresponde al juzgado de garantías continuar con la investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Vicente L. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 140673/2018/1/CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    En atención a que existen elementos que probarían la utilización ilegítima de un documento nacional de identidad, delito de exclusiva competencia nacional, debe continuar con la investigación el Juzgado Federal de la provincia, aunque no haya participado en la contienda.


    N.N. s/ Defraudación e infracción Ley 20.974


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56588/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    N.N. s/ Estafa e infracción Ley 20.974 (Artículo 33 inciso d)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28786/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, delitos no escindibles en el caso de la estafa.


    N.N. s/ Hurto e infracción Ley 20.974


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48133/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Telefonía celular. Competencia federal. 


    Más allá de que el bien aún no ha sido incautado, teniendo en cuenta que la sustracción fue cometida por dos hombres, y que lo informado, por el apoderado de la empresa de telefonía celular, permite inferir que pocos días después de la sustracción, el número de identificación IMEI del teléfono celular propiedad de aquélla, impactó en una línea telefónica asignada a nombre de otra persona, la justicia de excepción debe conocer respecto de la infracción al artículo 12 de la ley 25.891.


    Incidente N° 1 - Imputado: C. R., Giovana s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 91487/2019/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. La circunstancia de que se hubiera constatado la existencia en un local comercial de gran cantidad de dispositivos en aparente infracción a alguno de los artículos de la ley 25.891, no basta aún para corroborar la hipótesis de una receptación dolosa de los aparatos móviles o de alguna de sus partes dado que esas circunstancias no han sido suficientemente esclarecidas. Corresponde al juzgado que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Encubrimiento e infracción Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7004/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    S., Jorge Hugo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51698/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Denuncia. Protección de la imagen. Competencia provincial. 


    En primer término, esta Procuración General cree oportuno observar, a los efectos que pudiera corresponder, que la profusión de decisiones jurisdiccionales en torno del tema de la competencia, actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de administración de justicia. Más allá de que no ha sido determinado el lugar desde el cual se habrían enviado las filmaciones íntimas a algunos empleados del aeropuerto Jorge Newbery, lo cierto es que tampoco emerge de los términos de la denuncia formulada, ninguna circunstancia que permita concluir que la motivación que habría tenido el denunciado o alguna de las personas que recibieron ese material – quienes eventualmente podrían resultar imputados por su difusión – exceda de lo estrictamente particular. Esta Procuración no advierte, por el momento, que hayan sido afectados di recta o indirectamente intereses nacionales en los términos establecidos en Fallos: 325:2436 y 326:4988, entre otros. En consecuencia, más allá de la significación jurídica que, en definitiva, pudiera constituir el suceso a investigar, corresponde asignar su conocimiento al juzgado provincial que intervino en el conflicto, en cuyo ámbito territorial reside la víctima y al que acudió para formular la denuncia, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Maximiliano s/ Averiguación de delito


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 37456/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Desarmado de automotores. Partes del automotor. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En este sentido, y según surge de la pesquisa, fue en la localidad provincial de Villa Celina donde se habría cometido la presente infracción, y en cuya jurisdicción además se domicilia el imputado.


    Policía de la Ciudad de Buenos Aires - Sumario 30773/2020 y otro. Imputado: A., Marcelo Jonathan s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3544/2020/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Contaminación de aguas. Competencia federal. 


    Remisión al precedente de Fallos: 343:373.


    G., Miriam Edith – Presidente comunal de Capilla de los Remedios s/ Formula presentación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1288/2020/22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Circunstancias análogas al fallo de la causa Comp. 588, L. XLVII, “Quevedo, Carlos Alberto s/ Demanda”.


    N.N. s/ Daño ambiental - Infracción Ley 24.051


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2255/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Límites jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    En cuanto a la hipótesis delictiva de la ley 24.051, a partir del caso "Lubricentro Belgrano", la Corte subrayó la exigencia de que el daño trascienda a más de una jurisdicción aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina fue reiteradamente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente. La ley 25.675 de política ambiental nacional, también establece en su artículo 7 la exigencia de la interjuridiccionalidad del daño como fundamento para apartarse de la regla que señala que su aplicación es tarea prioritaria de los tribunales ordinarios, lo cual debe estar demostrado con un grado de convicción suficiente y ser apreciado con estrictez.


    P., Carlos Alberto y otro s/ Infracción Ley 24.051


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 42306/2014/8/CS1-CA4, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    En un reciente fallo de la Corte se señaló que la ley 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado. Por su parte, la ley 25.675 establece en su artículo 7º que “la aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas. En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal”. De allí se concluye que la regla es la competencia ordinaria y la excepción, la competencia federal, sólo para aquellos casos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional. Con ese marco normativo, la Corte también subrayó, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, la exigencia de interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 25/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Residuos domiciliarios. Límites jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    La ley 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos [...] cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado. La ley 25.675 establece en su artículo 7º que “la aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas. En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal”. De tal manera, se concluye que la regla es la competencia ordinaria y la excepción, la competencia federal, sólo para aquellos casos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional. Con ese marco normativo, la Corte también subrayó, a partir del caso “Lubricentro Belgrano” (Fallos: 323:163), la exigencia de interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se trate de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    L., Alberto s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14040/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que la investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    B. M. S.A. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33287/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Competencia provincial. 


    En cuanto al aspecto material de la contienda, cabe recordar que el Congreso de la Nación, al dictar la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar varios delitos, entre ellos, el de desobediencia, estableció claramente que su conocimiento estaba circunscripto a que dicha conducta atente contra el funcionamiento de sus poderes públicos u ocurra en el marco de un proceso judicial que tramita ante los tribunales locales, circunstancia que, por cierto, no se verifica en la presente causa. Ahora bien, en lo que se refiere a la competencia territorial, si bien es doctrina de la Corte que la investigación de la desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha infringido la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones, en el caso particular cabe dejar de lado esa regla, pues, de acuerdo con los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante, la medida infringida habría sido dictada en el marco de una causa iniciada en la jurisdicción de San Francisco, por un presunto abuso sexual de su ex pareja hacia la hija de ambos, y en la que la denunciante también habría manifestado haber sido víctima de repetitivas situaciones de violencia por parte del denunciado, que habrían desencadenado su separación y mudanza a esa ciudad. Desde esa perspectiva, los hechos que son objeto de la presente causa y los que son materia del procedimiento que tramita ente la justicia cordobesa, conformarían un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de su investigación y juzgamiento. Por lo tanto, corresponde entender en estas actuaciones al Juzgado de Control de San Francisco.


    C., J. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2185/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    La presente contienda negativa de competencia finalmente carece de los elementos de juicio suficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa. Por lo tanto, procede devolver el presente incidente al juzgado provincial, a sus efectos.


    R., Miriam s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 298/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Nueva vista. 


    Incidente N° 1 – Denunciante: P., Alejandro Alfredo. Imputado: P., Martín s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30295/2020/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Discriminación. Competencia nacional. 


    De los antecedentes remitidos no se advierten elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia de excepción de acuerdo con la doctrina que la Corte tiene establecida con respecto a la competencia federal para el juzgamiento de las conductas previstas en el artículo 3° de la ley 23.592, sin perjuicio de las agravaciones que corresponda aplicar conforme lo previsto por el artículo 2 de esa ley para la comisión de otros delitos, cuya naturaleza -común o federal-, en principio, no modifica.


    N.N. s/ Coacción (Artículo 149 bis), robo, apología del crimen e infracción Ley 23.592 (Artículo 2)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70809/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que se habría utilizado ilegítimamente un documento destinado a acreditar la identidad de las personas, cuando un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    R., Eduardo Enrique Hernán s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41062/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación. Afectación al normal desarrollo de una institución nacional o el buen servicio de sus empleados.


    Tiene establecido la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal. Existen suficientes elementos en el incidente para considerar que pudieron verse afectados de igual modo intereses de la Nación, pues existieron situaciones irregulares ante la Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación que podrían haber obstruido el normal desarrollo de las funciones de ese organismo nacional. De conformidad con lo previsto en el artículo 3 del decreto 504/1998 y el artículo 3 de la resolución 950/2009 de la Superintendencia de Servicios de Salud, que disponen la presentación ante ese organismo de los formularios de la opción al cambio de la obra social, cabe concluir que los hechos que se ventilan en esta causa habrían involucrado también la eventual obstrucción del normal desenvolvimiento de un organismo nacional o menoscabado el buen servicio de sus empleados, lo que hace surtir la jurisdicción de excepción.


    Unidad Judicial Delitos Económicos en sumario n° 142/15 s/ Motivo de la denuncia de G., Julio Gonzalo y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1290/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Estafa. Competencia federal. 


    Atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    N.N. s/ Estafa, falsificación de documento destinado a acreditar la identidad y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39629/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Es a la justicia de excepción a quien le compete investigar la presunta falsificación o uso ilegítimo de un documento nacional de identidad, sin que a ello obste el supuesto de que se hubiera utilizado una fotocopia.


    Incidente N° 1 – Denunciante: R., Carina Hebe s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54114/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Armas de guerra. Robo con armas. Competencia federal. 


    Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima de arma de guerra y el robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto, de acuerdo con el criterio de la Competencia CSJ 1681/2018 /CS1, “Guzmán, Lucas Tadeo s/robo con armas”.


    Á., Diego Emanuel s/ Robo calificado con arma de fuego


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 909/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos:328: 3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir el conocimiento respecto de las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    
      

    


    M., Néstor Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71789/2017/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Roberto Carlos s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46307/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., Franco Daniel y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 50/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    L., Leonardo Juan I. y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15/2020/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Luis Omar s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 119/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    O. O., Tomás s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1286/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P., Marcelo Tomás s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 49/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Claudio Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 200/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Diego Hernán s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Rodrigo Sebastián s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 60/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    De la V., Héctor Alberto s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1095/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N., Facundo Emanuel s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36934/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer con relación al delito de encubrimiento y también profundizar la investigación a fin de determinar si se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    J., Víctor Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1125/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N.N. s/ Hallazgo de automotor


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1010/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Incidente N° 1 – Damnificado: L., Martín Román s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21949/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Juan Ariel s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1 apartado c del Código Penal)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 19371/2020/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G.D., Fabio Daniel s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 36197/2014/TO1/2/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Gonzalo Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 172/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F., Nicolás Agustín y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277) y amenazas con armas o anónimas (Artículo149 bis)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 96709/2017/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    T., Sergio Alan s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6527/2015/TO1/3/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., Jorge Ezequiel s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 65679/2014/TO1/2/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. Doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    S., Jorge Luís s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48580/2018/2/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde al Juzgado de Garantías conocer también respecto de la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    D., Juan Bautista s/ Resistencia a la autoridad y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 966/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cédula verde. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    O., César José s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 334/2020/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Delitos contra la propiedad. Competencia de menores. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    En primer lugar, es oportuno señalar que, si bien el Tribunal en casos como el de autos, otorgaba competencia a la justicia federal, ha quedado excluida la competencia de ese fuero para conocer en el delito de encubrimiento de delito investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que debe sujetarse a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050, modificada por la ley 24.170- corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, expedirse acerca de la situación procesal de los imputados, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior, razón por la cual el titular del juzgado nacional en lo criminal y correccional debe ceder su intervención con relación al delito contra la propiedad.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado de Garantías N° 2 de Esteban Echeverría (Lomas de Zamora) C 3230/2018 y otro - Imputado: C., Eric Daniel s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8263/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    B., Daniel Eduardo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 161/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    F., Roberto Gabriel s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2902/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado n° 6 de Morón C-2293/2018 - Imputado: A., Juan Paul s/ Incidente de competencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65010/2019/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Jonathan David s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73862/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Walter Rubén s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 121/2021/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    N.N. s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública - Damnificado: T., Eduardo


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 68588/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63243/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    O., Jorge Gastón s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1451/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    S., Ernesto Facundo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1006/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    S., Lucas Orlando s/ Robo agravado por el uso de arma de fuego y portación de arma de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1213/2020/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1 , “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    C., Miguel Ángel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 122/2020/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Documentación del automotor. Cédula verde. Competencia federal. 


    Corresponde conocer en la causa a la competencia federal, en tanto existe un vínculo inescindible entre el uso del documento falso -cedula verde- y el encubrimiento y ese instrumento reviste carácter nacional.


    V. P., José Luis s/ Falsificación documentación automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70521/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Relación de alternatividad entre ambos delitos. Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, corresponde que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la alternatividad existente entre ambas infracciones.


    M., Matías Sebastián s/ Encubrimiento (Artículo 27 inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1046/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia correccional. 


    Más allá del procesamiento por encubrimiento dispuesto por la justicia local y de la elevación de la causa a juicio por los hechos ocurridos en territorio provincial, no consta que hayan sido certificados los delitos precedentes que originaron las órdenes de secuestro de los vehículos a los que le correspondían las autopartes incautadas en esa jurisdicción, a fin de que los titulares de la judicaturas intervinientes en cada uno de los sucesos puedan dar cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre el delito contra la propiedad y su posible encubrimiento. En idéntico sentido, corresponde expedirse en lo atinente al hurto del vehículo ocurrido en esta capital, dado que de las constancias a la vista, tampoco surge que se haya dado intervención al titular del juzgado nacional encargado de la instrucción de ese delito, para que pueda contarse con un adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación a la sustracción de ese bien.


    L., Julio Adolfo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2850/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la alternatividad existente entre ambas infracciones.


    M., Luis Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1472/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Teléfono celular. Competencia federal. 


    Existe una relación de alternatividad entre la sustracción y las infracciones previstas por la ley 25.891 de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal. De acuerdo con el artículo 15 de la ley 25.891, corresponde a la justicia de excepción conocer respecto del encubrimiento del hurto del teléfono celular.


    D., Agustín Alejandro s/ Incidente de competencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23172/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    C., Gonzalo Elías Ariel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54104/2017/TO1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: Z., Nelson - Imputado: Brian Ezequiel L. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35960/2018/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Armas de guerra. Portación ilegítima de armas. Resistencia a la autoridad. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Con relación al posible delito de encubrimiento, frente a la posibilidad de que el joven haya tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad acaecido en territorio bonaerense, la resolución de la justicia provincial no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular al imputado del robo con armas, de acuerdo con el criterio de Fallos: 315:318, 320:2778; 325:898 y Comp. 1612, L. XXXVII, “Ayra, Christian Adrián s/ Robo”. La supresión de la numeración del arma de guerra como su encubrimiento surten la jurisdicción federal. De acuerdo con el criterio de la Competencia CSJ 1681/2018/CS1, “Guzmán, Lucas Tadeo s/ Robo con armas” corresponde asignar la competencia de ese fuero para conocer también respecto de los delitos de portación ilegítima del arma de uso civil y resistencia a la autoridad por encontrarse relacionados al mismo objeto, aunque no haya sido parte en la contienda.


    S., Ignacio Sebastián s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69286/2019/2/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Robo. Bicicleta. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    D. R., Juan Gabriel s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 65151/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Motovehículo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    M. M., Jorge s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38366/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    N.N. s/ Robo de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49412/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)”.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73771/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Toda vez que los elementos remitidos resultan insuficientes para sostener la efectiva interrupción del servicio interjurisdiccional de telecomunicaciones, tal como lo requiere la doctrina de la Corte para otorgar el conocimiento a la justicia federal cuando se trata de la infracción al artículo 194 del Código Penal, corresponde a la justicia nacional de menores, que previno, continuar la investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Identidad reservada y otro s/ Robo y entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 91799/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Administración fraudulenta. Agencia de turismo. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayo r economía procesal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: S., Ángel y otro. Imputado: G., Lucas s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77909/2019/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, sus causales de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia local y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde a la juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24452.


    M., Jonathan Brian s/ Estafa


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 133/2016/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que no surge el lugar en que habrían sido entregados los cheques extraviados, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de la Comp. N° 775, L. XXXII, “Canovas, Carlos Edgardo”; corresponde a la justicia nacional que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17005/2017/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tiene resuelto la Corte en numerosos precedentes, que si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones, y que las cuestiones de competencia deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Según la doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Imputado: D., Fernando y otros s/ Estafa. Denunciante: R. G., Rodolfo


    FSA-Justicia Federal de Salta, 3206/2019/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Ante todo, cabe señalar que la correcta traba de la contienda de competencia exige la atribución recíproca de competencia, lo que no ocurre cuando, como en este caso, el juez provincial no asignó el conocimiento al declinante, sino que sólo consideró que el delito se habría consumado en otra provincia. No obstante, para el supuesto de que la Corte decidiera prescindir de este reparo formal, por motivos de economía procesal, que concurren en el presente esta Procuración General se pronuncia sobre el fondo de la cuestión. En la medida en que ambos magistrados se refieren a la hipótesis delictiva de la estafa, cabe recordar que la Corte tiene establecido que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal. Por todo lo expuesto, el juzgado de garantías de la provincia de Buenos Aires es el que se encuentra en mejores condiciones de proseguir la investigación y recabar los elementos de prueba conducentes, sin perjuicio de cuanto luego resulte.


    G., Daniel y otros s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4565/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En tanto de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia cuando, como en este caso, no se encuentran controvertidos por otras constancias del legajo, se desprende que el correo electrónico que habría provocado el engaño fue recibido en las oficinas de Avellaneda, desde donde también se avalaron las transferencias bancarias, y donde efectivamente la empresa desarrolla su actividad, corresponde a esa sede proseguir con la investigación.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53126/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. También ha sostenido la Corte, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    N.N. y otro s/ Estafa


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21417/2016/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, lo cierto es que, tal como lo indica el juez nacional, de las constancias aportadas por la propia denunciante se desprende que el crédito habría sido tramitado en la Unidad de Asistencia Integral (UDAI) de Anses ubicada en San Justo y el monto correspondiente figura acreditado al día siguiente en su cuenta del Banco de la Nación Argentina, sucursal de González Catán. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que también la denunciante se domicilia en la provincia, corresponde asignar la competencia al juzgado bonaerense, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52821/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Para la efectiva traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Esta regla no ha sido observada en el presente, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    M., Romina Beatriz y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 787/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. No es posible resolver sobre el fondo de la cuestión, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    H. V. y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1252/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable y toda vez que ambos magistrados se refieren a la operación de desprendimiento del inmueble, cabe recordar que la Corte tiene dicho que el delito de insolvencia fraudulenta, cuando consiste en la venta de un inmueble, se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros. Por lo que corresponde al juzgado provincial, que previno y adonde acudió la denunciante en procura de sus derechos proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    F., F. A. y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2239/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Compraventa inmobiliaria. Celebración del contrato. Lugar del hecho. 


    Es doctrina del Tribunal que a los fines de discernir la competencia deben tenerse en cuenta los distintos lugares donde pudieron desarrollarse actos con eventual relevancia típica, y el conflicto debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Teniendo en cuenta que no se encuentra controvertido entre los magistrados intervinientes, ni entre las partes involucradas en el proceso, que el contrato de compraventa cuya autenticidad ha sido puesta en tela de juicio, había sido confeccionado por el Juez de Paz de la ciudad de Luján, más allá de la significación jurídica que pueda asignársele definitivamente a los sucesos con el devenir de la investigación, la justicia de San Luis es la que se encuentra en mejores condiciones para llevar adelante la presente investigación, dado que, además, ese es el ámbito territorial en el que se encuentra emplazado el terreno.


    N.N. s/ Estafa. Denunciantes: L., Pablo Oscar e I., Ricardo Javier


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 911/2020/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuentas bancarias. Cajero automático. Operaciones bancarias. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si todas las operaciones cuestionadas ocurrieron en esta ciudad, circunstancia no desconocida por el juez nacional, corresponde a éste continuar interviniendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    Á., Ana Julieta c/ N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2534/2018/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    V. P., Pablo Jesús y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43946/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación informática. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda no se encuentra precedida por una investigación suficiente, la Corte se ve impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.


    B. de G. y B. A. S.A. s/ Estafa y defraudación informática


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27491/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación. Documento nacional de identidad. Uso de documento falso. Economía procesal. Competencia federal. 


    La contienda originada por la denuncia del extravío de un documento nacional de identidad el cual se habría utilizado para obtener y utilizar diversas tarjetas de compra y créditos, debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal, en función de los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica y teniendo en cuenta que se habría utilizado ilegítimamente un documento destinado a acreditar la identidad de las personas.


    N.N. s/ Estafa y defraudación (Artículo 173 inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59331/2017/1CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, por lo que la contienda debería resolverse atendiendo razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    C., Tiago Iván s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2450/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    En atención a los dichos verosímiles y no controvertidos del caso, que se encuentran corroborados a partir de las copias de su documento nacional de identidad, y de su copia que había sido utilizada adulterada en su imagen y fecha de nacimiento para perpetrar la estafa no puede descartarse la configuración delictiva prevista en el artículo 33, inciso “d”, de la ley 17.671, por lo que resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su uso ilegítimo.


    N.N. s/ Estafa, falsificación documento destinado a acreditar identidad y uso de documento adulterado o falso. Denunciante: C., Pablo Nicolás


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10679/2020/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Si no se encuentra mínimamente acreditado el uso de un documento de identidad adulterado como parte de la maniobra fraudulenta, circunstancia que haría surgir la intervención del fuero de excepción, corresponde al Juzgado de Garantías continuar conociendo en la causa.


    N.N. s/ Uso de documento adulterado o falso


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 37763/2018/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Documentos de identidad. Sustitución de identidad. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que a partir de los dichos de la denunciante, no desvirtuados por otras constancias de la causa, surge que se estaría utilizando su DNI para ofrecer los empréstitos, del cual habría compartido con anterioridad una copia, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49044/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Siendo que los montos abonados por el denunciante se dirigieron a una cuenta registrada en una sucursal bancaria sita en una localidad bonaerense, y que el mismo denunciante registra domicilio en la provincia, el juzgado bonaerense se encuentra en mejores condiciones para recabar las pruebas que resulten de interés, de conformidad con la doctrina de la Corte que, en supuestos como el de autos, dispone atender a razones de economía procesal para resolver la competencia territorial.


    S., David Edward s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8628/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    En la medida en que ambos magistrados se refieren a la hipótesis delictiva de la estafa, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual cuando el hecho ocurre en distintos lugares, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Corresponde declarar la competencia de la justicia bonaerense pues es la que se encuentra en mejores condiciones para proseguir la investigación, toda vez que en ese ámbito territorial se encuentra la entidad a la que se dirigió el dinero y se domicilian la titular de la cuenta y el denunciante, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Melina Belén s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14529/2019/2/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    C. D., José Antonio y otros s / Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29431/2017/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    R., Ricardo Hugo s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 217/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    A., Esteban y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 68/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    G. T. S.A. y otros s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44453/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Embarcaciones. Boleto de compraventa. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha cometido el delito.


    G. R., Esteban Salvador s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32565/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Estafa, violación de correspondencia y defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72262/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Declinatoria. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    La Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58 desde que el objeto procesal fue circunscripto en orden a conductas de índole común, sobre cuya base se requirió la indagatoria de los imputados identificados en autos, respecto de delitos de su propia competencia. Resulta imprescindible aclarar las contradicciones entre la declinatoria y la insistencia, especialmente cuando tratan aspectos ineludibles en orden a discernir la cuestión jurisdiccional de la causa.


    F., Cleofás Rubén y otros s/ Infracción Artículo 302 – Denunciante: S., Hernán y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61385/2018/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Cheque de pago diferido. Rechazo del cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que la entrega de los documentos falsificados habría configurado el ardid o engaño determinante para la prestación y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado bonaerense asumir su competencia y continuar interviniendo en la causa.


    G., Claudio s/ Estafa y falsificación documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46890/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cheque. Conexidad objetiva. Conexidad subjetiva. Competencia nacional. 


    No es posible concluir con el grado de certeza necesario las conexiones pretendidas por el declinante, sin que las meras coincidencias que refiere alcancen para desvirtuar las razones que expone el juez federal en su rechazo, y que permitirían considerar lo contrario. Toda vez que de la lectura integral de estas actuaciones no se aprecian episodios cometidos simultáneamente, ni que haya mediado acuerdo entre los respectivos encausados o que alguno de éstos se encuentre en la actualidad concretamente imputado por delitos cometidos en ambos fueros, cabe concluir que el objeto de contienda no trata sobre hechos que resulten claramente inescindibles, ni que evidencian la existencia de una vinculación que permita fundar los supuestos de conexidad pretendidos en la declinatoria. Corresponde que el juzgado nacional en lo criminal y correccional de esta ciudad continúe conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior curso de la pesquisa. Esta solución es, además, la que mejor se compadece con los principios de una buena y más expedita administración de justicia. Aquel tribunal deberá ahondar el trámite de su proceso en orden a establecer la real naturaleza y el verdadero alcance de los acontecimientos que conforman su investigación, atento que es posible advertir en la causa la eventual la existencia de al menos un hecho en el que pudo verse afectado el normal desenvolvimiento de una institución nacional o de sus empleados o algún otro interés de la Nación lo que contribuiría a discernir la competencia material.


    T., Gastón Alejandro s/ Estafa. Damnificado: Obra Social del P. V., R., Diego y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73567/2015/3/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Más allá de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente, toda vez que del informe de la apoderada de la firma crediticia resulta que habrían validado la identidad del solicitante del préstamo con una fotografía de un documento nacional de identidad remitida a través de un sistema informático, esa circunstancia indica que al menos se habría utilizado un documento nacional de identidad original o adulterado. En ese sentido, tiene resuelto el Tribunal que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la Ley n° 17.671 y sus modificatorias, y la estafa cometida mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno, que concurriría en forma ideal con aquéllos, en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar. También cabe recordar que tiene establecido la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado copias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 - Damnificado: M. L., Líos Miguel N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35727/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y/o uso ilegítimo de un documento nacional de identidad.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos, estafa y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68964/2019/1 /CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Es un criterio arraigado en la jurisprudencia de la Corte que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. En este sentido, la falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores y de perjudicar los derechos del propietario. No puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley n° 22 362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del magistrado federal -conforme lo que establece el artículo 33 de la mencionada ley- con asiento en la ciudad de Buenos Aires , aunque no haya sido parte en la contienda, toda vez que fue aquí donde se generó la transacción para el envío de dinero y, además, se domicilia y acudió a hacer valer sus derechos el denunciante.


    Nora s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70616/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCC 27878/2019/1/CS1, “B. G., Diego Hernando s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    B. N. sociedad por acciones simplificadas (S.A.S) y otros s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64479/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Esta contienda no se encuentra precedida de la investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Esta Procuración General, no advierte, al menos en esta etapa preliminar de la investigación, elemento de juicio alguno que haga surtir la jurisdicción federal, cuya intervención está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, por lo que corresponde al juzgado nacional de instrucción, que previno, incorporar al proceso los elementos necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver, luego con arreglo a lo que resulte de la investigan ulterior.


    N.N. s/ Estafa y falsificación de moneda


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79147/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Moneda extranjera. Competencia federal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es criterio de la Corte que corresponde a la jurisdicción federal el juzgamiento de los delitos que consistan en la falsificación de moneda de curso legal o en la alteración de su valor, e incluso que en tal sentido debe ser interpretado el art. 3°, inc. 3°, de la ley 48, cuando se refiere a los delitos que “representan falsificaciones de moneda nacional o de billetes de Banco autorizados por el Congreso”. La escasa investigación llevada a cabo hasta el momento obsta a la aplicación de esos principios para resolver esta cuestión, ya que no permite establecer el verdadero alcance de los acontecimientos y su real naturaleza. No consta establecida en autos la existencia de billetes falsos, pues sólo se cuenta al respecto con los dichos del denunciante, que no satisfacen los requisitos que exige la doctrina de Fallos: 308:213; 317:223; 323:867; 324:2355; 325:908; 326:3409 y 329:4345, para resolver la cuestión sobre su única base. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible determinar con el grado de certeza necesario el modo en que habrían ocurrido los hechos y su real naturaleza, lo que resulta imprescindible para establecer la materia de la causa. Tampoco se ha comprobado aún fehacientemente que exista identidad subjetiva respecto del proceso federal al que pretende acumular esta causa el juez declinante.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M. G., Santiago. Imputado: L., Julia y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51888/2018/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Fraude. Compraventa inmobiliaria. Competencia nacional. 


    El objeto de la presentación se centra en distintas maniobras fraudulentas en torno a la administración y compraventa de terrenos. Se hace mención a tres hechos presuntamente delictivos: primero la venta de noventa lotes, luego la reventa de esos lotes por la inmobiliaria adquirente y, finalmente, los procesos judiciales en trámite que iniciaron las personas que compraron esos lotes a la inmobiliaria, con el fin de conseguir la escrituración por vía judicial al invocar la rebeldía de su propia inmobiliaria demandada. Tal vínculo entre los hechos denunciados impone, por razones de mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo del mismo tribunal, y para determinar a cuál de los jueces le corresponde esta tarea, resulta imprescindible establecer donde ocurrieron los actos con relevancia típica. Más allá de que la maniobra inicial se llevó a cabo hace más de treinta años en una localidad bonaerense y que no surge de las constancias agregadas al incidente dónde se formalizaron las reventas de esos noventa lotes, resulta determinante que el objeto procesal de la denuncia es el fraude ante los juzgados nacionales en lo civil y/o la constitución de una presunta asociación ilícita por parte de los denunciados. Corresponde al juzgado nacional continuar con las presentes actuaciones, al encontrase en mejores condiciones de seguir conociendo en esta causa, dado que es en esta capital donde se dictaron las recientes sentencias de escrituración y tramitan numerosos procesos judiciales con el mismo fin.


    C., José Fabián y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 262/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no se cuenta en el expediente con elementos bastantes para precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos denunciados, sin que consten realizadas siquiera las mínimas diligencias de investigación tendientes a acreditar al menos la vinculación de los sucesos denunciados, lo que en consecuencia impide encuadrarlos en alguna figura penal correctamente determinada. La hipótesis fáctica sobre la cual el juez nacional basa su declinatoria, que consiste en el presunto fraude a los afiliados de la Confederación Argentina de Deportes por ocultar el gravamen que tenía el inmueble al momento de la firma del boleto de compraventa, no brinda suficiente sustento a su resolución respecto a la presunta estafa y la participación de funcionarios del Estado nacional con relación a ese evento, para luego determinar su posible vínculo con los presuntos delitos que se investigan en la justicia de excepción. No habrían sido incorporados al incidente elementos que permitan confirmar la presunción del denunciante respecto a la participación de funcionarios nacionales en la conformación de la entidad denominada CONDEPA para encubrir el presunto fraude.


    S., Carlos y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta, estelionato, desbaratamiento, asociación ilícita, abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45295/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Inversiones. Competencia provincial. 


    Atento que el objeto del contrato es una operación de inversión y no de crédito, y que no surge que éste se dedicase a captar ahorros del público, como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial continuar el trámite de las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Infracción Artículo 310


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1027/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Cinthia Solange y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63166/2018/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, toda vez que los escasos elementos incorporados al incidente resultan insuficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habrían producido los hechos con eventual relevancia jurídica.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: P. M. de P. S.A. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15) - Denunciante: Unidad Fiscal Especializada en Ciber Delincuencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65887/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que los escasos elementos incorporados al incidente resultan insuficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habrían producido los hechos con eventual relevancia jurídica.


    V., Pablo Miguel y otro s/ Estafa y coacción (Artículo 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75573/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resulta prematuro el temperamento adoptado por la titular del juzgado bonaerense, pues no se ha determinado con precisión aún cuáles fueron las circunstancias de tiempo y lugar en que fue impresa y enviada la carta en la que se ofrece la contratación de espacios publicitarios en la Revista Ingresos Públicos de la Asociación Mutual del Personal Superior de la Secretaría de Ingresos Públicos, y asesoramiento a tal efecto cuestionada, así como si ha habido otros actos con relevancia típica. Corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación respecto a los lugares donde pudieron haberse desarrollado tales sucesos, para resolver luego con base en lo que surja de esa pesquisa.


    N.N.: Asociación Mutual del personal superior de la Secretaría de Ingresos Públicos s/ Averiguación de delito


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 5957/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 14334/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. La intervención de la jurisdicción federal está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    L., María o C., Jésica Andrea s/ Estafa y falsificación de moneda extranjera


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4695/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20704/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6587/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 292/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    F., Amílcar Nicolás s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2314/2018/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no se cuenta con elementos de prueba que permitan individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, determinar su significación penal y encuadre legal para discernir luego el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2566/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por lo tanto, corresponde al juzgado de esta ciudad, que previno y a cuya sede acudió el denunciante en procura de sus derechos, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos denunciados y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38544/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1931/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El juzgado provincial se encuentra en mejores condiciones para recabar las pruebas necesarias y que el imputado pueda ejercer su derecho de defensa, de conformidad con la doctrina de la Corte que, en supuestos como el de autos, atiende razones de economía para resolver la competencia territorial.


    D., Cristian Rodrigo s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58284/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    No existe en autos un conflicto que corresponda resolver a la Corte. Ello es así, en la medida en que se refiere a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    L., Félix Jorge s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 533/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Dado que la compra del rodado se realizó en una agencia de automóviles ubicada en la provincia de Buenos Aires, donde además se realizó el depósito de dinero, corresponde a la justicia de ese lugar, continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    I., Sergio Javier y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79370/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Habida cuenta de que es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración de la denunciante surge que la compra del automóvil, como la firma del formulario 08 y del resto de la documentación fue realizada en territorio bonaerense, corresponde al juzgado de esa localidad provincial continuar con las presentes actuaciones , sin perjuicio de que si considera que debe conocer otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    W., Valeria Paola s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2325/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    La Corte tiene dicho que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    H., Gisela Carina s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2370/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    Z., Miguel Ángel s/ Denuncia - estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2645/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Mercado cambiario. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene resuelto el Tribunal que es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. No resulta posible determinar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance del hecho en cuestión, defecto que se ve corroborado incluso por el pronunciamiento del juez federal, en tanto las posibles calificaciones jurídicas sobre las cuales basa su declinatoria respecto a la presunta operación de cambio de un cheque, no se apoyan razonablemente en las constancias del expediente, lo que impide la adecuada resolución del conflicto a la luz de la doctrina de la Corte de Fallos: 326:1926; 327:918, 328:4680 y 4686, entre otros. Corresponde al magistrado federal que previno, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1 – Imputado: M., Marcelo Leonardo y otro s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 14332/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Páginas web. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Conforme sostiene el Tribunal desde antiguo, la falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca. En este sentido, no se advierte que este supuesto se verifique en el caso, ya que la mera mención de una marca por e-mail sin otro aditamento ni imitación del entorno en que dicha empresa presta su servicio con marca registrada no constituye afectación en los términos indicados, aún cuando tenga como intención provocar un error en la víctima.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58661/2017/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Cheque de pago diferido. Competencia nacional. 


    Teniendo en cuenta que los documentos son de pago diferido, que fueron rechazados por falta de fondos y encontrarse cerrada la cuenta, que la estafa fue descartada por la justicia local y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez nacional conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6 de la ley 24.452, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S., Marcelo Javier s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 881/2018/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia en lo penal económico. Competencia nacional. 


    Toda vez que se trata de cheques de pago diferido, que no pudieron ser cobrados en virtud de una noticia de extravío efectuada ante la Dirección Provincial del Registro de las Personas con anterioridad a la fecha estipulada para el pago, corresponde al juez con competencia en el lugar del banco girado evaluar la posible aplicación al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6 de la ley 24.452.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7140/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de cheque. Competencia ordinaria. 


    Dado que los cheques con que se pagó la mercadería serían apócrifos y, por lo tanto, más allá de que fueran de pago diferido, la imposibilidad de cobrarlos se hallaba ab initio y su utilización como medio de pago a sabiendas de tal circunstancia, previas tratativas para asegurar la operación comercial, sería constitutivo, en principio, del delito de estafa, figura respecto de la cual aquella prevista en el artículo 302 es subsidiaria, corresponde a la justicia ordinaria asumir su competencia y continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    U. S.A. y otro s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66691/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Pago electrónico. Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.


    A., Silvina Cristina s/ Defraudación


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59689/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Plataformas electrónicas. Venta por internet. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Más allá de que el dinero fue depositado en la provincia de Buenos Aires, adquiere relevancia en el caso que el domicilio desde el que se accedió a internet para efectuar la publicación y crear la cuenta a la que se destinó el dinero se encuentra en esta ciudad.


    A., Yago Sebastián s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 830/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Préstamos personales. Transferencia electrónica. Documento nacional de identidad. Competencia federal. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que, en virtud del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo, sin que el uso de una fotocopia o una foto digital de dicho documento, modifique su intervención. Si la causa no se halla precedida de una investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58. El tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M. C. y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40560/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Sistema informático. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 897/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Sociedades comerciales. Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que la documentación societaria falsificada se presentó en empresas privadas, no viéndose afectado el normal funcionamiento de organismos federales y que, por otra parte, no es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional conocer en la presente causa.


    B., Gustavo s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31125/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 2 – Imputado: L., Emanuel Josías s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4549/2018/2/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 200, L. XLVIII, “Lalla, Cristian Edgardo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, etc.”.


    M., Sergio Gustavo s/ Estupefacientes – tenencia simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2522/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para la efectiva traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o modifica su anterior posición.


    Incidente N° 2. Imputado: B., Jesús Alberto s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 39403/2019/2/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio. Competencia provincial. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque medie entre ellos una relación de conexidad. Si el presunto “móvil delictual” del homicidio, vinculado con el comercio de estupefacientes, no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia penal de provincia.


    N.N. / Ministerio Público Fiscal s/ Investigación de homicidio - Víctima: B., Cristian Alejandro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2390/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Tampoco la cuestión se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos.


    N.N. s/ 5 C - Comercio de estupefacientes - Usuario mercado libre “Txxxx3xxxxx”


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 251/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Prefectura naval. Competencia federal. 


    Toda vez que la conducta desplegada por el imputado habría afectado el desempeño de miembros de la Prefectura Naval Argentina en ejercicio de sus funciones de seguridad nacional de acuerdo con lo establecido en el Decreto 864/2011, corresponde a la justicia federal conocer en esta causa.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Federal N° 4 C-3070/2018 y otro imputado: G., José Luis s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39791/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegitima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo a las constancias del legajo las hipótesis delictivas a considerar son dos. La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por el imputado en infracción a la ley 23.737. En tal sentido, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa. Respecto de las armas incautadas en poder del prevenido, teniendo en cuenta las circunstancias en las que se produjo su detención no puede descartarse, por el momento, que las armas no estuvieran íntimamente vinculadas con la tenencia de los estupefacientes, y su posible comercio, y al que cabe presumir se intentaba proteger de ese modo. Por tal motivo, y sin desconocer la solución adoptada por la Corte en la Comp. CSJ 2523/2017/CS1, “González Miranda, Gustavo Agustín”; esta contienda debe ser resuelta a partir del criterio establecido en la Comp. 452, L. XLIII, “González, Bernardino y Condori, Jorge David”, pues es el que, tiende a asegurar una mejor administración de justicia en el caso. En consecuencia, corresponde a la justicia de excepción conocer en la totalidad de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    V., Ángel Daniel s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2237/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Cohecho. Personal policial. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. En la audiencia de declaración de la incompetencia se evaluaron distintas hipótesis delictivas que podrían haberse configurado a partir de los hechos denunciados: exacciones ilegales o cohecho. Sin embargo, no se optó por ninguna de ellas. Esa deficiencia imposibilita adoptar un criterio cierto en torno a la competencia, dado que cada uno de esos delitos significaría la asignación de un rol sustancialmente distinto al que aparentemente habrían asumido los pescadores que brindaron testimonio en la causa. Si bien el canon ilegítimamente exigido a esos trabajadores de la industria pesquera, en la mayoría de los casos, fue abonado en la localidad de Diamante, la circunstancia de que esa recaudación sería entregada posteriormente al suboficial de la policía de seguridad rural en la ciudad de Coronda, no basta para resolver el planteo de acuerdo con el principio de territorialidad de Fallos: 323:2738 y 324:2355, que impide la adecuada resolución del conflicto.


    M., Ignacio s/ Su denuncia


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2116/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Explosivos. Competencia federal. 


    Si el artefacto que se hizo detonar poseía las características necesarias para producir daños y gravedad a bienes y personas, y la forma en que se envió el mismo tiene un régimen de tenencia y tráfico que se encuentra reglado por leyes de carácter federal, corresponde a la justicia de excepción conocer en estas actuaciones.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito – Víctima: Oscar Aníbal R.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1681/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Competencia nacional. 


    Las constancias remitidas no resultan bastantes para vislumbrar la presencia de extremos que justifiquen que la investigación continue ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil el delito de trata de personas al que se refiere la ley 26.364 -texto según ley 26.842-. En consecuencia, corresponde al Juzgado Nacional proseguir la pesquisa.


    N.N. s/ Infracción Artículo 125 bis - Promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842 y prostitución con fines de lucro (Artículo 127, sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5334/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Toda vez que de las resoluciones judiciales agregadas -únicos antecedentes con los que se cuenta para decidir el conflicto- no surgen elementos suficientes que hagan verosímil la hipótesis delictiva a la que se refiere la ley 26.364 -texto según ley 26.842-, ni la justicia nacional ordinaria aportó otros que, por ese motivo, justifiquen la continuidad de la investigación ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, corresponde al juzgado nacional proseguir el trámite de la causa.


    C., F. M. y otros s/ Infracción Artículo 127 en circunstancias del inciso 1° e infracción Artículo 125 bis del Código Penal según Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42011/2014/3/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n° 538, L. XL V, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia”, corresponde a la justicia federal el conocimiento prioritario en estos supuestos.


    No se han incorporado aún a la causa elementos de juicio suficientes que permitan sostener la calificación jurídica sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, y es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal según Ley 26.842 y explotación económica del ejercicio de la prostitución – Artículo 127


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 170/2020/2/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Prostitución. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Las resoluciones de los magistrados no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal que corresponda investigarlos. Esto impide que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Infracción Artículo 125 bis – Promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 152/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia nacional. 


    Le asiste razón al juez federal, desde que los términos de la denuncia y su ratificación permiten considerar que los hechos tratan cuestiones de mera índole particular. Las consideraciones realizadas permiten concluir que no existe por el momento ninguna circunstancia que justifique la intervención de la justicia federal, especialmente cuando los demás procesos mencionados en autos, y a cuyo único respecto se refirió el juzgado ordinario para rechazar la competencia, tampoco se ventilan ante dicho ámbito jurisdiccional.


    S. K., Alejandro y otro s/ Coacción (Artículo149 bis), extorsión y extorsión con amenaza contra el honor


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7777/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    No se advierten elementos que justifiquen la jurisdicción federal, de carácter excepcional y restringida, especialmente cuando tratan esencialmente de informes requeridos al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y a la ANSES, entre otros organismos, que descartaron que los imputados sean, o hayan sido, empleados de la Nación. Corresponde que sea el juzgado provincial quien continúe conociendo al respecto, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente surgir del posterior curso de la investigación.


    O., José Luis y otro s/ Extorsión


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 17117/2015/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Si no surge con certeza el lugar en el que se habría dispuesto de la suma exigida, con la realización de los envíos de dinero por parte de las parejas de las víctimas, pero sí que habría sido en el establecimiento penitenciario de Marcos paz donde se habrían producido los efectos intimidatorios constitutivos de la extorsión, corresponde a la justicia de la provincia de Buenos Aires proseguir la investigación, en cuyo ámbito territorial, además, se domicilian los imputados.


    C. M., Norberto Carlos y otro s/ Extorsión


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15467/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia nacional. 


    El conocimiento de la posible comisión del delito de extorsión en la cual no se vio afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, ni tampoco es posible visualizar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    D. la P., Gonzalo y otros s/ Extorsión


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2001/2019/3/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Servicio postal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


    Se considera que la controversia no se encuentra precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, cuando los elementos remitidos no resultan suficientes para establecer con la certeza necesaria, sobre esa única base y más allá de lo manifestado al respecto por el denunciante, si efectivamente la pieza enviada fue sustraída y, en tal caso, si al momento de ocurrir el suceso se encontraba dentro de la esfera de custodia de la prestataria del servicio postal, supuesto que permitiría discernir la cuestión de acuerdo con la doctrina de Fallos: 323:2074 y habilitar la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida.


    N.N. s/ Damnificado: P., Orlando Alberto y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24133/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28403/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En tanto no surge el lugar en el que habría sido entregado el cheque extraviado o sustraído, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia bonaerense, que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    J. R., Leandro s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 454/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Competencia provincial. 


    Más allá de la subsunción típica que en definitiva corresponda asignarle al caso, a fin de conseguir un análisis integral de todos los hechos, con sus implicancias y consecuencias, y prevenir que eventualmente se dicten pronunciamientos que puedan resultar contradictorios, corresponde a la justicia provincial debe asumir el conocimiento de estas actuaciones.


    A., Luciana Verónica s/ Falsa denuncia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60857/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Cédula Verde. Investigación inconclusa. Competencia federal. Patente del automotor. Competencia nacional. 


    En primer lugar, cabe señalar que la controversia no ha sido correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso, en el que el juez federal no cuestiona la materia ni el territorio, sino que centró su rechazó en consideraciones relativas al concurso de delitos. Al respecto, cabe aclarar que es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por otra parte, cabe poner de resalto que es doctrina la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En este sentido, existen en el sub judice distintas hipótesis delictivas a considerar con el objeto de fijar debidamente la competencia. En primer término, y en orden al uso de la cédula de identificación automotor ideológicamente falsa, dado el carácter nacional que reviste ese documento, atento que no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito. Por lo tanto, su conocimiento concierne al fuero de excepción de esta ciudad. Asimismo, no puede pasarse por alto que, se comprobó que el vehículo presentaba colocadas placas que no correspondían con sus originales, por lo que el magistrado federal deberá investigar la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho y la falsedad de la cédula de identificación del automotor, en la que figuraba la misma identificación de dominio colocada en el bien, pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal. Por otro lado, en lo atinente al hallazgo del soporte de cédula de identificación automotor, esta Procuración no advierte que se haya practicado medida alguna a fin de discernir, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en la que aquél habría incurrido, por lo que resulta indispensable que el tribunal que entiende en el desapoderamiento de gran cantidad de documentación perteneciente al Registro Nacional de la Propiedad Automotor, realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad de ese instrumento registral. La investigación se hallaría a cargo del Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal, por lo que, corresponde asignar la competencia al titular de ese tribunal, pues, en definitiva, es a quien corresponde dilucidar la posible participación del imputado en la sustracción, de acuerdo con el requisito exigido en la doctrina de Fallos: 317:499, entre otros, aunque no haya sido parte en esta contienda. Por último, acerca del hallazgo de las placas que habían sido denunciadas como sustraídas del vehículo, por aplicación de idéntico criterio al expuesto en el párrafo precedente, corresponde entonces asignar la competencia al juzgado nacional de instrucción que se encontraba en turno con la fiscalía que ordenó su secuestro, a fin de que se dicte una auto de mérito que determine el grado de responsabilidad que eventualmente pudiera caberle al imputado en el hurto, aunque no haya sido parte de esta contienda.


    F., Juan Pablo s/ Falsificación de documentos


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6780/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Certificado de transferencia de automotores. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Entorpecimiento del buen servicio de los empleados de la Nación. Criterio establecido en los fallos de las causas Comp. 270, L. XXXVIII, “Quaranta, Horacio Norberto s/ Defraudación por retención indebida”, y Comp. 1906, L. XLI, “Rodríguez, Roberto Claudio


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    A., Fernando s/ Falsificación de documentos y formularios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2326/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    S., Cristian s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2377/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito. Es oportuno señalar que se ha traspasado a la justicia en lo penal, contravencional y de faltas, la investigación de algunos delitos claramente enumerados en los respectivos convenios celebrados entre la Ciudad y la Nación y que, en relación con la presente causa, si bien los delitos contra la fe pública se incluyeron en la Ley n° 26.702 de transferencia de competencias, sólo quedaron comprendidos los instrumentos emitidos, o cuya competencia para emitirlos sea de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    D. l. C. Z., Jairo Jhampier s/ Uso de documento adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 89/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Estafa. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    N.N. s/ Falsificación documento privado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 533/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juzgado que previno continuar con la investigación, pues de las constancias incorporadas al incidente no surge que se haya profundizado mínimamente la investigación para acreditar siquiera la existencia del hecho y, en su caso, si involucró efectivamente la utilización de un documento de identidad, aspecto relevante para determinar la competencia material en la presente causa.


    N.N. s/ Infracción Artículo 292 2°párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2243/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Jonathan s/ Falsificación documento destinado a acreditar identidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 302/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    No se advierte a partir de las constancias de la causa que la contienda se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58.


    N.N. s/ Falsificación documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7970/2019/1/CS2, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia contravencional y de faltas. 


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no es posible determinar dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, y que surge que el documento apócrifo fue presentado ante las autoridades del gobierno de la ciudad, quienes comprobaron dicha anomalía, corresponde continuar con la presente causa el Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    C. S. S.A. s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 53/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Redes sociales. Facebook. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Usuario de Facebook “Julio C.” s/ Falsificación documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44515/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de documentos, si éstos han sido presentados ante organismos nacionales, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    F., Alfredo Patricio s/ Falsedad ideológica, etcétera


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10399/2015/2/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Concursos de delitos. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados -cheques- concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron entregados y dónde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.


    S., Mario Roberto s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26808/2017/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de valores equiparables a la moneda. Falsificación de cheque. Competencia nacional. 


    Si bien la ley 25.930 ha modificado el artículo 285 del Código Penal al equiparar la falsificación de cheques a la de moneda nacional, ello fue al solo efecto de su penalidad, tal como sucede respecto de otros valores allí mencionados. Esta conclusión se ve reflejada en el debate parlamentario que precedió a la sanción de esa norma. Se sostuvo entonces que “la falsificación de los instrumentos en cuestión vulnera todo el sistema jurídico legal establecido en torno a los mismos, generando perjuicios tanto para las entidades financieras, empresas y comercios que las emiten o reciben, cuanto para los propios usuarios, con la consiguiente desacreditación e inseguridad de todo el sistema financiero y crediticio” y que “…. la actividad cuyas normas se vulneran no se encuentra comprendida dentro de las funciones indelegables que el estado ejerce en su carácter de tal (como sí lo está la emisión de moneda de curso legal)”.


    N.N. s/ Falsificación de documento privado y de moneda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60008/2017/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Amenazas. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual, la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de licencias de conducir si, como en este caso, no surge que se hayan presentado en alguna institución nacional. En consecuencia, atento que los hechos denunciados no afectan intereses nacionales que habiliten la intervención del fuero federal, condicionada a la existencia de supuestos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, y siendo que no se presenta ninguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, debe ser la justicia provincial la que conozca en las presentes actuaciones.


    Incidente N° 1 – Imputado: L., Cristian s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 97863/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Boleto de compraventa. Cesión de boleto. Protocolización. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba al respecto, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62235/2018/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. De conformidad con esa premisa, más allá del incipiente estado de la causa y de los escasos elementos remitidos, al no poder descartarse de momento la falsa legalización de una autoridad nacional, corresponde a la justicia federal de la capital asumir el conocimiento de estas actuaciones y proseguir la investigación.


    C. G., Stephnie Jahany s/ Encubrimiento Artículo 277 Inciso 1°, apartado a)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1564/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se encuentra correctamente trabado, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso. Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 292, segundo párrafo del Código Penal, corresponde investigar la presente causa a la justicia local, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    Ezequiel Alejandro, K. s/ Falsificación documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5230/2019/2/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. En ese sentido, tiene resuelto el Tribunal, en numerosos precedentes, que compete a la justicia federal investigar la tenencia ilegítima de documentos nacionales de identidad, como así también la falsedad material e ideológica de documentos públicos de carácter nacional. Asimismo, la Corte tiene resuelto que las oficinas seccionales situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen -artículo 62 de la ley 17.671-.


    Á., Diego Martín y otros s/ Asociación ilícita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 116/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Beatriz s/ Falsificación documentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1550/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Cédula de notificación. Competencia federal. 


    En tanto la falsificación y la estafa constituyen una conducta única y habida cuenta del carácter nacional del instrumento falsificado corresponde al Juzgado Federal conocer en la presente causa.


    P., Hernán Roberto s/ Estafa procesal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1574/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n°270, L. XXXVIII, “Quaranta, Horacio Norberto s/ Defraudación por retención indebida” y n° 1906, L. XLI, “Rodríguez, R oberto Claudio s/ denuncia”,corresponde declarar la competencia del juzgado federal profundizar la investigación de la posible infracción a la ley 17.671.


    Tiene establecido la Corte que si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta –en los términos del art. 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida. Por otra parte, es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Z., Juan Martín s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1755/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Firma falsa. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde conocer en la causa al juez que previno si, de las constancias incorporadas al incidente no es posible determinar la posible falsificación de los instrumentos.


    F., Irene Beatríz y otro s / Estafa, falsificación documento privado y falsificación documentos públicos. Denunciante: S., Javier Leonardo y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49126/2016/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Hospitales públicos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la entrega de una suma de dinero proveniente de una prestación pública asistencial del Estado nacional, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación, y su presunta afectación o uso indebido solo causaría un perjuicio al patrimonio local.


    Hospital General de Agudos "Evita Pueblo" de Berazategui s/ Falsificación de documentos públicos, uso de documento adulterado o falso, asociación ilícita y abuso de autoridad


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 119704/2018/1/CS2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Impuestos provinciales. Crédito fiscal. Factura falsa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En línea con este principio, en atención a que el crédito fiscal reclamado se refiere a un impuesto local que no fue ingresado al fisco provincial, donde se habría presentado documentación apócrifa, por aplicación del artículo 18, segundo párrafo de la ley 26.735, corresponde al juez bonaerense conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53763/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Licencia de conducir. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte, que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado ante una autoridad que cumplía una función estrictamente federal, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    M., Lorenzo Wenceslao s/ Falsificación documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73045/2019/2/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70076/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Migraciones. Salida del país. Competencia federal. 


    Si la documentación adulterada fue presentada ante la Dirección Nacional de Migraciones, cabe concluir que el hecho es de aquellos que afectan el buen servicio de los empleados nacionales, y su conocimiento corresponde a la justicia de excepción.


    B., Carlos Emanuel s/ Falsificación documentos públicos


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 183/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Multa. Faltas de tránsito. Competencia nacional. 


    Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigar al Juzgado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación de instrumento Público. Denunciante: C., Aníbal Luis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2187/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigar al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, y sin perjuicio de las valoraciones de fondo que considere correspondientes.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro. Denunciante: S., Julia Del Carmen y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8500/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Atento que esta investigación se refiere a una falsificación de un documento público expedido por una universidad nacional y que no puede descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación, toda vez que el instrumento fue presentado ante un departamento de la Universidad Nacional de Buenos Aires a los fines de que se diera por aprobado el examen cuya falsa calificación se insertó en la libreta , de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado “C”, del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde al Juzgado Criminal y Correccional Federal.


    O., Aylen Romina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22586/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos es de exclusiva competencia del fuero de excepción.


    Z., Zulma Soledad s/ Falsificación de documentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 839/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Tiene establecido el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que atento al carácter federal que reviste un documento público nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, aún si se hubiera utilizado fotocopias de ese instrumento.


    Incidente N° 1 – Damnificado: A., Mariano N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30924/2020/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia federal. 


    Adulteración de certificados.


    Si la contienda no se halla precedida de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    Q. E. S.A. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8267/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia desleal. Competencia federal. 


    Es un criterio arraigado en la jurisprudencia del Tribunal que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. Desde el punto de vista del comerciante con derecho exclusivo a explotar su marca, la evaluación de la potencial lesividad de hechos como los investigados en esta causa debe ponderar el efecto cumulativo de actos individuales que, aunque constituyen la negación de aquellas buenas prácticas comerciales, aisladamente podrían parecer inocuos, pero como práctica generalizada contribuyen a configurar mercados marginales de considerable escala económica y capacidad de afectar la competencia leal.


    N.N. s/ Artículo 54 – según TC Ley 566 y modificaciones


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1435/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Es un criterio arraigado en la jurisprudencia del Tribunal que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. Desde el punto de vista del comerciante con derecho exclusivo a explotar su marca, la evaluación de la potencial lesividad de hechos como los investigados en esta causa debe ponderar el efecto cumulativo de actos individuales que, aunque constituyen la negación de aquellas buenas prácticas comerciales, aisladamente podrían parecer inocuos, pero como práctica generalizada contribuyen a configurar mercados marginales de considerable escala económica y capacidad de afectar la competencia leal.


    P. C., Carlos Arturo y otros s/ Infracción Ley 22.362


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1608/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que la cuestión debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia, surge de la pericia realizada una infracción a la ley de marcas y designaciones cuyo conocimiento es exclusivo del fuero federal -artículo 33, de la ley 22.362-, por ello, corresponde a la justicia de excepción continuar con la investigación aunque no haya sido parte en la contienda.


    H. R., Jorge Luis s/ Falsificación y aplicación de marcas y contraseñas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64037/2019/1/CA1-CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 27878/2019/1/CS1 “B. G., Diego Hernando s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    F. A. y otros s/ Estafa e infracción Ley 22.362


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60589/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    Denunciante: T., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64320/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Violación de medios de prueba, registros y documentos. Instigación a cometer delitos. Lesiones leves. Lesiones graves. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    No se advierten suficientes elementos de juicio, más allá de la palabra de los querellantes y las constancias que aportaron, que permitan vislumbrar con la certeza que esta etapa requiere, el entramado delictivo que se atribuye a los denunciados, tendiente a la falsa generación de casos de abuso sexual. Las manifestaciones del querellante podrían aparecer como parte de una versión exculpatoria sobre la imputación de hechos de abuso sexual infantil que se investigan ante los estrados provinciales, donde, por otra parte, se habrían exteriorizado tanto la denuncia como las declaraciones testimoniales e informes periciales que se alegan contrarios a la verdad. En aras de una mejor administración de justicia y para evitar el posible dictado de resoluciones contradictorias en distintas jurisdicciones, corresponde al Juzgado Provincial asumir el conocimiento de la presente causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    G., J. P. y otros s/ Falso testimonio, infracción Ley 24.270, sustracción y destrucción de medios de prueba y documentos, instigación a cometer delito, lesiones leves (Artículo 89) y lesiones graves (Artículo 90)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14492/2019/2/CS2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Agencia de turismo. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. Asiste razón al juez provincial acerca de que no consta en el expediente ningún elemento de juicio dirigido a corroborar la existencia de las maniobras defraudatorias, ni las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habrían producido. Por otro lado, cabe señalar que de los términos de la denuncia del funcionario nacional, tampoco surge con suficiente precisión si el incumplimiento de los compromisos contractuales por parte del imputado, pudo perjudicar eventualmente intereses nacionales o el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados , en los términos establecidos en Fallos: 327:269 y 1840, lo que, en su caso, podría ser relevante para fundar un criterio en torno a la competencia tanto en su aspecto territorial como material.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Ricardo Mario - Imputado: A., Pablo Ernesto y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 83495/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar con el grado de certeza necesaria, el verdadero alcance de los sucesos denunciados.


    Incidente N° 1 Denunciante: F., Cristhian Arnaldo - Imputado: Katia Mariel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37305/2020/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. - T. B. s/ Averiguación de ilícito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2894/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Rubén David s/ Estafa, falsificación documento, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5718/2015/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran cumplidos en la presente incidencia pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible apreciar correctamente el hecho que ha dado lugar al conflicto, su calificación legal ni, mucho menos, sus circunstancias de tiempo, modo y lugar para determinar el tribunal que en definitiva resultará competente.


    Incidente Nº 1- N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 406/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Competencia nacional. 


    Más allá de los escasos elementos remitidos y de la calificación legal que quepa dar a los hechos investigados, toda vez que no se encuentra controvertido que éstos tendrían como autores a agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital continuar con el trámite de estas actuaciones.


    Incidente N° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 93775/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Faltas de tránsito. Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso, lo resuelto en el dictamen de la causa CSJ 62187/2019/CS1, “N.N. s/ Falsificación de instrumento público. Denunciante: C., Aníbal Luis”.


    N.N. s/ Falsificación Denunciante: B., Carlos José


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2186/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Firma falsa. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° CFP 158/2018/1/CS1, “Obra Social de la Cámara de Agencia de Remises de Argentina s/ Falsificación de documentos”.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70979/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Fraude a la administración pública. Competencia federal. 


    Si bien el trámite dado al incidente es erróneo, puesto que para la existencia de una correcta cuestión de competencia, el juez provincial debió remitir las actuaciones a su respectiva cámara de apelaciones para que ésta resolviera respecto de la atribución de competencia, conforme lo establece el artículo 10 de la ley n° 23.098, la Corte puede exceptuar ese óbice formal, desde que tal exigencia no obsta el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen , tal como, ocurre en casos de esta índole. Conforme surge de las constancias agregadas, el presente habeas corpus interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados de agentes que se desempeñan en el ámbito local como lo es la municipalidad de La Matanza y la policía de la provincia de Buenos Aires; por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial de conformidad con lo establecido por el artículo 2° de la ley n° 23.098. Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza de los hechos y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Ahora bien, las circunstancias que dan cuenta de que en el marco de los hechos en estudio habrían ingresado ante el sistema electrónico de la AFIP facturas cuestionadas en su legitimidad –lo que no se encuentra controvertido en autos – permiten establecer la existencia de anomalías que pudieron haber obstruido el normal desarrollo del organismo nacional, que ordenó la realización de sendas fiscalizaciones respecto de ambos contribuyentes. Esas razones hacen surtir la jurisdicción federal. Por lo tanto, más allá de las hipótesis delictivas en las que en definitiva quepa encuadrar los hechos en estudio, corresponde asignar la competencia para investigarlos a la justicia federal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: L., Manuel Alberto s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 8930/2018/1/CS2, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 16728/2016/1/CS1, "Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de deberes de funcionario público, malversación de caudales públicos dte: Revelli, María Claudia Ángela y otro".


    El Ministerio de Educación era la autoridad de aplicación de los Planes de Mejora institucional, organismo al que las provincias habrían informado el listado de escuelas a las que se les había aprobado planes para la asignación de los fondos para el financiamiento de horas institucionales que se enviarían según lo dispuesto por las jurisdicciones, y que la provincia de Buenos Aires habría gestionado los recursos del Estado nacional destinados a solventar esas horas institucionales, cuya rendición de cuenta debía enviarse a la oficina que el programa tenía en La Plata.


    M., Alicia Fabiana s/ Defraudación contra la administración pública


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2363/2013/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Usurpación de predio público. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que es competencia de la justicia federal investigar el delito de usurpación con relación a tierras de propiedad del Estado nacional, puesto que puede provocar perjuicio directo a su patrimonio.


    C., María Isabel y otro s/ Defraudación contra la administración pública, estafa y usurpación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 85278/2017/9/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto. En ese sentido, el declinante descartó que los hechos constituyeran el supuesto descripto por el artículo 4° de la ley 24.769 en el entendimiento de que la devolución obtenida en forma indebida por los imputados no configuraba un beneficio fiscal en sentido estricto, y en razón de que además la ley no le imponía a la empleadora ningún tipo de reconocimiento, autorización ni certificación para devolver los importes liquidados en exceso. A su vez, pese a que se verificaron montos evadidos por parte de los imputados, éstos no alcanzaban a cubrir el mínimo establecido por la condición objetiva de punibilidad exigidos por los tipos penales descriptos en los artículos 1° y 3° de la misma normativa. Ahora bien, se observan en el legajo suficientes elementos que permiten considerar que se habrían originado situaciones irregulares ante la AFIP que podrían haber obstruido el normal desarrollo de ese organismo nacional. Esas irregularidades importaron también perjuicios pecuniarios, desde que aun cuando los montos no cubrían los exigidos por el tipo penal para el delito de evasión, se eludieron pagos del impuesto a las ganancias durante algunos períodos fiscales. En tales condiciones, los hechos que se ventilan en esta causa habrían involucrado también la eventual obstrucción del normal desenvolvimiento de un organismo nacional o menoscabado el buen servicio de sus empleados o de las rentas nacionales, lo que hace surtir la jurisdicción de excepción.


    T. V., Roberto y otro s/ Defraudación contra la administración pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31407/2016/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Saneamiento. Urbanizaciones especiales. Personal municipal. Proveedor. Fondo de Aportes del Tesoro Nacional. Competencia federal. 


    Afectación al normal desarrollo de una institución nacional o el buen servicio de sus empleados.


    Es doctrina de la Corte que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que además sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Los episodios que habrían tenido como objetivo defraudar al Estado nacional, corresponden a la justicia federal, ya que eventualmente podrían haber afectado el normal desarrollo de una institución nacional o el buen servicio de sus empleados.


    N.N. s/ Defraudación contra la administración pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2763/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Fraude. Presupuesto. Policía Federal. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia federal. 


    La ausencia de elementos suficientes para decidir sobre este conflicto impide que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos antecedentes remitidos no permiten conocer y delimitar con precisión los pormenores y las características de los hechos que serían objeto de investigación, para encuadrarlos en alguna figura determinada y, de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. La declinatoria no describe concretamente cuáles serían aquellas irregularidades en las que, más allá de la naturaleza de sus funciones, habrían incurrido agentes de la División Delitos Ambientales de la Policía Federal Argentina. Del incidente tampoco surge la adopción de medidas investigativas mínimas que permitan confirmar o descartar la posible detracción fraudulenta o abusiva de recursos presupuestarios de esa fuerza de seguridad federal, dado que, de verificarse eventualmente esa hipótesis delictiva, podría implicar un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica y, por lo tanto, suscitar la intervención de la jurisdicción de excepción.


    División Denuncias de Delitos Federales de la Policía Federal Argentina s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3336/2020/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Vacunación. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    T., Ricardo Augusto y otro s/ Estafa, extorsión y competencia desleal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57085/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Fuerzas de seguridad. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de señalar que de los antecedentes remitidos no surge con suficiencia cuál habría sido el motivo concreto del despliegue de la fuerza de seguridad en el lugar, lo cierto es que en los hechos denunciados habrían intervenido efectivos de la Gendarmería Nacional que se desempeñaban en el puesto de la Unidad de Prevención Barrial 1-11-14, y que las funciones allí desarrolladas responden al programa "Barrios Seguros" implementado en el 2016 por el gobierno nacional y coordinado y supervisado por la Subsecretaría de Prevención del Delito y la Violencia, bajo la órbita del Ministerio de Seguridad de la Nación y en articulación con el gobierno local. Por lo tanto, más allá de la calificación que corresponda dar a los sucesos objeto de controversia, no puede descartarse una afectación al buen servicio de los empleados de la Nación, que incumbe investigar a la justicia federal en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48.


    Gendarmería Nacional Argentina s/ Vejación o apremios ilegales (Artículo 144 bis Inciso 2°)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50723/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos. Secretario de juzgado. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Por tratarse el objeto de investigación de presuntos delitos cometidos por un funcionario de la justicia nacional ordinaria, en ocasión de su función y en el marco de causas tramitadas en esa sede, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional asumir su conocimiento y proseguir el trámite.


    P., Julio Augusto s/ Extorsión, falsedad ideológica y falso testimonio


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4587/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Gas natural. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    A partir del 1° de enero de 2003 entró en vigencia la Resolución ENARGAS número 2768/02, en la que se estableció que las cédulas de identificación de equipos de gas natural comprimido serán provistas por ese Ente Nacional a través de los Productores de Equipos Completos, y llevarán impreso el isologotipo del ENARGAS. Por tratarse de un documento emitido por un órgano nacional, su falsificación debe ser investigada por la justicia federal.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos solicitante: División Ciberpatrullaje Policía Federal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68563/2018/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Gendarmería Nacional. Asignación de funciones. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta los dichos no controvertidos del denunciante, y que tampoco se encuentra en discusión que los denunciados pertenecerían a la Gendarmería Nacional Argentina y habrían actuado en ejercicio de sus funciones, corresponde a la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad, continuar el trámite de la causa, pues más allá de su incipiente estado, no puede descartarse que el hecho sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.


    N.N. s/ Robo agravado - fuerzas de seguridad (Artículo 167 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7572/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la competencia CCC 7614/2015/CNC1-CA1 “Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Habeas corpus”.


    Corresponde a la justicia federal conocer respecto del habeas corpus interpuesto contra un acto lesivo emanado de la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal que dispuso implementar un sistema de control de ingresos con equipos de escáner.


    G., Alejandro y otros s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58374/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que los agentes del Servicio Penitenciario Federal que se desempeñan en establecimientos ubicados en la Capital Federal, donde se alojan detenidos a disposición de magistrados federales, no cumplen, por ello, funciones específicamente federales. Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    Denunciante: C., Pedro y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3978/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio. Economía procesal. Cadáver. Competencia provincial. 


    Si bien no se ha establecido, por ahora, el lugar exacto de su muerte y las circunstancias que la precedieron, sí se han determinado las relativas al hallazgo del cadáver, lo que amerita la competencia de la justicia entrerriana conforme al criterio establecido en Fallos: 311:68, en lo pertinente, a “contrario sensu”.


    N.N. s/ Homicidio - Damnificado: R., Osvaldo Catalino


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que, según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde la justicia provincial la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.


    N.N. Liliana s/ Hostigar, maltratar, intimidar (Artículo 52 según Ley 1.472) - Denunciante: Jesús Anrino M. A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1841/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 324:1617 y 3651, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F., Lautaro José s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31718/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto impropio. Mercadería. Sistema informático. AFIP. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    En tanto el depósito del cual se retiró ilegítimamente la mercadería se encuentra en territorio provincial y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado bonaerense continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14850/0/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto. Aeronave en vuelo. Competencia federal. 


    De acuerdo a doctrina de la Corte, si uno de los jueces en conflicto cita jurisprudencia de la Corte, el otro debe ponderarla y no limitarse a elevar las actuaciones sin aportar nuevos elementos de juicio. La consideración de ese principio adquiere aún más relevancia en el caso, pues si el juez federal hubiese procedido de acuerdo con él, se habría podido evitar la sustanciación de esta contienda y el perjuicio que su trámite ha provocado a la buena administración de justicia. En efecto, el precedente de la Corte que cita el magistrado local rige la adecuada solución del conflicto. Por aplicación entonces, en lo sustancial, del criterio establecido en el citado precedente “Descalzo”, que corresponde a la justicia de excepción continuar con el trámite de la causa.


    Incidente N° 1 – Imputado: R. G., Pilar Miriam s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27866/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que se habría utilizado ilegítimamente un documento destinado a acreditar la identidad de las personas y que cuando un delito de índole común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación, corresponde al juez de excepción continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Hurto e infracción Ley 20.974


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62828/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento privado. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 27878/2019/1/CS1, “B. G., Diego Hernando s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    N.N. s/ Hurto, estafa, falsificación documento privado e infracción Ley 22.362


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79222/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se hallan controvertidos por otras constancias de la causa, se desprende que el hecho se produjo en la provincia de Buenos Aires, compete al magistrado de la provincia asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación. Ello sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    R., Horacio Eduardo y otros s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72298/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Motocicleta. Archivo de la causa. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    La investigación del delito de encubrimiento corresponde a la justicia provincial.


    E., Juan Cruz s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2880/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia de menores. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Por aplicación de los principios desarrollados por el Tribunal en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, ha quedado excluida la competencia del fuero federal para conocer en el delito de encubrimiento de delito investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que, de aquí en más, deberá sujetarse a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050, modificada por la ley 24.170- corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, expedirse acerca de la situación procesal del imputado y del joven que se encontraba con él al momento del hallazgo del motovehículo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior, razón por la cual la juez nacional en lo criminal y correccional debe ceder su intervención con relación al delito contra la propiedad.


    R., Lucas David s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2668/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Reconocimiento en rueda de personas. Encubrimiento. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    No puede ser interpretado como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte aquel pronunciamiento que establece que no se cuentan con los elementos probatorios que permitieran vincular a los imputados con el robo cometido tres meses antes, en esta ciudad. La dificultad que eventualmente la víctima de la sustracción juzgue tener para la realización de la rueda de reconocimiento no autoriza un juicio adverso sobre su utilidad, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. A partir del criterio expuesto por el Tribunal en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, queda excluida la competencia de la justicia de excepción para conocer en el delito de encubrimiento de un ilícito penal investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que quedará sujeto a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión.


    M., Jesús Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2767/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Transporte de equipaje. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Al no encontrar elementos que permitan sostener en autos la posible afectación del hecho a la navegación o el comercio aéreos (artículo 194 del Código Penal), de acuerdo con la jurisprudencia establecida por la Corte para casos como el presente, cuando de las constancias remitidas no surge acreditado el lugar donde se produjo la sustracción, corresponde continuar la investigación en el ámbito donde se dio intervención a la autoridad policial.


    N.N. s/ Hurto de mercadería transportada (Artículo 163)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21719/2019/1/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Uber. Competencia por la materia. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    Incidente N° 1. N.N.: Santiago Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56387/2019/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Identificación de las personas. Denuncia de extravío. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, pues no se cuenta con los elementos de juicio necesarios para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, alguna de las hipótesis delictivas previstas por la ley 20.974 de identificación del Potencial Humano Nacional, tal como lo plantean el fiscal y la juez de instrucción en sus resoluciones.


    N.N. s/ Defraudación e infracción Ley 20.974


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16011/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    D. S., C. N. s/ Impedimento de contacto de menor de edad con su padre no conviviente


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2437/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Cuando se inicia un expediente relativo al conflicto entre progenitores en la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte, y que en ese ámbito se radicó la denuncia por hostigamiento, corresponde al juzgado de esta ciudad que previno, y ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    S., Alan s/ Hostigar, maltratar, intimidar


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2438/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Incidente de competencia. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que la documentación apócrifa no constituye un instrumento público y que por otra parte no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, corresponde conocer en la presente causa al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    C. P. de I. M. y E. s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8804/2019/1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1- Damnificado: Auditorio Belgrano y otro. Imputado: T., Eduardo Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7663/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en esta causa.


    Incidente N° 3 - Imputado: S., Héctor Ismael s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15770/2017/3/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión los que, no pueden ser apreciados in extenso a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos. Por todo lo expuesto, la justicia local, que tomó conocimiento de la notitia criminis, debe continuar con esta investigación e incorporar los elementos para darle precisión.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M. I., Pablo Daniel y otro - Imputado: A., María Soledad s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40185/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1- Damnificado: Iglesia Santo Cristo N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8158/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Usurpación. Amenazas. Competencia provincial. 


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, ligados a una misma situación de conflicto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, teniendo en cuenta que la usurpación y las amenazas a los empleados del hotel ocurrieron en territorio bonaerense, corresponde al juzgado local conocer en todos los supuestos delictivos.


    Incidente N° 1 - Denunciante: L., Jorge Alejandro - Imputado: F., Fernando Javier s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77377/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Régimen penal cambiario. Operaciones de cambio sin autorización. Entidades financieras no bancarias. Juez previniente. 


    Si no se verifican en el caso los presupuestos necesarios para una concreta contienda negativa de competencia, ya que los jueces entre quienes se suscitó este conflicto no se atribuyen la causa recíprocamente, corresponde devolver las actuaciones al tribunal declinante que previno y que no cuestiona los argumentos del fuero especial respecto del régimen cambiario, que en definitiva establece la intervención judicial tras la clausura del sumario que debe tramitar ante el BCRA.


    N.N. s/ Incumplimiento de deberes de funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 24/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Injurias. Redes sociales. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Ha sostenido el Tribunal que corresponde entender en la querella por injurias al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante. Si no surge el lugar desde donde se habrían difundido las expresiones difamatorias a través de la red social, es la justicia nacional que previno en la contienda, en cuya jurisdicción se tomó conocimiento de ellas y la víctima hizo valer sus derechos, la que debe entender en esta causa.


    Principal en Tribunal Oral - Querellante: T., Deborah Carolina y otro s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7616/2020/TO1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Instigación o ayuda al suicidio. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 734, L. XLIII, “González, Narda s/ Suicidio en tentativa”.


    N.N. s/ Instigación al suicidio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70459/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Intermediación financiera. Comisión Nacional de Valores. Oferta pública de acciones. Competencia federal. Defraudación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de intermediación financiera no autorizada resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no pueda declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si éste se halla configurado o no. Atento que surge del informe agregado que la firma demandada habría realizado oferta pública de valores –acciones– sin la autorización de la Comisión Nacional de Valores, a través de su dominio registrado en internet, corresponde a la justicia federal conocer en las presentes actuaciones con respecto a ese hecho, pues la investigación del delito de intermediación financiera ilegítima es de exclusiva competencia del fuero de excepción. En atención a que resultarían escindibles de la oferta pública de acciones las presuntas defraudaciones atribuidas a los directores de la firma demandada, y en atención a que de la información incorporada en la pesquisa no surge que los imputados hubieran captado ahorro público y prestado los fondos a terceros sin la autorización otorgada en forma expresa por el Banco Central de la República Argentina, según lo exige la ley 21.526, sino que aparentemente financiarían proyectos de inversión mediante el préstamo de dinero de particulares a cambio de un interés, corresponde a la justicia provincial proseguir con la investigación, que previno y a cuya sede acudieron los denunciantes en procura de sus derechos, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    N.N. s/ Infracción Artículo 310 - Incorporado por Ley 26.733


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4850/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Intervención de línea telefónica. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B. O., Maximiliano y otros s/ Violación sistema informático, sistema público - Artículo 153 bis 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2294/2018/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. También tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. Resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial que se realicen medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la existencia de los hechos advertidos en las escuchas telefónicas, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar.


    Incidente nº 1 - Denunciante: Fiscalía en lo Criminal y Correccional Federal nº 4 C-90937/2017, y otro imputado: C., Emiliano David s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42333/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Si el hecho tuvo lugar en perjuicio de un ente nacional, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en estas actuaciones.


    Incidente N° 1- Damnificado: Mutual "Gendarmería Nacional Argentina" - Imputado: N.N., N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5921/2020/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegitima de material explosivo. Competencia federal. 


    Cabe advertir que entre los elementos hallados en el domicilio registrado se secuestró pólvora, cuya calidad de explosivo prohibido surge de su inclusión como tal en la clasificación del decreto 302/83, reglamentario de la ley 20.429, y que de conformidad con el artículo 33, inciso 1, apartado e), del Código Procesal Penal de la Nación, se encuentra incluido entre aquéllos de competencia federal.


    Y., Mario Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (1) 3º párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2280/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia nacional. 


    Sistema de almacenamiento nube.


    La presente contienda no se encuentra precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. No ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto en relación con el que corresponde pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo. No surge del incidente que se hayan practicado las medidas indispensables a ese fin, en particular, no se ha solicitado información a la compañía que provee el servicio de almacenamiento en línea si efectivamente fue vulnerada la seguridad del usuario de la denunciante ni el lugar desde el que eventualmente se habría accedido a internet para realizar la maniobra. Corresponde a la justicia de instrucción asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1 – Denunciante: G., Carlos Alberto. Denunciado: C., Federico s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56870/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente N° 1 - Denunciante: G., Julio Gabriel y otro - Imputado: T., Matías s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80290/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación de los hechos. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Víctor Andrés s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2884/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En consecuencia, corresponde a la justicia nacional, que previno y a cuya sede acudió la denunciante, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    A., S. P. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15115/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75969/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Falsificación de documentos. Falsedad ideológica. Escritura traslativa de dominio. Documento nacional de identidad. Poder especial. Competencia federal. 


    El juzgamiento de la falsedad ideológica de la segunda escritura traslativa de dominio, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 321:185 y sus citas, corresponde al juez federal de La Plata, donde tiene su asiento la escribanía interviniente. El juzgamiento de ese hecho no puede escindirse del correspondiente a los sucesos posteriores, en la medida en que no puede descartarse que constituyan una pluralidad de actos que responden a un plan común, y que pueden conformar una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que abarcaría distintas maniobras cometidas merced al empleo de un poder y un documento nacional de identidad, cuya falsedad se investigó ante la justicia de excepción, dirigidas a privar fraudulentamente a otros del derecho que alegan sobre un bien inmueble. La Corte tiene establecido que cuando la falsedad del instrumento público y su uso fraudulento, que pudieron haber ocurrido en distintas jurisdicciones, presentan entre sí una relación tal que excede la mera conexidad, pues de la validez de aquel documento depende la legitimidad del comportamiento posterior, resulta conveniente que un solo tribunal continúe con la investigación.


    I., Pedro Néstor y otros s/ Falsificación documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67557/2018/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Con las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible, por el momento, encuadrar el accionar del imputado en una figura determinada.


    G., Héctor Guillermo s/ Infracción Artículo 303, Inciso 1


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74006/2018/2/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia FSM 109589/2017/1/CS1, “Piferret, Adrián Arturo s/ Amenazas”.


    C., Lucas y otros s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12149/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En tanto el juez provincial no controvierte el lugar de comisión del hecho y toda vez que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se hallan puestos en cuestión por otras constancias de la causa, se desprende que las presuntas lesiones se habrían producido en la provincia de Buenos Aires, compete al magistrado local asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación.


    M., Agustín s/ Lesiones leves


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2354/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Personas privadas de su libertad. Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal. 


    Entorpecimiento del buen servicio de un organismo nacional y de sus empleados.


    Cuando no es posible descartar una afectación al normal desempeño del establecimiento penitenciario, al caber la posibilidad de que los hechos hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, corresponde que intervenga la justicia federal.


    M., Jorge Javier s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 100394/2017/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Entorpecimiento del buen servicio de un organismo nacional y de sus empleados.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción. Es competente la justicia ordinaria para conocer en la causa por lesiones que un interno de un penal le cause a otro. Ello siempre que, en ambos casos, el delito no haya afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Si no es posible descartar que las lesiones objeto de contienda hayan afectado el normal desempeño del establecimiento penitenciario, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    G., Adrián Alejandro s/ Averiguación de delito


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24973/2018/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Ausencia de afectación de intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    El Tribunal tiene resuelto a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    N.N. s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70757/2017/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones. Abuso sexual. Interés superior del niño. Economía procesal. Falso testimonio. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si bien la parte querellante situó concretamente los hechos de lesiones e impedimento de contacto en esta ciudad de Buenos Aires, lo cierto es que aun cuando se considerasen independientes respecto de los abusos sexuales denunciados en sede bonaerense, no puede desconocerse que -en sustancia- reconocen en su raíz un mismo contexto de conflicto familiar, por lo que la elección del tribunal competente debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Respecto de los presuntos delitos de falso testimonio o falsa denuncia, su investigación correspondería al ámbito de competencia del Juzgado de Garantías, en tanto los términos que se reputan falsos habrían sido vertidos con motivo de un proceso que tramita en esa jurisdicción.


    M., M. J. s/ Lesiones agravadas y averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76877/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Muerte. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Corresponde que la investigación de la muerte prosiga en sede provincial, pues allí habrían ocurrido los hechos que pudieron haberla desencadenado. Aunque las escasas constancias del legajo impidan tener por acreditado el nexo causal entre ambos sucesos, al magistrado provincial le cabe profundizar ese aspecto a partir del resultado ya comprobado. Si las lesiones ocurrieron en sede provincial, allí corresponderá determinar la eventual relación con el desenlace, especialmente si se repara en que las causales de fallecimiento indicadas en la historia clínica y en el informe de autopsia no permitirían inferir una etiología traumática originada en la atención hospitalaria recibida en esta ciudad.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40032/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Licencia de conducir. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado ante una autoridad que cumplía una función estrictamente federal, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    M. T., René Antonio s/ Falsificación de documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2336/2017/TO1/CFC1-CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no fue presentada en alguna institución nacional con afectación del cumplimiento de sus funciones específicamente federales.


    O., Rodolfo Antonio s/ Uso de documento adulterado o falso


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 17307/2017/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque en estos casos no hay afectación del normal funcionamiento de organismos federales.


    F., Walter Ezequiel s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2568/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado ante una autoridad que cumplía una función estrictamente federal.


    F., Elvio Ricardo s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2368/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    P., César Adrián s/ Uso de documento adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 936/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales. Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    Incidente N° 1 – Presentante: M., Cristian Emanuel Jesús s/ Presunta infracción Artículo (S) 292 y 296 del Código Penal Argentino s/ Incidente de incompetencia


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 2669/2019/1/CS2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    P., Nicolás s/ Uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1005/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y a Fallos: 339:652.


    Incidente N° 1 - Damnificado: B., Camila Ailén - Imputado: L., Heber Martín s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65510/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”; y Fallos 339:652.


    Incidente N° 1 - Imputado: G., Jorge Alfredo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15982/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Marcas y señales. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inc. b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18443/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    Denunciante: M., Luis Fernando y otros. Imputado: R. A. S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39402/2019/1/CS2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en la causa surge que el titular del abonado telefónico asociado al usuario de la red social se domicilia en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de San Isidro para continuar con la investigación de la causa.


    N.N., H_a_2xxx s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1705/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en la causa surge que la totalidad de las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Berazategui para continuar con la investigación de la causa.


    L., A. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1890/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Intervención judicial. Asociaciones sindicales. Proceso electoral. Competencia laboral. 


    Con arreglo a los artículos 23, in fine, y 305 del Código Penal, es indudable la facultad del juez penal de disponer medidas cautelares destinadas a hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, evitar que se consolide su provecho o que se logre la impunidad de sus partícipes. La superposición jurisdiccional debe resolverse a través del estricto apego a la competencia ratione materiae de los tribunales involucrados y atendiendo al objeto procesal que en cada caso corresponde a ellos. Conforme los artículos 61 y siguientes de la ley 23.551, la competencia para revisar lo decidido en punto al proceso electoral y demás actos tendientes a la regularización de la asociación sindical corresponde al fuero nacional del trabajo.


    Sindicato de Obreros y Empleados de la Minoridad y Educación


    COMP. CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6132/2018/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Muerte. Deber de obrar con prudencia. Competencia nacional. 


    No es posible descartar, al menos de momento, que el desenlace fatal respondiese a una omisión en el deber de cuidado por parte de los agentes del Servicio Penitenciario Federal en cumplimiento de sus funciones propias en una unidad penitenciaria de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional. Con arreglo a la doctrina que a ese respecto ha desarrollado la Corte en Fallos 301:48 y 312:1950, su conocimiento compete a la justicia nacional ordinaria de la capital.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8041/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Narcomenudeo. Cantidad de estupefacientes. Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la venta de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, atento a la gran cantidad de material estupefaciente secuestrado no se advierte que el objeto de estas actuaciones esté constituido por sucesos que correspondan al último eslabón de la cadena de comercialización. Si la investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es conveniente declarar la competencia de la justicia federal con asiento en Lomas de Zamora -en cuya jurisdicción se habría incautado la mayor parte de los estupefacientes, y donde se domiciliarían los imputados por su comercio- para que entienda en la totalidad de la causa. En lo referencia a la incautación de un arma con su numeración registral posiblemente erradicada, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación.


    O. R., Nicolás Martín y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2717/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Narcotráfico. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la venta de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737 al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Si, atento el modo de operar, no puede afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga, corresponde la intervención de la justicia federal.


    Incidente N° 11 – Imputado: R., Pedro Emanuel y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2161/2018/11/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Cheque de pago diferido. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    En tanto no surge el lugar en el que habría sido entregado el cheque extraviado, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia bonaerense, que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta del documento.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1186/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Corresponde a la juez en lo penal económico conocer en investigación por el rechazo de los cheques de pago diferido y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24452.


    B. S.R.L. y otro s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56005/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. 


    Teniendo en cuenta que en el caso se trata de cheques de pago diferido, que la estafa fue descartada por la justicia local y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde a la justicia con competencia en los domicilios de los bancos girados conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    B., Eligio Daniel y otros s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8428/2015/2/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Patente del automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2417/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia provincial. 


    Si de las probanzas del expediente no surge el lugar dónde las patentes habrían sido sustituidas, la investigación corresponde al tribunal provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45170/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Personal penitenciario. Servicio Penitenciario Federal. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia nacional. 


    Si no se encuentra controvertido que el hecho tendría como autores a agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital continuar el trámite de estas actuaciones.


    Complejo Penitenciario Federal de la C.A.B.A. (área administrativa) s/ Incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15846/2018/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Personas privadas de la libertad. Apremios ilegales. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 45720/2018/1/CS1, “Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Apremios ilegales a detenidos (art. 144 bis, inc. 3°)”.


    Servicio Penitenciario Federal s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis inciso 3°)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40607/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones. Arma de fuego. Motín carcelario. Servicio Penitenciario Federal. Acumulación de procesos. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Los hechos denunciados forman parte del objeto de la causa CFP 2195/2020/1/CS1, en la cual esta Procuración se expidió en la contienda de competencia allí suscitada.


    Incidente Nº 1 - Querellante: Procuración Penitenciaria de la Nación s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20997/2020/1/CS1, 08 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    La Corte ha mantenido en el tiempo el criterio de que, a pesar de su carácter nacional, no debe entenderse que en los establecimientos de la ciudad de Buenos Aires donde se alojen detenidos se cumplan funciones de específica naturaleza federal, razón por la cual los hechos de violencia en los que tomen parte los internos, ya sea como autores o víctimas, no suscitan la competencia de la justicia de excepción, solución que no sufre alteración en los casos en que el delito sea cometido por agentes del Servicio Penitenciario Federal. El objeto de la causa no es más que la presunta actividad criminal de la que dan cuenta los hechos y el estado de cosas constatado luego del motín. El contexto o los motivos que impulsaron ese obrar, más allá del papel que puedan cumplir en la aplicación de la ley penal, no alteran la materia común del asunto sometido a juzgamiento. La pretensión que se ejerce en el marco de esta acción penal no está fundada en los derechos que la ley otorga a las personas bajo custodia del Estado ni se dirige a la revisión judicial de las medidas de política penitenciaria tomadas antes o durante la emergencia sanitaria, cuestiones que están siendo atendidas por las autoridades nacionales competentes por otras vías.


    Incidente Nº 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2195/2020/1/CS1, 08 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Personal policial. Competencia federal. 


    Entorpecimiento del buen servicio de un organismo nacional y de sus empleados.


    Si los hechos objeto de investigación no permiten descartar, al menos de momento, la afectación del normal desempeño del establecimiento penitenciario, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 80491/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Policía federal. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia federal. 


    Más allá de la calificación legal que quepa dar a los hechos objeto de contienda, toda vez que el oficial, efectivo de la División Unidad de Intervención Territorial II de la Policía Federal, había sido designado por la División Policía Adicional de esa fuerza específicamente para la custodia del interior de un predio utilizado por un organismo nacional, no puede descartarse de momento que su conducta sea de aquellas que corrompen el buen servicio que debe prestar una institución de esa naturaleza y sus empleados, por lo que corresponde a la justicia federal de la capital proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    R. D., Nahuel s/ Incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249) y malversación de caudales públicos (Artículo 261)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51061/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Policía Provincial. Manifestación popular. Espionaje. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El presunto accionar de policías locales en abuso de sus funciones durante una manifestación y su adecuación a las normas que regulan su actividad profesional, no involucra materia federal, ya que no actúan como agentes naturales del gobierno federal, incluso si hubiesen infringido normas nacionales; a la par que no surge ningún otro elemento que indique que haya resultado directamente afectada la seguridad del Estado Nacional o sus instituciones.


    Incidente N° 1 - Denunciante: P. E., Adolfo s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49753/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Prevaricato de los auxiliares de la justicia. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Si la actuación presuntamente perjudicial de la abogada se ejerció en los procesos judiciales que tramitan ante los tribunales de los departamentos de Quilmes y de Lomas de Zamora, corresponde a la justicia provincial, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si considera que concierne conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Sabrina Celeste s/ Prevaricato de los auxiliares de justicia (Artículo 271)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23596/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Amenazas. Competencia provincial. 


    La doctrina de la Corte establece que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Daniel s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1421/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Resultan aplicables las consideraciones desarrolladas en el dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    Es jurisprudencia de la Corte que no resulta competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares.


    P. C., Juan Carlo Roberto y otro s/ Extorsión y privación ilegal de la libertad personal


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20070/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. 


    La Corte ha sostenido que si existió privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de ésta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Artículo 167 - inciso 4 - robo de automotor o vehículo en la vía pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1859/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Incidente N° 1 - Damnificado: A., Damián Marcelo. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 82193/2019/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Protección de la mujer. Competencia criminal y correccional. 


    Más allá de recordar que incumbe a todos los tribunales intervinientes garantizar la protección de la integridad y de los derechos de la mujer, y actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra ella, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares.


    Incidente N° 4 - Imputado: H. J., L. A. s/ Incidente de competencia


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2810/2020/TO1/4/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Si la contienda negativa de competencia ha cesado, no corresponde un pronunciamiento del Tribunal.


    J., Javier Alfredo s/ Condena


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51233/2018/EP1/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Propagación de enfermedad peligrosa y contagiosa. Residuos patológicos. Coronavirus. Emergencia sanitaria. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los hechos denunciados podrían constituir, en principio, una infracción a la ley 24.051, a cuyo respecto el legajo evidencia una falta de adecuada investigación que impide un pronunciamiento del Tribunal según los estándares recordados en un fallo reciente. Más allá de lo asentado de modo genérico por los inspectores municipales, no se cuenta con la identificación y análisis de los residuos presuntamente patogénicos por parte de expertos en la materia, como tampoco obran elementos de prueba que señalen el derrotero que siguieron hasta su destino final, de manera de poder evaluar el eventual impacto ambiental y su trascendencia fuera de los límites locales. En cuanto a una eventual violación de las medidas de emergencia sanitaria dispuestas por el Poder Ejecutivo Nacional en el marco de la pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud, cabe destacar que no se encuentra agregada a los antecedentes remitidos constancia alguna que permita inferir la posibilidad de que los residuos aludidos hayan tenido la capacidad de introducir o propagar la pandemia causada por el Covid-19, o que deviene imprescindible a fin de determinar una real afectación de la salud pública o, al menos, el riesgo concreto de que ello ocurra, para luego evaluar su adecuación legal y dirimir la competencia.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito – Denunciante: M., Adalberto Sebastián


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1120/2020/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de revisión penal. Sentencia condenatoria. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones que remiten a la necesidad de revisar una sentencia por aplicación de una ley penal más benigna, son trámites de naturaleza incidental respecto del procedimiento de ejecución de la pena; y la circunstancia de haber dictado pena única convierte a la jurisdicción que la dictó en sede de la ejecución penal, con competencia para entender en los futuros planteos que se hicieren respecto de aquélla, lo que incluye el recurso de revisión de la condena.


    F. L., Mauricio Gustavo s/ Recurso de revisión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2167/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Régimen penal tributario. Defraudación. Contribuyentes. Clave fiscal. Evasión fiscal. Competencia en lo penal económico. AFIP. Afectación al funcionamiento de servicios públicos. Competencia federal. 


    Es criterio del Tribunal que las cuestiones de competencia deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. La competencia material para investigar infracciones al régimen penal tributario ha sido atribuida a la justicia en lo penal económico. Las irregularidades ante AFIP, agencia de carácter nacional, y su eventual afectación a su normal funcionamiento, hace surtir la jurisdicción federal.


    P., Julio y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17871/2019/1/CS/1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    CUIT. AFIP. Afectación al funcionamiento de servicios públicos. Competencia en lo penal económico. 


    Si los hechos denunciados habrían originado operaciones irregulares ante la AFIP mediante facturaciones fraudulentas con el uso indebido de un CUIT, e inclusive un eventual perjuicio para el ente recaudador, ello excede la competencia del fuero ordinario. En caso de que luego de una adecuada investigación ese magistrado decida excluir fundadamente la tipicidad de alguna conducta de su competencia en lo penal económico, frente al eventual entorpecimiento del normal desarrollo del organismo nacional o el de sus empleados, deberá estarse al criterio de Fallos: 308:487; y Comp. 119, L. XLIV, “Blanco Estela Maris s/ Estafa”; y CSJ 4/2017/CS1, “Matonti, Luciano s/ Estafa”, lo que podría hacer surtir la jurisdicción federal.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769 – Denunciante: U. G., Selso Darío


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7789/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Transporte de carga. Carta de porte. Competencia federal. 


    Transporte de granos.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza de los hechos y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La resolución conjunta n° 2595/2009 de la AFIP, instauró el uso obligatorio del formulario Carta de Porte para el Transporte Automotor y Ferroviario de Granos, como único documento válido dentro del país. Además, el decreto n° 34/09 del Poder Ejecutivo Nacional dispuso la creación de un Sistema de Emisión, Seguimiento y Control de Carta de Porte y Conocimiento de Embarque, en el ámbito de la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario (ONCCA) de la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos del Ministerio de Producción de la Nación. Esta última norma también estableció que son órganos de control y fiscalización del mencionado sistema, la ONCCA, la Subsecretaria de Transporte Automotor de la Secretaria de Transporte del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y la AFIP. Inclusive determinó que la Carta de Porte o el Conocimiento de Embarque debían ser generados a partir del sistema informático que desarrolla y ejecuta la mencionada oficina de la Nación. El transporte de granos secuestrado en autos se hallaba sujeto al control de fiscalización nacional, por lo que no es posible descartar por el momento que se haya visto eventualmente afectado algún interés federal.


    R., Nicolás Federico s/ Leyes especiales - 24.769 - Régimen Penal Tributario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 7/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Retención indebida. Automotor particular. Domicilio del deudor. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    No hay elementos que permitan determinar qué fue lo acordado respecto del tiempo y lugar para la devolución del vehículo, sin que a ese fin pueda ser tenida en cuenta la estipulación unilateral del acreedor expresada en su reclamo epistolar. Es criterio establecido por la Corte que, para los casos de retención indebida, cuando no surge expresamente el sitio en que el bien debe ser restituido, se favorece la competencia del juez del domicilio del deudor, donde recibió la intimación a devolver y se notificó.


    M. C., Carlos José Alberto s/ Retención indebida


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2048/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Automotores. Domicilio del imputado. Competencia nacional. 


    Es doctrina del tribunal que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor. Cuando no existen elementos que permitan determinar fehacientemente qué fue lo acordado respecto del tiempo y lugar de devolución del vehículo, y sin que a ese fin pueda ser tenida en cuenta la manifestación unilateral por parte del denunciante, corresponde conocer al juzgado en cuya jurisdicción se domicilia el denunciado.


    V., Fernando s/ Defraudación por retención indebida


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2095/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Tributos. Juzgado de garantías. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Corresponde a la competencia del juzgado de garantías la presunta retención indebida de tributos de carácter provincial, de acuerdo con la legislación penal tributaria aplicable que, para casos de la índole, establece la jurisdicción respectiva de los tribunales locales.


    F. V. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1567/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Robo automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los prevenidos. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre las infracciones imputadas imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquéllos con relación al desapoderamiento del automóvil, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resultan ajenos a la sustracción.


    B., Nicolás Facundo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29436/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo con armas. Competencia por el territorio. Lugar de hecho. Competencia provincial. 


    Según la doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente Nº3- Damnificado: M., Diego Adrián. Imputado: F., Juan Carlos y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7423/2020/3/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Telefonía celular. Tarjetas de telefonía celular. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión planteada carece aún de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa procesal requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, que permita finalmente expedirse respecto del tribunal materialmente competente para investigarla. Si bien se logró determinar a través del número de IMEI del teléfono celular sustraído, que éste había sido activado por medio de la utilización de una línea inicialmente registrada a nombre de una persona, luego fue activado mediante otras líneas a nombre de otras personas, no se ha dado cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la ley 25.891, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal. Se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados, en orden al delito contra la propiedad. Sería conveniente que las personas involucradas en autos puedan ser indagadas acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían conseguido tener el aparato móvil en su poder y la averiguación de sus precisas circunstancias, lo que contribuiría no sólo a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad, sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. Corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s / Robo con armas e infracción Ley 25.891 Artículo 12


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73437/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Encubrimiento. Competencia federal. 


    En función de lo establecido en el artículo 15 de la ley 25.891, corresponde a la justicia de excepción investigar el delito de encubrimiento tipificado en el artículo 12 de esa norma.


    T., Eva Gregoria s/ Robo con armas y encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62802/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    Incidente N° 1 - Damnificado: C. A.- N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38222/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Falsificación de documentos. Falsedad ideológica. Competencia federal. 


    Pluralidad de delitos. Hechos independientes.


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En el robo del automóvil, debe continuar actuando el juzgado del fuero ordinario, que previno. En las maniobras dirigidas a la obtención de documentos nacionales ideológicamente falsos debe continuar entendiendo el juzgado federal. Por tratarse, en efecto, de hechos prima facie independientes, no corresponde la aplicación de las reglas de acumulación.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas - Damnificado: L., Claudio Fabián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37745/2017/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    No es posible determinar aún, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta que en que habría incurrido el imputado, pues los fundamentos expuestos por el juez nacional de instrucción en su resolución para rechazar la competencia, en el sentido de que no contaba con las probanzas suficientes que permitieran vincular al prevenido con la sustracción ocurrida en esta ciudad, no pueden ser interpretados como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte. Ello es así, pues dada la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, las circunstancias en que se habría cometido el primero, por el momento impiden descartar la participación del imputado en ese delito, esencialmente al ponderarse que de la propia resolución del juez nacional no surge que hubiera sido interrogado acerca de la forma en que había conseguido tener en su poder el bien, sin su correspondiente documentación registral. Ello no sólo contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad en el sentido establecido en Fallos: 317:499, 325:950, y 326:908 y Comp. 1379; L. XXXIX, “Amarilla, Roberto Ramón; Cristian, Raúl; Sastre, Horacio Ramón s/ Robo agravado”, sino también, y según el caso, a identificar a sus autores, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la intervención de aquél en la sustracción.


    R., Bautista Pedro A. s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2583/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Compraventa de automotores. Competencia provincial. 


    Si el presunto robo del vehículo y sus posteriores transacciones habrían tenido lugar en jurisdicción bonaerense, corresponde a la justicia local profundizar la pesquisa respecto de la presunta sustracción a partir de los hechos que habrían ocurrido en sede provincial, sin perjuicio de lo que de ello resulte. A ello corresponde agregar que si el magistrado local considera que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, a él habrá de remitírsela de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena al Tribunal.


    N.N. s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69202/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Reconocimiento en rueda de personas. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito incurrido. No puede ser interpretado como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte, aquella resolución judicial que desvincula a los imputados del robo cometido, tan solo catorce días antes, sin fundamento alguno que se apoye razonablemente en la valoración de los elementos probatorios reunidos en la causa. La eficacia de la realización de una rueda de reconocimiento de personas no depende de sus apreciaciones subjetivas formuladas previamente a su producción.


    R., Oscar y otros s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2904/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, en tanto no existen suficientes elementos de valoración para apreciar los hechos in extenso, en virtud de que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, impide encuadrar los sucesos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y discernir quiénes habrían sido sus autores, para finalmente expedirse respecto del juez al que corresponde investigarlos. No es posible precisar debidamente los hechos y las tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas, dado que por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación. Resulta necesario contar las constancias del correspondiente Legajo B del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, para orientar la pesquisa con el objeto de determinar fehacientemente los confusos pormenores que rodearon a la adquisición del automotor. En efecto, las afirmaciones del adquirente del bien carecen, por sí solas, de fuerza de convicción suficiente para fijar la competencia, pues podrían integrar una versión exculpatoria efectuada a partir de circunstancias que no se encuentran debidamente acreditadas.


    T., Ezequiel Raúl y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2304/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional, es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G. P., Daniel Emmanuel s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3653/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo de bebes. Inscripción de nacimientos. Inscripción de defunciones. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    En atención a que la justicia federal desechó la posibilidad de que el hecho denunciado hubiera tenido una relación directa o indirecta con la práctica sistemática de apropiación de niños ocurrida durante el denominado Proceso de Reorganización Nacional de los gobiernos de facto entre los años 1976 y 1983, en principio, los sucesos a investigar quedarían circunscriptos a eventuales ilícitos de naturaleza común, atribuibles a los funcionarios y profesionales de la salud del hospital público, dependiente de la provincia de Buenos Aires, que asistieron el parto, y en relación con el procedimiento de inscripción de nacimientos, defunciones e inhumaciones, extremos que, deben ser dilucidados por la justicia provincial.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2203/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Robo en poblado y en banda. Robo agravado. Hurto. Unificación de penas. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Atento que de las constancias de autos surge que al momento de dictar sentencia el Tribunal Oral en lo Criminal bonaerense, constaba la sanción impuesta por el tribunal de esta Capital, al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma. En consecuencia, corresponde ahora a la justicia nacional, por haber impuesto la pena mayor, expedirse respecto de la unificación de ambas condenas solicitada por la parte.


    Incidente N° 4 - Damnificado: M., Pablo. Imputado: T., Héctor Manuel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1618/2016/TO1/4/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo. Administración fraudulenta. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    El robo de unas estructuras de hierro que eran del gobierno de la Ciudad para utilizarlas en el cuartel, cometido presuntamente por el jefe de destacamento de bomberos voluntarios, tramitó ante la justicia nacional, sin haberse cuestionado en ningún momento su competencia motivo por el cual no se deprende un conflicto que deba resolverse. La administración fraudulenta de una determinada cantidad de dinero otorgada por la comisión directiva del cuartel para la adquisición de un camión, toda vez que las figuras previstas en el artículo 173 del código penal, no fueron transferidas aún al ámbito de la justicia local, corresponde a la justicia nacional en lo Criminal y Correccional.


    Incidente N° 1 Denunciante: R., Arnaldo Esteban Ramón. Denunciado: G., Carmelo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6722/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Si bien la competencia respecto de la infracción al artículo 189 bis, inciso 2, del Código Penal, ha sido traspasada a la justicia contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debido a la estrecha vinculación que existe entre ese delito y el encubrimiento –cuyo juzgamiento corresponde aún a la justicia nacional de la capital– al encontrarse relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    C., Emmanuel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79637/2018/2/CS2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Buques a vela. Competencia nacional. 


    La jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial.


    N.N. s/ Robo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6876/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    R., Mauro Cristian y otro. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19096/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es al titular de la judicatura nacional de instrucción a quien, en definitiva, corresponde intervenir en el asunto, a fin de dar cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la ley 25.89, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal. Por ello, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en orden al delito contra la propiedad.


    S., Jeremías Ezequiel s/ Robo


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 13/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Extravío del cheque. Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Conforme la doctrina de Fallos: 315:2570 y en tanto la justicia provincial no ha cuestionado su competencia para entender en el presunto robo, corresponde a ella profundizar la investigación en ese sentido. Por lo demás, en tanto no surge el lugar en el que habría sido entregado el cheque extraviado o sustraído, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia de esta ciudad, que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    F., Gastón s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47292/2017/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    A partir del criterio expuesto por la Corte en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, queda excluida la competencia de la justicia de excepción para conocer en el delito de encubrimiento de un ilícito penal investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que quedará sujeto a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión.


    A. S., Conrado Javier s/ Robo de automotor con armas


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 218/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Competencia nacional. Adulteración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Es doctrina de la Corte que la relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el delito encubierto impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación a este último. Si no se hubiesen podido determinar con precisión las circunstancias en que el imputado habría obtenido el rodado, que registraba un pedido de secuestro por haber sido sustraído en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional de esta ciudad, aunque no haya sido parte en la contienda, profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento y definir la situación jurídica de aquél, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la provincia, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.


    C., Matías Nicolás s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2485/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Documentación del automotor. Competencia federal. Patente del automotor. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por otra parte, cabe poner de resalto que es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Corresponde entonces asignar la competencia al Juzgado de Garantías, para que en esa jurisdicción se profundice la investigación con relación al desapoderamiento del bien en esa sede, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en esta ciudad, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otro lado, aun cuando no ha sido materia de controversia, se comprobó además que el vehículo presentaba colocadas placas que no se correspondían con sus originales, por lo que el magistrado federal que asumió la competencia en orden a la cédula de identificación automotor material e ideológicamente apócrifa deberá investigar también la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho y la falsedad de ese instrumento registral, en el que figuraba inscripta la misma identificación de dominio que había sido sustituida en el bien pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos del ilícitos quede a cargo de un único tribunal. Ahora bien, en lo atinente al hallazgo de las placas que habían sido sustraídas del vehículo, esta Procuración General no advierte que se hayan efectuado las diligencias necesarias a fin de certificar debidamente las actuaciones que originaron su solicitud de secuestro, lo que imposibilita por el momento, fundar adecuadamente un criterio en torno al tema de la competencia, y por tal razón, procede devolver el presente incidente al juzgado nacional de instrucción a sus efectos.


    A. G., Oscar M. y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70496/2019/3/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones. Amenazas. Servicio Penitenciario Federal. Competencia nacional. 


    No surge de las constancias del incidente alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva. Si bien el delito de robo ha quedado al margen de aquellas figuras traspasadas a la competencia local, tanto luego de la sanción de la ley 25.752, instrumentada por el Convenio 4/04, como de la sanción de la ley 26.702 y su aceptación por la ley local 5.935, en razón de la estrecha vinculación que presentan los hechos objeto de contienda, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Sin perjuicio de la doctrina de Fallos: 342:509, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital proseguir el trámite de esta causa, en razón de que posee la competencia penal más amplia, aunque no haya sido parte en la contienda y más allá de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8982/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si tanto la tentativa de robo como las lesiones se produjeron en la provincia, compete a los tribunales bonaerenses proseguir la investigación.


    Damnificado: Z., Jonathan Roberto s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5156/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones de la damnificada que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, surge que el hecho habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado bonaerense conocer en estas actuaciones.


    Incidente Nº 4 - Imputado: C., Juan Fernando y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8971/2019/4/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Motocicleta. Encubrimiento. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Es doctrina de la Corte que la relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el delito encubierto, impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por parte de la judicatura que instruye las actuaciones seguidas por el desapoderamiento, respecto de la posibilidad de su participación en ese hecho. Si no es posible determinar con precisión las circunstancias en que el imputado obtuvo el rodado, corresponde a la justicia nacional de esta ciudad, en donde el rodado ha sido sustraído, y aunque no haya sido parte en la contienda, profundizar la investigación respecto de su desapoderamiento y definir la situación jurídica de aquél, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la provincia, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.


    Á., Emiliano Hernán s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64864/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Relación de alternatividad entre el encubrimiento y el delito encubierto. Doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Con relación al hallazgo de la motocicleta en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que aquél habría cometido. En ese sentido, tiene decidido el Tribunal que, en atención a la relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el delito encubierto, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado, por parte de la judicatura que instruye las actuaciones seguidas por el desapoderamiento, respecto de su posible participación en ese hecho. Corresponde a la justicia nacional de esta Capital profundizar la investigación respecto a la sustracción del motovehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en territorio bonaerense, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., José Alberto s/ Encubrimiento calificado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1249/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    H. G., Nicolás Gabriel y otro s/ Robo de automotor con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12478/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas (Damnificado: V., Carlos Andrés)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21682/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Atento que de los dichos de la víctima, no desvirtuados por otras constancias del legajo, se desprende que el robo habría sucedido en territorio bonaerense, compete a la justicia provincial, que además previno, proseguir la investigación.


    N.N. s/ Robo agravado


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 626/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Teléfono celular. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Dado que la calificación legal propuesta por la justicia nacional de instrucción no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, corresponde a esa sede, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Infracción Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39067/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, por lo que corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital continuar el trámite de la causa.


    N.N. s/ Robo con armas y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70174/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Automotores. Patente del automotor. Investigación inconclusa. Investigación de los hechos. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Para encuadrar los hechos y resolver qué tribunal debe intervenir es necesario determinar cuál es la causa por la que se dispuso el secuestro del vehículo hallado y cuál es el tribunal que ordenó la medida, sin perjuicio de precisar otros aspectos relevantes para la cuestión de la competencia, como la posible adulteración de documentos de carácter nacional.


    P. s/ Inicia actuaciones de oficio - Mercedes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4914/2015/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    M., Mauricio Laureano y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 65384/2017/TO1/5/ CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Daño calificado. Portación ilegítima de armas. Armas de guerra. Resistencia a la autoridad. Robo con armas. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Si de la descripción fáctica que consta en la declinatoria no surgen elementos que según la jurisprudencia de la Corte determina la jurisdicción federal ni se ha cuestionado el carácter común de los demás delitos por los que se ha requerido juicio, corresponde al tribunal local conocer en la causa.


    A., César Luis y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2975/2019/TO1/21/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Muerte. Competencia provincial. 


    En cuanto atañe a la competencia territorial, que tanto la desaparición como el hallazgo sin vida, se produjeron en el ámbito bonaerense, donde también su hijo recibió las exigencias de dinero y efectuó el depósito, por lo que allí corresponde proseguir la presente investigación en razón del territorio. Por otro lado, y en lo que respecta a la materia, cabe recordar que en el precedente “Izquierdo” la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en los casos de secuestro extorsivo, en el sentido de que durante la etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia, y acreditada la ausencia de estas circunstancias corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción. En razón de lo expuesto, corresponde devolver las actuaciones a la provincia.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: Z. R., Yonalbert - Imputado: H. D., Endrina Karina y otro s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 334/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    La Corte tiene dicho que no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares. Por otro lado, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha perpetrado el delito.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60612/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Robo con armas. Concurso real. Remisión del expediente. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    Incidente Nº 20 – Imputado: P., Germán David y otros s/ Incidente de competencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 88833/2019/TO1/20/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo simple. Competencia provincial. 


    En el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que “durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia”, a cuyo fin “habrá de ponderarse, fundamentalmente, la existencia de una organización delictiva destinada a cometer en forma sistemática secuestros extorsivos, o la multiplicidad de ilícitos cometidos en distintas jurisdicciones, o bien la participación de miembros de las fuerzas de seguridad, entre otros extremos”, y verificada la ausencia de estas circunstancias corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    Incidente Nº 3 – Víctima: W., Pablo Ricardo - Imputado: B., Rodrigo Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 18477/2020/3/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Funcionarios federales. Accidente de tránsito. Competencia federal. 


    Afectación a la prestación de un servicio federal.


    Si los hechos afectaron directamente la normal prestación del servicio federal y el bien utilizado para ese fin, corresponde la intervención de fuero federal.


    C., Matías Javier y otro s/ Homicidio culposo


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7918/2013/TO1/2/CS2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de funcionario público. Competencia federal. 


    Corresponde a la competencia federal los casos en los que resulta denunciado el titular de la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal, cuya competencia funcional se extiende a todos los institutos y centros nacionales de detención del país, al no ser posible descartar que en el caso se haya afectado el buen servicio que debe prestar un organismo del Estado Nacional y sus empleados.


    N.N. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público e incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20736/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Sistema informático. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    E., Jonathan Daniel s/ Estafa y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52161/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    F., Anabel Verónica s/ Violación de correspondencia y violación sistema informática - sistema público Artículo 153 bis 2° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8686/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 1. Denunciante: I., Hugo Marcelo. Imputado: C., José Lucas s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5855/2017/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Extorsión y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8276/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de correspondencia y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1870/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51127/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    O. P., Lucas Amílcar s/ Estafa y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33815/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    V. G., Rosana s/ Estafa, defraudación, amenazas y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55779/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    D. I., Juan Cruz s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 562/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Incidente n° 1. Querellante: G., Tomás. Imputado: M., Matías Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7836/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Código Penal - 153 - Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo. Denunciante: Nicolás Agustín, J. M.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 394/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    A., Audry s/ Extorsión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2682/2018/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    B., Leandro Nicolás s/ Violación de correspondencia medios electrónicos, Artículo. 153 2° Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1449/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    F., María Martha s/ Violación de correspondencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 753/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    M., Nicolás s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1268/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 569/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Código Penal - 157- infracción Artículo 157 bis Inciso 1


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1972/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de correspondencia medios electrónicos, Artículo. 153 2°Párrafo, Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 568/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 571/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1097/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1213/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1214/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Violación de sistema informático público Artículo 153 bis 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1636/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Correo electrónico. Computadora. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    En atención a que el correo electrónico en el que le exigieron dinero para recuperar el control de su mail y computadora lo habría recibido en territorio provincial, circunstancia no discutida por el magistrado de garantías, a él corresponde continuar interviniendo en la presente causa.


    N.N. s/ Código Penal -153- Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2287/2019/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    R., Javier Antonio s/ Hurto y violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46494/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Extorsión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 725/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Si las conexiones a internet para ingresar sin autorización a los usuarios de las redes sociales se habrían realizado en territorio provincial, corresponde a la justicia provincial continuar interviniendo en la presente causa.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76177/2019/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Correo electrónico. Competencia provincial. 


    Ausencia de afectación al servicio público.


    Con fundamento en el texto de la ley 48, siempre se consideró que correspondía a los jueces federales de sección conocer en todas las causas criminales que “violenten o estorben la correspondencia de los correos” (artículo 3, inciso 3), y se entendió que se presentaba esa situación siempre que la violación de la comunicación hubiese sido cometida mientras la respectiva pieza postal se hallaba bajo la custodia o servicio del correo. Por el contrario, y a modo ilustrativo, se ha sostenido que no corresponde intervenir al fuero de excepción cuando la correspondencia se hubiera sustraído de un buzón interno, tampoco en el caso de la sustracción de un cheque hallado en la vía pública dentro de un sobre abierto, o cuando el hecho fue cometido por un dependiente encargado de traer desde la oficina del correo local las piezas postales dirigidas a su empleador o cuando la sustracción de la correspondencia ocurrió en el domicilio del propietario y su autoría se imputa a los locadores del inmueble, pues en todos esos casos la correspondencia no se hallaba, al momento del hecho, bajo la custodia o servicio del Correo, lo que excluía que el delito hubiera producido una afectación a la normal prestación de esa actividad. Con el progreso de la tecnología informática y de las comunicaciones surgieron nuevas formas de compartir la información privada, y se concluyó que el presunto acceso ilegítimo a una cuenta de correo electrónico configura una violación de correspondencia en los términos del artículo 153 del Código Penal. Esa equiparación cobró rango legislativo con la posterior sanción de la Ley 26.388. Luego se sostuvo que en esa figura legal se subsumían también las intromisiones no autorizadas en las redes sociales y, finalmente, para reafirmar la competencia del fuero nacional respecto de los delitos de los artículos 153 y 153 bis, desde esta sede se valoró que las acciones sobre comunicaciones electrónicas, sistemas y datos informáticos mencionadas en esas disposiciones sólo son posibles a través de medios que, por sus características propias, se hallan alcanzados por el concepto de servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación. No obstante, este criterio, del mismo modo que el antecedente en el que está fundado, se halla también abierto a la distinción de los casos en función de que, por las circunstancias o modalidad de su ejecución, constituyan un riesgo para la prestación regular de esos servicios de telecomunicación o, por el contrario, no supongan más que una afectación individual a la privacidad del usuario. La jurisdicción federal es de naturaleza exclusiva, excluyente y excepcional, que exige una inequívoca relación entre el hecho investigado y el interés que tutela, que no procede cuando a partir de las circunstancias del hecho se advierte estrictamente una motivación que no trasciende de los particulares involucrados, y además no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. En virtud de tal carácter limitado, se declaró que la justicia común debía intervenir en un caso en el que, mientras la víctima se encontraba dando clases en un establecimiento educativo de nivel secundario, un alumno presumiblemente habría accedido a su teléfono móvil, a pesar de que requería una contraseña de acceso, y enviado a su celular fotos íntimas mediante el sistema “bluetooth”, las cuales posteriormente habría además difundido, al igual que en otro en que las hermanas del denunciante habrían accedido a su tableta y computadora personal, mientras se encontraban en su vivienda, para manipular la información allí contenida e incriminarlo por el delito de abuso sexual por el que había sido denunciado oportunamente por su sobrina. Finalmente, se dictó la Ley 27.078 (Argentina Digital), que constituye el marco normativo actual para regular las actividades de interés público desplegadas por las empresas prestatarias de las “Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), las Telecomunicaciones, y sus recursos asociados”. Allí se señala que las incidencias derivadas de su aplicación estarán sujetas a la jurisdicción federal y, a su vez, se prescribe un régimen sancionatorio para quienes contravienen sus disposiciones. Se desprende de la regulación contenida en esa ley que la actividad infractora que suscita la competencia federal es la que por sus características puede afectar la prestación regular de los servicios de TIC, como puede ocurrir, por ejemplo, con la propagación o implantación de software malicioso u otro medio sofisticado capaz de vulnerar los sistemas predispuestos para garantizar la confidencialidad y el secreto de las comunicaciones, pero con exclusión de los casos de acceso indebido producidos por abuso de confianza, descuido o una configuración de seguridad débil atribuible al usuario, en tanto ello no constituye una afectación de la prestación del servicio de telecomunicaciones de interés nacional. Este temperamento, por lo demás, es el que mejor se ajusta a la naturaleza privada de la acción penal que nace de los delitos de violación de secretos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, en los que prima facie pueden subsumirse casos como el de autos. No basta para excitar la jurisdicción federal la mera circunstancia de que el delito se cometa en el entorno de las redes de comunicación, sino que debe ocurrir además una real afectación al servicio de interés público tutelado.


    N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 95/2018/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Subsidio estatal. Aplicación indebida de fondos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones. También es doctrina que la presunta afectación o uso indebido de fondos públicos transferidos y depositados en una cuenta de la entidad local no perjudicaría las rentas del Estado Nacional, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal del derecho de requerir rendición de cuentas y vigilar el cumplimiento de los fines para los que fue otorgado el beneficio.


    A. de B. V. de E. C. s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2524/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Suministro infiel de medicamentos. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    En atención a que, como la Corte tiene establecido, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que en el caso, aquel donde se comercializaría el producto presuntamente peligroso para la salud se ubicaría en el ámbito provincial, corresponde a la magistrada bonaerense asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos necesarios para continuar la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Suministro infiel de sustancias medicinales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 111/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Telefonía celular. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, en tanto no existen suficientes elementos de valoración para apreciar los hechos in extenso, en virtud de que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, impide encuadrar los sucesos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y discernir quiénes habrían sido sus autores, para finalmente expedirse respecto del juez al que corresponde investigarlos. En ese sentido, la circunstancia de que no se haya efectuado una concreta descripción del contexto fáctico que se ha visto modificado con el devenir de la pesquisa, imposibilita delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos que constituyen su objeto y la adecuada resolución del conflicto, a la luz de la doctrina de la Corte citada precedentemente. Por lo tanto, la justicia nacional de instrucción debe delimitar debidamente los sucesos y las calificaciones que pudieran atribuirse a los aquí involucrados a fin de que pueda contarse con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica con relación al delito contra la propiedad que precedió al posible encubrimiento previsto por el artículo 12 de la ley 25.891, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal. Por otra parte, no puede pasarse por alto que también debe ahondarse la investigación en orden a comprobar la titularidad del dispositivo que habría sido denunciado como sustraído por una persona que todavía no ha sido citada a fin de brindar los elementos necesarios que permitan identificar a sus autores. En consecuencia, corresponde a la justicia nacional de instrucción asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    B., Matías Ezequiel s/ Infracción Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19701/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tal como se ha observado en el precedente registrado en Fallos:322:656, en estas actuaciones no existe, en rigor, un conflicto jurisdiccional en el sentido previsto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que procede devolver el presente incidente al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    N.N. s/ Infracción Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7428/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Esta Procuración General advirtió que el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En atención a que la calificación legal propuesta por el juzgado nacional de instrucción, esta no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, por lo que esa sede, que previno debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver , luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Infracción Artículo 12 de la Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7045/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Corresponde a la justicia provincial entender en la investigación por la posesión de doce tarjetas de compra y débito apócrifas, cien tarjetas en blanco, un lector de bandas magnéticas, una máquina para imprimir tarjetas y un arma de fuego y un automóvil.


    S., Claudio Marcelo y otros s/ Tenencia de arma de guerra (Artículo 189 bis -4° párrafo) modificación Ley 25.886 y averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56943/2015/3/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Cantidad de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


    P., Jorge Daniel y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2269/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Secuestro de estupefacientes. Moneda extranjera. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. Aun cuando la venta se produciría en ciertas ciudades de la provincia de Buenos Aires, no debe soslayarse que el domicilio en donde se secuestró la mayor cantidad de estupefacientes, se encuentra situado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por lo que debe declararse la competencia del juzgado federal para que continúe conociendo en esta causa. En el procedimiento efectuado en esta ciudad también se incautó moneda extranjera presuntamente falsa.


    F. A., Paulina s/ Estupefacientes. Tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2653/2019/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    El delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local. Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Corresponde a la justicia federal conocer respecto de la tenencia de las armas secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas.


    Incidente n° 13. Imputado: B., César Abel y otros s/ incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 9427/2019/13/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa.


    Incidente N° 9 – Imputado: B., José Vicente y otros s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 226/2019/9/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegitima de armas de guerra. Competencia por el territorio. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que sostiene que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    I. Leonel s/ Infracción Artículo189 bis apartado (2) 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1842/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa L. XLVIII, N° 475, “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis”.


    Teniendo en cuenta que la mayoría de las escenas de violencia ocurrieron en esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, que se encuentra investigando los restantes supuestos delictivos que forman parte del mismo conflicto, para conocer en la totalidad de la causa, aunque no ha sido parte de esta contienda y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Marcelo José s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 259/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga. Siendo que el objeto de esta investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Córdoba, como en la de Santa Fe, resulta conveniente que continúe conociendo en esta causa la justicia federal, que previno.


    Incidente N° 7. Imputado: K. , Julio Darío y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4843/2019/7/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, en autos no se advierte que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga. Por todo lo expuesto, y teniendo en cuenta que el objeto de esta investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires, como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que la justicia federal continúe conociendo en esta causa, que ya es parte en esta contienda y en su jurisdicción se encontraría una de las proveedoras de las sustancias prohibidas.


    Incidente N° 86 – Imputado: C. L., Mario Eduardo y otros s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 30312/2018/TO1/86/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Dado que no puede advertirse aún cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa.


    V., Lía Josefina y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 175/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Transporte aéreo. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). Las circunstancias especiales en las que se incautaron los estupefacientes, previo al abordaje de un vuelo desde el Aeropuerto Internacional Jorge Newbery, de esta ciudad, hacia la provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, y siendo que no surge cuál era el fin último de ese transporte, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, hacen que deba conocer la justicia federal.


    M. P., Yulisa Esperanza y otras s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 128/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Trata de personas. Explotación laboral. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el fallo de las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública”; y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


    Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal cabe atender la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.


    N.N. s/ Trata de personas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2623/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Explotación sexual infantil. Explotación laboral. Inducción a menores a la mendicidad. Reducción a servidumbre. Sustitución de identidad. Documento nacional de identidad. Falsificación de documentos. Falsificación de instrumento público. Víctima menor de edad. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el fallo de las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública”; y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


    Corresponde a la justicia federal la investigación de los acontecimientos relacionados con los hechos que reprime la ley 26.364, pues no puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos también constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. La hipótesis de la trata subsistente no parecería escindible, de momento, de la posible supresión de identidad y posterior falsificación o adulteración de documentos nacionales, tanto de los niños institucionalizados como de los hallados durante el allanamiento en San Miguel. Pues sin perjuicio de que los ejemplares originales de los primeros hubiesen sido presentados en actuaciones que tramitarían en sede civil, ello no exime de que pudieran haber sido objeto de aquel delito, más aún si del legajo no se desprende la realización de alguna medida de investigación al respecto, como tampoco con relación a la documentación que poseerían los menores relevados en el registro domiciliario, más allá de la información que, en esa oportunidad, habrían brindado a la autoridad provincial de la niñez y adolescencia los adultos que estarían a su cuidado. Corresponde a la justicia federal de la capital proseguir la pesquisa de los hechos materia de controversia, sin perjuicio de eventuales planteos de conexidad con su par federal de Tres de Febrero, en cuanto a lo que pudiera resultar de la investigación en torno al certificado de parto presuntamente falso.


    M., R. y otros s/ Infracción Artículo145 bis - conforme Ley 26.842- infracción Artículo 145 ter conforme Artículo 26 de la Ley 26.842, falsificación de documentos públicos y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4114/2019/2/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia", y teniendo en cuenta que la víctima habría llegado al lugar por un aviso de trabajo publicado en internet, lo que permite inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previo, corresponde a la justicia federal proseguir la investigación. En cuanto al territorio, aunque no haya sido parte en la contienda, corresponde asignar el conocimiento a los tribunales de esta capital, pues, los elementos de juicio agregados al legajo, aunados a los dichos de la víctima, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se encuentren desvirtuados por otras constancias del expediente, indican que los hechos ocurrieron en esta ciudad, más allá de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis Código Penal


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2303/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia", corresponde a la justicia federal continuar la investigación.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis del Código Penal según Ley 26.842


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24500/2018/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte se ve impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Las contradicciones advertidas entre los términos de la denuncia formulada y los demás elementos reunidos hasta el momento en la causa imponen profundizar la pesquisa a fin de dilucidar mejor los hechos que son objeto de esta contienda y formar un juicio fundado sobre la concurrencia de los extremos que avalen o desacrediten la hipótesis de la trata, sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, u otra hipótesis delictiva concreta. Las constancias reunidas hasta el momento no permiten circunscribir con razonable certidumbre los hechos que podrían dar lugar a una hipótesis delictiva concreta, y la ausencia de otros elementos de juicio impide corroborar o contrarrestar con certidumbre los dichos que dieron lugar a la formación de esta causa.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis Código Penal conforme Ley 26.842


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1523/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Promoción o facilitación de la permanencia ilegal de extranjeros. Migraciones. Competencia ordinaria. 


    Toda vez que la cámara federal descartó las hipótesis de la trata sobre la base de que no se había afectado la libertad individual de la víctima sino su libertad sexual, y la infracción a la ley 25.871, en el entendimiento de que no surgía en la conducta del imputado un aprovechamiento de la irregularidad migratoria como “política de empresa, de incumbencia de ese fuero, y en tanto del legajo remitido no surge la consideración de nuevos hechos o elementos distintos a los ya valorados por ese tribunal, o incluso de prueba pendiente de producción que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, corresponde a la justicia nacional ordinaria asumir el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto pueda resultar ulteriormente.


    B. S., K. G. y otros s/ Infracción Artículo 127 en circunstancias del inciso 1° e infracción Artículo 127 inciso 2 del Código Penal según Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8733/2018/5/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Tenencia de municiones de guerra. Competencia ordinaria. 


    La infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y si bien el hallazgo de las armas y municiones tuvo lugar en el contexto de una investigación por trata de personas con fines de explotación sexual, de los elementos y antecedentes remitidos no surge que ambas hipótesis se encuentren vinculadas entre sí, ni se advierte otra circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida.


    V., J. L. y otros s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842 e infracción Artículo 145 ter - conforme Artículo 26, Ley 26.842


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25136/2014/9/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido por la Corte en las causas Comp. n° 538, L. XLV, "Fiscal"; y Comp. n° 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana”, en tanto no podría descartarse la presencia de mujeres menores de edad y de nacionalidad extranjera como presuntas víctimas, y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, traslado, acogida, captación o reclutamiento previos, corresponde al juzgado federal asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte del trámite posterior.


    N.N. y otros s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842 e infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53469/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Hurto. Competencia federal. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte, que no basta la sola circunstancia de que un delito se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente a la Nación para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. El hecho recaído sobre bienes de la Universidad Nacional y del que no puede descartarse que hubiese afectado las actividades educativas desarrolladas en la institución, corresponde a la justicia federal.


    N.N. s/ Hurto


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 15776/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Competencia provincial. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa CSJ 1568/2019/CS1, “V. C., Víctor Raúl s/ Uso de documento adulterado o falso”.


    R., Lucas Roberto s/ Uso de documento adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2158/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Sin perjuicio de la significación jurídica que en definitiva pudiera asignarse a los hechos con el devenir de la pesquisa, y aún frente a la posibilidad de que ese instrumento hubiera sido utilizado inicialmente en la provincia, la justicia de instrucción, que previno, es la que se encuentra en mejores condiciones para llevar adelante la investigación.


    M., Ignacio Alberto y otro s/ Estafa, defraudación contrato simulado, desbaratamiento, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72300/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Dado que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidos en un único local comercial ubicado en territorio provincial, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para seguir entendiendo en la causa.


    L., Marcelo D. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30967/2018/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Usura. Lavado de activos. Evasión fiscal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En atención a que el objeto procesal de la pesquisa, por el momento, aparece difuso, y dado que, además, por la multiplicidad de circunstancias que comprende la denuncia podría dar lugar a más de una calificación posible, corresponde al juzgado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Rodrigo y otros s/ Coacción (Artículo 149 bis), usura, asociación ilícita e infracción Artículo 303 Código Penal


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69413/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Usurpación de autoridad, títulos u honores. Hospitales públicos. Directorio. Funcionarios públicos. Nombramiento. Actos de administración. Actos de disposición. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    C., Gaspar y otros s/ Usurpación de autoridad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 773/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Usurpación de inmueble. Terrenos. Reserva Nacional Estricta Nahuel Huapi. Derecho de propiedad. Pueblos originarios. Propiedad comunitaria de la tierra. Competencia provincial. 


    Inmueble de titularidad privada emplazado dentro de una reserva natural.


    La competencia federal para conocer en causas por usurpación se limita a aquéllos casos en que el delito recaiga sobre un inmueble perteneciente al Estado Nacional, en tanto puede causar perjuicio directo a su patrimonio, o cuando se cometa en lugares donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción y los hechos obstruyan o corrompan el buen servicio de sus empleados, como en términos generales establece el artículo 3° de la ley 48. Si la usurpación se comete en un inmueble de titularidad privada, la circunstancia de que parte del terreno se encuentre emplazado dentro de una reserva natural no altera la competencia local, en tanto se trata de un litigio entre particulares que no guarda relación alguna con actos de la autoridad nacional en ejercicio de la jurisdicción que ejerce en el lugar, ni se basa en hechos con entidad suficiente para obstruir el buen servicio de sus empleados. La intervención del fuero de excepción tampoco se deriva de que los legitimados pasivos en la causa invoquen un título para ocupar las tierras sustentado en el artículo 75, inciso 17 , de la Constitución Nacional. Una investigación por presunto delito de usurpación no persigue en forma directa la determinación del derecho real de dominio, en tanto el bien jurídico protegido por la figura del artículo 181 del Código Penal es la posesión como “poder de hecho consolidado sobre la cosa”, razón por la cual “podría ser cometido por el propietario contra el simple tenedor, salvo que su tenencia no se hubiera consolidado en el tiempo y aquél conservara el derecho al uso de la fuerza para recobrar la posesión”. La aplicación de los principios y normas constitucionales ha sido expresamente contemplada en la Ley Fundamental como facultad concurrente de las provincias y la nación, por lo que no hay un argumento legal concluyente para afirmar que las cuestiones vinculadas al reconocimiento de la propiedad comunitaria de las tierras que los pueblos indígenas tradicionalmente ocupan susciten la competencia exclusiva de la justicia federal. La Corte ha resuelto que las cuestiones litigiosas que se deriven “del reconocimiento de la posesión y la propiedad comunitaria de las tierras que ocupan ancestralmente, con la delimitación correspondiente, la mensura del terreno, la expedición del título de dominio y su inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble (…) corresponden a la justicia local, pues tales planteos requieren para su solución la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico provincial, sin perjuicio de una eventual cuestión federal en los términos del artículo 75, inciso 17, de la Constitución Nacional pueda habilitar la instancia extraordinaria”. Sostuvo además que, “la consagración constitucional de facultades concurrentes en la materia entre la Nación y las provincias (artículo 75, inciso 17), no solo tiene raigambre histórica, pues desde la organización nacional fueron los Estados locales los que se ocuparon en primer término de las cuestiones indígenas, e incluso el proceso legislativo de reconocimiento de tales derechos tuvo su origen en las provincias que sancionaron una serie de leyes específicas (…) sino que además responde a los lineamientos básicos de un régimen federal equilibrado, que no puede prescindir de las múltiples y variadas realidades locales, con mayor razón en materia aborigen, por el íntimo encuentro entre los distintos pueblos y cada una de las tierras que habitan. Esa debida consideración a la realidad local exigida por un federalismo equilibrado, complementada por la posibilidad que brinda el artículo 14 de la ley 48 de acudir al máximo tribunal para hacer valer los derechos tutelados por la Constitución Nacional, constituyen la respuesta correcta al argumento esbozado por el tribunal provincial sobre la necesidad de un tratamiento legal uniforme. Estos criterios son los que efectivamente orientan una larga práctica judicial; y que se replica en otros estados provinciales. Lo decidido en la resolución 23/2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, no guarda relación formal con este proceso ni tiene incidencia en la determinación del tribunal competente para llevarlo adelante de acuerdo al derecho interno.


    B., Ramiro y otros s/ Usurpación (Artículo 181 Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 386/2020/22 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Tierras fiscales. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los elementos remitidos resultan insuficientes para conocer, con mayor precisión y la certeza requerida en esta etapa, tanto las maniobras delictivas denunciadas como la real situación de los terrenos que habrían sido usurpados; y establecer si, efectivamente, las ocupaciones ilegales que se investigan en esta causa presentan estrecha vinculación con la pesquisa que se sigue en el fuero federal sobre inmuebles que serían de propiedad nacional, respecto de la cual tampoco se conocen sus antecedentes. Tales deficiencias impiden, de momento, analizar si existe o existió la posibilidad, atento al tiempo transcurrido desde que habrían sucedido los hechos, de que el presente caso provoque o haya provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado Nacional, requisito necesario para determinar la competencia de la justicia de excepción en esta materia.


    J., Emilio s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 965/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Usurpación de predio público. Ferrocarriles. Actividad comercial. Competencia federal. 


    Además de las conductas que habrían cometido quienes pretenderían hacerse cargo por la fuerza de la administración de la cooperativa y la explotación de los puestos feriales, el objeto de este proceso integra la presunta usurpación de un predio del Estado nacional. En el dictamen de la causa CSJ 310/2016/CS1, N.N. s/ Averiguación de ilícito en galpón 1 y 2 sitos en la calle Ramos Mejía -terminal Retiro-, se entendió que independientemente de que una contienda se haya suscitado a partir de un conflicto entre particulares al tratarse de la presunta usurpación de tierras de propiedad del Estado de la Nación, cabe considerar un perjuicio a su patrimonio, lo que hace surtir la jurisdicción de la justicia de excepción.


    Incidente N° 5 – Querellante: C., Héctor Carlos. Imputado: R., Gastón Luciano s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 67588/2017/5/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Vejaciones. Apremios ilegales. Fuerzas de seguridad. Gendarmería Nacional. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. También tiene dicho la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, exigiendo que el funcionario autor o víctima del presunto delito haya cumplido tareas específicas de esa índole. Los elementos remitidos no resultan claros ni suficientes para establecer con la certeza necesaria tanto la calificación legal como la intervención de miembros de la Gendarmería Nacional en los hechos así encuadrados, pues tampoco resulta posible descartar la participación del personal de la policía local.


    N.N. s/ Vejación o apremios ilegales (Artículo144 bis inciso 2°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2759/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Venta ilegal de obra intelectual. Soportes magnéticos. Cinematografía. Copia fílmica. Vía pública. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. FCR 62000715/2011/1/CS1, "Márquez, Oscar s/ Inf. ley 11.723 y 22.362".


    C., Javier Daniel s/ Infracción Ley 11.723 (Artículo 72 bis Inciso d)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12834/2018/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Sistema informático. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 1. Denunciante: M., Milagros Sofía. N.N s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75933/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 1. Denunciante: S. de L., Noemí Irene s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56536/2018/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 1. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5903/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 1: V. R., Jesús Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41057/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 2. Denunciante: C., Santiago Marcos. Denunciado: A., María Fernanda s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4906/2019/2/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n° 3. Denunciante: E., Matías Edgardo y otro. N.N s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39494/2018/3/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente N°1 - denunciante: F. M., Jorge Ismael. Denunciado: R., Marisol del Carmen s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6764/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n°1. Denunciante: B., Alejandro Ana Mabel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36024/2018/1/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n°1. Denunciante: C., Francesco. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35971/2018/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n°1. Denunciante: D., Juan Pero y otro. Imputado: S. M., Amparo Viridiana s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3678/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente n°1. Denunciante: M., Jesica. N.N s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59364/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    D. G., Jorge Alejandro s/ Violación correspondencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 822/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    M., Karina Andrea s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2711/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    M., Pablo Roberto s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 814/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Daños a sistemas informáticos Artículos 183 2°


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 548/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Quinques 1er. párrafo suplantación digital de identidad. Denunciante: Anabel la Beatriz L. C.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2641/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Violación de sistema informático, sistema público. Artículo 153 bis 2°Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2058/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo. Denunciante: G., María Vanina


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1807/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    C., Franco s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2556/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    M., David Alan s/ Violación de sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1731/2019/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Infracción Artículo 153 Código Penal- Denunciante: M., Gabriela Inés


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2048/2018/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    S., Esteban Daniel s/ Acceso indebido a sistema informático


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 136/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Grooming. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Acceso indebido a sistema informático (grooming). Denunciante: M., N. M.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 135/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia provincial. 


    Permisos de circulación.


    Al momento de dictarse el decreto 297/20, esta Procuración General de la Nación entendió que los agentes fiscales pertenecientes a este Ministerio Público debían intervenir en los casos que llegaran a su conocimiento por infracción al artículo 205 del Código Penal relacionados con las normas dictadas por el Poder Ejecutivo Nacional, en un contexto de emergencia sanitaria declarada por el brote del nuevo coronavirus, regida entonces únicamente por esa misma norma de estricto carácter nacional y con ese mismo alcance. Sin embargo y tal como entonces expresamente se consignó la observancia de tal criterio no importaba cuestionar la continuación en el fuero local de las causas ya iniciadas ante los jueces de provincia, a los efectos de evitar dilaciones innecesarias, de acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual, la determinación del juez competente debe hacerse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal y la necesidad de asegurar la buena marcha de la administración de justicia. Con el transcurso del tiempo cada una de las distintas jurisdicciones, dentro del marco de su propia autonomía y en ejercicio de sus poderes originarios en materia de salud pública, según el prudente margen de apreciación que la normativa nacional permite a cada una de ellas, han dictado reglas y establecido protocolos y estrategias para controlar el cumplimiento de las medidas de prevención, de acuerdo a la evolución de su propia situación sanitaria y de conformidad con los artículos 3 y 10 del citado decreto que reconoce sus facultades concurrentes en la materia. En la situación actual corresponde, en principio, a las autoridades locales conocer de los hechos que cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones, según establece el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional.


    P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas -propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1237/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por turno corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6678/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por turno corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6466/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por turno corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    N.N. s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1111/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)".


    P., Ramón Antonio s/ Violación de medidas propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1405/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    B., Franco Nahuel s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1174/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    C. A., Leandro s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1233/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    C., Leandro Francisco y otros s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1238/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    F., Micael Ramón y otros s / Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1240/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    G., Juan Ezequiel s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1177/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    I., Orlando Javier s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1176/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    L., Juan Marcelo s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1236/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    L., Nicolás Iván s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1180/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    L., Nicolás Iván s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1239/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    M., Juan Martín y otros s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1181/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    P., Carlos Maximiliano s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1179/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    P., Carlos Ramón s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1182/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    R., César Rafael s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1241/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    R., Maximiliano Darío y otros s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1232/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    S., César Enrique s/ Violación de medidas - Propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1175/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Competencia ordinaria. 


    Toda vez que el juez nacional no controvierte la calificación legal dada por su par federal a los hechos bajo investigación, ni su competencia material sobre ellos, y en tanto de las resoluciones de ambos magistrados no surge elemento alguno que justifique esa competencia, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia nacional ordinaria continuar el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    S., M. C. A. s/ Violación de secretos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6070/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Amenazas. Lesiones. Abuso sexual. Explotación sexual. Competencia federal. 


    Único contexto de violencia de género.


    De los propios dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante se desprende que durante los ocho años de convivencia con el imputado habría sido víctima de constantes amenazas, golpes, abusos y obligada a prostituirse, y que a los pocos días de que se separaran, el imputado habría regresado al domicilio donde residían junto al menor de sus hijos, y la habría atacado nuevamente. Aun cuando los hechos objeto de esta contienda y aquellos cuyo conocimiento se reserva el fuero federal, se presentarían, en principio, como independientes, y algunos habrían sucedido ya finalizada la convivencia, lo cierto es que todos conformarían un mismo contexto de violencia de género de larga data y, de momento, no puede descartarse que también integren un cuadro más amplio de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso “c”, de la ley 26.364, texto según ley 26.842. De ahí que su fragmentación no sólo sería contraria a la eficaz investigación que debe primar en estos casos, comprensible de un aparentemente único contexto de violencia de género, sino que también expondría a la damnificada a su revictimización. Estas condiciones exigen que los hechos sean juzgados por un único tribunal. Corresponde a la justicia de excepción asumir también la pesquisa de los hechos que son objeto de esta controversia, en tanto que ese temperamento es el que mejor se adecua para una mayor eficacia, pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica; a la vez que atiende a la protección de la integridad e interés de la denunciante, los que podrían hallarse seriamente comprometidos ante la posibilidad de procesos judiciales simultáneos o sucesivos en distintas sedes, en los que pudiera reeditarse una misma situación traumática.


    T., H. R. s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 618/2020/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y a Fallos: 339:652.


    Incidente N º 1 - Denunciante: Oficina de Violencia Doméstica - Legajo N° 12142/2019 y otro imputado: L., C. A. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 95280/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Correo electrónico. Redes sociales. Violación de correspondencia. Sistema informático. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    El juez federal que entiende en la investigación del delito de violencia doméstica deberá ceder su intervención para conocer respecto del delito de violación de secretos y de privacidad.


    Incidente nº1 - Denunciante: Juzgado Penal y Contravencional y de Faltas nº 16 - C. 5946/2019 y otro imputado: O. E. L. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18890/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Amenazas. Malos tratos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si el delito de privación ilegítima de la libertad se cometió en esta ciudad y en provincia de Buenos Aires, y las amenazas y maltratos recibidos en una localidad de esta última, formarían parte del mismo contexto junto con los demás hechos acaecidos con anterioridad en esta ciudad, atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal y de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos 339:652, corresponde conocer en esta causa al Juzgado Nacional, que previno y en donde se domicilia la víctima.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: Oficina de violencia doméstica y otro - Imputado: M. P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37097/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por el vínculo. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, ella se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Damnificado: O., L. F.. Imputado: J., M. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61632/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Contienda negativa de estupefacientes


    Cultivo de estupefacientes. Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Atento a las particularidades del caso en relación con la cantidad de estupefacientes incautados, y la infraestructura montada para su cultivo, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Comp. 392, L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”. El delito sobre el que versa el conflicto es de carácter federal.


    K., Alejandro y otro s/ Comercialización de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 138/2020/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 72298/2019/1/CS1.


    R., Horacio Eduardo y otros s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33395/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Exhibiciones obscenas. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En atención a lo que se desprende de la entrevista realizada en cámara Gesell y a su relevancia en casos como el presente, a lo que se suma la necesidad de atender a los principios de economía y celeridad para asegurar una más eficaz administración de justicia, especialmente cuando los hechos -calificados prima facie como abuso sexual, lesiones y exhibiciones obscenas- habrían sucedido en ambas jurisdicciones y en un mismo contexto de violencia familiar, corresponde atribuir la investigación de la causa al juzgado provincial, en cuyo ámbito habrían ocurrido los hechos más graves. Ello, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    A., S. P. s/ Averiguación delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15115/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Trata de personas. Explotación sexual. Explotación laboral. Situación de vulnerabilidad. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el fallo de las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública”; y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


    Si no es posible descartar, de momento, la hipótesis de la trata de personas que reprime la ley 26.364 es conveniente que el proceso prosiga su curso ante la justicia federal. El abuso sexual, aunque independiente, cabe considerarlo como parte de la situación de explotación en la que la denunciante estuvo involucrada.


    I. M. s/ Infracción Ley 24.685


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54687/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Archivo del expediente. 


    En tanto la persona imputada reúna status diplomático, el caso incumbe a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Siendo que el funcionario extranjero se encontraba en una misión oficial encomendada por la Embajada, consistente en trasladar una valija diplomática que contenía el dinero destinado a los pagos de las operaciones específicas de la legación, en virtud de las garantías consagradas en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, y por lo tanto, no se verificaría en el caso una conducta que pueda ser perseguida penalmente, corresponde archivar estas actuaciones.


    N. V., Chung s/ Averiguación de delito


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1284/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Amenazas. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Sergio Daniel s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2110/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2585/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde a la justicia de la ciudad, en cuyos estrados se tomó conocimiento de la notitia criminis, profundizar la investigación en el sentido señalado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Elian Jonatan s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 52/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis.


    N.N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1613/2019/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Apropiación indebida de tributos. Agentes de percepción. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    No obstante el estado incipiente de la pesquisa, no se encuentra discutido en autos que el objeto de la investigación trata de una presunta retención indebida de tributos locales por parte del agente de retención obligado a ingresarlos a las arcas fiscales de la provincia. De acuerdo con la legislación penal tributaria aplicable, que establece la jurisdicción respectiva de los tribunales locales (artículo 18° –último párrafo– de la ley 26.735), y toda vez que en el ámbito provincial se encuentra la sede administrativa central de la agencia de recaudación damnificada, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías de esa ciudad, que además previno en los hechos.


    A. G. R. S.A. Buenos Aires s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2895/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Archivo del expediente. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17937/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 37/2020/1/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente n° 1 – Imputado: D. E., Luciano y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7452/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente n° 2. Denunciante: Identidad reservada. Imputado: L., Cristian y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21909/2018/2/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Auto de procesamiento. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente n° 1. Damnificado: L., Miriam Lorena. Imputado: H., Rodrigo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9532/2019/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, “T , Gabriel Alejandro”.


    Recurso Queja N° 6 – s/ Robo, resistencia o desobediencia a funcionario público y lesiones leves (Artículo 89)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16737/2015/TO1/6/CS1-CFC1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Clausura de la instrucción. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El presente conflicto trabado se ha tornado abstracto, por lo que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.


    G., Iván Carlos y otro s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 65785/2019/2/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Cuando el hecho excede de la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final y estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo al respecto. En relación al secuestro de las armas incautadas –que dio lugar a la imputación de la tenencia ilegítima de una de ellas- cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda respecto de ese hecho.


    Incidente N° 21 – Imputado: M., Julio César y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 71810/2018/21/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No corresponde a la Corte dirimir la presente contienda de competencia suscitada entre el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional y el Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 95803/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia del tribunal de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    G., Mauricio Juan s/ Recurso


    COMP. CPN-Cámara Nacional de Apelaciones de Casación Penal, 143693/2014/EP1/2/CS2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    G., Mauricio Juan s/ Legajo de casación


    COMP. CPN-Cámara Nacional de Apelaciones de Casación Penal, 143693/2014/EP1/1/1/CS3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia por vía de inhibitoria. Vista de las actuaciones. 


    Con lo expuesto en el dictamen de la causa CAF 6132/2018/CS1, debe considerarse contestada esta vista.


    B., Marcelo y otros s/ Infracción Artículo 303, etc.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 2436/2015/93/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. FSM 109589/2017/1/CS1, “Piferret, Adrián Arturo s/ Amenazas”.


    S., Luciano y otro s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2578/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 1 - Damnificado: S., Jésica Candelaria. Imputado: G., Alan Roberto s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17991/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento”.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis del Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1485/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Archivo del expediente. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional Federal N° 1 y otros N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6938/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    A., Pablo Ariel y otro s/ Estafa - Denunciante: L., Hernán Munilla y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65666/2017/3/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    C., José Alberto. Imputado: T., Patricia del Carmen y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22097/2014/3/CS2, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la Comp. 406; L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente Nº 3 - Denunciante: Juzgado Penal Contravencional y de Faltas Nº 11 C.24346 y otro - Imputado: B., Carlos Marcelo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33792/2013/2/CS2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Hurto de línea telefónica. Usuarios del servicio público. Derechos del usuario. Obligaciones del proveedor. Ley federal. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. El estudio de los derechos del usuario del servicio de telecomunicaciones y de las obligaciones de los prestadores, se encuentran regidos por un marco regulatorio de índole federal. Tal cometido se encuentra reservado a la jurisdicción federal en razón de la materia. En igual sentido, la Corte Suprema ha admitido la procedencia del fuero de excepción cuando la pretensión se relaciona con la inteligencia de las disposiciones federales mencionadas y se encuentra en juego la suspensión del servicio de telefonía.


    Mendoza, Isabel Antonia c/ Telecom Argentina S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2169/2019/CA2-CS1, 05 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación. AFIP. Volantes electrónico de pago. Competencia federal. Pago indebido. Competencia nacional. 


    Si se habrían originado volantes electrónicos de pago que podrían importar perjuicios pecuniarios al organismo fiscal por la devolución de los fondos a su legítimo titular, lo que puede ocasionar una eventual obstrucción del normal desenvolvimiento de la Administración Federal de Ingresos Públicos o de las rentas nacionales, corresponde hacer surtir la jurisdicción de excepción. Si el pago indebido realizado a la empresa Edenor S.A. habría afectado intereses patrimoniales, corresponde a la justicia nacional de esta capital continuar con el trámite de las presentes actuaciones con relación a ese suceso.


    G., Ricardo Daniel s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7383/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    Sin perjuicio de la decisión adoptada por el juzgado nacional de menores que dispuso archivar las actuaciones acerca de esos dispositivos, esta Procuración General mantiene el criterio expuesto en su anterior dictamen, en cuanto a que, es el titular del juzgado nacional en lo criminal de instrucción que se hallaba en turno al momento en que se produjo su incautación, a quien, en definitiva, corresponde discernir a su respecto, razón por la cual , el juez nacional de especialidad debe ceder su intervención.


    N.N. s/ Infracción Artículo 10 de la Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6064/2019/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Denuncia. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 


    El presente conflicto suscitado, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. .


    S. M., Marcelo s/ Su denuncia formulada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2938/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 32177/2016/TO1/65/1/CS2, “G. B., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737”.


    P., Oscar Benjamín s/ Incidente de incompetencia


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 1706/2015/TO1/37/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)". De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R., Braian Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2394/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)". De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18855/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)". De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    E., Walter Federico s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51378/2017/TO1/2/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer respecto de la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Patricio Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2265/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 324:1617 y3651, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P., Julián Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2667/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Enrique Ramón s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 40/2020/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C., Maximiliano Ezequiel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M. R., Jonathan David s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53527/2016/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P., Néstor Alfredo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2020/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R., Alexis Joel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 123/2020/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R., Enrique Nicolás s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2854/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Rubén Darío s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8443/2017/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C., Marcos s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2557/2019/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Jorge Luis s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 174/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N.N. s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 171/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N.N. s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 173/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    L., Horacio Ariel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 964/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Rodrigo Ezequiel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 607/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    L., Gerardo Daniel s/ Hurto de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46716/2018/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Jonathan Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 9250/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    A., Miguel Ángel y otro s/ Averiguación de ilícito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2470/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    C., Nicolás José s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2432/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    C., Walter David s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2449/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    D., José Manuel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2611/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    F., Gabriel Hernán y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11849/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    F., Sergio Adrián s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 3)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2379/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    G., Juan Gabriel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2652/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    L., Jésica Noelia y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277 Inciso 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2766/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    M., Fabián Roberto s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 17490/2015/TO1/3/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    R. V., David Roland s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18991/2018/TO1/2/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    V., Cristian Axel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2247/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    A., Diego Arnaldo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2826/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    B., Sergio Ariel y otro s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 44006130/2012/TO1/2/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    C., Francisco Damián s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1053/2020/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    C., Nicolás José s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2646/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    D., Félix Damián s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 50232/2017/TO1/3/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    E., Rodrigo Nicolás s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 450/2013/TO1/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Nicolás Iván s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2758/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    R., Leonardo Gabriel s/ Incidente de competencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90893/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    S., Ramón Horacio s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 188471/2018/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1 , “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    G., Diego Ricardo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2367/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    C., Raúl Silvestre Walter s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 29767/2015/TO1/2/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., José Luis s/ Encubrimiento (Artículo 277 inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 652/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    L., Matías Damián s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 60880/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Jonathan Daniel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2625/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa n° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    N.N. s/ Hurto de automotor


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 622/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    B. G., Santiago Samuel


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 138115/2018/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    S., Víctor Javier s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 575/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    C., Cristian Raúl s/ Amenazas


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2047/2019/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Lucas y otros s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13424/2018/2/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inc. 1°)".


    H., Rodrigo s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9532/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    S., Mauro Jesús s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 910/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Robo. Motocicleta. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    G., Hernán Damián s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 32545/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    L., Roberto Hemán s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2603/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Motovehículo. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)". De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    V., Alejandro Benjamín s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2435/2019/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CCC 47718/2018/1/CS1 “R., Alberto s/ Estafa y defraudación por retención indebida”.


    G., Damián s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8305/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que para justificar la competencia del fuero de excepción con base en la afectación a intereses pecuniarios federales, ésta debe ser directa y efectiva para las arcas de la Nación.


    F., Maximiliano Facundo y otros s/ Estafa


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 18060/2014/1/CS2, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 15295/2018/1/CS1, “A., Pablo Gerardo y otros s/ Violación al sistema informático y defraudación”.


    G., Marcelo Fabián y otros s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2779/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación. Crédito fiscal. Liquidación de impuestos. IVA. Cesión de créditos. AFIP. Percepción de impuestos. Competencia federal. 


    Para llevar a cabo las maniobras fraudulentas se habría utilizado la operatoria de transferencia de libre disponibilidad como herramienta, la que además se halla regulada por resoluciones emanadas del organismo que obligan a que se convalide ante dicho ente el crédito fiscal que se pretende transferir y no permiten que se delegue a terceros el uso de la clave fiscal para ello. La firma demandante rectificó las declaraciones juradas de IVA por distintos períodos e incorporó como retenciones sufridas los importes presuntamente transferidos, de modo tal de que se generara un saldo a su favor que posteriormente utilizó para cancelar obligaciones. Si tales los hechos podrían haber ocasionado cambios en el sistema registral de la administración fiscal de las empresas damnificadas, con perjuicio para el normal desenvolvimiento del organismo de la Nación e inclusive una eventual evasión de obligaciones tributarias originadas mediante la generación de las irregularidades ante el sistema electrónico e informático –lo que también produce la afectación del organismo de la Nación o la de sus empleados- corresponde que intervenga la justicia federal. Las circunstancias respecto a que la empresa recibió catorce formularios de notificación de transferencia de crédito fiscal con supuestos sellos de distintas dependencias del ente nacional que resultaron falsos, torna mayor la determinación de que la causa quede a cargo de la justicia de excepción, ya que con ello se habría pretendido aparentar legitimación del organismo federal.


    A. S.R.L. y otros s/ Estafa y defraudación. Querellante: F., Mario y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4203/2018/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Establecimientos asistenciales. Vivienda. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal y que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    G., Jorge Roberto s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56202/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que para la efectiva traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Es el juez que planteó la inhibitoria quien debe elevar la cuestión a la consideración de la Corte, de acuerdo a lo establecido por el artículo 47, inc. 6 del código de forma.


    C., Leonardo y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1004/2019/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 


    La controversia, no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la justicia nacional de esta ciudad, que previno, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31558/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. A ese principio responde la disposición del artículo 3 que asigna a la justicia federal el conocimiento en caso de conexidad. Esa regla tiene como objeto evitar que se frustren investigaciones, y de tal manera aunar la prueba reunida para poder determinar la conducta atribuible a cada imputado, teniendo en cuenta la vinculación que existe entre el narcotraficante, su red de distribución y los consumidores. Esta es la situación que se presenta en el caso, toda vez que los hechos investigados excederían la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto en la causa estarían identificados varios de los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas.


    Incidente n° 1. Imputado H., Ricardo Antonio y otro s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19032/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Criterio establecido en la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    P. O., Alejandro Ernesto s/ Infracción Artículo 14 1° párrafo de la Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 299/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Extorsión. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Atento que esta investigación se refiere a las presuntas exigencias dinerarias a beneficiarios del programa, y que de las constancias del incidente no surge que ese hecho haya provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, ni tampoco es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de la presente causa.


    A., María Eugenia s/ Averiguación de delito y extorsión


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7361/2019/3/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Obstrucción de servicios públicos. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que la afectación de intereses federales por la obstrucción de un organismo nacional habría tenido lugar en la provincia, ante cuyo Registro del Automotor fue presentada la documentación apócrifa y asentado el siniestro, es al juez federal de esa jurisdicción a quien le corresponde continuar con la investigación.


    D., Héctor Adrián y otros s/ Falsificación de documentos, asociación ilícita y defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67568/2016/2/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. Facebook. Telefonía celular. Competencia provincial. 


    Certificados de estudio apócrifos.


    Es doctrina del Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. El domicilio de facturación del servicio de telefonía celular asociado al usuario del sitio de internet se encuentra localizado en una jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, corresponde al juez de garantías continuar entendiendo en estas actuaciones, sin perjuicio de que si su titular considera que debe remitirla ulteriormente a otro magistrado de la misma provincia, así lo disponga de acuerdo con las reglas del proceso local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    O., Cinthia Carla s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2761/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión, y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional de esta ciudad, que previno, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53638/2019/1/CS, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Competencia del tribunal de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    Recurso Queja N° 12 – O., Carlos Alberto y otro s/ Homicidio simple


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76144/2015/TO1/12/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Código contravencional y de faltas. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia originaria. 


    Al resultar de las constancias del expediente que ambos imputados revisten status diplomático, en el presente caso corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En tales condiciones, cabe requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1, último párrafo, del decreto ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que los imputados puedan ser sometidos a juicio.


    V. C., Julio César y otro s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1339/2020/22 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Usurpación de títulos u honores. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. Al respecto la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa. Por lo tanto corresponde al juzgado porteño que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis, y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    P., Emilio y otros s/ Usurpación de título


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 62/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Intimidación. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    N.N. s/ Hostigar e intimidar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2710/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia contravencional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Los escasos elementos de convicción y la falta de precisión que puede apreciarse en las manifestaciones vertidas por la denunciante en su declaración, impiden dilucidar si existe un hecho con entidad delictiva y, mucho menos, su calificación legal.


    C/ P., Gabriel José María s/ 52 - hostigar, intimidar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1925/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Elías Ángel A. y otro s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31674/2019/3/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    N.N. s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70977/2018/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito cometido. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación a la sustracción del rodado.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63421/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 72298/2019/1/CS1.


    R., Horacio Eduardo y otros s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86747/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si se verifica en el caso una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: H., Gonzalo Roberto - Imputado: F., Rubén Darío s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67308/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Hurto. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 72298/2019/1/CS1.


    R., Horacio Eduardo y otros s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86693/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 72298/2019/1/CS1.


    R., Horacio Eduardo y otros s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86601/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si el hurto habría ocurrido en esta ciudad, de acuerdo con el criterio que establece que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado de esta capital continuar conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que pudiera resultar de su curso posterior.


    L., Mariano Agustín y otro s/ Hurto


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 71602/2019/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Incidente de competencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto suscitado, no se halla precedido, a mi modo de ver, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por lo que, corresponde a la justicia nacional, que previno y donde concurrió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior .


    Incidente N° 1- Imputado: F. P., Alex s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65531/2018/1/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegitima de armas. Narcotráfico. Competencia provincial. 


    Atento que, a partir de la sanción de la ley 25.886, tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


    Incidente N° 1 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1277/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Infracción Artículo 94 Código Penal Lesiones culposas - Denunciante: Melisa Gisela S.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2388/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Devolución del expediente. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7, de decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo. Corresponde devolver el incidente al magistrado federal que previno para continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: L., Romina Mariel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5628/2019/1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. La contienda de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues no resulta posible apreciar correctamente cuales son los hechos que han dado lugar al conflicto, su calificación legal ni, mucho menos, la totalidad de sus circunstancias de tiempo, modo y lugar que permitan determinar el tribunal que en definitiva resultará competente.


    Incidente n° 5- Damnificado: I., Pablo Andrés. Imputado: L., Hugo Gabriel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77821/2019/5/CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    I., Miguel y otros s/ Estafa e infracción Artículo 303 inciso 2 "a"


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77959/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente N° 1 - Damnificado: R., Jimena Anabel NN: N.N s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60154/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente N° 1 Damnificado: S., Silvia N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41823/2018/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente Nº 2 - Denunciante: Juzgado en lo Criminal y Correccional N º 45 C.64648/2018 y otro N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77396/2018/2/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Con arreglo al convenio celebrado entre el Ministerio de Seguridad de la Nación, el Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires y la Secretaría General de Gobierno de la provincia de Buenos Aires, para la descontaminación y compactación de vehículos, motocicletas, autopartes y chatarra que se encuentren a disposición de la Secretaría General de la Gobernación, son las autoridades provinciales las que establecen la nómina de los vehículos a ser compactados y, asimismo, la provincia asume la total y exclusiva responsabilidad por las acciones judiciales ante eventuales reclamos a raíz de las tareas realizadas en el marco del convenio.


    N.N. s/ Averiguación de delito - Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional n° 23


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29915/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones leves. 


    No corresponde a la Corte dirimir la presente contienda de competencia suscitada entre el Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional y el Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas.


    V., Dionisia s/ Lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70052/2015/TO1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Edith s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2496/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Manifestación popular. Obstrucción de la vía pública. Competencia ordinaria. 


    Corresponde a la justicia nacional la investigación de los hechos que habrían obstruido el tránsito de arterias de esta ciudad motivo de manifestaciones sociales, al no haber significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17940/2018/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Corresponde a la justicia nacional ordinaria la investigación de los hechos motivo de manifestaciones sociales, al no haber significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30116/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional la investigación de los hechos motivo de manifestaciones de agrupaciones sociales, sindicales y políticas, que habrían obstruido el tránsito de una arteria de esta ciudad y que no hubiese significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53601/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional la investigación de los hechos motivo de manifestaciones de agrupaciones sociales, sindicales y políticas, que habrían obstruido el tránsito de una arteria de esta ciudad y que no hubiese significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52811/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional la investigación de los hechos motivo de manifestaciones sociales, que habrían obstruido el tránsito de una arteria de esta ciudad y que no hubiese significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27191/2018/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    C., Matías s/ Hostigar, intimidar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1324/2020/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Denunciante: V., Olga Edith N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27336/2020/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Nueva vista. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    G., Rafael Augusto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73513/2017/2/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58131/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Prostitución. 


    Los nuevos elementos de prueba incorporados al legajo, si bien atinentes para la resolución de la cuestión de fondo por parte del magistrado al que en definitiva se asigne la competencia, no modifican el criterio postulado en el dictamen anterior para dirimir el conflicto.


    Viamonte 2XXX (ocupantes de la finca) y otros s/ Infracción Artículo 125 bis y otros


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8345/2014/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Los nuevos elementos de prueba incorporados al legajo, si bien atinentes para la resolución de la cuestión de fondo por parte del magistrado al que en definitiva se asigne la competencia, no modifican el criterio postulado en la anterior intervención para dirimir el conflicto.


    Avenida Carabobo 1XXX (ocupante de la finca) s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842 y prostitución con fines de lucro (Artículo 127)


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13763/2015/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Archivo del expediente. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento". No corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    R., R. y otros s/ Infracción Artículo 125 bis, promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842, infracción Artículo 126, 1) del Código Penal según Ley 26.842 y explotación económica del ejercicio de la prostitución - Artículo 127


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 61590/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    De acuerdo con los términos de la denuncia, y la calificación dada al hecho denunciado, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    M., Rodrigo Christian s/ Infracción Ley 22.421


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46008/2019/1/CS1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Desobediencia. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    En la presente contienda resulta de aplicación el criterio de la Corte que establece que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional de esta capital son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios.


    S. F. S.A. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7761/2019/1/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    L., José Ángel Héctor s/ Falsificación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 61/2020/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo. Cámaras de casación. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 74891/2017/TO1/CNC1-CS1, “M., María Viviana s/ Amenazas con armas, etc”.


    M., Christian Marcos s/ Robo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47593/2018/TO1/CS1-CNC1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Correspondencia. Trabajadores de correos. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    N.N. s/ Robo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 695/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M. G., Facundo Ignacio s/ Robo


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2825/2019/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    N.N. s/ Robo y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60313/2019/1/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    P., Marcelo Hernán y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 5388/2016/TO1/18/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1 in re “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    S., Sergio Gabriel s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 73128/2018/TO1/2/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Sindicatos. IVA. Impuesto a las ganancias. Erogaciones no documentadas. Defraudación. Evasión fiscal. AFIP. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia en lo penal económico. 


    Impuesto a las salidas no documentadas.


    Los elementos recabados por la AFIP, que verificó las irregularidades que determinaron la deuda que aceptó el contribuyente, alcanzan para considerar la existencia de una posible evasión al impuesto a las salidas no documentadas. La Corte tiene dicho que ese instituto fue adoptado por el legislador para asegurar una íntegra percepción de la renta fiscal en casos en los que, ante la falta de individualización (o inexistencia) de los beneficiarios, a cuyo cargo debiera estar el pago del gravamen al rédito percibido, quien hace la erogación queda obligado a abonar sobre ella el tributo y debe hacerlo a título propio, lo que habría omitido la entidad denunciada hasta que el ente fiscalizador advirtió las irregularidades y le impuso un ajuste por un monto que, según ese mismo organismo, alcanzaría al exigido por la ley para constituir delito. Si el juzgado en lo penal económico resolviese descartar fundadamente la tipicidad de la figura penal de su competencia especial, corresponde asignar intervención a la justicia federal.


    Sindicato Argentino de Televisión Servicios Audiovisuales e Interactivos y de Datos (Personal) s/ Defraudación por Administración. Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 486/2019/1/CS1-CA1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente Nº 3 - Denunciante: Juzgado Penal Contravencional y de Faltas Nº 11 C. 24346 y otro - Imputado: B., Carlos Marcelo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33792/2013/3/CS3, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    R., Eudosia Carlina s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38713/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente N° 3 – Imputado: G., Jorge Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5150/2016/3/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable el criterio establecido por la Corte en la Competencia n° 130, L. XLII, “Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737”.


    Respecto de las sustancias prohibidas incautadas, la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material par a algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local. En lo que se refiere al secuestro del arma, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en tal sentido.


    G., Emiliano Hernando s/ Infracción Ley 22.415


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 246/2020/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia ilegitima de armas de guerra. Narcotráfico. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda a su respecto.


    Incidente N° 1 - Imputado: A. A., Juan Martín s/ Incidente de incompetencia


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 980/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Unificación de penas. 


    La Corte tiene establecido que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.


    S. L., Miguel Ángel s/ Falsificación de documentos públicos


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53016145/2010/TO1/2/1/CS1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Usurpación de títulos u honores. Fraude a la administración pública. Afectación al funcionamiento de servicios públicos. Competencia federal. 


    Las conductas atribuidas al imputado, relacionadas con el cumplimiento de las funciones propias del Hospital Churruca-Visca, no permiten descartar una afectación en la normal prestación del servicio y el habitual funcionamiento de esa institución, como tampoco una fraudulenta o abusiva detracción de recursos presupuestarios de la Policía Federal Argentina y, por consiguiente, un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica.


    P., Sergio Damián s/ Usurpación de título


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69132/2019/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Devolución del expediente


    Denunciante Juzgado Civil N° 8 expediente N° 6046/2015 y otros. Imputado: A., Martín s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21106/2018/1/CS2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Denunciante: B., Fabiana Patricia y otros. Imputado: S., Miguel Ángel s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66506/2017/1/CS2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Incidente nº 1- Denunciante: Oficina de violencia doméstica y otro. Imputado: L. G., Luris Leonardo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30176/2020/1/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44411/2018/1/CS1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    S. E., Mauro s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2613/2019/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de las consideraciones realizadas, en lo pertinente, en el dictamen de la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/coacción y lesiones leves”, remito en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    N.N. s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 260)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9666/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Incidente N° 1 - Imputado: B., Josué Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6315/2020/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Encubrimiento de contrabando. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón al recurrente en la impugnación que dirige contra el fallo del a quo. En efecto, la Corte ha resuelto en el precedente de Fallos 321:1848, que las acciones previstas en los artículos 985 a 987 del Código Aduanero son diferenciables de las comprendidas en las normas que reprimen el delito de contrabando y su encubrimiento, por lo que no se trata de infracciones que se excluyan entre sí, ni del juzgamiento doble de una conducta única, sino de hechos diversos que, por ello mismo, son susceptibles de ser sometidos a distintas jurisdicciones. Si bien lo anterior bastaría ya para hacer lugar a la apelación federal, a ello cabe agregar que, incluso si se aceptara hipotéticamente la aplicación al caso de la regla del artículo 913 del Código Aduanero, de ella no se deriva la solución a la que arribó el a quo. Es que, de acuerdo con esa disposición, es precisamente la condena y no la absolución lo que obtura la posibilidad de aplicar sanción por la infracción. Por el contrario, la absolución o el sobreseimiento en sede penal hacen resurgir la potestad sancionatoria infraccional. Además, en particular, cabe señalar que el concurso ideal entre un delito y una infracción, que regula esa disposición, nada tiene que ver con la situación que fue resuelta en “De la Rosa Vallejos”, de modo que no correspondía ni tampoco podía servir de fundamento su invocación.


    Recurso de Queja N° 1 - Recurrente: R., Luis Adrián y otros s/ Recurso directo - Código Aduanero - Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 10162/2014/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por parentesco. Víctima menor de edad. Sobreseimiento. Sentencia arbitraria. Violencia de género. Derecho a ser oído. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva; Empero, la regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. También, que el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia la apreciación otorgada a hechos y pruebas incorporados al proceso o la interpretación asignada a normas de derecho común y procesal que es propia de los jueces de la causa; no obstante ha admitido excepciones a tal criterio cuando la decisión cuestionada no cumple con los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. La Corte ha sostenido que un pronunciamiento es arbitrario si fue adoptado merced a una consideración fragmentaria y aislada de las pruebas e indicios, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, lo que impidió una visión de conjunto de la prueba reunida. Es pertinente recordar que en tanto el efecto del sobreseimiento es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal y su dictado en la etapa de instrucción reviste carácter excepcional, debe ser completa y susceptible de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de alguna de las causales previstas en el código procesal y ese déficit adquiere mayor entidad si se atiende a que la conducta imputada configura violencia contra la mujer de acuerdo a los artículos 1º de la Convención de Belém do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485, de Protección Integral de las Mujeres; y que, por ser menor de edad, también está amparada por la Convención sobre los Derechos del Niño. La Convención Belém de Pará obliga a los Estados Partes a actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia de género (art. 7º, b) y prevé que las menores están en una situación de vulnerabilidad a la violencia (art. 9º). Su norma reglamentaria establece en el artículo 16 que la mujer tiene derecho a obtener una respuesta oportuna y efectiva, y a la amplitud probatoria teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos. Es decir, el Estado ha asumido deberes “reforzados” frente a situaciones de abuso o violencia de género. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que, en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir de la Convención Belém do Pará, que en su artículo 7º b exige actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer. A ello se suma que por ser menor la víctima también está amparada por la Convención sobre los Derechos del Niño, que –en lo que aquí interesa– compromete a los Estados Partes a proteger a los niños contra los abusos sexuales (art. 34) y les garantiza a aquéllos que estén en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que les afecten debiendo ser debidamente tomadas en cuentas sus opiniones, en función de la edad y madurez del niño (art. 12) y consagra que, en todas las medidas que les conciernen, deberá considerarse en forma primordial el interés superior del niño (art. 3 º). Por otro lado, es pertinente recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que en hechos de esta naturaleza no resulta inusual que el relato de la víctima contenga ciertas imprecisiones, y que se debe tener en cuenta que este tipo de agresiones sexuales se cometen en ámbitos íntimos y por fuera del alcance de terceros, por lo que no corresponde clausurar la investigación con el mero argumento de que no hay testigos directos del hecho. Así, al soslayarse la declaración de la niña víctima, fueron desatendidas aquellas pautas especialmente exigibles en el sub judice; y al cercenar la vía intentada ante su instancia, el a quo incurrió en arbitrariedad e incumplió con el deber establecido en el artículo 7°, inciso b, de la Convención de Belém do Para. Ese temperamento determina que la sentencia impugnada debe ser descalificada como acto judicial válido.


    B., A. O. s/ Recurso de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1048/2018/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Integración del tribunal. Deber de imparcialidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Conforme surge del pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Herrera Ulloa vs. Costa Rica”, los magistrados que habían resuelto el recurso de casación contra la sentencia absolutoria -anulándola y disponiendo la remisión del proceso para su nueva sustanciación porque “la fundamentación de la sentencia no se presenta como suficiente para descartar racionalmente la existencia de un dolo directo o eventual”- fueron los mismos que decidieron luego el recurso de casación que interpuso la defensa del acusado contra la sentencia condenatoria. Según sostuvo la Corte Interamericana, dicho proceder vulneró el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial previsto en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por el que se impone “garantizar que el juez o tribunal en ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio. Esto permite a su vez, que los tribunales inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad democrática”. En el sub examine, al igual que en ese precedente, también existieron elementos que autorizaron a abrigar seria duda sobre la imparcialidad del tribunal revisor de la condena -recuérdese que el superior tribunal provincial, con idéntica integración, había resuelto el recurso de casación deducido contra la absolución- y el cumplimiento de los requisitos mínimos para realizar el control de la sentencia en las condiciones que exige la Constitución Nacional.


    P., D. J. s/ Abuso sexual con acceso carnal doblemente agravado en la modalidad de delito continuado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1921/2018/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Adhesión al recurso. Derecho al recurso. Ministerio público fiscal. Fiscales. Facultades del fiscal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento que denegó la intervención del fiscal mediante el recurso de casación interpuesto contra la decisión por la que el tribunal rechazó la adhesión parcial que planteó el fiscal general respecto de los recursos de apelación de las partes querellantes, lo hizo mediante una afirmación dogmática con fundamento aparente. Si bien la cuestión relativa a la adhesión al recurso de otra parte, por tratarse de un tema de derecho procesal, es, en principio, propia de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, ello no constituye óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades permiten hacer la excepción posible a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. El a quo subordinó, sin fundamentos, la suerte de la adhesión formulada por el Ministerio Público al resultado de los recursos de las partes querellantes, privando de su completa significación a la regla general prevista en el artículo 439 del texto original del ordenamiento procesal, mantenida en los mismos términos en ocasión de la reforma del año 2008 (ley 26.374). Dicho artículo, al establecer que “el que tenga derecho a recurrir podrá adherir al recurso concedido a otro siempre que exprese, bajo pena de inadmisibilidad, los motivos en que se funda”, reconoce a todas las partes del proceso la facultad de adherir a la impugnación concedida a otro, sin distinción, bajo la condición de exponer sus propios motivos, que pueden ser contrarios o similares a los del recurso al que se formula la adhesión, dejando así en claro que uno no queda sujeto al otro. A pesar de la independencia entre ambos actos impugnativos, el a quo se apoyó sin sustento normativo en lo decidido por la cámara de apelaciones respecto de los recursos de la UIF y de la AFIP para denegar el planteo formulado por este Ministerio Público, el cual está vinculado con el ejercicio de su propia pretensión recursiva contra la resolución del juzgado de primera instancia. Es doctrina de la Corte que la exégesis de la ley “no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone”; y que “todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución”. La cámara de casación ha omitido valorar las disposiciones aplicables en armonía con el mandato constitucional del Ministerio Público Fiscal de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, al igual que la ley 27.148 que lo reglamenta, lo cual determina el carácter federal del planteo. El pronunciamiento apelado conduce, sin fundamento adecuado, a una restricción sustancial de la vía utilizada, y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido, incluso bajo el estándar del precedente “Di Nunzio” al hallarse comprometidas las funciones constitucionalmente asignadas a esta parte del proceso.


    R., Eduardo Daniel y otros s/ Asociación ilícita, infracción Artículo 310 -incorporado por Ley 26.733-, defraudación por retención indebida y defraudación por desbaratamiento


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 5650/2014/83/1/RH22, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa CAF 46527/2011/CA1-CS1, "Apaza, León Pedro Roberto c/ EN - DNM - disp. 2560/11 (exp. 39.845/09) s/ Recurso directo para juzgados".


    M. C., Jessica c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda de la Nación s/ Recurso directo – Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49605/2018/CA1/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Alegato. Nulidad parcial. Agente fiscal. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Pena de inhabilitación. Inhabilitación absoluta. Beneficios previsionales. Apreciación de la prueba. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 81810029/2009/TO1/3/1/1/RH1, “M., Luciano Benjamín y otros s/ Legajo de casación”.


    Lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario. Corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo requiere no solamente que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. De acuerdo con el artículo 12 del Código Penal, la prisión por más de tres años lleva como inherente la inhabilitación absoluta, al menos, por el tiempo de la condena, y esa inhabilitación, según el artículo 19, inciso 4, del mismo código, importa la suspensión del goce de toda jubilación, pensión o retiro, sea civil o militar. Desde esa perspectiva, no puede sostenerse razonablemente que el tribunal oral excedió el pedido punitivo de la fiscalía mediante la aplicación de las normas citadas, en la medida en que al haber solicitado esa parte una pena de prisión superior a tres años para cada uno de los interesados, cabe entender que también solicitó, aunque sea implícitamente, la aplicación de aquella suspensión, en tanto se trata de una accesoria necesaria, por disposición expresa de la ley, de la inhabilitación inherente a toda pena de prisión de tal magnitud. Si el acusador requiere en su alegato la condena del imputado a una pena de prisión superior a tres años, ello implica que, de admitirse su pretensión, esa pena será acompañada de la inhabilitación absoluta que importa la suspensión del goce de la jubilación, pensión o retiro, aun cuando aquella parte no la hubiera solicitado, ya que su imposición, en estos casos, es necesaria, de acuerdo con la voluntad del legislador. No se advierte, entonces, la violación de ninguno de los principios constitucionales establecidos como presupuestos de validez de un juicio previo. La apreciación de las pruebas constituye una facultad de los jueces de la causa y, por regla, una materia ajena a la revisión en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. En la decisión impugnada mediante recurso federal no se han tenido en cuenta pruebas y argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, y se han brindado fundamentos dogmáticos, por lo que no resulta un acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina de la arbitrariedad elaborada por la Corte.


    S. A., Manuel Fernando y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 82000149/2010/27/3/RH5, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Facultades del juez. Autonomía del Ministerio Público. Acción penal. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los argumentos presentados por el fiscal general.


    La Corte en Fallos: 327:5863 declaró inconstitucional el procedimiento previsto por el artículo 348 del código procesal que permitía a la cámara de apelaciones apartar al fiscal en caso de desacuerdo con su pedido de sobreseimiento. Si bien el citado precedente estaba referido a una etapa anterior del proceso, el Tribunal sostuvo que el control jurisdiccional de los actos del Ministerio Público que pueda establecerse para hacer efectivo el régimen de la acción penal indisponible, sólo puede realizarse en el estrecho límite trazado por la autonomía funcional de los fiscales, que veda a los jueces determinar el contenido de tales actos. El control interno que ocurre en la práctica cuando el fiscal superior interviene en la vía recursiva responde a los mismos fundamentos constitucionales que inspiraron las resoluciones PGN 32/02 y 13/05 y representa una manera válida de superar el conflicto sin alteración de los principios generales que gobiernan la acción penal pública, ni detrimento de las garantías de las partes.


    B., Juana Adriana s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 12340/2016/TO1/5/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Insuficiencia del agravio. Fundamentación de sentencias. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    En el fallo se ha efectuado -con arreglo al precedente de Fallos: 328:3399- un adecuado tratamiento de las cuestiones propuestas que satisface lo exigido a los pronunciamientos judiciales de tal naturaleza, pues cuenta con fundamentación suficiente y constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La apelación carece de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.


    V., Claudia Marcela s/ Recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2515/2011/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Requisa personal. Ausencia de testigos. Nulidad procesal. Sentencia absolutoria. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha sostenido –como principio que resulta aplicable a todas las partes pues se vincula con la garantía del debido proceso que ampara tanto al imputado como al acusador– que en modo alguno existe una incompatibilidad entre el juicio oral y la revisión amplia en casación, ambos son compatibles en la medida en que no se quiera magnificar el producto de la inmediación, es decir, en la medida en que se realiza el máximo de esfuerzo revisor, o sea, en que se agote la revisión de lo que de hecho sea posible revisar. Asimismo, que la revisión en casación, también reconocida a este Ministerio Público, tiene como único límite aquello que surja directa y únicamente de la inmediación –principio inseparable de la oralidad y publicidad del juicio– es decir, se exige el análisis de cuanto no esté exclusivamente reservado a la experiencia perceptiva de quienes hayan estado presentes como jueces en el juicio oral, limitación fáctica impuesta por la naturaleza de las cosas y que debe apreciarse en cada caso. Por otro lado la Corte ha sostenido que son descalificables por arbitrariedad las sentencias que omiten el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiere resultar conducente para la adecuada solución de la causa. En lo atinente a los arrestos, la Corte ha sostenido que la competencia para efectuarlos a la que alude el artículo 18 de la Constitución Nacional sólo puede provenir de un expreso mandato legislativo y debe ejercerse en las formas y condiciones fijadas por esa disposición legal. El Código Procesal Penal de la Nación, como reglamentario de la norma constitucional, establece que la autoridad competente es el juez, aunque excepcionalmente admite la delegación de esa facultad. Así, luego de disponer que la policía o las fuerzas de seguridad deben investigar por iniciativa propia los delitos de acción pública, impedir que los hechos cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores, individualizar a los culpables y reunir las pruebas para dar base a la acusación, las faculta para aprehender a los presuntos culpables en los casos y formas que autoriza el código y a detener, aun sin orden judicial, cuando hubiere indicios vehementes de culpabilidad y exista peligro procesal o a quien sea sorprendido en flagrancia. El mismo ordenamiento autoriza a la policía o las fuerzas de seguridad a practicar requisas en la vía pública, sin orden judicial con la finalidad de hallar cosas constitutivas o provenientes o que puedan ser utilizadas para la comisión de un delito cuando concurran circunstancias previas o concomitantes que razonable y objetivamente justifiquen esa medida. En esa materia, la Corte señaló en los fallos citados en referencias que a los efectos de determinar si resulta legítima la medida cautelar de prevención que tuvo por sustento la existencia de un estado de sospecha sobre la verdadera conducta del imputado, ha de examinarse aquel concepto a la luz de las circunstancias en que aquella tuvo lugar y recordó lo expuesto en Fallos: 321:2947, donde se precisaron los conceptos de “causa probable”, “sospecha razonable”, “situaciones de urgencia” y la “totalidad de las circunstancias del caso”. Las referencias jurisprudenciales que anteceden, no pasan por alto que recientemente la Corte Interamericana de Derechos Humanos (sentencia de 1° de septiembre de 2020, Serie C n° 411) ha declarado –reconocimiento del Estado mediante– la responsabilidad internacional de nuestro país por las condenas oportunamente aplicadas a Carlos A. Fernández Prieto y Carlos A. Tumbeiro, a quienes se refieren los aludidos casos de Fallos: 321:2947 y 325:2485, respectivamente. Allí consideró –en síntesis– que se violaron sus derechos a la libertad personal, garantías judiciales, honra y dignidad, y protección judicial, a partir de las detenciones de que habían sido víctimas. En cuanto a la ausencia de testigos invocada por la juez como uno de los motivos que fundamentó la anulación de los procedimientos cabe recordar, en línea con el fiscal recurrente, que en la medida en que el acta sea extendida por un funcionario público en las formas que las leyes determinan es un instrumento público y hace plena fe de los actos realizados por él o cumplidos en su presencia hasta tanto no sea argüida de falsa por acción civil o criminal, sin perjuicio de la libre valoración que le corresponda al tribunal respecto de su fuerza de convicción. En todo caso, lo que se sanciona con nulidad es el instrumento y no el acto que se pretendió documentar a través de él; aun cuando se admitiese que ostenta algún defecto en las formalidades exigidas en la ley, éste tendría incidencia en su eficacia probatoria sobre la existencia del acto, sus circunstancias o su resultado, pero no acarrearía por sí la invalidez del acto. El Tribunal ha establecido que en atención al carácter accesorio e instrumental del derecho procesal se exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho, porque de otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público.


    M., Leonardo Alexis s/ Infracción 23.737


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9111/2017/TO1/4/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. In dubio pro reo. Interpretación de la ley. Aplicación errónea de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Resulta aplicable el criterio de la Corte conforme el cual son descalificables por arbitrariedad las sentencias que omiten el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiere resultar conducente para la adecuada solución de la causa. La sentencia absolutoria exhibe graves defectos de fundamentación que la descalifican como acto judicial válido, y que ese vicio alcanza a la decisión del a quo. No sólo se omitieron valorar los informes y testimonios de los policías ya referidos, sino que se aisló y se pretendió neutralizar el indicio que surgía de la escucha. A ese respecto el Tribunal ha sostenido que un pronunciamiento es arbitrario si fue adoptado merced a una consideración fragmentaria y aislada de las pruebas e indicios, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, lo que impidió una visión de conjunto de la prueba reunida. La decisión del a quo en tanto convalida la absolución que incurre en una arbitraria valoración de la prueba y en una exégesis inadecuada de la norma federal aplicable que la desvirtúa y torna inoperante, debe ser descalificada por no ser una derivación razonada del derecho vigente con relación a las circunstancias comprobadas de la causa. La duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución del litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. A este respecto, tiene dicho también la Corte que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que, por el contrario, aquel especial estado de ánimo debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso. La falencia que afecta a la decisión impugnada adquiere mayor relevancia en tanto compromete las obligaciones asumidas por el Estado al ratificar la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (Ley 24.072). En esa materia el Tribunal ha señalado que todos los órganos del Estado que intervengan en un proceso en el que se investigue el tráfico ilícito de estupefacientes deben comprometer sus mejores y máximos esfuerzos, en el ámbito de sus competencias, para que el enjuiciamiento sea agotado sin que queden impunes tramos de la actividad ilícita por la que la República Argentina asumió jurisdicción.


    C., Nicolás Ramiro y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12013094/2012/TO1/45/RH3, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Concurso aparente. Robo con armas. Portación ilegítima de armas. Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Cuestión de derecho común. Recurso extraordinario. Defensa en juicio. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa a B. 133, L. XLIX, “B., Alejandro David y R. V,, Sebastián y otro s/ Causa 15070”.


    Si bien la interpretación y aplicación de las normas del Código Penal que regulan los concursos de delitos constituye una cuestión de derecho común que corresponde, en principio, a los jueces de la causa y resulta ajena a la instancia extraordinaria, excepcionalmente procede su análisis con base en la doctrina de la arbitrariedad, que procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, que también amparan a este Ministerio Público. El Tribunal ha sostenido que la inadecuada inteligencia del derecho común, capaz de dejar en letra muerta las disposiciones penales constituye una causal de arbitrariedad; cabe su intervención si el fallo impugnado propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa y torna inoperante. Por amplias que sean las facultades judiciales en orden a la aplicación e interpretación del derecho, el principio de la separación de los poderes, no autoriza a los jueces el poder de prescindir de lo dispuesto expresamente por la ley respecto al caso, so color de su posible injusticia o desacierto. En lo atinente a la introducción de los agravios relativos a los concursos de delitos con posterioridad a la interposición del recurso de casación, en Fallos: 341:1075, la Corte sostuvo que si bien es cierto que, en principio, la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es materia ajena al ámbito del recurso extraordinario, ello no constituye óbice para su apertura cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, el tribunal ha excedido los límites de su jurisdicción. En particular, se ha considerado que la extensión de la garantía de la revisión de la sentencia condenatoria reconocida en el Fallos: 328:3399 no obliga al tribunal interviniente a tratar los motivos introducidos luego de interponer el recurso de casación, en tanto en ese precedente no se examinó la constitucionalidad de las normas relativas a los plazos y oportunidad en que aquéllos deben ser formulados. El tribunal de juicio incurrió en un exceso de jurisdicción al condenar en orden a los delitos de resistencia a la autoridad en concurso real con abuso de armas agravado porque había sido acusado por el fiscal por resistencia a la autoridad en concurso ideal con abuso de armas. En la sentencia impugnada se afirmó en forma dogmática que los hechos juzgados por el tribunal eran distintos al sustrato fáctico de la imputación respecto del cual la defensa pudo ejercer su ministerio; por lo cual carece de fundamentación la pretensa afectación al principio de congruencia y consecuente lesión de garantías constitucionales. Sin perjuicio de ello, el Tribunal ha señalado que en ciertos casos la modificación de la calificación legal podría importar un agravio constitucional en la medida en que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. La defensa no ha expresado cuáles serían las defensas que habrían sido impedidas por ese proceder y en qué medida habrían influido en la solución adoptada, déficit que resiente la fundamentación del fallo. Los argumentos con los cuales el a quo pretendió respaldar la existencia de un concurso aparente entre los delitos atribuidos a los imputados no cumplen el estándar de fundamentación vigente en la materia, ni se ajustan a las circunstancias probadas, lo que hace procedente la vía federal de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencia. Para el a quo existió un concurso aparente entre el robo con armas de fuego y la portación ilegal de arma de fuego y entre el robo con armas de fuego y la resistencia a la autoridad y el abuso de armas. No es posible el concurso aparente entre el robo calificado por el uso de armas de fuego y la portación de arma de fuego de uso civil sin la debida autorización legal, en primer término, por no verificarse una unidad de acción, pues la portación del arma (delito permanente) precedió y no fue sólo concomitante con su utilización en el robo (delito instantáneo); es decir no existió un mismo y único acontecimiento cuyo contenido delictivo podría ser comprendido en todos sus aspectos mediante varios tipos penales. Aunque en forma hipotética se aceptara que se trató de un hecho único tampoco es posible afirmar que concurran los extremos indicados por la Corte en Fallos: 313:1565 donde señaló que existe concurso aparente de delitos cuando el contenido íntegro de ilicitud –objetivo y subjetivo– de uno de los tipos implicados ya se encuentra contenido en el otro y, por ello, causará una sola lesión de la ley penal y que esa circunstancia ocurrirá cuando se dé entre las figuras una relación de especialidad, de consunción o de subsidiariedad. Los tipos penales involucrados no se presentan con las características que en general definen al concurso aparente, desde que ninguno de ellos abarca conceptual o valorativamente el desvalor del otro, ni tutelan, tampoco, el mismo bien jurídico. En consecuencia, no corresponde aplicar un solo tipo penal. Ello es así en tanto es evidente que entre las figuras en cuestión no hay una relación de especialidad, que requiere que un tipo penal abarque las características de otro y le agregue alguna nota que contemple otro punto de vista con relación a la lesividad, de modo que el tipo especial encierre conceptualmente al general y contenga integralmente su ilicitud. También hay que descartar la existencia de relación de subsidiariedad, que tiene lugar cuando la tipicidad correspondiente a una afectación más intensa del bien jurídico interfiere a la de menor intensidad; en otros términos, cuando se trata de "infracciones progresivas" en las que el proceder del agente va recorriendo diferentes infracciones jurídicas de creciente gravedad, y respecto de las cuales la punición del grado más avanzado comprende el contenido del injusto de los pasos previos. Los tipos penales involucrados no se refieren a un mismo sino a distintos bienes jurídicos (propiedad, seguridad común, administración pública e integridad personal). Tampoco sería plausible afirmar una relación de consunción entre los tipos penales, porque ninguno encierra a otro por consumir el contenido valorativo o material de su prohibición; uno no es una forma de agotamiento del contenido prohibitivo del otro ni el desvalor de una característica eventual de la conducta está ya comprendido o abarcado, en forma material o valorativa, por el tipo de que se trate. En ese sentido no es posible afirmar que el contenido prohibitivo del robo con arma de fuego abarque el peligro en que la portación de ese objeto colocó al colectivo indeterminado de personas que no coincide con la víctima del delito contra la propiedad, tampoco que englobe el correspondiente a la afectación a la administración pública o la integridad física de los policías. En relación con el robo con armas de fuego y la portación de arma de fuego de uso civil sin la debida autorización legal, esta Procuración General en la causa “B., Alejandro David y R. V., Sebastián y otro”, señaló que la portación de arma de fuego de uso civil sin la debida autorización legal es un delito de peligro abstracto, contra la seguridad pública y que si bien los delitos de peligro quedan desplazados por el correspondiente de lesión, ello no rige para los delitos de peligro abstracto y común pues no se trata de una infracción progresiva sobre un mismo y único objeto de ataque y tampoco de un mismo bien jurídico. Se destacó que esa circunstancia fue omitida por el tribunal que tampoco ensayó ninguna vía alternativa en orden a explicar por qué otra razón podría considerarse, así y todo, suficientemente abarcado en el caso el desvalor de un delito en el otro, a pesar de su diferencia estructural. En diversos precedentes de la cámara que integra el a quo se ha considerado que si la portación del arma es anterior o posterior a la comisión de otro delito (por ej. robo) concurren en forma material. Al dejar sin efecto la condena por delitos atribuidos conforme a derecho, como consecuencia de una arbitraria inteligencia de las normas que regulan los concursos de delitos, la sentencia ha desatendido reglas de interpretación establecidas por el Tribunal en punto a que “la hermenéutica de las normas constitucionales y legales no puede ser realizada por el intérprete en un estado de indiferencia respecto del resultado” y que “el valor del resultado de la interpretación ocupa un lugar decisivo dentro de la teoría de la hermenéutica. La interpretación de las leyes debe hacerse armónicamente teniendo en cuenta la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común, tanto de la tarea legislativa como de la judicial”. La decisión recurrida presenta defectos de argumentación que, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por la Corte, privan al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    P., Federico Ezequiel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 95/2014/TO1/24/1/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Contrabando. Asociación ilícita. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La apelación ha sido erróneamente desestimada por el a quo. Si bien con ella se impugna un pronunciamiento que no pone fin al pleito sino que ordena su continuación mediante la realización de un nuevo debate, la decisión es incuestionablemente equiparable a sentencia definitiva, a los fines del artículo 14 de la ley 48, con arreglo a una asentada jurisprudencia de la Corte. En efecto, la resolución apelada, por su índole y consecuencias, puede frustrar los derechos federales invocados por el recurrente, y acarrear perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior. Como lo ha formulado la Corte en el precedente de Fallos: 272:188, “debe reputarse incluido en la garantía de la defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional el derecho de todo imputado a obtener —luego de un juicio tramitado en legal forma— un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción a la libertad que compota el enjuiciamiento penal”. Y, de conformidad con esa misma doctrina, la alegación razonable de que este derecho ha sido conculcado exige tutela inmediata. En cuanto al fondo del asunto llevado a la consideración de la Corte, también lleva la razón el recurrente. En efecto, la jurisprudencia de la Corte ha establecido, a partir de ese seminal precedente de Fallos: 272:188, que es una exigencia consustancial con el respeto debido a la dignidad de las personas, el reconocimiento del derecho de todo individuo “a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que establezca, de una vez y para siempre, su situación frente a la ley penal”; y que la garantía de la defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional incluye “el derecho de todo imputado a obtener —luego de un juicio tramitado en legal forma— un pronunciamiento que, definiendo su posición ante la ley y la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal”. Cabe rememorar aquí, en particular, el precedente de Fallos: 300:1102, en el que la Corte afirmó que en un proceso penal que llevaba veinticinco años de duración sin que se hubiera llegado a una sentencia definitiva firme se veían por ello mismo “agraviados hasta su práctica aniquilación, el enfático propósito de afianzar la justicia, expuesto en el preámbulo, y los mandatos explícitos e implícitos, que aseguran a todos los habitantes de la Nación la presunción de su inocencia y la de su defensa en juicio y debido proceso legal [...] Ello así, toda vez que dichas garantías constitucionales se integran por una rápida y eficaz decisión judicial”. La “prolongación insólita y desmesurada” de aquel procedimiento era “equiparable, sin duda, a una verdadera pena que no dimana de una sentencia condenatoria firme, y se sustenta sólo en una prueba semiplena de autoría y culpabilidad. Con ella se hace padecer física y moralmente al individuo, no porque haya delinquido, sino para saber si ha delinquido o no”. Los términos de esta doctrina y las especiales circunstancias del trámite del sub judice, impiden, convalidar el pronunciamiento recurrido. Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar a la queja, declarar admisible el recurso extraordinario interpuesto y revocar la sentencia apelada.


    G., Daniel Alejandro y otros s/ Otros, contrabando, otros y asociación ilícita


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000174/1998/TO1/7/RH4, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Crímenes de lesa humanidad. Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido la decisión del a quo que descalificó la decisión del tribunal oral que tipificó los hechos como delitos de lesa humanidad al considerar que formaron parte del plan de represión ilegal sistemática que se estaba ejecutando en esa época, por entender que éste, al subsumir los hechos en la categoría de delitos de lesa humanidad, se basó únicamente en el contexto de su comisión, lo que sería insuficiente para esa subsunción. El a quo presupone en su razonamiento que es un requisito necesario para que un delito cometido por agentes del Estado en aquella época sea considerado como de lesa humanidad, el hecho de que haya estado motivado en la calidad de opositor político del damnificado. No fueron pocos los crímenes atribuidos a agentes del último gobierno militar, cometidos como partes integrantes del plan de represión ilegal sistemática, que nada tuvieron que ver con la calidad de opositores políticos de los damnificados. En el precedente de Fallos: 341:1207 se afirmó que lo decisivo para que no se pudiera descartar la vinculación de los hechos allí investigados (privación de la libertad y torturas infligidas por personal policial a un grupo de empleados de una empresa privada, detenidos en una comisaría tras la radicación de una denuncia en la que se los acusaba de haber cometido una defraudación en perjuicio de su empleador) con el ataque a la población desplegado por el régimen, no era el contexto espacial y temporal de su comisión, sino que algunos damnificados habían declarado que se los interrogó bajo tortura acerca de su vinculación y la de sus conocidos con actividades políticas, sindicales y gremiales, dado que aquel ataque incluyó toda clase de violaciones a los derechos fundamentales de quienes estaban ligados a esas actividades. Todos aquellos que estaban vinculados a actividades de tal índole podían ser identificados como opositores y, en consecuencia, como blancos del régimen; pero de allí no puede inferirse válidamente que sólo esos sujetos fueron los atacados, de modo que únicamente los delitos motivados en la calidad de opositor político del damnificado podrían considerarse partes del ataque. La decisión impugnada mediante recurso federal debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, en tanto ha omitido refutar un argumento en el que se basa la sentencia del tribunal oral y que resulta conducente para la adecuada solución del caso, como lo es aquel según el cual no puede descartarse que los hechos del sub examine se subsuman en la categoría de delitos de lesa humanidad con el argumento de que los damnificados no eran opositores políticos del régimen.


    G., Jorge Horacio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000982/2009/TO1/56/1/1/1/RH21, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Desaparecidos. Desestimación de la denuncia. Oposición del fiscal. Recurso de casación penal. Non bis in ídem. Responsabilidad del Estado. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    La decisión del a quo al declarar inadmisible el recurso de casación interpuesto por el representante del Ministerio Público Fiscal incurrió en arbitrariedad, pues se limitó a afirmar que “los recurrentes no han demostrado que la primigenia investigación llevada a cabo a raíz de la denuncia por la desaparición del damnificado careciera de eficacia legal y probatoria”, sin fundamentar esta afirmación mediante la refutación de los argumentos brindados por aquéllos para demostrar, precisamente, lo que se negó que se hubiera demostrado. El a quo no podía dejar de explicar, sin incurrir en arbitrariedad, por qué esas consideraciones dirigidas a demostrar que la investigación sobre la desaparición del damnificado no fue seria, eficiente ni completa, por lo que el sobreseimiento basado en ella no puede impedir la prosecución de la acción penal en perjuicio de los beneficiados por esa decisión, son insuficientes para descalificar el fallo que confirmó la desestimación de tal pretensión con apoyo en la garantía del ne bis in idem. El delito de desaparición forzada fue calificado por la Corte IDH como una grave violación a los derechos humanos, y que la sospecha de su comisión exige al Estado la realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, como elemento fundamental y condicionante para la protección de los derechos humanos que se ven afectados o anulados por ese delito. A lo que el tribunal regional añadió que ese deber de investigar incluye la realización de todas las acciones necesarias para determinar el destino o paradero de la persona desaparecida, y que sólo si se esclarecen todas las circunstancias a ese respecto, el Estado habrá proporcionado a las víctimas y a sus familiares un recurso efectivo y habrá cumplido con su obligación general de investigar y eventualmente sancionar. La obligación de investigar el paradero persiste, según la Corte IDH, hasta que se encuentre a la persona privada de libertad, aparezcan sus restos o, en todo caso, se conozca con certeza cuál fue su destino. La Corte IDH también sostuvo que, por tratarse de una violación grave de derechos humanos, y en consideración del carácter permanente de la desaparición forzada cuyos efectos no cesan mientras no se establezca el paradero de la víctima o se identifiquen sus restos, el Estado debe abstenerse de recurrir a institutos como el ne bis in idem, la prescripción o cualquier otro para excusarse de aquella obligación de investigar y, eventualmente, sancionar. El a quo ha brindado una respuesta infundada a un argumento conducente para la adecuada solución del caso, por lo que cabe descalificar como acto jurisdiccional válido su decisión impugnada mediante recurso federal. Esta Procuración General ya ha fijado su posición en cuanto a que el fundamento de los crímenes contra la humanidad, y del compromiso de nuestro país de perseguirlos sin límites de tiempo ni de lugar, consiste en la especial situación de desamparo en la que se halla la víctima de cualquiera de los actos indicados en el artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional, cuando las instituciones del Estado, cuya misión es proteger y garantizar sus derechos, los niegan en cambio masiva o sistemáticamente, al violarlos de modo directo o tolerar y encubrir su violación. Al tener en cuenta que, según la denuncia, la desaparición del damnificado se debería a la conducta penalmente responsable de ex agentes policiales, sostener que esa desaparición forzada resultó un suceso aislado y aleatorio, atribuible sólo a los policías que habrían intervenido en su comisión, sin relación alguna con el ataque a la población civil que se estaba ejecutando en ese período histórico, no parece responder apropiadamente al derecho internacional que rige la materia, así como al fundamento que mejor explica la competencia universal para juzgar crímenes de esa índole. De probarse que el damnificado fue víctima de una desaparición forzada cometida por agentes policiales durante el último gobierno de facto, no habría fundamento válido en la legislación sobre delitos de lesa humanidad para distinguir su caso de aquellos indiscutiblemente alcanzados por la obligación internacional de persecución penal, sin que el Estado pueda eximirse de ella con base en disposiciones de carácter interno que impidan su cumplimiento. Sostener la posición contraria importaría una interpretación errónea del derecho federal aplicable al caso.


    W., Eduardo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1887/2014/1/1/1/RH3, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jueces naturales. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al fallo de la causa H. 213, L. XLII, “Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”.


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable. La Corte ha establecido que la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción, y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que gobierna la jurisdicción de los tribunales federales y, en su caso, posee el mismo derecho a la competencia originaria de esa Corte. Para que resulte la competencia originaria de la Corte Suprema, es imprescindible examinar la materia sobre la que versa el proceso, la cual debe revestir naturaleza exclusivamente federal o civil, requiriéndose, además, en este último caso, la distinta vecindad respecto del estado local, quedando excluidos de la instancia aquellos pleitos que se rigen por el derecho local. Atañe conocer a los jueces locales en los casos en que se inicia una acción contra las provincias, dirigida a obtener la reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, pues ello constituye una causa regida por el derecho público local, que no reviste naturaleza civil, según lo ha definido la Corte, a los fines de instituir su jurisdicción originaria, a partir del precedente “Barreto”.


    Iturbe, José Ignacio c/ Brito, Osvaldo David y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34386/2017/2/RH1, 27 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Decomiso. Comercialización ilegal de estupefacientes. Recurso extraordinario. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde desestimar el recurso de queja en el cual, si bien se han expresado con claridad y precisión los agravios, todos, puntualmente, fueron desarrollados y rebatidos por la Cámara de Casación. La argumentación se limitó a reiterar los que había llevado a conocimiento de esa instancia, mas no a refutar los razonamientos del a quo que lo condujeron al rechazo de la impugnación. No existió exceso del tribunal al ordenar el decomiso pues fundadamente se sostuvo que por ser el mismo una consecuencia accesoria a una pena principal, de carácter retributivo, constituye un efecto de la sentencia condenatoria que procede por imperativo legal, y en consecuencia, resulta ajeno a la negociación de las partes en el acuerdo de juicio abreviado; sin que la defensa demuestre la efectiva lesión que le produjo la postergación de su tratamiento luego de que la sentencia adquirió firmeza. No se logró contradecir la interpretación adoptada por el a quo, con base en la propia redacción del artículo 23 del Código Penal y la jurisprudencia y doctrina citada, ni que ésta configure una comprensión irrazonable de la norma o la desvirtúe al apartarse inequívocamente de la finalidad perseguida mediante su sanción, máxime cuando también por disposición del artículo 30 in fine de la ley 23.737, en el caso, resultaba incontrastable que aquél deviniera imperativo. Tampoco se desprende del recurso la violación al principio de contradicción, por cuanto la ausencia de solicitud expresa del órgano acusador no puede vedar la imposición de la regla que emana de dicha norma del código de fondo. La procedencia del decomiso “no se encuentra supeditada a la petición que en tal sentido efectúe el representante del Ministerio Público Fiscal”. Al resolver en “Quiroga”, la Corte reconoció que “la estructuración de un sistema procesal en el que el fiscal es verdaderamente ‘titular de la acción penal’ supone una arquitectura legislativa compleja, que sin lugar a dudas no ha sido realizada hasta hoy. Frente a esta situación, sólo nos queda a los jueces intentar solucionar con prudencia la difícil convivencia entre el art. 120 de la Constitución Nacional, la ley orgánica del Ministerio Público y un código procesal en que perduran innumerables elementos inquisitivos, pero que no podrían considerarse ‘tácitamente derogados’ …”. Si bien la sanción del Código Procesal Penal Federal (ley 27.063) ha modificado ese estado normativo, su inaplicabilidad al sub judice –que se rige por el sancionado por la ley 23.984– hace que esas consideraciones del Tribunal mantengan vigencia a los fines de la impugnación intentada, que luce defectuosa para soslayar este basamento. La impugnación no alcanza a demostrar una concreta afectación al derecho de defensa, máxime si no se advierte cuál es la sorpresa que en virtud de la específica normativa aplicable y las circunstancias probadas del hecho aquél pudo traer aparejada. Y es que sin perjuicio del debate que existe en torno a la naturaleza del decomiso, dependiendo del objeto de que se trate (pena accesoria, acción civil o coacción administrativa directa), la doctrina nacional es conteste en sostener que constituye una consecuencia pecuniaria accesoria de la condena que recae sobre aquellos instrumentos del delito y los efectos provenientes de aquél, que les pertenecen a los condenados, cualquiera sea su grado de participación. La afirmación relativa a que al disponer el referido decomiso el tribunal procedió en exceso de su jurisdicción y agravó la pena solicitada por el Ministerio Público Fiscal, en violación a los principios acusatorio y ne procedat iudex ex oficcio, resulta infundada. La doctrina de la Corte sobre los alcances del contradictorio, respeta la razonable exégesis de la normativa penal aplicable y la finalidad perseguida mediante su sanción, y permite honrar adecuadamente el compromiso asumido por el Estado argentino al ratificar la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (ley 24.072), entre otros instrumentos internacionales, de llevar a cabo medidas tendientes a lograr la identificación de los bienes provenientes del delito y el recupero de activos como una herramienta en la lucha contra el crimen organizado. El decomiso resuelto se sustenta en el imperativo legal que deriva de la ley 23.737, como así también del compromiso asumido por el Estado Argentino al ratificar la citada convención. La insistencia ante la Corte alegando menoscabo a los derechos de defensa en juicio y de propiedad no configura más que una mera discrepancia que no suscita agravio federal. La Corte en “Riquelme”, declaró la procedencia del recurso extraordinario del Ministerio Público Fiscal contra la sentencia que, también dictada en un juicio abreviado en un proceso por infracción a la ley 23.737, había dejado sin efecto el decomiso de bienes que se había ordenado a pesar de no estar alcanzado por el acuerdo celebrado entre las partes.


    B. R., Jonathan s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2071/2012/TO1/11/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación. Circunvención de incapaz o menor. Prescripción de la acción penal. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancias del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. Graduación de la pena. Monto de la pena. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    La apelación federal carece de la fundamentación que exige el art. 15 de la ley 48 y la acordada nº 4/2007 del Tribunal. Conforme lo ha dicho la Corte, para la procedencia del recurso no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. El recurso no cumplió con esas exigencias pues, en relación con la supuesta prescripción de la acción, el apelante sostuvo de manera dogmática que el a quo no atendió el argumento según el cual cabía tener por cometido el delito en el acto de celebración del boleto de compraventa. Sin embargo, los magistrados consideraron que el delito consistió en una maniobra compleja desplegada en varios actos con la específica finalidad de despojarlo de sus derechos sobre el campo en cuestión, en la que, por consiguiente, fue la escritura traslativa del dominio la que generó el peligro concreto en el patrimonio de aquél y resultó, entonces, el momento consumativo a partir del cual correspondía computar dicho plazo de prescripción. Frente a tal argumento, el recurrente no se hace cargo de analizar dicha fundamentación ni de exponer por qué sería arbitraria. Por ello, tales agravios sólo evidencian discrepancias en relación con el alcance de normas de derecho común y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y es ajena, por ende, a esta instancia de excepción, en particular si la decisión del a quo cuenta con fundamentos razonables y suficientes con base en el análisis de la figura penal aplicable y los elementos de juicio incorporados al proceso que descartan la tacha de arbitrariedad. Lo mismo ocurrió con la interpretación del llamado a prestar declaración indagatoria como causal interruptiva de la prescripción de la acción penal. En efecto, y sin perder de vista que fue omitida ante el tribunal oral y formulada recién en el recurso de casación, resultó tácitamente rechazada mediante los argumentos por los que se desestimó el planteo de inconstitucionalidad de la ley 25.990, en la medida en que el a quo señaló que no constituye un tribunal de consulta y que en el marco de la instancia de casación sólo deben ser considerados los agravios que resulten verosímiles y sean correctamente argumentados. Similar defecto de fundamentación se observa en el agravio relacionado con la garantía contra el doble juzgamiento. Además de que la defensa omitió ese planteo ante el tribunal oral y lo formuló recién en esa instancia de casación, tampoco se hizo cargo de exponer, de manera concreta, cuáles son la circunstancias que podrían llevar a considerar afectado aquel principio. Carece de una adecuada fundamentación el agravio vinculado con la revisión que el a quo hizo del fallo condenatorio. Agregó que el tribunal oral no valoró de manera completa las declaraciones de los profesionales de la medicina que lo examinaron, pues ninguno fue categórico acerca del momento en que su incapacidad pudo haber sido percibida por terceros. Sin embargo, en su pronunciamiento el a quo destacó que el tribunal oral se había fundado en otros elementos que analizó en conjunto con las consideraciones de los especialistas del Cuerpo Médico Forense, y que el recurrente pasó por alto. Y sobre esa base tuvo por acreditado, en consonancia con el tribunal oral, que bastaba tratar con éste una vez para percatarse de esa discapacidad mental, y que, dado el tiempo que el acusado se relacionó con él, no era factible que la desconociera. No obstante ello, el recurrente no se ocupó de rebatir esa valoración ni de demostrar una duda razonable sobre esta cuestión frente a todas esas pruebas analizadas en conjunto por el a quo. En lo tocante con el precio por el que se escrituró la venta del campo, el a quo también coincidió con la valoración que el tribunal oral hizo de las pruebas de tasación producidas durante el debate. En este aspecto se valoró en conjunto los diversos elementos de prueba, sin soslayar la concreta situación del campo dentro del análisis de su valor, por lo que la crítica formulada al respecto no constituye más que una mera afirmación dogmática que no se ajusta a las constancias de las actuaciones. El a quo examinó las objeciones presentadas por esa defensa y cumplió con el estándar establecido en el pronunciamiento de Fallos: 328:3399 en relación con el derecho de recurrir el fallo condenatorio. Distinta es la situación del cuestionamiento relacionado con la valoración que en el pronunciamiento apelado se hizo de las circunstancias previstas en los artículos 40 y 41 del Código Penal para la determinación de la pena. Asiste razón a la defensa en punto a que el a quo no atendió ciertos cuestionamientos vinculados con el cómputo de la pena que resultaban conducentes para la correcta solución del caso. El agravio examinado se vincula con la valoración de las pautas para la individualización de la pena, cuestión que excede el marco que la Corte puede decidir por la vía intentada, pues la graduación de las sanciones dentro de los límites ofrecidos por las leyes respectivas para ello, constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa. Sin embargo, como excepción a esa regla, se ha reconocido que cuando lo resuelto fue posible merced a una consideración fragmentada y aislada de las pautas relevantes a tal efecto, se comprometen las garantías de defensa en juicio y del debido proceso y, por lo tanto, es posible habilitar el recurso extraordinario con sustento en la doctrina de la arbitrariedad. El tribunal oral omitió valorar la ausencia de antecedentes del imputado condenado y el a quo los pasó por alto, pese a que se trata de un elemento que el artículo 41 del Código Penal exige tener en cuenta para fijar las penas divisibles. Asimismo, el pronunciamiento tampoco dio respuesta a la crítica dirigida contra la ponderación con carácter agravante de la supuesta "falta de arrepentimiento alguno en los años que duró este proceso", lo que, conforme sostuvo el recurrente, implicó la valoración negativa de expresiones defensivas del imputado, relativas a que no habría cometido el delito que se le atribuye, y resultó entonces violatoria de la protección contra la autoincriminación consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    M., José y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5986/2005/TO1/2/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 3197/2016/TO1/13/2/RH2, "C., Juan Maximiliano s/ Incidente de cese de prisión preventiva".


    Recurso de queja N° 2 – incidente N° 14 – imputado: H., Iván Matías s/ Incidente de cese de prisión preventiva


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3197/2016/TO1/14/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 49709/2015/TO1/5/2/RH1, "Recurso de Queja N° 2 – incidente N° 5- s/ Incidente de cese de prisión preventiva”.


    Recurso queja N° 2 – incidente N° 6 – imputado: Z., Aldo Andrés s/ Incidente de cese de prisión preventiva


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 49709/2015/TO1/6/2/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Duración de proceso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    En Fallos: 332:1512 el Tribunal dejó sin efecto la decisión recurrida porque omitió considerar la incidencia en el caso de la doctrina de la Corte Suprema sobre el alcance que debe darse al derecho a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas, reconocido a partir de "Mattei" y "Mozzatti", cuando la excesiva duración del proceso puede resultar irrazonable; también señaló que corresponde al apelante demostrar el extremo pues en la materia no existen plazos automáticos o absolutos y "la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible". La Corte ha considerado que la propia naturaleza del derecho a ser juzgado en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, impide determinar con precisión a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, pues depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que no puede traducirse en un número de días, meses o años; y que si bien los jueces no pueden fijar con precisión matemática cuál es el plazo razonable de duración de un proceso, no equivale a eximirlos de profundizar y extender los argumentos de su decisión, a fin de que la valoración pueda ser examinada críticamente y de evitar que se convierta en la expresión de una pura subjetividad. Sin perjuicio de esa dificultad, el Tribunal indicó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuya jurisprudencia puede servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales, ha considerado que el concepto de plazo razonable al que se hace referencia en el artículo 8°, inciso 1º, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, debe medirse con relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso. La Corte en Fallos: 340:2001 ha desestimado el temperamento del a quo que atribuye la demora del proceso a la interposición del recurso de casación presentado por la defensa, por el cual se dejó sin efecto la audiencia de debate. En Fallos: 323:982 la Corte estableció que no es deber del encausado instar la prosecución del proceso instruido en su contra. Si la duración de la causa no puede ser atribuida al imputado ni a la complejidad del caso, de acuerdo a lo expuesto en Fallos: 331:2319 y 333:1639, resulta apta para configurar la afectación al derecho a ser juzgado en un plazo razonable. En Fallos: 336:2184 la Corte aplicó, como criterio adicional a los fines de determinar la razonabilidad del plazo, el análisis global del procedimiento. Concluyó allí que la extensión resultaba injustificada al no tratarse de un asunto de especial complejidad o que haya sido la actuación procesal de los sancionados la que interfirió en el normal desarrollo de los procedimientos. La duración razonable tanto de la prisión preventiva como la del proceso penal están amparadas normativamente. La Convención Americana sobre Derechos Humanos lo hace en sus artículos 7.5 y 8.1 respectivamente. No obstante que el enjuiciamiento penal comporta una situación de incertidumbre y de restricción de la libertad, las referidas son dos garantías diferentes cuya lesión podrá, en su caso, acarrear consecuencias distintas: si la duración de la prisión preventiva deviene irrazonable el artículo 7.5 citado prevé que la persona sea puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso; mientras que la inobservancia del plazo razonable del proceso podría conducir a la prescripción por la insubsistencia de la acción penal. Las sentencias de la Corte Suprema deben ser lealmente acatadas tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en la causa. La decisión del a quo que concluyó que al omitir examinar la totalidad de los actos procesales e indicar cuál habría ocasionado una dilación indebida, la defensa no fundamentó por qué la duración del proceso sería excesiva y lesiva de la garantía constitucional invocada, y tampoco demostró el perjuicio concreto, máxime cuando el imputado no fue privado de su libertad durante su trámite, no constituye un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias que exige que sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    M. M., Marcos Leandro y otros s/ Robo en poblado y en banda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000816/2004/TO1/1/1/1/RH2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Libertad asistida. Oposición fiscal. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Si se encuentra agotada actualmente la pena impuesta, los razonables argumentos planteados por el señor fiscal general en el recurso extraordinario han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.


    Recurso de queja – imputado: P., Leonel Julio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14453/2016/TO2/9/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Aplicación de la ley. Constitucionalidad. Omisión de considerar cuestión propuesta. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es criterio de la Corte que si bien la admisibilidad de los recursos locales resulta un tema ajeno a la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48 por revestir carácter netamente procesal, a partir de los precedentes "Strada" y "Di Mascio" se ha precisado que las limitaciones de orden local no pueden ser invocadas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento. Al ejercer el control de constitucionalidad de las normas que aplican, los tribunales judiciales no se encuentran limitados por los argumentos de las partes y ni siquiera es necesaria una petición expresa en tal sentido, pues la potestad de los jueces de suplir el derecho que las partes no invocan o invocan erradamente -iura novit curia- incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución.


    F., Luis Enrique s/ Encubrimiento agravado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 550/2019/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Detención sin orden. Nulidad procesal. Sobreseimiento. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aplicación de lo resuelto por la Corte en Fallos: 342:624 con remisión al dictamen de esta Procuración General.


    La apelación resulta formalmente procedente porque los agravios suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues si bien atañen a aspectos de hecho y derecho procesal, la sustancia del planteo conduce a determinar el alcance de la garantía del debido proceso y la que establece que nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita emanada de autoridad competente y la decisión impugnada ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en la norma constitucional (Artículo 14, inciso. 3°, ley 48). Además, existe relación entre la actuación del procesado y la validez de constancias probatorias obtenidas a partir de actuaciones supuestamente nulas. Al hallarse estrechamente vinculadas la interpretación del derecho federal y las causales de arbitrariedad invocadas, resulta aplicable el criterio de la Corte en cuanto ha establecido que es adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos. Los argumentos invocados por la cámara de apelaciones para anular el procedimiento exhiben la arbitrariedad alegada por el fiscal general en su recurso de casación que, junto con la cuestión federal suscitada e íntimamente vinculada a aquélla, eran hábiles para la apertura de la instancia del a quo por ser materia propia de su competencia, que al haber sido declarada inadmisible hace procedente la vía federal articulada. En efecto, el fiscal que recurrió en casación destacó que el procedimiento se produjo en el marco del “Operativo Centinela”, dispuesto por el decreto 2099/2010, mediante el cual –en lo que aquí interesa– el Poder Ejecutivo Nacional instruyó al Director Nacional de Gendarmería con el propósito de incrementar el esfuerzo nacional de policía, privilegiando la actividad preventiva contra los distintos delitos urbanos. La ley n° 19.349, que regula a esa fuerza de seguridad, en su artículo 11 dispone que en las funciones que hacen al régimen policial se ajustará a los procedimientos que fijan las leyes en vigor y las que se establezcan por vía reglamentaria; La interceptación del imputado para requerirle la documentación de la motocicleta que trasladaba contaba con respaldo legal específico. En ese orden, la Ley de Tránsito n° 24.449 enumera los requisitos para circular con motocicleta y establece la obligación de exhibir los documentos exigibles al solo requerimiento de la autoridad competente, y su falta se califica como grave. El nombrado no tenía documentación que acreditase su legítima tenencia y se constató que el titular de la motocicleta era otra persona; la experiencia permitía razonablemente inferir, a partir de esos datos, la posible existencia de un ilícito. La motocicleta podría ser una res furtiva y quien la tenía en su poder, sin lograr acreditar su tenencia legítima, ser autor de la sustracción o bien un encubridor; De todos modos, cabe señalar –a todo evento– que, aunque no afectan la validez de lo actuado, las circunstancias que al respecto observó la cámara de apelaciones sobre la actuación concomitante de los funcionarios podrán ser aclaradas en la etapa de debate. En suma, el procedimiento que documenta el acta anulada fue ajustado a derecho. El otro argumento invocado para la anulación de esa diligencia fue la imprecisión o indeterminación del gendarme que interceptó al imputado y le requirió la documentación de la motocicleta, corresponde indicar que en la medida de que el acta fue extendida por un funcionario público en las formas que las leyes determinan, es un instrumento público y hace plena fe de los actos realizados por él o cumplidos en su presencia hasta tanto no sea argüida de falsa por acción civil y criminal, sin perjuicio de la libre valoración que le corresponda al tribunal respecto de su fuerza de convicción. En todo caso, lo que se sanciona con nulidad es el acta y no el acto que se pretendió documentar a través de ella; aun cuando se admitiese que ostenta algún defecto en las formalidades exigidas en la ley, éste tendría incidencia en su eficacia probatoria sobre la existencia del acto, sus circunstancias o su resultado, pero no acarrearía por sí la invalidez del acto. Ello es así por cuanto las actas son un medio de prueba documental en la medida en que se hayan realizado con arreglo a las disposiciones que las rigen, pero no son un medio privilegiado o preeminente. En esas condiciones la decisión de la cámara de apelaciones, que ha omitido revisar el a quo, desatiende el criterio de interpretación restrictiva que rige en materia de nulidades. A ese respecto cabe recordar que en atención al carácter accesorio e instrumental del derecho procesal se exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho, porque de otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público.


    S., Víctor David s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14394/2014/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Resoluciones judiciales. Falta de fundamentación. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. 


    Existe en el caso una cuestión federal suficiente, toda vez que se halla en tela de juicio la correcta inteligencia que cabe asignarle a normas de rango constitucional, como son las que consagran la garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Asimismo, la sentencia del a quo se basó en afirmaciones dogmáticas y pautas de generalidad tal que en ausencia de una referencia concreta a las circunstancias del caso, no satisfacen el requisito de debida fundamentación de las decisiones judiciales. La Corte ha señalado que ningún lapso puede ser considerado per se como violatorio de la garantía; y que si bien los jueces no pueden fijar con precisión matemática cuál es el plazo razonable de duración de un proceso, no equivale a eximirlos de profundizar y extender los argumentos de su decisión, a fin de que la valoración pueda ser examinada críticamente y de evitar que se convierta en la expresión de una pura subjetividad.


    I., Lucas Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 853/2011/TO1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Entrega de estupefacientes. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Resultan aplicables las consideraciones desarrolladas en el dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.373”.


    Al denegar la impugnación con una decisión que tiene sólo una fundamentación aparente, lo que de por sí la invalida como acto jurisdiccional con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, el a quo incumplió el papel que le compete de conformidad con el criterio sentado en el precedente "Di Nunzio".


    Recurso de Queja N° 1 – Incidente N° 3 – Imputado: G., Norma del Valle s/ Incidente de falta de acción


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 36310/2017/TO1/3/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, "S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737".


    Recurso de Queja N° 1 – Imputado: J., Diego Armando s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1504/2018/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Esta Procuración General advierte razón en el planteo pues el Ministerio Público no limitó sus cuestionamientos a una mera disidencia con el monto de la sanción, sino que lo hizo bajo el entendimiento de que, en el caso, el tribunal de juicio efectuó una errónea interpretación y aplicación de las disposiciones de una ley federal como la 23.737. Si bien no escapa a esta parte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a ello cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público. En el particular, debe remarcarse que el magistrado recurrente planteó la cuestión federal con estricto apego a las disposiciones del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, por lo que resulta de aplicación la doctrina establecida por la Corte en Fallos: 338:1021 citada en la apelación, en cuanto sostuvo que más allá de la validez de las restricciones a las facultades recursivas de la fiscalía dispuesta en Fallos: 320:2145 respecto de cuestiones de derecho común o meros errores in procedendo, cuando está en juego el examen de un agravio de carácter federal, no es posible soslayar la intervención de la Cámara Federal de Casación Penal como tribunal intermedio. Sin perjuicio de que en el precedente invocado la Corte sostuvo que el Estado puede auto limitar el ius persequendi y el fiscal debe ejercer su pretensión en los términos que el artículo 458 de la ley procesal le concede; y que en el sub lite no se superan los límites allí establecidos, por cuanto al formular la acusación requirió que se condenara al imputado a cuatro años y seis meses de prisión y el sentenciante le impuso tres años de cumplimiento condicional, en atención a la naturaleza del agravio, el a quo debió sortear los límites formales establecidos y habilitar su jurisdicción para dejar expedita la vía extraordinaria. Por lo demás, este temperamento coincide con el seguido por la Corte, con remisión al dictamen de esta Procuración General, al resolver en Fallos: 324:1365, el cual ha sido invocado por el a quo para denegar la impugnación que intenta el Ministerio Público. En el sentido que se postula, la Corte ha sostenido también que existe cuestión federal suficiente cuando se pone en tela de juicio el alcance de una disposición de la ley 23.737 y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente sustentó en ella. Es importante recordar la tradicional doctrina de la Corte según la cual la primera fuente de interpretación de las leyes es su letra, de manera que cuando ésta no exige esfuerzo para determinar su sentido, debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en la norma ya que, de otro modo, podría arribarse a una exégesis que, sin declarar la inconstitucionalidad de una disposición legal, equivalga a prescindir de ella, tal como ocurre en el caso de autos. Sobre esta clase de cuestiones, resulta oportuno recordar que la determinación de las escalas punitivas, de la clase y extensión de las penas conminadas para cada tipo de delito es una materia propia de la política criminal reservada al Congreso de la Nación. En tales condiciones, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público, dado que se planteó un agravio de naturaleza federal que habilita la competencia de la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, y que la Cámara rehusó pronunciarse en una materia de su competencia como tribunal intermedio con la simple invocación de lo dispuesto en el artículo 458 del Código Procesal Penal y omitió ingresar a la cuestión federal fundadamente presentada, su decisión debe ser descalificada como acto judicial válido con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108 y 329:6002. Por lo hasta aquí desarrollado y los demás fundamentos expuestos por el señor fiscal general, que doy por reproducidos en beneficio de la brevedad, se mantiene la queja de y, por lo tanto, esta Procuración General solicita a la Corte que declare procedente el recurso extraordinario, deje sin efecto la resolución impugnada y ordene el dictado de una nueva conforme a derecho.


    Recurso queja N° 4 - Principal en Tribunal Oral 0 - Imputado: B. P., Santiago Emanuel s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2086/2014/TO1/4/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Prostitución. Situación de vulnerabilidad. Sentencia absolutoria. Tribunal colegiado. Falta de fundamentos. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la declaración de inadmisibilidad parcial del recurso de casación por aplicación del artículo 458, inciso 1°, del Código Procesal Penal de la Nación, el pronunciamiento de la sala incumplió la doctrina de la Corte según la cual, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público según lo decidido en el precedente de Fallos: 320:2145 respecto de cuestiones de derecho común o meros errores in procedendo, cuando está en juego el examen de un agravio que justificaría por sí la competencia por apelación de la Corte, no es posible soslayar la intervención de la Cámara Federal de Casación Penal como tribunal intermedio. En lo que respecta a la declaración de inadmisibilidad del recurso de casación dirigido a la absolución dictada, es doctrina de la Corte que los pronunciamientos de tribunales colegiados son inválidos cuando resultan de una mera agregación de opiniones individuales que no refleja una coincidencia mayoritaria sobre la sustancia de las razones que dan fundamento a lo que se resuelve. En otras palabras, no hay en esa decisión ninguna identidad de fundamentos entre los integrantes de esa mayoría. La coincidencia en la cuestionada declaración de inadmisibilidad es apenas un compromiso forzado, completamente alejado de la “unidad lógico-jurídica” que exige la jurisprudencia de la Corte para la validez de las decisiones de tribunales colegiados.


    C., A. J. y otros s/ Infracción Ley 26.364


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 51717/2014/TO1/25/RH4, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Conciliación. Ley vigente. Aplicación de la ley. Desistimiento del recurso. 


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las existentes al tiempo de pronunciarse, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, como ocurre cuando en el transcurso del proceso son dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio que reclaman aplicación inmediata. Por resolución 2/2019 del 13 de noviembre de 2019, la Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación del Código Procesal Penal Federal decidió implementar, a partir del tercer día hábil de la publicación de la norma y en el ámbito de la justicia federal y nacional en lo penal, el artículo 34 del nuevo código de forma, referido a la conciliación entre el imputado y la víctima. Con el mencionado cambio legislativo, los motivos que dan sustento a la queja han perdido actualidad, razón por la cual corresponde desistir del recurso interpuesto.


    G., Daniel Horacio s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62567/2013/TO1/5/1/RH2, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque hayan sobrevenido a la interposición del recurso extraordinario, como ocurre cuando en el transcurso del proceso son dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio que reclaman aplicación inmediata. Por resolución 2/2019 del 13 de noviembre pasado, la Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación del Código Procesal Penal Federal decidió implementar, a partir del tercer día hábil de la publicación de la norma y en el ámbito de la justicia federal y nacional en lo penal, el artículo 34 del nuevo código de forma, referido a la conciliación entre el imputado y la víctima. Con el mencionado cambio legislativo, lo resuelto en esta causa ya no puede mantenerse por sus fundamentos, razón por la cual la Corte debe dejar sin efecto el pronunciamiento apelado y ordenar el dictado de uno nuevo con arreglo a la normativa vigente.


    D., Damián y otro s/ Lesiones


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9963/2015/TO1/2/1/RH1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Extradición. Excarcelación. Oposición del fiscal. Denegatoria de recurso. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Mantenimiento del recurso. 


    Resulta mal denegado, y en consecuencia, es procedente el recurso de queja, toda vez que es doctrina de la Corte que aun cuando el planteo efectuado remita a la interpretación y aplicación de normas de derecho común, ajenas, por regla, a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción por vía de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se tiende a resguardar la garantía del debido proceso, que también ampara a este Ministerio Público. Al poner en serio riesgo la posibilidad de que se cumpla con el traslado ordenado mediante la sentencia de primera instancia, la resolución aquí apelada atenta contra el principio de colaboración entre los Estados, que es el criterio rector en los trámites de extradición. Corresponde equiparar a definitiva la resolución sobre la excarcelación del extraditable cuando ella fue dictada con posterioridad a la decisión que concedió la extradición, pues “puede traducir agravios de imposible reparación ulterior”. Al declarar inadmisible el recurso federal con el que esta parte pretende la apertura de la vía casatoria, el a quo prescindió dogmáticamente de considerar argumentos conducentes para la correcta solución del caso, que fueron oportunamente planteados ante esa sede, por lo cual, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, corresponde descalificar esa decisión como acto jurisdiccional válido. Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario y revocar la decisión apelada, en tanto resulta aplicable al caso la doctrina sentada en “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la cámara de casación, en su carácter de “tribunal intermedio”.


    V., Jorge Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 20609/2019/1/2/1/RH2, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Tipo penal. Recurso de casación. Denegatoria del recurso. Recurso extraordinario. Cuestiones no federales. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Discrepancias del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. La Corte ha sostenido que cabe hacer excepción a esa regla cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. También ha señalado que si bien las objeciones a las sentencias relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal, y a la apreciación que efectúa de las cuestiones de hecho y prueba, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de la arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de la normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada, sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento de la voluntad de los jueces. No procede la vía extraordinaria intentada pues, los agravios del recurrente remiten a cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia de excepción, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. La crítica del recurrente se dirigió a discutir la inteligencia asignada a una norma de derecho común y su adecuación al caso, aspectos que, por regla, constituyen facultades propias de los jueces de la causa y resultan extraños al recurso extraordinario; en particular la Corte ha señalado que la interpretación del artículo 275 del Código Penal, por ser una norma de derecho común, es ajena a la jurisdicción federal. La inteligencia del tipo penal efectuada por los jueces de la causa no configura un supuesto de arbitrariedad normativa, en la medida que no se aparta de la solución legal prevista para el caso mediante una exégesis irrazonable que la desvirtúa y la torna inoperante con serio menoscabo de garantías constitucionales, por lo que no puede ser revisada en la instancia. El falso testimonio reside en la relación de contradicción entre lo que se dice y sabe; no hay falsedad por error o ignorancia. Así, la afirmación de una falsedad debe ser distinguida de la afirmación de una inexactitud. La falsedad debe recaer sobre algún hecho que pueda positiva o negativamente contribuir a la formación del juicio del juez y esa posibilidad se examina al momento en que la falsedad se produjo y con criterio independiente de las efectivas contingencias ulteriores de la causa. El delito es una infracción de peligro abstracto o daño potencial, si existe la falsedad y ésta versa sobre un punto que pueda ser tomado en consideración se configura el hecho. El recurrente puso en cuestión la invocada ausencia del dolo que requiere el delito de falso testimonio, lo cual remite al examen de las circunstancias del hecho y a la comprobación de existencia o inexistencia del elemento subjetivo exigido en el tipo, cuestiones por su naturaleza no revisables en la instancia extraordinaria en la medida que no ha sido demostrado, ni se advierte, arbitrariedad. La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos de hecho, prueba y derecho procesal y común en los cuales los jueces apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, pues ni el error o el carácter discutible de la solución, son suficientes para alcanzar el fin perseguido.


    A., Carlos Inocencio s/ Falso testimonio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66484/2016/2/1/1/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Falta de acción. Conciliación. Presentación extemporánea. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que, para la procedencia del recurso extraordinario federal no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. No es viable el arribo a una solución de naturaleza restaurativa o conciliatoria, ya que el concurso de infracciones penales imputadas, constituido por los delitos de circunvención de incapaz y estafa procesal así como el uso y la falsificación de documentos públicos y privados, exceden la materia patrimonial como objeto jurídico de protección. La invocación que del artículo 34 del Código Procesal Penal Federal (ley 27.063) trae la asistencia técnica, en cuanto habilita la aplicación del instituto de la conciliación “en los casos de delitos con contenido patrimonial cometidos sin grave violencia sobre las personas”, no hace más que reafirmar el criterio sustentado por el a quo y por el tribunal de su anterior instancia por lo que ningún defecto puede atribuírseles por inobservancia o errónea apreciación de la ley. La defensa no evidenció que los agravios de pretensa índole federal se hubieran planteado con la suficiencia y carga técnica necesarias y que trascendieran una mera reedición, sino que incurrió en idéntico déficit en tanto reprodujo las críticas llevadas ante el a quo por la vía del artículo 456 del código adjetivo, técnica ineficaz para conmover lo decidido, que no constituye una crítica concreta ni razonada del pronunciamiento recurrido. Tampoco precisa el recurrente qué exégesis de la expresión “víctima” –a la que hace alusión dicha norma procedimental– aprecia aplicable al caso, sólo invocó de manera genérica transgresiones de índole constitucional sin referirse a los términos de la decisión apelada, ni refutar la forma en que la cuestión fue examinada, por lo que no se advierte arbitrariedad por omisión de planteos conducentes sobre la materia. El agravio que pretende refutar la aplicación del principio de preclusión, se limita a mencionar escuetamente que la extinción de la acción penal por conciliación puede ser planteada hasta que la sentencia cobra firmeza, sin brindar mayor apoyatura a dicha afirmación. Los planteos referentes a la conculcación a los principios de igualdad y legalidad no alcanzan para rebatir los respectivos fundamentos del pronunciamiento apelado, toda vez que el tribunal de juicio tomó en consideración, por un lado, que al momento de esgrimirse la excepción ya se había dictado la condena, pero además, que la improcedencia era producto de que la misma cuestión ya había sido debatida y resuelta dada la previa presentación de ese acuerdo extrajudicial como fundamento de la petición de suspensión de juicio a prueba durante la audiencia de debate, cuyo rechazo no fue objetado oportunamente por las vías recursivas idóneas. El rechazo de la excepción de falta de acción por parte del tribunal oral no fue producto de una “falta de regulación procesal”, sino que expresamente se valoró la gravedad de los delitos a la luz de la nueva previsión adjetiva establecida en el artículo 34 del Código Procesal Penal Federal, en que se ha fundado la defensa. La Corte tiene dicho que los principios que impiden que el juicio se retrotraiga a etapas ya superadas cuando los actos procesales han sido cumplidos observando las formas que la ley establece, reconocen su primer fundamento en razones de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, evitando que los procesos se prolonguen indefinidamente, o que se reabran los plazos procesales transcurridos, o se rehabiliten facultades procesales después de vencidos los límites legales para su ejercicio. El temperamento adoptado por el a quo no ha significado la omisión de tratar las cuestiones planteadas. El recurso ha sido declarado inadmisible sin arbitrariedad por cuanto, del cotejo de lo resuelto por el tribunal de inferior grado y los agravios traídos por el recurrente, se percibe que lo decidido no ha importado un apartamiento de las constancias del proceso ni carece de la razonabilidad exigible para todo pronunciamiento judicial válido. La impugnación tampoco satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 que permita advertir la inobservancia de la doctrina “Di Nunzio” que se alega.


    Recurso Queja nº 1 - Incidente nº 1 - Procesado: A., Roberto Patricio y otro s/ Incidente de Recurso Extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46276/2004/TO1/4/1/1/RH3, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Recurso de casación. Acusación pública. Fiscal general. Sistema acusatorio. Duración del proceso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Apreciación de la prueba. Sana crítica racional. Graduación de la pena. Juicio por jurados. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación. Cuestión insustancial. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios del recurrente fundados en el principio acusatorio, el debido proceso y la defensa en juicio, garantías que habrían sido vulneradas al rechazarse la excepción de falta de acción que dedujo la defensa inmediatamente después de que el fiscal general y la querella contestaran la vista corrida por el tribunal, en donde ambas partes acusadoras se habían expedido con opinión favorable a la procedencia del planteo de prescripción de la acción penal formulado por la defensa en el recurso de casación, plantea una cuestión que es conceptualmente análoga a la que fue tratada por esta Procuración en la causa FSA 74000120/2011/TO1/26/RH9, donde el recurrente sostenía que el fiscal general podía, en la oportunidad emitir su opinión respecto del recurso de casación deducido por la defensa, adoptar un criterio que implicara revocar la acusación formulada por el fiscal de grado anterior en la etapa del juicio oral, y que ello delimitaba el alcance de la jurisdicción del tribunal superior. La posición de la Procuración General en ese caso fue que una atribución tal, otorgada al fiscal general en el marco de su intervención en la instancia de revisión abierta por su contraparte, no se derivaba necesariamente de la organización jerárquica y el principio de unidad de actuación que caracterizan al Ministerio Público Fiscal. En relación con la alegada afectación del principio acusatorio y la garantía de imparcialidad, que el apelante sustenta en la doctrina sentada en “Tarifeño”, “García” (Fallos: 317:2043) y “Cattonar” (Fallos: 318:1234), el recurso desatiende las diferencias entre los hechos analizados en esos precedentes y los del sub judice, y en esa medida queda resentida su fundamentación. El recurrente debía demostrar que el fiscal general estuviera válidamente habilitado a retractar la acusación pública, en un supuesto en el que ésta había sido formulada por el agente fiscal, mantenida por su superior durante el debate y asentida por el tribunal del juicio al dictar sentencia. En “Tarifeño” se ha sentado una doctrina sobre el valor que cabe otorgar al pedido de absolución formulado por el fiscal en el debate, sin que puedan extrapolarse sus conclusiones a la posterior etapa recursiva. El derecho procesal cordobés que no reconoce al fiscal general la facultad de retractar la acusación luego de la sentencia. No corresponde a la Corte por la vía del art. 14 de la ley 48 revisar la interpretación del derecho local realizada por los jueces de la causa, pues se trata del ejercicio de sus facultades privativas. En cuanto a la duración del proceso, la propia naturaleza del derecho a ser juzgado en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, impide determinar con precisión a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, pues depende en gran medida de diversas características propias de cada caso, por lo que no puede traducirse en un número de días, meses o años. La Corte ha señalado que no existen plazos automáticos o absolutos y ningún lapso puede ser considerado per se violatorio de la garantía; y si bien los jueces no pueden fijar con precisión matemática cuál es el plazo razonable de duración de un proceso, no equivale a eximirlos de profundizar y extender los argumentos de su decisión, a fin de que la valoración pueda ser examinada críticamente y de evitar que se convierta en la expresión de una pura subjetividad. El derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas opera a partir de que la persona es legitimada en forma pasiva en un proceso, es decir cuando es llamada a prestar declaración indagatoria. En relación con la actividad procesal de las partes el tiempo requerido para su contestación o resolución no puede serle atribuido al Estado y debe ser tomado en cuenta a los fines de determinar si la duración del procedimiento excedió el plazo razonable. En este expediente, el plazo que transcurrió desde la citación a indagatoria hasta la sentencia definitiva, se explica más bien por la profusión de planteos y recursos legales interpuestos por los acusados durante la etapa de juicio y no por falta de diligencia especialmente relevante o inactividad que pueda enteramente atribuírsele a las autoridades judiciales. La realización de la actividad judicial necesariamente requiere de tiempo, que habrá de ser el más breve posible en resguardo del derecho aquí examinado, pero en modo alguno puede dejar de tenerse en cuenta esta circunstancia cuando se trata realizar una valoración global de la duración del proceso judicial. No se ha acreditado que la duración del procedimiento haya afectado de manera relevante la situación de los imputados más allá de la restricción que comporta, en sí mismo, el enjuiciamiento penal. Si bien el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme, no puede ser soslayado que en este caso ya fue dictada la sentencia y la defensa obtuvo la revisión de la condena para cumplir con la garantía del doble conforme. La conclusión del a quo es razonable, pues deriva de las pautas generales ampliamente aceptadas en la materia con referencia a las circunstancias particulares del proceso. Al no introducir argumentos novedosos para apartarse de ello, el reclamo de la defensa debe reputarse insustancial. Los recurrentes tacharon de arbitraria la sentencia en cuanto tuvo por probado que el hecho se realizó de manera punible. Aun en la forma en que fue planteado en el recurso de casación, el reclamo no es apto para ser conocido por la vía extraordinaria. La defensa solicitó una amplia revisión de la materia probatoria que cumpliera con la doctrina de la Corte sentada en Fallos: 328:3399 sobre el agotamiento de la capacidad de revisión, lo que fue llevado a cabo por el a quo. El vasto examen de la prueba que realizó el a quo permite descartar un supuesto de esa gravedad. A lo largo de la sentencia, se advierte que han sido fundadamente respondidos los planteos relevantes sobre la admisibilidad y pertinencia de la prueba dentro del campo de la crítica interna, el tribunal se pronunció, en cuanto fue materia de apelación, sobre la credibilidad de los testigos y en general acerca de cómo habían sido valoradas las otras pruebas, y un pormenorizado detalle de todos los indicios. Se trató de una respuesta que agotó la capacidad de rendimiento del recurso de casación como lo pide la doctrina de Fallos: 328:3399 y que se refería a agravios basados en una crítica distinta de los elementos de juicio, que pretendían mostrar un defecto o error judicial en la apreciación de la prueba o sembrar la duda mediante el planteo de hipótesis alternativas. La remisión al recurso de casación no puede dar sustento a la apelación extraordinaria porque implica hacer caso omiso de las diferencias que existen entre la materia de la casación y la que corresponde a la instancia del art. 14 de la ley 48, que no se abre para pronunciarse sobre el acierto o error de las sentencias en materia fáctico-probatoria, sino únicamente cuando en la decisión no puede reconocerse la utilización de un método racional para la reconstrucción histórica de los hechos o si el tribunal desconoce las restricciones impuestas por la Constitución y la ley procesal en garantía de los derechos fundamentales de los imputados. También atañe a la apreciación de circunstancias fácticas el reclamo por el que se cuestiona la determinación de la pena. La crítica expresa un desacuerdo con el valor asignado a dichas circunstancias en la determinación de la gravedad del hecho y de la culpabilidad, la cual también ha sido atendida por el a quo con la amplitud propia del estándar definido en Fallos: 328:3399, y resulta ajena a la Corte, pues, el modo en que los magistrados ejercen las facultades para graduar las sanciones dentro de los límites fijados por las leyes respectivas no habilita la revisión por la vía del art. 14 de la ley 48, en especial cuando se han tomado en consideración elementos atenuantes y la pena fijada no se encuentra muy próxima al máximo previsto. El agravio que sostiene la invalidez de lo actuado a partir del incumplimiento de la regla del art. 28 de la ley provincial 9182 -los jurados deberán prestar juramento ante el tribunal-, es una cuestión que remite nuevamente al examen del derecho procesal local, materia ajena a la revisión de la Corte y que, por haber sido resuelta con argumentos suficientes tampoco merece descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Los argumentos ofrecidos por el a quo son una respuesta adecuada y suficiente a las cuestiones introducidas por el recurrente, cuya reiteración en esta instancia no satisface el recaudo de fundamentación autónoma a que se supedita la admisibilidad de la apelación extraordinaria, máxime cuando tampoco la defensa ha refutado lo dicho sobre al carácter tardío de su reclamo.


    Á., Marcos Aurelio y otro s/ Por supuestas autorías de negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1219/2018/RH1, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Recurso extraordinario. Cuestión insustancial. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las resoluciones que declaran la inadmisibilidad de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en especial si, además, se vinculan con decisiones cuya consecuencia es la obligación de continuar sometido a juicio y, por lo tanto, no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, la Corte también tiene dicho que cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente, o luce en forma inequívoca un apartamiento de la solución normativa prevista por ley, todo ello incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Si bien el apelante se agravia de una duración excesiva del proceso no ha reparado en que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas opera recién a partir de que la persona es legitimada en forma pasiva en un proceso, es decir, cuando es llamada a ese acto procesal. La Corte IDH sostiene que, en materia penal, el plazo razonable “comienza cuando se presenta el primer acto de procedimiento dirigido en contra de determinada persona como probable responsable de cierto delito”. En consecuencia y vigente la acción penal, cabe concluir que no se ha demostrado que se encuentre comprometida una cuestión federal, ni que exista, en general, un agravio que requiera tutela inmediata por parte de la Cámara Federal de Casación, en tanto que tribunal intermedio y en los términos de Fallos: 328:1108. A esa insubstancialidad, cabe añadir el déficit de fundamentación que se advierte al constatar que el planteo se ha basado en aquella sola circunstancia temporal, sin ninguna referencia a las características del trámite del caso, su complejidad y los demás parámetros específicos que el instituto requiere, que permitan concluir que sus asistidos han sido víctimas de “la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio”.


    L., Claudia Elena y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1409/2008/2/2/RH2, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Femicidio. Sobreseimiento. Recurso de casación. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Defensa en juicio. Derecho al recurso. Doble instancia. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina del Tribunal que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del art. 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva. Empero, la regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional. Asimismo, ha señalado que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Si bien el planteo del apelante, que afirmó que no se desprendía de la resolución que revocó el procesamiento que la juez debía sobreseer al imputado, remite al examen de cuestiones de hecho y a la interpretación y aplicación de normas de carácter procesal provincial, privativas de la justicia local y ajenas como regla y por su naturaleza a la instancia federal, se configura un claro supuesto de arbitrariedad normativa que habilita la consideración de los agravios por la vía elegida, en la medida que lo resuelto encuentra fundamento en una exégesis inadecuada de la norma aplicable que la desvirtúa y torna inoperante, extremo que se traduce en una restricción intrínseca del derecho de defensa por privar de un legítimo medio procesal de impugnación ante la justicia. Asimismo, existen dos resoluciones sucesivas contradictorias, en la primera se sostiene que los elementos colectados no alcanzan para el dictado de una decisión “desincriminante y conclusiva que demande certeza” y sin solución de continuidad se convalida el auto de sobreseimiento que resuelve lo contrario a lo ordenado, situación que ha sido descalificada por la doctrina de ese Tribunal, que establece que “la contradicción de criterio entre pronunciamientos sucesivamente dictados en una misma causa no se compadece con la adecuada prestación del servicio de justicia, ya que la coherencia, que determina la validez lógica de cualquier expresión significativa, es particularmente exigible a los actos judiciales, entre otras razones, para evitar la perplejidad de los litigantes”. La imputabilidad es una categoría normativo-valorativa y, como tal, le corresponde determinarla exclusivamente a los jueces y a tal propósito el peritaje psicológico-psiquiátrico, es un elemento de relevante pero no excluyente. El sobreseimiento del imputado luego de la revocación de su procesamiento, sin haberse incorporado y valorado nuevos elementos de convicción deviene arbitrario porque se dictó sin haberse alcanzado el grado de certeza negativa exigido por la ley procesal para el auto conclusivo. Las evidencias colectadas hasta ese momento, aunque insuficientes para procesarlo o sobreseerlo, eran adecuadas para mantenerlo vinculado al proceso. Si, como se había considerado al revocar el procesamiento, en la etapa de juicio la duda conduce a la absolución en virtud de los principios de inocencia y favor rei, y “la vacilación intelectiva” es incompatible con “cualquier resolución de índole desincriminante y conclusiva que demande certeza” como el sobreseimiento durante la instrucción (art. 336, inc. 3°); para que proceda un auto de ese carácter lo decisivo es que “sea evidente” que se pueda negar con certeza la existencia del delito. Resultaba descalificable el criterio de la mayoría de la cámara, cuya revisión frustró el a quo arbitrariamente, al declarar erróneamente concedida la apelación de la querella por entender que la resolución impugnada “constituye la ejecución de lo decidido” y que acceder a su pretensión conduciría a la afectación de los principios de progresividad y preclusión. La Corte consideró en Fallos: 341:1965 que “adolecen de un injustificado rigor formal aquellas sentencias que son fruto de una sobredimensión del instituto de la preclusión procesal al hacerlo extensivo a un ámbito que no hace a su finalidad”. La cámara declaró inadmisible el recurso de casación por juzgar que su decisión no era impugnable por esa vía en la medida que estuvo fundada en la resolución que revoca el procesamiento, “auto éste que se halla firme y consentido por las partes”, criterio que fue compartido por el Superior Tribunal de justicia al rechazar la queja. La resolución que revoca el procesamiento no había resuelto directa ni indirectamente sobre el fondo de la cuestión, por lo que el vencimiento del término para impugnarla no conlleva el efecto preclusivo que se postula. En efecto, la decisión sólo revocó el procesamiento y el tenor de su contenido indicaba el dictado de un auto de falta de mérito, que tampoco pone fin a la cuestión en debate (art. 306 del código procesal de la provincia) ni causa un agravio que sería de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior. Es por ello que de acuerdo al art. 494 del código procesal local, dicha resolución no era impugnable mediante recurso de casación en tanto establece que: “podrá deducirse este recurso contra las sentencias definitivas y los autos que pongan fin a la acción o a la pena, o hagan imposible que continúen, o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena”. Distinto habría sido el caso si la cámara hubiera ordenado el sobreseimiento porque entonces podría alegarse que, configurado ya el agravio, el posterior recurso de la querella contra el auto conclusivo dictado por la juez habría sido irremediablemente tardío. Así, al no haber puesto fin a la cuestión en debate ni en forma expresa ni implícita, la resolución que revoca el procesamiento no generaba un agravio de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior que eventualmente podría haber habilitado el recurso de casación y, en su caso, la vía extraordinaria federal. No se verificó la situación examinada por la Corte in re “Taranto” donde se estableció que el pronunciamiento impugnable mediante recurso federal es la decisión que de modo definitivo adjudica la cuestión en disputa, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión. En Fallos: 318:1266, la Corte consideró que el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la queja por la apelación denegada contra la resolución que entendió que no se hallaban presentes los extremos necesarios para dictar el procesamiento, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. Si bien la garantía del doble conforme se encuentra constitucionalmente asegurada sólo en beneficio de inculpado, el Tribunal ha hecho excepción respecto del acusador cuando las leyes la establezcan específicamente. En tal sentido, también ha resuelto que el adecuado respeto al debido proceso sólo exige que el litigante sea oído con las formalidades legales y no depende del número de instancias que las leyes procesales, al reglamentarlo, establezcan según la naturaleza de las causas. Es doctrina consolidada de la Corte que todo aquél a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante; ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento – civil o criminal– de que se trate. Se ha efectuado una inteligencia de la ley local aplicable que condujo al menoscabo de la garantía constitucional al debido proceso que, con el alcance indicado, ampara a la querella. Sus derechos a la tutela judicial efectiva y al acceso a la justicia reconocidos en los art. 18 de la Constitución Nacional, 8°, inc. 1°, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 2°, inc. 3°, y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adquieren mayor entidad en la especie en la medida que dicho resguardo resulta especialmente exigible en tanto el hecho imputado consta en haberle arrojado alcohol y prendido fuego a su esposa, quien falleció como consecuencia de ese acto, calificándose el hecho como homicidio agravado por el vínculo, por ensañamiento y mediando violencia de género. En estos supuestos, la protección de los derechos constitucionales que asisten a las víctimas en general está especialmente garantizada por la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y la Ley 26.485 de Protección Integral a las Mujeres. Al vedarse infundadamente en la instancia local el análisis de los agravios federales planteados por el recurrente, que a la vez involucran la materia convencional aludida, corresponde aplicar la doctrina de Fallos: 317:938 donde el Tribunal estableció que “todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se suscitan cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales, por lo que cabe concluir en que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por esta Corte nacional no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia”.


    A., R. Á. y otros s/ Homicidio agravado por el vínculo conyugal por ensañamiento y mediando violencia de género


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 649/2018/RH1, 06 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Sentencia condenatoria. Confirmación de sentencia. Recurso extraordinario. Insuficiencia del agravio. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde denegar la apelación extraordinaria cuando el recurrente reitera críticas análogas a las que esgrimió en la instancia anterior, que disputan exclusivamente aspectos relativos a la interpretación de la prueba y el derecho penal común, que han sido resueltos con argumentos razonables por los jueces de la causa y revisados y confirmados por el tribunal superior provincial. Los reiterados agravios del recurrente no presentan más que desacuerdos con la decisión del a quo y la cámara de juicio, que no dan lugar a su revisión extraordinaria ante la Corte. En este sentido, debe recordarse que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por finalidad abrir una nueva etapa en el procedimiento ordinario en la que puedan discutirse cuestiones de hecho y de derecho no federal, ni la corrección de fallos que se reputan equivocados, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema a causa de los cuales los pronunciamientos no alcanzan el mínimo necesario para adquirir validez jurisdiccional.


    V., Jorge s/ Homicidio doblemente agravado con arma de fuego y abusando de la función policial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1786/2017/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Perspectiva de género. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tal como lo ha sostenido reiteradamente la Corte, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema; y que su aplicación debe ser considerada como particularmente restrictiva cuando las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local. En tal sentido, es criterio de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales de provincia, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado. El sub examine es uno de esos casos de excepción. Por otra parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado en diversos precedentes que la investigación penal en casos de supuestos actos de violencia contra la mujer debe incluir la perspectiva de género. Por lo que, la Corte debe hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia apelada y ordenar el dictado de una nueva conforme a derecho.


    R., J. L. s/ Homicidio agravado por alevosía - Casación criminal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 785/2019/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal. También lo es que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario, y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en la medida en que lo resuelto no constituya una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando la sentencia omita el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa. La sentencia absolutoria se sustenta en una apreciación incompleta de los elementos de juicio, que no integró ni armonizó las pruebas en su conjunto como es exigible a los pronunciamientos judiciales, sino que las ponderó en forma fragmentaria y aislada, al prescindir de la necesaria correlación entre ellas y, a su vez, con los demás indicios obrantes en la causa; de manera tal que el a quo, al declarar inadmisible el recurso, omitió de modo dogmático examinar cuestiones dirimentes adecuadamente señaladas por el recurrente en su impugnación. En tales condiciones, la arbitrariedad alegada con el propósito de que la Cámara Nacional de Casación asuma el conocimiento que es propio de su competencia, ha quedado debidamente acreditada y, de ese modo, al haber rehusado pronunciarse frente a planteos de esta naturaleza, corresponde que la inadmisibilidad cuya revisión se pretende sea descalificada como acto jurisdiccional válido. Ello, en aplicación de la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio", conforme a la cual, siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, aquéllos deben ser revisados previamente por dicha cámara en su carácter de tribunal intermedio. Por lo hasta aquí desarrollado y los demás fundamentos expuestos por el señor Fiscal General, que se dan por reproducidos en beneficio de la brevedad, se mantiene la queja y, por lo tanto, se solicita a la Corte que declare procedente el recurso extraordinario, deje sin efecto la resolución impugnada y ordene el dictado de una nueva conforme a derecho.


    M., K. C. y otro s/ Homicidio culposo. Denunciante: E., H. A. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60604/2002/TO1/11/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio. Encubrimiento. Sentencia absolutoria. Juicio por jurados populares. Calificación legal. Cambio de calificación legal. Oposición del fiscal. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    El planteo referido a la instrucción dada al jurado popular no puede prosperar, pues el apelante no logró demostrar que la valoración que hizo el tribunal de impugnación de las constancias del expediente fuera arbitraria en este aspecto. La subsunción de la conducta en la figura de encubrimiento suscita la revisión de cuestiones de hecho e interpretación del derecho común que son, como principio, ajenas a la competencia apelada de la Corte. Sin embargo, el Tribunal ha hecho excepción a ese principio cuando se atribuye arbitrariedad a la decisión que se recurre, descalificando como actos jurisdiccionales válidos aquellas sentencias que se apoyan en meras afirmaciones dogmáticas y no constituyen una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Tiene dicho la Corte que cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva adopten los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que fue objeto de imputación y debate durante el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. Esta circunstancia es la que importa y decide la cuestión. El cambio de calificación por el tribunal en tales supuestos será conforme al artículo 18 de la Constitución Nacional, a condición de que dicho cambio no haya desbaratado la estrategia defensiva del acusado impidiéndole "formular sus descargos". No se aprecia, ni el pronunciamiento apelado lo explicó de modo fundado, en qué hubiera perjudicado las garantías de la enjuiciada la eventual subsunción de su conducta en la figura de encubrimiento, de qué manera esa decisión habría obstado a su asistencia letrada enunciar sus descargos, ni cuál concreta defensa se habría visto impedida de formular en tal hipótesis. La mera alusión al carácter autónomo del delito de encubrimiento, mediante la cual el a quo pretendió rechazar su aplicación en el sub examine, no constituye más que una afirmación dogmática por la que se pretende restringir la atribución que tienen los tribunales de modificar la calificación legal, cuyo ejercicio quedaría circunscripto a los supuestos en que se evaluaran figuras que tuviesen entre sí una especial relación. El pronunciamiento que, no obstante sostener su formal ajenidad respecto del cargo por el delito de homicidio, afirma que se hallaba impedido de subsumir su conducta en el de encubrimiento porque éste requiere que el autor no haya intervenido en el delito anterior, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las concretas circunstancias de la causa, y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    H., L. y otros s/ Homicidio doloso agravado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 934/2019/RH1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Libertad condicional. Comercialización ilegal de estupefacientes. Oposición del fiscal. Resoluciones equiparables a definitiva. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Acuerdo y voto individual. Recurso extraordinario. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    De conformidad con la doctrina del Tribunal sobre equiparación a sentencia definitiva que surge de lo resuelto en Fallos: 337:354 y del precedente de la Corte en CSJ 85/2012(48-T), “Taranto, Jorge Eduardo”, según los términos de la resolución aclaratoria CSJ 101/2012(48-T)/CS1, el pronunciamiento del a quo que reenvía las actuaciones a la instancia de ejecución para que dicte un nuevo pronunciamiento, es impugnable por la vía intentada. Es doctrina de la Corte que los pronunciamientos de tribunales colegiados son inválidos cuando resultan de una mera agregación de las posiciones de sus miembros que no exhibe una coincidencia mayoritaria sobre la sustancia de las razones que dan fundamento a lo que se resuelve. Esta Procuración tiene dicho al dictaminar en Fallos: 326:1885 que las decisiones de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. La ausencia de un acuerdo genuino sobre los motivos que guían la decisión “priva a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir una unidad lógico-jurídica, cuya validez depende no sólo de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también ostente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal”. Cuando una resolución judicial resulta de votos que carecen de la requerida comunidad sustancial de fundamentos, “no habría razón válida para optar por un voto u otro al momento de apreciar cuál ha sido el presupuesto en que se basó la decisión apelada”, y sólo procede descalificarla y ordenar el dictado de una nueva en el sentido dispuesto, entre otros, en Fallos: 312:1058. La sentencia recurrida representa un caso especialmente flagrante de ausencia total de coincidencia acerca de los fundamentos de lo que, en definitiva, se resolvió. Los dos magistrados cuyos votos confluyen en la resolución adoptada no sólo no comparten los fundamentos en los que se apoyan, sino que defienden, en ese sentido, posiciones completamente opuestas. La vocal que vota en segundo lugar sostiene que la ley 27.375 no es aplicable a los hechos del caso en virtud de la regla del artículo 2 del Código Penal, mientras que su colega, que adhiere a su decisión, considera que esa interpretación del derecho es errónea. De acuerdo con este magistrado, la ley 27.375 sí es aplicable a los hechos de la causa, y ello no pone en juego ninguno de los supuestos del artículo 2 del Código Penal. Por su parte, las consideraciones del juez que se expidió primero no participan en nada de esa discusión, sino que se limitan a exponer la tesis de que la regla introducida por la ley 27.375 es constitucionalmente inválida y no puede, por tanto, denegarse la libertad condicional de la condenada con apoyo en ella. La sala de casación frustró la pretensión de la parte acusadora sin que ese tribunal haya podido esgrimir una razón suficiente más allá de la antojadiza decisión de uno de sus miembros de votar abiertamente en contra de los fundamentos que juzgó aplicables, “al solo efecto de formar mayoría”, en franca oposición a la citada doctrina constitucional que obliga a los tribunales colegiados a convenir mayoritariamente no sólo en la parte dispositiva de sus pronunciamientos, sino también en la sustancia de las razones que la justifican. Si bien ha existido una aparente coincidencia de la mayoría en la conclusión sobre la inaplicabilidad de la ley 27.375 a los hechos de este proceso, los términos del tercer voto, con el cual se habría arribado a esa mayoría, persuaden a expedirse en este sentido, desde que exhiben cierta práctica en detrimento de la función propiamente jurisdiccional de un tribunal colegiado que ha inspirado la citada doctrina de la Corte, en aras tanto de los derechos de las partes como del contralor que ejerce la Corte. Esta anomalía, que incluso procede señalar de oficio pues compromete el debido proceso por el que este Ministerio Público debe velar, impide considerar lo resuelto como acto jurisdiccional válido.


    V. R., Oriana (H.G.) s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7460/2017/TO1/4/1/1/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Licitación pública. Adjudicación de la licitación. Documento nacional de identidad. Cohecho. Apreciación de la prueba. Archivo del expediente. Etapas del proceso. Instrucción. Declaración indagatoria. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Mantenimiento de recurso. 


    Confección de documentos de identidad argentinos (“Proyecto DNI”). Informatización de los padrones electorales y pasos migratorio.


    La decisión del juez, convalidada por la cámara, se basó en la aplicación de un estándar probatorio ajeno por completo al que requiere la norma del art. 294 de la ley procesal penal, que la desvirtúa y la torna inoperante al impedirle el cumplimiento de la función que le es propia en el marco de la lógica del debido proceso penal que el legislador ha diseñado. Si a ello se suma que proceder de ese modo equivale en la práctica a prescindir de la solución prevista por la ley para la solución del caso, la conclusión es que la decisión inicialmente impugnada adolecía de falencias que, de acuerdo a conocida doctrina del Tribunal, bastaban para descalificar por arbitrario el fallo. Al condicionar la procedencia del acto a la existencia de pruebas que demostraran que los funcionarios, cuya convocatoria era solicitada, hubiesen sido quienes “se habrían beneficiado económicamente con los sobornos pagados por la empresa”, “en qué cantidades y a través de cuáles empresas habrían sido [éstos] canalizados” y a través de qué mecanismo ello habría ocurrido, los jueces de la causa aplicaron contra legem un estándar probatorio propio de un auto de procesamiento o una condena, y no de esta etapa procesal, que se satisface con la existencia de una sospecha mínima inicial, que en autos no cabía razonablemente negar. Esta alteración en la lógica de la secuencia de las etapas del proceso penal, y sus diversos estándares probatorios, tiene el efecto paradójico –evidentemente no querido por la ley ritual– de que la promoción de la acción penal contra una persona en particular quedaría condicionada a que se contara, ya en ese momento inicial, con las pruebas demostrativas de su intervención en el hecho cuya obtención es, precisamente, el objeto de la persecución penal a su respecto que se pretende y no se permite así iniciar. Al reclamar los jueces la probabilidad o certeza propias de un procesamiento o una condena, como requisito para poder vincular a los funcionarios sindicados al proceso penal, significa una absolución encubierta, pues clausura definitivamente en relación con ellos la posibilidad de una persecución penal. No se trata de una mera discrepancia de índole procesal ajena a la jurisdicción de excepción del Tribunal, sino de la aplicación arbitraria de una disposición legal de esa naturaleza que la desvirtúa y la torna inoperante, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, con efectos además que hacen equiparable lo resuelto a una sentencia definitiva. No es posible soslayar que no se trataba de una licitación más, sino de una contratación excepcional y estratégica para la seguridad de la Nación y de los ciudadanos, nada menos que para la impresión de nuevos documentos de identidad y la informatización de los pasos fronterizos y los padrones electorales, en la cual, por eso mismo, es razonable suponer que debió estar específicamente al tanto el entonces Presidente de la Nación, quien además firmó los Decretos 1310/94, 199/98 y 1342/98 para su instrumentación. Lo mismo cabe decir respecto del entonces Ministro del Interior, responsable de la adjudicación y suscripción del contrato y en cuya cartera se llevó a cabo en definitiva el proceso licitatorio, y al menos también de quien ocupaba entonces el cargo de Director de Migraciones, también dentro de ese ámbito ministerial y con injerencia en las materias objeto de la contratación. Por ello, reconocido como ha sido el pacto y el pago de los sobornos para la obtención de la licitación por parte de la empresa adjudicataria, la circunstancia de haber sido los funcionarios con injerencia y poder de decisión en el asunto, sumada a su mención como destinatarios de los pagos, justificaba con creces la convocatoria solicitada en los términos del art. 294 de la ley procesal penal, para la cual, tan sólo se requiere la existencia de motivo de sospecha según lo establece la propia letra de la ley. Se encuentran presentes los requisitos de impugnabilidad que hacían aplicable la doctrina del precedente de Fallos: 328:1108 (“Di Nunzio”), de modo que el a quo debió haber ejercido su jurisdicción para conocer y pronunciarse sobre la cuestión.


    Recurso Queja nº 72 - Imputado: M., Carlos Saúl y otros s/ Defraudación contra la administración pública, defraudación por administración fraudulenta y abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 248). Denunciante: E., J


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2645/1998/72/RH12, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 79 – Imputado: O., Miguel Ángel s/ Legajo de control


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/TO1/70/1/RH46, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737”.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: V., Carlos Aníbal s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9133/2016/2/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las examinadas en el dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “A., Sharon Mae c/s/ causa nº 15507”; y en el fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, “Cantarell, Luis Adolfo”.


    Recurso de queja N° 1 - Incidente N° 2 – C., Sergio Adrián y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 773/2013/TO1/2/1/RH1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa FMZ 95001140/2012/TO/3/1/1/RH1, “C., Tania Romina”.


    M., Héctor Jorge Federico s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1355/2013/TO1/2/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión a los fundamentos expresados por el señor fiscal general.


    Recurso queja N° 1 – incidente N° 1 – imputado: R., José Manuel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 13002244/2007/TO1/4/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 14217/2003/TO02/63/1/1/RH48, "C., Raúl Armando s/ Incidente de recurso extraordinario".


    Recurso de Queja n° 1. Incidente n° 1, Imputado: A., Raúl Roberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000165/2013/TO1/18/1/1/1/RH12, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 14217/2003/TO02/63/1/1/RH48, "C., Raúl Armando s/ Incidente de recurso extraordinario".


    Recurso de Queja n° 1. Incidente n°1. Imputado: F., Julio Héctor s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000130/2004/TO1/53/1/1/RH19, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FLP 91002901/2008/TO1/42/1/1/1/RH9, “R., Víctor s/ Recurso de casación”.


    P., Walter Salvador Dionisio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000131/2007/5/1/1/1/RH6, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 93002704/2010/TO1/136/2/1, “P. F., Oscar Raúl s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    Recurso de Queja. Incidente n° 1. Imputado: G., Juan Domingo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/TO1/62/1/1/RH49, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    R., Daniel Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20270/2017/23/1/1/RH4, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Por los fundamentos del fiscal general, se mantiene la queja interpuesta.


    Imputado: B. M., Javier Alejandro y otro s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 900/2018/3/1/RH2, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Migraciones. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa CAF 46527/2011/CA1-CS1, "Apaza, León Pedro Roberto c/ EN – DNM - disp. 2560/11 (exp. 39.845/09) s/ Recurso directo para juzgados".


    P. C., Antonio c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Dirección Nacional de Migraciones - Resolución 111/12 (ex 814477/06 80160/09) s/ Recurso directo – Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40105/2012/CS1/CA1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Participación criminal. Sentencia condenatoria. Interpretación de la ley. Tipo penal. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 46276/2004/TO1/3/1/RH1.


    Las cuestiones derivadas de la interpretación de las normas de derecho común y su aplicación a los hechos del litigio constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, al recurso extraordinario. Sin embargo, la Corte ha hecho excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad cuando la decisión impugnada no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, y consagra asimismo una interpretación de esas normas en términos que equivalen a su prescindencia. Los razonamientos brindados por el a quo, para emitir sentencia condenatoria contra el imputado como partícipe necesario del delito de circunvención de incapaz y estafa procesal en concurso ideal con falsedad ideológica de documento público, no lucen ajustados a las condiciones fácticas demostradas en autos, así como tampoco se apoyan en una válida interpretación de los tipos penales por los que fue condenado, ni en lo concerniente al régimen de participación criminal. Ello es así por cuanto, si –por regla– el partícipe es quien toma parte en un hecho ajeno dado el carácter accesorio de la participación, no es factible advertir de qué manera el imputado condenado pudo realizar el aporte que se le atribuye con posterioridad a la consumación del hecho calificado bajo la figura de circunvención de incapaz (art. 174, inc. 2°, del Código Penal), e incluso del fallecimiento de la víctima incapaz, sin basamento –en su caso– en lo establecido por el artículo 46 del Código Penal. No se especifica debidamente en el fallo cuál fue la contribución del imputado a ese accionar ilícito. Se le atribuye un dominio al provocar con su aporte la consumación del hecho que, por regla general, no debiera poseer por su calidad de partícipe. Al respecto, tiene dicho la Corte que. “constituye un requisito fundamental del debido proceso penal… la necesidad de que las sentencias penales contengan el examen acerca de la participación de cada uno de los procesados en los hechos ilícitos que se consideren probados, en razón del derecho fundamental que posee el acusado, basado en el art. 18 de la Constitución Nacional, de tener un conocimiento efectivo del delito por el cual fue condenado”. Similares objeciones se observan con relación a la responsabilidad que se le atribuye como partícipe necesario del delito de estafa procesal, que se juzgó consumada, en concurso ideal con falsedad ideológica de documento público. Al no encontrarse debidamente justificado el injusto doloso y la calificación de los delitos imputados, la decisión impugnada carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Recurso Queja nº 1 - Incidente nº 2 - Procesado: T., Carlos y otros s/ Incidente de Recurso Extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46276/2004/TO1/2/1/RH2, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Pena. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    B., Juan José y otros s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2554/2011/TO1/6/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Prevaricato de los auxiliares de la justicia. Falta de acción. Querellante. Organismos del Estado. Interpretación de la ley. Interpretación restrictiva. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    La norma que autoriza a las distintas reparticiones de la administración nacional -por tanto, también a la UIF- a asumir la función de querellante en los procesos penales por delitos contra la seguridad de la Nación, los poderes públicos y el orden constitucional, la administración pública -que incluye a la administración de justicia- y el patrimonio o rentas fiscales, es el artículo 4 de la Ley 17.516. Las disposiciones del Decreto 2226/08 sólo pueden ser entendidas por ello no como normas sacramentales sino tan sólo de reparto interno de tareas, fundadas, como se informa en los propios considerandos de ese decreto, en razones vinculadas exclusivamente con "la especialidad de la materia", la cual en tanto "ajena al cometido habitual de los servicios jurídicos permanentes y delegados del Cuerpo de Abogados del Estado [ ... ] torna procedente la designación de abogados" de la UIF, para "que actúen en forma específica para el fin propuesto". Los términos empleados por el legislador para llevar a cabo aquella atribución no pueden ser interpretados con ajuste exclusivo a su tenor literal, sino que, antes bien, deben ser objeto de una exégesis que atienda a los fines para los que fue concebida la norma y no frustre en cambio su plena consecución. En este sentido ha recordado en reiteradas oportunidades el máximo Tribunal que, por encima de lo que las leyes parecen expresar literalmente, es tarea del intérprete indagar lo que ellas dicen jurídicamente, y que por ello su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que las informan, regla que impone no sólo armonizar sus preceptos, sino también conectarlos con las demás normas que integran el orden jurídico, de modo que concuerden con su objetivo, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. Con estas pautas como esquema rector, primero la cámara de apelaciones, y luego la de casación, han incurrido en una interpretación literal tan restrictiva de la intervención del organismo especializado perseguida por la norma que no puede sino ser calificada como arbitraria, máxime cuando se observa la índole de los argumentos utilizados para ello y las circunstancias relevantes soslayadas por el quo. Los propios magistrados del voto mayoritario se pronunciaron en numerosas ocasiones anteriores, con base en las mismas disposiciones de la Ley 17.516 y el Decreto 2226/08, a favor de la capacidad de la UIF para ejercer el rol de querellante en procesos seguidos por delitos precedentes al lavado; precedentes, es cierto, pero distintos al fin y al cabo al delito de lavado mismo, y con fundamento precisamente en la conexión existente entre el objeto de las causas y la conveniencia de un abordaje integral por parte del organismo especializado. Sin embargo, pese a la evidente conexión entre el objeto de las causas aquí involucradas y la indudable conveniencia de un abordaje integral también en ellas, los jueces se ciñeron ahora a una interpretación restrictiva meramente formal, y justificaron su cambio de criterio con argumentos dogmáticos tales como que "no se observa la afectación de modo especial y directo que se le exige a quien procura intervenir como parte querellante en el proceso que se sigue por el delito de prevaricato" o una enumeración no taxativa contenida en el artículo 6 de la Ley 25.246, referida además a la actividad preventiva de la UIF. Esta carencia deviene aún más manifiesta cuando se advierte que, en franca contradicción con sus decisiones anteriores, en las que habían expresado que "... las conductas ilícitas pueden agraviar distintos bienes jurídicos" y afectar potencialmente a varias “personas particulares a las cuales corresponde reconocerles la calidad de querellante", como también que "la invocación del bien jurídico afectado para determinar la legitimación procesal activa no resulta una pauta definitoria, puesto que no se ha de excluir la protección subsidiaria de otros bienes garantizados, siempre que derive perjuicio directo y real, y quien lo sufre se encuentre legitimado para ejercer el rol de querellante", los magistrados omitieron no obstante considerar que el recurrente había alegado que ese agravio concreto y directo que afectaba a la UIF, y lo legitimaba a la luz del Decreto 2226/08, derivaba de que mediante el delito contra la administración de justicia, objeto de esta causa, se había intentado perjudicar precisamente la investigación por el delito de lavado de dinero seguida en la causa nº 3017/2013, el ejercicio de las facultades que le incumben a la UIF en ella, y también de que el resultado de aquella imputación tendría incidencia en esta última. De igual modo, tampoco es posible soslayar que en algunos de esos precedentes los jueces que conformaron el voto mayoritario incluso juzgaron arbitraria la decisión de la cámara de apelaciones por considerar que ese tribunal había "denegado el rol de querellante [a la UIF] basándose en la ausencia de un interés directo del organismo estatal en este caso. Sin embargo, ha soslayado atender de manera adecuada una circunstancia esencial, esto es, la alegada vinculación entre los hechos" y, asimismo, que "el rol conferido permitiría que, por la especialidad técnica del organismo, coadyuve a la Fiscalía, desde su capacidad específica". Precisamente los mismos argumentos ahora desconocidos por el a quo.


    Denunciado: C., Sebastián Norberto y otros s/ Encubrimiento Artículo 277 Inciso 3 Apartado D, abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 248), infracción Artículo 248 bis y abandono de personas. Denunciante: C., Elisa M


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4773/2013/10/1/RH5, 16 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. El sub judice es uno de los supuestos de excepción que justifican la intervención de la Corte. La conclusión a la que arribó el a quo se apoyó en fundamentación sólo aparente, desde que la sentencia se limitó a invocar un presunto contexto de violencia de género sin correlación con las concretas circunstancias comprobadas en autos por parte del tribunal que dispuso la medida y que, al momento de revocarla, se encontraba a cargo de la ejecución de la pena. Esa situación fáctica, además, era apta para considerar la insubsistencia de los recaudos del inciso “f ” del artículo 32 de la ley 24.660. En síntesis, la decisión de la mayoría del a quo es arbitraria, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    T., Aldana Florencia s/ Recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 57535/2014/TO1/15/2/1/RH3, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ recurso de casación; T. 13, XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ causa n° 15.838"; B. 106, XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ causa n° 16.486"; y A. 57, XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ causa n° 15.858".


    C., Carlos Ángel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 4733/2013/TO2/41/1/1/1/RH12, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Oposición del fiscal. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Falta de fundamentación. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de las causas O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, L. XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, L. XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, L. XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.


    No existen en el caso las razones humanitarias que justifican la concesión de la medida. No hay ninguna constancia que permita sostener que los problemas de salud del recurrente no pueden ser tratados adecuadamente en la prisión. En particular, si bien fue diagnosticado como portador de COVID-19 mientras estaba encarcelado, inmediatamente se lo trasladó a los centros médicos especializados en esa enfermedad, dependientes del Servicio Penitenciario, para garantizar la debida atención, y permaneció allí hasta recuperarse completamente. Tampoco se han brindado las razones por las cuales debería considerarse que el recurrente habría estado y estaría en mejor condición de ser asistido en su domicilio. Ese déficit de argumentación resulta especialmente criticable si se recuerda la jurisprudencia dela Corte según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. La decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Recurso Queja N° 1 – Incidente N° 1 - P., Orlando Osmar s/incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/103/1/1/RH47, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Otorgamiento del beneficio. Oposición del fiscal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al precedente de Fallos: 336:2392, y al fallo de las causas C. 902, L. XLVIII, “Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario”; C. 129, L. XLIX, “Caggiano Tedesco, CarlosHumberto s/ Causa n° 14569”; y FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    Conforme la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de “tribunal intermedio”. El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Resulta arbitraria la sentencia que no se funda en el tipo de razones humanitarias pertinentes para justificar la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. La sola circunstancia de que el condenado cumpla con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra “d”, de la ley 24.660, no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la medida, entre otros, a los mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados o imputados. Ese sentido de la ley surge también de la jurisprudencia de la Corte, según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido la decisión que carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    G., Jorge Horacio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000982/2009/TO1/56/1/1/2/RH22, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de las causas O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, L. XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, L. XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, L. XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.


    D. M., Gustavo Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 54004613/1976/TO2/39/3/1/1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, L. XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, L. XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, L. XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.


    P. F., Oscar Raúl s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 93002704/2010/TO1/136/2/1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Nueva vista. Vista al fiscal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    De las actuaciones que la Corte remite a esta Procuración General al correrle nueva vista, surge que en ellas no hay elementos que justifiquen cambiar el criterio propugnado en el dictamen ya emitido en el sub examine, en el cual se manifestó que, al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada carecía de fundamento idóneo y, en consecuencia, no constituía derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debía ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    F., Jorge Alberto s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000131/2007/3/2/1/RH4, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de las causas O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


    No se advierten razones humanitarias que justifiquen la concesión de la detención domiciliaria, ya que no se ha demostrado que las patologías del imputado no podrían ser tratadas adecuadamente si continuara en prisión, así como tampoco se ha explicado por qué debería afirmarse que aquél se encontraría en mejor condición de ser asistido para proteger su salud si permaneciera en su domicilio. El estándar indica que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales, como el derecho a la salud, que la prisión no debe afectar. Resulta arbitraria la decisión del a quo que concede la detención domiciliaria pues carece de fundamento idóneo y no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    N., Lucio César s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 85000124/2010/12/3/1/2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Asistencia médica. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de las causas O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”. Cuestión análoga al precedente de Fallos: 342:1057.


    La detención domiciliaria es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del privado de su libertad o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud. Previo a disponerse la prisión domiciliaria se debe corroborar que el Servicio Penitenciario Federal no puede garantizar que el imputado reciba la atención médica necesaria para resguardar su salud en alguna de las unidades de detención en las que podría ser alojado.


    B., Luis Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO10/6/2/1/RH59, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; y FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”, a cuyos fundamentos y conclusiones expuestos en el punto III del dictamen de esta Procuración, la Corte compartió e hizo suyos.


    La Corte debe hacer lugar al recurso extraordinario y revocar la decisión apelada, en tanto resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el caso “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, de acuerdo con el procedimiento aplicable, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio. Esta Procuración General no desconoce que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que, garantía que también ampara a este Ministerio Público. Este es uno de esos casos de excepción.


    C., Raúl Armando s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO02/63/1/1/RH48, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Transmisión de enfermedades. Coronavirus. Control sanitario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, L. XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.


    M., José s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2699/2015/TO02/16/1/1/1/RH4, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Prisión perpetua. Libertad condicional. Inconstitucionalidad. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Esta Procuración ya se ha pronunciado a favor de la validez constitucional del régimen de la prisión perpetua en casos anteriores que guardan analogía con el presente.


    Incidente n° 3 - Damnificado: C., María Luján y otro - Imputado: G., Sebastián Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45877/2012/TO1/3/CS1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Política criminal. Facultades legislativas. Cuestión insustancial. Denegatoria del recurso. 


    Si bien la apelación extraordinaria sobre cuya denegación versa esta queja, se dirige contra una resolución impugnable por la vía del artículo 14 de la ley 48, el planteo que la recurrente formula contra las normas del Código Penal que prevén la aplicación de la pena de prisión perpetua bajo la pretensión de que es repugnante a la Constitución Nacional y tratados internacionales de igual jerarquía es en sí mismo insustancial. Ha sostenido el entonces Procurador General de la Nación al dictaminar en la causa C. 2641, L. XXXIX, "C., Daniel Isaac y otros s/ Homicidio agravado por el vínculo etc." que la adopción de la pena de prisión perpetua, tal como se encuentra regulada en el derecho nacional está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzca a negar de plano esa facultad.


    L., G. O. y otros s/ Delito de doble homicidio calificado criminis causa, abuso sexual agravado y robo calificado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1114/2017/RH1, 12 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. Cómputo de la pena. Pena única. Unificación de penas. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    La decisión del a quo ha sido arbitraria pues aplicó infundadamente la regla del artículo 24 del Código Penal a un supuesto que ella no contempla, y así, sin apoyo legal, ordenó reducir el tiempo de la pena única impuesta al condenado, en razón de los años que éste había pasado en prisión preventiva en un proceso anterior, que no integró la unificación y que tuvo lugar incluso antes de la comisión de los delitos por los que fue condenado, más tarde y en otras jurisdicciones.


    U., Carlos y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 42009042/2012/TO1/26/1/1/RH4, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Oposición del fiscal. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Revocación de sentencia. Mantenimiento del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Se justifica la intervención de la Corte ya que la mayoría del a quo hizo un análisis fragmentario de los argumentos vertidos por la Cámara Federal de Apelaciones para confirmar el dictado de la prisión preventiva que, aplicando correctamente todos los parámetros legales que regulan el instituto de mención y valorando las particulares circunstancias de la causa, decidió confirmar la medida ante los riesgos procesales vigentes al momento de su dictado. El fiscal general planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por el a quo y la consecuente afectación de la garantía constitucional del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual, lo que suscita cuestión federal suficiente, porque la decisión impugnada restó relevancia a aspectos que justificaban el temperamento adoptado toda vez que se había ponderado que, si bien el imputado cuenta con arraigo personal y familiar y no obstante haberse presentado voluntariamente ante los estrados, se había mantenido prófugo en este proceso. No resulta acertado lo sostenido por el a quo pues si bien es un dato de relevancia a fin de analizar en concreto el peligro concreto de fuga, y conducente para la adecuada solución del caso, no resulta dirimente y debe ser examinado a la luz de las demás circunstancias que ofrece el sub judice en orden a la procedencia de la detención cautelar. Se ha subestimado la gravedad del delito imputado, que de recaer condena determinaría la imposición de una pena de efectivo cumplimiento y que, en este caso, conforme lo señalado por el juez en su voto en minoría y en sus anteriores intervenciones, había conducido a un pronóstico de peligrosidad procesal fundado y razonablemente evaluado por los jueces de la cámara de apelaciones y el juez instructor. La decisión de la mayoría de la cámara de casación resulta carente de una debida fundamentación, lo que la torna arbitraria en tanto se ha basado en una valoración parcial de los elementos de juicio pertinentes para la solución del litigio. Existían circunstancias objetivas de relevancia que no debían ser soslayadas por el a quo al momento de ponderar la existencia de peligro procesal, tales como las características personales del imputado y la gravedad de los delitos por los que se encuentra acusado, con relación a conductas que el Estado Argentino ha asumido compromisos internacionales de investigar, enjuiciar y sancionar, “en particular la delincuencia organizada y la delincuencia económica, incluido el blanqueo de dinero”, y que constituyen pautas de trascendencia a los efectos del juicio prospectivo previsto en la normativa procesal.


    Recurso de queja n° 1 – incidente n° 3 – imputado: C., Ramón Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 175/2018/42/3/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Oposición fiscal. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    El planteo introducido por el fiscal general se ha tornado abstracto.


    Recurso de queja n° 1 – incidente n° 2 – imputado: F., Ismael Ángel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 175/2018/42/2/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Privación ilegítima de la libertad calificada. Violencia de género. Declaración de la víctima. Testigo único. Protección de la mujer. In dubio pro reo. Errónea apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene resuelto que el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia la apreciación otorgada a hechos y pruebas incorporados al proceso o la interpretación asignada a normas de derecho común y procesal que es propia de la facultad de los jueces de la causa, no es menos cierto que ha admitido excepciones a tal criterio cuando la decisión cuestionada no cumple con los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, que procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, garantías que también amparan a este Ministerio Público Fiscal. La decisión del tribunal oral inobservó el método de visión en conjunto establecido por la Corte para la valoración de la prueba y lo dispuesto por la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”) y su ley reglamentaria” n° 26.485. En ese sentido, los delitos por los cuales fue acusado al imputado pueden ser acreditados por cualquier medio de prueba, entre ellos por el testimonio de la víctima y en tanto la regla “testis unus, testis nullus” no se encuentra receptada en el ordenamiento, su sola declaración puede ser suficiente para acreditar los extremos de la imputación. A ello se aduna que las conductas imputadas encuadran en los supuestos de violencia contra la mujer de acuerdo a los artículos 1° de la citada convención y 4° de su ley reglamentaria cuyo artículo 16, inciso i) establece que tiene el derecho y la garantía “a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”. Es decir, la norma otorga un resguardo específico a la declaración de la mujer que alega haber sido víctima de violencia de género, que debe ser especialmente atendida por los jueces en consideración a que los hechos de esta naturaleza habitualmente se cometen en un ámbito de privacidad y sin la presencia de testigos directos. La Corte ha sostenido que la arbitrariedad se configura, entre otros casos, cuando se han considerado testimonios en forma fragmentaria y aisladamente, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, en especial cuando se ha prescindido de una visión de conjunto y de la necesaria correlación de los testimonios entre sí, y de ellos con otros elementos indiciarios. La duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución de un litigio de estas características, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron Es que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad; por el contrario, aquel especial estado de ánimo debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso. Resultan aplicables al sub judice las consideraciones efectuadas por la Corte en el precedente de Fallos: 338:1021, no obstante que allí se evaluó la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público a la luz del artículo 458 del código procesal, cuestión ausente en el presente en atención al monto de pena requerido en el alegato de la acusación, pues cuando se plantean cuestiones federales no es posible soslayar la intervención de la Cámara de Casación como tribunal intermedio, más aún cuando la decisión está en tensión con el deber de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer que impone la Convención de Belém do Pará.


    L., J. W. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19529/2014/TO1/5/1/RH2, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Prórroga de la prisión preventiva. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. De acuerdo al artículo 2º de la ley 24.390 en cuanto dispone que “los plazos previstos en el artículo precedente no se computarán a los efectos de esta ley, cuando los mismos se cumplieren después de haberse dictado sentencia condenatoria, aunque la misma no se encontrare firme”, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en los derechos al recurso y libertad ambulatoria han perdido virtualidad, por lo que la apelación extraordinaria que aquí intenta la defensa carece de la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado. A ello cabe agregar que por imperio del artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, las condenas dictadas resultan actualmente ejecutables.


    A., Omar Néstor y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5776/2013/TO1/3/1/RH3, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Plazos procesales. Sentencia condenatoria. Recurso extraordinario. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. De acuerdo al artículo 2º de la ley 24.390 en cuanto dispone que “los plazos previstos en el artículo precedente no se computarán a los efectos de esta ley, cuando los mismos se cumplieren después de haberse dictado sentencia condenatoria, aunque la misma no se encontrare firme”, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en los derechos al recurso y a la libertad ambulatoria han perdido virtualidad, por lo que la apelación extraordinaria que aquí intenta la defensa carece de la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado. A ello cabe agregar que por imperio del artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la condena dictada a su respecto resulta actualmente ejecutable.


    Recurso queja N° 2 – incidente N° 5 – s/ Incidente de cese de prisión preventiva


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 49709/2015/TO1/5/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. De acuerdo al artículo 2º de la ley 24.390 en cuanto dispone que “los plazos previstos en el artículo precedente no se computarán a los efectos de esta ley, cuando los mismos se cumplieren después de haberse dictado sentencia condenatoria, aunque la misma no se encontrare firme”, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en los derechos al recurso y libertad ambulatoria han perdido virtualidad, por lo que la apelación extraordinaria que aquí intenta la defensa del recurrente carece de la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado. A ello cabe agregar que por imperio del artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la condena dictada a su respecto resulta actualmente ejecutable.


    Recurso de queja N° 2 – incidente N° 13 – Imputado: C., Juan Maximiliano s/ Incidente de cese de prisión preventiva


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3197/2016/TO1/13/2/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de casación. Recurso de reposición (procesal). Derecho al recurso. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    Al rechazar la queja la cámara federal de casación penal afirmó, conforme a su reiterada jurisprudencia, que el recurso de casación no procede en subsidio de la reposición, dado que esa modalidad sólo está prevista para el recurso de apelación según lo establecido por el artículo 448 del Código Procesal Penal. En consecuencia, sostuvo que el reclamo había sido mal dirigido, pues la sentencia definitiva contra la que debió presentarse era la que rechazó la revocatoria. La Corte tiene dicho que las decisiones que versan sobre la admisibilidad de los recursos ante los tribunales de la causa, suscitan cuestiones de carácter fáctico y procesal que no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria. No cabe hacer excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, puesto que lo resuelto por el a quo no se basó en una interpretación de injustificado rigor formal de las reglas de admisibilidad, sino en la aplicación con el alcance que surge de su texto claro y conforme a la jurisprudencia sostenida del tribunal. En tales condiciones, la elección de una vía procesal inadecuada para impugnar lo decidido por parte del recurrente no puede quedar cubierta con la tacha genérica de que lo resuelto constituye un exceso ritual manifiesto. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable al reclamante no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. El hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos, no es absoluta y se ejerce conforme a las reglas que reglamentan su ejercicio. No se presentan las circunstancias que condicionan la aplicación de la doctrina de la gravedad institucional, pues el caso el caso no excede el interés de las partes ni proyecta sus efectos sobre la comunidad, además de que no constituye una causa autónoma de procedencia del recurso, y sólo faculta a la Corte para prescindir de ciertos recaudos formales frustratorios de su jurisdicción extraordinaria, pero no para tomar intervención en asuntos en los que no se ha verificado la presencia de una cuestión federal.


    C., José María y otros s/ Delito de acción pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9810/2004/TO1/8/1/RH5, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad. Apreciación de la prueba. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Prueba de histocompatibilidad. Falta de fundamentación. Derecho al recurso. Doble instancia. Inadmisibilidad del recurso. Derecho a ser oído. Principio de inmediación. Prisión perpetua. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La apelación extraordinaria es parcialmente admisible en cuanto pone en cuestión el tratamiento que los jueces de la causa dieron al derecho, de naturaleza federal, a ser oído que la parte ha esgrimido en su defensa y la decisión del tribunal superior de la provincia que puso fin al pleito, ha sido contraria a la pretensión que en él fundó el recurrente. La impugnación no es procedente en lo que respecta a la alegada arbitrariedad con la que los tribunales han merituado la prueba producida durante el juicio e interpretado las normas del derecho procesal provincial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por finalidad abrir una nueva etapa en el procedimiento ordinario en la que puedan discutirse cuestiones de hecho y de derecho común, ni la corrección de fallos que se reputan equivocados, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema a causa de los cuales los pronunciamientos no alcanzan el mínimo necesario para adquirir, validez jurisdiccional. Dicho criterio adverso, también resulta aplicable respecto de la validez del estudio genético oficial y del alegado derecho a producir uno nuevo. Pues, al desestimar el a quo el planteo de nulidad introducido al respecto, afirmó que era extemporáneo y que el principio de preclusión procesal impedía su consideración en esa instancia, pero el recurrente ha omitido refutar esas consideraciones de la sentencia impugnada y del auto de inadmisibilidad, tanto en el recurso extraordinario como en la presentación de hecho ante la Corte, y ello conduce a la ausencia del requisito de fundamentación acerca de su eventual agravio al respecto. No obstante ese déficit, con arreglo al específico criterio de Fallos: 329:5556, el control de la defensa sobre aquella prueba de cargo puede estimarse efectuado respecto del testimonio que el perito oficial interviniente, al igual que los restantes de parte, prestaron durante el debate. En cuanto a la alegada afectación de la garantía del doble conforme -art. 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos-, la amplitud de la intervención jurisdiccional del superior tribunal impide considerar su menoscabo en los términos de Fallos: 337:901. Ello, sin perjuicio de observar que recién en la presentación de la queja ante la Corte, la defensa ha intentado una parcial y tardía crítica a esa fundamentación, que resulta inatendible en esta instancia. El recurso es formalmente viable en cuanto a la objeción planteada por la defensa respecto a que la sala, al momento de dictar condena de prisión perpetua en etapa de apelación, no tomó contacto personal con el acusado ni recibió directamente de él su versión de los hechos, y que una condena en tales condiciones sería violatoria del derecho a ser oído por los jueces de la causa. Tiene reiteradamente resuelto la Corte, con base en la doctrina sentada en el precedente de Fallos: 328:4343, que la adopción de una decisión judicial de la trascendencia de una condena penal exige, al menos, el mínimo de inmediación propio de la audiencia prevista en el art. 41, inc. 2° in fine, del Código Penal, a efectos de garantizar de ese modo el derecho constitucional del condenado a ser oído por los jueces de la causa antes de que se dicte un pronunciamiento condenatorio en su contra. Si bien la regla citada está prevista en la ley de fondo como parte del procedimiento para la medición de las penas, su observancia como garantía mínima de que una respuesta punitiva no sea "dictada sin escuchar lo que tiene que decir al respecto el condenado" no depende del impacto efectivo que la audiencia pudiera tener en la determinación judicial de la sanción a imponer, como lo ha resuelto la Corte R. 1695, L. XLI, “Rivero, Fernando Gabriel s/ Causa n° 5745”. Por ello, su cumplimiento es exigible también en el supuesto de la imposición de castigos a perpetuidad, cuya determinación está fijada por la ley y no es el resultado de la atribución judicial de individualización de las penas. Los términos categóricos de esta asentada doctrina del Tribunal, así como el hecho de que en el presente litigio está en juego la imposición de la pena más severa prevista en nuestro ordenamiento jurídico, impedían a la corte salteña, eludir el tratamiento del punto de interpretación constitucional que la defensa había llevado a su conocimiento, dar como toda respuesta la observación superficial y genérica acerca de la capacidad de algunos procedimientos escritos de satisfacer el derecho invocado, y disponer un rechazo formal del planteo con el único apoyo de cuáles son las reglas que rigen el procedimiento local de impugnación. El a quo incumplió con el deber que le correspondía como superior tribunal de provincia de atender a la cuestión federal esgrimida, en virtud de la regulación que el legislador hizo del art. 31 de la Constitución Nacional, y la interpretación que de ella ha hecho, la Corte en los precedentes de fallos: 308:490 y 311:2478. En tales casos las legislaturas locales y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo órgano de la justicia provincial; las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas, y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional, los tratados internacionales y las leyes federales.


    S., A. E. y otros s/ Recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1341/2017/RH1, 12 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 6282/2018/1/1/RH1, “N., Glenda Viviana s/ Incidente de reposición”. Doctrina de Fallos: 328:1108.


    Recurso de queja n° 1 – Legajo n° 5 – Imputado: L., Isabel s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 15707/2017/5/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recusación. Oposición fiscal. Jueces naturales. Cámaras de casación. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Con una decisión dogmática y ritualista, el a quo eludió el tratamiento de una cuestión que debía resolver por aplicación de la jurisprudencia de la Corte según la cual siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal capaces de habilitar la competencia extraordinaria de la Corte, en el ámbito de la justicia penal federal, y de conformidad con el ordenamiento procesal aplicable, éstos deben ser tratados previamente por la cámara de casación, en su carácter de tribunal intermedio. Si bien, como regla, no son impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48 las decisiones que resuelven recusaciones de magistrados, en la medida en que no impiden la prosecución del procedimiento, ni implican un pronunciamiento final sobre el fondo del litigio, corresponde, sin embargo, hacer excepción a ese principio cuando la decisión impugnada tiene como consecuencia que el proceso continúe ante un tribunal que no es el que garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional. Ello exige una consideración inmediata en tanto ésta constituye la única oportunidad para la tutela adecuada del derecho invocado. El cuanto al alcance que la cámara de apelaciones dio a la garantía constitucional de la imparcialidad del juzgador, es doctrina de la Corte que es deber de los tribunales evitar que al interpretar y aplicar los regímenes procesales de excusación y recusación de magistrados éstos se transformen en un medio espurio para apartar a los jueces de las causas sometidas a su conocimiento en virtud de su competencia normal establecida por la ley, con la consecuente alteración del principio constitucional del juez natural. Tiene dicho la Corte que la garantía del juez natural, tiende a impedir la sustracción arbitraria de una causa al tribunal que continúa teniendo jurisdicción para casos semejantes. Y es precisamente eso lo que ha efectuado la cámara de apelaciones, y ha eludido revisar el a quo, en tanto resolvió el apartamiento del magistrado a cargo de la instrucción de la causa sobre la base de un hecho que carece del respaldo objetivo exigido por la jurisprudencia de la Corte en la materia. Aun si el tipo de hecho aducido para motivar la recusación fuera por sí suficiente para justificar el alegado temor de parcialidad lo cierto es que la denuncia a la que alude la cámara como fundamento, no habría sido dirigida contra el magistrado posteriormente recusado, sino sólo contra la fiscal de la causa y la secretaria de la fiscalía. La falencia de la decisión que dispuso el apartamiento del juez, la priva totalmente de apoyo objetivo en lo que respecta al supuesto temor de parcialidad invocado; y convertiría al desplazamiento del magistrado en un supuesto de sustracción arbitraria de una causa del conocimiento de quien resulta el juez natural cuya intervención asegura el artículo 18 de la Constitución Nacional. Ese déficit adquiere mayor entidad si, no obstante, se tiene en cuenta que la denuncia en que se fundó el apartamiento habría sido presentada ya iniciado el proceso penal y con motivo de haberse ordenado un allanamiento, lo cual también concurre en abono de la impugnación que pretende el Ministerio Público, al contradecir la expresa previsión de los artículos 58, en función del 55, inciso 8°, del Código Procesal Penal de la Nación, en cuya interpretación debe aplicarse un criterio restrictivo.


    C., Agustín s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/253/1/RH36, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Robo calificado. Partícipe necesaria. Debido proceso. Derecho al recurso. Defensa en juicio. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria; no obstante ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. También es doctrina del Tribunal que a los fines del cómputo del plazo para impugnar lo que debe tenerse en cuenta es la notificación personal al encausado de la decisión que acarrea la firmeza de la condena –dado que la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial a través de los recursos procesales constituye una facultad propia del imputado y no una potestad técnica del defensor– por lo que debe darse cumplimiento a todo recaudo que garantice plenamente el derecho de defensa. Al examinar una situación análoga en “Villarroel Rodríguez”, la Corte reiteró la doctrina que indica que no corresponde establecer diferencias en el cómputo de los plazos tomando como parámetro la situación de libertad personal del encausado, ya que la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial a través de los recursos procesales constituye una facultad que le es propia y no una potestad del defensor, por lo que debe darse cumplimiento a todo recaudo que garantice plenamente el derecho de defensa. El doctor Fayt agregó en su voto concurrente que lo contrario implicaría admitir que una decisión condenatoria quedara firme con la sola conformidad del defensor, temperamento que en modo alguno condeciría con la preferente tutela que debe merecer la garantía de defensa en juicio, cuyo ejercicio debe garantizarse plenamente. El criterio fue reiterado, entre otros, en Fallos: 330:4920. Los agravios cuyo tratamiento reclama el quejoso involucran la vigencia de la garantía a recurrir la sentencia ante un tribunal superior, lo cual configura una cuestión federal que corresponde conocer al a quo con arreglo a la doctrina de Fallos: 308:490 y 311:2478.


    B., Darío Alberto y otros s/ Robo agravado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4901/2015/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Reglas para dictar sentencias. Falta de fundamentación Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al fondo de los planteos, la Corte ha sostenido en Fallos: 326:2783, con remisión al dictamen de la Procuración General, que la sentencia constituye una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. En el mismo orden, la Corte también ha considerado que no obstante que lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Por otro lado, si bien en el sub judice la falta de acreditación de la aptitud para el disparo impide afirmar que la integridad física de las víctimas corrió peligro y consecuentemente calificar al robo a tenor de la figura más grave prevista en el artículo 166, inciso 2°, segundo párrafo, del Código Penal, a raíz del uso del arma la intimidación sufrida por los damnificados fue mayor que la requerida por el tipo básico, lo cual fundamenta la imposición de la agravante del último párrafo de aquella norma. La Corte ha establecido si no se cuestiona la interpretación de una disposición de derecho común, sino que se aduce su aplicación inadecuada que desvirtúa y vuelve inoperante la norma, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, el recurso extraordinario por arbitrariedad resulta procedente. El robo agravado por su comisión con armas, propias o impropias, se funda en el mayor poder intimidante del sujeto activo y el peligro real de la víctima, y requiere que aquéllas se hayan utilizado en una acción violenta o intimidatoria para evitar o doblegar su resistencia, como en el sub lite, blandiéndola o mostrándola en forma significativa. Por ello, la apelación federal deducida es admisible toda vez que el pronunciamiento impugnado se aparta del principio que exige sean fundados y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. En definitiva, la Corte debe hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto, revocar la sentencia y ordenar el dictado de una nueva con arreglo a derecho.


    L., Germán Matías s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27738/2011/TO1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Robo con armas. Pena. Reincidencia. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso extraordinario fue erróneamente declarado inadmisible. La apelación se dirige contra la decisión del tribunal superior de la causa que ha puesto fin a este proceso penal y que, al dejar sin efecto la declaración de reincidencia del condenado, ha causado un agravio a la pretensión punitiva de la parte acusadora que resulta de imposible reparación ulterior. La sentencia recurrida es un ejemplo flagrante de ausencia de coincidencia acerca de los fundamentos de lo que, en definitiva, se dispuso. Los dos magistrados cuyos votos confluyen en la resolución adoptada fundan sus posiciones individuales en consideraciones completamente distintas, e incluso incompatibles entre sí. Uno de ellos entiende que todo el procedimiento ha sido contrario a la Constitución y debe ser declarado nulo, lo que incluiría, por cierto, también la declaración de reincidencia del condenado, la que, agrega a mayor abundamiento, de todas maneras también sería inválida en cualquier caso, por razones independientes, también de orden constitucional El otro, en cambio, presupone la validez constitucional del procedimiento y de las reglas de agravación por reincidencia, y sólo entiende que el artículo 50 del Código Penal, en cuanto exige cumplimiento parcial de una pena privativa de la libertad previa, debe ser interpretado en el sentido de que requeriría no una parte cualquiera, sino más de la mitad y cierta sujeción al régimen de progresividad de la ley 24.660. En definitiva, la sala de casación frustró una pretensión de la parte acusadora, que se había concretado en el acuerdo homologado, sin que ese tribunal haya podido esgrimir una razón suficiente más allá de las opiniones personales, inconsistentes entre sí, de dos de sus miembros, en franca oposición a la citada doctrina constitucional que obliga a los tribunales colegiados a convenir mayoritariamente no sólo en la parte dispositiva de sus pronunciamientos, sino también en la sustancia de las razones que la justifican.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 12 - Imputado: M. Z., Ezequiel Rodrigo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74061/2016/TO1/12/1/RH2, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Salidas transitorias. Procedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. 


    En cuanto a la procedencia formal del recurso extraordinario remisión a los fallos de las causas C. 902, XLVIII, “Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario”; y C. 129, XLIX, “Caggiano Tedesco, CarlosHumberto s/ Causa n° 14569”; Fallos: 336:2392; a los votos de los jueces Lorenzetti, Highton de Nolasco y Maqueda emitidos en esos casos.


    El tribunal ha establecido que salvo la mejor interpretación que de sus propios precedentes pueda hacer la Corte, que el pronunciamiento impugnable mediante recurso federal es la decisión que de modo definitivo adjudica la cuestión en disputa, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión. En cuanto a la cuestión planteada, acierta el recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada mediante recurso federal, en la medida en que carece de la debida fundamentación al no haber explicado el a quo las razones que lo llevaron a apartarse del pronunciamiento dictado en su primera intervención en este caso sobre la misma cuestión.


    F., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO1/221/1/1/RH40, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Recurso de revisión (procesal). Segunda instancia. Declaración testimonial. Defensa en juicio. Principio de inmediación. Denegatoria del recurso. 


    No resulta vedado a los jueces de segunda instancia ponderar el contenido de una declaración testimonial cuando el tribunal oral la hubiera considerado carente de credibilidad. En rigor, salvo una mejor interpretación que de sus propias sentencias hiciera V.E., los jueces de segunda instancia pueden controlar mediante las actas del debate todas las declaraciones testimoniales y estimar su valor para la solución del caso. Lo no controlable es la impresión personal que los testigos pueden causar en el tribunal oral, pero de la cual éste debe dar cuenta circunstanciada si pretende que se la tenga como elemento fundante válido, pues a este respecto también la cámara de casación está facultada a revisar criterios. Respecto de la supuesta lesión del derecho de defensa que habría provocado el control de declaraciones testimoniales en la instancia recursiva, queda claro que la parte propugna la inadmisibilidad, de acuerdo con su inteligencia de la Constitución, de una condena dictada en segunda instancia, al considerar que afecta la garantía del juicio previo, oral, público y contradictorio; ese planteo resulta improcedente dado que, según lo que surge de la decisión del a quo, no fue introducido en el recurso contra la sentencia de condena –trámite durante el cual, además, la parte observó sin reservas esa instancia habilitada en autos luego de la anterior intervención de la Corte–, por lo que es la consecuencia de una reflexión tardía que obsta a su tratamiento por la vía ahora intentada, ya que la jurisdicción del Tribunal se encuentra limitada a la revisión de aspectos sometidos oportunamente a la consideración de los jueces de la causa. Lo mismo sucede respecto al agravio referido al procedimiento de revisión de la condena dictada por primera vez en segunda instancia; En el precedente “Duarte” (Fallos: 337:901), la Corte ha aclarado que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al referirse a la garantía bajo análisis en la sentencia “Barreta Leiva vs. Venezuela”, reconoce que no es necesario que el tribunal de revisión sea jerárquicamente superior –especialmente, cuando no exista en el organigrama de competencias uno que tenga ese carácter– aunque exige como requisito ineludible que sean magistrados diferentes a los que ya juzgaron el caso los que cumplan con la revisión amplia a la que todo condenado tiene derecho. Es cierto que la Corte es jerárquicamente superior a la cámara de casación, pero no podría cumplir con esa función de revisión, dada su competencia limitada por las materias que habilitan la interposición del recurso extraordinario federal, tal como lo advierte la propia Corte Interamericana en el precedente “Mohamed vs. Argentina”. En cuanto al planteo de inconstitucionalidad del artículo 41 bis del Código Penal, no compete a los jueces evaluar el acierto o el error de los legisladores al adoptar las leyes, ni su mérito o conveniencia, y que la declaración de inconstitucionalidad es un acto de suma gravedad institucional, que sólo procede cuando la repugnancia con una cláusula de la constitución es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable. Por ello, dado que el artículo 41 bis establece un aumento de pena cuando alguno de los delitos previstos en aquel código se cometiera con violencia o intimidación contra las personas mediante el empleo de un arma de fuego, a menos que esta circunstancia ya se encontrare contemplada como elemento constitutivo o calificante del delito de que se trate, no se aprecia en el caso ninguna dificultad para su aplicación, por lo que tampoco se verifica la lesión de la garantía constitucional invocada.


    S., Raúl Nemesio y otros s/ Legajo de casación


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 82005564/2006/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. Extinción de la acción penal. Prescripción de la acción penal. Oposición del fiscal. Delito de acción pública. Intervención del Ministerio Público. Facultades de control. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    La negativa a tratar los argumentos del fiscal apelante en contra de la absolución se fundó en razones dogmáticas y, en definitiva, obra en desmedro de la función de actuar en la defensa de la legalidad que el artículo 120 de la Constitución Nacional asigna al Ministerio Público. Más allá de que la cuestión relativa a la adhesión al recurso de otra parte, por tratarse de un tema de derecho procesal es, en principio, propia de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, ello no constituye óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades permiten hacer la excepción posible a esa regla general, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Las normas que invocó el a quo como fundamento de su negativa a responder los planteos del fiscal general eran manifiestamente inaplicables al caso, dado que su intervención en la etapa recursiva no ocurrió por haberse adherido al recurso de otra parte en los términos del artículo 453 del código procesal sino en su carácter de parte necesaria en los procesos por delitos de acción pública y en el marco de la oportunidad que le brinda el artículo 466 del rito. Esta Procuración General en el dictamen de las causas D. 33, L. XLVIII, “D. H.”; L. 497, L. XLVI, “L. San Luis” y B. 195, L. XLVI, “B.” se refirió al rol del Ministerio Público en procesos de acción pública regularmente iniciados cuya prosecución hacia determinada etapa subsiguiente se debe únicamente al impulso de un acusador particular. La función del Ministerio Fiscal se diversifica en dos aspectos: intervención en los procesos cuando se trata de cuestiones donde pueda estar afectado el orden público, dictaminando en calidad de consultor; y ejercicio de la acción cuando este ejercicio es público, fundamentalmente en lo penal y en calidad de órgano acusador". En coincidencia con ese concepto, en el precedente de Fallos: 311:593 la Corte sostuvo que las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público son "no sólo como titular de la pretensión punitiva que se ejerce en la esfera penal, sino también como magistratura de control, a fin de custodiar el orden público y la defensa del orden jurídico en su integridad". El criterio del apelante, en tanto se basa en el ejercicio de esas funciones de contralor, coincide parcialmente con lo sostenido por esta Procuración General. En la causa L. 497, L. XLVI, "L San Luis", se sostuvo que aun cuando el fiscal haya solicitado el sobreseimiento, era procedente que, de prosperar la apelación del querellante, se profundice la instrucción regularmente promovida, y se realicen las diligencias propuestas por esa parte, a resultas de las cuales incluso el titular de la acción pública podría reasumir su potestad requirente. También se afirmó que de ese modo amplio debía interpretarse aquella función de los fiscales, tal como la desempeñan al intervenir en materias no penales, en los casos penales por delitos de acción privada y, excepcionalmente, en los de acción pública cuando ya no la impulsa más que el acusador particular. La ampliación de fundamentos del fiscal en la oportunidad del artículo 466 del código procesal guarda estrecha vinculación con el ejercicio de la función de "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República", asignada a los representantes del Ministerio Público por los artículos 120 de la Constitución Nacional y 1° de las leyes 24.946 y 27.148. Una respuesta motivada a los planteos efectuados en la señalada oportunidad es una exigencia que se deriva de la doctrina de la Corte en cuanto a que “todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución”. En la causa FCT 12000024/2012 “R., Roberto y otros” esta procuración General dictaminó que no existe sostén normativo ni jurisprudencial para esgrimir que la falta de impulso fiscal de la instancia previa, cuando la acción subsiste por acción de la querella, frustre la posibilidad de actuación de otro fiscal de mayor jerarquía por las vías procesales regularmente abiertas. La omisión de tratamiento de los planteos que el fiscal general introdujo ante el a quo configuró un cercenamiento de las funciones que reconoce al Ministerio Público el artículo 120 de la Constitución Nacional y, a la vez, ha privado arbitrariamente a esta parte de la garantía del debido proceso que le asiste, lo cual basta para descalificar este aspecto de lo resuelto.


    Recurso de queja N° 1 – legajo N° 37 Procesado: B., Alejandro Arturo y otros s/ Legajo de casación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9233/1999/TO1/37/1/RH20, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Oposición de fiscal. Recurso de casación penal. Denegatoria del recurso. Facultades del fiscal. Derecho al recurso. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Encubrimiento. Tipo penal. Dolo eventual. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Esta Procuración expuso en el dictamen de la causa “O., Daniel Héctor s/ Causa n° 1011/2013” que, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público según lo decidido en el precedente "Arce", cuando la parte acusadora impugna la sentencia de absolución alegando, no un mero error en la valoración de la prueba, sino el vicio de arbitrariedad, no es posible desoír el planteo mediante la sola aplicación de los límites formales del artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación, sin evaluar el mérito de la petición y desatendiéndola con rigor formalista. Ese criterio se fundó en la doctrina “Di Nunzio” y “Martino”, y en la disidencia de los jueces Petracchi y Bossert en Fallos: 325:502, donde sostuvieron que el a quo debe intervenir previamente sin perjuicio de esa restricción, sólo aplicable para cuestiones de derecho común o de procedimiento, cuando lo que se pretende es un agravio de naturaleza federal, al cual debe asimilarse la causal de arbitrariedad que se alega, en tanto menoscaba la garantía del debido proceso que asegura el artículo 18 de la Constitución Nacional. Este temperamento coincide con el de Fallos: 324:1365. El recurrente no se ha limitado a manifestar una diversa interpretación probatoria sino una franca violación a la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que lo torna formalmente admisible. Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, también ha establecido que corresponde hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Asimismo ha resuelto que por vía de principio, la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, y que no obstante puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad. Esta doctrina es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Se verifica la situación excepcional que habilita la intervención de la Corte, pues la conclusión liberatoria del tribunal de juicio fue posible merced a una consideración fragmentaria y aislada de las pruebas e indicios, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, lo que impidió una visión de conjunto de la prueba reunida y configura un supuesto de arbitrariedad que no debió ser soslayado por el a quo en función de lo previsto en el artículo 456, inciso 2°, del Código Procesal Penal de la Nación y por su carácter de tribunal intermedio con arreglo a lo establecido en “Di Nunzio”. Al respecto, la Corte ha sostenido que si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas, ello no impide determinar si la resolución cuestionada mediante aquel recurso tenía motivación suficiente como para ser considerada acto jurisdiccionalmente válido. La arbitrariedad del tribunal de mérito, consolidada por el a quo al declarar inadmisible el recurso de casación, radica en que su estado dubitativo se asienta sobre un análisis parcial de los elementos de convicción con los que contaba, y en una defectuosa argumentación jurídico penal que lo condujo a descartar la presencia, en el accionar del acusado, del aspecto típico subjetivo necesario para afirmar que obró con conocimiento y voluntad de adquirir un vehículo de origen ilícito. El sentenciante depreció la informalidad y la ligereza con la que se llevó a cabo la operación de compraventa del rodado; y si bien el imputado se explayó respecto de las circunstancias de modo y lugar y en la confianza que depositaba en su abogado para efectuarla, éstas distan bastante para erigir un contexto de meridiana buena fe. Tampoco es acertado el razonamiento utilizado para descartar el tenor de las conversaciones telefónicas agregadas al proceso, toda vez que éstas dan cuenta de la habitualidad y forma en que desarrollaba su actividad de compra y venta de vehículos y del carácter solapado de los diálogos que mantenía con sus interlocutores. El tribunal oral se ciñó a la mención de una prueba de posible obtención, y no consideró siquiera el valor indiciario que se desprende de la lectura de las escuchas telefónicas solamente volcadas en la sentencia, pese a que admitió que surgían evidencias de actividad ilícita, lo que valorado en forma integral con las restantes probanzas y según las reglas de la sana crítica, sólo armonizan con la postura sustentada por el Ministerio Público Fiscal. La Corte ha sostenido la procedencia del recurso extraordinario cuando el razonamiento que sustenta la sentencia se aparta de las reglas de la sana crítica de modo que consagre una solución manifiestamente contraria a la lógica y la experiencia, esto es, del correcto entendimiento judicial. Lo mismo ocurre con la valoración efectuada respecto del certificado de seguro falso. Resulta incompleto el análisis dogmático desarrollado por el tribunal en torno al aspecto subjetivo del accionar del imputado. Las deficiencias que expone el impugnante exceden el nivel de una mera discrepancia con el criterio del juzgador sobre aspectos de hecho y prueba, y constituye una manifestación de desaciertos u omisiones de gravedad extrema en la sentencia que habilitan excepcionalmente la revisión de una materia ajena, en general, a la competencia del Tribunal cuando conoce por la vía del recurso extraordinario federal. Autorizada doctrina considera que la actual redacción del art. 277 inc. 2) acepta que el tipo objetivo sea abarcado por el dolo eventual del autor. Ello es así en los casos en que las circunstancias fácticas que rodean a la receptación de la cosa hagan sospechar al autor que la misma proviene de un hecho ilícito, no obstante lo cual éste actúa despreciando la producción del resultado. Si bien el tribunal oral puso énfasis en la circunstancia de que a simple vista no podía ser detectada la falsedad y/o adulteración del regrabado del motor del vehículo, como de las chapas patentes y la cédula de control, ello no alcanza para desvirtuar los elementos cargosos que destacara la acusación y que, para llevar a cabo la operación de compra venta el imputado no realizó ninguna de las operaciones mínimas habitual al realizar este tipo de negocios, como ser obtener un informe de dominio o realizar la verificación vehicular o cuanto menos, verificar la identidad de la persona del vendedor. La duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales, y conducentes para la solución del litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Ha dicho la Corte que la tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida cuando hay una situación de duda, toda vez que el estado de incertidumbre al que se refiere la ley se desarrolla en el fuero interno de los magistrados como consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto. Pero también es doctrina del Tribunal que la falta de valoración integral de la prueba reunida no se cohonesta con la invocación de la situación de duda, en otros términos, cuando la arbitrariedad radica precisamente en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio. La absolución del acusado no constituye un acto jurisdiccional válido conforme a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en tanto exige que sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, cuestión que debió ser reparada en la instancia por el a quo en su calidad de tribunal intermedio.


    Recurso de queja n° 1 – Recurso de queja n° 7 – Imputado: S., Juan Ignacio s/ Falsificación de documentos públicos y encubrimiento (Artículo 278)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11627/2013/TO1/7/1/RH2, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Violación al deber de cuidado. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fundamentación aparente.


    Tiene dicho al Corte que el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema; y que su aplicación debe ser considerada como particularmente restrictiva cuando las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local. Es criterio de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales de provincia, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado. Sólo mediante una aparente fundamentación el a quo pudo arribar a una conclusión liberatoria. Al tratarse la imputación de un homicidio imprudente contemplado en el artículo 84 del Código Penal, no sólo es la remisión a otras normas del ordenamiento legal lo que va a permitir al juez determinar la conducta debida para luego verificar si hubo o no “infracción al deber de cuidado”, sino que ese juicio de valor se habrá de derivar también de la inobservancia de leyes del arte, normas técnicas y hasta reglas de prudencia no escritas, según los criterios de valoración de institutos como el riesgo permitido, el principio de confianza y otros similares del derecho penal. Independientemente del acierto o error en la construcción de la imprudencia en la sentencia del tribunal que había condenado al imputado, la conclusión del a quo al juzgarla arbitraria, no se ha atendido a todas las circunstancias conducentes para la solución del caso, por cuanto esas prácticas deseables existen y deben ser reconstruidas por el intérprete en cada supuesto en aplicación, incluso, de la regla iura novit curia. El a quo extrajo solamente de los testimonios que no existe una normativa escrita respecto del control posquirúrgico, pero soslayó tomar en consideración cuál era la práctica habitual a seguir, que no es más que observar la lex artis en la situación concreta. Si el personal médico de guardia y de enfermería a cargo actuó de manera correcta en respuesta a los síntomas y evolución de la paciente, y si no hubo error en el diagnóstico de éstos, ello debió conducir a que la causa relevante del resultado fuera posiblemente entonces secuela del acto quirúrgico que había estado a exclusivo cargo del imputado. Decir que el progreso del paciente queda al cuidado de quienes se encontraban a cargo del servicio de guardia, conduce a afirmar que, no sólo en este caso sino en toda situación similar, el cirujano se liberaría de toda complicación postoperatoria por el solo hecho de la intervención de otro u otros profesionales. Por el contrario, si no hubo un control inmediato posterior o un acto de delegación preciso mediante la indicación de un tratamiento para después de la cirugía, el principio de confianza no puede eximir de responsabilidad al profesional que dirigió la operación, que por su formación y función había asumido esa tarea específica y su supervisión general posterior. El a quo omitió considerar que al reglamentar las funciones del cirujano el título XXVII, capítulo IV, artículo 11, de la resolución n° 745/86 –II parte– del Consejo Provincial de Salud Pública de la provincia de Río Negro, se determina su deber de indicar la terapia post-operatoria pertinente, lo cual no parece satisfacerse con la mera indicación de la administración de analgésicos sin la mínima examinación puntual. La sentencia presenta deficiencias que la colocan en contradicción con las reglas de la sana crítica racional como forma de llegar a la verdad posible y, consecuentemente, la desvirtúan como acto jurisdiccional válido. La sentencia absolutoria se ha sustentado en una apreciación incompleta de los elementos de juicio, que no integró ni armonizó las pruebas en su conjunto como es exigible a los pronunciamientos judiciales, sino que las ponderó en forma fragmentaria y aislada, al prescindir de la necesaria correlación entre ellas y, a su vez, con los demás indicios obrantes en la causa; de manera tal que el a quo omitió de modo dogmático examinar cuestiones dirimentes.


    F., J. D. s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1709/2019/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de revisión penal. Superior Tribunal de Justicia. Apreciación de la prueba. Derecho de defensa. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario intentado por el Ministerio Público provincial que atribuye arbitrariedad a la decisión de la corte local, que por mayoría rechazó el recurso de inaplicabilidad de ley con el que la misma parte había impugnado la absolución, es inadmisible y la queja, por lo tanto, debe ser desestimada. Tal como lo ha sostenido reiteradamente la Corte, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la provincia en temas de prueba y de derecho común y procesal local, que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de tal gravedad extrema, que no pueda predicarse de sus fallos que son la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución. La doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una ausencia total de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en una instancia ordinaria más, entre las ya muchas que ha tenido este proceso. La doctrina de la arbitrariedad de sentencia no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente asegurado. A la excepcionalidad propia del control de arbitrariedad por la vía del recurso extraordinario debe sumarse que cuando aquél pretende ser ejercido respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en relación con la interpretación del derecho procesal provincial y la admisibilidad de recursos locales, la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Si bien tal criterio admite excepción, ello sólo es así cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. El recurrente invoca genéricamente una afectación a la garantía de la defensa en juicio, pero lo hace sin demostrar cuál sería la relación directa e inmediata que la violación alegada guardaría con la resolución debatida, en los términos exigidos por el artículo 15 de la ley 48. No hay base sobre la que pueda sostenerse razonablemente que la decisión de la corte provincial haya importado una violación al derecho de defensa de la parte recurrente, ni que sea descalificable por aplicación de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, máxime dado el estándar especialmente restrictivo que corresponde en virtud de la naturaleza de la decisión cuestionada. La resolución del Tribunal que ordenó a la corte provincial pronunciarse acerca del deber de garantizar en el caso la revisión amplia de la condena, a la que tiene derecho todo condenado, fue llevado a cabo finalmente por la sala revisora del tribunal provincial de casación cuya valoración de la prueba no coincidió con el criterio condenatorio sostenido en la instancia de mérito anterior. La tesis acusatoria, según los jueces de la causa, no satisfizo el estándar de doble conformidad. El a quo, a su turno, intervino una vez más, evaluó la sentencia definitiva y concluyó que entre ese pronunciamiento y el anterior sólo hay diferencias razonables en la ponderación de la prueba y en la seguridad con la que es posible apoyar la posición de la acusación. En ese trámite no hay violación al derecho de defensa que alega el recurrente ni, por ello, razones para objetar la sentencia de la corte bonaerense que permitan fundar la competencia por apelación del Tribunal según su doctrina de la arbitrariedad.


    A., C. A. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en causa N° 29.151 del Tribunal de Casación Penal -Sala I- seguida a C., C. A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 711/2019/RH1, 01 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia de segunda instancia. Hechos nuevos. Apreciación de la prueba, Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancias del recurrente. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    Con relación al recurso de revisión, tiene dicho la Corte que "en materia criminal, para garantizar la búsqueda de la verdad material, se prevén excepciones al principio de inmutabilidad de los pronunciamientos judiciales, y tales excepciones están taxativamente enumeradas -a los efectos de conciliar su existencia con el respeto del principio de la cosa juzgada-". La revisión "no constituye un recurso en sentido estricto, sin perjuicio de estar comprendida en el cuadro general de las impugnaciones procesales. Su instancia es una verdadera demanda rescisoria fundada en la injusticia del pronunciamiento condenatorio surgida de circunstancias de hecho que no pudieron ser consideradas al decidirse en firme la causa". Si bien el fiscal general pudo haberse visto compelido a recurrir ante la Corte para que enmiende cualquier tipo de arbitrariedad, dadas las características propias del recurso en trato, así como el inusual surgimiento de la prueba agregada y la solución finalmente arribada, no es posible concordar con su postura. La crítica que dirige el impugnante, de modo general y abstracto, sólo exhibe una mera discrepancia con lo resuelto por cuanto no especificó cuáles eran las pruebas de cargo que hubieran fundado la participación responsable en el delito, ni esgrimió reparo alguno a la valoración global de los elementos de la causa, que específicamente referenció el a quo para fundamentar la absolución. Esta omisión, frente a los términos del fallo impugnado, que incluso contiene una convincente autocrítica a su anterior intervención, determina la improcedencia del recurso extraordinario por carecer de los requisitos previstos en el artículo 15 de la ley 48. No se advierte que la sentencia se haya fundado en una errónea interpretación y aplicación de las normas adjetivas en juego que las vuelva inoperantes y, menos aún, que lo resuelto haya configurado una renuncia consciente a la verdad jurídica objetiva, incompatible con el adecuado servicio de justicia que garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional. Por el contrario, el acta notarial labrado por escribana pública tuvo una significación, a partir de su contenido -que no ha sido puesto en cuestión por el recurrente-, que obligó a un nuevo examen judicial que trascendió su aislada valoración y proyectó su prevalencia por sobre una sentencia que aparece carente de sustento en lo concerniente específicamente a la participación del condenado y, en este contexto, sí tuvo la entidad suficiente para destruir la cosa juzgada del pronunciamiento que había rechazado el recurso de inconstitucionalidad de forma sumamente escueta y en exceso ritualista, al igual que el dictamen previo del fiscal general. En este marco, tampoco la acusación propuso, en el trámite del recurso de revisión, otras indagaciones o diligencias, conforme prevé el artículo 489 del citado código, que eventualmente pudieren desvirtuar dicha prueba. Toda vez que no se encuentra habilitada esta instancia para revisar si hubo un notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento respecto de esa sentencia anterior del superior tribunal de la causa, no se puede dejar de observar que los elementos sobre los que se basó la condena anterior del imputado eran prácticamente inexistentes. De allí, que la aparente contradicción entre dos fallos de un mismo tribunal -bien que con una integración parcialmente diferente- en una misma causa, en todo caso, es sólo en su parte dispositiva, por cuanto no puede haber discrepancia de fundamentos entre una sentencia de absolución y una que dejó firme una condena sin pronunciarse sobre el fondo. La absolución dictada por el a quo cumple con la exigencia que las sentencias deben estar fundadas con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas y constituye una derivación razonada del derecho vigente, más aún cuando dos de los mismos jueces que la suscriben afirman, en una renovada evaluación y mediante una revisión integral del material probatorio obrante en autos, que ya en la anterior oportunidad eran insuficientes los elementos de convicción en su contra. No encuentra una verdadera situación de incertidumbre con entidad para descalificar la certeza subjetiva en que los jueces basaron el fallo absolutorio, o que autorice a sostener que ninguna evaluación razonable de la totalidad de la prueba pudo haber brindado sustento a esa decisión. Antes bien, las objeciones, con base en una posición meramente formal, sólo trasuntan la mera disconformidad con cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal que han sido oportunamente tratadas por el tribunal revisor, en materia que le es propia y de conformidad con las pautas señaladas por la Corte a partir de Fallos: 328:3399 y 4568.


    C., Rubén Ángel y otro s/ Homicidio calificado en ocasión de robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 442/2019/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Apreciación de la prueba. Voto de los jueces. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Revocación de sentencia. 


    Si bien no deben valorarse por la vía intentada cuestiones de prueba y derecho común, si el fallo exhibe un déficit en su fundamentación debe ser descalificado como tal, sin necesidad de analizar si la mayoría del a quo ha brindado una respuesta cabal en los términos de la doctrina “Casal” de la Corte. Si la conclusión del fallo se ha sustentado en la opinión de una sola de las vocales del a quo, el pronunciamiento no puede considerarse como un acto jurisdiccional válido al no contar con una mayoría clara y explícita de fundamentos.


    H., Franco y otros s/ Homicidio calificado, lesiones leves agravadas – Recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1760/2017/RH1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Homicidio calificado por el vínculo. Separación personal. Circunstancias extraordinarias de atenuación. Recurso de inaplicabilidad de ley. Superior Tribunal de Justicia. Recurso extraordinario local. Derecho al recurso. Presentación extemporánea. Prisión perpetua. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación. Insuficiencia del agravio. Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva; no obstante, la regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. La Corte ha señalado que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente y tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Los agravios del recurrente, contra la decisión del a quo por haber convalidado la sentencia del tribunal de casación que descartó la aplicación del artículo 80, último párrafo, del Código Penal por no acreditarse la separación personal, sin analizar otras circunstancias invocadas que probarían que el vínculo conyugal era virtualmente inexistente al punto de hacer decaer el fundamento de la agravante del homicidio prevista en el inciso 1° de esa norma, sólo remiten a cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, por principio, al recurso extraordinario. En la decisión impugnada el a quo sostuvo, en relación al artículo 80, último párrafo, del código de fondo, que si bien la separación de hecho constituye, en principio, un retroceso de la presencia del fundamento de la calificante del vínculo conyugal que habilita la aplicación de la citada norma, ésta opera siempre que entre los hechos no exista alguno que a su vez origine una excepción a las circunstancias extraordinarias de atenuación y, a ese respecto, estimó que las razones expuestas por el tribunal de casación y lo narrado en la sentencia, obstan a su procedencia. Al confrontar los argumentos del recurrente con los fundamentos por los cuales el a quo rechazó el recurso de inaplicabilidad de ley se desprende que la defensa no se hizo cargo de los requisitos que exige la jurisprudencia del tribunal para la procedencia de la atenuante. Ese defecto ha sido censurado por la Corte al sostener que si el recurrente ha omitido hacerse cargo de todos y cada uno de los argumentos en los que el a quo sustentó las conclusiones impugnadas, y los agravios que plantea carecen del desarrollo necesario para demostrar las razones que avalan la pretensión articulada, el recurso extraordinario deducido no satisface el requisito de fundamentación autónoma establecido en el artículo 15 de la ley 48. El recurso es improcedente si no rebate mediante una crítica prolija los fundamentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento impugnado. No se advierte que el a quo se haya apartado de la solución legal prevista para el caso pues ha realizado una exégesis razonable de la norma. Se ha sostenido que las circunstancias extraordinarias son aquellas inhabituales, fuera del orden o regla natural, graves e inusitadas que generan una situación excepcional en la relación entre la víctima y el victimario, que vuelve inexistentes las consideraciones que han llevado al codificador a agravar el homicidio en orden a la disminución del respeto hacia el vínculo, que determinan la conducta del sujeto activo, sin que se lleguen a dar los requisitos de la emoción violenta; reducen la culpabilidad y por ende el grado de reproche. La aplicación de la atenuación es facultativa y no beneficia a aquel cuya conducta sea producto de la inestabilidad emocional, susceptibilidad extrema, irascibilidad o intemperancia. La crítica del recurrente se limita a discutir la inteligencia asignada a una norma de derecho común y su adecuación al caso, aspectos que, por regla, constituyen facultades propias de los jueces de la causa y resultan extraños al recurso extraordinario, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. La inteligencia del tipo penal efectuada por los jueces de la causa no configura un supuesto de arbitrariedad normativa, en la medida que no se aparta de la solución legal prevista para el caso mediante una exégesis irrazonable que la desvirtúe y la torne inoperante con serio menoscabo de garantías constitucionales. La defensa no logró demostrar la arbitrariedad alegada que lesionaría el derecho a la revisión de la condena acorde al estándar fijado en Fallos: 328:3399 y 4568; así, este aspecto del recurso extraordinario no cumple con el recaudo de la fundamentación autónoma exigida por el artículo 15 de la ley 48, por lo cual la vía que se pretende ha sido bien denegada. Es doctrina del Tribunal que es tardía la cuestión federal que sólo es invocada en oportunidad de la interposición del recurso extraordinario, razón por la cual ha juzgado extemporáneo el planteo de inconstitucionalidad así introducido, toda vez que al no haber sido sometido a consideración de los jueces de la causa no puede ser tratado en la instancia de excepción. La Corte considera que el ejercicio del control de constitucionalidad de oficio por los magistrados debe tener lugar en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. El contralor normativo a cargo del juez presupone un proceso judicial ajustado a las reglas adjetivas aplicables entre las cuales revisten especial relevancia las que determinan la competencia de los órganos jurisdiccionales y, sobre todo, las que fijan los requisitos de admisibilidad y fundamentación de las presentaciones o alegaciones de las partes. Con invocación de lo dispuesto en los artículos 161, inciso 3° a., de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 451, 494 y cctes. del código procesal local, el a quo rechazó el planteo vinculado a la violación de los artículos 4° y 5° del Pacto de San José de Costa Rica por juzgar que era fruto de una reflexión tardía y por ende inabordable en el marco de su competencia revisora. El Tribunal ha considerado que las decisiones de los superiores tribunales de provincia que deciden sobre la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son en principio revisables en esta instancia, excepto que sin fundamentación suficiente, conduzcan a una restricción sustancial de la vía utilizada con menoscabo de la garantía del debido proceso. En el precedente "Maldonado", la Corte juzgó que por regla general, cuando se trata de homicidios agravados cometidos por mayores, la sola subsunción de la imputación en el tipo penal basta para dejar sentada la gravedad del hecho sin necesidad de mayores argumentaciones, pues la pena prevista es absoluta y por lo tanto, no exige, de hecho, ningún esfuerzo argumental adicional para la determinación de la pena: prisión perpetua. Las penas absolutas, tal como la prisión perpetua, no admiten agravantes o atenuantes pues el legislador ha declarado, de iure, que todo descargo resulta irrelevante: son hechos tan graves que no admiten atenuación alguna, y concluyó que en los casos de plena culpabilidad por el hecho, este recurso legislativo resulta, en principio, admisible.


    M., Antonia Marta s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2678/2017/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    In dubio pro reo. Apreciación de la prueba. Excusas absolutorias. Costas. Recurso extraordinario. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. Recursos. Efecto extensivo. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    El agravio que invoca la lesión del principio in dubio pro reo sosteniendo que las pruebas no logran remover las dudas razonables acerca de la intervención en los delitos por los que fue condenado, persiste en planteos e hipótesis que, de manera unánime, la Cámara de Casación desestimó a partir de la consideración de la totalidad del material probatorio colectado, cronológicamente analizado y debidamente comprobado, que da cuenta de todas las conductas que desplegó el imputado hacia el único objetivo de disponer del acervo hereditario. La Corte tiene dicho que si bien la duda, en tanto que estado de la conciencia, es de naturaleza subjetiva, no debe por ello dejar de estar fundamentada en la expresión de una minuciosa, racional y objetiva valoración de todos los elementos de prueba apreciados en forma conjunta. Es que todo asunto del pasado, sujeto a evidencia y demostración, está abierto a una duda posible o imaginaria, razón por la cual el concepto más allá de duda razonable es en sí mismo probabilístico y no se refiere simplemente a una duda posible, del mismo modo que tampoco a una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón. Los agravios del recurrente no lograron poner de manifiesto una situación de incertidumbre real que autorice a cuestionar la certeza subjetiva de los jueces que pronunciaron la condena. Su crítica ante el a quo de los argumentos de prueba del tribunal de mérito no se basa precisamente en una valoración armónica de todas las evidencias sino, por lo contrario, en la descomposición del cuadro probatorio y el análisis atomizado de cada indicio particular, que prescindió de la visión de conjunto necesaria para llegar a conclusiones bien fundadas, lo cual constituye un método que la Corte ha descalificado en Fallos: 320:1551; 327:5356 y 341:336. Los agravios alcanzan apenas el nivel de una mera discrepancia con el criterio del juzgador sobre los aspectos de hecho y prueba que lo condujeron a tener por demostrada la intervención punible del acusado, lo que por cierto no constituye una manifestación de desaciertos u omisiones de gravedad extrema en la sentencia que habilitarían excepcionalmente la revisión de una materia ajena, en general, a la competencia del Tribunal cuando conoce por la vía del recurso extraordinario federal. Las mismas consideraciones son aplicables a las alegaciones vinculadas a los diversos institutos que conforman la teoría de la imputación objetiva o una supuesta omisión de tratamiento de un error de prohibición en el que habría recaído el imputado. Es improcedente la apelación que ataca la valoración de los elementos de juicio que hizo el a quo en su sentencia cuando tales agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba que han sido resueltas por parte de los jueces de la causa con fundamentos que la defensa ha sometido al control de un tribunal revisor, que atendió a las objeciones del recurrente y las rechazó motivadamente. Tampoco los agravios de la apelación federal conmueven lo resuelto por el tribunal casatorio, en cuanto desecha que la situación de autos fuera asimilable a la excusa absolutoria prevista en el artículo 185 del Código de fondo. Acerca de la imposición de costas, el recurrente no precisa de qué manera resultaría aplicable la excepcionalidad de la cuestión, ni se advierte la errónea subsunción del caso en la regla general del artículo 531 del código adjetivo, lo cual determina su improcedencia. El tratamiento de la arbitrariedad alegada en el agravio expreso de la apelación extraordinaria del coimputado, cuya queja tramita en paralelo, acerca de dos cuestiones sustanciales del pronunciamiento impugnado, resulta pertinente en el sub judice, pues al involucrar sus consecuencias la situación del imputado de esta causa, es de aplicación el efecto extensivo del recurso –previsto en el art. 441 del Código Procesal Penal de la Nación– en virtud de la doctrina de la Corte que, para la apelación federal, emana de Fallos: 307:2236; 308:733; 310:2402; 316:1328; 319:1496 y 320:854, entre otros. No se encuentra debidamente fundada la sentencia en lo concerniente a la consumación de los dos hechos subsumidos en el artículo 172 del Código Penal –nominados como “estafa procesal”-. Mediante una confusión de planos, se estimó consumado y se condenó al imputado por un delito integrándolo con los requisitos del otro. Si bien la interpretación de los elementos necesarios para la integración de los delitos tipificados en la ley penal importa una facultad propia de los jueces de la causa y constituye una cuestión de derecho común cuyo examen es, por ende, ajeno a esta instancia extraordinaria ello no impide que, ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis autorice la excepción posible a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, en la medida en que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas de la causa. Los aspectos de la decisión apelada carecen de fundamentación suficiente, con afectación de la garantía constitucional del debido proceso, pues no cuentan con apoyo en las constancias del expediente y que incurre además en una autocontradicción que lo desvirtúa como acto jurisdiccional válido.


    Recurso Queja nº 1 - Incidente nº 3 - Procesado: T., Carlos y otros s/ Incidente de Recurso Extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46276/2004/TO1/3/1/RH1, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Peculado. Deliberación. Ampliación de la prueba. Deber de imparcialidad. Principio de inmediación. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Interrupción de la deliberación.


    Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal. Ha señalado que le corresponde al Tribunal decidir si existe o no el supuesto de arbitrariedad de sentencias, lo cual no releva a los órganos judiciales de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta con fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso de excepción, ya que de ser seguida la orientación opuesta, debería admitir que su jurisdicción extraordinaria se viese, en principio, habilitada o denegada sin razones que avalen uno u otro resultado, lo cual irroga un claro perjuicio al derecho de defensa de los litigantes y al adecuado servicio de justicia de la Corte. El tribunal superior local denegó de modo razonable el recurso extraordinario, analizando de manera concreta y en materia que le es propia, los agravios cuya desatención erróneamente se reclama. Como respuesta a la pretendida afectación de los principios de imparcialidad e inmediación, debido a que el a quo habría omitido pronunciarse sobre el planteo de nulidad de la sentencia ante una supuesta interrupción injustificada de la deliberación, al haberse ordenado la ampliación de prueba ya producida, el a quo concluyó que se trató de un argumento sin sustento alguno, en tanto que lo que existió fue un error material en el acta de debate. Tal yerro consistió en haber consignado como fecha del acta la del 22 de febrero de 2017 cuando, en rigor, la audiencia tuvo lugar el 7 de marzo de ese año. En el caso no hubo una producción de prueba de oficio y, con ello, tampoco una interrupción injustificada de la deliberación por parte del sentenciante. La ley procesal local en el art. 404, prevé la interrupción de la deliberación y la reapertura del debate si el tribunal “estimare…absolutamente necesario ampliar las pruebas incorporadas”, lo cual también desvirtuaría la objeción. Esta conclusión no se altera por la circunstancia de haber sido recién advertido ese error material en ocasión de resolver el a quo sobre la admisibilidad de la apelación federal. El planteo carece de la debida fundamentación pues el apelante no logra explicar, más allá de sus propias conjeturas, en qué medida una interrupción como la que alega o la citación tardía de uno de los testigos pudo haber afectado la imparcialidad de la jueza interviniente. Los argumentos en este sentido han quedado reducidos a meras discrepancias sobre el alcance de normas de derecho común y procesal local, con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuya apreciación constituye facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción circunstancia que, por otra parte, también alcanza al agravio referido a la arbitrariedad de la sentencia. Si bien la Corte tiene resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a aquella regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, no es esa la circunstancia que se configura en el caso, pues la resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y cuenta con fundamentos jurídicos mínimos, necesarios y suficientes frente a una posible descalificación en tales términos. De la prueba producida en el caso no surge controversia alguna en cuanto a que la condenada, actuando como letrada apoderada de Vialidad de la provincia en un juicio ejecutivo ante Juzgado Civil y Comercial, solicitó el libramiento de un cheque, que luego cobró personalmente en una sucursal del Nuevo Banco del Chaco y debía depositar en la cuenta del ente provincial. La suma del cheque no fue rendida en forma individual ante el organismo, y que aun cuando la defensa se aferra a que del fallo surge la imposibilidad de determinar su acreditación junto con otros valores, lo que razonablemente se colige de esa conclusión es que si no existe comprobante de ninguna clase es justamente porque aquella operación (ya sea en forma individual o conjunta) nunca fue realizada por la encausada. No se encuentran motivos que alcancen para descalificar lo decidido por el a quo, o que autoricen a sostener que ninguna evaluación razonable de la prueba pudo haber brindado sustento a esa decisión. Las críticas del recurrente configuran solamente su disconformidad con las conclusiones a las que se arribaron en forma contraria a sus pretensiones, sin que se adviertan, ni se haya logrado demostrar, los vicios alegados que habilitarían su descalificación como acto jurisdiccional válido, máxime ante el criterio restrictivo con el que la tacha de arbitrariedad rige en casos como el de autos.


    Z., Mirtha Beatriz s/ Fraude contra la Administración Pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1398/2018/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Prisión perpetua. Homicidio agravado. Circunstancias extraordinarias de atenuación. Recurso de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos locales que le son llevados a su conocimiento, por versar sustancialmente sobre cuestiones de hecho y de derecho procesal, no son susceptibles de revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48; aunque ha expresado, también, que tal circunstancia no es óbice para la apertura del recurso extraordinario cuando media arbitrariedad en la decisión, restringe indebidamente el derecho de defensa y causa un gravamen de insuficiente reparación ulterior. La mayoría de la corte provincial ha incurrido en la misma omisión que achaca a la sentencia del Tribunal de Impugnación, pues en el considerando 7° de su pronunciamiento se limitó a enlistar, también de modo genérico, los nombres de los testigos cuyas declaraciones no habrían sido valoradas adecuadamente en la instancia revisora anterior, pero tampoco expresó por qué de allí surgían las razones para hacer lugar a la pretensión planteada por el Ministerio Público en el recurso de inconstitucionalidad contra la sentencia que había atenuado la pena y, así, descartar la existencia de las circunstancias extraordinarias de atenuación del último párrafo de artículo 80 del Código Penal. La mera enunciación de los agravios que había introducido el fiscal no satisface el requisito de fundamentación que allí mismo predica respecto de todo pronunciamiento judicial. Esa omisión adquiere mayor gravedad porque el sentido de la decisión importaba que recobrara validez la pena de prisión perpetua aplicada a la acusada por el Tribunal de Juicio. Los propios términos de la sentencia impugnada exhiben una contradicción y ausencia de fundamentación que impone su descalificación como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, lo que hace procedente el planteo de la defensa.


    Recurso de Queja – Imputada: G., Yamila Luján s/ Homicidio agravado por el vínculo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 700/2018/RH1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. Oposición del fiscal. Sistema de enjuiciamiento. Sistema acusatorio. Ejecución de la pena. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Es arbitraria la sentencia que se limitó a invocar, de manera general, el “modelo de proceso acusatorio que diseña nuestra Constitución Nacional”, y a transcribir doctrina y jurisprudencia con abstractas consideraciones acerca de los principios de contradicción e imparcialidad, sin relacionarlas con las concretas circunstancias del monto de pena impuesto por el magistrado de grado ni cotejarlas con las disposiciones del Código Procesal Penal de la Nación. Esa decisión se basó en la dogmática calificación del procedimiento penal nacional como acusatorio, pese a que la legislación procesal en vigencia lo caracteriza como un sistema mixto en el que se combina una etapa con principios de puro cuño acusatorio –la del debate– con otras –como la de instrucción– cuyas regulaciones no se ajustan en su totalidad a esa denominación. La opinión mayoritaria del pronunciamiento apelado omitió considerar la regla específica prevista en el artículo 401, párrafo primero, de aquel cuerpo legal, que dispone que en la sentencia, en tanto los hechos del debate sean coincidentes con los de la acusación, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta a ésta “aunque deba aplicar penas más graves”. En el precedente “Quiroga”, la Corte reconoció que “la estructuración de un sistema procesal en el que el fiscal es verdaderamente ‘titular de la acción penal’ supone una arquitectura legislativa compleja, que sin lugar a dudas no ha sido realizada hasta hoy. Frente a esta situación, sólo nos queda a los jueces intentar solucionar con prudencia la difícil convivencia entre el art. 120 de la Constitución Nacional, la ley orgánica del Ministerio Público y un código procesal en que perduran innumerables elementos inquisitivos, pero que no podrían considerarse ‘tácitamente derogados …”. Si bien la sanción del Código Procesal Penal Federal ha modificado ese estado normativo, su inaplicabilidad al sub judice hace que esas consideraciones del Tribunal mantengan vigencia a los fines de la impugnación que intenta el Ministerio Público. La resolución apelada posee en este aspecto una fundamentación defectuosa que la transforma en arbitraria. La decisión también resultó dogmática en cuanto que la decisión de disminuir la pena no proviene de considerar que el tribunal de juicio unipersonal efectuó una errónea o arbitraria valoración de las pautas establecidas en los artículos 40 y 41 del Código Penal. Por el contrario, se observa que dicho tribunal realizó diversas valoraciones de las atenuantes y agravantes de la pena y, no obstante ello, impuso el mínimo legal aplicable de cuatro años de prisión. Pretender que el fiscal puede privar a los magistrados del ejercicio de su jurisdicción forzaría a interpretar que los magistrados del tribunal oral se habrían visto obligados al apartamiento del ejercicio de su jurisdicción y despojados del control de legalidad que, por imperio normativo, les corresponde esencialmente. Tiene dicho el Tribunal que en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley. Ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia. No puede válidamente sostenerse que en este caso el tribunal de juicio haya decidido de manera ultra o plus petita. El fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    Z., Sergio Gabriel s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 13175/2016/TO1/2/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas y la aplicación de normas de derecho procesal constituyen facultad de los jueces de la causa y no son, por principio, susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria ante la Corte, ella misma puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    R., D. S. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29052/2013/TO1/3/1/RH1, 10 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Pena. Multa. Monto de la pena. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    La resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y cuenta con los fundamentos jurídicos mínimos, necesarios y suficientes frente a una posible descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Los planteos de la defensa evidencian sólo una opinión diversa sobre la cuestión tratada y resuelta, en consonancia con lo señalado por el representante de este Ministerio Público ante la Cámara Federal de Casación Penal. El a quo sustentó el rechazo del tratamiento de los argumentos de la defensa acerca de la irrazonabilidad de la pena de multa impuesta en orden a las condiciones personales de su asistido cuando, haciendo hincapié en que la sanción del mínimo legal, en el caso particular, no luce irracional ni desproporcionada. El temperamento aludido por la Cámara, tiene su origen en numerosos precedentes de la Corte, en los cuales se sostuvo que el examen de esta clase de cuestiones resulta ajeno al control jurisdiccional. La Corte tiene dicho que las decisiones relacionadas con la aplicación del monto de la pena resultan privativas de los jueces de mérito y que si los agravios sobre la presunta desproporcionalidad de la pena se dirigen contra el criterio empleado por el juez para su individualización, dentro de los límites mínimo y máximo de la escala penal correspondiente, de ordinario no habilitan la jurisdicción extraordinaria, salvo caso de arbitrariedad. No obstante que el delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, por el cual ha sido condenado, persigue un propósito de carácter netamente económico y lucrativo, los jueces estimaron pertinente la determinación de una multa de la menor cuantía posible dentro del amplio margen que prevé el tipo penal. El sentenciante efectivamente tuvo en cuenta la situación particular del nombrado a la hora de estimar la cuantía de las sanciones normativamente previstas y el a quo juzgó que no resultaba “irracional ni desproporcionada”, por lo que su agravio solo refleja una mera discrepancia con el criterio adoptado sobre esa base y, en consecuencia, resulta inatendible por la vía intentada. Los planteos de la parte recurrente, que se sustentan en la pretendida imposibilidad de afrontar el pago mínimo de la multa, se vincularía con aspectos de hecho que, por regla y en las condiciones del caso, resultan ajenos al recurso extraordinario. Es criterio de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces intervinientes, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado. En este aspecto, el recurso tampoco puede tener favorable acogida. El artículo 21 del Código Penal establece que es deber de los magistrados examinar la alternativa de hacer efectivo el pago sobre los bienes, sueldos u otras entradas del condenado, a la vez que podrá autorizarlo a amortizarla mediante el trabajo libre o a hacerlo en cuotas, contemplando la viabilidad de tales posibilidades con arreglo a su capacidad de cumplimiento. El planteo examinado carece de gravamen actual, pues la conversión de la multa en días de prisión estipulada en la norma y de la cual se queja el apelante, depende de la constatación previa del incumplimiento por parte del condenado y del posterior fracaso de las demás variantes que puedan adoptarse para facilitar su pago. Al alegarse dificultades para abonar el mínimo de la multa sin precisiones concretas y puntuales acerca de cuáles serían los inconvenientes que se darían, en su caso, con cada una de esas diversas alternativas, el planteo luce como una alegación en abstracto y conjetural acerca de sus posibilidades económicas, insuficiente para tener por comprobada la actualidad del agravio. La defensa sostiene que esa imposibilidad de pago derivaría automáticamente en la imposición de más días de encierro, lo cual constituye un argumento que tampoco encuentra asidero, pues de una interpretación razonada del propio texto de la norma se colige que el incumplimiento de la sanción no tiene como consecuencia inmediata dicha conversión, sino que esa modalidad constituye su ultima ratio, pues previo a pronunciarse en tal sentido, el magistrado interviniente debe procurar el cobro de la multa a través de la implementación de alguna de las otras soluciones expresamente previstas. En el caso no se constata la existencia de un gravamen actual, real y concreto en los términos invocados, por lo que resulta inoficioso su tratamiento. La reforma llevada a cabo por el Congreso de la Nación con el dictado de ley 27.302 tuvo por único y principal propósito el de incorporar un mecanismo de actualización para sus montos que, por hallarse determinados nominalmente en la redacción original, habían quedado notoriamente desfasados ante las sucesivas fluctuaciones del valor de la moneda nacional. Con esa finalidad, el legislador estableció como parámetro objetivo las llamadas unidades fijas, para cuyo valor estimó como referencia el del costo del formulario para la Inscripción en el Registro Nacional de Precursores Químicos, de manera tal de mantener en el tiempo el monto real estipulado originalmente para esta clase de sanciones, evitando de ese modo el dispendio de tener que verse obligado a legislar nuevamente sobre la cuestión ante eventuales cambios en la realidad económica. La clara voluntad del legislador ha sido que la escala penal para esta clase de sanciones se actualice con un parámetro razonable e imparcial, a los únicos efectos de conservar su valor. Es doctrina de la Corte que la aplicación de tal mecanismo de actualización no importa el agravamiento de la pena prevista para la infracción cometida, toda vez que la actualización allí prevista no hace a la multa más onerosa sino que mantiene el valor económico real de la moneda frente a su progresivo envilecimiento. En otros términos, lejos de agravar la sanción prevista, impide que ésta se desnaturalice. El indicador estipulado de ningún modo puede ser entendido como una delegación de facultades sancionatorias en cabeza del Poder Ejecutivo, por cuanto la norma en cuestión preserva la estructura típica de mínimos y máximos sobre la cual únicamente el juzgador puede seleccionar las penas a imponer. Además, hacerse eco de una interpretación como la que se pretende, tendría como ilógica consecuencia que el Poder Legislativo se viera impedido de utilizar mecanismos para el mantenimiento de la vigencia de los montos de las multas dispuestas en las leyes. El sistema de actualización de montos también ha sido recientemente contemplado por el legislador, entre otras cuestiones, para una adecuada determinación de los valores de los parámetros monetarios relativos al Régimen Penal Tributario. Teniendo en cuenta que la declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, al no haber demostrado el recurrente el modo concreto en que se habrían visto afectadas las garantías fundamentales de su asistido, genéricamente invocadas, sus argumentos en este sentido también reflejan una mera discrepancia con las razones que el a quo utilizó para desestimar la cuestión y ello determina la improcedencia de este aspecto del recurso.


    Recurso de queja n° 5 – Principal en Tribunal Oral 0 – Imputado: V., Luis Sebastián s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 10408/2018/TO1/5/RH1, 30 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia firme. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Desistimiento del recurso. 


    La Corte ha sostenido de manera reiterada que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aun cuando sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 6 - Imputado: V. G., Carlos Ramón y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002721/2008/TO1/6/1/RH2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Extinción de la acción penal. Interpretación de la ley. Cámaras de casación. Recurso de casación penal. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cámara Nacional de Casación Penal como tribunal superior de la causa. Precedente “Di Nunzio”.


    Con una decisión manifiestamente arbitraria, el a quo eludió el tratamiento de una cuestión que debía resolver por aplicación de la jurisprudencia según la cual "siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del art. 14 de la ley 48". El a quo denegó la impugnación que formuló el Ministerio Público, contra la decisión judicial que clausuró definitivamente la pretensión punitiva que le corresponde con arreglo al artículo 120 de la Constitución Nacional y las leyes dictadas en su consecuencia, en especial, con referencia a la “posibilidad de declarar extinto un delito cuando la ley no lo prevé”, en la que puso en cuestión la inteligencia que los jueces de la causa asignaron al artículo 16 de la ley federal 24.769, con una resolución que tiene sólo una fundamentación aparente, lo que de por sí la invalida como acto jurisdiccional con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, incumpliendo el papel que le compete de conformidad con el criterio sentado en el precedente "Di Nunzio". El artículo 16 de la ley 24.769 establecía que “en los casos previstos en los artículos 1° y 7° de esta ley, la acción penal se extinguirá si el obligado, acepta la liquidación o en su caso la determinación realizada por el organismo recaudador, regulariza y paga el monto de la misma en forma incondicional y total…”, por lo que, toda vez que el primer supuesto de mención refiere a la evasión simple de tributos, y el segundo, a la evasión simple de recursos de la seguridad social, es claro que los delitos de apropiación indebida de recursos de la seguridad social, contenidos en el artículo 9° de dicha ley, no quedaban abarcados por la norma. No obstante, tal redacción fue sustituida por la del artículo 14 de la ley 26.735, que reza: “el sujeto obligado que regularice espontáneamente su situación, dando cumplimiento a las obligaciones evadidas, quedará exento de responsabilidad penal siempre que su presentación no se produzca a raíz de una inspección iniciada, observación de parte de la repartición fiscalizadora o denuncia presentada, que se vincule directa o indirectamente con él”. El impugnante afirma que no es lo mismo evadir que apropiarse, pues mientras en la evasión no se paga el impuesto al que se está obligado, en la apropiación los tributos son retenidos y no depositados. La afirmación que utilizó la Cámara Nacional en lo Penal Económico, para desechar este argumento, resulta genérica e imprecisa en sus alcances por cuanto confunde la acepción común del verbo evadir con su acepción jurídica en materia tributaria, toda vez que expresó “que el deber de un empleador de depositar lo retenido de los haberes de sus empleados constituye una obligación que resulta evadida cuando no se cumple con ese deber. Su regularización, por consiguiente, se encuentra comprendida en el artículo 16 de la ley 24.769”. La circunstancia de haberse excluido la especificación referente a los tipos penales aplicables a esta regularización, no puede ser indicativa de que la intención del legislador habría sido la supresión de aquella limitación y la ampliación de las posibilidades de su utilización para otras figuras contempladas en aquella ley, pues si bien se eliminó la primera parte de la redacción original, se incluyó la referencia al cumplimiento de las “obligaciones evadidas”, en clara alusión a las figuras de evasión. Es más expresa la exclusión si se toma en consideración que desde la perspectiva teleológica que ofrece la secuencia legal en la materia, no solo en la normativa citada el legislador optó por la exclusión de la extinción por pago en los supuestos de apropiación, sino también en el nuevo Régimen Penal Tributario introducido por el artículo 279 de la ley 27.430, en el que el legislador mantuvo un sistema especial de extinción de la acción penal con respecto a algunos delitos previstos por aquél. La nueva redacción del mentado artículo 16 dispone que “en los casos previstos en los artículos 1°, 2°, 3°, 5° y 6° la acción penal se extinguirá, si se aceptan y cancelan en forma incondicional y total las obligaciones evadidas, aprovechadas o percibidas indebidamente y sus accesorios, hasta los treinta (30) días hábiles posteriores al acto procesal por el cual se notifique fehacientemente la imputación penal que se le formula”. No obstante que por razones temporales no es la normativa aplicable a los hechos de los presentes actuados, de su redacción surge indudable la continuidad de la exclusión que sostiene este Ministerio Público si se observa que actualmente la apropiación indebida de recursos de la seguridad social, prevista en su artículo 7°, tampoco está alcanzada por esa modalidad de extinción de la acción. Las argumentaciones del recurrente debieron ser evaluadas por el a quo de conformidad con la doctrina de la Corte que afirma que la inconsecuencia o falta de previsión no se supone en el legislador y, por esto, se reconoce como principio que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto. La omisión dogmática del tratamiento de este fundado aspecto de la impugnación y de los aspectos federales que por su materia involucra la inteligencia de la norma que rige el sub judice, alcanza para desvirtuar lo resuelto. La Cámara Federal de Casación tampoco podía omitir el control de la sentencia impugnada al tener en cuenta que el recurrente había planteado que los agravios también conformaban una cuestión federal por cercenar en forma indebida el derecho a impugnar el fallo ante un tribunal superior para que se examine en forma integral la aplicación e interpretación de la misma norma de carácter federal aplicable al caso –artículo 16 de la ley 24.769, texto según artículo 14 de la ley 26.735–, pero específicamente en lo vinculado a la definición del término “espontáneamente”, toda vez que en autos el pago se produjo luego de ser intimado el imputado, fruto de las actuaciones administrativas labradas por el organismo recaudador. El texto legal es claro en este aspecto, por lo que la exclusión de la facultad de obtener la exención de responsabilidad si la presentación se produce a raíz de una inspección, observación o denuncia, es decir, no espontánea o voluntariamente, no admite mayores márgenes interpretativos más que su verificación fáctica en cada caso, por lo que resulta aplicable la doctrina del Tribunal que establece que la primera fuente de interpretación de la leyes su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de su texto, y cuando ella no exige esfuerzo en su hermenéutica debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. El criterio restrictivo que postula el recurrente con fundamento en la letra de la ley instituye un efecto de incentivo para el cumplimiento de la normativa administrativa tributaria y un desincentivo para la realización de conductas ilícitas. Si las autoridades o los juzgadores relajan sus requisitos por vía interpretativa, se neutraliza dicho efecto, pues qué actor racional pagaría antes algo que, en todo caso, puede aplazar –sin ninguna sanción o consecuencia– incluida también la posibilidad de no pagar ante la chance de no ser intimado a hacerlo en tiempo hábil.


    Recurso de Queja N° 3 – Incidente N° 29 – Imputado: B., Lázaro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 536/2016/29/3/RH3, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Asociación ilícita. Tipo penal. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento de recurso. 


    Las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas, la calificación de la imputación y la aplicación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. La Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Si el recurrente sostiene, con argumentos suficientes, que la decisión apelada se basa en fundamentos aparentes, debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias elaborada por la Corte. Es arbitraria la decisión del a quo, la cual sólo fue posible merced a un claro apartamiento de las constancias comprobadas de la causa, dado que ellas no permiten descartar que los imputados hayan integrado una asociación ilícita. La asociación ilícita debe tener una estructura organizada y un número mínimo de tres integrantes con vocación de permanencia, ligados por un acuerdo previo y colectivo de cometer una cantidad indeterminada de delitos. Las privaciones ilegales de la libertad y las torturas en las que habrían intervenido los imputados se cometieron como parte del plan de represión ilegal sistemática que se ejecutó en nuestro país durante el último gobierno de facto, cuya finalidad era la denominada “lucha contra la subversión”. Si se consideran probadas esas circunstancias, tal como se lo ha hecho al confirmarse el auto de procesamiento de los imputados, resulta incoherente negar que en el caso se haya demostrado la existencia de un grupo integrado por más de tres personas, vinculadas por el objetivo común de ejecutar el citado plan de represión ilegal, lo que implicaba la comisión de un número indeterminado de delitos mediante el aporte previamente determinado de cada miembro, y que ese vínculo tenía carácter estable y permanente, de modo tal que la estructura predispuesta para alcanzar aquel objetivo se mantuvo activa por años. Esas circunstancias satisfacen plena e indiscutiblemente la descripción del tipo del artículo 210 del Código Penal, lo que impide descartar la imputación a esta altura del proceso. Sin embargo, con total desapego por el texto de la ley aplicable al caso, la cámara de apelaciones sostuvo, con la posterior aprobación del a quo, que cabía descartar la asociación ilícita en la medida en que los militares que intervinieron en los delitos cometidos en la ejecución de aquel plan, habrían actuado en cumplimiento de una orden dictada por un gobierno constitucional, por lo que no habrían sido ellos quienes se pusieron ese objetivo de común acuerdo, conformando entonces una asociación ilícita para perseguirlo. Al sostener esa tesis, la cámara desconoce, infundadamente, que el 24 de marzo de 1976 las fuerzas armadas asumieron la suma del poder público, tras derrocar a aquel gobierno constitucional. Los jueces no se hicieron cargo de explicar cómo puede conciliarse tal circunstancia fáctica incuestionable, con su tesis de que los militares responsables de los crímenes de lesa humanidad cometidos durante el último gobierno de facto actuaron, en rigor, siguiendo las órdenes del gobierno constitucional que ellos mismos habían derrocado. El plan de represión importaba la utilización de la estructura orgánica de las fuerzas armadas y de sus recursos materiales, y la asignación a sus efectivos, como los imputados en esta causa, de roles específicos para la ejecución de los hechos conducentes a la obtención del objetivo que se habían propuesto. Para sostener la acusación de integrar esa asociación ilícita, no basta con el señalamiento de que los imputados eran efectivos de la Armada. Carece de todo fundamento la exigencia de que el acuerdo de voluntades requerido para la asociación ilícita deba ser únicamente expreso. No hay ninguna razón para que éste no pueda ser tácito, tal como en el caso de quienes llevaran a cabo comportamientos inequívocamente dirigidos a brindar un aporte a la asociación. Lo decisivo es que el autor, en ese caso, exteriorice mediante su conducta la intención de someterse a la voluntad del grupo. Es por lo demás indiferente, desde el punto de vista de la subsunción típica, la forma en que los miembros de la asociación llegaron a ponerse de acuerdo. En efecto, no importa si algunos llevaron la iniciativa y sellaron el pacto asociativo expresamente, y otros adhirieron más tarde incluso de manera tácita. Tampoco se puede admitir que se descarte que los imputados integraron una asociación ilícita con la sola afirmación de que ellos eran “dependientes de una estructura militar, lo que incide en la necesaria convergencia de voluntades”; ello equivaldría a sostener que, en rigor, con su conducta funcional a la ejecución del plan criminal no brindaron tácitamente su acuerdo con ese plan, sino que obraron bajo coacción. No es un requisito típico la identificación de todos los miembros de la asociación, sino que basta con tres, así como tampoco se requiere determinar la identidad del jefe u organizador, ni siquiera que exista uno, pues la norma del artículo 210 no prevé esa figura como elemento necesario del tipo, ni es imprescindible para tenerlo por consumado el esclarecimiento de la fecha de constitución de la asociación o del momento en que sus integrantes asumieron esta calidad. La prueba de la existencia de una asociación es independiente de la prueba de aquellas circunstancias. La decisión del a quo de sobreseer a los imputados se basa en una consideración parcial de las circunstancias comprobadas de la causa y en una interpretación y aplicación de la ley que la desvirtúa, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    B., Mario José y otros s/ Legajo de apelación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000004/2007/127/1/RH15, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Oposición del fiscal. Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Privación ilegal de la libertad. Universidades nacionales. Crímenes de lesa humanidad. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    La apelación federal resulta formalmente admisible pues, aun cuando la cuestión planteada pueda ser considerada de hecho y prueba, regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos que constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. La Corte ha establecido que la calidad de los agravios que formula el recurrente suscita cuestión federal suficiente toda vez que medió arbitrariedad al resolverse que los hechos investigados no se subsumen en el tipo de delitos de lesa humanidad, lo que involucra la exégesis de normas de naturaleza federal y pone en riesgo los compromisos asumidos por el Estado argentino frente a la comunidad internacional para la investigación y sanción de sus responsables. Su tratamiento es pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48. Al denunciar a quienes estaban ejerciendo su derecho constitucional de protesta en la UTN de General Pico, el interventor de la universidad habría buscado, en rigor, darle un viso de legalidad a las detenciones que ya se habían dispuesto desde el poder político con el fin de identificar a quienes, tras el golpe de Estado, serían secuestrados por ser considerados opositores del régimen. Esta hipótesis también resulta apuntalada por el hecho de que durante el último gobierno de facto el interventor de la universidad sería colaborar civil del Batallón 601 del Ejército, al que se le atribuiría la comisión de centenas de desapariciones forzadas en ese período. Es doctrina de la Corte que la circunstancia de que la detención de los damnificados tuviera origen en la denuncia por la comisión de un delito común, no constituye un extremo que conduzca, por sí solo, a descartar la comisión de delitos de lesa humanidad. Los pretextos o circunstancias para la privación de la libertad en aquellos años han sido muy variados, de modo que la “averiguación de antecedentes” o la denuncia por delitos contra la propiedad podían ser modos de encubrimiento de otras motivaciones reales; o incluso, aun cuando hubieran sido verdaderos aquellos motivos, los informes posteriormente llegados sobre los antecedentes políticos del detenido podían determinar un cambio de actitud en los agentes de las fuerzas de seguridad. Resulta prematuro descartar que las detenciones de los damnificados hayan estado vinculadas a la política de represión ilegal promovida desde el gobierno nacional de ese entonces contra una parte de la población civil. Por el contrario, los hechos podrían constituir, de acreditarse que su comisión se caracterizó por tales circunstancias, concretos actos ejecutivos del ataque desplegado de conformidad con la particular política represiva de la época. Y es el debate oral la etapa del proceso adecuada para dilucidar esa incógnita satisfactoriamente, de acuerdo con las reglas constitucionales que definen las condiciones estructurales del juicio previo, pues la calificación de los hechos, tal como ha sido planteada esta cuestión por el recurrente, no puede lograrse con rigor epistemológico en un plano exclusivamente teórico, sino que la tarea requiere un amplio análisis fáctico que sólo puede tener lugar en el marco de un procedimiento contradictorio. La decisión impugnada mediante recurso federal se basa en conclusiones que sólo fueron posibles merced a una consideración parcial e inadecuada de las circunstancias fácticas señaladas por los representantes de este Ministerio Público, y a la omisión de valorar argumentos conducentes para la correcta solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    Recurso Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: R., Carlos Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/110/1/1/RH48, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Plazos procesales. Oposición del fiscal. Fallos del Superior Tribunal. Ley procesal. Ley provincial. Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    El recurrente sólo cuestiona el alcance de una norma procesal local que ha sido aplicada y cuya interpretación fue revisada por los magistrados de la provincia, con suficiente apoyo en consideraciones de derecho común provincial. El planteo es, por ello, ajeno a la competencia extraordinaria de la Corte. La doctrina de la arbitrariedad de sentencias es de carácter excepcional, máxime cuando la resolución impugnada está vinculada con la admisibilidad de recursos locales ante los tribunales superiores provinciales. No se puede pretender con ella sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni corregir en una instancia federal fallos locales que una parte reputa equivocados. Sólo admite el control de desaciertos u omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Las normas de derecho internacional a las que el recurrente alude en el escrito de interposición de la apelación extraordinaria, tal como han sido invocadas, no guardan relación directa e inmediata con el punto interpretativo en disputa en este litigio. Por lo demás, no hay indicación en el legajo de que hayan sido esgrimidas oportunamente ante los jueces de la provincia. El recurrente no habría argumentado en el proceso que la interpretación que cuestiona “implicara una violación del sistema constitucional o convencional en contra de los intereses de la víctima en el proceso, ni ha alegado la inconstitucionalidad de la Acordada 25/17 del Superior Tribunal que, para los fines del control de las decisiones judiciales, establece que se entiende por sentencia definitiva la resolución que condene, absuelva o imponga una medida de seguridad”. Esa omisión impide por sí atender al planteo.


    M., Federico s/ Negociaciones incompatibles con el ejercicio de las funciones públicas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2357/2019/RH1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de apelación. Querella. Adhesión al recurso. Fiscal general. Recurso de casación. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Debido proceso. Defectos en la fundamentación normativa. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento de la Cámara de Apelaciones, que decidió declarar inadmisible la adhesión del fiscal y mal concedidos los recursos de apelación de la querella, denegó la intervención del fiscal general mediante afirmaciones dogmáticas y fundamentos sólo aparentes. Si bien la cuestión relativa a la adhesión al recurso de otra parte, por tratarse de un tema de derecho procesal, es, en principio, propia de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, ello no constituye óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades permiten hacer la excepción posible a esa regla general, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La conclusión a la que llegó el a quo sobre ese asunto es resultado de una inadecuada comprensión de las normas aplicables, en la medida en que el análisis de la Cámara de Apelaciones se había ceñido al texto del artículo 453 del Código Procesal Penal de la Nación. Al así proceder, no sólo ha omitido valorar esa disposición en armonía con el mandato constitucional del Ministerio Público Fiscal de velar por los intereses generales de la sociedad y defender la legalidad de la actuación de las instituciones y el respeto de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos, facultándolo a promover la actuación de la justicia, sino también en cuanto a la reglamentación de esas funciones a través de los artículos 1° de la ley 24.946 y 9° de la ley 27.148. Asimismo, ha privado de su completa significación a la regla general prevista en el artículo 439 del texto del mismo ordenamiento procesal, que reconoce a todas las partes del proceso la facultad de adherir a la impugnación concedida a otro, sin distinción, y sin discriminar fundamentos, que pueden ser contrarios o similares a los del recurso al que se formula la adhesión. Es doctrina de la Corte que “todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución”. No existe sostén normativo ni jurisprudencial para esgrimir que la falta de impulso fiscal al no interponer recurso contra el sobreseimiento dispuesto, donde la subsistencia de la acción se encuentra vigente por impulso de la querella, selle la posibilidad de actuación de otro fiscal de mayor jerarquía. El a quo ignoró cuestiones y argumentos relevantes para la solución del caso, y por ello la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido. La decisión de la Cámara Federal de Casación Penal, que declaró inadmisible la queja deducida por el representante del Ministerio Público Fiscal, es arbitraria por cuanto, para denegar la queja del recurso de casación interpuesto, se limitó a señalar que los argumentos traídos a estudio por el fiscal no logran refutar el razonamiento que realizó la cámara y que sus agravios son meros juicios discrepantes con el decisorio cuya impugnación postula. Se trata de un fundamento aparente pues, precisamente, el tribunal de apelación no había dado tratamiento a sus objeciones respecto del fondo de la cuestión, vedando la posibilidad de revisión y de ejercer un adecuado control de legalidad sobre lo decidido por el juez de primera instancia; y eso es lo que se pretendía en la impugnación ante el a quo. De este modo, la cámara de casación canceló la vía recursiva con base en fórmulas estereotipadas sin advertir que el tribunal de segunda instancia obturó la posibilidad de revisar la responsabilidad jurídico penal de un miembro sindicado como parte de una presunta organización criminal, con lo que el Ministerio Público Fiscal se ve virtualmente impedido de continuar de otra manera con su función constitucional de garantizar el interés social en el caso. Resulta contradictorio la decisión de la Cámara Federal de Casación Penal que, en cambio, decidió hacer lugar y conceder el recurso de casación, conforme lo previsto en el artículo 456 del código ritual, que la parte querellante también dedujo queja por recurso de casación denegado argumentando su impugnación en idénticos razonamientos a los del Ministerio Público Fiscal. Resulta aplicable la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de “tribunal intermedio”.


    R., Roberto y otros s/ Recurso de queja


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12000024/2012/86/1/RH7, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Subrogancia del juez. Nombramiento. Recusación. Garantías procesales. Jueces naturales. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que no basta para satisfacer la exigencia de fundamentación del recurso la reiteración de los agravios formulados en la instancia anterior sin rebatir los argumentos del fallo impugnado que les dan repuesta, del mismo modo que no cubre ese requisito la invocación genérica de garantías constitucionales sin una referencia concreta a las circunstancias de la causa. La parte recurrente, pese a invocar la doctrina Fallos: 338:1216, así como las garantías del juez natural y la prohibición de comisiones especiales, nada dijo acerca del argumento del a quo sobre la total falta de relación de tales normas y criterios con lo resuelto en este caso. El juez designado para intervenir en este caso obtuvo su nombramiento en virtud del procedimiento constitucional normal y no resultó necesario un sorteo u otro mecanismo objetivo de selección por la simple razón de que era el único integrante de la clase elegible, esto es, del conjunto de jueces de primera instancia de la jurisdicción más próxima. La cuestión no cambia por el hecho de que la parte recurrente afirme una interpretación alternativa de las reglas procesales según la cual los candidatos a subrogar en el órgano vacante eran los jueces del tribunal oral de Salta, mientras que la Cámara Federal de Casación, en tanto autoridad de superintendencia de aquéllos, niegue esa posibilidad sobre la base probable de que los integrantes del tribunal oral no pueden intervenir en juicios del procedimiento escrito previsto en la ley 2.372. Son los jueces federales de primera instancia los que poseen competencia similar a los jueces de sentencia del anterior ordenamiento procesal. Ese tipo de discrepancias sobre cuestiones de derecho procesal que, aun de carácter opinable, han sido resueltas sin arbitrariedad, son ajenas a la revisión de la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, incluso cuando estén referidas a normas de procedimiento de naturaleza federal. El planteo contra el rechazo de la recusación presenta los mismos defectos, pues no tiene un fundamento autónomo sino que se basa en el mismo alegado defecto del “método utilizado para la selección” del juez, “a partir del cual nace la sospecha de parcialidad”. No se encuentra lesionada la garantía del juez natural. El recurrente no ha ofrecido una explicación razonable de porqué un temor de parcialidad puede nacer de la forma en que fue designado el juez subrogante en esta causa. El recurrente no ha logrado presentar un caso en el que prima facie aparezcan comprometidas las garantías constitucionales del juez natural e imparcialidad, por lo que debe ser distinguido de aquellos en que el rechazo de una recusación dio lugar, de manera excepcional, a la intervención de la Corte con anterioridad a la sentencia definitiva, fuera de los cuales rige el principio de admisibilidad restrictiva.


    Recurso de Queja N° 7: Imputado: L., Ricardo s/ Incumplimiento de autoridad y violación deberes de funcionario público, etcétera


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14000727/2007/7/RH5, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Suspensión de juicio a prueba. Oposición del fiscal. Funcionarios públicos. Administración pública. Empleados de banco. Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    La decisión de la Cámara Federal de Casación Penal, que resolvió anular la resolución del Tribunal Oral en lo Criminal Federal en cuanto había denegado la suspensión del juicio a prueba respecto del nombrado, resulta arbitraria. El voto que conformó la mayoría no expuso por qué la disposición del artículo 76 bis, párrafo séptimo, del Código Penal, en que basaron su oposición tanto la fiscalía como el tribunal oral, podría razonablemente ser objeto de una inteligencia distinta de la que surge naturalmente de su redacción. La sola referencia a las pautas generales que regulan la suspensión del juicio a prueba no puede generar una autorización legal no escrita al a quo para realizar otra interpretación acerca de la norma que dispone de un modo directo la improcedencia de la suspensión del juicio a prueba respecto de funcionarios públicos que en el ejercicio de sus funciones hubiesen participado de un delito, como tampoco a descalificar la oposición fiscal basada justamente en aquella exclusión. Si bien es cierto que el principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal, no quedan dudas que la exégesis de la norma no puede exceder los límites de la razonabilidad, y la elección de la interpretación más favorable debe darse siempre dentro de aquéllas que la ley admite, pues la lisa y llana supresión de su contenido dispositivo supone transgredir las atribuciones otorgadas a los jueces. La Corte ha expresado que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la voluntad del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley así como que las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras que emplean, sin molestar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento corriente. El artículo 1° de la ley 25.188 delimita el alcance para el ejercicio de la función pública, sin excepción, para todas las personas que se desempeñen en la misma, en todos sus niveles y jerarquías, en forma permanente o transitoria, por elección popular, designación directa, por concurso o por cualquier otro medio legal, extendiéndose su aplicación a todos los magistrados, funcionarios y empleados del Estado. Y define a la función pública como toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos. En orden a la imposibilidad de la concesión del beneficio a los agentes estatales, el legislador no efectuó distinción o clasificación alguna que refiera a su grado de participación o jerarquía dentro de la estructura administrativa sino que, por el contrario, su voluntad fue que la norma fuera extensiva a todo aquel que de algún modo tuviera injerencia en la administración, lo cual se ve plasmado también en el artículo 77 del Código Penal, en cuanto define indistintamente al funcionario o empleado del Estado como a “todo el que participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas sea por elección popular o por el nombramiento de autoridad competente”. La mayoría del a quo sobrepasó la limitación expresamente prevista en el párrafo séptimo del artículo 76 bis, a través de la aplicación de una clasificación sobre los agentes estatales que la legislación no prevé, y que tal cuestión adquiere notoria gravedad institucional, en tanto la Corte tiene dicho que “los jueces no deben decidir sobre la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus funciones, ni pronunciarse sobre la oportunidad o discreción en el ejercicio de aquéllas, ni imponer su criterio de eficacia económica o social al Congreso Nacional, en tanto el control de constitucionalidad no autoriza a la Corte a sustituir en su función a los otros poderes del gobierno”. La improcedencia de la probation, entre otros supuestos, ha sido determinada para los casos en los que “un funcionario, en ejercicio de sus funciones, hubiese participado en el delito”. Frente a esa clara previsión legal, el temperamento impugnado también desatiende los criterios de la Corte en cuanto a que la exégesis de la ley no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone, a la vez que ha significado transgredir la regla ubi lex non distinguit nec nos distinguire debemus. Una adecuada interpretación de las normas referidas lleva razonablemente a concluir que, en tanto el hecho de haber realizado veintidós extracciones de dinero irregulares de una caja de ahorro, fue perpetrado valiéndose inequívocamente para ello de su rol de cajero del Banco de la Nación Argentina, dicha actividad necesariamente debe ser enmarcada dentro de la definición de funcionario público en los términos del artículo 77 y, por lo tanto, el acusado se encuentra excluido de la posibilidad de acceder a la suspensión del juicio a prueba en el proceso que se le sigue. La sentencia de la cámara, en cuanto argumenta que sólo los gerentes y miembros del Directorio pueden ser considerados funcionarios públicos, se sustenta en una inteligencia de la norma que la desnaturaliza y también en afirmaciones meramente dogmáticas, que no constituyen una derivación razonada del derecho vigente, a la vez que se apartan de las circunstancias del caso. Por ello, corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. El artículo 76 bis del Código Penal exige el consentimiento fiscal como requisito para la procedencia del beneficio, extremo que, además, fue ratificado por el plenario 5 “Kosuta” del tribunal a quo, donde sostuvo que la oposición del fiscal es vinculante para el otorgamiento del beneficio. Tampoco lo es que la facultad de control sobre la razonabilidad del dictamen fiscal no autoriza a los magistrados a sustituir la voluntad del Ministerio Público sino, en el mejor de los casos, a declarar la nulidad del acto y reclamar una nueva opinión fiscal, pues tal es el único modo de conciliar la previsión legislativa con aquellas facultades de control jurisdiccional. El voto que conforma la mayoría en la sentencia que sostiene que la oposición del Ministerio Público a la concesión de la suspensión del juicio a prueba, fundada en el incumplimiento de alguno de los requisitos previstos en la norma, no resulta obligatoria para el tribunal, sólo contiene la transcripción de una afirmación formulada en una obra de doctrina, pero ningún argumento que explique las razones por las cuales el fiscal no podría oponerse a la suspensión del juicio a prueba cuando razonablemente considerara incumplido algún requisito legal para su procedencia. En el dictamen emitido por esta Procuración General en Fallos: 336:392 se argumentó que el artículo 76 bis del Código Penal prevé explícitamente su consentimiento como requisito ineludible para acceder al beneficio, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas, requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. Se agregó en ese sentido, que el Congreso no es el único poder ni organismo del Estado con facultades en materia de política criminal, y que en la disposición en examen los legisladores han efectuado una remisión a las que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales. La interpretación parcial de las disposiciones del artículo 76 bis del Código Penal realizada por el a quo importó pasar por alto extremos que, en definitiva, resultaban determinantes para una correcta solución de la cuestión bajo su examen, en mérito de la cual se arribó a una conclusión que no luce ajustada a derecho que, como tal, amerita su descalificación en los términos planteados en el recurso.


    Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 2 - Imputado: Q., Guillermo Nicolás s/ Incidente


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 32010037/2012/TO1/2/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    El argumento sobre el que se sustenta la decisión apelada resulta arbitrario, en tanto los votos que conformaron la mayoría no expusieron por qué la disposición del artículo 76 bis, párrafo séptimo, del Código Penal, en que habían basado su oposición tanto el fiscal como el tribunal oral, podría razonablemente ser objeto de una inteligencia distinta de la que surge con naturalidad de su redacción. La sola referencia a las pautas generales que regulan la suspensión del juicio a prueba no puede generar una autorización legal, no escrita, para que el a quo realice otra interpretación acerca de la norma que dispone de un modo directo la improcedencia de la suspensión del juicio a prueba cuando un funcionario público, en ejercicio de sus funciones, hubiese participado del delito, ni tampoco para descalificar la oposición fiscal basada justamente en aquella exclusión. En ese sentido, la sentencia recurrida omitió explicar fundadamente por qué la decisión del legislador de dejar fuera del universo de los delitos que admiten el beneficio a aquéllos en los que hubiese tomado parte un funcionario público, prevista de manera específica, permitía una interpretación tan contraria a su texto expreso. Ello resultaba de suma relevancia, teniendo en cuenta que la aplicación que la Sala hizo del instituto dejó sin sentido y tornó inoperante lo dispuesto en el artículo 76 bis, párrafo séptimo, del Código Penal, sin que hubiera mediado, además, una expresa declaración de inconstitucionalidad. Si bien es cierto que el principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal, no quedan dudas que la exégesis de la norma no puede exceder los límites de la razonabilidad, y la elección de la interpretación más favorable debe darse siempre dentro de aquéllas que la ley admite, pues la lisa y llana supresión de su contenido dispositivo supone transgredir las atribuciones otorgadas a los jueces. La Corte ha expresado que “la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la voluntad del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley así como que las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras que emplean, sin molestar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento corriente”. En la resolución puesta en crisis el a quo sobrepasó la limitación expresamente prevista en la norma aplicable, al introducir una distinción entre los partícipes de esta clase de delitos que la legislación no prevé, y que tal cuestión adquiere notoria gravedad institucional, en tanto la Corte tiene dicho que “los jueces no deben decidir sobre la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus funciones, ni pronunciarse sobre la oportunidad o discreción en el ejercicio de aquéllas, ni imponer su criterio de eficacia económica o social al Congreso Nacional, en tanto el control de constitucionalidad no autoriza a la Corte a sustituir en su función a los otros poderes del gobierno”. Es oportuno recordar aquí, que la improcedencia de la probation, entre otros supuestos, ha sido determinada para los casos en los que “un funcionario, en ejercicio de sus funciones, hubiese participado en el delito”. Frente a esa clara previsión legal, el temperamento impugnado también desatiende los criterios de la Corte en cuanto a que la exégesis de la ley no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone, a la vez que ha significado transgredir la regla ubi lex non distinguit nec nos distinguire debemus. La actividad desplegada por todos los coimputados de haber robado los rieles de las vías del ferrocarril, valiéndose inequívocamente de la participación del intendente de la localidad de Las Viñas, necesariamente debe ser enmarcada dentro de aquellos casos en los cuales se encuentra vedada la posibilidad de acceder a la suspensión del proceso a prueba en los términos del artículo 76 bis, párrafo séptimo, del Código Penal. En cuanto al carácter vinculante del dictamen de la fiscalía, resulta oportuno recordar que no es dudoso que el artículo supra mencionado exige el consentimiento fiscal como requisito para la procedencia del beneficio que nos ocupa, extremo que, además, fue ratificado por el Plenario n° 5 “Kosuta” del tribunal a quo, donde sostuvo que la oposición del fiscal es vinculante para el otorgamiento del beneficio. Tampoco lo es que la facultad de control sobre la razonabilidad del dictamen fiscal no autoriza a los magistrados a sustituir la voluntad del Ministerio Público sino, en el mejor de los casos, a declarar la nulidad del acto y reclamar una nueva opinión fiscal, pues tal es el único modo de conciliar la previsión legislativa con aquellas facultades de control jurisdiccional. Sin perjuicio de ello, la negativa del fiscal respecto de la concesión de la suspensión del juicio en el caso concreto cuenta con fundamentos jurídicos válidos y suficientes, no solo con respaldo en razones de política criminal, sino también en una adecuada exégesis de las disposiciones del citado artículo 76 bis, párrafo séptimo; argumentación que, por otra parte, fue receptada por el tribunal oral al pronunciarse por el rechazo del beneficio respecto de todos los imputados. En el dictamen emitido por esta Procuración General en Fallos: 336:392, en lo atinente al instituto de la suspensión del juicio a prueba, en su vinculación con las funciones del Ministerio Público Fiscal, sus facultades en materia de política criminal y el carácter de su dictamen, se argumentó que el artículo 76 bis prevé explícitamente su consentimiento como requisito ineludible para acceder al beneficio, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas, requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. Se agregó en ese sentido, que el Congreso no es el único poder ni organismo del Estado con facultades en materia de política criminal, y que en la disposición en examen los legisladores han efectuado una remisión a las que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales. La interpretación parcial de las disposiciones del artículo 76 bis del Código Penal realizada por la Cámara a quo importó pasar por alto extremos que, en definitiva, resultaban determinantes para una correcta solución de la cuestión bajo su examen, en mérito de la cual se arribó a una conclusión que no luce ajustada a derecho y, con ello, amerita su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    Recurso de queja n° 1 – incidente n° 5 – imputado: R., Rodrigo Horacio y otros s/ Robo


    FSA-Justicia Federal de Salta, 22000400/2011/TO1/5/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Apreciación de la prueba. Presunciones. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Los argumentos que sustentan la posición de este ministerio público han sido suficientemente desarrollados por el fiscal general recurrente en sus presentaciones anteriores, a cuyos términos, por razones de brevedad, corresponde remitirse. En relación con la prueba de indicios la Corte ha señalado que la eficacia de evidencia de ese tipo depende de la valoración conjunta que se haga de ellos teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia. Acierta el apelante en su tacha de arbitrariedad, pues frente al cuadro de indicios que mencionó, el juicio acerca del elemento subjetivo al que se arribó no se compadece con la inexcusable valoración de conjunto de tales extremos a la que la Corte ha hecho alusión. Resulta aplicable la doctrina sentada por la Corte en el precedente "Di Nunzio", y que el a quo, al rechazar el recurso ante él interpuesto, rehusó arbitrariamente ejercer su jurisdicción como tribunal intermedio.


    Recurso de queja n° 4 - Principal en Tribunal Oral - Imputado: M. N., Cristian Javier s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5, inciso c)


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 18430/2018/TO1/4/RH1, 27 de mayo de 2020


    Ver dictamen


    Violación de derechos humanos. Crímenes de lesa humanidad. Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Sentencia absolutoria. Recurso de casación penal. Oposición del fiscal. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas, la calificación de la imputación y la aplicación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Resulta descalificable como acto jurisdiccional válido aquella sentencia absolutoria que solo se basa en consideraciones parciales e inadecuadas de la prueba colectada, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes. Resulta descalificable de acuerdo con la doctrina de la arbitrariedad la sentencia que no toma en cuenta pruebas y argumentos conducentes para la adecuada solución del caso. Aun cuando se admitiera que no existe prueba suficiente para sostener la hipótesis de que el acusado tuvo el dominio del curso causal del homicidio del damnificado, lo cierto es que si se acepta, como resulta lógico, que la privación ilegal de la libertad del damnificado fue el antecedente necesario de aquel delito, de ello se sigue que quienes prestaron su aporte para el primer hecho, también contribuyeron a la consumación del segundo. Si el imputado fue condenado como partícipe necesario de la privación ilegal de la libertad del damnificado, cabe concluir que, al haber intervenido en ese hecho en su calidad de integrante del grupo de tareas liderado por su hermano, fue consciente de que su conducta generaba un riesgo jurídicamente desaprobado para la vida de ese detenido, que no podía confiar en que este riesgo no se concretaría y que, finalmente, ello fue lo que ocurrió, lo que basta para atribuirle el homicidio a título doloso.


    M., Rubén Arturo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000250/2012/TO1/19/1/RH6, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Violencia de género. Sentencia absolutoria. Apreciación de la prueba. Principio de libertad probatoria. Cuestiones de hecho y prueba. Tribunal Superior de la Causa. Cámaras de casación. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Lo atinente al alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de los recursos deducidos ante ellos no constituye, en razón de su carácter fáctico procesal, cuestión federal que justifique el otorgamiento de la apelación extraordinaria salvo supuestos de arbitrariedad, doctrina ésta última que procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, garantías que también amparan a este Ministerio Público Fiscal. En el mismo orden el Tribunal ha señalado que si bien las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, corresponde hacer excepción a tal regla sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, en salvaguarda de las citadas garantías, cuando la decisión apelada frustra el alcance de la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, ni para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales. No obstante, si bien las objeciones a las sentencias relativas a las cuestiones de aquella naturaleza son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia cuando el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico, con base en la exclusiva la voluntad de los jueces. La magistrada recurrente formuló agravios con base en la existencia de cuestión federal, así como en la doctrina de la arbitrariedad; y es criterio de la Corte que corresponde atender primeramente a los últimos pues, de configurarse tal vicio, no habría sentencia propiamente dicha. Sin perjuicio de ello, el Tribunal ha considerado que si existe conexión entre la interpretación del derecho federal y las causales de arbitrariedad invocadas, es adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos. El tribunal de casación al no habilitar su jurisdicción y negarse a contestar los argumentos del recurso de casación de la fiscal, en el cual había fundamentado de manera suficiente porqué la absolución del imputado debía ser descalificada como acto judicial válido, incurrió en arbitrariedad. Al absolver al imputado el tribunal oral se apartó tanto del método de visión en conjunto establecido por la Corte para la valoración de la prueba como de lo dispuesto por la Convención de Belem do Pará y por la ley 26.485, reglamentaria de la convención citada, con relación al abuso sexual agravado. El delito en cuestión puede ser acreditado por cualquier medio de prueba (art. 206 del código procesal aplicable); así, entre los que puede valorar libremente el tribunal se encuentra el testimonio de la víctima y, en tanto la regla “testis unus, testis nullus” no se encuentra receptada en el ordenamiento, su sola declaración puede ser suficiente para acreditar los extremos de la imputación. La conducta atribuida al imputado configura claramente un supuesto de violencia contra la mujer en los términos de los artículos 1° de la Convención de Belem do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485, concretamente violencia física, psicológica y sexual. En esta ley el principio de libertad probatoria ha sido expresamente consagrado tanto por su artículo 16, que establece que además de todos los derechos reconocidos en la Constitución Nacional, los tratados internacionales y leyes dictadas en consecuencia, la mujer víctima de violencia de género tiene el derecho y la garantía “a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”, como en su artículo 31 que dispone que en las resoluciones “regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la sana crítica”. El inciso d) del artículo 16 citado también prescribe que la opinión de la mujer “sea tenida en cuenta al momento de arribar a una decisión que la afecte”. Es decir, esas previsiones legales otorgan un resguardo específico a la declaración de la mujer que alega haber sido víctima de violencia de género, que debe ser especialmente atendida por los jueces en consideración a que los hechos de esta naturaleza habitualmente se cometen en un ámbito de privacidad y sin la presencia de testigos directos. Al descartar sin fundamento la declaración de la víctima de abuso sexual pese a la coherencia interna del discurso y su corroboración objetiva externa, máxime cuando por ser menor de edad también estaba en una situación de vulnerabilidad a la violencia, el tribunal de juicio desatendió aquellas pautas especialmente exigibles. Al negarse a reparar el agravio en la instancia y convalidar la absolución dictada en esas condiciones no obstante la evidente relación directa entre la inobservancia de esas normas federales y lo resuelto, el a quo incurrió en arbitrariedad e incumplió con el deber del Estado establecido en el artículo 7°, inciso b, de la citada convención, de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer. Ese temperamento determina que la sentencia impugnada debe ser descalificada como acto judicial válido. La absolución en orden al delito de abuso sexual agravado resulta arbitraria porque en la valoración de la prueba no se respetó el método de visión en conjunto. En ese sentido la Corte ha señalado que es arbitraria la sentencia absolutoria que valoró la prueba en forma fragmentada y aislada, incurriendo en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, en especial cuando prescindió de una visión de conjunto y de la necesaria correlación entre los peritajes, la prueba informativa y la testifical, y de todos ellos con otros elementos indiciarios. El examen de cuestiones de hecho, prueba, derecho común, constituye materia propia de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Cabe hacer excepción a ese principio, y habilitar tal instancia cuando se prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias del expediente y a las normas aplicables, y cuando se formulan consideraciones fragmentarias de los elementos conducentes para la decisión del litigio, lo cual impide una visión de conjunto sobre la prueba reunida y frustra el derecho a obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente. Al haber omitido examinar el a quo los agravios propuestos en el recurso de casación, aptos para habilitar la competencia de la Corte Suprema por vía extraordinaria, se apartó de la doctrina del precedente "Di Nunzio", donde se estableció que siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina elaborada por la Corte, que habilite su competencia por la vía extraordinaria, en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Resulta específicamente aplicable lo resuelto por el Tribunal en “Ortega, Daniel Héctor s/ causa n° 1011/2013” en cuanto a que sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público, cuando se plantean cuestiones federales no es posible soslayar la intervención de la Cámara de Casación como tribunal intermedio, más aún cuando la decisión está en tensión con el deber de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer que impone la Convención de Belem do Pará.


    M., E. s/ Robo - Damnificado: B., V. C.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16084/2015/TO1/3/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Arresto domiciliario. Recurso de casación. Cámaras de casación. Ministerio Público Fiscal. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cámara de casación como tribunal intermedio.


    Es doctrina del Tribunal que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria; empero la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional que también ampara a este Ministerio Público. En el mismo sentido, en Fallos: 329:2429 sostuvo que si bien la valoración de los extremos en torno a la admisibilidad de los recursos es, como principio, facultad privativa de los jueces de la causa e insusceptible de revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a ello cuando la solución adoptada redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado y cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio de la defensa en juicio, omite ponderar argumentos conducentes para una adecuada solución del litigio o constituye un medio para frustrar el ejercicio de la jurisdicción del tribunal. Reunidos los requisitos de admisibilidad en el recurso de casación en el cual el fiscal de juicio había planteado la arbitrariedad del rechazo de la revocatoria del arresto domiciliario, el a quo debió habilitar la instancia y conocer en la cuestión por ser propia de su competencia de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 456, inciso 2°, del Código Procesal de la Nación y en su carácter de tribunal intermedio a los efectos del artículo 14 de la ley 48, en atención a la naturaleza del agravio. Si bien la resolución impugnada no encuadra en el artículo 457 del código procesal, sí es recurrible en casación conforme lo previsto en el artículo 465 bis ídem por cuanto, por sus efectos, resulta equiparable a sentencia definitiva, extremo que ha sido debidamente fundamentado en el recurso extraordinario denegado. En tal virtud, al rehusar dogmáticamente pronunciarse sobre la arbitrariedad de la decisión del tribunal oral, el a quo incurrió en el mismo defecto, con menoscabo de la garantía del debido proceso. El agravio del Ministerio Público suscitado por la decisión que denegó la revocación del arresto domiciliario, adquiere mayor gravedad a partir de lo informado a esta Procuración General por la fiscalía ante el a quo en cuanto a que, el Tribunal Oral condenó a la imputada por ser coautora del delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, agravado por la intervención organizada de tres o más personas, a la pena de nueve años y seis meses de prisión. Es que si bien la condena a prisión de efectivo cumplimiento no está firme, lo cierto es que la presunción de inocencia ha sido puesta en crisis, sumado a que el arresto domiciliario es una modalidad excepcional de privación cautelar de la libertad que, en comparación con la prisión preventiva, implica una disminución significativa del control estatal sobre el cautelado y, desde esa perspectiva, un incremento del riesgo de que eluda la acción de la justicia, máxime ante el persistente incumplimiento de la obligación de no ausentarse del domicilio sin autorización judicial. La diferencia señalada entre los modos de cumplimiento de la privación de la libertad durante el proceso, sin embargo, no tiene incidencia a los fines del cómputo regulado en el artículo 24 del Código Penal. Tal circunstancia refuerza la necesidad de revocar la medida cuestionada porque, eventualmente, la imputada podría pretender que se le computen como cumplimiento de pena los días que salió de su domicilio sin autorización judicial, a pesar de la reiterada inobservancia de la condición impuesta al concederle el arresto domiciliario, aspecto por el que también debe velar este Ministerio Público. Se verifica la situación examinada en Fallos: 330:4226, donde el Tribunal consideró que los agravios relativos al vicio de arbitrariedad suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, ya que resultan susceptibles de descalificación las sentencias que se desentienden del examen y tratamiento de argumentos conducentes y oportunamente propuestos, siempre que de tal modo se afecte de manera sustancial el derecho del apelante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa. El recurso extraordinario ha sido arbitrariamente denegado, por lo que corresponde que la decisión impugnada mediante esa vía federal sea descalificada como acto judicial válido en tanto desatiende la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio" conforme la cual siempre que se invoquen en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente por la cámara de casación en su carácter de tribunal intermedio.


    B., Irma Elizabeth s/ Incidente prisión domiciliaria


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1646/2015/TO1/25/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Condena. Sentencia de segunda instancia. Derecho al recurso. Doble instancia. Superior Tribunal de la causa. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso es admisible, pues si bien es cierto que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales superiores de provincia no son -como regla- revisables por la vía del recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a ese principio cuando la decisión que se cuestiona frustra, sin fundamentación idónea o suficiente, la vía utilizada por el justiciable para hacer valer el derecho que reconocen los artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, lo que importa a una violación a la garantía del debido proceso que consagra en primer término el artículo 18 de la Constitución Nacional. Cabe dejar sin efecto la sentencia de la corte bonaerense que, con un exceso de rigor formalista, privó al condenado de la revisión que pretendía en virtud del derecho federal que invoca, sólo con base en que equivocó la vía procesal que el tribunal juzgó pertinente para vehiculizar esa petición. Al así decidir no tuvo en cuenta que la legislación local no prevé explícitamente una forma procesal para generar la revisión horizontal ante la cámara de apelación que la corte entendió que correspondía; ni que en el antecedente jurisprudencial que el tribunal citó en su respaldo, fue la propia corte la que dispuso que una nueva sala de la cámara entendiera en el asunto, en lugar de que lo promovieran las partes directamente mediante la articulación de un recurso ordinario. El ritualismo que expresa dicha decisión es excesivo o indebido en atención a que no toma en consideración la confusión que puede provocar una situación normativa como la descripta, que pudo razonablemente llevar a las partes y a la juez correccional que intervino, a optar por propiciar la intervención de la corte provincial, en lugar de esgrimir su pretensión directamente ante la cámara de apelaciones del departamento. La aplicación en el tiempo de nuevos criterios jurisprudenciales de la naturaleza de los adoptados por el superior tribunal bonaerense en estos actuados, "ha de ser presidida por una especial prudencia con el objeto de que los logros propuestos no se vean malogrados en ese trance". De conformidad con la doctrina del precedente de Fallos: 337:1289, y de los antecedentes normativos y jurisprudenciales allí expuestos, el tribunal supremo bonaerense, al amparo de un exceso ritual, omitió indebidamente hacer efectivo el acceso a la etapa revisora de la sentencia condenatoria, dictada en este caso en instancia de apelación, al que toda persona inculpada de delito tiene derecho en virtud de las disposiciones de los artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


    G., Adam Gabriel s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 106/2019/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Contrabando. Asociación ilícita. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 990000174/1998/TO1/7/RH4 de este mismo proceso penal.


    G., Daniel Alejandro y otros s/ Otros, contrabando, otros y asociación ilícita


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000174/1998/TO1/5/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 990000174/1998/TO1/7/RH4 de este mismo proceso penal.


    G., Daniel Alejandro y otros s/ Otros, contrabando, otros y asociación ilícita


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000174/1998/TO1/6/RH3, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    C., Alfredo Benigno s/ Infracción Ley 24.051


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400570/2009/14/1/1/RH10, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Ezequiel s/ Infracción Ley 23.737”.


    L., Paula Andrea s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4808/2016/1/1/RH1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 21675/2014/253/1/RH36, “C., Agustín s/ Averiguación de delito”.


    H., Tomás s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/254/1/RH 35, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas CSJ 25/2013 (49-M)/CS1 “Mayo, Miguel Ángel s/ Recurso extraordinario” y Fallos: 341:562.


    C., Christian Ulises y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12202/2015/TO1/7/2/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “A., Sharon Mae c/s/ Causa n° 15507” y al fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, “Cantarell, Luis Adolfo”.


    Recurso de Queja N° 1 - Incidente N° 5 - Imputado: Santiago López B. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14812/2018/TO1/5/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    En atención a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General, se mantiene la queja interpuesta.


    P., Carlos Raúl s/ Incidente de excarcelación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000124/2012/12/3/RH4, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Remisión a los argumentos expuestos por el fiscal general.


    A., Ramiro Daniel s/ Legajo de casación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1466/2016/TO1/5/1/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CFP 14217/2003/TO02/63/1/1/RH48, “C., Raúl Armando s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    C., Carlos Octavio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO01/235/2/1/RH50, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRE 2699/2015/TO02/16/1/1/1/RH4, “M., José s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    S., Jorge Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000047/2011/10/1/1/RH4, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”; cuyos fundamentos y conclusiones expuestos en el dictamen de estaProcuración General emitido en ese caso, la Corte compartió e hizo suyos.


    K., Claudio Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO06/18/4/1/1/RH154, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”; cuyos fundamentos y conclusiones expuestos en el dictamen de esta Procuración General emitido en ese caso, la Corte compartió e hizo suyos.


    R. P., Alberto Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO01/77/3/1/1/RH155, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Ricardo Alberto s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 29239/2015/3/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990/2019/2/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A. R. P. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2631/2016/2/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A., Carlos Alberto y otros s/ Incidente de falta de acción


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 74026606/1998/15/3/RH8, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A., Jorge Conrado s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29589/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A., Juan Marcelo y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12818/2017/2/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A., Marina s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000069/2013/TO1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    B., Marcelo Ariel s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 33619/2016/TO1/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. de T. y Consumo Puerto Vilelas Limitada s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 10223/2015/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. M. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 75695/2019/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. S. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 30479/2019/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 936/2012/10/1/RH5, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3760/2015/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. y C. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 36006/2019/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. Y., Edgardo s/ Evasión simple tributaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49912/2017/2/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C., Víctor Antonio s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 33574/2015/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C., Walter Daniel s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31590/2015/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    D. F. P. A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1266/2019/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    E. E. de S. E. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1784/2014/4/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    E. S. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1672/2016/4/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    E., Iván Ricardo s/ Contrabando


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 25901/2017/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G. A. G. S.R.L. s/ Infracción Ley 26.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3374/2016/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G. M. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 114845/2018/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G., Héctor Gabriel s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 34763/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G., Héctor Pedro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 67948/2018/3/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G., Javier Jorge s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25485/2015/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    H. y G. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 22788/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    J., Bernardo y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 15945/2017/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    J., Sergio Ángel Ricardo s/ Infracción Ley 22.415


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31214/2015/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    L. C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 606/2019/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    L. C., Marcelo Alberto y otros s/ Contrabando


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 29847/2016/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    L. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.765


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1831/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    L., Eduardo Félix y otros s/ Evasión simple tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 26211/2016/2/1/RH2, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Legajo N° 4 - s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18993/2016/4/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M. S. S.A. y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64628/2019/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1200/2019/2/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M., Adrián Alberto y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 27780/2017/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M., Gabriel y B., Alberto simple asociación s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1205/2019/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M., Juan Jesús y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 91015213/2012/TO1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M., Omar Enrique y otro s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 19635/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    M., Ricardo Cesar s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32720/2013/2/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    N. C. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 80093/2019/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    N. E. S.R.L. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 498/2018/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    N.N. Sumario Averiguación de lnfracción (A. S.A.) y otro s/ Infracción Ley 27.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27425/2017/7/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    P. de N. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 54794/2013/4/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    P., Daniel Santiago s/ Evasión simple tributaria y evasión agravada tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 44170012/2007/TO1/2/1/RH3, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    R. F., Jorge Alberto y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 43884/2013/3/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    R. S., Víctor Miguel s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29089/2017/2/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    R. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 984/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    R., Jorge Damián s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 65644/2017/4/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    R., Vilma Ángela s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6597/2015/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso de queja N° 1 s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 891/2016/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Recurso queja N° 17- s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 415/2013/17/1/RH6, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso Queja N° 1 -Legajo N° 1- s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17504/2016/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 82/2016/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso Queja N° 1 s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3114/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    S. M. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000409/2008/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    S. S. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 994/2018/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    S. S.R.L. S. de M. A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1067/2013/6/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    S., Gustavo Alejandro s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 45073/2014/3/1/RH3, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    V. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16184/2014/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    W., Shaoming s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17621/2016/2/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A, María Soledad y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 1942/2016/3/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53345/2018/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. V., Mario s/ Contrabando Artículo 863 – Código Aduanero


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37324/2016/3/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Jorge y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1194/2014/8/1/RH3, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. B. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 63596/2018/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de n. S.A. y otros s/ Simulación dolosa de pago


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 21471/2016/2/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de S. y R. de M. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 25013/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. I. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 660/2019/2/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P. J. P. II. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 4246/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P. R. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12198/2015/8/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Germán Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23118/2019/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Patricio Rodolfo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1105/2019/2/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Samuel Denis s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 5706/2015/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. C. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 769/2019/1/1/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.A. s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 180674/2018/2/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1535/2015/4/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Luis Gustavo s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3002/2017/1/1/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. B. H. S.R.L. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 104911/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Salen s/ Infracción Ley 24.769


    FSA-Justicia Federal de Salta, 37094/2018/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Sergio Roberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27633/2016/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Karina Andrea s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12000190/2020/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H.G. C. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 24637/2019/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. M. T. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 110208/2019/2/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Incidente N° 1 - s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31720/2017/1/1/1/RH3, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J., Philippe Rene Michel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4328/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. L. Sociedad Anónima Forestadora y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 415/2013/16/1/RH7, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Carlos Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 9524/2019/1/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3405/2015/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6435/2019/1/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. T. S.A. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 58122/2019/1/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1263/2019/1/1/1/RH3, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3830/2016/1/1/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. para los A. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 112079/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1676/2016/7/1/RH5, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Eduardo Miguel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53200017/2012/TO1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., María Guillermina y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 45144/2014/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Victorio s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 42009083/2012/3/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 217/2015/3/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3700/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 432/2019/2/1/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 600/2019/1/1/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 67465/2019/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. A. T. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 47563/2017/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. A., Mirtha Pulquería s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 30754/2016/2/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. T. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 112069/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 590/2019/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    A., Mauricio Ramiro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 45163/2018/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C. 1xx S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 18363/2019/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    E. S. 4xxxx S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1819/2018/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1295/2019/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G. A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 14043/2016/PL1/4/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    G., Antonio y otro s/ Aprovechamiento indebido de subsidios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401027/2007/5/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    H., Analía Rosa y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22054/2014/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    L., Javier Alejandro y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 22051/2015/TO1/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    R., José Miguel y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6863/2016/PL1/4/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    T. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12617/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1 - Incidente N°1. Denunciado: M. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1337/2019/2/1/1/RH3, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: I. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 940/2019/2/1/1/RH2, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 4. Imputado: A., Eduardo Guillermo s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1008/2016/4/1/RH3, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 2 - N.N. s/ Evasión simple tributaria


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12701/2017/2/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de queja N°1, Incidente N°1. Imputado: B. A. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14105/2015/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N°1. Imputado: I., Roel Kevin Exquiel y otros s/ Contrabando Artículo 863 Código Aduanero e infracción Ley 22.362


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 29448/2017/6/1/RH2, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Contribuyente M. de P. S.R.L y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 798/2017/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Patricio Alfredo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 21863/2016/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. C., Héctor Esteban y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 296/2016/2/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Incidente N ° 1 - I. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1251/2019/2/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: K. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64623/2019/1/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1288/2019/2/1/1/RH3, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: Medicina Laboral R./S. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1548/2017/TO1/7/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 2. Denunciado: L. Sociedad Anónima s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 869/2019/1/1/1/RH3, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 5 - Imputado: A. E., Alfonso Rigoberto s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1907/2012/T01/5/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. del S. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 279/2019/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Incidente N° 1 - Imputado: A. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 259/2019/5/1/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    7. T. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 56392/2018/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. C. e H. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1923/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. G., Feres Said s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 25235/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. M. e hijos S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000573/2007/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.A. y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 45494/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 46/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 7027/2014/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.R.L. y otro s/ Simulación dolosa de pago


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31475/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Antonio y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64627/2019/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Carlos Alberto y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 24517/2016/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Carlos Néstor s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40851/2016/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Leonardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4313/2014/TO1/6/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Stella Maris y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2651/2016/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva formula denuncia penal (C. P. de S. S.A.) s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32746/2019/1/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. M., Alfredo Rodrigo y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 20955/2015/TO1/5/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Carlos Alberto y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000283/2012/TO1/2/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Claudio Marcelo y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 74029437/2009/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Dante Fabricio y otro s/ Encubrimiento de contrabando


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7115/2013/TO1/8/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Flavio Alejandro s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 294/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Javier Francisco y otros s/ Evasión simple tributaria y evasión agravada tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 38966/2016/6/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., José Lisardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7068/2013/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., José Narciso s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1839/2017/6/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Julia Alejandra s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14700/2017/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Marcela Beatriz s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19515/2016/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Teresita Mercedes s/ Simulación dolosa de pago


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 36527/2015/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Zulma s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1818/2016/16/1/RH1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. A. A. B. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 87/2019/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. B., Carlos Manuel y otro s/ Incidente de falta de acción


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7479/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. M. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 110252/2018/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 349/2019/2/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 188239/2018/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 2211/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Eduardo Julián y otros s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 17705/2012/3/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Hernán Javier y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000636/2011/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Jorge Alberto y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1230/2016/2/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Jorge Luis y otro s/ Infracción Ley 22.415 e infracción 23.737


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3402/2017/8/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Jorge s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 67411/2017/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Juan Carlos y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35973/2016/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Julio Ernesto y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12841/2017/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Miguel Ángel y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 740/2015/4/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Sergio Ariel y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1786/2014/4/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Sergio y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 981/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Sol y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 76166/2016/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. A., Laura y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 105118/2019/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. F. S.R.L. y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2895/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. L. P. T. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 208/2015/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1631/2016/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Adolfo Antonio y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 896/2016/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Carlos José s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 382/2019/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Norberto Darío s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 12790/2015/13/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. L. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 22101/2014/4/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. R. del S. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9786/2016/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. R. S.A. s/ Incidente de falta de acción


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 40545/2018/1/2/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 110529/2019/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E., Eduardo Javier s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22016844/2011/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E., Rosendo Ariel s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7866/2016/2/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E.R. S.A. s/ Legajo de apelación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 40545/2018/2/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    El G. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21538/2015/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 179/2019/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. G. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8760/2019/1/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. I. P. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de los recursos de la Seguridad Social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40203/2014/3/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. M. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4532/2014/4/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. R. y otro s/ Incidente de recurso de extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 41041/2016/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Ariel Andrés s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8670/2016/2/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Carlos Alberto y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 89000018/2009/TO1/2/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Gabriel Alberto y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 41507/2014/5/1/RH5, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Jorge Luis s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1658/2015/2/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Juan Carlos s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 33739/2017/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Luis Marcos y otro s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000529/2012/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Susana Graciela s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33000086/2007/7/1/RH4, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G. y A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 578/2019/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Adolfo Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12958/2014/1/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Carlos Alberto y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 137/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Cristian Gabriel y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 45224/2018/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Ema Olga y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 88973/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Emmanuel s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1484/2013/4/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Humberto David s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 45556/2013/3/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Javier Amílcar y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28648/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Jorge Oscar y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 11018800/2008/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Leonardo Adrián s/ Evasión agravada tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7350/2019/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Maximiliano y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 344/2015/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Paulo Hugo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 431/2019/3/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Rolando Máximo, y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 22356/2017/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Sergio y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53031597/2007/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    H. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4027/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    H., Adolfo Héctor y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1449/2015/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. H. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1129/2018/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11302/2015/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. y E. de la P. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 776/2015/4/1/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I., Ángel Alberto Mario s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14696/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I., Pedro Martín y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 305/2012/TO1/3/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Incidente N° 1 s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 817/2019/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    J., Sebastián s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 39116/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    J., Sergio Daniel y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1125/2015/3/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    K. y A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 14214/2018/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    K., Claudio Alfreso s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 102160/2017/2/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    K., Jaime Elias s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400634/2011/4/1/RH3, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. 2xxx S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 16463/2019/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. N. G. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12621/2017/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 95/2016/3/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Christian Ricardo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3295/2014/TO1/2/1/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Darío Gustavo y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 15142/2017/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Lucas Gonzalo s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59564/2019/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., María Luján s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1950/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Nicolás Matías s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11092234/2012/TO1/2/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Pedro Armando y otros s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11790/2015/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. C. S.R.L. s/ Evasión agravada tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 300/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. C., Alejandro Geroham y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 26646/2016/TO1/4/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. H. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 58567/2018/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. M. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 111705/2018/2/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S. R. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29570/2014/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 9511/2019/1/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10245/2016/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 53199/2015/3/1/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Fernando Ariel y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3128/2016/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Hugo Javier s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6018/2016/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., José Luis s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1968/2017/1/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Julio Alberto y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 30203/2014/6/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Julio Emilio s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 45014/2014/2/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Marcelo Sebastián y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11033/2015/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Miguel Jorge y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12738/2012/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. P. G. S.A. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 48014/2019/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 65797/2014/2/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N., Damián Benjamín s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2488/2017/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N.: Apertura de encomienda y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 5188/2017/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N.: Srio. Av. (desprendimiento FRO 913/2017) s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23070/2019/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O. D. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38661/2019/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O., Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27005/2017/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O., Edmundo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3407/2015/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O., Osvaldo Erardo s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1040/2010/TO1/6/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. M. C. S.R.L. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000647/2012/2/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. S. S.R.L. y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27423/2017/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. T. A. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 226/2017/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Federico Ramón y otros s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 565/2014/1/1/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., José María s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6616/2015/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Lucas y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 858/2016/6/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Matías Alejandro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7021/2016/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Oscar Hugo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12000076/2011/TO2/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Pablo Ariel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 37467/2018/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Silvia Mariela s/ Legajo de apelación


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 31515/2018/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Víctor César y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 32037741/2011/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Q. H., Víctor Hugo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 21882/2014/TO1/3/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Q., Mauricio Román s/ Contrabando Artículo 863 – Código Aduanero y contrabando Artículo 864 inciso d) Código Aduanero


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6147/2015/TO1/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. B., Ángel Fernando y otros s/ Incidente de prescripción penal


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 74029436/2009/5/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. B., Teresa de Jesús y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 753/2017/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. F., Jorge Alberto y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 18501/2012/2/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Adriana Micaela s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11384/2016/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Carlos Juan s/ Contrabando


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18312/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Catalina Isabel s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 9472/2016/PL1/3/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Federico Enrique y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33895/2017/2/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Federico Enrique y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33895/2017/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Gabriel Alberto s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19650/2016/3/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Gustavo Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 11074/2016/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Héctor Alberto s/ Evasión simple tributaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 17184/2017/3/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Juan José s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12000191/2020/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Marcial s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55618/2019/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso de Queja N° 1 - s/ Contrabando 864, inciso b) - Código Aduanero y contrabando agravado Artículo 865, inciso g) - Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12010777/2013/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Contribuyente: O. G. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 35571/2015/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: B., Gabriel Omar s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 5542/2015/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: C. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 36572/2019/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: M., Gerardo Walter y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 13283/2018/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: W. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32936/2015/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Imputado: C. B. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 7028/2014/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Imputado: C., Audon y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 17887/2017/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Imputado: F., Carlos Rodolfo s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6374/2016/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 - Imputado: O. K. SRL y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1513/2017/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Imputado: O., Gerardo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33000052/2007/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 - Imputado: R. F., Rosina y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1858/2016/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 – incidente N° 11 – s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 814/2016/11/1/RH4, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Incidente N°1 – Imputado: T., Oscar Rafael s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 5927/2016/1/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 - Denunciado: S. G. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 930/2019/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 – Imputado: C. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 316/2017/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 - Legajo N° 1- Denunciado: O., Martín Exequiel s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 39654/2015/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 2 – Denunciado: C. K. y asociados S.R.L y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 718/2017/2/1/RH3, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 3 - Denunciado: P. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1059/2018/3/1/RH3, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 4 - Imputado: L. B. SRL. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 79661/2017/4/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 5 - Imputado: P. C. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 436/2017/5/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 – Denunciado: Ambientación y Paisajismo obras y servicios S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 729/2019/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 – Denunciado: C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1590/2018/2/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 – Denunciado: M., Alejandro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 652/2019/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 - Recurso Queja N° 1 – s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 604/2019/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 –Denunciado: P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 363/2019/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 - Recurso Queja N° 12 - Imputado: M., Emilio Gustavo y otros s/ Evasión simple tributario, evasión agravada tributaria e infracción Artículo 303


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 10161/2015/12/1/RH4, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 2 – Imputado: A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70578/2017/2/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: L. I. S.R.L. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 518/2020/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: P., Manuel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 28091/2019/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 2 - Denunciado: C., Víctor Ignacio s/ Infracción Ley 22.415


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 11510/2015/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 2 - Denunciado: E. H. S.C.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55007346/2013/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 2 – Denunciado: G., Ariel Germán y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 36201/2017/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja N° 3 - Principal en Tribunal Oral 0 - Imputado: B., Sandra Beatríz y otros s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 10582/2013/TO1/3/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. P. de P. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 24991/2017/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. P. E. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 762/2019/2/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. S.R.L. CUIT 3x-xxxxxxxx_x y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 58267/2018/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 17668/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. S.R.L. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28022/2016/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. T. G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 364/2019/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Adelma s/ Contrabando Artículo 864 inciso b) - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 15049/2017/2/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Antonio Robaldo s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000019/2012/2/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Diego Gonzalo s/ Incidente de falta de acción


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3060/2014/TO1/4/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Héctor Enrique y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 27178/2016/5/1/RH3, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Hugo Alberto Gabriel s/ Legajo de Casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19229/2016/2/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Hugo Sergio y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47843/2015/4/1/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Isabel y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4937/2017/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Jorge Orlando y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11034/2015/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Luis César y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 31670/2015/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Marcos Gustavo y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8226/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Mariano Orlando y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1048/2017/2/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Norberto Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53200016/2012/TO1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Patricia Esther s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 49005038/2012/TO1/3/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. E. M y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4620/2017/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. Q. S.R.L. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 130645/2018/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. S.A. s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1927/2018/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. y A. S.R.L. s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 79693/2017/4/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Cristian lván s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 11709/2013/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Ernesto Miguel s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 905/2018/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Fabio César s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28598/2017/2/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. I. y C. S.R.L. s/ Evasión agravada tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8941/2019/1/2/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1592/2018/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 979/2017/2/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Antonio – (E. S.A.) s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 2191/2015/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Elsa Elba s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1168/2017/2/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Luis Alejandro y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21014/2014/2/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., María Florencia y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 37057/2013/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Mariela del Carmen y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12013073/2012/5/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Néstor Bruno s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38007/2014/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Nilda Casimira s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6628/2019/1/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Santiago Cruz s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000551/2012/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    W., Alejandro Arturo s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7662/2018/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    W., María del Carmen y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 6917/2016/5/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Z. L., Álvaro Hernán s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11081/2013/TO1/3/1/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Z., María del Valle y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 23148/2015/1/RH1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. a la S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9634/2018/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. P. A. de S. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1992/2018/1/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 –Recurso queja N° 2- s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 112/2019/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Miguel Ángel y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 31014429/2012/2/1/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordiario.


    M., Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 53199/2015/2/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 814/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Fernando Daniel y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59561/2019/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Noemí Aurora s/ Infracción Ley 24.769


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18360/2016/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. A. S.R.L. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7260/2016/1/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 110635/2019/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. W. A. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 190546/2018/2/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Daniel Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000045/2006/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Rubén Gustavo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000392/2012/5/1/1/RH3, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. de I. M. Dr. M. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 775/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Gustavo Daniel – C., Lilina N. – Sociedad de Hecho s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4966/2015/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Gustavo Martín s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 22582/2017/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Juan A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1157/2013/TO1/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Marina y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 78660/2019/2/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Miguel Ángel y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 221/2014/11/1/RH3, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. B. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 54785/2015/1/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. D. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1082/2019/1/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S. E. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1057/2018/9/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3376/2016/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37044/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3120/2019/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. E. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 597/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. L. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 972/2019/2/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 182206/2018/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., José Luis s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 381/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 12522/2017/3/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    J. J., Eulogia s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 276/2015/2/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. M. A. S.R.L y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 17503/2016/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 942/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 485/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. Sociedad Anónima s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1958/2018/2/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Alejandro Miguel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 38489/2018/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Diego Eduardo y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46264/2019/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Xiu Mei y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7556/2014/6/1/1/RH5, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. C. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 603/2017/5/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 985/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Diego Ezequiel y otro s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1430/2014/4/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Horacio Juan s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 21149/2019/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Miguel Ángel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 75001777/2012/5/1/RH3, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    O. F. S.E. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1993/2018/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. 1xxx S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 566/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 75553/2019/2/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 61506/2017/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Claudio y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 89861/2018/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. 9xx S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 394/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. B. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 728/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. L. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1169/2019/2/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. M. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 717/2019/1/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Catalina Patricia y otros s/ Incidente de extinción de acción


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 78167/2016/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Juan Carlos y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1191/2015/4/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Juan Enrique S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 156634/2018/3/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. a. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116001/2019/1/1/1/RH1, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. B. A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 965/2019/1/1/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1677/2017/6/RH2, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Z., Fengqing s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7556/2014/7/1/1/RH6, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Hugo Maximiliano y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31946/2018/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 722/2018/1/1/RH3, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E., Claudio Altemar Jesús y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43665/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Ariel Andrés s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 22592/2017/3/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 35824/2015/1/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Carlos Manuel s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 26242/2017/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Carlos Reinaldo s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 33445/2017/2/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Dante Ricardo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1101/2015/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. I., Alma María Victoria y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6581/2017/3/1/RH2, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1 - Denunciado: F., Mónica Haydeé s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28704/2017/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Contribuyente: A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4030/2017/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Contribuyente: La P. del N. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 887/2018/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: B. Z., Mario s/ Infracción Ley 25.769


    FSA-Justicia Federal de Salta, 34270/2018/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: C., Alberto José s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11385/2016/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: G., Carlos s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31456/2017/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Denunciado: S., Daniel Adrián s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 37035/2016/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Imputado: G., Elías Alejandro s/ Infracción Ley 22.415


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 26165/2017/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: S., Luciano Gabriel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 20436/2017/1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: V., Luis Miguel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23489/2016/1/1/1/RH2, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Legajo N° 1 - Contribuyente: M., Omar s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 130639/2018/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 – Denunciado: P., Alberto s/ Legajo de apelación


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 15595/2019/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 - Imputado: B., Alejandro Fernando y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64028954/2013/2/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 - Imputado: B., Roberto Andrés s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 86000063/2003/TO1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 - Imputado: L., Leonardo Pedro y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30119/2015/1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Legajo N° 1 - Imputado: L., Osvaldo Horacio s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 156699/2018/1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Legajo N° 1 – Imputado: R., José Alberto s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37349/2018/1/1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1 - Imputado: S. E. A. S.A. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 240/2018/1/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1- Contribuyente: La Ú. del C. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 26579/2015/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 1- N.N: Juan José, D. s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 7203/2016/1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 2 - Denunciado: G., Carlos Hernán y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7764/2019/2/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 2 – Imputado: F., Rodrigo Emanuel s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19435/2015/2/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 2 - N.N: V., Evangelina Hayde s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 452/2017/2/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 2 - NN: N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6172/2017/2/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Legajo N° 3 – Imputado: S., Daniel y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000116/2009/3/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Principal en Tribunal Oral 0 - Imputado: N., Omar Alberto s/ Infracción Ley 22.415


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 31057787/2010/TO1/1/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 – Denunciado: S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1151/2019/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Recurso Queja N° 1 – Contribuyente: C. del o. S.R.L. s/ Evasión simple tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 56810/2018/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 - Denunciado: C. A. R. P. Asociación Civil S.A. s/ Infracción ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2012/2018/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 1 – Imputado: B., Delia Rosa y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 73892/2018/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 - Recurso Queja N° 1 – Imputado: R. M., Juan Josimar y otro s/ Contrabando


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 42822/2016/1/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1 – Recurso Queja N° 2 - s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1966/2018/2/1/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 2. W., Reginaldo s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 5345/2015/2/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 6. Imputado: C., Ernesto Benedicto y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003258/2008/6/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N°5. P., Juan Antonio y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000251/2012/5/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 3. Imputado: J., Horacio Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 64907/2019/3/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 2 - Contribuyente: T. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 919/2019/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 2 – Denunciado: C. L. de T. Las D. P. s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43885/2015/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 2 – Denunciado: G., Hugo Eduardo y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29590/2017/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 2 – Imputado: R., Marcos Luciano s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3750/2017/2/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 2 - Imputado: V., Tito Mercedes s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66140/2017/2/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 2 –Contribuyente: A. S.R.L. s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 14000248/2013/2/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 3 - Imputado: M., Juan Manuel y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 13016569/2012/3/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 3 – Imputado: S., Miguel y otro s/ Contrabando


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37320/2016/3/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 3. Imputado: M., Orlando Ezequiel y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32021232/2012/TO1/3/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 4 - Denunciado: T., Carlos Rubén y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32134/2017/4/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 4 – Imputado: C., José Francisco y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 6397/2016/4/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 4 - Imputado: I., Daniel Edmundo y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 472/2017/4/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 4 – N.N: O. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 4347/2013/4/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 5 - Imputado: B., Donato Ángel s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31001059/2008/5/RH2, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 5 – Imputado: L., Laura Elizabeth y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400817/2010/5/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 8 – Principal en Plenario I – Imputado: S., Juan Ramón y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8110/2015/PL1/8/RH1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N°1. Legajo N°1. Imputado: F., Marcelo Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4579/2020/2/1/1/RH1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Roberto Ronaldo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1941/2017/3/RH2, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1623/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. B., Ediberto y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 34379/2017/2/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Marcelo Pablo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 23055/2017/1/RH1, 17 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. S. y asociados S.R.L. – Cuit. Nº 3X-XXXXXXXX-X s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28103/2019/3/1/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. S.R.L. s/ Evasión agravada tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 15587/2019/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Héctor Luis y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 43000197/2005/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. K. y asociados S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 718/2017/3/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., José Alberto y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 589/2014/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. O. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 29723/2017/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 249/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Juan José s/ Delito anterior al sistema e infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 62000045/2010/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 599/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1785/2018/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E., Federico Mario y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3771/2015/3/1/1/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G. S., Carlos Alberto y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1654/2013/10/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Nelly Viviana s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 4095/2016/TO1/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    H. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 579/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    K., Claudio Alfredo s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 102160/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 533/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Jorge Martín y otros s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5199/2019/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Cipriano Eduardo s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4201/2014/5/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Francisco Florencio y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 19021/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 237/2017/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11375/2017/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    NO (Sumario 6/17, Sección reforzada P. de V.) s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 26162/2017/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. 16 T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 714/2019/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. A. y R. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 944/2019/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. S.R.L. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 149/2018/1/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1998/2018/1/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Marta Marcela y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20535/2016/1/RH1, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Alejandro Alberto y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 298/2018/2/1/RH3, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S.R.L. E. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 865/2019/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2026/2018/2/1/RH2, 19 de agosto de 2020


    Ver dictamen


    En atención a los fundamentos del dictamen en los autos FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Julián Ricardo s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 20047/2016/3/1/RH2, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    En atención a los fundamentos del dictamen en los autos FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    J. S.R.L. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 26110/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; y FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    La remisión de referencias es suficiente, para que también se declare admisible el recurso y se revoque la decisión apelada, en tanto resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio. El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Por otro lado, acierta el recurrente al considerarla arbitraria en cuanto a las consideraciones sobre el fondo de la cuestión en disputa, pues no se fundan en el tipo de razones humanitarias pertinentes para justificar la concesión de la detención domiciliaria. Para la concesión de la detención domiciliaria, el requisito etario previsto en el artículo 32, letra “d”, de la ley 24.660, no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la medida, entre otros, a los mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar en ningún caso. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. En síntesis, la decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido. Por todo ello, y los demás fundamentos desarrollados por el señor fiscal general, esta Procuración General mantiene la queja interpuesta.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 3 – Imputado: D., Gustavo Modesto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33013793/2007/T01/144/3/1/RH20, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Hijos a cargo. Personas con discapacidad. Muerte. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.


    Dado que la Corte ha señalado reiteradamente que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y que el único fundamento de la decisión impugnada consistió en la necesidad de garantizar la atención que necesitaba el joven fallecido, corresponde revocar esa decisión, al haber desaparecido la razón en la cual se fundó. Por ello, y los demás argumentos desarrollados por el señor fiscal general, esta Procuración General mantiene la presente queja.


    R., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO28/5/1/1/RH54, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    K., Alexander Yacovlevich y otros s/ Infracción Artículo 303 inciso 1, infracción Artículo 303 inciso 2 a, Infracción Artículo 303 inciso 2 b, infracción Artículo 304


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7216/2016/17/1/RH6, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Solicitud de excarcelación. Unificación de penas. Crímenes de lesa humanidad. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El pronunciamiento impugnable mediante recurso federal es la decisión que resuelve de modo definitivo la cuestión en disputa, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión. Por ello, la circunstancia de que el a quo no haya dispuesto la excarcelación del imputado no es un óbice en este caso para declarar procedente la queja. Como lo ha recordado la Corte, son conocidas las dificultades interpretativas y de aplicación concreta que genera el artículo 58 del Código Penal por lo que el a quo no debía resolver la cuestión en disputa, tal como lo hizo, sin brindar las razones por las que correspondería descartar la posición sostenida por este Ministerio Público. En síntesis, la decisión impugnada mediante recurso federal omite aspectos relevantes para la adecuada solución del caso, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    U., Eduardo Salvador s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33013793/2007/TO03/18/1/1/RH19, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Suspensión del proceso judicial. Nueva vista. 


    En atención a lo dictaminado en la causa CFP 6082/2007/TO1/35/CS1, “P., Enrique José y otros s/ Defraudación contra la administración pública y asociación ilícita”, corresponde suspender el trámite de la presente queja.


    P., Enrique José y otros s/ Defraudación contra la administración pública y asociación ilícita


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6082/2007/TO1/35/3/RH15, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    En atención a lo dictaminado en la causa CFP 6082/2007/TO1/35/CS1, “P., Enrique José y otros s/ Defraudación contra la administración pública y asociación ilícita”, corresponde suspender el trámite de la presente queja.


    P., Enrique José y otros s/ Defraudación contra la administración pública y asociación ilícita


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6082/2007/TO1/35/4/RH16, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Estupefacientes. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Esta Procuración General advierte razón en el planteo del representante del Ministerio Público pues, al impugnar la sentencia condenatoria, no limitó sus cuestionamientos a una mera disidencia con el monto de la sanción, sino que lo hizo bajo el entendimiento de que, en el caso, el tribunal de juicio efectuó una errónea interpretación y aplicación de las disposiciones de la ley federal 23.737. Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a ello cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal. El magistrado recurrente planteó la cuestión federal con estricto apego a las disposiciones del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, por lo que resulta de aplicación la doctrina establecida en Fallos: 338:1021 citada en la apelación, donde la Corte sostuvo que más allá de la validez de las restricciones a las facultades recursivas de la fiscalía dispuesta en el precedente de Fallos: 320:2145 respecto de cuestiones de derecho común o meros errores in procedendo, cuando está en juego el examen de un agravio de carácter federal, no es posible soslayar la intervención de la Cámara Federal de Casación Penal como tribunal intermedio. Por lo demás, este temperamento coincide con el seguido por la Corte, con remisión al dictamen de esta Procuración General, al resolver en Fallos: 324:1365, el cual ha sido invocado por el a quo para denegar la impugnación que intenta el Ministerio Público. En el sentido que se postula, la Corte ha sostenido también que existe cuestión federal suficiente cuando se pone en tela de juicio el alcance de una disposición de la ley 23.737 y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente sustentó en ella. Sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público, dado que se planteó un agravio de naturaleza federal que habilita la competencia de la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, y que la Cámara rehusó pronunciarse en una materia de su competencia como tribunal intermedio con la simple invocación de lo dispuesto en el artículo 458 del Código Procesal Penal y omitió ingresar a la cuestión federal fundadamente presentada, su decisión debe ser descalificada como acto judicial válido con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108 y 329:6002. Por lo hasta aquí desarrollado y los demás fundamentos expuestos por el señor fiscal general, que se dan por reproducidos en beneficio de la brevedad, se mantiene la queja y, por lo tanto, esta Procuración General solicita a la Corte que declare procedente el recurso extraordinario, deje sin efecto la resolución impugnada y ordene el dictado de una nueva conforme a derecho.


    Recurso queja N° 1 – Recurso queja N° 3 - Imputado: F. S., L. E. s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso e) e infracción Ley 23.737 (Artículo 11 inciso a)


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 361/2018/TO1/3/1/RH2, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Prescripción. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.


    V., Juan Carlos s/ Incidente de prescripción de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1558/2014/6/1/RH4, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Apelación directa a la Corte. Carta orgánica de bancos. Compra venta de divisas. Operación de cambio irregular. Ministerio Público Fiscal. Interpretación de la ley. Irretroactividad de la ley penal. Vicio de irrazonabilidad. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. Defensa. Discrepancia del recurrente. Falta de fundamentación. Inadmisibilidad del recurso. 


    Corresponde aplicar a los procedimientos regulados por la ley 19.359 la doctrina según la cual el superior tribunal de la causa, en el sentido exigido para la impugnación prevista en el artículo 14 de la ley 48, es la Cámara Federal de Casación Penal, a la que debería ocurrir el apelante por la vía de los artículos 456 y siguientes del Código Procesal Penal de la Nación, antes de intentar, en su caso, el recurso extraordinario federal. No obstante, no sería aplicable a los recursos que han sido deducidos antes de la eventual sentencia de la Corte, de conformidad con la doctrina de Fallos: 308:552 y 318:1508, en los que se dispuso la aplicación sólo prospectiva de los cambios jurisprudenciales en materia del requisito de tribunal superior de la causa resueltos en los precedentes de Fallos: 308:490 y 318:514, respectivamente. En cuanto a la naturaleza del agravio esgrimido por el representante del Ministerio Público, la apelación ha sido correctamente concedida con arreglo al artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, pues en ella el fiscal general objeta la inteligencia que la cámara ha dado a normas de naturaleza federal, con base en la cual puso fin al proceso y frustró la pretensión punitiva que en él ha ejercido esta parte. En lo que respecta al fondo de esa petición, esta Procuración General comparte y hace propios los argumentos expuestos en el escrito de interposición que muestran que la sala ha efectuado una hermenéutica irrazonable del derecho federal en juego. Los planteos del recurrente suscitan consideraciones equivalentes a las que esta Procuración General ha desarrollado con anterioridad ante la Corte, al expedirse, entre otros, en los casos CPE 49/2016/1/CS1, "H. B. A. S.A. y otros"; y FMZ 19108/2014/CS1 "Banco Central de la República Argentina eleva actuaciones (F)", las que, en lo pertinente, resultan aplicables mutatis mutandis al presente litigio. Por ello, y lo desarrollado en igual sentido por el fiscal general en su impugnación, se mantiene el recurso interpuesto, se solicita que la Corte lo declare procedente, revoque la sentencia en cuanto fue materia de esta apelación y, en esa medida, ordene el dictado de una nueva conforme a derecho. Ahora bien, distinta es la opinión en lo que hace al recurso de la defensa. Más allá de que la doctrina que el recurrente invoca sea parte de la jurisprudencia de alguna de las salas de la cámara a quo, o no lo sea, lo cierto es que su alegación en los términos en los que ha sido postulada en la apelación extraordinaria, no satisface, el requisito de fundamentación suficiente que la jurisprudencia de la Corte exige para la apertura de la vía del artículo 14 de la ley 48. Dados los términos claros del artículo 1, incisos e y f, de la ley 19.539, y el indiscutible carácter de normas sobre el régimen de cambios que establecen condiciones que deben observar las operaciones cambiarias, que revisten las disposiciones de la autoridad de aplicación en la materia al ordenar en qué casos una compraventa de moneda extranjera necesita de la autorización previa de parte del BCRA, así como las razones que, sobre esa base, expresó la cámara en su sentencia, es de aplicación la tradicional doctrina de la Corte según la cual no es procedente el recurso del artículo 14 de la ley 48 si el apelante no desarrolla clara y sistemáticamente los fundamentos que sustentan la interpretación diversa de las normas federales en las que asienta su petición, ni aquellos que privarían de virtualidad a la lectura en la que se apoya el pronunciamiento impugnado. En consecuencia, el recurso de la defensa debe ser declarado inadmisible. Y respecto del interpuesto por el fiscal general, procedente de acuerdo a lo expuesto en la sección III de este dictamen.


    P. C. A. de C. y T. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1085/2016/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Ministerio Público Fiscal. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. Defensa. Falta de fundamentación. Oportunidad procesal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Respecto de las impugnaciones que ambas partes interpusieron remisión al dictamen de la causa CPE 1085/21016/CS1, "P. C. A. de C. y T. S.A. y otros s/ Infracción ley 24.144".


    En relación al recurso de la defensa debe ser declarado inadmisible, pues es doctrina del Tribunal que no es procedente el recurso del artículo 14 de la ley 48 si el apelante no desarrolla clara y sistemáticamente los fundamentos que sustentan la interpretación diversa de las normas federales en cuestión en las que asienta su petición, ni aquellas que privarían de virtualidad a la lectura en las que se apoya el pronunciamiento impugnado. En la apelación extraordinaria que opuso en las presentes actuaciones, la defensa agregó además un fundamento que no figuraba en la impugnación. La cuestión fue alegada tardíamente, recién en el recurso extraordinario, en lugar de ser introducida en el proceso para su decisión por los jueces de la causa, antes del pronunciamiento de la sentencia de primera instancia o al interponer recurso de apelación o, a más tardar, al expresar agravios ante la cámara. Como lo ha indicado ya el fiscal general ante la cámara en su respuesta al traslado del artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, esa omisión constituye por sí un obstáculo para la procedencia de la vía federal intentada.


    P. C. A. de C. y T. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1390/2015/CS1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Fraude a la Administración Pública. Participación necesaria. Prescripción de la acción penal. Tribunal colegiado. Fundamentaciones de sentencias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que los pronunciamientos de tribunales colegiados son inválidos cuando resultan de una mera agregación de opiniones individuales que no exhibe una coincidencia mayoritaria sobre la sustancia de las razones que dan fundamento a lo que se resuelve. Como lo ha presentado el entonces Procurador General de la Nación al dictaminar en Fallos: 326:1885, con términos que la Corte hizo propios en su sentencia, las decisiones de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. La ausencia de un acuerdo genuino sobre los motivos que guían la decisión “priva a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también ostente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal”. La sentencia debe procurar ceñirse a lo relevante para la solución del caso específico y evitar desarrollar pretendidas posiciones personales sobre la cuestión en debate que -por los motivos que sean y sin perjuicio de razonables expresiones obiter dictum- no resulten pertinentes para la decisión a adoptarse. Tal lo que ha ocurrido en el sub lite, donde con la alegada finalidad de formar mayoría se ingresó en matices que, por lo expuesto, conspiraron contra la exigible unidad lógico-jurídica de fundamentos.


    P., Enrique José y otros s/ Defraudación contra la administración pública y asociación ilícita


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6082/2007/TO1/35/CS1, 09 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa CAF 46527/2011/CA1-CS1, "Apaza, León Pedro Roberto c/ EN - DNM - disp. 2560/11 (exp. 39.845/09) s/ Recurso directo para juzgados", (Fallos: 341:500).


    R. B., Juan Reynaldo c/Estado Nacional – Ministerio del Interior y Obras Públicas y V-Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional del Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 86362/2017/CA1-CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Extradición. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Previo a cualquier consideración, esta Procuración General no puede dejar de señalar el defectuoso trámite dado a la causa, tanto en lo que se refiere a la incorrecta aplicación y valoración de la ley específica como de la jurisprudencia sentada por la Corte en el precedente “Llerena” invocado pese a no ser aplicable a los juicios de extradición, como así también en lo que toca a la omisión de la etapa preliminar al juicio e incluso en la elevación del expediente posterior a la concesión del recurso de apelación ordinario. Del mismo modo, corresponde aquí observar el literal abandono que durante años exhibe la gestión de la presente solicitud de extradición, que por deficiencias documentales había reingresado al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, pues contrariando el mandato legal de actuar “con la mayor diligencia para que la tramitación se cumpla con una prontitud que no desnaturalice la ayuda” se ha configurado, con las particularidades propias del específico proceso de extradición, una auténtica denegación de justicia para el requerido. Es pertinente recordar que aunque sea una obligación de los Estados prestarse mutua ayuda para la represión del delito, no cabe prescindir en absoluto de lo que los tratados disponen en materia de formas con miras a garantizar la seriedad de sus pedidos para salvaguarda de los derechos del extraditado, ni pueden dejarse de lado textos legales cuyo contenido es el producto del expreso acuerdo de voluntades de gobiernos que los aprobaron. Teniendo en cuenta los reiterados intentos de obtener una respuesta satisfactoria y plena a esos específicos requerimientos, y considerando el tiempo con que contó la República del Paraguay para subsanar esa omisión, cuya tardía e ineficaz respuesta se limitó a informar que “sigue vigente el interés por la extradición del ciudadano Gonzalo Adrián A”, constituye un imperativo funcional proponer a la Corte que haga lugar al recurso interpuesto por la defensa. Resta señalar que no obstante los términos de esa respuesta, la ausencia de esas normas, cuyo envío es inexcusable, no permite examinar en el sub judice la eventual existencia del impedimento previsto en artículo 6.1.c del acuerdo bilateral con relación a la ley del Estado requirente, y que al ser exigible que ese recaudo se acredite respecto de ambas partes, esa circunstancia hace inoficioso abordar el examen de la cuestión con arreglo a la ley argentina, máxime considerando que se encuentra privado de su libertad desde el 25 de marzo de 2005 en virtud del hecho por el que resultó aquí condenado a la pena de veinte años de prisión.


    A., Gonzalo Adrián s/ Extradición


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12000376/2005/CA1-CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Ante todo, esta Procuración General advierte que los dos primeros agravios contenidos en el recurso ordinario interpuesto constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate; y que la propuesta esgrimida en último término, además de no traducirse en una crítica concreta y razonada del fallo apelado, aparece presentada intempestivamente, en especial teniendo en cuenta que no es posible que lo allí expuesto sea un elemento que pudiera considerarse surgido de modo sorpresivo del propio contenido del fallo, como para justificar el apartamiento del principio de eventualidad procesal que permita explicar su extemporaneidad. En relación con la prueba ofrecida por esa parte y no sustanciada, cabe recordar que el Código Procesal Penal de la Nación establece que el magistrado puede rechazar las pruebas que considere impertinentes o superabundantes. El ejercicio de esa potestad no implica, por sí, una afectación a la garantía de la defensa en juicio, desde que no es obligación del juez conformar su decisión a las pretensiones de las partes, sino velar para que éstas cuenten con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Por otro lado, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, se entiende por tortura “…todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de él o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas.”. El doctor Fayt en su voto de la causa “Romero Severo”, que al contemplar el artículo 8, inciso e), de la ley de extradiciones, “la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente”. Para determinar si ese riesgo permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, conforme se ha sostenido en “Gómez”, entre otros, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte el requerido. Por último, con relación a la petición del recurrente para que, en caso de concederse la extradición, se solicite al Estado requirente el compromiso de que velará por el bienestar del extraditado con arreglo a las “Reglas Mandela”, no sólo no resulta adecuada, pues importaría la vedada incorporación de un recaudo a los previstos en la convención aplicable, sino que tampoco se ha probado que en el procedimiento que precediera al pedido hayan existido circunstancias que permitan suponer que tal garantía, ínsita en las previsiones de la Constitución Política de la República de Chile, al igual que en el artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que también la rige no habrá de cumplirse a su respecto, pues la mera denuncia de una situación general no permite conocer las razones por las cuales se sospecha que su eventual encierro lo expondría a un riesgo cierto y actual de ser torturado y/o que el Estado no brinde la protección necesaria para evitarlo. La ausencia de elementos de esa naturaleza persuade a este Ministerio Público en el sentido indicado, el cual, por lo demás, también observa el criterio favorable a la entrega que, en situaciones análogas, la Corte ha aplicado en pedidos formulados por el vecino país. En mérito a lo expuesto, por hallarse reunidos los recaudos pertinentes para la procedencia de la extradición, la Corte debe confirmar la sentencia recurrida.


    B. M., A. L. A. s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 40620/2018/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    La extemporaneidad del planteo induce a sostener su rechazo, ora por existir una contradicción con una conducta anterior de la parte jurídicamente relevante y plenamente eficaz, criterio que responde a una inveterada doctrina de la Corte. La Corte decidió dejar de lado este reparo formal y tratar los planteos, pero él lo ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino; y en esta oportunidad no advierto que se presenten circunstancias extraordinarias de tal magnitud, como lo ha considerado la Corte al soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. Ello, en función de los principios de preclusión y progresividad, que también caracterizan a los procedimientos de extradición. En este sentido, no puede dejar de advertirse que el artículo 376 del Código Procesal Penal de la Nación, en función de su artículo 170, inciso 2°, establece que las cuestiones previas pueden ser opuestas hasta inmediatamente después de abierto el debate, bajo pena de caducidad. Es preciso recordar que en los procedimientos de extradición el juicio contradictorio se circunscribe a la verificación de las exigencias de fuente convencional o legal y, con ese fin, la rogatoria internacional y los antecedentes que la acompañan son parte esencial del debate, de forma tal que las partes siempre tienen en esa ocasión la oportunidad de meritar los documentos que sustentan la solicitud y pronunciarse al respecto. Con relación al segundo agravio, constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, que fue objeto de específico tratamiento en la sentencia, sin que la fundamentación del recurso presentado contenga la crítica “concreta” del fallo, como lo exige el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable a la especie. Esta sola deficiencia resultaría apta para la desestimación del planteo. Con relación al primero de los agravios, cabe tener presente que la Convención de Montevideo de 1933 exige, en lo que aquí interesa, que el hecho por el cual se reclama la extradición tenga el carácter de delito y sea punible por las leyes del Estado requirente y por las del Estado requerido con la pena mínima de un año de privación de la libertad; que la acción penal o la pena no estén prescriptas según sus respectivas leyes con anterioridad a la detención del inculpado; y que al pedido formal de extradición se acompañe una copia de las leyes penales aplicables así como de las leyes referentes a la prescripción de la acción o de la pena. Por otro lado, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, se entiende por tortura “… todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de él o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas”. En primer lugar, debe tenerse en cuenta, como sostuvo el doctor Fayt en su voto de la causa “Romero Severo”, de la ley de extradiciones, “la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente”. Para determinar si ese riesgo permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, conforme se ha sostenido en “Gómez Gómez”, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio, como bien lo sostiene el recurrente, se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3° del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Para que se torne operativa dicha cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. Por último, con relación a la petición del recurrente para que, en caso de concederse la extradición, se solicite al Estado requirente el compromiso de que velará por la integridad física y psíquica, y el bienestar del extraditado, en las condiciones precedentemente descriptas no sólo no resulta adecuada, pues importaría la vedada incorporación de un recaudo a los previstos en la convención aplicable, sino que tampoco se ha probado que en el procedimiento que precediera al pedido hayan existido circunstancias que permitan suponer que tal garantía ínsita, por lo demás, en las previsiones de la Constitución Política de la República de Chile, al igual que en el artículo 5° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que también la rige no habrá de cumplirse a su respecto, pues la mera denuncia de una situación general no permite conocer las razones por las cuales se sospecha que su eventual encierro lo expondría a un riesgo “cierto” y “actual” de ser torturado y/o que el Estado no brinde la protección necesaria para evitarlo. La ausencia de elementos de esa naturaleza persuade a este Ministerio Público en el sentido indicado, el cual, asimismo, también observa el criterio favorable a la entrega que, en situaciones análogas, la Corte ha aplicado en pedidos formulados por el vecino país. En mérito a lo expuesto, por hallarse reunidos los recaudos pertinentes para la procedencia de la extradición, la Corte debe confirmar la sentencia recurrida.


    R. A., Jairo Andrés s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11903/2018/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que los planteos que la defensa intenta hacer valer constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate, los cuales fueron considerados por el juez de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con el Estado Plurinacional de Bolivia y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, sin que los argumentos que la parte ha expuesto en su presentación ante la Corte alcancen a refutar las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos. Si bien esas solas deficiencias resultarían aptas para determinar -per se- el rechazo de la apelación, en salvaguarda de una interpretación amplia que favorezca el derecho de defensa en juicio y para el supuesto que la Corte estime pertinente ingresar a las cuestiones planteadas, esta Procuración General se pronuncia al respecto. Los agravios del recurrente, que por su estrecha vinculación se tratarán de modo conjunto, no pueden tener favorable acogida. Ello, toda vez que el dictado de la sentencia de condena mediante el procedimiento de juicio abreviado que ha dado origen al presente pedido de extradición, es una decisión propia del Poder Judicial del Estado Plurinacional de Bolivia, que se encuentra firme y fue emitida conforme su orden jurídico con intervención de las partes, constituye un marco que el tratado aplicable impone respetar, pues de otra forma se estaría cohonestando una inadmisible crítica e intromisión en las instituciones y en el sistema normativo de una Nación soberana con la que la República Argentina se vincula a través de ese acuerdo bilateral. Al respecto, la Corte ha sostenido que la existencia de diferencias en el modo de regular un instituto, no implica necesariamente que estas soluciones disímiles sean contrarias al orden público criminal de la Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional ésta deba prevalecer sobre aquél la, implica consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas. A mayor abundamiento, corresponde recordar que el concepto de soberanía interior comprende el derecho del Estado de adoptar libremente una constitución, dictar una legislación, organizar su administración de justicia y ejercer la jurisdicción exclusiva en su propio territorio, bien que con respeto a las garantías fundamentales contenidas en los tratados internacionales, en especial de derechos humanos y los principios del llamado ius cogens. En tal orden de ideas, cabe recordar que la extradición es un acto de asistencia jurídica internacional cuyo fundamento radica en el interés común a todos los Estados en que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados, por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos, sin admitirse otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las leyes o tratados que rijan el caso. Es por el lo que los procesos de esta naturaleza tienen como esencia corroborar el cumplimiento de los requisitos legales y el compromiso asumido en los tratados firmados por el Estado Nacional, quedando el análisis de las cuestiones de fondo y la decisión sobre la culpabilidad o inculpabilidad del requerido a cargo de las autoridades judiciales extranjeras. Esa finalidad, por lo demás, también se encuentra prevista en el artículo 30 de la ley 24.767, de aplicación supletoria. Por último, y sin perjuicio de tratarse de un pedido para la continuación del cumplimiento de una condena, es oportuno recordar ante el tenor de los agravios, el criterio de la Corte en cuanto a que las cuestiones que constituyen defensas de fondo han de ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera competente para ello, ya que lo contrario conduce a desnaturalizar el procedimiento de la extradición, que debe ser favorable al propósito de beneficio universal que tiende a perseguir el juzgamiento de criminales o presuntos criminales. Entre tales cuestiones se han destacado, por ejemplo, las dirigidas contra la validez de la prueba o de los actos procesales, la legalidad de los tipos penales del ordenamiento jurídico extranjero o de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente, y las referidas a que la prueba para vincular al extraditurus con el hecho atribuido resultaba notoriamente insuficiente ya que el proceso carecía del control de una defensa técnica. Ello obedece a que la especial naturaleza de este trámite no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se siguió a la persona en el país requirente, dado que imponer a jueces ajenos al proceso principal resolver cuestiones intrincadas, como podría ser la validez del procedimiento y de la condena dictada en ajeno país o el quantum de la pena, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses del requerido.


    C., Simón Misael s/ Extradición - Artículo 54


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 39580/2018/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Falta de acción. Extinción de la acción penal. Prescripción de la acción penal. Recurso de casación. Juicio por jurados. Nulidades. Jueces naturales. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene establecido que la tacha de arbitrariedad es particularmente restrictiva con respecto a las sentencias de los tribunales superiores de provincia que admiten o rechazan recursos de orden local. Por esa razón, los argumentos reseñados en la sentencia apelada -en relación a que el procedimiento de asignar el caso en un primer momento a un órgano colegiado con arreglo a lo establecido en el inc. 1° del art. 34 ter del código procesal y luego incorporar a los jurados populares, es compatible con la constitución provincial de Córdoba, que establece que un tribunal colegiado puede integrarse con jurados; y que en este sentido cabía interpretar que el segundo acto complementó al primero y salvó sus eventuales carencias-, deben ser valorados como una respuesta razonable a la nulidad planteada por la defensa -respecto al “auto de clasificación de causa y asignación de jurisdicción”, cuya invalidez derivaría de que asignó el conocimiento del caso a una sala colegiada cuando, por imperio de la ley de la provincia de Córdoba n° 9182, correspondía integrar el tribunal con jurados populares, nulidad del acto que estaría prevista por la regla general del artículo 185 del código procesal local para los casos de inobservancia de las disposiciones concernientes al nombramiento, capacidad y constitución del tribunal-, que excluye el vicio alegado, para cuya acreditación no basta con mostrar que existe una posible solución jurídica alternativa, sino que es necesario que la decisión apelada carezca de manera absoluta de fundamentos o éstos expresen una violación a las reglas elementales de la lógica, o se incurra en un apartamiento manifiesto de las normas aplicables. La parte interesada en la nulidad no logró demostrar un perjuicio efectivo derivado del acto cuya validez se cuestiona, máxime ante el criterio restrictivo que debe observarse en la materia. No puede advertirse gravamen para la garantía del juez natural en la que se encuentra fundado el planteo, si el juicio finalmente se llevó a cabo con regularidad ante el tribunal integrado con jurados en la forma exigida por la ley. Sobre este último punto no hay controversia, por lo que el agravio, en definitiva, versa únicamente acerca de la interpretación de una norma del código procesal cordobés, esto es, si el art. 361 permite integrar el tribunal en dos momentos, y esa cuestión es, desde luego, privativa de los jueces de la causa y ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. Ante el estrecho vínculo que la defensa ha formulado entre este agravio y la vigencia de la acción penal, no existe ninguna norma constitucional en el derecho argentino que establezca que los delitos deban siempre prescribir ya que la garantía de defensa en juicio no requiere que se asegure a quien la ejercita la exención de la responsabilidad por el solo transcurso del tiempo.


    Á., Marcos Aurelio y otro s/ Por supuestas autorías de negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1272/2018/CS1, 03 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Financiamiento de los partidos políticos. Desistimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Frente Hacer por el Progreso s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7174/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Movilización s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2066/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Movimiento de Acción Vecinal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2328/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Movimiento de Acción Vecinal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7913/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Movimiento de Acción Vecinal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2312/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Movimiento Libres del Sur s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8897/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8808/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8694/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7377/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7946/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 9550/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10124/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7325/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8033/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8023/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8021/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8010/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8617/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8658/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8371/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8035/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario - Infracción Artículo 63, inciso b), de la Ley 26.215


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 371/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Corriente Martín Fierro s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7183/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Nacionalista Constitucional –UNIR- s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7817/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Socialista s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8916/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Socialista s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7916/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Socialista s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 44/2019/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Unión Celeste y Blanco s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2071/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Unite por la Libertad y la Dignidad s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7117/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Unite s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7936/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las del fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Partido Unite s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7902/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    Propuesta Republicana s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7831/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa CNE 10131/2017/CS1 y otros, “N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario – infracción al artículo 63, inciso b), de la ley 26.215”.


    R., Ewaldo y otros s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7693/2018/CS1, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Lesiones graves. Doctrina de la arbitrariedad. Elemento subjetivo. Tipo penal. Monto de la pena. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva. Empero, la regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. También ha resuelto que la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones; no obstante puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad. Esta doctrina es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Bajo tales pautas, la vía federal intentada ha sido correctamente denegada. Cabe recordar que la Corte ha sostenido que es bastante fundamento de las decisiones judiciales la remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores, sin que importen de por sí la arbitrariedad de una sentencia, máxime cuando no se advierte que la remisión efectuada resulte manifiestamente inadecuada. Por el contrario, configura arbitrariedad si la decisión a la que remite carece de fundamentos u omite pronunciarse sobre una cuestión sustancial para la decisión del pleito. Sobre el elemento subjetivo del tipo penal la Corte ha establecido que la existencia o la negación del dolo del imputado en causa criminal es, por su naturaleza, cuestión propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, excepto que se demuestre arbitrariedad. Por otro lado, la Corte ha señalado que configura una lesión al debido proceso la condena que se funda en prueba de cargo decisiva que la defensa no tuvo posibilidad de controlar. Pero no es el supuesto del sub judice. Con relación a la objeción relativa a la calificación de las lesiones como graves, resulta pertinente recordar que la Corte ha sostenido que es cuestión propia de los jueces de la causa, por ser materia de hecho y prueba y de derecho común, determinar si los hechos denunciados ante ellos constituyen o no delitos previstos y penados por el código respectivo. Por lo demás, la norma citada prevé, entre otros supuestos, que la lesión también califica como grave cuando inutilice para el trabajo por más de un mes y, al no requerir que la víctima esté en una etapa activa, no excluye a quienes, en razón de su edad, quedan fuera de esa etapa, niños o ancianos. Así y en la medida que en el sub judice el planteo remite al examen de cuestiones de hecho y prueba, y no logra demostrar la arbitrariedad de los argumentos que condujeron a aquella calificación legal, deviene inadmisible. Por último, el recurrente cuestionó la falta de respuesta del a quo al agravio vinculado al derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Corresponde precisar que el planteo formulado por la defensa no se dirigió a postular la insubsistencia de la acción penal por lesión de la garantía del plazo razonable del proceso, sino exclusivamente a impugnar el monto de pena impuesta por considerarlo desproporcionado al no contemplar la afectación de la citada garantía. En tales condiciones, resulta aplicable la doctrina de la Corte en cuanto a que las decisiones relacionadas con la aplicación del monto de la pena resultan privativas de los jueces de mérito y que si los agravios sobre la presunta desproporcionalidad de la pena se dirigen contra el criterio empleado por el juez para su individualización, dentro de los limites mínimo y máximo de la escala penal correspondiente, de ordinario no habilitan la jurisdicción extraordinaria, salvo caso de arbitrariedad. Por lo expuesto, toda vez que la sentencia que rechazó los recursos de casación de las defensas cumple con el estándar fijado en Fallos: 328:3399 y 4568 y el recurso extraordinario carece de la fundamentación autónoma exigida por el artículo 15 de la ley 48, la vía que se pretende ha sido bien denegada. En definitiva, la queja es inadmisible.


    M., M. C. y otro s/ Lesiones graves (Artículo 90)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 98/2017/RH1, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Libertad provisional. Sentencia condenatoria. Crímenes de lesa humanidad. Concurso real. Procedencia del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa FSA 44000124/2012/12/2/RH3, “Vargas, Osvaldo y otros s/ Privación ilegal de la libertad”, cuyos argumentos y conclusiones desarrollados en el punto II, primer párrafo, del dictamen de estaProcuración emitido en ese caso, la Corte compartió e hizo suyos.


    El legislador ha establecido dos supuestos distintos; uno, previsto en el inciso 4 del artículo 317, que faculta a disponer el cese de la detención cautelar con prescindencia de la pretensión punitiva de la parte acusadora; y otro, previsto en el inciso 5 del mismo artículo, aplicable al sub examine, que obliga a los jueces a ponderar esa pretensión al pronunciarse sobre la misma cuestión. En consecuencia, lleva la razón el recurrente al calificar de arbitraria la decisión impugnada mediante recurso federal, en tanto ha omitido, infundada y sorpresivamente, una circunstancia conducente para la adecuada solución del caso, y, en esa medida, es el resultado de una interpretación irrazonable de la norma aplicable que desvirtúa su significado.


    F., Rubén Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO01/222/1/1/RH49, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga mutatis mutandis a Fallos: 330:1457.


    Es oportuno recordar que la Corte, en un caso en el que el imputado ni siquiera había planteado la afectación de la garantía de imparcialidad de los jueces de segunda instancia que revocaron su absolución y lo condenaron, a pesar de que ya se habían pronunciado sobre su responsabilidad al haber confirmado previamente su auto de procesamiento, sostuvo que esa circunstancia constituía un vicio susceptible de provocar una nulidad absoluta, por lo que no podría ser convalidado. A lo que añadió que, al hallarse involucrado el alcance de un estándar del derecho internacional, la omisión de su consideración podría comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional. Por lo tanto, desde esa perspectiva, la Corte debe pronunciarse sobre la cuestión planteada por el recurrente, aun cuando éste podría haberla introducido inmediatamente después de ser notificado de cuál sería la sala de la cámara de casación que intervendría en el tratamiento de su impugnación.


    G., Pablo Raúl y otro s/ Malversación de caudales públicos


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 94000861/2004/TO1/3/CFC2-CS1, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Recurso de Queja N° 1 - Recurso de Queja N° 11 - Imputado: C., Nelson Edgardo s/ Infracción Ley 23.737


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12224/2018/11/1/RH4, 04 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    S., Adrián Gabriel y otros s/ Denuncia y daño agravado


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 439/2013/32/CS1, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    S., Adrián Gabriel y otros s/ Denuncia y daño agravado


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 439/2013/14/3/CS3, 03 de marzo de 2020


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    S., Adrián Gabriel y otros s/ Denuncia y daño agravado


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 439/2013/23/2/CS3, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; y B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.


    P. A., Eugenio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO07/8/2/1/CS7, 28 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; y al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”,cuyos fundamentos y conclusiones expuestos en el punto III del dictamen de esta Procuración, la Corte compartió e hizo suyos.


    Resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el caso “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de “tribunal intermedio”. El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.


    C., Daniel Néstor s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO1/106/1/1/RH42, 14 de febrero de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. Apreciación de la prueba. Interpretación del derecho común. Costas. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario de la parte querellante no resulta procedente, pues si bien se dirige contra una decisión que ha puesto fin al litigio, en su presentación los apelantes sólo ofrecen, en rigor, objeciones que remiten exclusivamente a la valoración de la prueba producida durante la investigación, y a la interpretación de normas del derecho común y procesal, todas las cuales han sido atendidas ya en tres instancias judiciales, en las que los jueces de la causa han dado respuestas fundadas a sus planteos reiterados. Ya lo ha sostenido reiteradamente la Corte, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema. La doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales ordinarios, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado. La Corte ha puesto de resalto reiteradamente que la doctrina de arbitrariedad de sentencias no constituye, en rigor, un medio autónomo de apelación extraordinaria ante la Corte, sino un remedio idóneo para asegurar el reconocimiento de algunas garantías consagradas en la Constitución Nacional. En este sentido, los recurrentes invocan genéricamente algunos “principios constitucionales indelegables” que estarían en juego en la decisión que impugnan, y algunas convenciones internacionales, pero lo hacen sin demostrar cuál sería la relación directa e inmediata que guardarían con la resolución debatida, en los términos exigidos por el artículo 15 de la ley 48. El recurso expresa sólo un desacuerdo con el pronunciamiento conclusivo del proceso, que ha sido dispuesto, revisado y confirmado en las tres instancias anteriores con base en consideraciones referidas a la valoración de la prueba y la interpretación del derecho común y procesal que, más allá de su acierto o error exhiben fundamentos razonables que no dejan lugar para la tacha de arbitrariedad intentada. Lo atinente a la distribución de las costas, por su carácter fáctico y procesal, no es susceptible de tratamiento por la vía del artículo 14 de la ley 48. Si bien es posible hacer excepción a esa regla cuando la decisión recurrida no es el acto jurisdiccional válido que garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional, debe recordarse también que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación particularmente restrictiva en este dominio. No hay motivos para postular que la aplicación de la regla del citado artículo 531, revisada y confirmada en las sucesivas intervenciones jurisdiccionales, ha constituido en el caso una violación de los derechos fundamentales que asegura el artículo 18 de la Constitución.


    K., Alexander Yacovlevich y otros s/ Infracción Artículo 303 inciso 1, infracción Artículo 303 inciso 2 a, Infracción Artículo 303 inciso 2 b, infracción Artículo 304


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7216/2016/CS1, 22 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Peculado. Recurso de casación. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Improcedencia del recurso. Superior Tribunal de Justicia. Cuestión federal. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    El remedio federal intentado es improcedente. La cuestión en la que el recurrente funda su impugnación es inadecuada para pretender abrir la instancia extraordinaria ante la Corte en virtud de que no ha sido sometida previamente a la decisión de las instancias locales ni, por lo tanto, debatida en ellas. Es doctrina del Tribunal que no procede el recurso del artículo 14 de la ley 48 que se funda en la alegada violación de una norma constitucional cuando ésta no ha sido materia de discusión ante el tribunal superior de provincia cuya resolución se recurre. El planteo de la cuestión federal alegada carece de la fundamentación suficiente requerida por el artículo 15 de la ley 48. Guarda estrecha relación el derecho a ser juzgado en un plazo razonable con el régimen legal de prescripción de la acción penal. Si bien, esa reglamentación no agota el derecho que la Constitución garantiza, es ella el vehículo prioritariamente idóneo para tutelarlo. La defensa, sin embargo, invoca la violación a ese derecho no sólo sin haber opuesto nunca ante los jueces de la causa la excepción de prescripción de la acción penal ni de haber requerido de otro modo la clausura del proceso en virtud del paso del tiempo; sino que lo hace a pesar de reconocer expresamente que la sentencia del a quo que confirmó la condena fue dictada antes del vencimiento del término correspondiente para la extinción de la acción penal por prescripción que fijan, para el caso, los artículos 62, inciso 2°, y 67 del Código Penal. La determinación judicial de que en un caso concreto se ha violado el derecho fundamental de una persona a ser juzgada en un plazo razonable no es el resultado de una simple contrastación con un término que luzca, en abstracto, excesivo. Ella exige una demostración específica de que el acusado ha sido víctima de “la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio”. La mera alegación de una demora aparentemente injustificada no es fundamento suficiente.


    S., Félix Alberto s/ Administración fraudulenta en perjuicio de la Administración Pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266/2020/CS1, 24 de julio de 2020


    Ver dictamen


    Recursos


    Defraudación. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 10233/2019/1/CS1, “N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)”.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10233/2019/2/CS1, 25 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


    Extradición. Confirmación de sentencia. 


    Cabe señalar, con carácter previo, que a partir de la doctrina establecida en el precedente “Callirgós Chávez ”, “el apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso”, en función de lo previsto por el artículo 245 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta de aplicación al recurso ordinario de apelación en materia de extradición en virtud de lo dispuesto por el artículo 254 del mismo cuerpo legal, sin que sea repugnante ni a la naturaleza de este procedimiento ni a las leyes que lo rigen. En el caso, la parte recurrente incumplió con esa manda legal, por lo que correspondía que el juez a quo ordenara devolver el escrito previa anotación en el expediente, con indicación de la fecha de interposición del recurso y del domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, de considerarlo la Corte pertinente, “con el fin de evitar la demora que acarrearía, a esta altura del trámite, encauzar la situación como es debido”, podría “exhortar al juez de la causa para que, en lo sucesivo, ajuste el trámite a las pautas legales que rigen el procedimiento según lo antes señalado”. El recurso ordinario interpuesto resulta manifiestamente infundado, ya que los agravios que se intentan hacer valer constituyen una mera reiteración de los ya ventilados en el debate, los cuales fueron considerados por el juez de forma ajustada a derecho y a la ley de extradiciones, sin que la parte se hiciera cargo en su presentación de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos. Esa sola deficiencia sería apta para determinar –per se- el rechazo de la apelación.


    Requerido: N., Natalia s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 26/2018/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La impugnación concedida contra la sentencia de autos, que había declarado procedente la extradición del nombrado requerido por la República Oriental del Uruguay, se ha vuelto abstracta, razón por la cual esta Procuración General solicita a la Corte que así lo declare y ordene devolver los autos al juez a quo a sus efectos.


    R., Germán Gustavo s/ Extradición


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17964/2013/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los seis primeros agravios constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y que el planteado en último término resulta tardío y carece de documentación que lo acredite y pueda justificar su extemporaneidad. Si bien esas solas deficiencias resultarían aptas para determinar –per se– el rechazo de la apelación, en salvaguarda de una interpretación amplia que favorezca el derecho de defensa en juicio y para el supuesto en que la Corte estime pertinente ingresar a su consideración, esta Procuración General se pronunciara a su respecto. En cuanto al primero de los agravios, parece claro que las constancias de la causa, la propia conducta del requerido y sus dichos a lo largo de las actuaciones, impiden invocar que pudiera haberse afectado su derecho –que reconocen los artículos 14, apartado 3.a y f, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos , 8.2.a del Pacto de San José de Costa Rica y 27 de la ley 24767– a ser asistido por un intérprete si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal . En sentido similar al expuesto, recientemente la Corte ha sostenido que tal designación resulta innecesaria cuando se ha probado que el extraditurus domina el idioma nacional y pudo conocer cada acto del procedimiento, sin mengua en el ejercicio de su derecho de defensa. Lo reseñado también impide considerar atendible la alegada afectación del derecho a contar con un letrado defensor, pues desde el día de su detención le fue designado, con arreglo a sus indicaciones y propuestas, primero uno oficial y luego sucesivos particulares, quienes oportunamente aceptaron el cargo y ejercieron su ministerio hasta el presente, habiéndolo asistido durante todas las diligencias del caso y efectuado las peticiones que estimaron pertinentes; sin que, por lo demás, se haya alcanzado a demostrar motivo alguno que permita fundadamente advertir el menoscabo que se invoca. Tampoco puede prosperar, la impugnación basada en que el nombrado haya sido privado del derecho a contar con asistencia consular. En primer lugar, se aprecia una manifiesta insuficiencia en la fundamentación de este agravio, toda vez que ni durante el debate, ni en el recurso, se han cuestionado las aludidas comunicaciones que constan en autos. En tal sentido, la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, en su artículo 36, párrafo 1, apartado b), prevé que "si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva". En definitiva, la nulidad planteada bajo los tres aspectos aquí analizados resulta inadmisible, pues dadas las particularidades del caso y en virtud del criterio restrictivo que la rige, no se advierte, más allá de la particular interpretación que formula la defensa al respecto, la existencia de vicios que pudieran afectar de modo relevante derechos o intereses legítimos de su asistido que determinen adoptar ese temperamento. Esta doctrina también es aplicable en materia de extradiciones. En consecuencia, el planteo que sobre esa alegada invalidez pretende sostener la afectación de las garantías del debido proceso y defensa en juicio ante la incomprensión del objeto del proceso, con menoscabo del derecho a ser oído y de la presunción de inocencia, como así también cuestionar la intervención imparcial del juez, resulta improcedente. El segundo agravio, vinculado con la continuación de la actuación del juez luego de haber sido recusado, tampoco puede prosperar. Es que aun cuando con arreglo a los precedentes de Fallos: 331:2249 y 337:1217 y como la señora defensora reconoce en el memorial, no rige en materia de extradiciones la doctrina fijada por la Corte “Llerena” en cuanto al impedimento de la intervención del juzgador en las sucesivas etapas del proceso, la pretensión se fundó inicialmente en esa circunstancia e incluso la letrada actuante lo expresó en su escrito. También en este agravio se ha insistido en aspectos vinculados con los considerados en el apartado anterior. Además de lo que surge de la ley aplicable, también es doctrina de la Corte que las defensas relacionadas con la interpretación de sus leyes por el Estado requirente o con la existencia o inexistencia del delito, deben ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera competente, ya que lo contrario conduciría a desnaturalizar el procedimiento de extradición, que debe ser favorable al propósito del beneficio universal que tiende a perseguir el juzgamiento de criminales o presuntos criminales. Entre otras materias que deben ser conocidas en aquel la sede, se han citado, por ejemplo, las dirigidas contra la validez de la prueba o de los actos procesales, la legalidad de los tipos penales del ordenamiento jurídico extranjero, o de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente, las referidas a que la prueba para vincular al extraditurus con el hecho atribuido resultaba notoriamente insuficiente y a que el proceso carecía de control de la defensa técnica, o sobre si se encontraba en el país que lo requiere al cometerse el delito que se le imputa, por ser una defensa de fondo que se vincula con la determinación de su responsabilidad. Ello obedece a que la especial naturaleza de este trámite no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se siguió a la persona en el país requirente, dado que imponer a jueces ajenos al proceso principal resolver cuestiones intrincadas, como podría ser la existencia o no de un hecho típico antijurídico y culpable sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses del requerido. Este criterio resulta de entera aplicación al sub examine. Así las cosas, sumado a lo desarrollado en el apartado anterior en cuanto a los agravios referidos al conocimiento del idioma, afectación del derecho de defensa y la asistencia consultar, la alegada nulidad de ese aspecto del procedimiento deviene manifiestamente improcedente. Estas razones también determinaban la desestimación del cuestionamiento dirigido a la intervención del a quo pues autorizaban su rechazo in limine, tanto por su extemporaneidad, por la ausencia de causal sobreviniente e inaplicabilidad del criterio de la Corte in re “Llerena”, como en definitiva se decidió al inicio de la audiencia oral. Esos mismos antecedentes, además, conducían a la improcedencia de la recusación intentada con sustento en la denuncia penal formulada por el extraditurus con los mismos argumentos 48 horas antes del debate, por tratarse de la situación que expresamente veda el artículo 58, en función del 55, inciso 8°, del Código Procesal Penal de la Nación. Cabe, por último, expresar que las consideraciones hasta aquí desarrolladas también brindan suficiente respuesta al agravio reseñado en el apartado II.6 supra y, bastan para postular su rechazo. Lo expuesto precedentemente, también basta para desestimar lo referido a la ausencia del requisito de doble incriminación en cuanto al delito de blanqueo de capitales, pues se ha fundado exclusivamente en los términos de la imprecisa sentencia absolutoria dictada en aquel proceso respecto de otros acusados, lo cual carece de los efectos pretendidos sobre este recaudo estrictamente normativo. En cuanto a la objeción por no haberse efectuado el pedido de extradición por un funcionario competente para hacerlo, pues a juicio de la recurrente el pedido de extradición ha sido efectuado por el Ministerio Fiscal, tampoco resulta procedente. Ello es así, pues la solicitud formal de extradición para ser sometido a proceso por el delito de blanqueo de capi tales procedente del narcotráfico, emana del magistrado de la Sección Primera de lo Penal de la Audiencia Nacional, mientras que la requisitoria para cumplir la condena firme impuesta por la comisión de los delitos contra la salud pública y de tenencia ilícita de armas, proviene de los magistrados de la Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Sección Segunda, Servicio Común de Ejecutorias. Lo descripto, que se ajusta a los términos del artículo 15 del tratado aplicable en cuanto prevé que el pedido debe formularse por escrito y transmitirse por la vía diplomática, determina el criterio adverso adelantado. Si bien el artículo 27 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal determina el plazo de 24 horas para informar al arrestado provisoriamente los detalles del pedido recibido y el acto formal se celebró de modo ex temporáneo al ser advertido por el juez, la parcial inobservancia en el sub judice de ese plazo en cuanto a ese aspecto de la solicitud carece de los efectos que se alegan, en tanto no se ha demostrado qué perjuicio concreto pudo haber ocasionado al requerido, quien ya había sido informado expresamente de su detención por la imputación del delito de blanqueo de capitales, se había negado a la entrega e, inicialmente, incluso había consentido su permanencia en detención. Debe recordarse que en los procedimientos de extradición el juicio contradictorio se circunscribe a la verificación de las exigencias convencionales y legales, y con ese fin la rogatoria internacional y los antecedentes que la acompañan son parte esencial del debate, de forma tal que las partes siempre tienen en esa ocasión la oportunidad de meritar los documentos que la sustentan y de pronunciarse al respecto. A ello cabe añadir, que al proveer la prueba ofrecida el a quo incorporó por lectura la totalidad del pedido. El temperamento esta Procuración General postula no sólo observa el criterio restrictivo que rige en materia de nulidades, sino también la doctrina de la Corte en cuanto a que no debe confundirse el respeto a los recaudos que tienden a asegurar la protección del ejercicio de una garantía constitucional con la incolumidad de la garantía misma, pues suponer que una hipotética omisión formal pudiera causar la nulidad del acto, implicaría convertir a los medios tendientes a proteger el ejercicio de aquel la garantía en una garantía en sí misma, con olvido del carácter meramente instrumental que tales medios revisten. Con respecto al agravio vinculado con la reciente paternidad del requerido y la afectación de su derecho a su vida familiar y al interés superior del niño, esta Procuración General observa, que se sustenta en una circunstancia que no ha sido acreditada en las actuaciones ni con el memorial. Si bien esa omisión alcanzaría para su rechazo, los términos genéricos utilizados en el agravio permiten inferir que de confirmarse lo resuelto el menor se encontraría al cuidado de su madre. Así las cosas, resultaría aplicable la jurisprudencia constante que la Corte ha dictado sobre la materia al desestimar cuestiones análogas lo cual vuelve insustancial el planteo. Ello, sin perjuicio de recordar que la separación temporal de los menores respecto de sus padres por causas legales como la del sub judice es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño, que también ha sido reconocida como compatible con la Convención Americana de Derechos Humanos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14. Si bien se trata de una cuestión no planteada por la parte recurrente ni ofrecida por el Reino de España, con arreglo a los criterios de Fallos: 329:1245; 331:2298; 332:297; 336:610 y 339:906, entre otros, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan a este Ministerio Público proponer a la Corte que ordene que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sometido el extraditurus en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el nombrado lo hubiese sufrido en los casos que han motivado su requerimiento. Por lo expuesto, la Corte debe confirmar la sentencia en cuanto ha sido materia de apelación.


    Requerido: R., Doménico Carmelo s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 90681/2018/CS1, 15 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes


    Debido proceso. Cuestión federal. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien no escapa a esta parte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a ello cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público. La Corte también ha sostenido que existe cuestión federal suficiente cuando se pone en tela de juicio el alcance de una disposición de la ley 23.737 y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente sustentó en ella. De la reseña efectuada se desprende que en la anterior instancia, la acusación expuso en forma concreta y razonada un argumento de esa naturaleza como lo es el vinculado a la correcta interpretación y aplicación del artículo 5° de la norma aludida y que, sin perjuicio de ello, la cámara, mediante un rigor formal erróneo y excesivo, impidió la revisión de la condena por tenencia simple de estupefacientes, sin siquiera considerar que no se adecua a los hechos probados según los argumentos de la acusación. Sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público, dado que se planteó un agravio de naturaleza federal que habilita la competencia del Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, y que la Cámara rehusó pronunciarse en una materia de su competencia como tribunal intermedio con la simple invocación de lo dispuesto en el artículo 458 del Código Procesal Penal y omitió ingresar a la cuestión federal fundadamente presentada, su decisión debe ser descalificada como acto judicial válido con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    Recurso queja N° 1 - Recurso queja N° 4 - Imputado: R. G., José Antonio s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1726/2017/TO1/4/1/RH2, 28 de diciembre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Tributario y Aduanero


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Impuesto a las ganancias. Determinación de oficio. Multa. Período fiscal de liquidación. Derechos de exportación. Productos agrícolas. Fijación de precios. Mercado de valores. Bolsa de comercio. Exportaciones. Compraventa mercantil. Compraventa internacional. Cláusula FOB. Recurso extraordinario. Discrepancias del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Operaciones concertadas con clientes radicados en países de baja o nula tributación (PBNT). Operaciones realizadas con operadores independientes, en países que no revisten carácter de PBNT. Bolsa de Chicago. Mercado rector.


    Para analizar si corresponde el ajuste, por parte del ente recaudador, del precio de las operaciones llevadas a cabo con sujetos independientes radicados en países que no revisten el carácter de Países de Baja o nula Tributación -PBNT-, hay que tener en cuenta que, a los fines de la liquidación de los derechos de exportación y de los demás tributos que gravan la exportación para consumo, resulta de aplicación el régimen tributario, la alícuota, la base imponible y el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera nacional de curso legal, vigentes a “...la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo”. Apartándose de esa regla, la ley 21.453 establece que las ventas al exterior de los productos de origen agrícola que se indican en su planilla anexa quedarán sujetas a las normas que allí se establecen y que tales operaciones deberán ser registradas, mediante declaración jurada, ante la Autoridad de Aplicación, en la forma que determine el Poder Ejecutivo Nacional. En lo que resulta de decisiva importancia para comprender su naturaleza, el art. 6°, primer párrafo, determina que, para las operaciones registradas, se aplicarán los derechos de exportación, reembolsos, reintegros, contribuciones, tasas, servicios y demás tributos que gravaren o beneficiaren la exportación de tales mercaderías los regímenes tributarios, de alícuotas, arancelario y de base imponible "vigentes a la fecha de cierre de cada venta". La Corte ha sido clara al explicar que la ley 21.453 fue concebida para "... fomentar la exportación de productos de origen agrícola mediante un sistema que facilite a los vendedores la determinación de sus costos con la debida antelación", y que dicho precepto legal “... estableció un régimen especial que otorgó certeza a los exportadores en cuanto fijó el tratamiento tributario de la mercadería de acuerdo con las normas vigentes a la fecha en que quedaron concertadas las ventas al exterior, permitiéndoles así prever al momento de convenir el negocio, la carga fiscal que debería satisfacerse por la exportación". La ley 21.453 se limita a implementar un régimen especial que permite que las operaciones registradas queden sujetas al tratamiento tributario aduanero "vigente a la fecha de cierre de cada venta", en lugar del que impera a la fecha del registro de la solicitud de destinación de exportación para consumo, colocando así a quienes utilizan el sistema “…al abrigo de posteriores normas que aumenten la carga tributaria de las exportaciones”, sin que se haya previsto legalmente la obligación de replicar el precio índice u oficial establecido para la ley 21.453 para fijar el mayorista vigente en el lugar de origen, regulado en el art. 8°, inc. a), cuarto párrafo, de la Ley de Impuesto a las Ganancias 20.628. Ello es así pues resulta un principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Extender las disposiciones del régimen especial de la ley 21.453 y la aplicación obligatoria de los precios FOB oficiales o índices fijados por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación -SAGPyA- previstos para éste a hipótesis distintas de las allí contemplados, implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron. En la doctrina de la Corte, el principio de legalidad como base de la imposición y las garantías constitucionales son los límites en los cuales ha de detenerse el proceso interpretativo. Ello exige que una ley formal tipifique el hecho que se considere imponible, los sujetos alcanzados, los criterios de medición y las exenciones. Por consiguiente, el silencio o la omisión en la materia impositiva requiere ser restrictivamente aplicada y no debe ser suplido por la vía de la interpretación analógica. Si bien es cierto que debe preferirse la inteligencia que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por las normas, no lo es menos que el respeto debido a esta regla no puede llevar al intérprete al extremo de alterar las disposiciones de aquéllas. Queda descartada la obligación legal de replicar el precio índice u oficial fijado por la SAGPyA para fijar el mayorista vigente en el lugar de origen. La afirmación de la Cámara en torno a que los precios de las exportaciones realizadas por la actora en los ejercicios fiscales cuestionados se ajustaron a las condiciones normales de mercado entre partes independientes ubicados en países que no revisten el carácter de PBNT, pues se encontraban dentro de los márgenes determinados por aplicación de la dispersión de precios diarios obtenidos en la Bolsa de Chicago sobre los FOB oficiales fijados por la SAGPyA, no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional. La Cámara valoró que el valor FOB oficial trata de reflejar el valor promedio de las operaciones negociadas en el día y que, por tratarse precisamente de un valor promedio, las operaciones singulares no necesariamente deben ceñirse a él. Agregó que el Chicago Board of Trade -CBOT- es el mercado rector a nivel internacional y que allí no existe un único precio por jornada, sino que diariamente se publican los de apertura, máximo, mínimo y cierre de cada producto. Especificó que los peritos contables habían informado que los precios de las exportaciones realizadas por la actora en los ejercicios fiscales cuestionados se encontraban dentro de los márgenes determinados por aplicación de la dispersión de precios diarios obtenidos en el CBOT sobre los índices FOB oficiales de SAGPyA y, con esa base, concluyó que los precios de las exportaciones realizadas por la actora a sus clientes independientes ubicados en países que no revisten el carácter de PBNT en los ejercicios fiscales cuestionados resultaban ajustados a los parámetros del mercado. Los agravios del Fisco sólo traducen una mera discrepancia con el criterio de selección y valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado en este aspecto. En lo referido a las exportaciones concertadas por la actora con entidades independientes domiciliadas en países que no revisten el carácter de PBNT superan la prueba prevista por el legislador en el art. 8 ° de la Ley de Impuesto a las Ganancias para ser catalogadas como operaciones de mercado. La sentencia pudo colegir que sus guarismos pueden ser válidamente empleados para ser cotejados con lo facturado en las operaciones realizadas con los clientes ubicados en PBNT mediante la aplicación del método "precios comparables entre partes independientes". El razonamiento de la Cámara, que coincidió y citó uno de los votos de la instancia anterior, en el que se había indicado que "... en cuanto a la utilización de los comparables, el ente recaudador no realizó una crítica razonada de los factores que puedan afectar al precio, como para concluir fundadamente que fueron utilizados de manera incorrecta" y que "no debe olvidarse que las impugnaciones deben ser lo suficientemente sólidas y sus resultados arrojar diferencias de tal entidad como para un exitoso confronte con lo declarado", no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarla como acto jurisdiccional.


    Recurso queja N° 1 - Vicentín S.A.I.C c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16117/2017/1/RH1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Período fiscal de liquidación. Actualización monetaria. Confiscatoriedad. Garantía de inviolabilidad de la propiedad. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que tanto el art. 39 de la ley 24.073 como el art. 4° de la ley 25.561, representan una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el art. 75, inc. 11, de la Constitución Nacional. No cabe sino afirmar que la prohibición del reajuste de valores, así como de cualquier otra forma de repotenciar las deudas allí ordenadas, es un acto reservado al Congreso Nacional por disposiciones constitucionales expresas y claras, pues es quien tiene a su cargo la fijación del valor de la moneda y no corresponde pronunciamiento judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendientes a su determinación. Por ende, tanto el art. 39 de la ley 24.073 como el art. 4° de la ley 25.561 son, en principio, constitucionalmente admisibles, salvo que, tal como sucede en la especie, se invoque su repugnancia con la garantía de inviolabilidad de la propiedad, al producir efectos confiscatorios. En este punto, también ha dicho la Corte que si bien el mero cotejo entre la liquidación de la ganancia neta sujeta al tributo efectuada sin el ajuste por inflación, y el importe que resulta de aplicar a tal fin el referido mecanismo no es apto para acreditar una afectación al derecho de propiedad, ello no debe entenderse como excluyente de la posibilidad de que se configure un supuesto de confiscatoriedad si entre una y otra suma se presenta una desproporción de magnitud tal que permita extraer razonablemente la conclusión de que la ganancia neta determinada según las normas vigentes no es adecuadamente representativa de la renta, enriquecimiento o beneficio que la ley del impuesto a las ganancias pretende gravar. Adquiere relieve el aspecto probatorio, pues se debe requerir del actor una prueba concluyente a su cargo acerca de la evidencia de la confiscatoriedad alegada. La Cámara no "convalidó" la aplicación de un "sistema de ajuste por inflación impositivo" que no se encontraba vigente en los períodos cuestionados ni era admitido por la jurisprudencia del Máximo Tribunal, sino que tuvo en cuenta la vigencia de las leyes 24.073 y 25.561 que prohibían dicho mecanismo y su decisión se basó en la repugnancia de tales preceptos con la garantía de inviolabilidad de la propiedad, al producir efectos confiscatorios. Las lesiones constitucionales que invoca el Fisco no guardan relación directa e inmediata con la sentencia en cuestión y deben ser desestimadas. La sentencia de la causa "Candy" no permite inferir que la Corte haya consagrado al título VI de la Ley de Impuesto a las Ganancias -LIG- como único mecanismo de ajuste permitido para demostrar la confiscatoriedad del tributo. De la lectura de la LIG se desprende que, además del mecanismo previsto en su título VI, dicha ley permitía también reflejar las variaciones de precios para el cálculo de: a) las amortizaciones impositivas de bienes muebles, inmuebles e inmateriales; b) los costos impositivos computables correspondientes a los bienes muebles, inmuebles, llaves, marcas, patentes, derechos de concesión y otros activos similares enajenados; y c) los quebrantos. El estudio de tales preceptos conduce a colegir, sin hesitación, que la LIG regulaba en dichos rubros el impacto de las variaciones de precios ocurridas desde su fecha de alta hasta la correspondiente al mes de la fecha de cierre del período fiscal que se liquidaba y, para morigerar tales efectos, expresamente preveía la posibilidad de ajustarlos mediante los índices fijados por el INDEC. Cierto es que dichos mecanismos se encuentran suspendidos por las leyes 24.073 y 25.561, pero no menos cierto es que ello no empece a su utilización para evaluar la confiscatoriedad del tributo que la actora alega. Tal planteo, como sostuvo este Ministerio Público al dictaminar en la causa “Candy" , pone la cuestión en su recto quicio: las leyes 23.928, 24.073 y 25.561 son, en principio, constitucionalmente admisibles, salvo que se demuestre su repugnancia con la garantía de inviolabilidad de la propiedad, al producir efectos confiscatorios en el patrimonio o la renta del contribuyente. Por ende, la suspensión de los mecanismos de ajuste previstos en la LIG no es óbice para que ellos sean empleados a fin de demostrar la confiscatoriedad del tributo que resulta de su falta de aplicación, razonamiento que la Corte adoptó en su sentencia de la causa "Candy”. Respecto de la actualización de los quebrantos prevista en el art. 19 de la LIG, lo dicho aquí se encuentra en línea con los fundamentos expresados en el dictamen emitido en la causa registrada en Fallos: 335:1923, donde se recordó que la garantía de no confiscatoriedad tuvo por miras conjurar aquellas situaciones en las que el pago de uno o más gravámenes implican una lesión a la garantía de la propiedad individual, al reducir más allá de lo constitucionalmente tolerable la renta o el capital de los contribuyentes. En tal sentido, se sostuvo que la confiscatoriedad planteada por el actor en dicha causa no podía ser encuadrada dentro de los lineamientos de tal doctrina, por la sencilla razón de que no había tributo a pagar que pudiera ser cotejado con el capital o la renta gravados para verificar si se producía una absorción inadmisible de éstos. Por el contrario, en el sub judice hay impuesto a pagar y la controversia se ciñe a dilucidar si tal importe, calculado con los quebrantos a valores históricos, insume una sustancial porción de las rentas obtenidas por el actor y excede cualquier límite razonable de imposición, configurándose así un supuesto de confiscatoriedad. La LIG fijaba el empleo de índices acumulativos, sin perjuicio de la suspensión ordenada por las leyes 24.073 y 25.561. A la luz de lo dispuesto en el art. 89 de la LIG resulta claro que el valor actualizado que se obtiene como consecuencia de la aplicación del índice de precios correspondiente al mes o período fiscal de liquidación refleja la inflación acumulada en los meses anteriores. En otras palabras, el valor ajustado correspondiente a la cuota anual de amortización o enajenación, según el caso, se verá incidido por la inflación experimentada entre el período fiscal de alta y el de su depreciación, o de alta y de baja del bien, según el caso. El aumento del monto nominal en función de los índices oficiales de precios al consumidor no hace la deuda más onerosa en su origen; sólo mantiene el valor económico real frente al paulatino envilecimiento de la moneda. El agravio del Fisco no sólo no se ajusta a lo dispuesto en el art. 89 de la LIG sino que su recepción en esta instancia conduciría a negar el efecto acumulativo de la inflación en el tiempo, postura que debe ser rechazada a la luz de la pacífica doctrina del Tribunal que indica que, en la interpretación de la ley, no debe prescindirse de las consecuencias que se derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Recurso Queja N° 1 - Telefónica de Argentina S.A. y otro c/ Estado Nacional – AFIP DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49252/2011/1/RH1, 09 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Comercialización de productos agropecuarios. Pérdida de beneficios fiscales. Impuestos. IVA. AFIP. Verificación de impuestos. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevivientes a la interposición del recurso extraordinario. Desde esta perspectiva, la RG 2300/07, en cuyo régimen pretendía permanecer la actora mediante el presente amparo, fue derogada por el Artículo 84, inciso a), de su similar 4310/18. Sin embargo, el Tribunal ha admitido la virtualidad de dictar pronunciamiento aun frente al cambio de marco fáctico o jurídico, siempre que subsista el interés de las partes por los efectos jurídicos producidos durante el lapso anterior a esa variación. El punto a dilucidar consiste en definir si la suspensión ordenada por la AFIP puede ser calificada como una sanción que se aplica al contribuyente y, por lo tanto, si previo a su imposición debió garantizarse su derecho de defensa; o si, tal como sostiene el Fisco, ella sólo constituye una medida temporaria tendiente a discernir si corresponde la exclusión del responsable del régimen especial al que adhirió. El título II de la RG 2300/07, que regulaba el “Registro fiscal de operadores en la compraventa de granos y legumbres secas”, preveía dos apartados claramente diferenciados: el apartado J, que estipulaba las causales de “suspensión” (arts. 40 a 45), y apartado L, que fijaba las causales de “exclusión” (arts. 47 a 52). En su Artículo 40 se establecía: “Este Organismo podrá disponer la suspensión transitoria del responsable incluido en el ‘Registro‘—excepto corredores— cuando se verifique: a) Alguna de las situaciones previstas en el Anexo VI, Apartado A. b) Cualquiera de las situaciones previstas en el Anexo VI, apartados B o C…”. En aquellos casos de suspensión transitoria de un sujeto incluido en el “Registro”, el Artículo 41 establecía que: “implicará el archivo de los trámites interpuestos respecto de éste y determinará la aplicación, durante la vigencia de la suspensión, de las alícuotas de retención que a continuación se indican: a) DIEZ CON CINCUENTA CENTESIMOS POR CIENTO (10,50%): en las operaciones de venta de los productos indicados en el inciso a) del Artículo 1º. b) VEINTIUNO POR CIENTO (21%): en las operaciones de venta del producto aludido en el inciso b) del Artículo 1º. En lo que aquí interesa, el Artículo 44 disponía que: “la suspensión del responsable comprendido en alguna de las causales aludidas en el Artículo 40, inciso b), se extenderá desde el segundo día corrido inmediato siguiente, inclusive, al de la publicación en el Boletín Oficial de los datos del responsable suspendido y hasta tanto tenga efecto la resolución de exclusión del ‘Registro’ conforme las previsiones del Artículo 50. De corresponder el levantamiento de la suspensión con permanencia del responsable en el ´Registro´, este organismo procederá a su publicación en la página web institucional…Asimismo, el responsable tendrá derecho: a) Al reintegro sistemático de acuerdo con los porcentajes que prevé el art. 53, de tratarse de un productor o acopiador que vende productos de propia producción; o b) Al reintegro parcial previsto en el art. 63, de tratarse de un sujeto comprendido en el art. 2, inc. c)”. Por otro lado, el Artículo 47 reglaba los casos de “exclusión” del registro. Entre ellos, su inc. b) se refería a los “responsables cuya inclusión en el ‘Registro’ hubiera sido transitoriamente suspendida por aplicación de las previsiones del Artículo 40, inciso b). En tal caso la exclusión se efectuará mediante acto administrativo fundado”. Con similar criterio, el Artículo 49 requería una resolución administrativa de exclusión para los casos como el presente, comprendidos en el art. 47, inc. b), de la RG. Finalmente, el art. 52 establecía la posibilidad de recurrir las medidas de “exclusión” del registro resueltas por la AFIP mediante el recurso previsto en el art. 74 del decreto 1397/79. Sobre la base de las normas reseñadas, forzoso es concluir que la AFIP invocó una causa reglamentariamente prevista para disponer la “suspensión transitoria” (art. 40 y siguientes de la RG 2300/07), con el objeto de privar momentáneamente al contribuyente de ciertos beneficios tributarios establecidos en el citado reglamento, una vez ejercidas sus facultades de verificación y fiscalización. En tales condiciones, la suspensión no debe confundirse con la imposición de una sanción administrativa -disciplinaria o represiva- en virtud de que esta última tiene por finalidad, como reiteradamente lo ha dicho esa Corte, restaurar el orden jurídico infringido, para cuyo cometido resulta necesario herir al infractor en su patrimonio. De acuerdo con las normas reseñadas, es claro que la suspensión transitoria establecida en la RG 2300/07 no perseguía tal objetivo sino que se limitaba, cautelarmente, a impedir el goce de los beneficios fiscales previstos en el régimen hasta tanto se aclarase la situación del contribuyente frente al Fisco. Tal decisión, temporaria y provisional, no se adoptaba con la finalidad de herir de manera definitiva al presunto infractor en su patrimonio sino de proteger el erario público hasta que concluyeran las tareas de fiscalización que el ente recaudador se encontraba obligado a realizar. Cabe tener presente, en este punto, que la constitucionalidad de una reglamentación como la aquí examinada esta´ condicionada, por una parte, a la circunstancia de que los derechos afectados sean respetados en su sustancia y, por la otra, a la adecuación de las restricciones a las necesidades y fines públicos que las justifican, de manera que no aparezcan infundadas o arbitrarias, sino razonables, es decir, proporcionadas a las circunstancias que las originan y a los fines que se procuran alcanzar con ellas. En tales condiciones, no se encuentra configurada la lesión constitucional que la sentencia recurrida endilga a la reglamentación atacada, pues la suspensión transitoria establecida por esta última luce, apta para servir, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, esto es, asegurar el correcto desempeño de las facultades de verificación y fiscalización que le corresponden a la AFIP.


    Demandado: Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo Ley 16.986 – Actor: Vespasiani, Mario Oscar


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 82231733/2012/CS1, 30 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Defraudación fiscal. Condonación de sanciones. Facilidades de pago. Interpretación y aplicación de la ley. Ley vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón a la actora cuando señala que, para que proceda el beneficio de la condonación, las obligaciones principales debían estar “canceladas” el día de entrada en vigor de la ley 27.260 o bien “incluidas en planes de facilidades de pago” vigentes en idéntica fecha y, por ende, yerra la sentencia recurrida al exigir que dichos planes se encuentren vigentes al momento de presentación del allanamiento en el expediente. Ello es así pues la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger. En cuanto afirma -la sentencia recurrida- que los planes de facilidades suscriptos por la actora no se encontraban vigentes, pues habían sido reformulados en los términos del art. 61 de la ley 27.260 y del art. 35 de la resolución general (AFIP) 3.920. El art. 61, segundo párrafo, de la ley 27.260 establece: “Asimismo, podrán reformularse los planes de facilidades de pago que se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, excluidos aquellos mediante los cuales se haya solicitado la extinción de la acción penal, sobre la base del artículo 16 de la ley 24.769 y sus modificaciones, aplicándose las exenciones y/o condonaciones establecidas en el artículo 55 a los intereses resarcitorios, en la medida que no hayan sido cancelados a la fecha mencionada”. Por su parte, el art. 35 de la resolución general (AFIP) 3.920, en lo que aquí interesa, dispone: “Las deudas incluidas en planes vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la Ley N° 27.260, podrán ser reformuladas en el marco de la presente resolución general, conforme a las condiciones que se indican a continuación: a) Los planes que hubieran sido presentados con anterioridad a la vigencia de la Ley N° 27.260 a través del sistema “MIS FACILIDADES”, podrán reformularse en la medida que se encuentren vigentes —incluidos los rehabilitados— en tanto la totalidad de las obligaciones incluidas en los mismos sean susceptibles de regularización en los términos de la presente resolución general. A tal efecto, deberán observarse las siguientes pautas…b) Las deudas incluidas en otros planes de facilidades de pago cuya adhesión no fue efectuada a través del sistema “MIS FACILIDADES” que se encontraren vigentes a la fecha de entrada en vigencia la Ley N° 27.260 también podrán reformularse ...” La lectura de los preceptos transcriptos conduce, precisamente, a la conclusión opuesta a la que arriba el pronunciamiento apelado, esto es, que la reformulación de los planes de facilidades de pago suscriptos por la actora -realizada en los términos del art. 61 de la ley 27.260 y el art. 35 de la resolución general (AFIP) 3.920 y cuya validez no se discute- fue posible pues ellos se encontraban vigentes a la fecha de puesta en vigor de la ley 27.260.


    Baima, Gabriel Luis c/ AFIP s/ Contencioso administrativo - varios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 19912/2016/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Derechos de exportación. Arancel externo común. Decretos nacionales. Efecto extintivo del pago. Interpretación y aplicación de a la ley. Ley especial. Aplicación temporal de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La operación realizada por la actora se encuentra regulada por las previsiones de la ley 21.453, que establece que las ventas al exterior de los productos de origen agrícola que se indican en su planilla anexa quedarán sujetas a las normas que allí se establecen y que tales operaciones deberán ser registradas, mediante declaración jurada, ante la Autoridad de Aplicación, en la forma que determine el Poder Ejecutivo Nacional. En su art. 6° determina que: “A los fines de la liquidación de los derechos de exportación, reembolsos, reintegros, contribuciones, tasas, servicios y demás tributos que gravaren o beneficiaren la exportación de las mercaderías a que se refiere la presente ley, serán de aplicación los regímenes tributarios, de alícuotas, arancelario y de base imponible (precio índice, valor FOB, valor FOB mínimo o equivalente) vigentes a la fecha de cierre de cada venta”. La Corte ha sido clara al explicar que la ley 21.453 fue concebida para “fomentar la exportación de productos de origen agrícola mediante un sistema que -en lo que al caso interesa- 'facilite a los vendedores la determinación de sus costos con la debida antelación'”, y que dicho precepto legal “estableció un régimen especial que otorgó certeza a los exportadores en cuanto fijó el tratamiento tributario de la mercadería de acuerdo con las normas vigentes a la fecha en que quedaron concertadas las ventas al exterior, permitiéndoles así prever al momento de convenir el negocio, la carga fiscal que debería satisfacerse por la exportación”. El dictado del decreto 509/07 implicó la derogación del arancel del 5% establecido en la resolución (ME) 160/02 y, a su vez, el establecimiento de un único derecho de exportación para la mercadería en trato. A través del decreto 509 el Poder Ejecutivo realizó los ajustes correspondientes en el ordenamiento jurídico nacional con el objeto de incorporar “el arancel externo común basado en la nomenclatura común del Mercosur” al Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, que había sido aprobado por la resolución 70/06 del Grupo Mercado Común. En este marco, su art. 16 fijó el derecho de exportación para las posiciones arancelarias de la Nomenclatura Común del Mercosur consignadas en las tres planillas que forman parte del anexo XIV de la citada norma. Resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual, tratándose de leyes sucesivas que legislan sobre la misma materia, la omisión en la última de disposiciones de las primeras, importa seguramente dejarlas sin efecto, cuando la nueva ley crea –como ha sucedido con el decreto 509/2007- un sistema completo más o menos diferente de la ley antigua. No sería prudente, en tales condiciones, alterar la economía y la unidad de la ley nueva, mezclando a ella disposiciones quizá heterogéneas de la ley anterior, que ella ha reemplazado. Cabe señalar que el art. 787, inc. a), del Código Aduanero especifica que, en las condiciones allí previstas, la obligación tributaria aduanera se extingue por el "pago de lo debido" y art. 792 agrega que el pago no extingue la obligación tributaria aduanera cuando su importe fuere "inferior al debido". En este sentido, la Corte ha señalado que la doctrina del efecto liberatorio del pago en materia impositiva supone la efectiva satisfacción de un gravamen. En cuanto si el ajuste realizado por el Fisco vulnera el art. 793 del Código Aduanero, en relación a ello, vale recordar que el art. 793, inc. 1°, del Código Aduanero establece que la determinación tributaria suplementaria a que pudiera dar lugar la aplicación del art. 792 antes mencionado "no puede fundarse en una interpretación de la legislación tributaria que se hubiere adoptado con posterioridad al momento del pago originario y que modificare la interpretación general, hasta entonces vigente, de conformidad con la cual dicho pago hubiere sido efectuado". El inciso siguiente expresa que “la interpretación general de la legislación tributaria a que hace referencia el apartado 1 es la fijada, con carácter general, por el Poder Ejecutivo, por el Ministerio de Economía, por la Secretaría de Estado de Hacienda o por el Administrador General de Aduanas”. Dicha norma encuentra sustento en la doctrina de la Corte según la cual los cambios de criterio impositivo, como principio, sólo han de regir para el futuro, preservando de los efectos que las modificaciones produzcan a las situaciones definitivas en que se encuentren los contribuyentes, a fin de no causar agravio al principio constitucional que protege el derecho de propiedad.


    Biocardales S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 28564/2018/CS1-CA1, 14 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los bienes personales. Acciones societarias. Compensación de saldos. Responsables sustitutos. Interpretación de a ley. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El art. 1º, inc. c), de la ley 25.585 incorporó, a continuación del art. 25 de la ley 23.966, el siguiente artículo: “El gravamen correspondiente a las acciones o participaciones en el capital de las sociedades regidas por la Ley 19.550, cuyos titulares sean personas físicas y/o sucesiones indivisas domiciliadas en el país o en el exterior, y/o sociedades y/o cualquier otro tipo de persona de existencia ideal, domiciliada en el exterior, será liquidado o ingresado por las sociedades regidas por la Ley 19.550 y la alícuota a aplicar será del 0,50% sobre el valor determinado de acuerdo con lo establecido por el inciso h) del artículo 22, no siendo de aplicación en este caso el mínimo exento dispuesto por el artículo 24. El impuesto así ingresado tendrá el carácter de pago único y definitivo”. El tercer párrafo de ese artículo agregado especifica: “Las sociedades responsables del ingreso del gravamen tendrán derecho a reintegrarse el importe abonado, incluso reteniendo y/o ejecutando directamente los bienes que dieron origen al pago”. En estos términos, es claro que se impuso un tributo sobre las participaciones societarias y se asignó la tarea de su determinación y posterior ingreso, en forma exclusiva, a la sociedad regida por la ley 19.550 que haya sido la emisora del capital. De esta forma, a partir de la reforma de la ley 25.585, la sociedad regida por la ley 19.550 sustituye al verdadero contribuyente, por lo que el Fisco sólo puede accionar contra ella, que pasa a ser la deudora directa de la obligación fiscal, sin perjuicio de su posterior derecho al reintegro del impuesto abonado. Ha sostenido autorizada doctrina: “El sustituto es un sujeto pasivo que se coloca en el lugar del sujeto pasivo realizador del hecho imponible. Esto significa: a) Que es sujeto pasivo porque ha realizado no el hecho imponible, sino el presupuesto generador de la sustitución. b) Que se coloca en lugar del sujeto pasivo realizador del hecho imponible. De este modo, se distingue del responsable, que se coloca junto a aquél. El sustituto está obligado a cumplir las prestaciones materiales y formales de la obligación tributaria, es decir, sustituye al sujeto pasivo no sólo en la obligación tributaria en sentido estricto, es decir, en la obligación de pago del tributo, sino también en la relación jurídica tributaria en sentido amplio”. Forzoso es concluir que el art. 1º, inc. c), de la ley 25.585, al sustituir al sujeto pasivo del impuesto sobre los bienes personales -acciones y participaciones societarias- por la sociedad regida por la ley 19.550 que haya sido la emisora del capital, determina que ésta ocupe el puesto de aquél y quede, por consiguiente, obligada -no junto al sujeto pasivo, sino en lugar del mismo- al cumplimiento de todas las obligaciones, tanto materiales como formales, que derivan de la relación jurídica tributaria. Por ende, la erogación que dicha sociedad queda compelida a realizar es a título directo y único, sin que la reglamentación explicite motivos válidos para que ella, frente a la orden legal de sustituir al contribuyente, sea impedida de usar de los mecanismos cancelatorios provistos por el ordenamiento para el sujeto al cual sustituye. Cierto es que la potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen su misma validez y eficacia cuando se ajustan al espíritu de ésta o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue. Pero no menos cierto es que la resolución general (AFIP) 3.175 no se ajusta a esos asentados parámetros, pues altera la mecánica de la sustitución establecida en la ley 25.585 e introduce restricciones que le son ajenas, por lo que debe ratificarse la inconstitucionalidad que le endilga la Cámara. La calificación del sustituto como “responsables por deuda ajena que realiza el art. 6°, pto. 2), de la ley 11.683, obedece a que el legislador tomó parámetro al titular de la capacidad contributiva alcanzada -necesaria para que el tributo se encuentre en línea con los principios constitucionales-, sin adoptar como referencia el mecanismo de ingreso del tributo, donde, claramente, existe un solo sujeto obligado frente al Fisco Nacional y relacionado jurídicamente con él. Bajo este prisma, nada hay de “ajena” en la obligación para el sustituto, sino una erogación que lo tiene como pagador en forma propia y exclusiva, sin perjuicio de su derecho de regreso.


    Cresud S.A Comercial Inmobiliaria Financiera y Agropecuaria c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12486/2015/CS1-CS2, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Tributos aduaneros. Condonación de sanciones. Interpretación y aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Sobre la base de esta asentada pauta hermenéutica, forzoso es concluir que los términos “entre otros” empleados tanto en el art. 5° como en el art. 6° de la resolución general (AFIP) 4.007-E/17, indica que la enumeración de las infracciones contenidas en ellos carece del carácter taxativo que pretende atribuirle la demandada. Por ende, la falta de mención expresa del art. 969 del Código Aduanero por parte de la resolución general (AFIP) 4.007-E/17, ya sea que se considere que la violación de dicho precepto configura una sanción formal, alcanzada por el art. 5°, o una infracción sustancial, regulada por el art. 6° como lo sostiene la demandada, no constituye óbice a la condonación de la multa resuelta en la instancia anterior, dados los términos “entre otros” que han sido empleados en ambos preceptos.


    Buyatti S.A.I.C.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32346/2019/CA1-CS1, 13 de noviembre de 2020


    Ver dictamen


    Envío postal. Poseedor. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Aplicación de la ley. Ley civil. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto a los tributos aduaneros exigidos por el fisco a la compañía de logística, el art. 553 del Código Aduanero prescribe: “Los envíos postales con fines comerciales están sujetos a las normas generales de la legislación aduanera relativas a la importación y a la exportación de mercadería.” Para regular dichos envíos postales, la Administración Nacional de Aduanas dictó la resolución (ANA) 2.436/96, modificada por su similar 3.236/96. Su anexo II.A, apartado D), determina que: “El permisionario de servicio postal podrá oficializar la solicitud de importación o de exportación para consumo en forma simplificada siempre que se encontrare inscripto en el registro de importadores y exportadores de esa Administración Nacional”. Más adelante, su anexo III.A, apartado C.1.1., dispone: “Cuando se tratare de mercaderías no comprendidas por el Punto E)-1 del ANEXO II (EXCLUSIONES) de esta Resolución, el PSP/Courier podrá solicitar la destinación de importación para consumo mediante el uso del Formulario OM-1125, cuyo registro será asignado por el Sistema Informático María a través de la transacción Solicitud Particular, declarando la mercadería con arreglo a la posición de la N.C.M.” Por su lado, el punto C.1.3. indica que “El pago de tributos, deberá ser satisfecho por el PSP / Courier con anterioridad al registro del OM-1125, estableciéndose las debidas constancias en el documento respectivo”. El punto C.1.2. de ese anexo señala: “El PSP/Courier podrá efectuar la declaración de Ignorar Contenido mediante los formularios en uso en los términos del Artículo 221 y siguientes del Código Aduanero, a fin de comprometer una declaración aduanera correcta”. En este sentido, la compañía de logística no dejó constancia, en los términos de este precepto, de que la mercadería era ingresada por cuenta de un tercero o que ignoraba su contenido de acuerdo a lo previsto en el Anexo III A, punto C.1.2, de ese reglamento. La Corte señala que cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Sobre la responsabilidad solidaria que le atribuye a la cadena de televisión en su carácter de propietario o poseedor de la mercadería, cabe recordar que el art. 783 del Código Aduanero citado establece: “El propietario o el poseedor de mercadería de origen extranjero, con fines comerciales o industriales, por la que se adeudaren tributos aduaneros, responde por dichos tributos en forma solidaria con la persona que hubiere realizado el hecho gravado, pero su responsabilidad se limita al valor en plaza de la mercadería a la fecha en que el servicio aduanero exigiere el pago”. Ante la ausencia de una definición específica en el Código Aduanero sobre lo que constituye la “propiedad” o la “posesión” de la mercadería importada, no es posible prescindir de lo previsto en la legislación nacional común vigente al momento de documentación e introducción de la mercadería en el territorio aduanero, en especial lo prescripto en los arts. 2.351, 2.352 y 2.506 del Código Civil de aquel entonces (ley 340). Resulta ineludible a la luz de la reiterada jurisprudencia de la Corte que ha admitido la aplicación de la legislación civil al ámbito del derecho administrativo, proceder que ha justificado, en lo específicamente referente al derecho tributario, en la circunstancia de que esta disciplina no está al margen de la unidad general del derecho, ni es incompatible con los principios del derecho civil. A la luz de lo expuesto, no puede atribuirse a la cadena de televisión el carácter de “propietaria” o “poseedora”, en los términos del art. 783 del Código Aduanero. Ello es así ya que se encuentra fuera de debate que la citada empresa debía restituir a otra compañía la mercadería luego de su exhibición, reconociendo que eran de propiedad de esta última.


    Televisión Federal S.A. (TF 31023-A) y otro c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22141/2018/CA1-CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Economía y Finanzas


    Recurso extraordinario


    Crédito público. Sistema financiero. Títulos públicos. Bonos de consolidación. Pago diferido. Sentencia firme. Ejecución de sentencia. Suspensión de la ejecución. Admisibilidad del recurso. Gravamen irreparable. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 186, L. XLIV, “Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN – Ley 25561 – Dtos 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561”.


    La totalidad de los servicios financieros de los bonos de consolidación en dólares (PRO 2) que dieron origen a estas actuaciones fueron abonados en los términos del decreto 471/02, según lo dispuesto por la resolución 158/03 del Ministerio de Economía, cuyo art. 2º, inc. c), ap. II, exceptuó del diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública del Gobierno Nacional contraída con anterioridad al 31 de diciembre de 2001 o en virtud de normas dictadas antes de esa fecha dispuesto por el art. 1º, a los servicios financieros de los bonos de consolidación de aquellos tenedores que los hubieran recibido en el marco de la ley 24.043 y cuyas tenencias se hubieran mantenido sin variación, o por la parte que cumpliera con esta condición. No existe ningún remanente de la renta y amortización de los bonos de consolidación de titularidad de la parte actora que deba ser pagado en las condiciones previstas por el decreto 471/02 y de acuerdo con la excepción prevista por la resolución 158/03 citada. El trámite de ejecución de la sentencia no es susceptible de ser adecuado a los preceptos legales citados en último término, pues la actora ya percibió las sumas a las que tenía derecho por aplicación de esas normas, y le resta cobrar la diferencia entre los importes que le fueron abonados según lo previsto por el decreto 471/02 y lo que pudiera corresponderle según las condiciones originales de emisión de los títulos públicos de su propiedad, la cual se encuentra alcanzada por el diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública nacional contraída con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, o en virtud de normas anteriores a esa fecha, dispuesto a partir del dictado de las resoluciones 73/02 y 158/03 del Ministerio de Economía, reiterado en las leyes de presupuesto sancionadas desde 2004 (ley 25.827) en adelante, y que se mantiene vigente en la actualidad. Los arts. 6° y 8º de la ley 27.249 autorizan al entonces Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles (o sus representantes) que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el art. 5°, en los términos y las condiciones a las que aluden aquellas normas. Dicha autorización también ha sido prevista en la ley de presupuesto general de la Administración Nacional para el ejercicio 2020. Por medio de la resolución 516/19 del entonces Ministerio de Hacienda, se aprobó el procedimiento para la instrumentación de acuerdos de cancelación de títulos públicos elegibles, así como los distintos modelos de acuerdos de cancelación, al tiempo que se autorizó al titular de la entonces Secretaría de Finanzas de aquel ministerio a suscribirlos.


    Isla, Alejandro Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional– Ley 25.561 – Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 159570/2002/CA2-CS1, 07 de septiembre de 2020


    Ver dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Seguridad Social


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Jubilación de privilegio. Jubilación de magistrados. Antigüedad. Interpretación y aplicación de la ley. Cuestión federal. Confirmación de sentencia. 


    La ley 24.018 consagra en su capítulo I una asignación especial no contributiva cuyos destinatarios son el Presidente y el Vicepresidente de la Nación y los Jueces de la Corte Suprema a partir del cese de sus funciones. Esa asignación es de carácter vitalicio, mensual, móvil e inembargable, y su monto equivale a la suma que en todo concepto corresponda a la remuneración de Juez de la Corte Suprema. El artículo 2 indica que “los Jueces de la Corte Suprema de Justicia, adquieren el derecho a gozar de la asignación mensual cuando cumplen como mínimo cuatro (4) años en el ejercicio de sus funciones”. El artículo 3 les exige, además, a quienes desempeñaron la función de Juez de la Corte Suprema haber cumplido 65 años de edad, o acreditar 30 años de antigüedad de servicio o 20 años de aportes en regímenes de reciprocidad. En primer lugar, a fin de dilucidar el asunto en estudio, corresponde a acudir a la regla hermenéutica según la cual “la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir del texto legal si, como en el caso sub examine, no media debate y declaración de inconstitucionalidad”. Además, en principio, debe acudirse al sentido común o corriente de las palabras empleadas por la proposición normativa. Cuando el artículo 2 de la ley 24.048 establece como requisito “cumplir como mínimo cuatro (4) años en el ejercicio de sus funciones” no cabe más que exigir la acreditación de una antigüedad no inferior a ese período en el ejercicio del cargo de Juez de la Corte Suprema pues este beneficio extraordinario se instituye, precisamente, en virtud de las características de esa tarea y de las responsabilidades institucionales inherentes a esa alta magistratura. En segundo lugar, ante la claridad de la norma y al no existir vacíos que requieran integrar su significado por vía interpretativa, no corresponde acudir a otros institutos para suplir artificialmente los requisitos elementales fijados por el legislador para acceder a la prestación. Por el contrario, es preciso reafirmar, como ha sostenido la Corte Suprema, que la correcta inteligencia que cabe asignar a las normas que consagran beneficios previsionales de excepción no se aviene con las reglas amplias de interpretación respecto de los sistemas jubilatorios ordinarios pues median obvias razones de justicia que impiden evaluar ambos regímenes por las mismas pautas. Incluso, en un caso donde se encontraba en discusión la asignación prevista en los artículos 1 y 2 de la ley 24.018, la Corte Suprema, integrada por conjueces, afirmó que “no se ha privado al actor de los beneficios de la seguridad social, que puede solicitar conforme al régimen correspondiente, sino de la aplicación del sistema diferenciado. Con lo que se rechaza el argumento invocado por la parte de afectación al art. 14 bis de la Constitución Nacional y al carácter alimentario de la jubilación”. La ley 19.939 no resulta aplicable al caso y el actor no puede invocar un derecho consolidado al amparo de esa norma. Cabe puntualizar que la ley 19.939 dispone que las personas que hayan ejercido los cargos de Juez de la Corte Suprema de la Nación o de Procurador General de la Nación gozan de una asignación mensual móvil, vitalicia e inembargable, cuyo haber es igual a la remuneración que corresponda a dichos cargos (art. 1). Esta norma estuvo vigente desde el 1 de diciembre de 1973 hasta el 31 de diciembre de 1991, cuando fue derogada por el artículo 11 de la ley 23.966 y reemplazada por la asignación mensual y vitalicia prevista en los artículos 1 y 2 de la ley 24.018, que entró en vigencia en enero de 1992. De ese modo, si bien la ley 19.939 se encontraba vigente cuando el actor fue nombrado magistrado de la Corte Suprema, fue derogada cuando aún revestía en esa función, antes del cese efectivo en el servicio —por la renuncia aceptada en diciembre de 1993—, momento en el que ya regía la ley 24.018. Al respecto es doctrina de la Corte Suprema que la norma aplicable para determinar el derecho al beneficio por retiro o jubilación es la vigente al momento del hecho generador del beneficio, que como regla es el momento del cese del servicio, circunstancia en la cual el derecho a obtener la jubilación se objetiviza y consolida. En este punto y con relación a leyes previsionales sucesivas, la Corte Suprema ha mantenido desde antaño que “el derecho del empleado que cesa, o el de sus sucesores en caso de muerte, queda fijado, en lo substancial, por el hecho de la cesación o de la muerte, pues a la imposición de nuevos requisitos -más años de servicio o mayor edad- dispuesto por una ley nueva, el cesante no le puede poner el remedio de proseguir en el servicio, que el empleado en actividad tiene a su alcance”. No altera esta conclusión el artículo 110 de la Constitución Nacional en cuanto establece la garantía de intangibilidad de las remuneraciones y de las jubilaciones de los magistrados. Ello así pues, en el caso bajo examen, no está en discusión la alteración de la remuneración o jubilación efectivamente acordada o reconocida sino que el accionante no cumplió bajo la vigencia de la ley 19.939 los recaudos para acceder a una asignación vitalicia de naturaleza no contributiva y honorífica. El cambio del régimen de la ley 19.939 por el nuevo régimen establecido por los artículos 1 y 2 de la ley 24.018 no elimina o reduce sustancialmente el beneficio sino que lo preserva en su integridad. Ambos regímenes fijan como asignación mensual una suma equivalente al del magistrado en ejercicio. Ambas normas preservan las características de la asignación como mensual y vitalicia, la extensión, en caso de fallecimiento del titular del derecho acordado a la viuda o viudo y sus hijos y, un régimen de incompatibilidades similar. Si bien la ley 24.018 sujeta, en cuanto aquí interesa, el acceso a un requisito de antigüedad funcional que no contenía la norma previa, no se alega que ese cambio normativo afectara sensiblemente el derecho a la prestación, por resultar de gravoso o difícil cumplimiento para el actor, quien ha cesado en el cargo por su propia decisión en el momento en que así lo dispuso. Refuerza esa conclusión el hecho de que la nueva ley rige desde el mes de enero de 1992, razón por la cual es plausible deducir que el magistrado presentó voluntariamente su renuncia en diciembre de 1993, cuatro meses antes de cumplir 4 años en el cargo, con conocimiento de que no alcanzaba a cumplir el periodo de antigüedad requerido por ese cuerpo legal, colocándose como resultado de sus propios actos en una situación que lo excluye del beneficio. Al respecto, cabe agregar que de haber seguido en funciones el tiempo restante hasta cumplir la antigüedad exigida por la ley 24.018 hubiera podido acceder a la asignación prevista en esa norma, que es igual a la que establece la ley 19.939 cuya aplicación solicita.


    Barra Rodolfo Carlos c/ Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Social - Comisión Nacional de Pensiones y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15947/2012/CS1, 13 de octubre de 2020


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Personas mayores. Afiliación a obras sociales. Beneficiarios previsionales. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Superior Tribunal de Justicia. Derivación no razonada del derecho vigente. Apartamiento de las constancias de la causa. Revocación de sentencia. 


    La sentencia es equiparable a definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48, pues si bien es cierto que, en principio, carecen de esa calidad las resoluciones que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente la instancia ordinaria, la Corte Suprema ha sostenido que ello no obsta la procedencia del recurso federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. Las circunstancias del caso y la naturaleza de los derechos debatidos hacen que la reapertura del debate a través de los carriles ordinarios no satisfaga la exigencia de tutela judicial efectiva. Si bien las resoluciones de los superiores tribunales provinciales que versan sobre los recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal, corresponde habilitar el recurso extraordinario cuando la decisión de los órganos de justicia locales no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que lesiona garantías constitucionales. Si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar medios ordinarios instituidos para la solución de las controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos, más que una ordenación o resguardo de competencias. Esas circunstancias excepcionales se presentan en el caso donde el tribunal con excesivo rigor formal y apartándose de las circunstancias de la causa resolvió que la acción de amparo no es la vía procesal a fin de que la actora reclame su derecho a obtener la cobertura de salud del Instituto de Obra Social de Entre Ríos. El tribunal interpretó con infundado ritualismo los recaudos para la admisibilidad del amparo al ponderar la situación de cobertura de salud en la que se encontraba la actora, sin considerar la naturaleza de los derechos implicados en la acción. La acción tiene por objeto asegurar el goce de los derechos a la vida y al disfrute del más alto nivel posible de la salud, que se encuentran ampliamente reconocidos en la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales. La Corte Suprema ha dicho que la vía del amparo es particularmente pertinente cuando se trata de la preservación de la salud y la integridad psicofísica, y expuso que la relevancia y la delicadeza de los derechos en juego deben guiar a los magistrados no sólo en el esclarecimiento y decisión de los puntos de derecho sustancial, sino también de los vinculados con la "protección judicial” prevista en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, máxime cuando los denominados recursos de amparo no deben resultar "ilusorios o inefectivos". El tribunal apelado se apartó de las circunstancias de la causa al concluir que la actora no acreditó padecer alguna afección actual o posible a su salud, soslayando las constancias de la causa que demuestran que padece afecciones psicológicas y psiquiátricas. Afirmó en forma dogmática que la actora "tendría cobertura sanitaria", desoyendo la explicación y las pruebas al respecto. Interpretó y aplicó los requisitos del amparo regulado por la ley local, soslayando el derecho a una tutela judicial efectiva y a interponer un recurso rápido y sencillo ante tribunales competentes frente a la vulneración de derechos fundamentales, más aún considerando que la determinación de la existencia o inexistencia del derecho de la actora no exige una mayor amplitud de debate o de prueba.


    Jacobo, Patricia Andrea c/ Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1923/2018/CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Si bien, en principio, carecen del carácter de sentencia equiparable a definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48 aquéllas las resoluciones que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente la instancia ordinaria, la Corte Suprema ha sostenido que ello no obsta la procedencia del recurso federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. Las circunstancias del caso y la naturaleza de los derechos debatidos hacen que la reapertura del debate a través de los carriles ordinarios no satisfaga la exigencia de tutela judicial efectiva. Por otro lado, si bien las resoluciones de los superiores tribunales provinciales que versan sobre los recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal, corresponde habilitar el recurso extraordinario cuando la decisión de los órganos de justicia locales no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que lesiona garantías constitucionales. Si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar medios ordinarios instituidos para la solución de las controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos, más que una ordenación o resguardo de competencias. El tribunal con excesivo rigor formal y apartándose de las circunstancias de la causa resolvió que la acción de amparo no es la vía procesal a fin de que la actora reclame su derecho a obtener la cobertura de salud del Instituto de Obra Social de Entre Ríos. El tribunal interpretó con infundado ritualismo los recaudos para la admisibilidad del amparo al exigir que la actora acredite la ausencia de otra cobertura de salud, sin ponderar la naturaleza de los derechos implicados en la acción. La acción tiene por objeto asegurar el goce de los derechos a la vida y al disfrute del más alto nivel posible de la salud, que se encuentran ampliamente reconocidos en la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales. La Corte Suprema ha dicho en reiteradas oportunidades que la vía del amparo es particularmente pertinente cuando se trata de la preservación de la salud y la integridad psicofísica. Los derechos a la vida y a vivir con dignidad en la vejez, a la salud, y a la protección judicial efectiva, del colectivo de personas mayores, se encuentran especialmente protegidos por la Convención Interamericana sobre Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada por ley 27.360. La Corte expuso que la relevancia y la delicadeza de los derechos en juego deben guiar a los magistrados no sólo en el esclarecimiento y decisión de los puntos de derecho sustancial, sino también de los vinculados con la "protección judicial" prevista en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que tiene jerarquía constitucional, máxime cuando los denominados recursos de amparo no deben resultar "ilusorios o inefectivos". El tribunal se apartó de las circunstancias de la causa al concluir que la actora no acreditó padecer alguna afección actual o posible a su salud. En este sentido, soslayó la constancia que acredita que la actora requiere "de forma urgente atención médica de manera sostenida y permanente para su correcto diagnóstico y tratamiento de las patologías que padece". Ese elemento de prueba fue completamente omitido en el análisis de la sentencia apelada. El tribunal apelado interpretó y aplicó los requisitos del amparo regulado por la ley local, soslayando el derecho a una tutela judicial efectiva y a interponer un recurso rápido y sencillo ante tribunales competentes frente a la vulneración de derechos fundamentales, más aun considerando que la determinación de la existencia o inexistencia del derecho de la actora no exige una mayor amplitud de debate o de prueba.


    González Pastor, Nélida Nora c/ IOSPER s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1836/2018/CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Comisión médica central. Competencia. Cámara de Apelaciones. Inconstitucionalidad. Procedencia de recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FSA 264/2019/CA1-CS1, "G., Rosa Elisabe c/ Comisión Médica Central y/o ANSES s/ Recurso directo Ley 24.241".


    Choque, Walter Madelmo c/ Comisión Médica Central y/o ANSES


    FSA-Justicia Federal de Salta, 275/2019/CA1-CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSA 264/2019/CA1-CS1, "G., Rosa Elisabe c/ Comisión Médica Central y/o ANSES s/ Recurso directo Ley 24.241".


    Martin, Claudia Inés c/ Comisión Médica Central y/o ANSES s/ Recurso directo Ley 24.241


    FSA-Justicia Federal de Salta, 106/2019/CA1-CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen


    Dictámenes. Jubilación por invalidez. Discapacidad. Adultos mayores. Competencia. Cámara de Apelaciones. Inconstitucionalidad. Facultades jurisdiccionales. Procedencia de recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el recurso no se dirige contra una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para admitir el remedio federal dado que la declaración de incompetencia resuelta por la cámara podría obstruir el acceso a la justicia de la actora. Se denuncia una situación de vulnerabilidad que impide litigar ante el tribunal con competencia asignada por la ley, lo que configura un supuesto de denegación de justicia incompatible con la naturaleza de los derechos en juego y de imposible o tardía reparación ulterior. En Fallos: 337:530 "Pedraza", la Corte remarcó que la Cámara Federal de la Seguridad Social tiene su sede en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y concentra la totalidad de las apelaciones ordinarias deducidas en las causas previsionales que se inician en todo el país, por lo que cualquier adulto mayor o persona incapacitada de trabajar que decida impugnar judicialmente actos de la Administración Nacional de la Seguridad Social debe litigar allí. Señaló que la competencia de esa cámara conduce a que se plantee la paradoja de que personas que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad y formulan pretensiones de carácter alimentario, que se relacionan con su subsistencia y su mejor calidad de vida, se ven compelidas a acudir a tribunales que distan centenares o miles de kilómetros del lugar donde residen, debiendo afrontar los costos que el cambio de sede implica. Consideró que la aplicación de las disposiciones establecidas en el artículo 18 la ley 24.463, en tanto asignan competencia exclusiva de la Cámara Federal de la Seguridad Social para conocer, en grado de apelación, de todas las sentencias que dicten los juzgados federales con asiento en las provincias en los términos del artículo 15 de la citada ley, importan una clara afectación de la garantía a la tutela judicial efectiva de los jubilados y pensionados que no residen en al ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, pues mediante este sistema recursivo centralizado ven incrementados los costos y plazos para el tratamiento de sus planteos, lo que claramente les dificulta la posibilidad de ejercer adecuadamente su derecho de defensa en el proceso que persigue el reconocimiento de derechos alimentarios. A ello agregó que, el derecho de ocurrir ante un órgano judicial en procura de justicia, consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional no se encuentra satisfecho con la sola previsión legal de la posibilidad de acceso a la instancia judicial sino que requiere que la tutela judicial de los derechos en cuestión resulte efectiva, esto es, que sea oportuna y posea la virtualidad de resolver definitivamente la cuestión sometida a su conocimiento. Así lo reconocen los tratados internacionales con jerarquía constitucional. Tal derecho aparece seriamente afectado cuando, en una materia tan sensible como lo es la previsional, el trámite ordinario del proceso, sin razones particulares que lo justifiquen, se traslada de la sede de residencia del actor. La importancia de la proximidad de los servicios de los sistemas de justicia a aquellos grupos de población que se encuentren en situación de vulnerabilidad ha sido expresamente destacada en las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad. Si bien en el precedente “Pedraza” se debatió la validez de una norma ajena al presente litigio, la disposición cuestionada del art. 49, inciso 4, primer párrafo, de la ley 24.241, establece un idéntico sistema de concentración de las apelaciones de todas las solicitudes de retiro por invalidez del país en la Cámara Federal de la Seguridad Social. Es decir, que el tribunal referido será la única instancia de revisión judicial ordinaria de las decisiones administrativas de las comisiones médicas jurisdiccionales y, en grado de apelación, de la Comisión Médica Central, que admitan o rechacen solicitudes de retiro por invalidez. Al mismo tiempo, las prestaciones reclamadas en esta causa, al igual que las consideradas en el precedente "Pedraza", atienden condiciones de vulnerabilidad relacionadas con la subsistencia y la mejora en la calidad de vida, y tienen carácter alimentario. La condición de discapacidad agrava los obstáculos de acceso a la justicia enumerados. El principio establecido en el artículo 13, inciso 1, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que impone "ajustes de procedimiento" para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, obliga a una cuidadosa revisión de las normas rituales, así como de la organización del servicio judicial, con el propósito de facilitar el derecho a ser oído y la adecuada participación en el proceso, y corregir aquellos aspectos que funcionen en la práctica como obstáculos que impiden o dificultan el litigio. La obligación de ajustar los procedimientos es un mandato de acción positiva en pos de asegurar la igualdad real de oportunidades en el acceso a la jurisdicción que compromete a toda la estructura del Estado, e importa un tratamiento diferenciado dirigido a equilibrar y compensar asimetrías y desventajas procesales que derivan de la condición de discapacidad. En relación a las medidas de acción positiva para asegurar la igualdad real de oportunidades, en "García" (Fallos: 342:411) la Corte Suprema remarcó que la reforma constitucional introducida en 1994 dio un nuevo impulso al desarrollo del principio de igualdad sustancial para el logro de una tutela efectiva de colectivos de personas en situación de vulnerabilidad, estableciendo 'medidas de acción positiva' en beneficio de ellas. En ese precedente, la Corte remarcó la situación de vulnerabilidad de las personas con discapacidad y su consecuente tutela especial considerando que el envejecimiento y la discapacidad son causas predisponentes o determinantes de vulnerabilidad, circunstancia que normalmente obliga a los concernidos a contar con mayores recursos para no ver comprometida seriamente su existencia y/o calidad de vida y el consecuente ejercicio de sus derechos fundamentales. Por ello, las circunstancias y condicionantes de esta etapa del ciclo vital han sido motivo de regulación internacional, generando instrumentos jurídicos específicos que consagran, entre otros, el derecho a la seguridad social y obligan a asegurar especialmente el acceso a la justicia para las personas en condición de vulnerabilidad. La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Furlan" resaltó los deberes del Estado de eliminar las barreras y garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad mediante su participación adecuada y efectiva en los procedimientos. Este principio de participación adecuada y efectiva resulta un parámetro constitucional ineludible para ponderar la gravedad de las restricciones que conlleva para la recurrente acudir a la vía impugnatoria cuestionada. La concentración de la competencia recursiva en un tribunal único con asiento a gran distancia del domicilio de la interesada, con inevitables consecuencias en términos de costos y dilaciones, configura una barrera de acceso en el trámite de un reclamo apremiante y de índole alimentaria que no satisface el deber de adecuación de los procedimientos a su condición de discapacidad. Refuerza esta conclusión el estado del fuero federal de la seguridad social ponderado por la Corte en el referido precedente "Pedraza". Al respecto, la propia cámara de ese fuero emitió la acordada 1/2014 en la que advirtió que atravesaba "una aguda crisis que la pone en la imposibilidad de brindar el servicio de justicia que merece nuestra sociedad en materia de derechos alimentarios que hacen a la subsistencia misma". La Corte también señaló allí que la creación del fuero federal de la seguridad social tuvo como objetivo instalar un sistema eficiente para la población de mayor edad o incapacitada para el trabajo, mediante una justicia especializada, rápida y eficaz. No obstante, concluyó que existe evidencia empírica que demuestra que la vigencia del procedimiento de apelación establecido en el artículo 18 de la ley 24.463 ha tenido el efecto contrario. Ha producido en la Cámara Federal de la Seguridad Social una acumulación de causas provenientes de diferentes jurisdicciones federales del país que deriva en el colapso, afectando de esta manera en forma decisiva la posibilidad de que ciudadanos que se encuentran en situación de vulnerabilidad obtengan en forma rápida y eficiente una respuesta jurisdiccional a sus reclamos de contenido netamente alimentarios. En consecuencia, la ampliación de la competencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social, que en su momento pudo ser considerada una ventaja para los beneficiarios del sistema previsional, ha derivado con su aplicación en el tiempo en una clara postergación injustificada de la protección que el Estado debe otorgar a los jubilados. A pesar de que la Corte Suprema descomprimió el fuero otorgando competencia en grado de apelación contra las sentencias dictadas por los jueces federales a las cámaras federales con sede en las provincias, la situación de colapso provocado por la acumulación de causas persiste. Ello fue destacado y nuevamente abordado por la Corte en Fallos: 339:740, "Constantino", en donde sostuvo que a dos años del dictado de la sentencia en la causa "Pedraza", es evidente que la situación de colapso de la Cámara Federal de la Seguridad Social continúa, motivo por el cual resulta necesario ampliar la remisión de causas a las cámaras federales con asiento en las provincias. A su vez, con respecto a la problemática del fuero concluyó que tras veinticinco años de existir como jurisdicción especializada se ha mostrado desde su génesis como ineficiente para brindar tutela judicial efectiva a demandas de prestaciones alimentarias promovidas por personas que transitan por una condición de adultos mayores que exige una respuesta rápida y oportuna, si lo que se pretende es cumplir con los mandatos imperativos que la Constitución Nacional impone a las Autoridades de la Nación respecto de los derechos de la seguridad social. En la actualidad, no se encuentra acreditado que ese estado de colapso haya cesado. Por el contrario, se visualiza un aumento de causas respecto del 2014, año en el que la Corte dictó sentencia en "Pedraza" y señaló, por primera vez, la situación descripta. La regla de competencia dispuesta en el artículo 49, inciso 4, primer párrafo, de la ley 24.241, en las circunstancias particulares examinadas en esta causa, afecta el derecho de la recurrente a una tutela judicial efectiva en condiciones de igualdad, por lo que resulta inconstitucional.


    G., Rosa Elisabe c/ Comisión Médica Central y/o ANSES s/ Recurso directo Ley 24.241 s/ Recurso


    FSA-Justicia Federal de Salta, 264/2019/CA1-CS1, 04 de junio de 2020


    Ver dictamen
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